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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 24 de octubre de 2011. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá 
en sesión extraordinaria, en régimen de cuarto 
intermedio, mañana martes 25 de octubre, a la hora 
9:30, a fin de informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


- Discusión general y particular de un proyecto 
de ley, por el que se restablece la pretensión 
punitiva del Estado para todos los delitos cometidos 
en aplicación del terrorismo de Estado hasta el 
1% de marzo de 1985 y asimismo se declara que 
dichos delitos constituyen crímenes contra la 
humanidad. 
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Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Battistoni, Bordaberry, Chiruchi, 
Da Rosa, Gallinal, Gallo Imperiale, Gamou, 
Heber, Lacalle Herrera, Larrañaga, Lorier, 
Martínez, Michelini, Montiel, Moreira (Carlos), 
Moreira (Constanza), Nin Novoa, Obispo, 
Pasquet, Penadés, Rubio, Sanabria, Saravia, 
Solari, Topolansky y Xavier. Y a partir de 10 y 
30, ingresa el señor Senador Guarino, supliendo al 
señor Senador Nin Novoa. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Couriel, Dalmás, Rosadilla, Tajam y Viera. 
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- El Senado concede las licencias solicita- 
das por el señor Presidente del Cuerpo y 
los señores Senadores Nin Novoa, Viera y 
Larrañaga. 


- Notas de desistimiento. Las presentan 
los señores Héctor Lescano, Eduardo 
Malaquina, Javier de Haedo, Jorge 
Gandini, Juan José Domínguez y Andrés 
Berterreche. 


9) Levantamiento de la sesión.................. 974 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 36 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
“La Presidencia de la Asamblea General destina un 
mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un pro- 
yecto de ley por el que se autoriza la salida del país 
de la Plana Mayor y Tripulación del Buque ROU 01 
“Uruguay” o, en su defecto, del Buque 02 “Coman- 
dante Pedro Campbell”, a efectos de participar en la 
Operación “ESNAL II”, a llevarse a cabo entre el 11 y 
el 23 de diciembre de 2011, haciendo escala en puer- 
tos de la República Federativa del Brasil. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que adhiere a la declaración del 
día 29 de octubre de cada año como Día Mundial de 
la Prevención del Ataque Cerebral. 

- ALA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA.” 


4) PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
consideración del único punto para el que fue citado: 
“Proyecto de ley por el que se restablece la pretensión 
punitiva del Estado para todos los delitos cometidos 
en aplicación del terrorismo de Estado hasta el 1% 
de marzo de 1985, y asimismo se declara que dichos 
delitos constituyen crímenes contra la humanidad. 
(Carp. N* 691/2011)”. 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N* 691/2011 
Rep. N* 399/2011 


CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Constitución y Legislación 
Al Senado: 


Los señores Senadores miembros de la Comisión de 
Constitución y Legislación abajo firmantes, elevan para 
su tratamiento el proyecto de ley que se acompaña. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, 21 de octu- 
bre de 2011. 


Francisco Gallinal, Carlos Gamou, Eduardo 
Lorier, Rafael Michelini, Rodolfo Nin Novoa, 
Aníbal Rondeau, Ope Pasquet. 


Proyecto de ley sustitutivo 


Artículo 1%.- Se restablece el pleno ejercicio de 
la pretensión punitiva del Estado para los delitos co- 
metidos en aplicación del terrorismo de Estado hasta 
el 1? de marzo de 1985, comprendidos en el artículo 
1? de la Ley N” 15.848, de 22 de diciembre de 1986. 


Artículo 2”.- No se computará plazo alguno, pro- 
cesal, de prescripción o de caducidad, en el periodo 
comprendido entre el 22 de diciembre de 1986 y la 
vigencia de esta ley, para los delitos a que refiere el 
artículo 1” de esta ley. 


Artículo 3*.- Declárase que, los delitos a que re- 
fieren los artículos anteriores, son crímenes de lesa 
humanidad de conformidad con los tratados interna- 
cionales de los que la República es parte. 


Artículo 4*.- Esta ley entrará en vigencia a partir 
de su promulgación por el Poder Ejecutivo. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el veintiuno 
de octubre del año dos mil once. 


Francisco Gallinal, Carlos Gamou, Eduardo 
Lorier, Rafael Michelini, Rodolfo Nin Novoa, 
Aníbal Rondeau, Ope Pasquet. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1%.- Se restablece la pretensión punitiva 
del Estado para todos los delitos cometidos en apli- 
cación del terrorismo de Estado hasta el 1? de marzo 
de 1985. 
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Artículo 2.- No se computará plazo procesal algu- 
no en el período comprendido entre el 22 de diciem- 
bre de 1986 y la vigencia de esta ley, para los delitos a 
que refiere el artículo 10. 


Artículo 3%.- Declárase que, los delitos a que re- 
fieren los artículos anteriores, son crímenes contra la 
humanidad de conformidad los tratados internacio- 
nales de los que la República es parte. 


Artículo 4%.- Esta ley entrará en vigencia a partir 
de su promulgación por el Poder Ejecutivo. 


Susana Dalmás, Alberto  Couriel, Lucía 
Topolansky, Rafael Michelini, Eduardo Lorier, 
Constanza Moreira, Enrique Rubio, Aníbal 
Pereyra, Daniel Montiel, Ernesto Agazzi, Carlos 
Baráibar, Walter Morodo, Rodolfo Nin Novoa, 
Hyara Rodríguez, Carlos Gamou, Luis Gallo 
Imperiale. 


Exposición de Motivos 


El proyecto de ley que se presenta tiene como pro- 
pósito adaptar la legislación nacional a los estándares 
internacionales de protección de los derechos huma- 
nos, en particular a los contenidos en la sentencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en el caso Gelman vs. Uruguay; ratificar por vía legal 
el compromiso del Estado uruguayo con la idea más 
avanzada de que ciertos crímenes afectan la digni- 
dad humana de tal magnitud e integran la categoría 
contra la humanidad y clarificar en forma inequívoca 
que los términos procesales para ese tipo de conduc- 
tas, no podrán ser computados mientras la pretensión 
punitiva no estuviese vigente. 


En efecto, las normas internacionales de protec- 
ción de los derechos humanos se basan en el sistema 
universal, en un trípode normativo que lo constituye 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
sea esta una expresión del derecho consuetudinario o 
una interpretación auténtica de la Carta de las Nacio- 
nes Unidas, así como el Pacto Internacional de dere- 
chos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto In- 
ternacional de los Derechos Civiles y Políticos. En el 
ámbito regional americano se identifican claramente 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre como la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, como pilares fundamentales del 
sistema de protección. 


En ambos sistemas, se constata un factor dinámi- 
co en la vigencia y aplicación del derecho internacio- 
nal de protección, que establece que la interpretación 
de las normas no puede quedar librada al simple de- 
seo o voluntad unilateral de quien por definición debe 
cumplirlas. Más aún en caso especial, de las normas 
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internacionales de protección de la dignidad huma- 
na. En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, el órgano que cumple esa función ordena- 
dora es el Comité de Derechos Humanos haciendo 
recomendaciones generales y muy especialmente en 
cuanto cumple el cometido establecido por el propio 
Protocolo Facultativo de recibir peticiones individua- 
les. En el caso del sistema americano la propia Cor- 
te Interamericana establece los criterios rectores en 
materia, sea por su reglamento, las opiniones consul- 
tivas o su competencia litigiosa. 


El restablecer en su plenitud la pretensión pu- 
nitiva del Estado es cumplir con las normas inter- 
nacionales de protección de los derechos humanos. 
Obligación principal de todos los Estados garantizar 
plenamente el ejercicio de los derechos a todas las 
personas, más aún cuando se trata de violaciones que 
constituyen una afrenta a la dignidad del ser huma- 
no, tal como lo han establecido los órganos interna- 
cionales de supervisión mencionados. 


A su vez la sentencia en el caso Gelman vs. Uru- 
guay, es clara e inequívoca. La vigencia, aplicación e 
interpretación de la Ley de la Caducidad de la Pre- 
tensión Punitiva del Estado continúa siendo un obs- 
táculo para el fiel cumplimiento de las obligaciones 
estatales como el deseo de satisfacer legítimamente 
a víctimas y familiares, un mínimo afán de justicia, 
verdad y memoria. 


El cumplimiento de la Sentencia debe hacerse en 
forma cabal y además compromete a todo el Estado 
uruguayo en general tanto en su Poder Ejecutivo, el 
Judicial como el Legislativo. En este sentido, es tras- 
cendente que ciertas conductas sean percibidas como 
crímenes que afectan la dignidad humana en tal mag- 
nitud que se los incluye en la categoría de crímenes 
de lesa humanidad. 


La tortura, la ejecución extrajudicial, la desapa- 
rición forzada de personas son crímenes contra la 
humanidad y por lo tanto imprescriptibles. El proyec- 
to resalta esta característica fundamental. Se apoya 
además en la Sentencia Gelman, que explicita que 
ninguna de las eximentes penales tradicionales como 
la prescripción o la cosa juzgada puede ser legítima ni 
legitimantes para incumplir sus obligaciones interna- 
cionales. Es a través de este proyecto que se explicita 
el sentido de imprescriptible de los crímenes cometi- 
dos durante el terrorismo de Estado. 


Por último, el proyecto de ley que se presenta cla- 
rifica además, cabalmente sobre el cómputo de los 
plazos procesales al efecto de eximente penal, en re- 
lación a las conductas previstas en la hipótesis del 
artículo primero de este proyecto. La solución que se 
propone es que se suspende a los efectos del cómputo 
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del término de prescripción a las conductas crimi- 
nales, durante la vigencia de esta ley y la del 22 de 
diciembre de 1986. 


La resolución del Poder Ejecutivo de revocar por 
ilegitimad manifiesta todas las resoluciones que dic- 
tó en base al artículo primero de la Ley N* 15.848, 
abona a esa solución pues es obvio que al justamente 
impedido no le corre plazo. Este hecho justifica por 
sí que haya una norma expresa en la legislación uru- 
guaya, para no computar el término de prescripción 
previsto por el Código Penal. 


En síntesis, esta iniciativa pretende adecuar 
nuestro ordenamiento interno con las disposiciones 
del derecho internacional de protección de los de- 
rechos humanos, reafirmar el carácter de crimen 
contra la humanidad para determinadas conductas 
repugnantes y clarificar el cómputo de los plazos 
procesales. 


La lucha por la verdad, la memoria y la justicia y 
contra la cultura de la impunidad, ha conmovido a 
todo el pueblo uruguayo. Aspiramos que este proyecto 
sea una contribución sustantiva y constructiva para 
erradicar el concepto de que el ser humano es tan 
solo un individuo sin derecho alguno. 


El proyecto presentado pretende ser claro y senci- 
llo y operativo al sentido de justicia de nuestro pue- 
blo, para que a través de una justicia independiente, 
justa y eficaz pueda contribuir a la construcción del 
“Nunca Más” dictadura y terrorismo de Estado en 
Uruguay. 
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Comisión de constitución y Legislación 
ACTA N* 54 


En Montevideo, el día veintiuno de octubre del 
año dos mil once, a la hora quince y dieciséis minu- 
tos, se reúne la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros señores Senadores Francis- 
co Gallinal, Carlos Gamou, Eduardo Lorier, Rafael 
Michelini, Rodolfo Nin Novoa, Ope Pasquet y Aníbal 
Rondeau. 

Faltan con aviso los señores Senadores Eber Da 
Rosa y Carlos Moreira. 

Asiste especialmente invitado el señor Prof. Dr. Al- 
berto Pérez Pérez. 

Concurren el señor Senador Luis Gallo Imperiale 
y el señor Secretario de la Cámara de Senadores, Arq. 
Hugo Rodríguez Filippini. 
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Preside el señor Senador Francisco Gallinal, Pre- 
sidente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes, el señor Prosecretario subro- 
gante, Alejandro Aguerre y la señora Prosecretaria 
Mariela Gilet. 

ORDEN DEL DIA 

-Carpeta N” 691/2011. PRETENSIÓN PUNI- 
TIVA DEL ESTADO. Se restablece para todos los 
delitos cometidos en aplicación del terrorismo de 
Estado hasta el 1? de marzo de 1985. Se declara 
que dichos delitos constituyen crímenes contra la 
humanidad. Proyecto de ley con exposición de moti- 
vos presentado por los señores Senadores integran- 
tes de la Bancada del Frente Amplio. (Distribuido 
N* 1069/2011). 

El señor Presidente da la bienvenida y agradece la 
presencia del Prof. Dr. Alberto Pérez Pérez, cediéndo- 
le el use de la palabra. 

El profesor Pérez Pérez expresa que el punto de 
partida de su exposición es la Sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Tribunal 
que integra. Señaló que la Sentencia referida tiene 
como puntos fundamentales la incompatibilidad de 
la Ley N” 15.848 respecto al Pacto de San José de 
Costa Rica y el concepto de que la Ley constituye 
un obstáculo para la investigación. Menciona que la 
Sentencia no se pronuncia respecto a si los delitos 
son o no crímenes de lesa humanidad, ya que no es 
un tribunal penal. Respecto al artículo 1 manifiesta 
que no considera que la disposición sea necesaria 
ya que sostiene que la extinción de la pretensión 
punitiva del Estado nunca existió. Señala que la 
Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos es obligatoria para todo el Estado uruguayo, 
incluyendo al Poder Legislativo. Analiza soluciones 
de Derecho Comparado para Sentencias análogas y 
menciona los casos de Brasil, Chile, Perú, México, 
Costa Rica y Países Bajos. Expone sobre el control 
de convencionalidad de las normas. En relación al 
artículo 2 del proyecto de ley a estudio, manifiesta 
que es el nudo central de la norma; lo considera útil 
y conveniente; expresa que considera que no debe 


CÁMARA DE SENADORES 


327-C.S. 


hacerse remisión a los delitos a que refiere el artículo 
1” y sugiere decir: “aplicado o invocado por la Ley 
N* 15.848”. Asimismo, sugiere que se establezca 
expresamente que incluye el plazo de prescripción. 
Seguidamente expone sobre la normativa relativa al 
cómputo de plazos. Respecto al artículo 3”, el profesor 
Pérez Pérez afirma que comparte la declaración pero 
que la considera innecesaria ya que lo que dispone 
está contenido en el artículo 2”. Agrega que quizás 
convendría mencionarlo en la exposición de motivos 
y no en la norma. A continuación analiza el tema de 
la irretroactividad de la ley penal más severa, a la luz 
de la legislación nacional e internacional. 

Los señores Senadores Gamou y Pasquet plantean 
varias interrogantes que el profesor Pérez Pérez res- 
ponde por su orden. 

El señor Presidente agradece la presencia y los 
aportes brindados y el señor invitado se retira de Sala. 
Es la hora dieciséis y treinta minutos. 

El señor Senador Michelini hace entrega a la Se- 
cretaría de un texto sustitutivo, que se reparte en el 
acto. 

RESOLUCIONES: 

Los señores Senadores resuelven elevar la Car- 
peta con el proyecto de ley sustitutivo presentado y 
firman una nota de comunicación al Senado para el 
tratamiento del mismo. Se vota: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Se designan como Miembros Informantes a los se- 
ñores Senadores Francisco Gallinal, Rafael Michelini 
y Ope Pasquet. Se vota: 7 en 7. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 1078/2011 que forma parte 
de la presente. 

A la hora dieciséis y cincuenta minutos se levanta 
la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Francisco Gallinal, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 
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Carp. N* 691/2011 
Rep. N* 399/2011 - Anexo I 


CÓDIGO PENAL 
(Actualizado en marzo de 2010) 


LIBRO | - PARTE GENERAL 


TITULO VIII 
DE LA EXTINCION DE LOS DELITOS Y DE LAS PENAS 


CAPITULO | 
DE LA EXTINCION DEL DELITO 


Artículo 107. (Muerte "del reo antes de la condena).- La muerte del reo 
sobreviniendo con anterioridad a la condena, extingue el delito y si ocurriera 
después de ella, hace cesar sus efectos. 


Artículo 108, (De la amnistia).- La amnistía extingue el delito y si mediara 
condena hace cesar sus efectos. 


No alcanza, sin embargo, a los reincidentes ni a los habituales, salvo que 
en la ley se estableciera expresamente lo contrario. 


Artículo 109, (Gracia).- La gracia extingue el delito cuando fuere otorgada por 
la Alta Corte de Justicia, de acuerdo con lo que prescribe el artículo 14 de la ley 
de 28 de octubre de 1907. No procede respecto de los reincidentes y 
habituales. 


Artículo 110. (Remisión).- La remisión extingue el delito tratándose de las 
infracciones que no pueden perseguirse sino mediante denuncia del particular 
ofendido o a querella de parte. 


Artículo 111. (Formas de la remisión y oportunidad para su otorgamiento).- La 
remisión es expresa o tácita y sólo puede surtir efectos cuando sobreviniere 
antes de la acusación Fiscal, en los delitos que se siguen de oficio, o mediante 
denuncia del ofendido y previamente a la condena, en los que se siguen a 
querella de parte. 


Artículo 112. (De la remisión tácita).- La remisión es tácita cuando el ofendido 
o el querellante hubieran realizado actos incompatibles con el mantenimiento 
de la querella o la perduración del agravio. 


Artículo 113. (Titulares de la remisión).- La remisión sólo puede otorgarse por 
los representantes legales de las personas incapaces. La remisión otorgada 


25 de octubre de 2011 CÁMARA DE SENADORES 329-C.S. 


por el incapaz, contra la voluntad de su representante será tomada en cuenta 
por el Juez para decretar o no la extinción del delito, según las condiciones 
personales del primero y los motivos que determinaron el perdón. 


Artículo 114. (Pluralidad de ofensores y ofendidos).- Cuando fueren varios los 
ofensores, la remisión acordada en forma a uno de ellos, aprovecha a los 
demás. 


Cuando fueren varios los ofendidos, se requiere el perdón de todos ellos 
para que se extinga el delito. 


Artículo 115.- (De la aceptación de la remisión, de sus formas y de los casos 
de conflicto).- La remisión no puede ser condicional ni a término y sólo surte 
efecto en cuanto no haya sido expresa o tácitamente desechada. 


Se considera aceptación tácita, la falta de oposición al desistimiento dentro 
de tercero día, además de cualquier otro acto incompatible con la voluntad del 
procesado de continuar el proceso. 


Si mediara oposición entre el ofensor y su representante legal en cuanto a la 
aceptación de la remisión, el conflicto será resuelto de acuerdo con el principio 
que rige el otorgamiento de la remisión. 


Artículo 116. Derogado. 
Fuente: Ley N* 17.938 de 29/12/2005 artículo 1. 
Redacción dada anteriormente por 
Ley N* 14.068 de 10/07/1972 articulo 16. 
Texto original.- 


(De la remisión por el casamiento). Constituye una 
excepción a la regla, en cuanto puede alegarse en 


cualquier momento y extingue el delito o la pena, la 
remisión que se exterioriza por el casamiento del 
ofensor con la ofendida tratándose de las 
infracciones de violación, atentado violento al pudor, 
estupro y rapto. 


Artículo 117. (Del término de la prescripción de los delitos).- Los delitos 
prescriben: 


1. Hechos que se castigan con pena de penitenciaria: 


a) Si el máximo fijado por la ley es mayor de veinte años, hasta los 
treinta años, a los veinte años. 

b) Si el máximo es mayor de diez, hasta los veinte, a los quince años. 

c) Si el máximo es mayor de dos, hasta los diez, a los diez años. 
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2. Hechos que se castigan con pena de inhabilitación absoluta para 
cargos, oficios públicos y derechos 'políticos, prisión o multa, a los 
cuatro años. 


3. Hechos que se castigan con inhabilitación especial para cargos, oficios 
públicos, profesiones académicas, comerciales o industriales, y 
suspensión de cargos u oficios públicos, a los dos años. 


Cuando hubiera comenzado a correr la prescripción del delito existiendo 
acusación o sentencia condenatoria no ejecutoriada, será la pena pedida o la 
impuesta en el fallo, en su caso, la que se tendrá en cuenta para la aplicación 
de las reglas que preceden. 


Las disposiciones que anteceden no se aplican a los casos en que procede 
la adopción de medidas de seguridad, respecto de tales medidas, ni a los 
delitos en que por la ley, se fijan términos especiales de prescripción. 


Artículo 118. (Del término para la prescripción de las faltas).- Las faltas 
prescriben a los dos meses. 


Artículo 119. (Punto de partida para la computación de los delitos).- El término 
empieza a correr, para los delitos consumados, desde el día de la 
consumación; para los delitos tentados, desde el día en que se suspendió la 
ejecución; para los delitos cuya existencia o modalidad requiere diversos actos 
o diversas acciones «(delitos colectivos y continuados)- desde el día en que se 
ejecuta el último hecho O se realiza la última acción; para los delitos 
permanentes desde el día en que cesa la ejecución. 


120. (De la interrupción de la prescripción por actos de 
procedimiento).- El término de la acción penal se interrumpe por la orden 
judicial de arresto, empezando a correr de nuevo, desde que el proceso se 
paraliza. 


En los delitos en que no procede el arresto, el término se interrumpe 
por la simple interposición de la denuncia. 


Artículo 121, (De la interrupción de la prescripción por nuevo delito).- 
Interrumpe la prescripción cualquier transgresión penal cometida en el país o 
fuera de él, con excepción de los delitos políticos, de los delitos culpables y de 
las faltas. 


Artículo 122. (De la suspensión de la prescripción).- La prescripción no se 
suspende salvo en los casos en que la ley hiciera depender la iniciación de la 
acción penal o la continuación del juicio, de la terminación de otro juicio civil, 
comercial o administrativo. 


Artículo 123. (De la elevación del término de la prescripción) 
El término de la prescripción se eleva en un tercio, tratándose de los 
delincuentes reincidentes, de los habituales y de los homicidas que, por 
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la gravedad del hecho, en sí mismo, la naturaleza de los móviles o sus 
antecedentes personales, se perfilan en concepto del Juez, como sujetos 
peligrosos. 


Artículo 124. (Declaración de oficio) 
La prescripción será declarada de oficio aún cuando el reo no la 


hubiere alegado. 


Artículo 125. (Prescripción de la acción civil).- Rigen para la prescripción de 
la acción civil, los mismos términos que para la prescripción de los delitos. 


Artículo 126. (De la suspensión condicional de la pena).- Se extingue el delito 
cuando el Juez, al dictar sentencia, resuelve suspender la condena, siempre 
que el beneficiado, además de cumplir las obligaciones que le fueren 
impuestas por la ley o judicialmente, se abstuviere de cometer delitos, durante 
un período de cinco años. 


Para que la condena pueda ser suspendida se requiere: 


1, Que se trate de penas de prisión o de multa, cuando por defecto de 
cumplimiento, deba ésta transformarse en pena de prisión. 

2. Que se trate de delincuentes que no hayan cometido en el pasado otros 
delitos y que el Juez prevea, por el examen de sus antecedentes, que no 
han de cometerlos en el porvenir. 


Las obligaciones que el Juez puede imponer son las siguientes: 


a) Restitución de las cosas provenientes del delito; 

b) Pago de las indemnizaciones civiles emanadas del mismo; 

c) Prohibición de domiciliarse en ciertos lugares o de concurrir a ciertos 
sitios. 


Artículo 127. (Del perdón judicial).- Los Jueces pueden hacer uso de esta 
facultad en los casos previstos en los artículos 36, 37, 39, 40 y 45 del Código. 
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Ley N* 15.848, 
de 22 de diciembre de 1986. 


FUNCIONARIOS MILITARES Y POLICIALES 
SE RECONOCE QUE HA CADUCADO EL EJERCICIO DE LA PRETENSION 
PUNITIVA DEL ESTADO RESPECTO DE LOS DELITOS COMETIDOS HASTA EL 1? 
DE MARZO DE 1985 


CAPITULO 1 


Artículo 1*.- Reconócese que, como consecuencia de la lógica de los hechos 
originados por el acuerdo celebrado entre partidos políticos y las Fuerzas Armadas en 
agosto de 1984 y a efecto de concluir la transición hacia la plena vigencia del orden 
constitucional, ha caducado el ejercicio de la pretensión punitiva del Estado respecto 
de los delitos cometidos hasta el 1% de marzo de 1985 por funcionarios militares y 
policiales, equiparados y asimilados por móviles políticos o en ocasión del 
cumplimiento de sus funciones y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos 
que actuaron durante el periodo de facto, 


Artículo 2*.- Lo dispuesto en el articulo anterior no comprende: 


a) Las causas en las que, a la fecha de promulgación de esta ley, exista auto de 
procesamiento, 


b) Los delitos que se hubieren cometido con el propósito de lograr, para su autor o, 
para un tercero, un:provecho económico. 


Artículo 3? - A los efectos previstos en los artículos anteriores, el Juez interviniente 
en las denuncias correspondientes, requerirá al Poder Ejecutivo que informe, dentro 
del plazo perentorio de treinta dias de recibida la comunicación, si el hecho 
investigado lo considera comprendido o no en el artículo 1* de la presente ley. 


Si el Poder Ejecutivo asi lo comunicare, el Juez dispondrá la clausura y el archivo de 
los antecedentes. Si en cambio, no contestare o informa que no se halla comprendido 
dispondrá continuar la indagatoria. e 

Desde la fecha de promulgación de esta ley hasta que el Juez reciba la 
comunicación del Poder Ejecutivo quedan suspendidas todas las diligencias 
presumariales en los procedimientos mencionados en el inciso primero de este 
artículo. . 

Artículo 4*.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes el Juez de la 
causa remitirá al Poder Ejecutivo testimonios de las denuncias presentadas hasta la 
fecha de promulgación de la presente ley referentes a actuaciones relativas a 
personas presuntamente detenidas en operaciones militares o policiales y 
desaparecidas así como de menores presuntamente secuestrados en similares 
condiciones. 

El Poder Ejecutivo dispondrá de inmediato las investigaciones destinadas al 
esclarecimiento de estos hechos. 

El Poder Ejecutivo dentro del plazo de ciento veinte días a contar de la comunicación 
judicial de la denuncia dará cuenta a los denunciantes del resultado de estas 
investigaciones y pondrá en su conocimiento la información recabada. 
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CAPITULO 11 


*.. Se reconoce a los Oficiales Generales y Superiores amparados por lo 
dispuesto en este Capítulo su lealtad a la República y se declara expresamente que en 
ningún caso su honor fue afectado por la aplicación del inciso G) del artículo 192 del 
decreto ley 14.157, de 21 de febrero de 1974, 


Artículo 6*.- A los Oficiales Generales y Superiores que hubieran pasado a situación 
de retiro por aplicación del inciso G) del artículo 192 del decreto ley 14.157, de 21 de 
febrero de 1974, se les computará como de servicio activo el tiempo transcurrido 
desde su retiro hasta la fecha de vigencia de la presente ley, percibirán la asignación 
de retiro del grado inmediato superior y les será aplicable lo dispuesto por. el 
artículo 210 del decreto ley 14.157. 


Artículo 7*.- El Ministerio de Defensa Nacional comunicará al Servicio de Retiros y 
Pensiones Militares dentro de un plazo de quince días a partir de la fecha de vigencia 
de la presente ley, la nómina de los Oficiales Generales y Superiores amparados por 
el articulo anterior. Dicho Servicio dispondrá de un plazo máximo de treinta días para 
actualizar los correspondientes haberes de retiro, a partir del 1% de marzo de 1985, 


Artículo 8*.- Quedan exceptuados de las normas contenidas en este Capitulo: 
a) Los que hubieran sido condenados por la Justicia Penal, Civil o Militar; 


b) Aquellos a los que la aplicación del inciso G) del articulo 192 del citado decreto ley 
14,157, obedeciera a razones disciplinarias a juicio del Poder Ejecutivo, previa 
consulta a la Fuerza correspondiente y de las cuales hubiera constancia 
fehaciente. 


Articulo 9? - Extiéndese a los causahabientes de los Oficiales Generales y 
Superiores retirados por aplicación del inciso G) del artículo 192 del decreto ley 
14.157, fallecidos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, los beneficios 
previstos en este Capítulo de la misma. 


CAPITULO IM 


Artículo 10.- El Servicio de Información de las Fuerzas Armadas pasará a 
denominarse Dirección General de Información de Defensa. Dicho Servicio dependerá 
directamente del Ministerio de Defensa Nacional, 


Tendrá por objetivo elaborar la inteligencia al más alto nivel nacional mediante la 
coordinación y.. planificación de todas las actividades de información y contra 
información que desarrollen los diversos organismos militares especializados 
existentes. . 


La Dirección será ejercida por un Oficial General o Superior debiéndose implementar 
la alternancia de las tres fuerzas en la dirección del Servicio por periodo de dos años. 


Artículo 11.- Sustilúyese el texto del artículo 135 del decreto ley 15.688, de 30 de 
noviembre de 1984, por el siguiente: 


"ARTICULO 135.- Todas las vacantes en el grado de General serán provistas por el 
sistema de selección a cuyo efecto el Poder Ejecutivo seleccionará los candidatos 
de entre los Coroneles que, estando en condiciones de ascenso se encuentren 
comprendidos en el tercio superior de la lista de méritos confeccionada por el 
Tribunal Superior de Ascensos y Recursos integrada a esos efectos además, por el 
Comandante en Jefe que lo presidirá y tendrá voto decisivo en caso de empate. Los 
Coroneles propuestos que sean elegidos por el Poder Ejecutivo serán ascendidos al 
grado de General, previa venia de la Cámara de Senadores o de la Comisión 
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Permanente en su caso 


La lista de méritos referida en el precedente inciso estará constituida por todos los 
Coroneles en condiciones de ascenso que hayan sido calificados de "muy apto” o 
“apto”, 


Artículo 12.- Para el ascenso a los grados de Brigadier General de la Fuerza Aérea y 
Contralmirante de la Armada Nacional, el Poder Ejecutivo seleccionará los candidatos 
de la totalidad de la lista correspondiente confeccionada por el Tribunal de Ascensos y 
Recursos integrado a esos efectos, además, por el Comandante en Jefe que lo 
presidirá y tendrá voto decisivo en caso de empate. : 


Artículo 13. (Transitorio).- Susiltúyese el numeral 3 del artículo 134 del decreto ley 
15.688, de 30 de noviembre de 1984, por el siguiente texto: 


*"3) Las listas definitivas serán confeccionadas por el Tribunal Superior de Ascensos y 
Recursos del Ejército, integrado además y a estos efectos con el Presidente de la 
Comisién Calificadora del Tribunal Superior de las Armas del Ejército y los 
Inspectores de las Armas correspondientes para el personal combatiente y con el 
Presidente de la Comisión Calificadora del Personal Superior de los Servicios del 
Ejército para el Personal Superior de los Servicios. 


El Comandante en Jefe elevará 'al Poder Ejecutivo dichas listas para que éste 
efectúe los ascensos por ión”. 


Artículo 14.- El Poder Ejecutivo elevará anualmente a la Asambléa General los 
programas de estudio de las escuelas e institutos de formación militar. . 

Artículo 15.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su cúmplase por el Poder 
Ejecutivo. 

Artículo 16.- Comuníquese, etc. 
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Ley N? 13,751, 
. de 11 de julio de 1969. 


Artículo 1% - Apruébanse los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y 
el Protocolo Facultativo, aprobados por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, el 16 de diciembre de 1966 y suscritos por el Uruguay el 21 de febrero 


de 1967. 
Artículo 2".- Comuníquese, etc. 
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PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO INTERNACIONAL DE 
DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 


Artículo 1 


Todo Estado Parte en el Pacto que llegue a ser parte en el presente 
Protocolo reconoce la competencia del Comité para recibir y considerar 
comunicaciones de individuos que se hallen bajo la jurisdicción de ese Estado y 
que aleguen ser víctimas de una violación, por ese Estado Parte, de cualquiera 
de los derechos enunciados en el Pacto. El Comité no recibirá ninguna 
comunicación que concierna a un Estado Parte en el Pacto que no sea parte en 
el presente Protocolo. 


Artículo 2 


Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 1, todo individuo que alegue una 
violación de cualquiera de sus derechos enumerados en el Pacto y que haya 
agotado todos los recursos internos disponibles podrá someter a la 
consideración del Comité una comunicación escrita. 


Artículo 3 


El Comité considerará inadmisible toda comunicación presentada de acuerdo 
con el presente Protocolo que sea anónima o que, a su juicio, constituya un 
abuso del derecho a presentar tales comunicaciones o sea incompatible con 
las disposiciones del Pacto. 


Artículo 4 


1. A reserva de lo dispuesto en el artículo 3, el Comité pondrá toda 
comunicación que le sea sometida en virtud del presente Protocolo en 
conocimiento del Estado Parte del que se afirme que ha violado cualquiera de 
las disposiciones del Pacto. 


2. En un plazo de seis meses, ese Estado deberá presentar al Comité por 
escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare el asunto y se 
señalen las medidas que eventualmente haya adoptado al respecto. ' 

Artículo 5 

1. El Comité examinará las comunicaciones recibidas de acuerdo con el 
presente Protocolo tomando en cuenta toda la información escrita que le hayan 
facilitado el individuo y el Estado Parte interesado. 


2. El Comité no examinará ninguna comunicación de un individuo a menos 
que se haya cerciorado de que: 


a) El mismo asunto no ha sido sometido ya a otro procedimiento de examen o 
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arreglo internacionales; 


b) El individuo ha agotado todos los recursos de la jurisdicción interna. No se 
aplicará esta norma cuando la tramitación de los recursos se prolongue 
injustificadamente. 


3. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las 
comunicaciones previstas en el presente Protocolo. 


4. El Comité presentará sus observaciones al Estado Parte interesado y al 
individuo. 


Artículo 6 


El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo al 
artículo 45 del Pacto un resumen de sus actividades en virtud del presente 
Protocolo. 


Artículo 7 


En tanto no se logren los objetivos de la resolución 1514 (XV) de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, de 14 de diciembre de 1960, relativa a la 
Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos 
coloniales, las disposiciones del presente Protocolo no limitarán de manera 
alguna el derecho de petición concedido a esos pueblos por la Carta de las 
Naciones Unidas y por otros instrumentos y convenciones internacionales que 
se hayan concertado bajo los auspicios de las Naciones Unidas o de sus 
organismos especializados. 


Artículo 8 


1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier Estado +20 
haya firmado el Pacto. 


2. El presente Protocolo está sujeto a ratificación por cualquier Estado que 
haya ratificado el Pacto o se haya adherido al mismo. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 


3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier Estado 
que haya ratificado el Pacto o se haya adherido al mismo. 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 
Estados que hayan firmado el presente Protocolo, o se hayan adherido a él, del 
depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión. 
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Artículo 9 


1. A reserva de la entrada en vigor del Pacto, el presente Protocolo entrará en 
vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que haya sido depositado 
el décimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él 
después de haber sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de 
adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses a 
partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su propio instrumento de 
ratificación o de adhesión. 


Artículo 10 


Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 


Artículo 11 


1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá proponer enmiendas y 
depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 
Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes 
en el presente Protocolo, pidiéndoles que ¡e notifiquen si desean que se 
convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las 
propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se 
declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará a una 
conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda 
adoptada por la mayoría de los Estados presentes y votantes en la conferencia 
se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la 
Asamblea General y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados 
Partes en el presente Protocolo, de conformidad con sus respectivos 
procedimientos constitucionales. 


3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y por 
toda enmienda anterior que hubiesen aceptado. 


Artículo 12 


1, Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier 
momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de las 
Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto tres meses después de la fecha en 
que el Secretario General haya recibido la notificación. 
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2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del presente 
Protocolo sigan aplicándose a cualquier comunicación presentada, en virtud del 
artículo 2, antes de la fecha de efectividad de la denuncia. 


Artículo 13 


Independientemente de las notificaciones formuladas conforme al párrafo 5 
del artículo 8 del presente Protocolo, el Secretario General de las Naciones 
Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del 
artículo 48 del Pacto: 


a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el 
artículo 8; 


b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo conforme a lo 
dispuesto en el artículo 9, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas 
a que hace referencia el artículo 11; 


c) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 12. 


Artículo 14 


1. El presente Protocolo, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las 
Naciones Unidas. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas 
del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el artículo 48 del 
Pacto. 


En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados para ello por sus 
respectivos Gobiernos, han firmado el presente Protocolo, el cual ha sido 
abierto a la firma en Nueva York, el decimonoveno día del mes de diciembre de 
mil novecientos sesenta y seis. 
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15 


PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 


PARTE | 
ARTICULO 1 


1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de 
este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a 
su cesarrollo económico, social y cultural. 


2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente 
de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que 
derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio de 
beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podrá 
privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la 
responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y 
respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de 
las Naciones Unidas. 


PARTE il 
ARTICULO 2 


1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 
respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio 
y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, 
sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social. 


2. Cada Estado Parte. se compromete a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las 
medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el 
presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones 
legislativas o de otro carácter. 


3, Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 
garantizar que: 


a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente 
Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun 
cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en 
ejercicio de sus funciones oficiales; 
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b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera 
otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá 
sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y 
desarrollará las posibilidades de recurso judicial; 


c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya 
estimado procedente el recurso. 


ARTICULO 3 


Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a 
hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y 
políticos enunciados en el presente Pacto, 


ARTICULO 4 


1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y 
cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados Partes en el 
presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la medida estrictamente 
limitada a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraldas 
en virtud de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles 
con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no 
entrañen discriminación alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión u origen social. 


2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los 
artículos 6, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18. 


3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de 
suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en el 
presente Pacto, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, 
de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los motivos que 
hayan suscitado la suspensión. Se hará una nueva comunicación por el mismo 
conducto en la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión. 


ARTICULO 5 


1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el 
sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para 
emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de 
cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su 
limitación en mayor medida que la prevista en él. 


2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 
humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud 
de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el 
presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 


PARTE ll 
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ARTICULO 6 


1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho 
estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 


2. En los países que no hayan abolido la pena capital sólo podrá imponerse la 
pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad con leyes que 
estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean contrarias a 
las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la prevención y la 
sanción del delito de genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse en 
cumplimiento de sentencia definitiva de un tribunal competente. 


3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se tendrá 
entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en modo alguno 
a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna de las obligaciones 
asumidas en virtud de las disposiciones de la.Convención para la prevención y 
la sanción del delito de genocidio, 


4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la 
conmutación de la pena. La amnistía, el indulto o la conmutación de la pena 
capital podrán ser concedidos en todos los casos. 


5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de 
menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de 
gravidez. 

6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado 
Parte en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena 
capital. 

ARTICULO 7 
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 


degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a 
experimentos médicos o científicos. 


ARTICULO 8 


1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos 
estarán prohibidas en todas sus formas. 


2. Nadie estará sometido a servidumbre. 


3. Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio; 

a) 

b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que 
prohibe, en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados 
con la pena de prisión acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento 
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de una pena de trabajos forzados impuesta por un tribunal competente; 


c) No se considerarán como "trabajo forzoso u obligatorio", a los efectos de 
este párrafo: 


i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b, 
se exijan normalmente de una persona presa en virtud de una decisión 


judicial legalmente dictada, o de una persona que habiendo sido presa 


en virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional; 


ii) El servicio de carácter militar y, en los países donde se admite la 
exención por razones de conciencia, el servicio nacional que deben 
prestar conforme a la ley quienes se opongan al servicio militar por 
razones de conciencia; 


iii) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la 
vida o el bienestar de la comunidad; 


iv) El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas 
normales. 


ARTÍCULO 9 


1, Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser 
privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al 
procedimiento establecido en ésta. 


2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de 
las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada 
contra ella. 


3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será 


llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para 


ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo 
razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que 
hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá 
estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en 
el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, 
en su caso, para la ejecución del fallo. 


4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión 
tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la 
brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la 
prisión fuera ilegal. 


5. Toda persona que haya sido ¡legalmente detenida o presa, tendrá el 
derecho efectivo a obtener reparación, 
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ARTICULO 10 


1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 


2. Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en 
a) circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, 
adecuado a su condición de personas no condenadas; 


b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser 
llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para 
su enjuiciamiento, 


3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad 
esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores 
delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un 
tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 


ARTICULO 11 


Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación 
contractual. 


ARTICULO 12 


1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá 
derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia. 


2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, incluso 
del propio. 


3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones 
salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias para proteger 
la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los 
derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás derechos 
reconocidos en el presente Pacto. 


4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su propio 
país. 


ARTICULO 13 


El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en el 
presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una 
decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones imperiosas de 
seguridad nacional se opongan a ello, se permitirá a tal extranjero exponer las 
razones que lo asistan en contra de su expulsión, así como someter su caso a 
revisión ante la autoridad competente o bien ante la persona o personas 
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designadas especialmente por dicha autoridad competente, y hacerse 
representar con tal fin ante ellas. 


ARTICULO 14 


1. Todas las personas son ¡iguales ante los tribunales y cortes de justicia. 
Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas 
garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido 
por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal 
formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones 
de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o 
parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad 
nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida 
privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del 
tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera 
perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o 
contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores 
de edad exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos 
matrimoniales o a la tutela de menores. 


2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 


3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 


a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma 
detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 


b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de 
su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 


c) A ser juzgada sin dilaciones indebidas; 


d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser 
asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera 
defensor, del derecho que le asiste a tenerio, y, siempre que el interés de la 
justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si 
careciere de medios suficientes para pagarlo; 


e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la 
comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados 
en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 


f) A ser asistida gratuitamente por un interprete, si no comprende o no habla 
el idioma empleado en el tribunal; 


g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 
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4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se 
tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su 
readaptación social. 


5, Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo 
condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal 
superior, conforme a lo prescrito por la ley, 


6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente 
revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o 
descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, 
la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá 
ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es 
imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho 
desconocido. 


7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido 
ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el 
procedimiento penal de cada país. 


ARTICULO 15 


1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. 
Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone 
la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 


2, Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena 
de una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, 
fueran delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la 
comunidad internacional. 


ARTICULO 16 


Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. 


ARTICULO 17 


1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ¡legales a su honra y 
reputación. 


2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 
injerencias o esos ataques. 


ARTICULO 18 
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4. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y 
de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o 
las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o 
sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, 
mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza. 


2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su 
libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección. 


3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará 
sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias 
para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los 
derechos y libertades fundamentales de los demás. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 
libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que 
los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones. 

ARTICULO 19 

1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña 
deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a 


ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por 
la ley y ser necesarias para: 


a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; 


b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la 
moral públicas. 


ARTICULO 20 


1, Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley. 


2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación 
a la discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley. 


ARTICULO 21 


Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho sólo 
podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias 
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en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 
seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los demás. 


ARTICULO 22 


1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el 
derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de sus 
intereses. 


2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en 
interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o 
para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los 
demás. El presente articulo no impedirá la imposición de restricciones legales 
al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas armadas 
y de la policía. 


3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Partes en el 
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948, relativo a la 
libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación, a adoptar medidas 
legislativas que puedan menoscabar las garantías previstas en él ni a aplicar la 
ley de tal manera que pueda menoscabar esas garantías. 


ARTICULO 23 


1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene 
derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 


2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a 
fundar una familia si tienen edad para ello. 


3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los 
contrayentes. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas 
para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos 
esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que 
aseguren la protección necesaria a los hijos. 


ARTICULO 24 


1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma. religión, origen nacional o social, posición económica o 
nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, 
tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 


2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y 
deberá tener un nombre. 
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3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad. 
ARTICULO 25 


Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas 
en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y 
oportunidades: 


a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio 
de representantes libremente elegidos; 


b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión 
de la voluntad de los electores; 


c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país. 


ARTICULO 26 


Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda 
discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva 
contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 


ARTICULO 27 


En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingUisticas, no 
se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que 
les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su 
propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su 
propio idioma. 


PARTE IV 
ARTICULO 28 


1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante 
denominado el Comité). Se compondrá de dieciocho miembros, y desempeñará 
las funciones que se señalan más adelante. 


2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en el 
presente Pacto, que deberán ser personas de gran integridad moral, con 
reconocida competencia en materia de derechos humanos. Se tomará en 
consideración la utilidad de la participación de algunas personas que tengan 
experiencia jurídica. 


350-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de octubre de 2011 


3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejercerán sus funciones a título 
personal. 


ARTICULO 29 


1. Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una lista 
de personas que reúnan las condiciones previstas en el artículo 28 y que sean 
propuestas al efecto por los Estados Partes en el presente Pacto. 


2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos 
personas. Estas personas serán nacionales del Estado que las proponga. 


3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez. 
ARTICULO 30 


1. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la 
fecha de entrada en vigor del presente Pacto. 


2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del Comité, 
siempre que no se trate de una elección para llenar una vacante declarada de 
conformidad con el artículo 34, el Secretario General de las Naciones Unidas 
invitará por escrito a los Estados Partes en el presente Pacto a presentar sus 
candidatos para el Comité en el término de tres meses. 


3. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos que hubieren sido presentados, con indicación de 
los Estados Partes que los hubieren designado, y la comunicará a los Estados 
Partes en el presente Pacto a más tardar un mes antes de la fecha de cada 
elección. 


4. La elección de los miembros del Comité se celebrará en una reunión de los 
Estados Partes en el presente Pacto convocada por el Secretario General de 
las Naciones Unidas en la Sede de la Organización. En esa reunión, para la 
cual el quórum estará constituido por dos tercios de los Estados Partes en el 
presente Pacto, quedarán elegidos miembros del Comité los candidatos que 
obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 


¡ARTICULO 31 
1. El Comité no podrá comprender más de un nacional de un mismo Estado. 
2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica 
equitativa de los miembros y la representación de las diferentes formas de 
civilización y de los principales sistemas jurídicos. 


ARTICULO 32 
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1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro años. Podrán ser 
reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. Sin embargo, los mandatos 
de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirarán al cabo de 
dos años. Inmediatamente después de la primera elección, -el Presidente de la 
reunión mencionada en el párrafo 4 del artículo 30 designará por sorteo los 
nombres de estos nueve miembros. 


2. Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán con arreglo 
a los artículos precedentes de esta parte del presente Pacto. 


ARTICULO 33 


1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miembro del 
Comité ha dejado de desempeñar sus funciones por otra causa que la de 
ausencia temporal, el Presidente del Comité notificará este hecho al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto de dicho 
miembro. 


2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el Presidente lo 
notificará inmediatamente al Secretario General de las Naciones Unidas, quien 
declarará vacante el puesto desde la fecha del fallecimiento o desde la fecha 
en que sea efectiva la renuncia. 


ARTICULO 34 


1. Si se declara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si el 
mandato del miembro que ha de ser sustituido no expira dentro de los seis 
meses que sigan a la declaración de dicha vacante, el Secretario General de 
las Naciones Unidas lo notificará a cada uno de los Estados Partes en el 
presente Pacto, los cuales, para llenar la vacante, podrán presentar candidatos 
en el plazo de dos meses, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 2 del 
artículo 29, 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos así designados y la comunicará a los Estados 
Partes en el presente Pacto. La elección para llenar la vacante se verificará de 
rd con las disposiciones pertinentes de esta parte del presente 

acto. 


3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido para llenar una vacante 
declarada de conformidad con el artículo 33 ocupará el cargo por el resto del 
mandato del miembro que dejó vacante el puesto en el Comité conforme a lo 
dispuesto en ese artículo. ; 


ARTICULO 35 


Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones 
Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea General determine, teniendo 
en cuenta la importancia de las funciones del Comité. 
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ARTICULO 36 
El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los 
servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en 
virtud del presente Pacto, 
ARTICULO 37 


1. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera 
reunión del Comité en la Sede de las Naciones Unidas. 


2, Después de su primera reunión, el Comité se reunirá en las ocasiones que 
se prevean en su reglamento. 


3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en 
la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. 


ARTICULO 38 
Antes de entrar en funciones, los miembros del Comité declararán 
solemnemente en sesión pública del Comité que desempeñarán su»cometido 
con toda imparcialidad y conciencia. 
ARTICULO 39 


1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros de la 
Mesa podrán ser reelegidos. 


2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual sa dispondrá, entre 
otras cosas, que: 


a) Doce miembros constituirán quórum; 


b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoria de votos de los 
miembros presentes. . 
ARTICULO 40 ' 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar 
informes sobre las disposiciones que hayan adoptado y que den efecto a los 
derechos reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que hayan realizado en 
cuanto ai goce de esos derechos: 


a) En el piazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor del presente 
Pacto con respecto a los Estados Partes interesados, 


b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida, 
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2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien los transmitirá al Comité para examen. Los informes señalarán 
los factores y las dificultades, si los hubiere, que afecten a la aplicación del 
presente Pacto. 


3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de celebrar 
consultas con el Comité, podrá transmitir a los organismos especializados 
interesados copias de las partes de los informes que caigan dentro de sus 
esferas de competencia. 


4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados Partes en el 
presente Pacto. Transmitirá sus informes, y los comentarios generales que 
estime oportunos, a los Estados Partes. El Comité también podrá transmitir al 
Consejo Económico y Social esos comentarios, junto con copia de los informes 
que haya recibido de los Estados Partes en el Pacto. 


5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité observaciones sobre 
cualquier comentario que se haga con arreglo al párrafo 4 del presente artículo. 


ARTICULO 41 


1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el presente Pacto 
podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del Comité 
para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que 
otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone este Pacto. Las 
comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se podrán admitir y 
examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una 
declaración por la cual reconozca con respecto a si mismo la competencia del 
Comité, El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte 
que no haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas en virtud de 
este artículo se tramitarán de conformidad con el procedimiento siguiente: 


a) Si un Estado Parte en el presente Pacto considera que otro Estado Parte 
no cumple las disposiciones del presente Pacto, podrá señalar el asunto a 
la atención de dicho Estado mediante una comunicación escrita. Dentro de 
un plazo de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la 
comunicación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya 
enviado la comunicación una explicación o cualquier otra declaración por 
escrito que aclare el asunto, la cual hará referencia, hasta donde sea 
posible y pertinente, a los procedimientos nacionales y a los recursos 
adoptados, en trámite o que puedan utilizarse al respecto. 


b) si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados Partes 
interesados en un plazo de seis meses contado desde la fecha en que el 
Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, cualquiera de 
ambos Estados Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Comité, 


mediante notificación dirigida al Comité y al otro Estado. 


—= 


c) El Comité conocerá del asunto que se le someta después de haberse 
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admitidos. No se aplicará esta regla cuando la tramitación de los 
mencionados recursos se prolongue injustificadamente. 


d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las 
comunicaciones previstas en el presente artículo. 


e) A reserva de as disposiciones del inciso c, el Comité pondrá sus buenos 
oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin de llegar a una 
solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de los derechos 
humanos y de las ¡ibertades fundamentales reconocidos en ei presente 
Pacto. 


f) En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados 
Partes interesados a que se hace referencia en el inciso b que faciliten 
cualquier información pertinente, 


9) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el inciso b 
tendrán derecho a estar representados cuando el asunto se examine en el 
Comité y a presentar exposiciones verbalmente, o por escrito, o de ambas 
maneras. 


h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recibo de la 
notificación mencionada en el inciso b, presentará un informe en el cual: 


1) si se ha llegado a una sotución con arreglo a lo dispuesto en el inciso €, 
se limitará a una breve exposición de los hechos y de ¡a solución 
alcanzada. 


li) si no se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en ol 
inciso e, se limitará a una breve exposición de los hechos y agregara las 
exposiciones escritas y las actas de las exposiciones verbales que 
hayan hecho los Estados Partes interesados. 


En cada asunto, se enviará el informe a los Estados Partes interesados. 


2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez 
Esiados Partes en el presente Pacto hayan hecho las declaraciones a que se 
hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo. Tales declaraciones során 
depositadas por los Estados Partey en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados 
Partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretaño General. Tal retiro no será obstáculo para que 
se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya 
transmitida en virtud de este artículo, no se admitirá ninguna nueva 
comunicación de un Estado Parte una vez que el Secretario General de las 
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Naciones Unidas haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a 
menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva declaración. 


ARTICULO 42 


1. si un asunto remitido al Comité con arreglo al Artículo 41 no se resuelve a 

a) satisfacción de los Estados Partes interesados, el Comité, con el previo 
consentimiento de los Estados Partes interesados, podrá designar una 
Comisión Especial de Conciliación (denominada en adelante la Comisión) 
Los buenos oficios de la Comisión se pondrán a disposición de los 
Estados Partes interesados a fin de llegar a una solución amistosa del 
asunto, basada en el respeto al presente Pacto. 


b) La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables para los 
Estados Partes interesados. Si, transcurridos tres meses, los Estados 
Partes interesados no se ponen de acuerdo sobre la composición, en todo 
o en parte, de la Comisión, los miembros de la Comisión sobre los que no 
haya habido acuerdo serán elegidos por el Comité, de entre sus propios 
miembros, en votación secreta y por mayoría de dos tercios 


2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No 
serán nacionales de los Estados Partes interesados, de ningún Estado que no 
sea parte en el presente Pacto, ni de ningún Estado Parte que no haya hecho 
la declaración prevista en el articulo 41. 


3. La. Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento. 


4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de 
las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. Sin 
embargo, podrán celebrarse en cualquier otro lugar conveniente que la 
Comisión acuerde en consulta con el Secretario General de las Naciones 
Unidas y los Estados Partes interesados. 


5. La secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servicios a las 
comisiones que se establezcan en virtud del presente artículo. 


6. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitará a la 
Comisión, y ésta podrá pedir a los Estados Partes interesados que faciliten 
cualquier otra información pertinente. 


7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos sus aspectos, y 
en todo caso en un plazo no mayor de doce meses después de haber tomado 
conocimiento del mismo, presentará al Presidente del Comité un informe para 
su transmisión a los Estados Partes interesados: 


a) Si la Comisión no puede completar su examen del asunto dentro de los 
doce meses, limitará su informe a una breve exposición de la situación en 
que se halle su examen del asunto; 
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b) si se alcanza una solución amistosa del asunto basada en el respeto a los 
derechos humanos reconocidos en el presente Pacto, la Comisión limitará 
su informe a una breve exposición de los hechos y de la solución 
alcanzada; 


c) Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b, el informe de la 
Comisión incluirá sus conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho 
pertinentes al asunto planteado entre los Estados Partes interesados, y sus 
observaciones acerca de las posibilidades de solución amistosa del asunto; 
dicho informe contendrá también las exposiciones escritas y una reseña de 
las exposiciones orales hechas por los Estados Partes interesados; 


d) Si el informe de la Comisión se presenta en virtud del inciso c, los Estados 
Partes interesados notificarán al Presidente del Comité, dentro de los tres 
meses siguientes a la recepción del informe, si aceptan o no los términos 
del informe de la Comisión. 


8. Las disposiciones de este articulo no afectan a las funciones del Comité 
previstas en el artículo 41. 


9. Los Estados Partes interesados compartirán por igual todos los gastos de 
los miembres de la Comisión, de acuerdo con el cálculo que haga el Secretario 
General de las Nacienes Unidas. 


10. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá sufragar, en caso 
necesario, los gastos de los miembros de la Comisión. antes de que los 
Estedos Partes interesados reembolsen esos gastos conforme al párrafo 9 del 
presente artículo. 


ARTICULO 43 


Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de 
conciliación designados conforme al artículo 42 tendrán derecho a las 
facilidades, privilegios e inmunidades que se conceden a los expertos que 
desempeñen misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en 
las secciones pertinentes de la Convención sobre los privilegios e inmunidades 
de las Naciones Unidas. 


ARTICULO 44 


Las disposiciones de la aplicación del presente Pacto se aplicarán sin 
perjuicio de los procedimientos previstos en materia de derechos humanos por 
los instrumentos constitutivos y las convenciones de las Naciones Unidas y de 
los organismos especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán que 
los Estados Partes recurran a otros procedimientos para resolver una 
controversia, de conformidad con convenios internacionales generales o 
especiales vigentes entre ellos. 


ARTÍCULO 45 
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El Comité presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por 
conducto del Consejo Económico y Social, un informe anual sobre sus 
actividades. 


PARTE V 
ARTICULO 46 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 
de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones 
de los organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos 
órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto 
a las materias a que se refiere el presente Pacto. 


ARTICULO 47 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 
del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y 
libremente sus riquezas y recursos naturales. 


PARTE VI 
ARTICULO 43 


1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, asi 
como de todo Estado Parte en el Estatuto de ta Corte Internacional de Justicia 
y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas a ser parte en el presente Pacto. 


2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en poder de! Secretario General de las Naciones Unidas. 


3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 
Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del 
depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión. 


ARTICULO 49 


1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 
ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
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2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después 
de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de 
adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha 
en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de 
adhesión. 


ARTICULO 50 


Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 


ARTICULO 51 


1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y 
depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 
Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes 
en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque 
a una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y 
someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se declara en favor 
de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia bajo los 
auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de 
Estados presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de 
dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con 
sus respectivos procedimientos constitucionales. 


3, Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda 
enmienda anterior que hayan aceptado. 


ARTICULO 52 
Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del 


artículo 48, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos 
los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 


a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el 
artículo 48; 


b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto 
en el arlículo 49, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que 
hace referencia el artículo 51. 


ARTICULO 53 
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1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso 
son Igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones 
Unidas. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas 
del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 48. 


En fe de lo cual, los infrascritos debidamente autorizados para ello por sus 
respectivos Gobiernos, han firmado el presente Pacto, el cual ha sido abierto a 
la firma en Nueva York, el decimonoveno día del mes de diciembre de mil 
novecientos sesenta y seis 
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y 
CULTURALES 


Parte | 
ARTICULO 1 


1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de 
este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a 
su desarrollo económico, social y cultural. 


2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente 


beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podrá 
privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la 
responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre daterminación, y 
respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de 
las Naciones Unidas. 


Parte 1! 
ARTICULO 2 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 


legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí 


2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el 
ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra indole, 
origen nacional d social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social, 


3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos 
humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida 
garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a 
personas que no sean nacionales suyos. 
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ARTICULO 3 


Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los 
hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, 
sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 


ARTICULO 4 


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los 
derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá 
someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo 
en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo 
objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática. 


ARTICULO 5 


1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el 
sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para 
emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de 
cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su 
limitación en medida mayor que la prevista en él, 


2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 
humanos fundamentaies reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, 
convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto 
no los reconoce o los reconoce en menor grado. 


Parto ll 
ARTICULO 6 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, 
que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse 
la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán 
medidas adecuadas para garantizar este derecho. 


2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes 
en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá 
figurar la orientación y formación tecnicoprofesional, la preparación de 
programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo 
económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en 
condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas 
fundamentales de la persona humana. 


ARTICULO 7 


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al goca de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le 
aseguren en especial: 
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a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 


i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones 
de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres 
condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario 
igual por trabajo igual; 


ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias 
conforme a las disposiciones del presente Pacto; 


b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 


c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la 
categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los 
factores de tiempo de servicio y capacidad; 


d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas 
de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración 
de los días festivos. 


ARTICULO 8 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar: 


a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su 
elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización 
correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y 
sociales. No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este 
derecho que las que prescriba la ley y que sean necesanas en una 
sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden 
público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos; 


b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones 
nacionales y el de éstas a fundar organizaciones sindicales internacionales 
oaafiliarse a las mismas; 


c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras 
limitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una 
sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden 
público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos; 


d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país. 


2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio 
de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de 
la administración del Estado. 
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3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el 
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la 
libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación a adoptar medidas 
legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho Convenio o a 
aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantias. 


ARTICULO 9 


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la seguridad social, incluso al seguro social, 


ARTICULO 10 


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 


1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de 
la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente 
para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación 
de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre 
consentimiento de los futuros cónyuges. 


2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un periodo de 
tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las 
madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con 
prestaciones adecuadas de seguridad social. 


3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor 
de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de 
filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y 

- adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en 
trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se 
corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la 
ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de 
los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de 
mano de obra infantil, 


ARTICULO 11 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de 
existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la 
efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial 
de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 


2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho 
fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, 
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individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos 
los programas concretos, que se necesitan para: 


a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de 
alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y 
científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el 
perfeccionamiento o la reforma de los regimenes agrarios de modo que se 
logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales; 


b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación 
con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean 
tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los 


exportan. 
ARTICULO 12 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 


2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a 
fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 


para: 


a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano 
desarrollo de los niños; 


b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 
medio ambiente, 


c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, 
endémicas, profesionales y de otra indole, y la lucha contra ellas; 


d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y 
servicios médicos en caso de enfermedad. 


ARTICULO 13 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia 
el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y 

. debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a 
todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, 
favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades 
de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz. . 
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2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de 
lograr el pleno ejercicio de este derecho: 


a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 
gratuitamente; 


b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza 
secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse 
accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por 
la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 


c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre 
la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, 
y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 


d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación 
fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el 
ciclo completo de instrucción primaria; 


e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos 
los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y 
mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 
libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus 
hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, 
siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o 
apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban 
la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones. 


4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción 
de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios 
enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones se 
ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado. 


ARTICULO 14 


Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse 
parte en él, aún no haya podido instituir en su territorio metropolitano o en otros 
territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad de la 
enseñanza primaria, se compromete a elaborar y adoptar, dentro de un plazo 
de dos años, un plan detallado de acción para la aplicación progresiva, dentro 
de un número razonable de años fijado en el plan, del principio de la 
enseñanza obligatoria y gratuita para todos. 
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ARTICULO 15 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a: 


a) Participar en la vida cultural; 
b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; 


c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le 
correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora. 


2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán 
adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las 
necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la 
cultura. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 
indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad 
creadora. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que 
derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones 
internacionales en cuestiones científicas y culturales. 


Parte IV 
ARTICULO 16 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en 
conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las medidas que hayan 
adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a los 
derechos reconocidos en el mismo. 


2. Todos los informes serán presentados al Secretario General de las 
a) Naciones Unidas, quien transmitirá copias al Consejo Económico y Social 
para que las examine conforme a lo dispuesto en el presente Pacto; 


b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los 
organismos especializados copias de los informes, o de las partes 
pertinentes de éstos, enviados por los Estados Partes en el presente 
Pacto que además sean miembros de estos organismos especializados, 
en la medida en que tales informes o partes de ellos tengan relación con 
materias que sean de la competencia de dichos organismos conforme a 
sus instrumentos constitutivos. 
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ARTICULO 17 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por 
etapas, con arreglo al programa que establecerá el Consejo Económico y 
Social en el plazo de un año desde la entrada en vigor del presente Pacto, 
previa consulta con los Estados Partes y con los organismos especializados 
interesados. 


2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten el 
grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en este Pacto. 


3, Cuando la información «pertinente hubiera sido ya proporcionada a las 
Naciones Unidas o a algún organismo especializado por un Estado Parte, no 
será necesario repetir dicha información, sino que bastará hacer referencia 
concreta a la misma. 


ARTICULO 18 


En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere 
en materia de derechos humanos y libertades fundamentales, el Consejo 
Económico y Social podrá concluir acuerdos con los organismos especializados 
sobre la presentación por tales organismos de informes relativos al 
cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que corresponden a su campo 
de actividades. Estos informes podrán contener detalles sobre las decisiones y 
recomendaciones que en relación con ese cumplimiento hayan aprobado los 
órganos competentes de dichos organismos. 


ARTICULO 19 


El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos 
Humanos, para su estudio y recomendación de carácter general, o para 
información, según proceda, los informes sobre derechos humanos que 
presenten a los Estados conforme a los artículos 18 y 17, y los informes 
relativos a los derechos humanos que presenten los organismos especializados 
conforme al artículo 18. 


ARTICULO 20 


Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados 
interesados podrán presentar al Consejo Económico y Social observaciones 
sobre toda recomendación de carácter general hecha en virtud del artículo 19 o 
toda referencia a tal recomendación general que conste en un informe de la 
Comisión de Derechos Humanos o en un documento alli mencionado. 


ARTICULO 21 


El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la 
Asamblea General informes que contengan recomendaciones de carácter 
general, así como un resumen de la información recibida de los Estados Partes 
en el presente Pacto y de los organismos especializados acerca de las 
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medidas adoptadas y los progresos realizados para lograr el respeto general de 
los derechos reconocidos en el presente Pacto. 


ARTICULO 22 


El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros órganos 
de las Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los organismos 
especializados interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, toda 
cuestión surgida de los informes a que se refiere esta parte del Pacto que 
pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, cada una dentro de su 
esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas internacionales 
que puedan contribuir a la aplicación efectiva y progresiva del presente Pacto. 


ARTICULO 23 


Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de 
orden internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que se 
reconocen en el presente Pacto comprenden procedimientos tales como la 
conclusión de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación 
de asistencia técnica y la celebración de reuniones regionales y técnicas, para 
efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en cooperación con los 
gobiernos interesados. 


ARTICULO 24 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 
de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones 
de los organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos 
órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto 
a las materias a que se refiere el Pacto. 


ARTICULO 25 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 
del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y 
libremente sus riquezas y recursos naturales. 


Parte V 
ARTICULO 26 


1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así 
como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia 
y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas a ser parte en el presente Pacto. 


2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
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3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo, 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 
- Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del 
depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión. 


ARTICULO 27 


1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 
ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después 
de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de 
adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha 
en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de 
adhesión. 


ARTICULO 28 


Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 


ARTICULO 29 


1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y 
depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 
Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes 
en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque 
una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y 
someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se declara en favor 
de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia bajo los 
auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de 
Estados presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de 
dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con 
sus respectivos procedimientos constitucionales. 


3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda 
enmienda anterior que hayan aceptado. 
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ARTICULO 30 


Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 
26, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 


a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el 
artículo 26; 


b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto 
en el artículo 27, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que 
hace referencia el artículo 29. 


ARTICULO 31 


1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones 
Unidas. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas 
del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 26. 


En fe de lo cual, los infrascritos debidamente autorizados para ello por sus 
respectivos Gobiernos, han firmado el presente Pacto, el cual ha sido abierto a 
la firma en Nueva York, el decimonoveno día del mes de diciembre de mil 
novecientos sesenta y seis. 
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DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 


10 de diciembre de 1948 
PREÁMBULO 


Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana; 


Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han 
originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se 
ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un 
mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la 
libertad de palabra y de la liberiad de creencias; 


Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 
Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la 
rebelión contra la tiranía y la opresión; 


Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre 
las naciones; 


Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su 
fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona 
humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado 
resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de ún 
concepto más amplio de la libertad; 


Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en 
cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y 
efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y 


Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la 
mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso; 


LA ASAMBLEA GENERAL proclama la presente DECLARACIÓN UNIVERSAL DE 
DERECHOS HUMANOS como ideal común por el que todos los pueblos y naciones 
deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose 
constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto 
a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter 
nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto 
entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados 
bajo su jurisdicción. 


Artículo 1. 
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados 


A O AS 
otros. 
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Artículo 2. 


Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra indole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición. 


Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 


- Intemacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si 


se trala de un país independiente, como de un territorio bajo administración 
fiduciaria, ba 


Artículo 3. 
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. - 
Artículo 4. 


Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de 
esclavos están prohibidas en todas sus formas. 

Artículo 5. , 

Nadie será sometido a tonuras ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. 

Artículo 6. ! 

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. 

Artículo 7. 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de 
la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que 
infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación. 

Artículo 8. 

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 


competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley. 


Artículo 9. : 

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado, 

Artículo 10, 

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e ¡ , para 


1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el 
que se le hayan asegurado todas las garantias necesarias para su defensa. 

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse 
no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se 
TO PEO RE UE E CRA 0 SO 
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Artículo 12, 


Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda 
persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 
Artículo 13, 


1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado. 


2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a 
regresar a su país. 
Artículo 14, 


1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar 
de él, en cualquier país. 


2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente 
originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios 
de las Naciones Unidas, 


Artículo 15. 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 


2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de. 


nacionalidad. 

Artículo 16. 

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin 
restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar 
una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el 
matrimonio y en caso de disolución del matrimonio. 


2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá 
contraerse el matrimonio. . 


3. La famila es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a 
la protección de la sociedad y del Estado. 


Artículo 17. y 

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 

Aríículo 18. 

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, asi 
como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, 


tanto en pública como en privado, por la enseñanza,- la práctica, el culto y la 
observancia. 


Artículo 19, 
Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho 
incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 


informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por 
cualquier medio de expresión. 


Artículo 20. 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacificas. 
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- 2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 


Artículo 21. 
1. A A O 
por medio de representantes libremente escogidos. 


2. Toda persona tiene el derecho de accceso, en condiciones de igualdad, a las 
funciones públicas de su país. 


3. A O DS e E A esta voluntad 
mediante elecciones aulénticas que habrán de celebrarse 
onda: qee alega amor ac ipall Y Bar als abaeal E Ol 
procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 
Artículo 22. 


Toda persona, como miembro de la sociedad, AA y 
a obtener, mediante el esfuerzo. nacional y la cooperación internacional, habida 
cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los 
derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre 
desarrollo de su personalidad. 


Artículo 23. 


1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a 
condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el 
desempleo. 

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo 
igual. 


3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y 
satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la 
dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera 
otros medios de protección social. 


4, Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de 
sus intereses. 


Artículo 24. 


Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una 
limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas. 


Artículo 25. 


1, Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, asÍ 
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene 
asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, 
viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad, 


2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. 


Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a 
igual protección social. 


Artículo 26. 
1. a La educación debe ser gratuíta, al 


menos en lo concemiente a la instrucción elemental y fundamental. La 
inobucción elemental seré obiigaloria. La inslrucción Menica y prolesional balrá 
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de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en 
función de los méritos respectivos. 


2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades 
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas 
las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de 
las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz. 


3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá 
de darse a sus hijos. 


Artículo 27. 


1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la 
comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los 
beneficios que de él resulten. 


2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales 


que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o 
artisticas de que sea autora. 


Artículo 28. 

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en 
el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan 
plenamente efectivos. 

Artículo 29. 


1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella 
puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 


2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona 


demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del 
bienestar general en una sociedad democrática. 


- 3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en 


oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas 
Artículo 30. 


Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho 
alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar 
actividades o realizar actos tendientes la supresión de cualquiera de los derechos 
y libertades proclamados en esta Declaración. 
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_ CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS | 
"PACTO SAN JOSE COSTA RICA” 


(Aprobada por Ley N* 15.737, de 8 de marzo de 1985, 
artículo 15) 


PARTE l 


DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS 
CAPITULO | 


ENUMERACIÓN DE DEBERES 
ARTICULO 1 
Obligación de Respetar los Derechos 


1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persoña que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 

' alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 


2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 


ARTICULO 2 


Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 


Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades. 


CAPITULO Il 


DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 
ARTICULO 3 


Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica 


Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, 
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ARTICULO 4 
Derecho a la Vida 


1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará 
protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie 
puede ser privado de la vida arbitrariamente. 


2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá 
imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia 
ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que 
establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco 
se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente. 


3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 


4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni 
comunes conexos con los políticos. : 

5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de ¡a 
comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de 
setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 

6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistia, el 
indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos 
los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras la solicitud esté 
pendiente de decisión ante autoridad competente. . 

ARTICULO 5 
Derecho a la Integridad Personal 


1, Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad fisica, psiquica 
y moral. 


2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respelo 
debido a la dignidad inherente al ser humano. 


3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 


4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en 
circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a 
su condición de personas no condenadas. 


5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los 
adultos y llevados ante tribunales especializados, con 'la mayor celeridad 
posible, para su tratamiento. 


6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la 
reforma y la readaptación social de los condenados. 


ARTICULO 6 
Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 


1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como 
la trata de esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas 


2. Nadie debe ser constrefiido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En 
los países donde ciertos delitos tengan señalada pena privativa de la libertad 
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acompañada de trabajos forzosos, esta disposición no podrá ser interpretada 
en el sentido de que prohíbe el cumplimiento de dicha pena impuesta por juez 
o tribunal competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad ni a la 
capacidad fisica e intelectual del recluido, 


3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este 
artículo: 


a. los trabajos o servicios que se exijan normalmente-de una persona recluida 

en cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada por la 

. autoridad judicial competente, Tales trabajos o servicios deberán realizarse 

bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas, y los individuos que 

los efectúen no serán puestos a disposición de particulares, compañías o 
personas jurídicas de carácter privado; . 


b. el servicio militar y, en los países donde se admite exención por razones de 
conciencia, el servicio nacional que la ley establezca en lugar de aquél; . * 


c. el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la 
existencia o el bienestar de la comunidad, y 


d. el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 
ARTICULO 7 
Derecho a la Libertad Personal 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales 


2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Politicas de los 
Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 


3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 


4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su 
detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 


5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un 
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y 
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libenad podrá estar 
condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 


6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o 
tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de 
su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran 
ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se 
viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un 
juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal 
amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos 
podrán interponerse por sí o por otra persona. 

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de 
Pe judicial competente dictados por incumplimientos de deberes 

os. . 
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ARTÍCULO 8 
Garantías Judiciales 
Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro 


de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 
carácter. 


2 


Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 


inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena” igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 


h. 


3. 


derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 


. Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 


preparación de su defensa; 


. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por 


un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor, 


. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 


Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido 
por la ley; 


. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y 


de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas 
que puedan arrojar luz sobre los hechos; 


. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 


culpable, y 
derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 


ninguna naturaleza. 


4. 


El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 


nuevo juicio por los mismos hechos. 


5. 


El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 


preservar los intereses de la justicia. 
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ARTICULO Y 
Principio de Legalidad y de Retroactividad 


Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede 
imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición 
de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 


ARTICULO 10 
Derecho a Indemnización 
Toda persona tiene derecho a ser indermizada conforme a la ley en caso de 
haber sido condenada en sentencia firme por error judicial. 
ARTICULO 11 


Protección de la Honra y de la Dignidad 


1, Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de 
su dignidad. 


2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida 
privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de 
ataques llegales a su honra o reputación. 


3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 
injerencias o esos ataques. ! 


ARTICULO 12 
Libertad de Conciencia y de Religión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este 
derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de 
cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar 
su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como 
en privado, 

2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la 
libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de 
creencias. 


3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está 
sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias 
para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos 
o libertades de los demás. 


4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o 
pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones. 


ARTICULO 13 
Libertad de Pensamiento y de Expresión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. 
Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda Índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 
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escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimientó de su 
elección. , 


2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 
sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 


a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 


b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas. 


3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios 
indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel 
para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados 
en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a 
impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 


4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura 
previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección 
moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el 
inciso 2. 

5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda 
apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la 
violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo 
de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u 
origen nacional. 


ARTICULO 14 
Derecho de Rectificación o Respuesta 


1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas 
en su perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y que 
se dirijan al público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano 
Ss difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la 
ey. : 


2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras 
responsabilidades legales en que se hubiese incurrido. 


3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o 
empresa periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona 
responsable que no esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero 
especial. , 


ARTICULO 15 
Derecho de Reunión 


Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal 
derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que 
sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la 
moral públicas o los derechos o libertades de los demás. 
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ARTICULO 16 
Libertad de Asociación 


1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines 
ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, 
deportivos o de cualquiera otra indole, 


2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a'las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en 
interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para 
proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás. 


3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones 
legales, y aun la privación del ejercicio del derecho de asociación, a los 
miembros de las fuerzas armadas y de la policía. 


ARTICULO 17 
Protección a la Familia 


1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser 
protegida por la sociedad y el Estado. 


2: Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a 
fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por 
las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no 
discriminación establecido en esta Convención. 


3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pro consentimiento de 
los contrayentes. 


4. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la 
igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los 
cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y:.en caso de 
disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que 
aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y 
conveniencia de ellos. 


5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de 
matrimonio como a los nacidos dentro del mismo. 


ARTICULO 18 
Derecho al Nombre 


Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus 
padres o al de uno de ellos. La ley reglamentará la forma de asegurar este 
derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario. 


ARTICULO 19 
Derechos del Niño 


Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de 
menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 
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ARTICULO 20 
- Derecho a la Nacionalidad 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. : 
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio 
nació, si no tiene derecho a otra. 
3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a 
cambiarla. 
ARTICULO 21 
Derecho a la Propiedad Privada 


1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede 
subordinar tal uso y goce al interés social. 


2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el 
pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social 
y en los casos y según las formas establecidas por la ley. 


3, Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el 
hombre, deben ser A. por la ley. 


ARTICULO 22 
Derecho de Circulación y de Residencia 


1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene 
derecho a circular por el mismo y a residir en él con sujeción a las 
disposiciones legales. 

2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive 
del propio. 

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en 
virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, 
para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la 
seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y 
libertades de los demás. 


4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser 
restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público, 


5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni 
ser privado del derecho a ingresar en el mismo. 


6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en 
la presente Convención, sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de 
una decisión adoptada conforme a la ley. 


7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio 
extranjero en caso de persecución por delitos políticos o comunes conexos con 
los políticos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y los convenios : 
internacionales. 


8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, 
sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en 
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riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o 
de sus opiniones políticas. 
9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros. 
ARTICULO 23 
Derechos Políticos 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 
oportunidades: 


a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos; 


b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión 
de la voluntad de los electores, y 


c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país. . 

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a 
que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, 
nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 
condeña, por juez competente, en proceso penal. 


ARTICULO 24 
Igualdad ante la Ley 


Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, 
sin discriminación, a igual protección de la ley. 
ARTICULO 25 
Protección Judicial 


1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la e... 
contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea 
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 


2. Los Estados partes se comprometen: 


a. SAS O EEES 
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal 
recurso; 


b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 


c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 
decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 
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CAPITULO lll 


DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
ARTICULO 26 
Desarrollo Progresivo 


Los Estados- partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 
interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica 
y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que 
se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y 
cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 
reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos 
disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 


CAPÍTULO IV 
SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN 
ARTICULO 27 
Suspensión de Garantías 


1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace 
la independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar 
disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las 
exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraidas en virtud de 
esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con 
las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen 
discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión 
u origen social. 

2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos 
determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la 
Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la. Vida), 5 (Derecho a la Integridad 
Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre), 9 (Principio de 
Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 
(Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 
(Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las pco 
judiciales indispensables para la protección de tales derechos. 


3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá 
informar inmediatamente a los demás Estados partes en la presente . 
Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de 
los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado 
por terminada tal suspensión. 

ARTICULO 28 
Cláusula Federal 


1, Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el 
gobierno nacional de dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la 
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presente Convención relacionadas con las materias sobre las que ejerce 
jurisdicción legislativa y judicial. 

2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden 
.a la jurisdicción de las entidades componentes de la federación, el gobierno 
nacional debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su 
constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades competentes de dichas 
entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento de 
esta Convención. 


3. Cuando dos o más Estados partes acuerden integrar entre sí una 
federación u otra clase de asociación, cuidarán de que el pacto comunitario 
correspondiente contenga las disposiciones necesarias para que continúen 
haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, las normas de la 


. presente Convención. 
ARTICULO 29 
Normas de Interpretación 
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el 
sentido de: 


a. permitir a alguno de los Estados partes, grupo o persona, suprimir el goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o 
limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; 


b. limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar 
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados partes o 
de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; 


c. excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que 
se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y 


d. excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma 
naturaleza. 


ARTICULO 30 
Alcance de las Restricciones 


Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser 
aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés general 
y con el propósito para el cual han sido establecidas. 


ARTICULO 31 
Reconocimiento de Otros Derechos 


Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros 
derechos y libertades que sean reconocidos de acuerdo con los procedimientos 
establecidos en los artículos 76 y 77. 
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CAPÍTULO V 
DEBERES DE LAS PERSONAS 
ARTICULO 32 
Correlación entre Deberes y Derechos 


1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la 
humanidad, 


2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los 
demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, 
en una sociedad democrática. 


PARTE II 
MEDIOS DE LA PROTECCIÓN 
CAPÍTULO VI 
DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES 
ARTICULO 33 


Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el 
cumplimiento de los compromisos contraidos por los Estados partes en esta 


Convención: 
a. la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la 
Comisión, y : 
b. la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la 
Corte. 
CAPÍTULO Vil 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Sección 1 
Organización 
ARTICULO 34 


La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete 
miembros, que deberán ser personas de alta autoridad moral y reconocida 
versación en materia de derechos humanos. 


ARTICULO 35 


La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organización 
de los Estados americanos. 
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ARTICULO 36 


1. Los miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la 
Asamblea General de la Organización de una lista de candidatos propuestos 
por los gobiernos de los Estados miembros. 

2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, 
nacionales del Estado que los proponga o de cualquier otro Estada miembro de 
la Organización de los Estados Americanos. Cuando se proponga una terna, 
por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un Estado distinto 
del proponente, 

ARTICULO 37 


1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán 
ser reelegidos una vez, pero el mandato de tres de los miembros designados 
en la primera elección expirará al cabo de dos años. Inmediatamente después 
de dicha elección se determinarán por sorteo en la Asamblea General los 
nombres de estos tres miembros. 


2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo 
Estado. 


ARTÍCULO 38 


Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración 
normal del mandato, se llenarán por el Consejo Permanente de la Organización 
de acuerdo con lo que disponga el Estatuto de la Comisión, 


ARTÍCULO 39 + 


" La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la 
o. General, y dictará su propio Reglamento. 


ARTICULO 40 


Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la 
unidad funcional especializada que forma parte de la Secretaría General de la 
Organización y debe disponer de los recursos necesarios para cumplir las 
tareas que le sean encomendadas por la Comisión. - 


Sección 2 
Funciones 


ARTICULO 41 


La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la 
defensa de los derechos humanos, y en el NI 
siguientes funciones y atribuciones: : 


a. estimular la conciencia de los derechos humanos en los pala de 
América; 


b. formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos 
de los Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor 
de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes interras y" sus 
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preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para 
fomentar el debido respeto a esos derechos; 


c. preparar los estudios e informes que considere convenientes para el 
desempeño de sus funciones: 


d. solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen . 
informes sobre las medidas que adopten en materia de derechos humanos; 


e. atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, le formulen los Estados 
miembros en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro * 
de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten; 


f. actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su 
autoridad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta 
Convención, y 


g. rendir un informe anual a la Asamblea General de la O de los 
Estados Americanos. 


ARTICULO 42 


Los Estados partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y 
estudios que en sus respectivos campos someten anualmente a las 
Comisiones Ejecutivas del Consejo Interamericano Económico y Social y del 
Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que 
aquella vele porque se promuevan los derechos derivados de las normas 
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la 
Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el 
Protocolo de Buenos Aires. 


ARTICULO 43 


Los Estados partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones 
que ésta les solicite sobre la manera en que su derecho interno asegura la 
aplicación efectiva de cualesquiera disposiciones de esta Convención. 


Sección 3 
Competencia 


ARTICULO 44 
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental 
legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, 
puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o qu. 
de violación de esta Convención por un Estado parte. 


ARTICULO 45 


1, Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento - 
de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento 
posterior, declarar que reconoce la competencia de la Comisión para recibir y 
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examinar las comunicaciones en que un Estado parte alegue que otro Estádo 
parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en 
esta Convención. 


2. Las comunicaciones hechas en virtud del A 
admitir y examinar si son presentadas por un Estado parte que haya hecho una 
declaración por la cual reconozca la referida competencia de la Comisión. La 
Comisión no admitirá ninguna comunicación contra un Estado parte e. no 
haya hecho tal declaración. 

3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse 
para que ésta rija por tiempo indefinido, por un período determinado o para 
casos específicos. 

4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la que transmitirá copia de las 
mismas a los Estados miembros de dicha organización. 

ARTICULO 46 


1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 
44 6 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá: 


a. que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, 
conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente 
reconocidos; 


b. que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en 


- que el presunto lesionado en sus derechos PQ sido notificado de la 
decisión definitiva; 


c. que la maleria de la petición o comunicación no esté pendiente de otro 
procedimiento de arreglo internacional, y 


d. que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la 
nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o 
del representante lega! de la entidad que somete la petición. 


2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se 
aplicarán cuando: 


a. no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido 


proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han 
sido violados; 


b. no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los 
recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 
c. haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 
ARTICULO 47 


La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada 
de acuerdo con los artículos 44 6 45 cuando: 
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a. falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46; 
b. no exponga hechos que-caractericen una violación de los derechos 


garantizados por esta Convención; 


c. resulte de la exposición del propio peticionaio o del Estado 
manifiestamente infundada la petición o comunicación o sea evidente su 


total improcedencia, y 


d. sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya 


examinada por la Comisión u otro organismo internacional. 
Sección 4 
Procedimiento 


ARTICULO 48 


1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la 
violación de cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, 
procederá en los siguientes términos: 


a. si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará 


informaciones al Gobiemo del Estado al cual pertenezca la autoridad 
señalada como responsable de la violación alegada, transcribiendo las 
partes pertinentes de la petición o comunicación. Dichas informaciones 
deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al 
considerar las circunstancias de cada caso; 


. recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean 


recibidas, verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o 
comunicación. De no existir o subsistir, mandará archivar el expediente; 


podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición 
o comunicación, sobre la base de una información o prueba sobrevinientes; 


si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la 
Comisión realizará, con conocimiento de las partes, un examen del asunto 
planteado en la petición o comunicación. Si fuere necesario y conveniente, 
la Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz cumplimiento 
solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas las facilidades 
necesarias; 


. podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y 


recibirá; si así se le solicita, las exposiciones verbales o escritas que 
presenten los interesados; 


. se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una 


solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos 
humanos reconocidos en esta Convención. : 


2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una 
investigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue 
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haberse cometido la violación, tan sólo con Ja presentación de una petición o 
comunicación que reúna todos los requisitos formales de admisibilidad. 


ARTICULO 49 


Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del 
inciso 1.f. del artículo 48 la Comisión redactará un informe que será transmitido 
al peticionario y a los Estados partes en esta Convención y comunicado 
después, para su publicación, al Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos. Este informe contendrá una breve exposición de los 
hechos y de la solución lograda. Si cualquiera de las partes en el caso lo 
solicitan, se les suministrará la más amplía información posible. 

ARTICULO 50 + Ñ . 


1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la 
Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus 
conclusiones. Si el informe mo representa, en todo o en parte, la opinión 
unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos podrá agregar a 
dicho informe su opinión por separado. También se agregarán al informe las 
exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados en virtud del 
inciso 1.e. del artículo 48. 


2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán 
facultados para publicarlo. 


3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y 
recomendaciones que juzgue adecuadas. 


ARTICULO 51 


1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados 
interesados del informe de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o 
sometido a la decisión de la Corte por la Comisión o por el Estado interesado, 
aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, por mayoria absoluta de 
votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida a 
su consideración. 


2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro 


del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la 


situación examinada. 


3. Transcunido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría 
absoluta de votos de sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas 
adecuadas y si publica o no su informe. 
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CAPÍTULO VII 
LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Sección 1 


Organización 


ARTICULO 52 
1. La Corte se compondrá de siete jueces, onldicas 6 Emaia 


miembros de la Organización, elegidos a título personal entre juristas de la más 


- alta autoridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos 


humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más 
elevadas funciones judiciales conforme a la ley del país del cual sean 
nacionales o del Estado que los proponga como candidatos. 


2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad. 
ARTICULO 53 


1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría 
absoluta de votos de los Estados partes en la Convención, en la Asamblea 


- General de la Organización, de una lista de candidatos propuestos por esos 


mismos Estados. 


2. Cada uno de los Estados partes puede proponer hasta tres candidatos, 
nacionales del Estado que los propone o de cualquier otro Estado miembro de 


* la Organización de los Estados Americanos. Cuando se proponga una terna, 


-por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un Estado distinto 
del proponente. 


ARTICULO 54 
1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años OR 


podrán ser reelegidos una vez. El mandato de tres de los jueces designades en . 
la primera elección, expirará al cabo de tres años. Inmediatamente después de -* 


dicha elección, se determinarán por sorteo en la Asamblea General los 
nombres de estos tres jueces. 
2. El juez elegido para reemplazar a otro -cuyo mandato no ha os 
completará el periodo de éste. 
3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato. 
Sin embargo, seguirán conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado 


y que se encuentren en estado de sentencia, a cuyos efectos no serán . 


sustituidos por los nuevos jueces elegidos. 
ARTICULO 55 


1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados -partes en el caso 


sometido a la Corte, conservará su derecho a conocer del mismo. 


2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad 
de uno de los Estados partes, otro Estado parle en el caso podrá designar a 
rob persona de su elección para que integre la Corte en calidad ve quee 00 

oc 
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3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la 
nacionalidad de los Estados partes, cada uno de éstos podrá A juez 
ad hoc. 


4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52. 


5. Si varios Estados partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el 
caso, se considerarán como una sola parte para los fines de las disposiciones 
precedentes. En caso de duda, la Corte decidirá. 


ARTICULO 56 

El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco Jueces: 
ARTICULO 57 

La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte. 
ARTÍCULO 58 


1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea 
General de la Organización, los Estados partes en la Convención, pero podrá 
celebrar reuniones en el territorio de cualquier Estado miembro de la 
Organización de los Estados Americanos en que lo considere conveniente por 
mayoría de sus miembros y previa aquiescencia del Estado respectivo. Los 
Estados partes en la Convención pueden, en la Asamblea General por dos 
tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte. 


2. La Corte designará a su Secretario. 


3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones 
que ella celebre fuera de la misma, 


ARTICULO 59 


La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la 
dirección del Secretario de la Corte, de acuerdo con las normas ádministrativas 
de la Secretaría General de la Organización en todo lo que no séa incompatible 
con la independencia de la Corte. Sus funcionarios serán nombrados por el 
tios General de la Organización, en consulta con el Secretario de la 

orte. 


ARTICULO 60 


La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea 
General, y dictará su Reglamento. 


Sección 2 
Competencia y Funciones 


ARTICULO 61 


1. Sólo los Estados partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a 
la decisión de la Corte. 


» A Para que a Cote pueda conocer de cuaguer caso, es necesaro que sean 
agotados los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50. , 
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ARTICULO 62 


1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento 
de ratificación o adhesión de esta Cenvención, o en cualquier momento 
posterior, declarar que reconoce como: obligatoria de pleno derecho y sin 
convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos 
a la interpretación o aplicación de esta Convención. 


2. La declaración puede ser hecha inoondicionalmente, o bajo condición de 
reciprocidad, por un plazo determinado a para casos específicos. Deberá ser 
presentada al Secretario General de la Organización, quien transmitirá copias 
de la misma a los otros Estados miembms de la Organización y al Secretario 
de la Corte. 


3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la 
interpretación y aplicación de las disposidones de esta Convención que le sea 
sometido, siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o 
reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica 
en los incisos anteriores, ora por convención especial. 


ARTICULO 63 


1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en 
esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce 
de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera 
procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada. 


2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario 
evitar daños irreparables a las personas la Corte, en los asuntos que esté 
conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes. 
Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento, podrá 
actuar a solicitud de la Comisión, " 


ARTÍCULO 64 


1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte 
acerca de la interpretación de esta Convención o de otros tratados 
concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados 
americanos. Asimismo, podrán consultarla, en los que les compete, los Órganos 
enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 


2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle 
opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y 
los mencionados instrumentos internacionales. 

ARTICULO 65 


La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la 
Organización en cada periodo ordinario de sesiones un informe sobre su labor 
en el año anterior. De manera especial y con las recomendaciones pertinentes, 
señalará los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos. 
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Sección 3 
Procedimiento 


ARTICULO 66 
1. El fallo de la Corte será motivado. 


2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los 
jueces, cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agrégue al fallo su ás 
disidente o individual. 

ARTÍCULO 67 


El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre 
el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera 
de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa 
días a partir de la fecha de la notificación del fallo, 


ARTICULO 68 


1. Los Estados partes en la Convención se comprometen a cumplir la 
decisión de la Corte en todo caso en que sean partes. 

2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá 
ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno vigente para la 
ejecución de sentencias contra el Estado. 

ARTICULO 69 


El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los: 
Estados partes en la Convención. 


CAPÍTULO IX a 
DISPOSICIONES COMUNES : 
ARTICULO 70 


1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, «desde el 
momento de su elección y mientras dure su mandato, de las inmunidades 
reconocidas a los agentes diplomáticos por el derecho internacional. Durante el 
ejercicio de sus cargos gozan, además, de los privilegios en 
necesarios para el desempeño de sus funciones. . 


2. No podrá. exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la 
Corte ni a los miembros de la Comisión por votos y opiniones emitidos en el 
ejercicio de sus funciones. 


ARTICULO 71 


Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la Comisión 
con otras actividades que pudieren afectar su independencia o imparcialidad 
conforme a lo que se determine en los respectivos Estatutos. 


ARTICULO 72 


Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán 
emolumentos y gastos de viaje en la forma y condiciones que determinen sus 
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estatutos, teniendo en cuenta la importancia e independencia de sus funciones. 
Tales emolumentos y gastos de viaje serán fijados en el programa-presupuesto 
de la Organización de los Estados Americanos, el que debe incluir, además, los 
gastos de la Corte y de su Secretaría. A estos efectos, la Corte elaborará su 
propio proyecto de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea 
General, por conducto de la Secretaría General. Esta última no podrá 
introducirle modificaciones. 
ARTICULO 73 


Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, 
corresponde a la Asamblea General de la Organización resolver sobre las 
sanciones aplicables a los miembros de la Comisión o jueces de la Corte que - 
hubiesen incurrido en las causales previstas en los respectivos Estatutos. Para 
dictar una resolución se requerirá una mayoría de los dos tercios de los votos 
de los Estados miembros de la Organización en el caso de los miembros de la 

Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de los Estados partes en la 
Convención, si se tratare de jueces de la Corte. 


PARTE Ill 
DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS 


CAPÍTULO X 


FIRMA, RATIFICACIÓN, RESERVA, ENMIENDA, PROTOCOLO Y 
DENUNCIA 


ARTICULO 74 


1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de 
todo Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos. 


2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará 
mediante el depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Tan pronto 
como once Estados hayan depositado sus respectivos instrumentos de 
ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor. Respecto a todo otro 
Estado que la ratifique o adhiera a ella ulteriormente, la Convención entrará en 
vigor en la fecha del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión. 


3. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la 
Organización de la entrada en vigor de la Convención. 


ARTICULO 75 


Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las 
disposiciones de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, 
suscrita el 23 de mayo de 1969, 
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ARTICULO 76 


1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto 
del Secretario General, pueden someter a la Asamblea General, para lo que 
estime conveniente, una propuesta de enmienda a esta Convención. 


2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantés de las 
mismas en la fecha en que se haya depositado el respectivo instrumento de 
ratificación que corresponda al número de los dos tercios de los Estados partes 
en esta Convención. En cuanto al resto de los Estados partes, entrarán en 
vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación. 


ARTICULO 77 


1. De acuerdo con la facultad establecida en el articulo 31, cualquier Estado 
parte y la Comisión podrán someter a la consideración de los Estados partes 
reunidos con ocasión de la Asamblea General, proyectos de protocolos 
adicionales a esta Convención, con la finalidad de incluir progresivamente en el 
régimen de protección de la misma otros derechos y libertades. 


2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se 
aplicará sólo entre los Estados partes en el mismo. 


ARTICULO 78 


1. Los Estados partes podrán denunciar esta Convención después de la 
expiración de un plazo de cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de 
la misma y mediante un preaviso de un año, notificando al Secretario General 
de la Organización, quien debe informar a las otras partes. 


2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte interesado de 
las obligaciones contenidas en esta Convención en lo que concierne a todo 
hecho que, pudiendo constituir una violación de esas obligaciones, haya sido 
cumplido por él anteriormente a la fecha en la cual la denuncia produce efecto. 


CAPÍTULO XI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Sección 1 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 


ARTICULO 79 


Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario Generál pedirá por escrito a 
cada Estado Miembro de la Organización que presente, dentro de un plazo de 
noventa días, sus candidatos para miembros de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. El Secretario General preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados 
miembros de la Organización al menos treinta días antes de la -próxima 
Asamblea General. 
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ARTICULO 80 


La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que 
figuren en la lista a que se refiere el artículo 79, por votación secreta de la 
Asamblea General y se declararán elegidos los candidatos que obtengan 
mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados miembros. Si para elegir a todos los miembros 
de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminará 
sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea General, a los 
candidatos que reciban menor número de votos. 


Sección 2 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 


ARTICULO 81 


Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a 
cada Estado parte que presente, dentro de un plazo de. noventa días, sus 
candidatos para jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. El 
Secretario General preparará una lista por orden alfabético de los candidatos 
presentados y la comunicará a los Estados partes por lo menos treinta días 
antes de la próxima Asamblea General. 


ARTICULO 82 


La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren 
en la lista a que se refiere el artículo 81, por votación secreta de los Estados 
partes en la Asamblea General y se declararán elegidos los candidatos que 
obtengan mayor número de volos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados partes. Si para elegir a todos los jueces de la 
Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminarán 
sucesivamente, en la forma que determinen los Estados partes, a los 
candidatos que reciban menor número de votos. 


Declaraciones y Reservas 
Declaración de Chile 
La Delegación de Chile pone su firma en esta Convención, sujeta a su 


posterior aprobación parlamentaria y ratificación, conforme a las normas 
constitucionales vigentes. 


Declaración del Ecuador 


La Delegación del Ecuador tiene el honor de suscribir la Convención 
Americana de Derechos Humanos. No cree necesario puntualizar reserva 
alguna, dejando a salvo, tan sólo, la facultad general contenida en la misma 
Convención, que deja a los gobiernos la libertad de ratificaria, . 


Reserva de Uruguay 


El artículo 80, numeral 2 de la Constitución de la República Oriental del 
Uruguay establece que la ciudadanía se suspende "por la condición legalmente 
procesado en causa criminal de que pueda resultar pena de penitenciaria”. 
Esta limitación aj ejercicio de los derechos reconocidos en el artíulo 23 de la 
Convención no está contemplada entre las circunstancias que al respecto 
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prevé el parágrafo 2 de dicho artículo 23 por lo que la Delegación del Uruguay 
formula la reserva pertinente. 

EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infraescritos, cuyos plenos 
poderes fueron hallados de buena y debida forma, firman esta Convención, que 
se llamará "PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA”, en la ciudad de San 
José, Costa Rica, el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y 
nueve. : 


25 de octubre de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS-DERECHOS Y 
DEBERES DEL HOMBRE 


(Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana 
Bogotá, Colombia, 1948) 


La IX Conferencia Internacional Americana, 
CONSIDERANDO: 
Que los pueblos americanos han dignificado la persona humana y que sus 


Que, en repetidas ocasiones, los Estados americanos han reconocido que los 
derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado 
Estado sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana; 


Que ta protección internacional de los derechos del hombre debe ser guía 
principalisima del derecho americano en evolución; 


Que ta consagración nmaticana de los derechos esencitlas del hombre una: a 
las garantías ofrecidas por el régimen interno de los Estados, establece el sistema 
inicial de protección que los Estados americanos consideran adecuado a las actuales 
circunstancias sociales y jurídicas, no sin reconocer que deberán fortalecerlo cada vez 
más en el campo internacional, a medida que esas circunstancias vayan siendo más 
propicias, 


ACUERDA: 
Adoptar la siguiente 
DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL 
HOMBRE 


Preámbulo 


Todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados 
como están por naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fratenalmente 
unos con los otros. 


El cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. 
Derechos y deberes se integran correlativamente en toda actividad social y política del 
hombre. Si los derechos exaitan la libertad individual, los deberes expresan la dignidad 
de esa libertad. 


Los deberes de orden jurídico presuponen otros, de orden moral, que los 
apoyan conceptualmente y los fundamentan. 
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Es deber del hombre servir al espíritu con todas sus potencias y recursos 
porque el espíritu es la finalidad suprema de la existencia humana y su máxima 
categoría. 


Es deber del hombre ejercer, mantener y estimular por todos los medios a su. 
alcance la cultura, porque la cultura es la máxima expresión social e histórica del 
espíritu. 


Y puesto que la moral y buenas maneras constituyen la foración más noble de 
la cultura, es deber de todo hombre acatarias siempre. 


CAPÍTULO PRIMERO 
Derechos 


|Artículo 1. Todo ser humano tiene derecho a la ¡Derecho a la vida, ala libertad, a la seguridad 
¡vida, a la libertad y a la seguridad de su 8 integridad de la persona, 

¡persona., 

Ú 


'Artículo ll. Todas las personas son iguales — (Derecho de igualdad ante da Ley. 
¡ante la Ley y tienen los derechos y deberes ; 

rados en esta dedaración sin distinción 
¡de raza, sexo, idioma, credo ni ola elgues, 


"Artículo 11I. Toda persona tiene el derecho de — ¡Derecho de libertad religiosa y de culto. 
¡profesar libremente una creencia religiosa y de 

¡manilsetaria y practicaria en público y en 

privado. 


A AS PPP e. 


"Artículo IV. Toda persona tiene derecho ala Derecho de libertad de investigación, opinión, 
-libertad de investigación, de opinión y de e 
A el o 


rr 


| cualquier medi 

[Articulo V. reia da dea Derecho a la protección a la honra, la 
¡protección de la Ley contra los ataques reputación personal y la vida privada y familiar. 
¡abusivos a su honra, a su reputación y a su | 

¡vida privada y familiar. 


¡Articulo VI. Toda persona tiene derecho a Derecho a la constitución y a la protección de 
| ¿la familia. 
¡Sociedad, y a recibir protección para ella, | 


¡Artículo Vil. Toda mujer en n estado de gravidez ¡Derecho de protección ala maternidad y a la 
o en época de lactancia, así como todo niño, infancia. á 
¡tenen derecho a protección, culdecios y ayudo 


O ind e 


A TE a ia aos | [Doreno de rasilencia y tránsito 
fijar su residencia en el territorio del Estado de 

¿Que es nacional, de transitar por él libremente 
, ¿y no abandonarlo sino por su voluntad. Í 


“Artículo IX. Toda persona tiene el derecho a la. Derecho a la inviolablidad idad del domiciso. 
¡inviolabilidad de su domicilio. 


«Artículo X. Toda persona tiene derecho ala Derecho a la inviolablidad y circulación de la 
' inviolabilidad y circulación de su 'corres- pondencia. 


a 


A e 9 e 


PP A 
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que permitan los recursos públicos y los de la 
mac] 


¿Articulo XI Toda persona tiene derecho a la. Derecho a la educación. - 
leducación, la que debe estar inspirada enlos 

; principios de libertad, moralidad y solidaridad 

"humanas. 


3 


'Asimismo tiene el derecho de que, mediante 
esa educación, se le capacite para lograr una 
: digna subsistencia, en mejoramiento del nivel 
¡de vida y para ser útil a la sociedad. 


Ii 
3 
1 
5 


[El derecho de educación comprende el de 


| méritos y el deseo de aprovechar los recursos 
que puedan proporcionar la comunidad y el 
Estado. 


Toda persona tiene derecho a recibir 
¡gratuitamente la educación primaria, por lo 


¡Articulo XIII. Toda persona tiene el derecho de | Derecho a los beneficios de la cuttura. 
participar en la vida cultural de ta comunidad, . 
¿gozar de las artes y disfrutar de los beneficios 


(erario, científicas y artísticas de que sea 
-autor. ; 


¿Artículo XIV. Toda persona que trabaja tiene Derecho al trabajo y a una justa retribución. 
¡derecho de recibir una remuneración que, en : 

«relación con su capacidad y destreza le ; 

, asegure un nivel de vida conveniente para si  : 

misma y su familia. , 

¡Artículo XV. Toda persona tiene derecho a ¡Derecho al descanso y a su aprovechamiento. * 
descanso, a honesta recreación y a la ; 
oportunidad de emplear útilmente el tiempo 

¿bre en beneficio de su mejoramiento h É 
¡espiritual, cultural y fisico. t 


PA PPVs | mA 
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¡Artículo XVI. Toda persona tiene derecho ala Derecho a la seguridad social. 
¡seguridad social que le proteja contra las - 
'consecuencias de la desocupación, de la vejez 

:y de la inca- pacidad que, proveniente de 

¡cualquier otra causa ajena a su voluntad, la 

'imposibilite física o mentalmente para obtener ' 

¿los medios de subsistencia. 


“Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a. - Derecho de reconocimiento de la personalidad 


"que se le reconozca en cualquier parte como jurídica y de los derechos civiles. 
[sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar | 
:de los derechos civiles fundamentales. 


¡Artículo XVIII. Toda persona puede ocurrir a Derecho de justicia. 
llos tribunales para hacer valer sus derechos. —' 
¡Asimismo debe disponer de un procedimiento ¡ 
¡sencilo y breve por el cual la justicia lo ampare | 
¡contra actos de la autoridad que violen, en 
¡A , , alguno de los derechos ¡ 
no 


a O Vida pra Goa dar ade 'Derecho de nacionalidad. 
¡nacionalidad que que legalmente le corresponda y : 
el de cambiarla, si asi lo desea, por la de : 
Icualquier otro país que esté dispuesto a | 
¡otorgársela. 


¡Artículo XX. Toda persona, le legal- mente ¡Derecho de sufragio y de paricipación en el 


comunes de cualquier ín indole. 


“Artículo 200. Toda persona tiene el derecho : Derecho de asociación. 
¡de asociarse con otras para promover, ejercer ; 

¡y proteger sus intereses legítimos de orden 

' político, económico, religioso, social, cultural, 

profesional, sindical o de cualquier otro orden, ¡ 


¡Artículo XXIIL “Toda persona tiene derecho a la Derecho a la propiedad. 


'que contribuya a mantener la dignidad de la 
pon y 9 hogar 


"Artículo XXIV. Toda persona tiene derecho de Derecho de petición. 


a 
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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 


CASO GELMAN VS, URUGUAY 


SENTENCIA DE 24 DE FEBRERO DE 2011 
(Fondo y Reparaciones) 


La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte Interamericana”, 
*la Corte” o "el Tribunal”), integrada por los siguientes Jueces": 


Diego Garcia-Sayán, Presidente; 
Leonardo A. Franco, Vicepresidente; 
Manuel E, Ventura Robles, Juez; 
Margarette May Macaulay, Jueza; 
Rhadys Abreu Blondet, Jueza; y 
Eduardo Vio Grossi, Juez, 


presentes, además, 


Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y 
Emilia Segares Rodríguez, Secretaria adjunta, 


de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (en adelante "la Convención” o "la Convención Americana”) y con los artículos 
31, 32, 62, 64, 65 y 67 del Reglamento de la Corte' (en adelante “el Reglamento”), dicta 
la presente Sentencia en el caso Juan Gelman, María Claudia García Iruretagoyena de 
Gelman y María Macarena Gelman García Iruretagoyena contra la República Oriental del 
Uruguay (en adelante "el Estado” o "Uruguay”), denominado "caso Gelman Vs. Uruguay”. 


A De conformidad con el artículo 19.1 del Reglamento de la Corto Interamericana aplicable al presente 
caso (infra nota 1), que establece que *[eln los casos a que hace referencia el artículo 44 de la Convención, los 
Jueces no podrán participar en su conocimiento y deliberación, cuando sean nacionales del Estado demandado”, 
el Juez Alberto Pérez Pérez, de naconalidad uruguaya, no participó en la tramitación del presente caso ni en la 
osllberación y firma de esta Sentencia. 


y El Reglamento de la Corte aplicado en el presente ceso es el aprobado en su DOXV Pertodo Ordinario de 
Sesiones celebrado del 16 al 28 de noviembre de 2009 y que entró en vigor el 1 de enero de 2010, conforme a lo 
cOspuesto en el artículo 78 del mismo. Lo anterior sin perjuicio de lo establecido en el articulo 79.1 del 
Reglamento, el cual establece que */c]uando la Comisión hubiese adoptado el informe al que se refiere el artículo 
50 de la Convención con anterioridad a la entrada en vigor del presente Reglamento, la presentación del caso 
ante la Corto se regirá por los artículos 33 y 34 del Reglamento anteriormente vigente”. El Informa de Fondo en 
el presente caso fue emitido por la Comisión Interamericana el 18 de julio de 2008 (infra nota 4). 
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1 
INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA Y OBJETO DE LA CONTROVERSIA 


1. El 21 de enero de 2010 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante "la Comisión” o "la Comisión Interamericana”) presentó, de conformidad con los 
artículos 51 y 61 de la Convención, una demanda contra la República Oriental del Uruguay 
en relación con el caso Juan Gelman, María Claudia García de Gelman y María Macarena 
Gelman García? (en adelante “el caso Gelman”) Vs. Uruguay?. El 9 de marzo de 2007 la 
Comisión adoptó el Informe de Admisibilidad No. 30/07, en el cual declaró la admisibilidad 
del caso, y el 18 de julio de 2008 aprobó, en los términos del artículo 50 de la 
Convención, el Informe de Fondo No. 32/08*. 


2. Los hechos alegados por la Comisión se refieren a la desaparición forzada de María 
Claudia García Iruretagoyena de Gelman desde finales del año 1976, quien fue detenida 
en Buenos Aires, Argentina, mientras se encontraba en avanzado estado de embarazo. Se 
presume que posteriormente fue trasladada al Uruguay donde habría dado a luz a su hija, 
quien fuera entregada a una familia uruguaya, actos que la Comisión señala como 
cometidos por agentes estatales uruguayos y argentinos en el marco de la “Operación 
Cóndor”, sin que hasta la fecha se conozcan el paradero de María Claudia García y las 
circunstancias en que su desaparición tuvo lugar. Además, la Comisión alegó la supresión 
de la identidad y nacionalidad de María Macarena Gelman García Iruretagoyena, hija de 
María Claudia García y Marcelo Gelman y la denegación de justicia, impunidad y, en 
general, el sufrimiento causado a Juan Gelman, su familia, María Macarena Gelman y los 
familiares de María Claudia García , como consecuencia de la falta de investigación de los 
hechos, juzgamiento y sanción de los responsables, en virtud de la Ley No. 15.848 o Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado (en adelante "Ley de Caducidad”), 
promulgada en 1986 por el gobierno democrático del Uruguay. 


3. La Comisión solicitó a la Corte que concluya y declare que el Estado es responsable 
por la violación: 


a) del derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en los 
artículos 8,1 y 25 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, 
y en relación con los artículos L,b, !I, IV y V de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, así como los artículos 1, 6, 8 y 11 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de 
Juan Gelman, María Claudia García de Gelman, María Macarena Gelman y sus 
familiares; 


» También mencionada como María Macarena Tauriño Vivian, en función de los hechos del caso. 


, La Comisión designó como delegados a la señora Luz Patricia Mejía, Comisionada, y al señor Santiago A. 
Canton, Secretario Ejecutivo; y como asesoras legales a las señoras Elizabeth Abl-Mershed, Secretaria Ejecutiva 
Adjunta, Catia Cima y Uy Ching, abogadas de le Docratro ¡OEcUin, 


. En este informe, la Comisión concluyó que el Estado es responsable por la wolacón de los artículos 3, 4, 
5 y 7, en relación con el articulo 1.1 de lan Convención Americana, con los artículos 1.b, TIL, 1V y V de la 
Convención de la 


Desaparición 
interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y de los artículos 1, XVIII y XXvI de la 


8.1 y 25 de la Convención Americana, los artículos 1.b, IL, IV y V de la Convención Interamericane sobre 
Desaparición Forzada de Personas y los artículos 1, 6, 8 y 11 de la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, en perjuicio de los familiares de María Cisudia Garcia; los artículos $.1 y 1.1 de la 
ER raoba eq prelado 09d ho 17, 18, 19, 20 
y 1.1 de la Convención Americana, el artículo XIl de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 


autoridad sobre todos los Órganos del Estado, para supervisar dichas recomendaciones; y d) otorgar una 
reparación plena a los familiares que incluya una iedemnización y actos de importanda simbólica que garanticen 
la no reiteración de los hechos cometidos. 
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b) del derecho a la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal, a la 
libertad personal y a la obligación de sancionar estas violaciones en forma seria y 
efectiva reconocidos en los artículos 3, 4, 5, 7 y 1.1 de la Convención Americana, 
en relación con los artículos 1.b, Il, IV y V de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y con los artículos 6 y 8 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura, en perjuicio de María Claudia García; 


c) de la integridad personal reconocida en el artículo 5.1 en relación con el artículo 
1.1 de la Convención Americana, respecto de Juan Gelman, María Macarena 
Gelman y sus familiares; 


d) del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la protección de la 
honra y de la dignidad, al nombre, a medidas especiales de protección de los niños 
y niñas y a la nacionalidad reconocidos en los artículos 3, 11, 18, 19 y 20 en 
relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, respecto de María 
Macarena Gelman derechos, y 


e) del derecho a la protección de la familia reconocido en los artículos 17 de la 
Convención y XII de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, respecto de 
Juan Gelman, María Macarena Gelman y sus familiares. 


Finalmente, la Comisión solicitó a la Corte que ordene al Estado determinadas medidas de 
reparación. 


4. El 24 de abril ce 2010 los representantes de las presuntas víctimas (en adelante 
“los representantes”)", presentaron ante la Corte su escrito de solicitudes, argumentos y 
pruebas (en adelante *escrito de solicitudes y argumentos”), en los términos del artículo 
40 del Reglamento de la Corte. En este escrito hicieron alusión a los hechos señalados en 
la demanda de la Comisión ampliando la información sobre los mismos y, en general, 
coincidieron con lo alegado jurídicamente por la Comisión. No obstante, solicitaron que se 
declare, además: a) el incumplimiento del deber estatal de actuar con la debida diligencia 
para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer, contenido en el artículo 
7.b de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (en adelante "Convención Belém do Pará”), en perjuicio de Maria Claudia 
García, y b) la violación del derecho a la verdad en perjuicio de los famillares de María 
Claudia García y "de la sociedad uruguaya” (artículos 1.1, 13, 8 y 25 de la Convención 
Americana). Por último solicitaron diversas medidas de reparación. 


S, El 12 de agosto de 2010 el Estado presentó su escrito de contestación de la 
demanda y observaciones al escrito de solicitudes y argumentos (en adelante 
“contestación de la demanda”), en el cual "reconoc[ió] la violación de los Derechos 
Humanos de la Sra. María Claudia García Iruretagoyena de Gelman y María Macarena de 
Gelman García durante el [gJoblerno de [facto que rigió en Uruguay entre junio de 1973 
y febrero de 1985”, Si bien el Estado no se refirió en particular a la mayor parte de 
alegatos de hecho y de derecho presentados por la Comisión y los representantes, destacó 
las acciones que estaba realizando para otorgar una reparación a los familiares y a las 
presuntas víctimas”. 


11 
PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE 


6. La demanda fue notificada al Estado y a los representantes el 23 de febrero de 
2010. El 22 de abril de 2010 el Estado presentó de manera anticipada un escrito que 
denominó “contestación a la demanda”, por lo cual el 10 de junio de 2010, la Secretaría, 
siguiendo instrucciones del pleno del Tribunal, informó al Estado que este escrito no podía 


, El señor José Luis González ha sido representante desde el inicio del caso y las señoras Viviana 
Krsticevic, Ariela Peralta, Litana Tojo, Alejandra Arancedo y Martine Lemmens, del Centro por la Justicia y el 
Derecho Internacional (CEJI), han actuado como representantes en el proceso ante la Corte. 


ml El Estado desigró como su Agente al señor Carlos Mata Prates. 
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ser tramitado puesto que, en los términos del artículo 41 del Reglamento, aquél debía 
exponer su posición sobre el caso sometido por la Comisión Interamericana y, cuando se 
presente, sobre el escrito de solicitudes y argumentos, y que el referido escrito fue 
presentado antes del vencimiento del plazo establecido para que los representantes 
hicieran lo propio. Una vez recibida la contestación de la demanda y sus anexos (supra 
párr. 5), fue transmitida a la Comisión y a los representantes y, siguiendo instrucciones 
del Presidente, se les otorgó plazo hasta el 20 de septiembre de 2010 para que 
presentaran observaciones respecto del reconocimiento de responsabilidad efectuado por 
el Estado, 


La Mediante Resolución de 10 de septiembre de 2010, la Presidencia de la Corte 
aceptó la solicitud de sustitución del perito ofrecido por la Comisión, ordenó recibir 
declaraciones rendidas ante fedatario público (affidavit) de testigos y peritos ofrecidos por 
la Comisión y los representantes y convocó a las partes a una audiencia pública que se 
celebraría en Quito, Ecuador, para escuchar la declaración de presuntas víctimas, testigos 
y peritos propuestos por los representantes, los alegatos orales de las partes, así como las 
observaciones de la Comisión sobre el fondo y eventuales reparaciones. 


8. El 15 y el 20 de septiembre de 2010 los representantes y la Comisión 
Interamericana remitieron sus observaciones acerca del reconocimiento de 
responsabilidad del Estado. ] 


9. Mediante Resolución de 23 de septiembre de 2010, la Presidencia de la Corte 
aceptó la solicitud de sustitución de uno de los testigos ofrecidos por los representantes 
para que rindiera su declaración ante la Corte en la ¿audiencia pública. 


10. El 24 y 26 de septiembre de 2010, luego de una prórroga, los representantes 
remitieron las declaraciones rendidas ante fedatario público (affidavit). Por nota de 29 de 
septiembre de 2010, la Secretaría corrió traslado de las declaraciones y, en los términos 
dispuestos en la Resolución del Presidente (supra párr. 7), otorgó plazo de siete días para 
que presentaran las observaciones que consideraran pertinentes. Ninguna de las partes 
remitió observaciones. 


11. El 27 de septiembre de 2010 el Estado remitió al Tribunal un escrito en el cual 
indicó que "reconoce al [señor] Juan Gelman la categoría de víctima en [el] proceso”. 
Siguiendo instrucciones del Presidente del Tribunal, la Secretaría indicó a la Comisión y a 
los representantes que durante la audiencia pública podrían presentar sus observaciones 
respecto de lo manifestado por el Estado. 


12. El 5 de octubre de 2010 la Comisión Interamericana solicitó la concesión de un 
nuevo plazo para que María Elena Salquelro presentara un dictamen pericial mediante 
affidávit, respecto lo cual el Presidente del Tribunal consideró que, dado que el 24 de 
septiembre de 2010 la Comisión había desistido de presentar el peritaje, esa solicitud no 
había sido suficientemente motivada, por lo que no se estimó pertinente atenderla. 


13. La audiencia pública fue celebrada el 15 y 16 de noviembre de 2010 durante el XLII 
Periodo Extraordinario de Sesiones de la Corte, llevado a cabo en Quito, Ecuador. Al final 
de la audiencia, el Presidente de la Corte señaló el 10 de diciembre de 2010 como plazo 
para presentar los alegatos finales escritos”. 


14. El 10 de noviembre de 2010 los representantes solicitaron que, con base en el 
artículo 57 del Reglamento se incorporara al expediente "una prueba documental datada 
con fecha 7 de octubre de 2010”, Siguiendo instrucciones del Presidente, la Secretaria 


? Inicialmente la audiencia fue convocada para octubre de 2010, según consta en ia Resolución del 
Presidente, pero el 1 de octubre de 2010 la Secretaría informó a las partes que el XL! Periodo Extraordinario de 
Sesiones de la Corte en Ecuador había sido reprogramado, por lo que la audiencia se celebraría los días 15 y 16 
de noviembre de ese año. Comparecieron: a) por la Comisión Interamericana, las señoras María Silvia Guillén, 
delegada, el señor Santiago Canton, Secretario Ejecutivo, y las señoras Sivia Serrano y Lilly Ching, asesoras; b) 
por los representantes, les señoras Viviane Krsucevic, Ariela Peralta, Lilane Tojo, Alejandra Vicente y Martine 
Lemmens, de CEJIL, y c) por el Estado, el señor Cartos Mata Prates, Agente, y la señora María Amella Bastos 
Peirano, asesora legal. Por esa misma razón, el plazo inicialmente señalado para la presentación ce alegatos y 
observaciones finales escritos fue modificado y, ante una solictud verbal de les representantes previa a la 
audiencia pública, y la no oposición del Estado y la Comisión, el plazo fue fijado para el 10 de diciembre de 2010. 
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indicó a la Comisión y al Estado que si tenían observaciones acerca de esta solicitud, las 
remitieran a más tardar el 19 de noviembre siguiente, lo que no aconteció. 


15. El 1 y el 2 de diciembre de 2010 los señores Jorge Errandonea y Carlos María 
Pelayo y la señora Carolina Villadiego Burbano, en colaboración con la Clínica 
Internacional de Defensa de los Derechos Humanos de la Universidad de Quebec en 
Montreal, por un lado, y el Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los 
Derechos Humanos de la Mujer (CLADEM), por otro, remitieron, respectivamente, un 
escrito de amíicus curíae en relación con este caso. 


16. El 10 de diciembre de 2010 los representantes y el Estado presentaron sus 
alegatos finales escritos y la Comisión sus observaciones finales escritas. 


17. El 20 y 29 de diciembre de 2010 los representantes y el Estado remitieron 
documentos como anexos a sus alegatos finales escritos. Se corrió traslado a las partes. El 
Estado presentó, el 20 de enero de 2011, observaciones a la documentación de soporte de 
gastos enviada por los representantes. 


p49 
COMPETENCIA 


18. Uruguay es Estado Parte de la Convención Americana desde el 19 de abril de 1985 
y reconoció la competencia contenciosa de la Corte esa misma fecha. El Estado también 
es parte en la Convención interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura desde el 
10 de noviembre de 1992; en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas desde el 2 de abril de 1996, y en la Convención interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante "Convención de 
Belem do Pará”) desde el 2 de abril de 1996. En consecuencia, la Corte es competente 
para conocer del presente caso, en los términos del artículo 62.3 de la Convención 
Americana y de las respectivas disposiciones de los otros tratados interamericanos cuyo 
incumplimiento se alega. 


Iv 
RECONOCIMIENTO PARCIAL DE RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL 


A. Alcances del reconocimiento 


19. En su contestación de la demanda el Estado manifestó que, "teniendo en 
consideración el principio de continuidad institucional, reconoce la violación de los 
Derechos Humanos de las [señoras] María Claudia García Iruretagoyena de Gelman y 
María Macarena de Gelman García durante el [globierno de [facto que rigió en Uruguay 
entre junio de 1973 y febrero de 1985”. Con posterioridad, el Estado informó al Tribunal 
sea *recono[cia] al [señor] Juan Gelman la categoría de victima en [el] proceso” (supra 
párr. 11). 


20. Durante la audiencia, el Estado relteró que su responsabilidad en este caso fue 
reconocida ya expresamente por una norma interna, la Ley 18.596 de 18 de septiembre 
de 2009 sobre "Actuación llegítima del Estado entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de 
febrero de 1985. Reconocimiento y Reparación a las Victimas”, en los términos de la cual 


e Loy NO 18.596 de 18 de setiembre de 2099: “CAPÍTULO I RECONOCIMIENTO POR PARTE OEL 
ESTADO. 


Articulo 19.- Reconócese el quebrantamiento del Essado de Derecho que impidiera el ejercicio de derechos 
fundamertales a las personas, en violación a los Derechos Humanos o a las mormas del Derecho 
Internacional Humanitario, en el periodo comprendido desde el 27 de junio de 1973 hasta el 28 de febrero 
de 1985. 


410-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de octubre de 2011 


se enmarca su reconocimiento. También se refirió a la discusión de un proyecto de ley 
para dejar sin efecto determinadas normas de esa Ley. Durante la audiencia, y ante 
preguntas de los jueces de la Corte, en el sentido de si el acto de reconocimiento incluía 
todas las disposiciones de la Convención cuya violación se alegaba, el señor Agente del 
Estado manifestó que “en principio el alcance del reconocimiento del Estado refiere a 
todas (las normas de la Convención)”. 


21. En sus alegatos finales escritos, el Estado señaló, al referirse al alcance de su 
reconocimiento, que el mismo "debe ser enmarcado de conformidad al sistema normativo 
de la República[, el] cual, naturalmente, se integra con las normas nacionales y el 
Derecho Internacional” y precisó que dicho acto *se circunscribe a un período de tiempo, 
en el cual ejerció el poder un gobierno de facto en el Uruguay”. Es decir, el Estado 
manifestó que cuando se le reclama por la alegada violación de los derechos, 
“necesariamente dicha situación se vincula a [ese] periodo [...] con algunas salvedades 
pues existen, naturalmente, situaciones aún pendientes de resolución”, enfatizando, ante 
la cuestión de si su reconocimiento significa dar por ciertos los hechos, que éste se 
encuentra enmarcado en lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de la referida Ley No. 18.596 
y que en el informe de la Comisión para la Paz “se realizó un análisis detallado y 
cronológico de los hechos reconocidos”. 


22. Asimismo, en lo referente a los artículos 8 y 25 de la Convención, el Estado señaló 
que no desconoce "que, en un primer momento, la denuncia realizada por Juan Gelman 
fue comprendida, por el Poder Ejecutivo de la época, en el ámbito de la Ley de 
Caducidad”, no obstante lo cual en agosto de 2008 un juzgado penal reabrió el caso. En 
cuanto a la actuación de los órganos de justicia, el Estado señaló que "la salida [de] la 
dictadura implicó la adopción de diversas medidas -actos legislativos, amnistias, 
reposición de funcionarios injustamente destituidos, reparación a las víctimas, 
Investigaciones judiciales y administrativas-, es decir la adopción de un sistema 
complejo”. En este sentido, añadió que "de conformidad al sistema constitucional de la 
República, existe separación de poderes, por lo cual al Poder Ejecutivo le está vedado dar 
directivas de cualquier naturaleza a un juez con relación a la instrucción de una causa” y 
que *[iJgual situación ocurre con los otros derechos invocados, pues las [violaciones] 
ocurrieron durante el gobierno de facto que rigió al Uruguay y luego de restablecido el 
orden democrático se procedió a adecuar la conducta del Estado a la norma de derecho, 
[...] por lo cual las mismas, con salvedades, se encuentran circunscriptas al periodo 
referido”. El Estado reiteró que lo anterior "no implica desconocer que [...] María Macarena 
Gelman fue hallada en el año 2000 y que los restos de [...] María Claudia García son un 
tema pendiente aún para el Estado”. 


23. Los representantes manifestaron que la contestación de demanda no puede ser 
considerada un 'reconocimiento” bajo el Reglamento de la Corte y su jurisprudencia, ya 
que el Estado no "indica con precisión y claridad el alcance de aquellos hechos y derechos 
que [paredera] dispuesto a reconocer o controvertir, indicando como único parámetro 
indubitable una referencia temporal que tampoco se ajusta al periodo de los hechos en 
litigio”. Teniendo en cuenta lo anterior, solicitaron la aplicación del artículo 41,3 del 
Reglamento del Tribunal, de modo que se establezca la aceptación por parte del Estado 
de los hechos y pretensiones esgrimidos en la demanda y en el escrito de solicitudes y 
argumentos. Además, consideraron relevantes, como una forma de reconocimiento de 
responsabilidad estatal, las manifestaciones realizadas por el Ministro interino de 
Relaciones Exteriores el 7 de octubre de 2010 ante una comisión parlamentaria, pues en 


Artículo 29,- Se reconoce la responsabilidad del Estado uruguayo en la realización de prácticas sistemáticas 
Ce tortura, desaparición forzada y prisión sin intervención del Poder Judicial, homicidios, aniquilación de 
personas en ey integridad psicofísica, exo político o destierro de la vida social, en el periodo comprencido 
cesde el 13 de junio de 1968 hasta el 26 de Junio de 1973, marcado por la aplicación sistemáticas de las 
Medidas Prontas de Seguridad e inspirado en el marco ideciógico de la Doctrina de la Seguridad Nacional. 


Artículo 30.- Reconócese el derecho a la reparación integral a todas aquellas personas que, por acción 
omisión del Estado, se encuentren comprendidas en las definiciones de los articulos 40 y 5 de la presente 
ley. Diche reporación deberá efectivizarse cuendo correspondiere- con medidas edecuadas de restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantias de no repetición”. 
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su opinión "se tratan de opiniones confiables [...] que cualquier individuo puede considerar 
como posición de Estado”. A su vez señalaron que, en la vista celebrada por la Suprema 
Corte de Justicia del Uruguay en el caso Sabalsagaray (infra párr. 148), los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo se allanaron a la excepción de inconstitucionalidad planteada por la 
Fiscalía, por lo que, a su entender, el Estado "ha reconocido la anticonstitucionalidad y 
anticonvencionalidad de la Ley de Caducidad”, respecto de lo cual invocaron el principio 
de estoppel. 


24. Por su parte, la Comisión valoró el reconocimiento parcial de responsabilidad 
internacional realizado por el Estado, aunque observó que "el lenguaje utilizado [...] es 
ambiguo”, lo cual dificulta una determinación inequívoca del alcance del acto. En este 
sentido, añadió que si bien el Estado reconocía la violación de los derechos humanos de 
María Claudia García y de María Macarena Gelman, "el lenguaje utilizado sug[ería] una 
posible limitación temporal contraria a la naturaleza de las violaciones cometidas contra 
[las presuntas víctimas], las cuales son de naturaleza continuada”. Además, observó que 
“el reconocimiento no hace referencia a las violaciones establecidas en cuanto a los 
derechos de sus familiares”. La Comisión concluyó que subsistía la controversia sobre 
hechos y violaciones ocurridas en el presente caso y no abarcadas en el acto de 
reconocimiento , así como en lo referente a las eventuales reparaciones y costas, por lo 
cual solicitó al Tribunal que "acepte el referido reconocimiento parcial, que reafirme su 
Jurisdicción sobre el presente caso[,] que [declare] la violación de los derechos alegados” 
y que en la Sentencia "efectúe una descripción pormenorizada de los hechos y las 
violaciones de derechos humanos ocurridas”. 


25. El artículo 62 del Reglamento establece que, 


[SJ el demandado comunicare a la Corte su aceptación de los hechos o su allanamiento total o 
parcial a las pretensiones que constan en el sometimiento del caso o en el escrito de las presuntas 
víctimas o sus representantes, la Corte, oído el parecer de los demás intervinientes en el proceso, 
resolverá, en el momento procesal oportuno, sobre su procedencia y sus efectos jurídicos. 
26. En concordancia con lo anterior, de conformidad con el artículo 64 del Reglamento, 
y en ejercicio de sus poderes de tutela judicial internacional de los derechos humanos, 
cuestión de orden público internacional que trasciende la voluntad de las partes, la Corte 
puede determinar si el reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por un 
Estado demandado ofrece una base suficiente, en los términos de la Convención 
Americana, pera continuar el conocimiento del fondo y determinar las eventuales 
reparaciones”. La facultad del Tribunal no se limita únicamente a constatar, registrar o 
tomar nota del reconocimiento efectuado por el Estado, o a verificar las condiciones 
formales del acto, sino que lo debe confrontar con la naturaleza y gravedad de las 
violaciones alegadas, las exigencias e interés de la justicia, las circunstancias particulares 
del caso concreto y la actitud y posiciones de las partes'”, de manera tal que pueda 
precisar, en cuanto sea posible y en el ejercicio de su competencia, la verdad de lo 
acontecido", 


27. En este sentido, el artículo 41.1.a) del Reglamento señala que el Estado deberá 
indicar, en su contestación, si acepta los hechos y las pretensiones o si los contradice. 
Además, en el mismo artículo 41,3 del Reglamento se señala que la Corte "podrá 
considerar aceptados aquellos hechos que no hayan sido expresamente negados y las 
pretensiones que no hayan sido expresamente controvertidas”. 


Ll Cfr. Caso Myma Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y . Sentencia de 25 de 
noviembre de 2003. Serie C No. 101, párr. 105; pin rd oa Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010 Serie C No, 216, párr, 21, y Caso Ibsen 
opa re ad Fondo, Reparaciones y Costas. Sertenda de 1 de septiembre de 2010 Sere € 
Mo. 217, . 33. 


” Cfr. Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sertencia de 2 de mayo de 2008, Serie € 
Mo. 177, párr. 24; Caso Rosendo Cantú y otra, supra nota 9, párr. 22, y Caso Ibsen Cárdenes e Ibsen Peño, 
supra nota 9, párr. 34. 


y Cfr. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia, Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones, 
Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C No. 213, párr. 17. 
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28. Aunque el Estado omitió especificar los hechos que admitía y las violaciones que 
reconocía y se opuso a algunas de las reparaciones solicitadas, es clara su disposición de 
allanarse al reconocer los hechos y las violaciones alegadas, en particular los relativos 
directamente a las tres presuntas víctimas de este caso. Por ende, el reconocimiento 
efectuado por el Estado constituye una admisión parcial de hechos, así como un 
allanamiento parcial a las pretensiones de derecho contenidas en la demanda y en el 
escrito de solicitudes y argumentos, por lo que, aunque limitado temporalmente a los que 
constituyeron violaciones a los derechos humanos acaecidos durante "el [gl]obierno de 
[facto que rigió en Uruguay entre junio de 1973 y febrero de 1985”, el referido artículo 
41 del Reglamento es plenamente aplicable a este caso. 


29. El reconocimiento parcial de responsabilidad es una contribución positiva al 
desarrollo de este proceso, a la vigencia de los principlos que inspiran la Convención 
Americana y a la conducta a la que están obligados los Estados en esta materia, en virtud 
de los compromisos que asumen como partes en los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos””?, 


30. En esos términos, la Corte considera, como en otros casos'”, que dicho 
reconocimiento produce plenos efectos jurídicos de acuerdo con las referidas disposiciones 
reglamentarias y tiene un alto valor simbólico en aras de que no se repitan hechos 
similares. 


31. Los hechos del presente caso no fueron controvertidos ni objetados y, según se 
verá, los mismos se encuentran debidamente acreditados en el expediente. La 
delimitación temporal del reconocimiento formulado por el Estado no es relevante para el 
análisis del fondo y las reparaciones en el presente caso. En consecuencia, la controversia 
subsiste en cuanto a la determinación de las consecuencias de los hechos ocurridos desde 
febrero de 1985. De tal manera, el Tribunal considera necesario dictar una Sentencia en 
la cual se determinen los hechos y todos los elementos del fondo del asunto, así como las 
correspondientes consecuencias en cuanto a las reparaciones**, 


B. Presuntas víctimas del presente caso 


32. Esoportuno destacar que, al someter el presente caso, la Comisión alegó en varias 
ocasiones que las violaciones de los derechos a la integridad personal, garantías 
judiciales, protección judicial, y protección de la familia fueron cometidas en perjuicio de 
Juan Gelman, María Claudia García y María Macarena Gelman, así como de "sus 
femiliares”*, Los representantes solo identificaron como presuntas víctimas a esas tres 
personas y el Estado reconoció su responsabilidad por las violaciones cometidas en 
perjuicio de éstas. Puesto que la Comisión omitió identificar, en el Informe emitido con 
base en el artículo 50 de la Convención, a qué familiares se refería, la Corte considerará 
como presuntas víctimas en el presente caso únicamente a esas tres personas. 


“2 Cfr. Caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia. Fondo. Sentencia de 26 de enero de 2000. Sere C No, 64, párr. 42; 
Caso Rosendo Cantú y otra, supra nota 9, párr. 25, y Caso Ibsen Cárdenes e sen Peña, supro nota 9, párr. 37. 


» Cfr. Coso Acevedo Jaramillo y ctros Vs. Perú. Excopciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, 
Sentencia de 7 de febrero de 2006. Seríe C No, 144, párrs. 176 a 180; Caso Tiu Tofín Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190, párr. 21, y Caso Kimel Vs: 
Argentina, supra nota 10, párrs. 23 a 25. Ver también, Caso Manuel Cepeda Vargas, supra nota 11, párr. 18, 


e Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de 
septiembre de 2005. Sere C No. 134, párr. 69; Caso Rosendo Cantú y otra, supra nota 9, párr. 26, y Caso Ibsen 
Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 33. 


> Los familiares mencionados indirectamente en algunas partes de la demanda son únicamente Juar 
Antonio García Irureta-Goyena y Alejandro Martin García Cassineól, padre y hermano, respectivamente, de María 
Claudia García Iruretagoyena de Gelman. 
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v 
PRUEBA 


33. Con base en lo establecido en los artículos 46, 49 y 50 del Reglamento, así como 
en su jurisprudencia respecto de la prueba y su apreciación”, el Tribunal examinará y 
valorará los elementos probatorios documentales remitidos por las partes en diversas 
oportunidades procesales, así como las declaraciones de las presuntas víctimas, los 
testimonios y los dictámenes periciales rendidos mediante declaración jurada ante 
fedatario público y en la audiencia pública ante la Corte, Para ello el Tribunal se atendrá a 
los principios de la sana crítica, dentro del marco normativo correspondiente”. 


A. Prueba documental, testimonial y pericial 


34. El Tribunal recibió las declaraciones prestadas ante fedatario público por los peritos 
que se indican en el presente apartado, sobre los temas que se mencionan a 
continuación. El contenido de dichas declaraciones se incluye en el capítulo 
correspondiente: 


a) Ana Deutsch, psicóloga, quien realizó un peritaje sobre: ¡) los efectos psicológicos de la 
desaparición forzada de María Claudia García Iruretagoyena en su hija Macarena, en Juan 
Gelman y en el núcleo familiar; y E) les consecuencias psicológicas para Macarena Gelman 
por su nacimiento en la clandestinidad, la supresión de su identidad, así como la alegada 
impunidad en que se encuentra el caso; 


b) Pablo Chargchia, abogado, quien ofreció información técnica sobre: ¡) los efectos de la Ley 
de Caducdad de la Pretensión Punitiva del Estado y le situación de les investigaciones en la 
Justicia uruguaya; y li) las características de las investigaciones penales en 
relacionadas con las graves violaciones de derechos humanos ocurridas durante la 
dictadura; 

C) Gabriel Mazzarovich, periodista uruguayo, quien declaró sobre; |) aspectos de la estructura 
represiva que imperaba en Uruguay al momento de los hechos denunciados; li) las 
violaciones a los derechos humanos que se dieron en ese contexto; y 'i) el supuesto 
ocultamiento de información sobre los hechos de este caso y las violaciones de derechos 
humanos ocurridas durante el gobierno de facto y, en particular, la investigación de los 
hechos; y 

d) Roger Rodriguez, periodista uruguayo, quien declaró sobre: ¡) aspectos de la estructura 
represiva que imperaba en Uruguay al momento de los hechos denunciados; ñ) las 
violaciones a los derechos humanos que se dieron en ese contexto; y Mi) el supuesto 
ocultamiento de información sobre los hechos de este caso y las violaciones de derechos 
humanos ocurridas durante el gobierno de facto, y en particular la Investigación de los 
hechos. 


35. Además, la Corte escuchó en audiencia pública las declaraciones de las siguientes 
presuntas victimas, testigo** y peritos*?: 


> Cfr. Caso de la “Panel Blanca” (Paniogua les y otros) VS. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, . 50; Caso Gomes Lund y otros (Guerrniha do Araguaia) 
Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentenda de 24 de noviembre de 2010, 
Serie C No, 219, párr. 51, y Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 Serie C No. 220, párr. 24, 


> Ofr. Caso de la "Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, Sentencia de 8 de 
marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 76; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilhe do Araguals), supro rota 16, párr. 
51, y Caso Cabrera Garcia y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 24. 


> Según lo ordenado en la referida Resolución de ¡a Presidencia, se admitió como testigo ofrecida por los 
representantes al señor Eduardo Galeano. No obstante, el 15 de septiembre de 2010 los representantes 
solicitaron la sustitución del testigo Eduardo Galeano por el testimonio de la señora Sara Méndez para que 
compareciera ante la Corte, debido a que el primero no podría dedarar en esta causa por "situaciones personales 
de fuerza mayor”. En vista de lo anterior, el Presidente dictó una resolución el 23 de septiembre de 2010, 
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a) Juan Gelman, presunta víctima, quien declaró sobre: i) las gestiones realizadas para 
localizar a su nieta y conocer la verdad acerca de los ocurrido con María Claudia García de 
Gelman, ii) el encuentro con su nieta María Macarena; 1il) las denuncias presentadas y la 
respuesta de la justicia uruguaya y otras gestiones realizadas para la búsqueda de justicia; y 
lv) "las consecuencias que les ocasionaron a él y su familia los hechos denunciados y sus 
expectotivas ante la Corte interamericana”; 


b) María Macarena Gelman García Iruretagoyene, presunta víctima, quien declaró sobre: i) el 
impacto en las distintas dimensiones de su vida que le ocasionaron las circunstancias de su 
nacimiento, la alegada supresión de su verdadera identidad, el encuentro con su abuelo y 
demás vinculos relacionados con su familia biológica, así como el desconocimiento hasta hoy 
del paradero de su madre; il) las gestiones realizadas ante la justicia para conocer la verdad 
de lo ocurrido; y 11) los obstáculos que debe enfrentar ante autoridades públicas para 
localizar e identificar los restos de su madre y obtener justicia en el caso; 


c) Gerardo Caetano, perito, historiador, quien presentó información técnica sobre: |) la 
existencia y acceso a la información en poder del Estado en relación con el presente caso, 
así como al período de la época dictatorial en Uruguay; 11) los obstáculos para el acceso a 
Información relacionada con la época y los hechos relativos a graves violaciones de derechos 
humanos cometidos en el contexto del gobierno de facto, en particular, aquellos 
relacionados directamente con el presente caso; ii) especificaciones técnicas relacionedas 
con el archivo y ciasificación de documentos, en particular con aspectos de la información 
referida a Operación Cóndor; iv) la participación de autoridades uruguayas en la Operación 
Córdor y la coordinación represiva entre Argentina y Uruguay; y vw) las dificultades que aún 
pers.sten para el establecimiento de la verdad y la construcción de la memoria colectiva del 
pueblo uruguayo relativa a graves violaciones cometidas durante el gobierno de facto; 


4) Mirtha Guianze, perita, fiscal del Ministerio Publico para la Defensa del Uruguay, quien 
presentó información sobre: 1) los efectos de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado en relación con las investigaciones de graves violaciones de derechos humanos 
ocurridas durante ¡a dictadura uruguaya; 1) las Wmitaciones adicionales que enfrenta la 
justcia para tramitar causas relativas a graves violaciones de derechos humanos cometidas 
durante el gobierno de facto; y lil) las características de la participación de las víctimas en el 
proceso penal uruguayo; y 

e) Sara Méndez, testigo quien declaró sobre: 1) los esfuerzos llevados adelante por Juan 
Gelman y Macarena Gelman en su búsqueda de verdad y justicia por los hechos 
denunciados; ii) el impacto de esta búsqueda en la vida de ambos; y li) las consecuencias 
que en general provoca la alegada impunidad en el presente caso. 


B. Admisión de la prueba documental 


36. En este caso, como en otros””, el Tribunal admite el valor probatorio de aquelios 
documentos presentados oportunamente por las partes que no fueron controvertidos ni 
objetados, y cuya autenticidad no fue puesta en duda. En este supuesto se encuentra 
prácticamente toda la prueba documental ofrecida. 


37. Por otra parte, la Corte admite, excepcionalmente, los documentos remitidos por 
las partes en diversas oportunidades procesales por encontrarlos pertinentes y útiles para 
la determinación de los hechos y sus eventuales consecuencias jurídicas, sin perjuicio de 
las consideraciones que se realizan a continuación. 


38. Los representantes remitieron con sus alegatos finales comprobantes de gastos 
relacionados con el presente caso. El Tribunal sólo considerará aquellos documentos 
remitidos con los alegatos finales escritos que se refleran a las costas y gastos que se 


admitiendo la sustitución del testimonio que habian solicrado los representantes y ordenando que se recbiera lo 
declaración testimonial de Sara Méndez en la audiencia pública por celebrarse en el presente caso. 


» Cfr. Resomución de convocatoria dictada por la Presidencia de la Corte el 10 de septiembre de 2010, 
punto resolutivo sexto, y Resolución de sustitución de testigo dictada par la Presidencia de la Corte el 23 de 
septiembre de 2010, punto resolutivo primero. 

» Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, 


párr. 140; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Areguele), supra nota 16, párr. 54, y Caso Cabrera García y 
Montiel Flores, supra nota 16, párr, 27. 
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hayan incurrido con ocasión del procedimiento ante esta Corte, con posterioridad al 
escrito de solicitudes y argumentos. 


Cc. Admisión de las declaraciones de las presuntas víctimas, de la 
prueba testimonial y pericial 


39. En cuanto a las declaraciones de las presuntas víctimas y de los testigos y a los 
dictámenes rendidos en la audiencia pública y mediante declaraciones juradas, la Corte 
los estima pertinentes sólo en lo que se ajusten al objeto que fue definido por el 
Presidente del Tribunal en la Resolución mediante la cual se ordenó recibirlos (supra párr. 
7) y en conjunto con los demás elementos del acervo probatorio*. 


40. Conforme a la jurisprudencia de esta Corte, las dedaraciones de las presuntas 
víctimas no pueden ser valoradas alsladamente sino dentro del conjunto de las pruebas 
del proceso, ya que son útiles en la medida en que pueden proporcionar mayor 
información sobre las alegadas violaciones y sus consecuencias”. Con base en lo anterior, 
el Tribunal admite dichas declaraciones, cuya valoración se hará con base en los criterios 
señalados (supra párr. 33). 


DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA, A LA VIDA, A 
LA INTEGRIDAD Y A LA LIBERTAD PERSONALES DE MARÍA CLAUDIA GARCÍA 
IRURETAGOYENA DE GELMAN, EN RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE 
RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS 


(CONVENCION AMERICANA Y CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
DESAPARICIÓN FORZADA) 


41. Con el fin de examinar la alegada responsabilidad internacional del Uruguay por la 
violación a los derechos al reconocimiento de la personalidad juridica, a la vida, a la 
integridad personal y a la libertad personal de María Claudia García, en relación con las 
obligaciones de respeto y garantía establecidas en la Convención Americana, y con las 
disposiciones de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada que se alegan 
violadas, el Tribunal sintetizará los alegatos de las partes, establecerá los hechos no 
controvertidos y que considera probados y hará las consideraciones pertinentes. En el 
presente caso se establecen los hechos, fundamentalmente, con base en la no 
controversia del Estado y la información aportada por la Comisión y los representantes. El 
Estado no se refirió en particular a estos alegatos, pero reconoció las violaciones de los 
derechos humanos de María Claudia García en su conjunto (supra párrs. 19 a 22), razón 
por la cual en el siguiente apartado no se incluyen alegatos del Estado. 


A. Alegatos de las partes 


a IS A A Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serle C No. 33, 
párr. 43; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 67, y Caso Cabrera García y 
Montiel Mores, supra nota 16, párr. 37. 


= Cfr. Caso Loayza Tamayo. Fondo, supra nota 21, párr. 43; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do 
Araguala), supra nota 16, párr. 69, y Caso Cabrera García y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 39. 
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42. La Comisión alegó que; 


a) la detención o secuestro ilegal y arbitraria, la tortura y la desaparición forzada de 
María Claudia García fueron el resultado de una operación de inteligencia policial y 
militar, planeada y ejecutada clandestinamente por las fuerzas de seguridad 
argentinas, aparentemente, en estrecha colaboración con las fuerzas de seguridad 
uruguayas, lo cual es congruente con el modus operandi de tales actos en el marco 
de la Operación Cóndor; 


b) si bien existen dudas acerca de si María Claudia García permaneció en Uruguay o 
fue entregada a las autoridades argentinas, en cualquier caso el Estado es 
responsable de aclarar su paradero dado que estaba bajo su custodia; 


c) existen pruebas suficientes “para afirmar razonablemente que la [posible]muerte 
de María Claudia García de Gelman a manos de agentes del Estado que la tenía[n] 
bajo custodia en el contexto de una política estatal que apuntaba a sectores de la 
población civil era un delito de lesa humanidad”; y 


d) el Estado es responsable por la violación de derechos a la vida, Integridad 
personal, libertad personal, personalidad jurídica y de la obligación de "sancionar 
estas violaciones de manera seria y efectiva”, los que entendió protegidos por los 
artículos 3, 4, 5, 7 y 1.1 de la Convención, artículos 1.b, III, IV y V de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada y artículos 6 y 8 de la 
Convención Interamericana contra la Tortura, en perjuicio de Maria Claudia Garcia. 


43. Los representantes alegaron que: 


a) la desaparición forzada de María Claudia García, realizada por agentes estatales 
que operaban al amparo de la Operación Cóndor, implicó "una violación 
automática” de su derechos a la libertad personal; 


b) su desaparición forzada constituye una violación múltiple de varios derechos 
protegidos por la Convención, cuya comisión en el marco de un patrón sistemático 
la eleva a la categoría de crimen de lesa humanidad; 


c) desde que la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada entró en 
vigor para el Estado, ésta es "directamente aplicable al caso”, dado el carácter 
continuado del delito de desaparición forzada y que al día de hoy no se conoce su 
paradero; 


d) Uruguay contrarió su obligación estatal de mantener a las personas privadas de 
libertad en centros de detención oficialmente reconocidos y presentarlas sin 
demora ante la autoridad judicial competente; 


e) en relación con la alegada violación al artículo 5 de la Convención, y en atención a 
la definición del crimen de tortura establecida en el artículo 2 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura, asi como a la definición de violencia contra la 
mujer contenida en los artículos 1 y 2 de la Convención de Belém do Pará, las 
condiciones de detención ¡legal, incomunicación y sufrimientos ocasionados a María 
Claudia García revisten especial gravedad por su situación de especial 
vulnerabilidad en avanzado estado de embarazo, lo que permite "inferir que María 
Claudia [García] fue victima de tortura psicológica durante el tiempo que 
permaneció en detención”. Tales hechos constituyeron una violación “inmediata” a 
su integridad personal que configuró el delito de tortura; 


M la desaparición forzada de María Claudia "se traduce en una brutal violación de 
[su] derecho a la vida”, no solo porque esa práctica implica frecuentemente la 
ejecución en secreto de los detenidos, sino también porque el Estado no adoptó las 
medidas para proteger y preservar dicho derecho; y 


9) en relación con el artículo 3 de la Convención, la desaparición forzada de María 
Claudia García, seguida por la negación y ocultamiento de la misma por parte del 
Estado, le impidió ejercer sus derechos, tales como el de interponer recursos para 
cuestionar la legalidad de su detención y el "derecho al reconocimiento legal de su 
maternidad”. 


25 de octubre de 2011 CÁMARA DE SENADORES 417-C.S. 


B. La dictadura militar y la Operación Cóndor como contexto de los 
hechos ocurridos a María Claudia García 


44. El presente caso reviste una particular trascendencia histórica, pues los hechos 
comenzaron a perpetrarse en colaboración con autoridades argentinas en un contexto de 
práctica sistemática de detenciones arbitrarias, torturas, ejecuciones y desapariciones 
forzadas perpetradas por las fuerzas de seguridad e inteligencia de la dictadura uruguaya, 
en el marco de la doctrina de seguridad nacional y de la Operación Cóndor”. La existencia 
de esa operación ya fue reconocida por este Tribunal en el caso Golburú y otros vs. 
Paraguay en los siguientes términos: 


La mayoría de los gobiernos dictatoriales de la región del Cono Sur asumieron el poder 
o estaban en el poder durante la década de los años setenta**, lo que permitió la 


nacional”, por medio de la cual visualizaban a los movimientos de izquierda y otros 
grupos como “enemigos comunes” sin importar su nacionalidad. Miles de ciudadanos 
del Cono Sur buscaron escapar a la represión de sus países de origen refugiándose en 
países fronterizos. Frente a ello, las dictaduras crearon una estrategia común de 
*defensa”. 


En este merco, tuvo lugar la llamada “Operación Cóndor”, nombre clave que se dio a 
la alianza que unía a las fuerzas de seguridad y servicios de inteligencia de las 
dictaduras del Cono Sur en su lucha y represión contra personas designadas como 
“elementos subversivos”. Las actividades desplegadas como parte de dicha Oporación 
estaban básicamente coordinadas por los militares de los países involucrados. Dicha 
Operación sistematizó e hizo más efectiva la coordinación dandestina entre "fuerzas 
de seguridad y militares y servicios de inteligencia” de la región [..] Para que la 
Operación Cóndor funcionara era necesario que el sistema de códigos y 
comunicaciones fuera eficaz, por lo que las listas de “subversivos buscados” eran 
manejadas con flvidez por los distintos Estados. 


o La existencia de la "doctrina de seguridad nacional” y del Plan Cóndor ya ha sido reconocida por el 
Tribunal. Cfr. Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre 
de 2006, Serie C No. 153, párrs. 61.5 a 61.8. Asimismo, cfr. Histórica 

Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 2007 Tomo 1, Págs, 21, 73, 283 y ss 
PEA Le O A Y argumentos, anexo 10, CD 1); Nunca Más. Informe Final de la 
Comisión Nacional sobre la Desaparición de Persona», Quenos Are», Euscbo, 1904, colo 1.4; La coominacin 


represiva en Latinoamérica, Último 
seceso el 23 de febrero de 2011; Jugado de Primera Instanca en lo Penal de 79 tumo de Monteviceo, autos 
caratulados: *Bordaberry Arocena, Juan María- Diez delitos de homicidio muy especialmente agrawados en 
reteracón real Uno de Couor, IUE 1-$08/200), Sentencia de 9 de febrero de 2010, disponible en: 
to pEnsamientopenal.co (9 Y pdf, Último acceso el 23 de febrero de 2011; 
Comisión Naciona! score Pisón Poltica y Tora, informe, Santiago de Ce, Captuo ll, "Contesto”, 2004 
págs. 175 y 196, dl o último acceso el 23 de 


febrero de 2011; informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, Volumen 1, Tomo 1, Segunda 
Parte, Capitulo LB.1, Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, reedición 1999, Santago de Chile, 
págs. 37 y 38, disponible en; htto://www.ddhh. oy cl/flesapo/tomol,zo , Último acceso el 23 de febrero de 
2011; Assembiela Legistativa do Estado do Rio Grande do Sul - Escola do Legislativo, Archivo Nacional de Brasil. 
*A ditadura de seguranca nacional no rio grande do sul (1964-1985): História e Memáória. Conexdo Repressiva e 
Operacáo Condor”, organizadores Enrique Serra Padrós, Vánia M. Barbosa, Vanessa Albertinence Lopez, Ananda 
Simbos A A A A A A 


de enero 0% 2011; Mouse Of Lords, Judgmenes - Regina v. Barue and Le Cominissioner of Police for the 
IA CSI RR Queen's Bench Division), 25 de 


Disponible en 

A billar: pa/ld 5, mt/44981125/pin001.htm, último acceso el 23 de 
febrero de 2011; Audiencia Nacional de Madrid, Juagado Central de Instrucción Número Cinco; Auto de 
pl pl cn nl rc o qu flaca 
o om/Dicta: ] o la opin08003L. pdf, Último acceso el 23 de 
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[-] Es decir, los graves hechos se enmarcan en el carácter flagrante, masivo y 
sistemático de la represión a que fue sometida la población a escala inter-estatal, pues 
las estructuras de seguridad estatales fueron coordinadamente desatadas contra las 
naciones a nivel trans-fronterizo por los gobiernos dictatoriales involucrados. 


La Corte observa que, en absoluta contradicción con los principales fines y propósitos 
de la organización de la comunidad internacional, establecidos a niveles universal en la 
Carta de Naciones Unidas”* y regional en la Carta de la OEA” y la misma Convención 
Americana, durante la década de los setenta los servicios de inteligencia de varios 
países del Cono Sur del continente americano conformaron una organización Inter- 
estatal con fines criminales complejemente artículada, cuyos alcances continúan 
revelándose hoy en día; es decir, se dio una práctica sistemática de "terrorismo de 
Estado” a nivel inter-estatal. 


Esta operación se vio además favorecida por la situación generalizada de impunidad de 
las graves violaciones a los derechos humanos que existía entonces, propiciada y 
tolerada por la ausenda de garantías judiciales e ineficacia de las instituciones 
judiciales para afrontar o contener las sistemáticas violaciones de derechos humanos. 
Esto tiene estrecha relación con la obligación de investigar los casos de ejecuciones 
rusla ga desapariciones forzadas y otras graves violaciones a los derechos 
hum: . 


45. En el caso de Uruguay, luego del período comprendido desde el 13 de junio de 
1968 hasta el 26 de junio de 1973, marcado por la aplicación sistemática de “Medidas 
Prontas de Seguridad”, e inspirado en el marco ideológico de la Doctrina de la Seguridad 
Nacional”, el 27 de junio de 1973 el Presidente electo Juan María Bordaberry, con el apoyo 
de las Fuerzas Armadas, disolvió las Cámaras y llevó a cabo un golpe de Estado?”, dando 
inicio a un período de "dictadura cívico-militar” que se prolongó hasta el 28 de febrero de 
1985” y en el que se implementaron "formas cotidianas de vigilancia y control de la 
sociedad Y más especificamente, de represión a las organizaciones políticas de 
izquierda” 


46. En la década de los años 1970, se establecieron operaciones transnacionales en la 
región con el fin de eliminar a los grupos guerrilleros, en el contexto de una campaña 
contralnsurgente que justificaba expandir el campo de acción más allá de los límites 
territoriales, aunque ya en 1960, se había creado la Conferencia de los Ejércitos 


» Los "pueblos de las Nadones Unidas resueltos [..] a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del 

hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de 

las naciones y pequeñas [..] a crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el 

respeto”. ( mbrulo) 

ol "Los Estados amerncanos consagran en esta Carta la organización internacional que han desarrollado 

para lograr un orden de paz y de Justicia, fomentar su solidaridad, robustecer su colaboración y defender su 
, Su Integridad territorial y Su independencia” (Artículo 1). 


del Caso Golburú y otros, supra nota 23, párrs. 61.5, 61.6, 62, 72 y 73. 
Leí Crr. Artículo 29 de la Ley N? 18.596 de 18 de setiembre de 2009, supra nota 8, follo 5004. 


» Crr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, supra nota, 23, pág. 106; Juzgado de Primera instancia en lo Penal de 7% turmo, autos 
caratulados: “Bordaberry Arocena, Juan Maria”, supra nota 23; Juzgado de Primera instancia en lo Penal 110 
turno de Montevideo. Sentencia de 16 de noviembre de 2006, que decreta el procesamiento con Prisión de los 
Un ON 0: E A E O A. A 
p yá DIOQspo! 0/20 A oberto Dr Último acceso el 23 de 
febrero de 201). 


2 Cfr, Demasi, C., Marchesi, A., Markarian, V., Rico, A. y Yafé, ), La Dictadura Cívico Militar Uruguay 
1973-1985, Montevideo, Ediciones de ia Banda Oriental (Expediente de anexos al escrito de scolidtudes y 
argumentos, Anexo 17, folos 2417 a 2563); Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en 
cumplimiento del artículo 4 de la ley 15,488 de 2007, Supra nota 23, Pág. 15. 


lod Cfr. Proyecto y exposición de motivos del Poder Ejecutivo para la creación de la Ley 18.596 (expediente 
de anexos a la demanda, apérdice Il, folios 1320- 1325); Artículo 10 de la Ley 18.596, supra nota 8; C. 
Demas, A. Marchesi, V, Markarian, A. Rico y J, YafTé; La Dictedura Civico Militer Uruguay 1973-1985, supra nota 
30, folios 2417 a 2563. 


sm Cfr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desapareddos, supra nota 23, pág. 73. La investigación 
PSNaa, O vÍGIAES, CUINA, € SUGIERO 200 SUE SUS Ju (0 PUES pee Dago e AUR 
|. 74, 
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Americanos, una organización de seguridad hemisférica inspirada en la "doctrina de la 
seguridad nacional”, que se reunía en sesiones secretas para discutir posibles estrategias 
y acuerdos de actividades conjuntas”, 


47. Para el caso de Argentina, esas actividades comenzaron a evidenciarse a finales de 
1973, y a principios del año 1974”, a través de la persecución de militantes de izquierda, 
incluidos los arrestos, los secuestros, los traslados y los asesinatos por parte de militares 
y paramilitares”. 


48. En febrero de 1974 se realizó una reunión en Buenos Aires con la participación de 
oficiales de seguridad policial de Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay y Bolivia, en lo que 
serían las primeras conversaciones para el establecimiento de un plan de cooperación 
encubierta”. Más tarde, ese mismo año, se comenzó a discutir la idea de crear una red 
continental de información anti-comunista””. 


49. Para noviembre de 1975, la cooperación de inteligencia militar se concretó aún más 
con la formalización de la denominada "Operación Cóndor”, lo que facilitó la creación de 
estructuras militares paralelas, que actuaban de forma secreta y con gran autonomía”. 
Esa operación fue adoptada como una política de Estado de las "cúpulas de los gobiernos 
de hecho””, y estaba dirigida, en ese entonces, por cuerpos castrenses principalmente de 
Chile, Argentina, Uruguay, Paraguay, Bolivia y Brasil“, 


: agresivas 
Comunista Internacional”. Al respecto, Cfr. 3.P. McSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la 
Guerra Encubierta en América Latina (edición en castellano, Uruguay, Ediciones de la Banca Oriental, 2009), 
pág. 88 (Expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, Anexo 19, folio 2867). 


0 Cfr. MeSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encublerta en América 
Latina, pdg. 109, supra nota 33, follo 2877. 


» Cfr. investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos, supra nota 23, Sección 2, págs. 281 y ss; 
U.S Department of State, "AméEmbassy Buenos Alres to SecState”, 12 de febrero de 1975; Embajada Uruguaya 
de Buenos Alres al Ministerio de Relaciones Exteriores, telex C654/20, 12 de marzo de 1975, C. Demasi, A. 
MNarchesi, V. Markarian, A. Rico y ). Yaffé, La Dictadura Cóvico-Militar, Uruguay 1973-1985, pég. 230, supra nota 
30, folio 2547; MeSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encubierta en América 
Latina, págs. 126 y 127, supra nota 33, follo 2886. 


2 Cfr, CIA, The National Intelligence Dally, June 23, 1976, CIA, "Ciassiñed Reading Material re: Condor for 
Ambassador Landau and Mr. Propper”, e e O DA lo, OA A southern 
Cone Security Practices” July 20, 1976; en McSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la 
Guerra Encubierta en América Latina, pág. 121, supra nota 33, follos 2883 y 2834; C, Demasi, A. Marchesi, Y. 
Markarian, A. Rico y J. Yaffé, La Dictadura Cívico-Miltar, Uruguay 1973-1985, pág. 279 supra nota 30, foo 
2546; John Cinges, Operación Cóndor. Una década de terrorismo internacional en el Cono Sur, Ediciones B. 
Ava DUES ciao de Dela, pen.100 Cispaiittaas de anos el duo de señas Y argumentos, Mato 3, 
ia 2661). 


» Cfr. C. Demasi, A. Marchesi, V. Markarian, A. Rico y J. Yaffé, La Dictadura Cóvico-Militar, Uruguay 1973- 
1985, pág. 279 supra nota 30, folio 279. 

be Cfr. Caso Golburú y otros, supra nota 23, párrs. 61.6- 61.8. Ver también Comisión Nacional sobre 
Prisión Político y Tortura, Informe, Santiago de Chile, Capitulo 111, “Contexto” supra nota 23; Central Intelligence 
Dalma Dos rare gor ORrRraLTeDICS: MONS/AdES MICA, Último acceso el 23 de TROTE de 


Assembleia Legisistiva do Estado do Rio Grande do Sul - Escola do Legislativo, Archivo Naconal de Brasil. "A 
diadura de seguranca nadonal no rlo grande do sul (1964-1985): História e Memória. Conexdo Repressiva e 
Operacdo Condor”, supra nota 23, y; C. Demasi, A. Marchesi, V. Markarian, A. Rico y ). Yaffé, La Dictadura 
Civico-Militar, Uruguay 1973-1985, supra nota 30, p. 281, follo 2547, y J.P. McSherry, McSherry, Los Estados 
Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encubierta en América Latina, supra nota 33, p.146, folo 2896, 


Ed Cfr. Juzgado penal de Primera instancia en lo penal de 19? turno de Montevideo, Sentencia 036 de 26 
de marzo de 2009, "Gavazzo Pereira, Jose Nino. Arab Fernandez, Jose Ricerdo- un delito de privación de 
libertad”, ficha 98-247/2006, (Expediente de anexos a la Demanda, Apéndice 1 Vol 3, folio 1243); Juzgado 
penal de Primera instancia en lo penal de 19* turno de, Montevideo. Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, 
*Silvelra Quesada, Jorge Alberto.- Ramas Percira, Ernesto Avelino.- Medina Blanco, Ricardo Jose.- Vezquez Bisio, 
Gilberto Valentin.- Maurente, Luis Afredo.- Sance Lima, Jose Felipe- un dellto de privación de libertad”, ficha 2- 
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50. Por carta 29 de octubre de 1975 la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) de 
Chile invitó a la primera reunión de trabajo de Inteligencia Nacional con el propósito de 
crear una estructura “similar a l[a] que tiene INTERPOL en Paris, pero dedicad[a] a la 
subversión”**, La reunión tuvo lugar del 25 al 30 de noviembre de 1975 en Santiago de 
Chile, y en Acta de Clausura se estableció la fundación de la Operación Cóndor”. 


51. El plan Cóndor operaba en tres grandes áreas, a saber, primero, en las actividades 
de vigilancia política de disidentes exiliados o refugiados; segundo, en la operación de 
acciones encubiertas de contra-insurgencia, en las cuales el papel de los actores era 
completamente confidencial y, tercero, en acciones conjuntas de exterminio, dirigidas a 
grupos, o individuos específicos, para lo cual se conformaban equipos especiales de 
asesinos que operaban dentro y fuera de las fronteras de sus países, incluso en Estados 
Unidos y Europa”. 


52, Esta operación fue muy sofisticada y organizada, contaba con entrenamientos 
constantes, sistemas de comunicación avanzados, centros de inteligencia y planificación 
estratégica, así como con un sistema paralelo de prisiones clandestinas y centros de 
tortura con el propósito de recibir a los prisioneros extranjeros detenidos en el marco de la 
Operación Cóndor**. 


43332/2005, (Expediente de anexos a la Demanda, Apéndice 11 Vol 3, folio 1101); Juzgado penal de Primera 
instancia en lo penal de 19" turno de Montevideo, Sentencia 0159 de 21 de octubre de 2009, “Alvarez Armellino, 
Gregorió Corrado.- Larcebeau Aguirregaray, Juan Carios.- Reiterados Delitos de Homicidio muy especialmente 
agravados”, ficha 2- 20415/2007, (Expediente de anexos a la Demanda, Apéndice III Vol 3, follo 1537) 


> Cfr. Cámara federal en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal, Sala 1, "González Fausto, M. y 
A O A A Considerando lila Disponible en: 

¿LIA SÍ Te y 16756.Pdf, Último acceso el 23 de febrero de 2011; Juzgado 
penal de Primera instancia en lo panal de 19" tumo de Montevideo, Sentencia 096 de 26 de marzo de 2009, 
supra mota 39, follo 1243; Juzgado penal de Primera instancia en lo penal de 19% turno de Montevideo, Sentencia 
037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, folio 1101; Juzgado penal de Primera instanca en lo penal de 19* 
turno de Montevideo, Sentencia 0159 de 21 de octubre de 2009, supra rota 39, folio 1537; Audiencia Nacional 


A ENS m/bsiadun contra Augusto Pinochet UQarte, * pt 10 de diciembre de 
1998, supra nota 23; Central Intelligence Agency CIA, General Report, CIA Activities in Chile, 18 de septiembre 
de supra nota 33. 


E J.P. Mcsherry, McSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encubierta en 
América Latina, supra nota 33, p. 146, foto 2896; C. Demasi, A. Marchesi, V. Markarian, A, Rico y ), Yaffé, 
supra, La Dictadura Cívico-Militar, Uruguay 1973-1985, nota 30, p 281, folio 2547. 


a El documento fue firmado por representantes de Chile, Argentina, Uruguay, Paraguay y Bolivia. Cfr. 
Juzgado penal de Primera instancia en lo penal de 19* turno de Montevideo, po cen e raton 
2009, supra nota 39, folios 1100 a 1101; Juzgado penal de Primera instancia en lo penal de 19* turno de 
Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, folios 1242 a 1243; Juzgado penal de 
Primera instancia en lo penal de 19* turno de Montevideo, Sentencia 0159 de 21 de octubre de 2009, supra nota 
39, folio 1537; C. Demasi, A. Marchesi, Y. Markarian, A. Rico y J. Yaffé, La Dictadura Civico-Militar, Uruguoy 
1973-1985, supra nota 30, p. 281, folio 2547. 


a Cfr. Audiencia Nacional de Madrid, Juzgado Central de Instrucción Número Cinco, Auto pidiendo 
Extradición de Pinochet al Gobierno de Inglaterra, supra nota 40; Auto de procesamiento contra Augusto 
Pinochet Ugarte, Sumario 19/97, 10 de diciembre de 1998, sugra rota 23; Cámara federal en lo Criminal y 
Correccional de la Capital Federal, Sala 1, "González Fausto, M, y otros” Causa 37.299, supra nota 40; ARA 
Monthly Report (July) "The "Third World War and South America” August 3, 1976. Marry Shlaudeman, Secretario 
A E E de da 00 A AA. O 

a O SaICniy/N AFRÍ pal, Último acceso el 23 de febrero de 2011. Da 


ae RIRS RR SI Sentencia 036 de 26 
de marzo de 2009, supra nota 39, folios 1100 a 1102; Juzgado penal de Primera instancia en lo penal de 19* 
turno de Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, follos 1242 1244; Juagado penal 

de Primera instancia en lo penal de 19* turno de Montevideo, Sentencia 0159 de 21 de octubre de 2009, supra 
nota 39, folios 1538 a 1540 y J.P. MeSherry, Los Estados Depredadores: li Quadia Chido? y lo Bao 
Encubierta en América Latina, supra, nota 33, p. 151, follo 2898. 
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53. Uno de los centros dandestinos de detención fue "Automotores Orletti”. Estaba 
ubicado en un garaje abandonado de Buenos Alres en Argentina, sirvió como centro de 
tortura y era operado por escuadrones de la muerte y unidades conjuntas de oficiales 
policiales y militares de Uruguay y Argentina”. 


$54. En ese centro de detención, así como en otros de esa dase, la mayoría de las 
personas corrían alguno de los siguientes destinos: a) ser liberadas, b) su detención podía 


libertad en forma ilegal eran sometidas sistemáticamente a formas de extorsión, torturas 
y tratos inhumanos y degradantes”. 


S5. Ciudadanos de varios países, entre ellos uruguayos, bolivianos y chilenos, fueron 
retenidos en Automotores Orletti y luego trasladados a sus países donde fueron 
godos a cisepas suñtaos de le Operoción Conde”. 


56. a O e A A A A 
el número de desapariciones y ejecuciones extrajudiciales de exiliados y refugiados 
aumentó de manera importante en dicho país*. En algunos casos, se pretendia presentar 
a los refugiados como invasores terroristas”, y así, por ejemplo, entre los meses de julio 
a octubre de ese año se realizaron operaciones conjuntas de cuerpos militares 

y uruguayes en los cuales fueron secuestrados más de 60 uruguayos en Buenos Aires*, 


55 
as 
: 
é 
g 
: 
$ 


supra nota 23; dirgado penal de Primera instancia en lo penal de 19* turno de Montevideo, Sentencia 036 de 26 
de marzo de 2009, supra nota 39, folios 1244; Juzgado pena! de Primera instancia en lo penal de 19* tumo de 
Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, fotos 1102. 


bad Cír. 19. McSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encubierta en América 


Latina, supra, nota 33, págs. 151, 152 y 155, follos 2898, 2899 y ; U.S Department of State, “UNHCA 

rra Boo A e e e , Collection: State 
Declassification Project (1975-1984), 3 Y párr. 6. Disponible en: 
3 último acceso el 23 de febrero de 2011. 


a e E NA do a RS O a | pégs. 148 
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57. La Fuerza Aérea Uruguaya indicó, según el "Informe de la Comisión Investigadora 
sobre el destino final de 33 ciudadanos detenidos en el período comprendido entre el 27 
de junio de 1973 y el 1 de marzo de 1985"*!, presentado en agosto de 2005 por el 
Comando en Jefe del Ejército a pedido del Presidente Tabaré Vázquez, que los vuelos de 
personas detenidas en Buenos Aires, y trasladas a Montevideo, fueron ordenados por el 
Comando General de la Fuerza Aérea a solicitud del Servicio de Información de Defensa 
(SID) y coordinadas por ese mismo servicio”. 


58. Algunos sobrevivientes uruguayos, luego de ser trasladados a Montevideo, fueron 
llevados a una prisión clandestina (llamada "casa de seguridad”) y sometidos a torturas 
diarias. Al cabo de varios meses, se les trasladó a otro centro clandestino de detención. 
Los secuestradores utilizaban varias técnicas y códigos para evitar ser reconocidos 
fácilmente por los detenidos y disponían de autonomía para realizar otro tipo de 
actividades criminales, incluyendo la extorsión y el pillaje, que en pre no estaban 
ligadas al propósito de combatir la actividad calificada como "subversiva"” 


59. Hacia 1977 se dieron también operaciones de colaboración entre Paraguay, 
Argentina y Uruguay y, a fines de ese año, se dio inicio a una segunda ola de represión 
coordinada por elementos militares argentinos y uruguayos, operativos dirigidos esta vez 
mayormente contra grupos de izquierda que tenían vínculos en ambos países, dándose 
nuevamente traslados de prisioneros en avionetas militares de ambos países y repetidos 
intercambios de detenidos, muchos de los cuales permanecen desaparecidos hasta la 
actualidad”. 


60. En ese mismo sentido, las operaciones clandestinas incluyeron en muchos casos la 
sustracción y apropiación de niños y niñas, varios de ellos recién nacidos o nacidos en 
cautiverio**, donde una vez ejecutados sus padres, los niños eran entregados a familias de 
militares o policías", 


putjoct: GOA Sllrk on Unguey Reveution cf Teoniét Put, Páre 


U.S Department of State, "UNMCR distusses Ohillean, Urvguayan refugce matter”, 26 de diciembre 
supra nota 48; J.P. McSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encubierta 
América Latina, supra nota 33, p.155, follo 2900. 


» Cfr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la 
15,488 de 2007, supra nota 23, Tomo IV, Informe de la Fuerza Ásrea Uruguaya, 8 de agosto de 2005, págs. 76 
2105, 


m Cfr. inwestigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del articulo 4 de la ley 
15.488 de 2007, supra nota 23, Tomo Iv, Informe de la fuerso Ares Uruguaya, 8 de puesto de 2005, péga. 93; 
Sentencia 036 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, folios 1244; Juzgado penal de Primera Instancia en lo 
penal de 19* turno de Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, folio 1102. 


2 Cfr. investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, supra nota 23, Tomo I, pág. 293; Testimonio de Roger Rodríguez, rendido ante fedatario 
público el 23 de septiembre de 2010, prueba, follo $111; C. Demas, A. Marches, V. Markarian, A. Rico y ). 
Yaffé, supra, La Dictadura Civico-Mititar, Uruguay 1973-1965, supra nota 30, pág. 284, follo 2549. 


=3 Aunque en menor escala, las operaciones conjuntas continuaron, durante los años 


S3 3 


Demesi, A. Marchesi, V. Markarian, A. Rico y 3. vané, supra, Lo Dictadura Clvico-Milltar, Uruguey 1973-1985, 
supra nota 30, pág. p 291, folio 2552. 


» Cfr. Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos, Misión a la Argentina, A/MRC/10/9/Add.1, 5 de 
enero de 2009, Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntanas, párrafo 10: Un 
que se do en el país durante la época de la dictadura militar de 1976 a 1983 en la 

la desaparición cautiverio. 


como hijos”; Investigación Histórica sobre Detenidos Desaparecidos, en cumplimiento del artículo 4% de la ley 
pg supra nota 23, tomo 1, pág. 22; Tribunal Orai en lo Criminal Federal nro. 6 de la Capital Federal, Buenos 

Alres, Argentina, Causa nro. 1278 caratulada "REI, Víctor Enrique s/sustrección de menor de diez años”, 
disponible en prtD://wm,dereshos.aro/nizkor/ara/doc/reilhtmi, último acceso el 23 de febrero de 2011; CIDM, 
informe sobre la situación de los derechos numanos en Argentina, OLA/Ser.L/V/11,49, doc. 19, 11 0e abril de 
1980, Recomendaciones de la CIOH al Gobierno de Argentina, 1.b); Juzgado Federal No 4, Secretaría No 7. 
A A Sala Il, Argentina, Causa 17.890 "Del Cerro J. A. s/queja”, e. 
noviembre 2001, bre ae 
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61. La jurisprudencia argentina ha señalado en varias resoluciones que, "en el periodo 
del auto- denominado Proceso de Reorganización Nacional, se sustralan menores [de edad] 
de la esfera de custodia de sus padres [y que esa práctica constituía un] hecho público y 
notorio”””. Las mujeres embarazadas detenidas en el marco de las operaciones de 
contrainsurgencia eran mantenidas vivas hasta que dieran a luz para después sustraer sus 
niños y desaparecerias”, mientras que, en numerosos casos, los niños y niñas eran 
entregados a familias de militares o policías", luego de que sus padres fueran 
desaparecidos o ejecu 


desaparecidas Cuyo paradero se desconoce. Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o 
Involuntanias de 22 de enero de 1981, E/CN.4/1435, párrafos 170 y 171. 


Les Investigación Histórica sobre Detenidos Desaparecidos, en cumplimiento del artículo 4* de la ley 
2 mota 23, pta oi o po he orando do ames yapa lo 
de Personas, supra 23, Capitulo 1, A, Niños desaparecidos y embarazadas. La normatividad 


y niñas sustraidos y desaparecidos 
durante la dictadura militar: Ley No. 15.848 o Ley de Caducidad, Artículo 4.- [.] el Juez de la causa remitirá al 
Poder Ejecutivo testimonios de las denuncias presentadas [.] referentes a [..] manoros (de edad..] 
secuestrados en similares condiciones; Ley 18.596, supra nota 8, Artículo 9.- El Estado uwuguayo [..] expedirá 
un documento que acredite la condición de victima y le responsabilidad institucional que le cabe al haber 
afectado la dignidad humana de quienes hubiesen: [...] G) Nacido durante la privación de libertad de su madre, o 
que siendo niñas o niñas, hayan permanecióo detenidos con su madre o padre. H) Los que siendo niñas o niños 


[--] que siendo niños o niñas hayan sido secuestrados o permanecido en cautiverio con sus padres, 
anrena rec en forma grata y Vta, 500 oletaron, prestaciones másics que incoyas la 
y que garanticen su cobertura integral 


asistencia psicológica, psiquiótrica, odontológica Je 
en el marco del Sistema Necione! Integrado de Salud. Artículo 11.- Percibirán una Indermmización, por única vez: 
[..] C) Las victimas que siendo niños o riñas hayan permanecido desaparecidas por más de treinta dias, 
recibirán [...]. D) Las víctimas, que habiendo nacido durante la privación de libertad de su madre, 
' hayan 


Histórica sobre Detenidos Desaparecidos, en cumplimiento del articulo 4* de la ley 15.848, cupra nota 23, tomo 
IV, pág. 320, VISTO: que se entiende necesario para consolidar la pacificación nacional y sellar para siempre la 
detenidos 


desaparecidos 
conuene asimismo las carpetas personales de casos de niños apropiados y/o nacidos en cautiverio, Informe final 
de la Comisión para la Paz, 10 de abril del 2003, anexo 5.2 (Expediente de Prueba al Escrito de Solicitudes 
promedio oy ed 2115 y $5.); Testimonio de Roger Rodriguez, rendido ante fedatario público el 23 
de septiembre de 2010, prueba, follo 5112. 


E Cfr. Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nro. 10, Morón, Argentina, "Mánaco de 
Galllcchio, Darwinia Rosa c/Siciliano, Susana s/nulidad de adopción”, Expte, 275. Sentencia, 9 de agosto 1991. 


>» Cír. en la sentencia por crímenes contra la humanidad en el caso Adof'o Scilingo, la Audiencia Nacional 
española menciona que los niños y niñas eran sustraídos para ser educados lejos de la *ideología de sus 
entornos familiares naturales”, Audiencia Nacional de Madrid, Sección Tercera, c de 19 de abril de 2005, 
poros oenerpe de Erro Núrnero Cinco, disponible en 

e ; y resp: l hiteni, Último acceso el 23 de febrero de 2011; en 


alticintaidos ds Cormiena: Capítulo 1, A. Néios desaparecidos y embarazadas, supra nota 23; CIDH, Informe 


Ansal de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, DEA/Ser.L/V/11.74, Doc. 10 rev. 1, 16 septiembre 
1988, Capitulo V. 
» Cfr, Sentencia por crimenes contra la humanidad en el caso Adolfo Scilingo, supra nota SB. : "Respecto 


a los niños que nacian en la E.S.M.A. los familias de marinos que quisieran tener en adopción alguno de ellos 
debía conectar con el grupo operativo, Esto se transmitió entre la oficialidad, en la cámara de Oficiales se 
comentaba cuando se producía algún nacimiento y si era varón o nña”. 


e Cfr. Cámara Federal en lo Criminal y Correccional, Sala 11, Causa 17.890, supra nota 55: "de acuerdo a 
los testimonios y constancias incorporados a la causa se podía establecer un parrón, [...] en los casos en que los 
niños fueron apropiades o no se devolvieron a la familia de sangre, los padres de esos mencres fueron 
asesinados o desaparecidos”; Investigación Mistórica sobre Detenidos Desaparecidos, en cumplimiento del 
artículo 4% de la ley 15,848, supra nota 23, tomo 111, sección 6, póos. 679 y $5; Informe Final de la Comisión 
Nacional sobre la Desaparición O O Ay o, O BAS E 
Ley 15.848, supra nota 23; Ley 18.596, supra nota 8; Resolución de la Presidencia de la República No. 
853/2000, supra nota 23; Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional No 1, Secretaría 2, San Isidro, 
Argentina, Causa Nro. 1264/85, caretulada "Videla, Jorge Rafael y otros s/ presunta infracción a los arts. 146, 
293 Y 139, Inc. 2do. del Código Penal”, disponible en 
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62. Por lo general, la política de “apoderamiento de menores [de edad]” se llevaba a 
cabo en las siguientes etapas: a) los niños y niñas eran sustraidos del "poder de sus 
legítimos tenedores cuando estos pudieran resultar sospechosos de tener vinculos con la 
subversión o disidentes políticos con el régimen de facto, y de acuerdo con los informes de 
Inteligencia” o eran sustraídos durante la detención clandestina de sus madres”; b) luego 
eran conducidos "a lugares situados dentro de dependencias de la fuerza pública o bajo su 
dependencia operativa”; c) se "entrega[(ban] los menores [de edad] sustraiídos a 
Integrantes de las fuerzas armadas o de seguridad, o a terceras personas, con el objeto de 
que estos los retuviesen y ocultasen de sus legítimos tenedores”; d) "en el marco de las 
apropiaciones ordenadas, y con el objeto de impedir el restablecimiento del vínculo con la 
familia, [se suprimia] el estado civil de los mismos, inscribléndolos como hijos de quienes 
los retuviesen u ocultasen, y e) se les “inserta[ba] o [hacía] insertar datos falsos en 
constataciones y certificados de nacimiento y documentos destinados a acreditar la 
identidad de los menores [de edad]*!, 


63. En cuanto a los fines perseguidos con las sustracciones y apropiaciones ilícitas, 
estos podian corresponder: a) a una forma de tráfico para adopción irregular de niños y 
niñas; b) a un castigo hacia sus padres o a sus abuelos de una ideología percibida como 
opositora al régimen autoritario, o c) a una motivación ideológica más profunda 
relacionada con una voluntad de trasladar por la fuerza a los hijos de los Integrantes de 
los grupos opositores, para de esa manera, evitar que los familiares de los desaparecidos 
se puedan erigir un día en “elemento(s] potencialmente subversivo"”, 


Cc. La desaparición forzada como violación múltiple y continuada de 
derechos humanos 


64. — Dada la particular relevancia de las transgresiones que conlleva y la naturaleza de 
los derechos lesionados, el concepto de desaparición forzada de personas se ha 


consolidado internacionalmente en tanto grave violación de derechos humanos”. 


65. Esta caracterización resulta consistente con otras definiciones contenidas en 
diferentes instrumentos internacionales que señalan como elementos concurrentes y 
constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la libertad; b) la intervención 
directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la 
detención y de revelar la suerte o el paradero de la persona interesada”, Además, la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, las decisiones de diferentes 


Último acceso el 23 de febrero 


PETIT 


" Cfr. Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional No 1, Secretaria 2, San Isidro, Argentina, Causa Nro. 
1284/85, supra nota 60; Sentencia por crimenes contra la humanidad en el caso Adolfo Scilingo, supra nota $8. 


e Cfr. CIOM, Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Mumanos, supra nota 50. 


a Cfr. Caso Golburú y otros, supra nota 23, párr. 84; Caso Caso Chitoy Nech y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 
86, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 61. 


su Cfr. articulo 2 de la Conwención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, U.M. Doc. A/RES/61/177, de 20 de diciembre de 2006; artículo 7, numeral 2, inciso 1) 
del Estatuto de Roma de la Corte Peral Internacional, UN, Doc. A/CONF.183/9, de 17 de jullo de 1998, y Grupo 
de Trabajo sobre la Desaparición Forzada o ri Dora Ircctrar  camto lei oi 
Dediaración sobre la Protección de Todas los Personas contra las Desapariciones Forzadas de 15 de enero de 
1996. Informe a la Comisión de Derechos Humanes, U,N. Doc. E/CM. 4/1995/38, párr. 55. 


. Cfr. Caso Gómez Palomino Vs. Ferú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 
2005. Serie C No. 136, párr. 97; Caso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr. 85, y Caso Ibsen Cárdenas e 
Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 60. 


bad Cfr. T.E.D.H., Case of Kurt v. Turkey, Asplication No. 15/1997/799/1002, Jucgment of 25 May 1998, 
paras. 124 a 123; T.E.D.H,, Cese of Cakici v. Turkey, Application No, 23657/94, Judgment of 8 July 1999, paras. 
104 a 106; T.E.D.H,, Case of Timurtas v. Turkey, Application Mo, 23531/94, Judgment of 13 June 2000, paras. 
102 a 105; T.E.D.H., Case of Tas v. Turkey, Application No. 24396/94, Judgment of 14 November 2000, paras. 
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instancias de las Naciones Unidas”, al igual que varias Cortes Constitucionales y otros altos 
tribunales de los Estados americanos”, coinciden con la caracterización . 


66. La comunidad internacional viene atendiendo el fenómeno de la desaparición 
forzada de personas desde los años 80, El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones 
Forzadas e Involuntarias de Personas de las Naciones Unidas desarrolló, en esa década, 
una definición operativa del fenómeno, destacando en ella la detención ¡legal por agentes, 
dependencia gubernamental o grupo organizado de particulares actuando en nombre del 
Estado o contando con su apoyo, autorización o consentimiento”? Los elementos 
conceptuales establecidos por dicho Grupo de Trabajo fueron retomados posteriormente 
en las definiciones de distintos instrumentos internacionales. 


Convención , el referido Grupo de Trabajo amplió el concepto de 
desaparición forzada, inter alía, en los siguientes términos: 
3, En su Observación General sobre el artición 4 de la Declaración, el Grupo de Trabajo estableció que, 


5. De conformidad con el articuo 1.2 de la Declaración, cualquier acto de desaparición forzada tiene la 
consecuencia de colora a la persona fuera de la protección de la ley. [..J. 


6. Bajo los Métodos de Trabajo, el escdarecimiento ocurre cuando el paradero de la persona 
desaparecida sea daramente establecidos, independientemente sí la persona está viva o muerta. Sin 
de desaparición forzada 


incluidas en la Dedaración, si (1) la privación de libertad ocurrió contra la voluntad de la persona; (4) 
con participación de agentes estatoies, al menos indirectamente o por su aquiescencia, y (11) agentes 
premi postericrmente a reconocer el acto o revelar el e la 
persona [.. 


desaparición 
inicialmente legal. Esto es, la protección de una victima contra la desaparición forzada debe ser 
efectiva contra el acto de privación de libertad, cualquiera ses la forma que ésta tome, y no limitada a 


DA a 87, y Case of Cyprus v. Turkey, Aprlication No. 25781/94, Judgment of 10 May 2001, pórrs. 132 a 14M y 147 


párr. 6.3; Caso de E. y AK Vs. Hungría, Comunicación No, 520/1992, Dictamen de S de mayo de 1994, párr 
Caso de Solórzano Vs. Venezuela, 


sentencia de 18 de marzo de 2004 (dedarando, en razón de lo ordenado por la Corte Interamericana en el 
O O O TO TOO iO O 
de Cfr. Caso Goiburú, supra nota 2), párr. 83; Caso Chitay Nech y otros, supra rota 63, párr. BS, y Caso 
Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. $0. 

” Cir. Caso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr. 82, y Caso Ibsen Córdenas = Ibsen Peña, supra rota 
9, párr, 58, Cfr. además, Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o 

de Derechos Humanos, 37% periodo de sesiones, UN. Doc. E/CN.4/1435, de 22 de enero de 1981, párr. 4, e 
Informe del Grupo de Trabajo sobre Desaparciones Forzadas o Incobuntaras, Corisión de Derechos 


E 
: 
: 
| 
3 
i 
- 
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casos de privación legítima de libertad”, 
[3 
68. El propio Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias de 


Personas agregó: 


1. Las desapariciones forzadas son actos continuos prototípicos. El acto comienza al momento del 
secuestro y ee extiende por todo el período en que el crimen permanezca incompleto, es decir, hasta 
O A 
individuo 


2. Aunque la conducta viola varios derechos, incluyendo el derecho de reconocimiento de la persona 


aspectos de la violadón pueden haberse completado antes de la entrada en vigor del 

nacional o internacional! relevante, sí otras partes de la violación aún continúan, hasta que el destino o 
paradero de la victima sean establecidos, el asunto debe ser conocido y el acto no debe ser 
fragmentado. 


3 Por ende, cuando una desaparición forzada comenzó antes de la entrada en vigor de un 
instrimento o antes de que el Estado especifico aceptara la jurisdicción del órgaro competente, el 
hecho de que la desaparición continúe después de la entraca en vigor o de la aceptación de la 
jurisdicción le dan a la institución la competencia y jurisdación para considerar el acto de la 
desaparición forzada como un todo, y no sólo los actos u omisiones imputables al Estado posteriores a 
la entrada en vigor del instrumento relevante o de la aceptación de la 


instrumento legal relevante y que continúa luego de su entrada en vigor, el Estado debe ser tenido 
como responsable por todas las violaciones que resulten de la desaparición forzada, y no sólo de las 
violaciones ocurridas luego de la entrada en vigor del instrumento”. 


az SU A e o Genera! Comment on Uta Gefiallon of. enforcad 


Último acceso el 23 de febrero de 2011. Traducción libre de la Secretaría de la Corte. Texto original en inglés: 


3, The Workng Group has stated, in its General Observation on article 4 of the Declaration that, 
although Stetes are not bound to follow the definition contained in the Declaration strictiy in their 
criminal codes, they shall ensure that the act of enforced disappearance is defined in a way that dearly 
astinguisnes it from related offences such as adaucuon ana Kidnapping. 


5. ln accordance with article 1.2 of the Declaration, any act of enforced disappearance has the 
consequence of placing the persons subjected thereto outside the protection of the law. [..]. 


6. [..] Indeec, under the Methods of Work ciarfication occurs when the whercabouts of the disappeared 
persons are dearty establishes inrespective of whether the person ls allve or dead. Mowever,s this does 
not mear that such cases would not fall within the definition of enforced disappearance included in the 
Declaration, Ef (1) the deprivation of liberty took place against the will of the person concerned, (N) with 
involvement of government officials, at least indirectly by acquiescence, and (14) state ofcials 
thereafler refused to acknowledge the act or to disciose the fate or whereabouts of the person 
concerned. [..] 


7. Under the definition of enforced disappearance contained in the Declaration, the criminal offence in 
question starts with an arrest, detention or abductión against the will of the victim, which means that 
the enforced disappesrance moy be initiated by an ¡legal detention or by an initially legal arrest or 
cetention, That is to say, the protection of a victim from enforced disappearance must be effective upon 
the a of deprivation of berty, whatever form such deprivation of liberty takes, and not be limired to 
cases of llegítimate deprivations of liberty. 


l Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzdas o Inveluntarias, General Comment on Enforced 
Disappearance as a Continuous Crime. Disponible en 
POE ro reto 11708 edo da 200a, Traducción libre de la Secretaría de la Corte. Texto original en 


1, Enforced disappearances are prototypical continuous acts. The act begins at the time of the abducnon 
and extends for the whole period of time that the crime is not complete, that is to say until the State 
acknowledges the detention or releases informaton pertaining to the fate or whereabouts of tre 
Individual 


2. Even though the conduct violates severa! rights, including the right to recognition as a person before 
the law, the right to iberty and security of the person and the right mot to be subjected to torture or 
other cruel, inhuman or degrading treatment or punishment and also violates or constitutes a grave 

Urest to the sight to le, the Working Growp considers that en enforced disappesrance ls a unique and 
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69. Asimismo, la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas de 1992”, establece que se producen desapariciones forzadas 
en caso que: 
se arreste, detenga o traslade contra su voluntad a las personas, o que estas resulten privadas 
de su libertad de alguna otra forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, 
por grupos organizados o por particulares que actúan en nombre del Gobierno o con su apoyo 
directo o indirecto, su autorizadón o su asentimiento, y que luego se niegan a revelar la suerte 
o el paradero de esas personas o a reconocer que están privadas de la Ibertad, sustrayéncolas 
así a la protección de la ley. 
70. Adicionalmente, los artículos 2 y 5 de la Convención Internacional para la 
Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas de 2007 definen la 
desaparición forzada como: 
el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que sean 
obra de agentes del Estado o por personas o grupos de persones que actúen con la 
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha 
privacón de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, 
sustrayéndola a la protección de la ley. 
(.-] 
La práctica generalizada o sistemática de la desaparición forzada constituye un crimer. de lesa 
humanidad tal como está definico en el derecho internacional aplicable y entraña las 
consecuencias previstas por el cerecho internacional aplicable. 
71. Por su parte, los artículos 1 y 111 de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas definen la desaparición forzada como: 
la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por 
ogentes del Estado o por personas o grupos de personas que ectúen con la autorización, el 
apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a 
reconocer dicha privación de libertad o ce inforrrar sobre el paradero de la persona, con lo cual 
se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. 
[.] 
Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el 
destino o paradero de la vícrima. 
72. En este caso es necesario reiterar el fundamento jurídico que sustenta una 
perspectiva integral sobre la desaparición forzada de personas en razón de la pluralidad de 
conductas que, cohesionadas por un único fin, vulneran de manera permanente, mientras 
subsistan, bienes juridicos protegidos por la Convención”, 


73. En una perspectiva comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o 
permanente de la figura de la desaparición forzada de personas, ésta permanece mientras 
no se conozca el paradero de la persona desaparecida y se determine con certeza su 
identidad. 


consolidated act, and not a combinetion of ects, Even if some aspects of the violation may have been 
completed before the entry into force of the relevant natíonal or internaticnal instrument, if other parts 
of ne violation are still continuing, untif such time as the victim's fate or whereabouts are established, 
the matter should be heard, and the act should not be fragmented. 


3, Thus, when an enforced diseppearance began before the entry into force of an instrument or before 


responsible 
violetions that result from the enforced disappesrence, and not only for violations that occurred after 
the entry into force of the instrument. 


e Aprobada por la Asamblea General en su Resolución 47/133 de 18 de diciembre 1952, A/RES/47/133. 
” 


Cfr. Caso Radila Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
pag A 134, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra 
nota 9, 57, 
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74. La desaparición forzada constituye una violación múltiple de varios derechos 
protegidos por la Convención Americana que coloca a la víctima en un estado de completa 
indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo particularmente grave 
res parte de un patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el 


75. La práctica de desaparición forzada implica un craso abandono de los principios 
esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano de Derechos Humanos” y su 
prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens”” 


76. De conformidad con el artículo 1, incisos a y b, de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, los Estados Partes se comprometen a no 
practicar ni tolerar la desaparición forzada de personas en cualquier circunstancia, y a 
sancionar a los responsables de la misma en el ámbito de su jurisdicción, lo que es 
consecuente con la obligación estatal de respetar y garantizar los derechos contenida en el 
artículo 1.1 de la Convención Americana, la cual puede ser cumplida de diferentes 
maneras, en función del derecho bn, ia que el Estado deba garantizar y de las 
particulares necesidades de protección 


77. El deber de prevención del Estado abarca todas aquellas medidas de carácter 
jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos 
humanos”. Asi, la privación de libertad en centros legalmente reconocidos y la existencia 
de registros de detenidos, constituyen salvaguardas fundamentales, inter alía, contra la 
desaparición forzada. A contrario sensu la puesta en funcionamiento y el mantenimiento 
de centros clandestinos de detención configura per se una falta a la obligación de garantía, 
por atentar directamente contra los derechos a la libertad personal, integridad personal, 
vida” y personalidad jurídica**, 


78. En tal sentido, en el presente caso el análisis de las desapariciones forzadas debe 
abarcar el conjunto de los hechos que se presentan a consideración del Tribunal*?. Sólo de 
este modo el análisis legal de este fenómeno es consecuente con la compleja violación de 
derechos humanos que ésta conlleva*, con su carácter continuado o permanente y con la 
necesidad de considerar el contexto en que ocurrieron los hechos, a fin de analizar sus 


a Cfr. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
22 de septiembre de 2009, Serie C No, 202, párr. 59; Caso Radilla Pacheco, supra nota 74, pórr. 139, y Caso 
Ibsen Cárdenes e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 59. 


Cfr. Caso Volósovoz Rodríguez. Fonda, supro nota 20, párr. 159; Case Chitey Noch y otros, supra nota 
63, párr. 86, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 61, 

” e% Caen Bened y 00708 quo 2908 2), Oder. O Cai CY Alas y HO ayas att (0 pl OR Y 
Caso Ibsen Cárdenos e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 61. 

» Cfr. Caso de lo Masacre de Mapiripán , supra nota 14, párrs. 111 y 113; Caso Anzuaido Castro supra 
nota 75, párr. 62, y Caso Radilla Pacheco, supra nota 74, párr, 142. 

E Eo Cao. IEEE PE. PEO PO OS 2 JE 175; Caso González y otras ("Campo 
Algodanero”) Vs. México. Excepción Proliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 
2009, Serie C No. 205, párr. 202, y Cro Moe Córdamso a Alta Jl, aer sta O, pá 63. 

ba Cfr. Caso Anzuaido Castro, supra nota 75, párr. 63, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, 
párr. 63, En el mismo sentido Cfr, Articulo XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas. 


" Cfr. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra mota 9, párr. 63. 


= Cfr. Caso Mellodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C No. 186, párr. 112; Caso Chitsy Nech y otros, supra nota 63, párr. 
87, Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 67. 


» Cfr. Caso Heliodoro Portugal, supra nota 82, párr. 150; Caso Chitey Nech y otros, supra nota 63, párr. 
87, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 68. 
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efectos prolongados en el tiempo y enfocar integralmente sus consecuencias”, teniendo en 
cuenta el corpus juris de protección tanto interamericano como internacional”, 


D. La desaparición forzada de María Claudia García Iruretagoyena de 
Gelman 


D.1 Hechos 


79. María Claudia García Iruretagoyena Casinelli nació el 6 de enero de 1957 en 
Buenos Aires, Argentina. Trabajaba como operaria en una fábrica de zapatllas y era 
estudiante de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires”. 


80. Estaba casada con Marcelo Ariel Gelman Schubaroff y al momento en que fue 
privada de su libertad tenía 19 años de edad y se encontraba en avanzado estado de 
embarazo (alrededor de 7 meses)”. 


81. Fue detenida al amanecer del 24 de agosto de 1976 junto con su esposo, Marcelo 
Ariel Gelman Schubaroff, y su cuñada, Nora Eva Gelman Schubaroff, hijos éstos de Juan 
Gelman, así como con un amigo de nombre Luis Edgardo Peredo, en su residencia de 
Buenos Aires, por "comandos militares uruguayos y argentinos”, siendo Nora Eva 
Gelman liberada cuatro días después junto a Luis Eduardo Pereda”, 


82. María Claudia Garcia y Marcelo Gelman fueron llevados al centro de detención 
clandestino conocido como "Automotores Orletti”, en Buenos Aires, Argentina, donde 
permanecieron juntos algunos días y posteriormente fueron separados”, 


83. Marcelo Gelman fue torturado desde el comienzo de su cautiverio en el centro de 
detención dandestino “Automotores Orletti”"!, donde estuvo con otros detenidos y 
permaneció hasta aproximadamente fines de septiembre u octubre de 1976, fecha en la 
que fue trasladado de allí??. En 1989 los restos de Marcelo Ariel fueron descubiertos por el 


NS Cfr, Caso Golburú y otros, supra nota 23, párr. 85; Caso Chitay Nech y otros, supra mota 63, párr. 87, y 
Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 68. 


sde ¿IIA O O A: 146, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, 


» Cfr, Investigación Mistórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15,488 de 2007, Tomo Il, Fiches personales de Detenidos-Desaparecidos, Uruguay, supra nota 23, Sección 1, 
pág. 195 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 10, CD 1). 


rel Cfr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, Tomo il, Fichas personales de Detenidos-Desaparecidos, Uruguay, Sección 1, pág. 196, supra 
nota 23. 


2 Cfr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15,488 de 2007, supra nota 23, Tomo 1, págs. 116, Tomo Il, Fichas personales de Detenidos-Desaparecidos, 
Uruguay, Sección 1, pág. 196, Tomo 11, pág. 714; Informe final de la Comisión para la Paz, supra nota 56, 
anexo 5.2, párr. 1b, folio 2201. 


» Cfr. Investigación Mistórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, Tomo !l, Fichas personales de Detenidos- Desaparecidos, Uruguay, supra nota 23, Sección 1, 
pó65. 196; Declaración indagstoría de Eduardo Rodolfo Cabanillas (expediente de prueba, Tomo 8, anexos a la 
contestación de la demanda, folio 4496). 


= Cfr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, supra nota 23, Tomo Il, Fichas personales de Detenidos- Desaparecidos, Uruguay, Sección 1, 
pág. 196, Tomo 111 pág. 714; Declaración rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública; Informe final 
de la Comisión para la Paz, supra nota 56, anexo 5.2, párr. 1b, follo 2201. 


M Cfr, Investigación Hestórica sobre Detenidos y Desaporecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, supra nota 23, Tomo Il, pág. 196; Declaración indagatoria de Eduardo Rodolfo Cabanillas 
Sánchez de 21 de marzo de 2003 ante el Juez de ira Instrucción en lo Penal de 2d0 Tumo. (expediente de 
prueba, Tomo 8, anexos a la contestación de la demanda, follo 4495). 


Va Cfr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, supra nota 23, Tomo Il, Fichas personales de Deteridos-Desaparecicos, Uruguay, Sección 1, 
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Equipo Argentino de Antropología Forense, el cual determinó que había sido ejecutado en 
octubre de 1976”, 


84. María Claudia García fue trasladada a Montevideo en Uruguay, de forma 
clandestina por autoridades uruguayas (posiblemente oficiales de la Fuerza Aérea 
Uruguaya) en la segunda semana octubre de 1976*, en avanzado estado de embarazo”, 
en el denominado “segundo vuelo”, y alojada en la sede del Servicio de Información de 
Defensa (en adelante "SID”) del Uruguay, entonces ubicado en Montevideo en la esquina 
de Boulevard Artigas y Palmar”, 


85. María Claudia García permaneció detenida en la sede de la División 111 - SID, 
separada de los demás detenidos, en el piso principal del edificio y, a fines de octubre o 
comienzos de noviembre, habría sido trasladada al Hospital Militar, donde dio a luz a una 
niña”. 


86. Tras el parto, ella fue devuelta al SID”, junto con su hija, y ubicada en una 
habitación en planta baja, separada del resto de los detenidos”, a excepción de otros dos 
niños, los hermanos Julien-Grisonas, con quienes compartian el mencionado espacio'”, 


87. El 22 de diciembre de 1976 los prisioneros del local del SID fueron evacuados, 
siendo María Claudia García y su ne transportadas a otro lugar de reclusión clandestino, 
conocido como la Base Valparaíiso*”* 


pág. 197; declaración rendida por Juan Gelman durente la audiencia pública; testimonio rendido por Sara 
Méndez durante la audiencia pública. 


a Cfr. Declaración indagatoria de Eduardo Rodolfo Cabanillas Sánchez de 21 de marzo de 2003 ante el 
Juez de 11a Instrucción en lo Penal de 2d0 Turno. (expediente de prueva, Tomo 8, anexos a la contestación de la 
demanda, folio 4495). 


had Cfr. Informe finai de la Comisión para la Paz, supra mota 56, anexo 5.2, párr. 1b, follo 2201; Cfr, 
Investigación mistórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de2007, 
supra nota 23, Tomo 1 pág. 293, Tomo 11 pág. 209 y.190, Puno 04 DA, 040, Temo MY. Informe del Comando 
General del ejército, 8 de agosto de 2005, págs. 82 


= Cr, Informe final de la Comisión para la Paz, supra nota $6, anexo 5.2, párr. 1b, follo 2201; 
Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 
2007, supra nota 23, Tomo 1, pág. 23), Tomo ll, págs 195 y 200, Tomo IV, Informe del Comando General del 
ejército, 8 de agosto de 2005, págs. 82 


bad Cc el rs ra Mt e o or Mn q boo e 

Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 

2007, supra nota 23, Tomo 1, pág. 370, Tomo 1, Informe del Comando General del «jircio, € do aguato de 

2005, págs. 82; Declaración de Alicia Raquel Cadena Revela (expediente de anexos al escrito de solictudes y 

argumentos, anexo 2, Pieza 1, CO 1) Poja 125 S/ PDF; sobre el transporte de María Claudia Garcia en el 

prroghoy + lead di rendido ante fedatario público el 23 de septiembre de 2010, 
e 107. 


” Cr. Informe final de la Comisión para la Paz, supra nota 56, anexo 5.2, párr. 1b, folio 2201; 
Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumolimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 
2007, ¿o e pág. 74 Tomo IV, Informe del Comando General del ejército, 8 de agosto de 
2005, s. 82 


ho Cfr. Informe final de la Comisión para la Paz, supra nota S6, arexo 5.2, párr. 1b, follo 2201; 
Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 
2007, supra nota 23, Tomo IV, Informe del Comando General del ejército, 8 de agosto de 2005, págs. 82. 


” Cfr. Informe final de la Comisión para la Paz, supra nota 56, anexo 5.2, párr. 1b, follo 2202; 
Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 
2007, supra nota 23, Tomo Il pág. 7141 Der demaridas un dl oeniro cinpalaaiino ora AURA de dls 
de las circunstancias que rodearon a su embarazo y el nacimiento de su hija, Cfr, Declaración de Alicia Raquel 
Cadena Revela, supra nota 96 hojas 125 y 126. 


so Cfr, Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, supra rota 23, Tomo Ill, pág. 714; Tomo | págs. 370 y 371; Testimonio de María del Piar 
Nores Montedónico a Juan Gelman; Testimonios de los sobrevivientes uruguayos de los centros de detención 
ilegales de Orletti y del SID, proveidos por Juan Gelman, quien mantuvo conversaciones con ellos en Montevideo. 


PE Cfr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, supra nota 23, Tomo 111 pág. 714; Testimonios de los sobrevivientes uruguayos de los centros 
de detención ¡legales de Orletti y del SID, proveldos por Juan Gelman, quien mantuvo conversaciones con ellos 
en Montevideo; Declaración de Alicia Raquel Cadena Revela, supra nota 96 hojas 125 y 126. 
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88. Aproximadamente a finales de diciembre de 1976, a María Claudia García le fue 
sustraída su hija recién nacida y fue retirada del SID (infra párr. 106). 


89. Tras el nacimiento de María Macarena Gelman García, existen dos versiones!”, 
admitidas por fuentes militares involucradas en la operación, acerca de la suerte que 
habría corrido María Claudia Garcia: la primera sostiene que fue trasladada a una base 
clandestina militar, donde fue ejecutada y sus restos enterrados*%, y la segunda afirma 
que, tras quitarle a su hija, fue entregada a las fuerzas de seguridad argentinas de 
”Automotores Orletti”, que se trasladaron a Montevideo para transportarla a la Argentina 
en lancha, desde el puerto de Carmelo, habiéndole dado muerte en el país vecino* 


90. El señor Juan Gelman, padre de Marcelo Gelman, suegro de María Claudia García 
Iruretagoyena y abuelo de María Macarena Gelman García, y su esposa, Mara Elda 
Magdalena La Madrid Daltoe, realizaron por su cuenta. averiguaciones para conocer lo 
ocurrido a su hijo, a su nuera y a la hija de ambos, que presumíian habla nacido durante el 
cautiverio de sus padres”, 


D.2 Calificación jurídica 


91. Por el modo en que María Claudia García fue privada de su libertad en avanzado 
estado de embarazo, secuestrada en Buenos Aires por autoridades argentinas y 
probablemente uruguayas en un contexto de detenciones ilegales en centros clandestinos 
("Automotores Orletti” y el SID), y posteriormente trasladada a Montevideo, bajo la 
Operación Cóndor, su privación de libertad fue manifiestamente ilegal, en violación del 
artículo 7.1 de la Convención, y sólo puede ser entendida como el inicio de la 
configuración de la violación compleja de derechos que implica la desaparición forzada. 
Constituyó además un flagrante incumplimiento de la obligación estatal de mantener a las 
personas privadas de libertad en centros de detención oficialmente reconocidos y 
presentarla sin demora ante la autoridad judicial competente. 


92.  Encasos de desaparición forzada de personas se viola el derecho al reconocimiento 
de la personalidad juridica, reconocido en el artículo 3 de la Convención Americana, pues 
se deja a la víctima en una situación de indeterminación jurídica que imposibilita, 
obstaculiza o anula la posibilidad de la persona de ser titular o ejercer en forma efectiva 
sus derechos en general, lo cual constituye una de las más graves formas de 
incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y garantizar los derechos 
humanos 


93. Su traslado desde Argentina a Uruguay pretendió sustraerla de la protección de la 
ley en ambos Estados, tanto por su permanencia en centros clandestinos de detención, 
como por el hecho mismo de haber sido forzada a salir de su país sin ningún tipo de 
control migratorio, persiguiéndose así anular su personalidad jurídica, negar su existencia 
y dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad, 
el Estado e inclusive la comunidad internacional, lo que, por ende, constituye también una 
violación de su derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, reconocido en el 


e Cr. informe final de la Comisión para la Paz, supra nota 56, anexo 5,2, párr. 1b, folio 2202. 


Cir. Informe final de la Comisión para la Paz, supra nota 56, anexo 5.2, párr. 1b, follo 2202; 
Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 
2007, supra nota 23, Tomo IV, Informe del Comando Genera! del ejército, 8 de agosto de 2005, págs. 82. 

e. Cfr. Informe final de la Comisión para la Paz, supra nota 56, anexo 5.2, párr. 1b, folio 2202. 

a Cífr. Investigación Mistórica sobre Detenidos y Deseparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.483 de 2007, supra nota 23, Tomo 11 págs. 205 y siguientes; declaración rendida por Juan Gelman durante la 
audiencia pública; Rodriguez: *El caso Geman, Periocismo y derechos humanos” (ediciones Cruz del Sur, 
Uruguay, 2006), prueba, follos 2987 y ss. 


s Cir. Caso Anzuaido Castro, supra nota 75, párr. 101, y Caso Radila Pacheco, supra nota 74, párr, 157. 
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artículo 3 de la Convención*”, 


94. Por otro lado, la desaparición forzada de María Claudia García es violatoria del 
derecho a la integridad personal porque el solo hecho del aislamiento prolongado y de la 
incomunicación coactiva, representa un tratamiento cruel e inhumano en contradicción 
con los párrafos 1 y 2 del artículo 5 de la Convención**, 


95. Además, una vez detenida, ella estuvo bajo control de cuerpos represivos oficiales 
que impunemente practicaban la tortura, el asesinato y la desaparición forzada de 
personas, lo que representa, por sí mismo, una infracción al deber de prevención de 
violaciones a los derechos a la integridad personal y a la vida, reconocidos en los artículos 
5 y 4 de ía Convención Americana, aún en el supuesto de que no puedan demostrarse los 
hechos de torturas o de privación de la vida de la persona en el caso concreto!” 


96. Si bien no hay información categórica acerca de lo ocurrido a María Claudia García 
con posterioridad a la sustracción de su hija, la práctica de desapariciones ha implicado 
con frecuencia la ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida 
del ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar toda huella material del crimen y de 
procurar la impunidad de quienes lo cometieron, lo que significa una brutal violación del 
derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de la Convención. 


97. El estado de embarazo en que se encontraba María Claudia García cuando fue 
detenida constituía la condición de particular vulnerabilidad por la cual se dio una 

n diferenciada en su caso. A su vez, en Argentina ya había sido separada de su 
esposo y luego trasladada al Uruguay sin conocer el destino de aquél, lo que en sí mismo 
representó un acto cruel e inhumano. Posteriormente, fue retenida en un centro 
clandestino de detención y torturas, a saber, el SID, donde su tratamiento diferenciado 
respecto de otras personas detenidas -pues estuvo separada de éstas- no se dio para 
cumplir una obligación especial de protección a su favor, sino para lograr la finalidad de su 
retención illegal, de su traslado al Uruguay y de su eventual desaparición forzada, cual era, 
la instrumentalización de su cuerpo en función del nacimiento y el periodo de lactancia de 
su hija, quien fue entregada a otra familia luego de ser sustraíida y sustituida su identidad 
(infra párrs. 106 a 116). Los hechos del caso revelan una particular concepción del cuerpo 
de la mujer que atenta contra su libre maternidad, lo que forma parte esencial del libre 
desarrollo de la personalidad de las mujeres. Lo anterior es aún más grave si se 
considera, según fue señalado, que su caso se dio en un contexto de desapariciones de 
mujeres embarazadas y -apropiaciones ilícitas de niños ocurridos en el marco de la 
Operación Cóndor. 


98. Los señalados actos cometidos contra María Claudia García pueden ser calificados 
como una de las más graves y reprochables formas de violencia contra la mujer**”, que 
habrían sido perpetrados por agentes estatales argentinos y uruguayos, que afectaron 
gravemente su integridad personal y estuvieron daramente basados en su género. Los 
hechos le causaron daños y sufrimientos físicos y psicológicos que, por los sentimientos de 
grave angustia, desesperación y miedo que pudo experimentar al permanecer con su hija 


.. Cir, Caso Arzualdo Castro, supra nota 75, párr. 90; Caso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr. 98, y 
Caso Ibsen Cárdenas e Itsen Peña, supra nota 9, párr. 98. 


». Cl be y elowo os tg cli ml Rd Caso Chaparro Álvarez y Lapo Iñiguez 
Vs. Ecuador. Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. 
Serie C No. 170, párr. 171, y Caso Anzualdo Castro, supra nota 75, párr. 85. 


.. Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, supra nota 20, párr. 175; Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 191, párr. 59, y Caso 
Anzualdo Castro, supra nota 75, párr. 85. 


e Cfr.. en tal sentido, artículos 1 y 2 de la Convención de Belém do Pará, Como ha sido señalado 
anteriormente por este Tribunal, el Comaté para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha sostenido 
Que la definición de la discriminación contra la mujer "incluye la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia 
dirigida contra la mujer [i] porque es mujer o [if] perque la afecía en forma desproporcionada”. Asimismo, 
también ha señalado que "[la violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide 
canal dr scr Al rca era gn init Cfr., al respecto, Caso y otras 
A A 395; Caso Fernández Ortega y otros. Vs, México. 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 30 de agosto de 2010 Serie C No. 215, párr. 129, y Caso 
Rosendo Cantú y otra supra mota 9, párr. 120. 
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en un centro clandestino de detención, donde usualmente se escuchaban las torturas 
infligidas a otros detenidos en el SID'*, y no saber cuál sería el destino de ella cuando 
fueron separadas**?, así como haber podido prever su fatal destino, constituyen una 
afectación de tal magnitud que debe ser calificada como la más grave forma de 
vulneración de su integridad psiquica. 


99. Esta desaparición forzada constituye, por la naturaleza de los derechos lesionados, 
una violación de una norma jus cogens, especialmente grave por haber acontecido como 
parte de una práctica sistemática de "terrorismo de Estado” a nivel inter-estatal!”, 


100. La preparación y ejecución de la detención y posterior desaparición forzada de 
María Claudia García no habrían podido perpetrarse sin el comocimiento u órdenes 
superiores de las jefaturas militares, de policía e inteligencia de ese entonces, o sin la 
colaboración, aquiescencia o tolerancia, manifestadas en diversas acciones realizadas en 
forma coordinada o concatenada, de miembros de los cuerpos de seguridad y servicios de 
inteligencia (e inclusive diplomáticos) de los Estados involucrados, por lo que los agentes 
estatales faltaron gravemente a sus deberes de prevención y protección de los derechos 
de las víctimas, consagrados en el artículo 1.1 de la Convención Americana, y utilizaron la 
investidura oficial y recursos otorgados por el Estado para cometer las violaciones. 


101. En consideración de lo anterior, en virtud de su desaparición forzada, que se 
mantiene hasta el día de hoy, la Corte concluye que el Estado es responsable por la 
violación de los derechos a la libertad personal, la integridad personal, la vida y al 
reconocimiento a la personalidad jurídica de la señora Maria Claudia García 
Iruretagoyena, reconocidos en los artículos 7.1, 5.1 y 5.2, 4.1 y 3, en razón del 
incumplimiento de sus obligaciones de respetar y garantizar esos derechos, establecidas 
en el artículo 1.1, todos de la Convención Americana, en relación con los articulos 1 y X1 
de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas**. 


viI.2 


DERECHOS AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA, DEL NIÑO, A 
LA PROTECCIÓN DE LA FAMILIA, AL NOMBRE, A LA NACIONALIDAD Y A LA 
INTEGRIDAD PERSONAL DE MARÍA MACARENA GELMAN GARCÍA 
IRURETAGOYENA, Y DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL DE JUAN GELMAN, Y 
LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS 


102. En este capítulo la Corte analizará, a la luz del reconocimiento de responsabilidad 
internacional, los hechos y las alegadas violaciones a los derechos humanos planteados 
por la Comisión y los representantes en perjuicio de María Macarena Gelman, a saber: el 
derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, el derecho a la familia, el derecho al 
nombre, los derechos del niño, el derecho a la nacionalidad, el derecho a la integridad 
personal y el derecho a la protección de la honra y de la dignidad, reconocidos en los 
artículos 3, 17, 18, 19, 20, 5 y 11 de la Convención, respectivamente. Asimismo, en este 
capitulo el Tribunal abordará las alegadas violaciones de los derechos reconocidos en los 
artículos 5 y 11 de la Convención, en perjuicio del señor Juan Gelman. 


10% Testimonio de Sara Méndez. rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública. 


ss Crr., mutatis mutandi, Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre ce 2006. Serie C No. 160, párr. 103. 


há Por ende puede ser calíficaca como un crímen de lesa humanidad. 


a En numerosos casos la Corte ha analizado, o declarado la violación, de las disposiciones de la referida 
Convención interamericana sobre Desaparición Forzada, Al respecto, ver los siguientes casos: Caso Blanco 
Romero y otros vs. Venezuela, arts. 1, X y XI; Caso Heliodoro Portugal vs, Panamá. arts. 1 y Il; Caso Tu Tojín 
vs. Guatemala, art. 1; Caso Ticona Estrada vs. Bolivia, arts, 1, III y XI; Caso Anzualdo Castro vs. Perú, arts. I y 
11; Caso Radilla Pacheco vs. México, arts. 1 y II; Caso Ibsen Cárdenas vs. Bolivia, arts. 1 y XI; y Caso Chitay 
Nech y otros vs. Guatemala. 
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A. Alegatos de las partes 


La Comisión alegó lo siguiente: 


en relación con el artículo 3 de la Convención Americana, que *[lja apropiación de 
María Macarena por las fuerzas de seguridad de Uruguay le impidió asumir su 
verdadera personalidad jurídica al alcanzar la mayoría de edad”; 


María Macarena no conoció su verdadera identidad, pues vivió con una identidad 
falsa y una vida privada falsa, aunque no era consciente que eso era falso; 


al no conocer la verdad respecto a la desaparición de su madre biológica, la 
personalidad jurídica de María Macarena Gelman le impidió procurar un recurso en 
el sistema judicial uruguayo para la investigación de las circunstancias de su 
nacimiento en cautiverio y de las circunstancias que dieron lugar a la muerte de 
su madre estando bajo la custodia de las fuerzas de seguridad uruguayas; 


la "impunidad otorgada por el Estado a los autores de los delitos de secuestro, 
detención arbitraia e ¡legal y de ejecución extrajudicial perpetuó la 
superestructura falsa de la mentira que María Macarena vivió los primeros 23 años 
de su vida”; 


Uruguay no ofreció a María Macarena Gelman las medidas especiales de 
protección que requieren los niños por lo cual se vulneró el artículo 19 de la 
Convención en su perjuicio; 


respecto del artículo 17 de la Convención Americana, "[e]! hecho que el Estado no 
investigara el destino de María Claudia García ([..] y la desaparición de su hija, 
macida en cautiverio, también contribuyó al sufrimiento de Juan Gelman y su 
familia, puesto que no sabían sí su nieta estaba viva o muerta, y no pudieron 
compartir una vida de familia durante todos los años de la niñez y adolescencia de 
María Macarena, una situación que era todavía más conmovedora, habida cuenta 
lo sucedido a sus padres”; 


en relación con el artículo 20 de la Convención Americana, "dado que María 
Macarena es hija de padres argentinos nacida en Uruguay [y] que el Estado no 
aclaró las circunstancias de su nacimiento, fue privada de su nacionalidad e 
identidad argentinas”; 


respecto del artículo 18, "[lja apropiación de María Macarena por las fuerzas de 
seguridad de Uruguay le impidió conocer su verdadero nombre e identidad, pues 
vivió con un nombre falso, aunque no era consciente de que era falso”; 


sobre el artículo S de la Convención, el sufrimiento y el dolor de Juan Gelman, de 
su familia y de María Macarena Gelman fueron causados por la desaparición 
forzada de María Claudia Garcia y por la inexistencia de una investigación al 
respecto, así como por el hacho de que el Estado no ha determinado su destino; y 


el Estado violó el artículo 11 de la Convención Americana por la vulneración de la 
privacidad de María Macarena Gelman. 


Los representantes alegaron que: 


María Macarena Gelman "fue registrada con datos de nacimiento falsos” por lo que 
“la apariencia de legalidad, creada mediante un registro falso de su nacimiento, 
promovió que viviera, credera y se desarrollara en total ignoranda de su 
verdadera personalidad jurídica” y, "en consecuencia[,] le privó de ejercer - 
incluso llegada su adultez- los derechos y obligaciones que le amparaban como 
hija de María Claudia García y Marcelo Gelman” y que, en efecto, le 
correspondían; 


"ej Estado [...] tenía la obligación de proveerla de los documentos que 
demostraran su existencia e identidad real”, no obstante, "omitió tomar las 
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medidas necesarias para que un bebé nacido en cautiverlo y sin la protección de 
sus progenitores[] y[,] por tanto[,] en situación de extrema vulnerabilidad frente 
a las acciones de agentes estatales y terceros, fuera devuelto a su familla de 
origen y pudiera serle reconocida su verdadera personalidad jurídica”; 


“[e]jn este caso, el registro del macimiento de María Macarena fue [..] 
completamente viciado”, pues "[plara todos los efectos jurídicos, María Macarena 
fue obligada a asumir una personalidad jurídica falsa, creada ilegalmente y sin su 
consentimiento”, por lo cual el Estado falló en su obligación de restablecer "en el 
registro civil las circunstancias reales del nacimiento de María Macarena, así como 
que se le diera a conocer su verdadera identidad y se reconociera su legítima 
personalidad juridica”; 


“los efectos jurídicos que tuvo la negación de su nombre y de su identidad fueron 
tales que le privaron durante ese tiempo de acceder, entre otros, a sus derechos 
hereditarios, y al derecho de ostentar la nacionalidad de sus padres”; 


al momento en que Uruguay reconoció la competencia de la Corte, María 
Macarena Gelman “era aún una niña, por lo que el Estado le debía las 
protecciones especiales adicionales y complementarias que su condición y 
circunstancias particulares requerían”. No obstante, Uruguay no adoptó las 
medidas necesarias para proteger sus derechos y tampoco revirtió "la condición 
de desamparo en que encontraba María Macarena” y, por el contrario, el Estado 
“garantizó, con su silencio y $u obstrucción, que los crimenes cometidos en “su] 
perjuicio [...] se perpetuaran en el tiempo, impidiendo así su derecho a crecer y 
desarrollarse junto a su familia biológica”; 


"[a]dicionalmente, estas violaciones afectaron de forma particular los derechos y 
obligaciones de sus abuelos y dem[á]s familiares, a quienes se les negó la 
oportunidad de formar parte de la vida de su nieta, de aportar a su desarrollo y de 
verla crecer”; 


el Estado violó el derecho a la nacionalidad de María Macarena Gelman por 
habérsele negado su vínculo paterno-filial con María Claudia García y Marcelo 
Gelman, ambos ciudadanos argentinos, lo que la privó de su "derecho a recibir la 
nacionalidad argentina que ostentaban sus padres desde el momento de su 
nacimiento”. Las acciones y omisiones de Uruguay al no revertir la identidad falsa 
impuesta a María Macarena Gelman, provocaron, a su vez, una privación arbitraria 
de su derecho a la nacionalidad; 


la violación y sus efectos persistieron en el tiempo, "lo que obligó a María 
Macarena a vivir con una familia que no era su familia biológica, con un nombre 
distinto al que le [habrían dado] sus padres, bajo una identidad falsa que afectó 
su derecho a desarrollarse en una sociedad y cultura propias y a ejercer los 
derechos de su personalidad jurídica, así como a recibir la nacionalidad de sus 
padres”. " 


bajo el artículo 18, Uruguay estaba obligado a devolverle a María Macarena “su 
verdadero nombre, apellidos, parentesco e identidad”. Si bien, gracias a los 
esfuerzos e investigaciones personales de Juan Gelman, María Macarena Gelman 
"pudo rectificar su situación jurídica Irregular y ha recuperado su verdadera 
identidad”, "su derecho al nombre fue violentado por muchos años, afectando por 
mucho tiempo su desarrollo, su proyecto de vida, sus vínculos famillares y el 
ejercicio de sus derechos, lo cual ha dejado una huella indeleble en su vida y en la 
de sus familiares”; 


“[dJesde la fecha en que Macarena conoció su verdadero origen [...] ha estado 
abocada a la búsqueda de justicia y [a] conocer el destino y paradero de Maria 
Claudia”, por lo cual, la "falta de respuesta de las autoridades uruguayas (lejha 
causado un profundo sufrimiento”, así como frustración e impotencia por la 
impunidad en la que aún se amparan los hechos del caso; y 


"la falta absoluta de acción estatal en este caso a fin de reunificar la familia, y de 
restablecer la verdadera Identidad de María Claudia, representó una clara 


4359-C.S. 
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violación de los derechos de María Macarena, Juan Gelman, y sus familiares [...] a 
la protección de su dignidad y honra”. 


105. El Estado no se refirió en particular a estos alegatos, pero reconoció las 
violaciones de los derechos humanos de María Macarena Gelman García en su conjunto 
(supra párrs. 19 a 22). 


B. Hechos relativos a la situación de María Macarena Gelman García 


106. En relación con los hechos de la desaparición forzada de María Claudia García 
(supra párrs. 44 a 63 y 79 a 90), el 14 de enero de 1977 su hija habría sido colocada en 
un canasto y dejada en la puerta de la casa de lá familia del policía uruguayo Ángel 
Tauriño***, ubicada en el barrio Punta Carretas de Montevideo, Uruguay, con una nota 
donde se indicaba que la niña había nacido el 1 de noviembre de 1976 y que su madre no 
podía cuidarla'**, 


107. Ángel Tauriño y su esposa, quienes no tenian hijos, recogleron el canasto y se 
quedaron con la niña, registrándola como hija propia aproximadamente un año y medio 
más tarde, a quien llamaron y bautizaron como María Macarena Tauriño Vivian*””, 


108. En el marco de las averiguaciones que Juan Gelman realizó junto con su esposa, 
Mara Elda Magdalena La Madrid Daltoe (supra párr. 90), ambos recibieron informaciones 
de distintas fuentes sobre algunas circunstancias del secuestro y desaparición de María 
Claudia García, así como del parto y, hacia 1997, también sobre el nacimiento en 
cautiverio de su nieta. Siguieron las indagaciones en forma discreta, sin éxito, hasta que, 
a principios de 1998, contactaron a la señora Sara Méndez, quien estuvo detenida en 
Automotores Orletti y fue posteriormente trasladada a la sede del SID en Montevideo, y 
les proporcionó información relevante para reconstruir lo sucedido a María Claudia 
Garcia". 

109. Tales informaciones llevaron a Juan Gelman y a su cónyuge, residentes en México, 
a desplazarse constantemente a Buenos Alres y a Montevideo para entrevistarse con 
diferentes personas que habían sido detenidas y llevadas a los sitios donde habría 
permanecido detenida María Claudia García, así como también con algunos funcionarios y 
ex funcionarios estatales que accedieron a suministrar fragmentarias verslones sobre lo 
ocurrido", . 


110. A finales del mes de noviembre de 1999 una pareja de vecinos de la ciudad de 
Montevideo contactó al señor Juan Gelman y le informó sobre la aparición de una niña de 
casi dos meses de vida en la puerta de la casa de la familia del policía Ángel Julián 
Tauriño, hecho que, en su momento, había causado conmoción en el barrio porque era 
público que la mencionada pareja no podía tener hijos, lo cual anhelaban””, 

111. Frente a esta situación, y a efectos de poder entrar en contacto con la que sentía 
era su nieta, a fines de enero del año 2000 Juan Gelman solicitó la intermediación del 
Obispo del Departamento de San José, Monseñor Pablo Galimberti, quien, a su turno, 
contactó a la señora Vivián de Tauriño, cuyo marido, el Comisario Ánge! Julián Tauriño, 


“us Cfr. Declaración rendida por María Macarena Gelman durante la audiencia pública, y declaración de Juan 
Gelman durante la audienda pública. 


Es Cfr. Declaración de María Macarena Gelman ante la Comisión Interamericana, prueba, follo 245. 


id Cfr. Certificado de bautismo de Maria Macarena Tauriño Vivian, expedido el17 de dicembre de 1999, 
prueba, folios 243 y 3310, y registro civil de necmiento No, 1568, prueba, follos 3311 y 3714. 


on Cfr, Testimonio de Mara Lo Madrid, rendido ante fedatario público el 13 de marzo de 2003, prueba, folio 
y ss. 5 

us Cfr, Declaración rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública, y testimonio de Mara La Madrid, 
supre noto 118, prueba, follos 3360 y ss. 


te Cfr, Declaración rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública, y testimonio de Mara La Madrid, 
supra nota 118, prueba, follo 3577. 
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había fallecido en octubre de 1999 siendo Jefe de Policía del Departamento de San José, 
y le explicó la situación'”, 


112. En razón de lo anterior, la señora Vivián de Tauriño conversó con María Macarena 
Tauriño y le hizo saber la forma en que había llegado a la familia*”, 


113. El 31 de marzo de 2000, a la edad de 23 años, María Macarena Tauriño tuvo por 
primera vez contacto con su abuelo paterno, Juan Gelman, enterándose así de los hechos 
que rodearon la desaparición a sus padres blológicos*”. 


114. Como consecuencia de lo anterior, Marla Macarena Tauriño se sometió, el mismo 
año, a una prueba de ADN a los efectos de determinar el eventual parentesco con la 
familia Gelman, la que resultó en una identificación positiva en un 99,998%'”*. 


115. Posterlormente, María Macarena Tauriño Vivián inició una acción de reclamación 
de filiación legítima ante el Juzgado Letrado de Familia 17% de Turno de Montevideo, el 
cual, el 8 de marzo de 2005, decretó la nulidad de la inscripción de su partida de 
nacimiento como hija legítima de Ángel Julián Tauriño Rodríguez y de Esmeralda Vivian y 
ordenó su inscripción como hija legítima de Marcelo Ariel Gelman y de María Claudia 
García Iruretagoyena, nacida en Montevideo el 1 de noviembre de 1976, nieta por línea 
paterna de Juan Gelman Burichson y de Berta Schubaroff, ambos de nacionalidad 
argentina, y por línea materna de Juan Antonio García Iruretagoyena y de María Eugenia 
Cassinelli, de nacionalidades española y argentina, respectivamente'”, 


116. Luego, María Macarena decidió proceder a la modificación de toda su 
documentación, así como de todo registro que la involucraba, cambiando su nombre de 
María Macarena Tauriño a María Macarena Gelman García Iruretagoyena'”*, 


C. La sustracción y supresión de la identidad de la niña María Macarena 
Gelman como forma de desaparición forzada 


117. Puesto que se trata de la hija de una mujer desaparecida, sustraida a los pocos 
días de haber nacido en cautiverio, luego retenida, separada de su madre a las pocas 
semanas de existencia, así como suprimida y sustituida su Identidad para ser entregada a 
una familia que no era la suya, más allá de lo planteado por la Comisión y los 
representantes, la Corte determinará la calificación jurídica de los hechos en las 
circunstancias del caso**”., 


118. Los hechos del caso revelan que la integridad personal de María Macarena Gelman 


un Cfr. Declaración rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública, y testimonio de Mara La Madrid, 
supra nota 118, prueba, folios 3380. 


sa Cfr. Declaración rendida por María Macarena Gelman durante la audiencia pública. Sobre este hecho 
Juan Gelman expresó que lo interpretó como un “acto de amor”. Al respecto, cafr. declaración rendida por Juan 
Gelman durante la audiencia pública. 


e Cfr. Denuncia original presentada por María Macarena Gelman y Juan Gelmanante la Comisión 

Interamericana , prueba, follos 98 y 150; observaciones adicionales al fondo presentadas por los representantes 

de María Macarena Gelman y Juan Gelman durante el trámite ante la Comisión, prueba, follo 1916, y Mauricio 

oa *El a humanos” (ediciones Cruz del Sur, Uruguay, 2006), prueba, 
los 2989 y > 


1 Cfr. Sentencia definitiva de primera instancia del 8 de marzo de 2005. Jurgado Letrado de Familia de 
17” Tumo, en autos caratulados "Taurifio Vivian María Macarena Vs. Vivian Esmeralda- Gelman Buriison Juan- 
Schubaroff Berta- García Iruretagoyena Juan A. Acciones de Estado Civ”, prueba, folios 3163, 373 y 374, 


e A Sentencia definitiva de primera instancia de 8 de marzo de 2005, supra nota 124, prueba, follos 
a 381. , 


. Cfr. Declaración rendida por María Macarena Gelman durante la audiencia pública; declaración de María 
Macarena Gelman ante la Comisión Interamericana, prueba, folo 246. 

. En el Caso De la Masacre de la Dos Erres Vs. Guatemala, la Corte señaló "la especial gravedad que 
reviste el que pueda atribuirse a un Estado Parte en dicha Convención el cargo de haber apiicado o tolerado en 
su territorio una práctica sistemática de sustracciones y retendones Megales de menores”, pero no se calificaron 
hos hechos como deseparición forzada. Caso De la Masacre de les Dos Erres Vs. Guatemala, PrefEminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 24 de novembre de 2009, Serle C No. 211, párrs. 177 y 199, 
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Garcia pudo verse afectada por las circunstancias de su nacimiento y de sus primeras 
semanas de vida”". No obstante, resulta evidente que la vulneración del derecho a la 
integridad psíquica ocurrió a partir del momento en que descubrió su verdadera 
identidad, lo que quiere decir que la violación de su integridad psíquica y moral es una 
consecuencia tanto de la desaparición forzada de su madre y de haberse enterado de las 
circunstancias de la muerte de su padre biológico, como de la violación de su derecho a 
conocer la verdad sobre su propia identidad, de la falta de investigaciones efectivas para 
el esclarecimiento de los hechos y del paradero de María Claudia García y, en general, de 
la impunidad en la que permanece el caso, lo cual le ha generado sentimientos de 
frustración, impotencia y angustia. 


119. En este sentido, María Macarena Gelman declaró ante la Corte sobre cómo esta 
grave alteración en sus condiciones de existencia ha afectado su proyecto de vida desde 
que conoció su verdadera identidad, cuando tenía cerca de 24 años de edad. A partir de 
entonces, luego de redamar su filiación legítima ante la jurisdicción uruguaya e 
inscribirse como hija legítima de Marcelo Gelman y María Claudia García, ella emprendió 
una búsqueda de su verdadero origen y las circunstancias de la desaparición de su 
madre. Según expresó, a partir de entonces "ha dedicado su vida a esto” y la búsqueda 
la "fue absorbiendo”, pues "fu[e] perdiendo motivaciones, no h[a] podido volver a 
disfrutar, siempre pendiente y pensando que algo más puede pasar, [sin] proyección [de 
su vida] mas allá de un mes, viajendo entre Montevideo y Buenos Alres”, Concluyó que 
*no es mucho más que esto [su] vida ahora”'”. Al respecto, la perita Deustch observó 
que "ella ha sido afectada en lo más íntimo de su ser: su Identidad”, pues el 
conocimiento de los hechos "la hizo tambalearse y le desestructuró su mundo interno”. 
La perita concluyó que María Macarena Gelman "presenta síntomas que perturban su 
vida, le impiden retomar un proyécto para su futuro, y le causan dolor”, 


120. Lo anterior revela que la sustracción de niños y/o niñas efectuada por agentes 
estatales para ser entregados ¡legítimamente en crianza a otra familia, modificando su 
identidad y sin informar a su familia biológica sobre su paradero, tal como ocurrió en el 
presente caso, constituye un hecho complejo que implica una sucesión de acciones 
legales y violaciones de derechos para encubrirlo e impedir el restablecimiento del 
vínculo entre los menores de edad sustraidos y sus familiares. 


121. En su condición de ese entonces, como niña, María Macarena Gelman tenía 
derecho a medidas especiales de protección que, bajo el artículo 19 de la Convención, 
correspondían a su familia, la sociedad y el Estado. A su vez, las alegadas violaciones a 
los derechos reconocidos en los artículos 3, 17, 18 y 20 de la Convención deben 
Interpretarse a la luz del corpus juris de los derechos de la nifiez'*”* y, en particular según 
las circunstancias especiales del caso, armónicamente con las demás normas que les 
atañen, en especial con los artículos 7, 8, 9, 11, 16, y 18 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 


122. Así, la referida situación afectó lo que se ha denominado el derecho a la identidad, 
que si bien no se encuentra expresamente contemplado en la Convención, en las 
circunstancias del presente caso es posible determinarlo sobre la base de lo dispuesto por 
el artículo 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que establece que tal derecho 
comprende, entre otros, el derecho a la nacionalidad, al nombre y a las relaciones de 
familia. Asimismo, el derecho a la identidad puede ser conceptualizado, en general, como 
el conjunto de atributos y características que permiten la individualización de la persona 


ed Las evidencias científicas señalan que la alimentación, las tensiones, la presión psicológica y fisica 
experimentada por la madre durante el embarazo tiene efectos sistémicos que inciden sobre los hijos [...], 
pudiendo incluso alterar su posterior desarrollo físico. Cfr. Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, 
supra nota 23, Cap. V, pág. 255. 


. Cfr. Deciaración rendida por María Macarena Gelman durante ta audiencia pública. 


Led Cfr, Dictamen periciel:de Ana Deutsch rendido ante fedaterio público el 17 de noviembre de 2010, 
pam 

Crr. Conaición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17 del 28 de agosto de 
2002. Serie A No, 17, párr. 24. También véase: CIDH, Informe: La infancia y sus derechos en el Sistema 
Interamericano de Protección de de Derechos Humanos, sagunda edición, OEA/Ser. UVA Doc. 3, 
rn, 20 de Canino 200, Brea. 2 y 44. 
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en sociedad y, en tal sentido, comprende varios otros derechos según el sujeto de 
derechos de que se trate y las circunstancias del caso! 


123. Al respecto, la Asamblea General de la outils de Estados Americanos (en 
adelante la "OEA”) señaló "que el reconocimiento de la identidad de las personas es uno 
de los medios a través del cual se facilita el ejercicio de los derechos a la personalidad 
jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el registro civil, a las relaciones 
famillares, entre otros derechos reconocidos en instrumentos internacionales como la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención 
Americana”*”. Asimismo estableció que "la falta de reconocimiento de la identidad puede 
implicar que la persona no cuente con constancia legal de su existencia, dificultando el 
pleno ejercicio de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales”**, En 
ese mismo sentido, el Comité Jurídico Interamericano expresó que el "derecho a la 
identidad es consustancial a los atributos y a la dignidad humana” y que, en 
consecuencia, "es un derecho humano fundamental oponible erga omnes como expresión 
de un interés colectivo de la [c]omunidad (i]nternacional en su conjunto[,] que no admite 
derogación ni suspensión en los casos previstos por la Convención Americana”** 


124, En cuanto a la sustracción y apropiación ilícita de niños y niñas, ictobridanaos 
argentina ha considerado que ello afectaba el derecho a la identidad de las victimas, toda 
vez que se había alterado el estado civil de los niños y se habían atribuido datos 
filiatorios que impidieron conocer la verdadera identidad de los mismos, quedando 
eliminado cualquier indicio relativo a su verdadero origen y evitando el contacto con la 
verdadera familia!" En ese mismo sentido, la Cámara Federal de Apelaciones de San 
Martín afirmó, en relación con la identidad de los niños sustraídos en Argentina y citando 
un voto minoritario de la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata*”, que ”[e]l 
reconocimiento social del derecho prevaleciente de la familia a educar a los niños que 
blológicamente traen a la vida, se cimenta además en un dato que cuenta con muy fuerte 
base científica, que es la herencia genética de las experiencias culturales acumuladas por 
las generaciones precedentes”, añadiendo que "la personalidad no se forma, entonces, en 


e El derecho a la identidad está previsto en las legislaciones nacionales de varios Estados de las 
Américas, como por ejemplo en el Código de la Niñez y la Adolescenda de Uruguay que establece el derecho a 
la Identidad como uno de los derechos esenciales de los niños. Igualmente ha sido reconocido por 
Junssprudencia interna de aígunos Estados, como son: 


a) los casos de la Corte Constitucional Colombiana, en el sentido que la "identidad personal es un derecho 
qe SRA E, Que engloba otros derechos [...y que] supone un conjunto de atributos, de 

. Calidades, tanto de carácter biológico, como los referidos a la personalidad que permiten precisamente 
la individualización de un sujeto en sociedad” (al respecto, ver la sentencia de tutela T-477/1995, de 
23 de octubre de 1995); y 


b) el Tribunal Constitucional de Perú, que señaló que "toda persona tiene derecho a la identidad, derecho 
que comprende tanto al derecho a un nombre -conocer a sus padres y conservar sus apellidos-, el 
relativo a tener una nacionalidad y la obligación de que el Estado reconozca su personalidad Z 
A A AS O 0 O PO 0 0 q de 


us Cfr, OEA, “Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la identidad”, , 

resolución AGIRES. 2288 OOOKVII-0/07) de 5 de junto de 2007; resolución AG/RES. 2962 DOOCINI-0/08) de 3 
de junio de 2008 y, y resolución AG/RES. 2602 (XL-O/10), sobre seguimiento al programa, de 8 de junio de 
2010. Sobre ese aspecto el Comité Jurídico interamericano consiceró que la Convención Americana sobre 


; mericano, 
resolución CIl/doc, 276/07 rev. 1, de 10 de agosto de 2007, párrs. 11.2 y cn mao ronald 
CH/RES,137 (1)001-0/07), de 10 de agosto de 2010. 


a ¡e OEA, Resoluciones AG/RES. 2286 (XXXVII-0/07); 2362 (X00(VII1-0/08), y 2602 (XL-0/10), supra 


. Cfr. Comité Jurídica Interamericano, Opinión, supra nota 133, párr. 12. 


e Cfr. Tribunal Oral en lo Criminal Federal No. 6 de la Capital Federal de Argentina, autos caratulados 
REI, Víctor Enrique s/sustracción de menor de diez años", supra nota 55, 


_ Cfr. Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, Argentina, Sala Tercera, en autos caratulados "C., 0.0. 
s/Aintracción artículos 139 inciso 2% y 293 del Código Penal”, causa Nc. 08.787, de 9 de diciembre de 19989, voto 
minoritario del juez Leopoldo Schifrin. 
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un proceso sólo determinado mediante la transmisión de actitudes y valores por los 
padres y otros integrantes del grupo familiar, sino también por las disposiciones 
hereditarias del sujeto, ante lo cual la vía normal de formación de la identidad resulta ser 
la familia biológica”, concluyendo que el "derecho del niño es, ante todo, el derecho a 
adquirir y desarrollar una identidad, ' Y Onsecuentemente, a su aceptadón e integración 
por el núcleo familiar en el que nace” 


125. Por otro lado, el derecho a que se proteja la familia y a vivir en ella, reconocido en 
el artículo 17 de la Convención, con/leva que el Estado está obligado no sólo a disponer y 
ejecutar directamente medidas de protección de los niños, sino también a favorecer, de 
la manera más amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar!??, Por ende, la 
separación de niños de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, una violación del 
citado derecho**, pues inclusive las separaciones legales del niño de su familia solo 
pueden proceder si están debidamente justificadas en el interés superior del niño, son 
excepcionales y, en lo posible, temporales'**, 


126. Particularmente cuando María Macarena Gelman se encontraba en su primera 
Infancia, hubo una injerencia ilegal por parte del Estado en su familia de origen, la cual 
vulneró el derecho de protección a la misma, al imposibilitar u obstaculizar su 
permanencia con su núcleo familiar y establecer relaciones con él. El Estado tenía 
conocimiento de la existencia de María Macarena Gelman y de la situación en la que ésta 
se encontraba, pero hasta el año 2000 omitió toda gestión para garantizarle su derecho a 
la familia. 


127. En cuanto al derecho al nombre, reconocido en el artículo 18 de la Convención y 
también en diversos instrumentos internacionales*'*?, la Corte ha establecido que 
constituye un elemento básico e indispensable de la identidad de cada persona, sin el 
cual no puede ser reconocida por la sociedad ni registrada ante el Estado*”, Además, el 
nombre y el apellido son "esenciales para establecer formalmente el vínculo existente 
entre los diferentes miembros de la familia”, Este derecho implica, por ende, que los 
Estados deben garantizar que la persona sea registrada con el nombre elegido por ella o 
por sus padres, según sea el momento del registro, sin ningún tipo de restricción ni 
interferencia en la decisión de escoger el nombre y, una vez registrada la persona, que 
sea posible preservar y restablecer su nombre y su apellido. En el contexto de este caso, * 
María Macarena Gelman vivió con otro nombre e identidad durante más de 23 años. Su 
cambio de nombre, como medio para suprimir su identidad y ocultar la desaparición 
forzada de su madre, se mantuvo hasta el año 2005, cuando las autoridades uruguayas 
le reconocieron su fillación y aceptaron el cambio de nombre. 


rn Cfr, Tribunal Oral en lo Criminal Federal No. 6 de la Capital Federal de Argentina, autos caratulados * 
Zafíaroal Islas, Mariana s/ av. circunstancias de su desaparición - FURCI, Miguel Ángei-González de FURCI, 
Adriana”, causa No. 403, de 5 de agosto de 1994, voto del Juez Mansur er lo posidón mayoritaria. 


1 Cfr. Opinión Consultiva OC-17, supra nota 131, párr. 66; Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El 
Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 01 de marzo de 2005. Serie C Mo. 120, párr. 141, y Caso 
CU MAA, coa ER, pla. 157. 


1» Cfr. Opinión Consultiva OC-17, supra nota 131, párre. 71 y 72; y 72; Caso Do la Masacre de las Dos 
Erres, supra nota 127, párr. 187, y Caso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr. 157. 


2. Cfr. Opinión Consultiva OC-17, supra nota 131, párr. 77. 


. Cfr. entre otros, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, artículo 24.2; Convención 
sobre los Derechos del Niño, artículo 7.1; African Charter on the Rights and Welfare of the Chld, artricido 6.1, y 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus 
Familiares, artículo 29. El Tribunal Europea de Derechos Humanos afirmó que el derecho al nombre se encuentra 
protegido por el artículo 8 del Convenio Europe para la Protección de los Derechos Mumanos y las Ubertades 
Fundamentales, aunque este no esté especificamente mencionado, cfr, T.E.D.M., Siena y. Finland, Application 
No. 18131/91, Judgment of 25 November 1994, para. 37, y T.E.D.H., Cese of Burghartz v. Switzerland, 
Application No. 16213/90Judgment of 22 February 1994, para. 24. 

.. Cfr. Caso de las Niñas Yesn y Bosico Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reporaciones y Costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C No. 130, párr. 182, y Caso De la Masacre 
de las Dos Erres, supra nota 127, párr. 192. 


.. Cir. Caso de las Niñas Yean y Bosico, Supra nota 143, párr. 194, y Caso De la Masacre de las DOS Erres, 
supra nota 127, párr. 192. 
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128. Por otra parte, el derecho a la nacionalidad, consagrado en el artículo 20 de la 
Convención, en tanto vínculo jurídico entre una persona y un Estado, es un prerrequisito 
para que puedan ejercerse determinados derechos! y es también un derecho de 
carácter inderogable reconocido en la Convención Americana'*”. En consecuencia, el 
derecho a la nacionalidad conlleva el deber del Estado con el que se establece tal 
vinculación, tanto de dotar al individuo de un mínimo de amparo juridico en el conjunto 
de relaciones, como de protegerlo contra la privación en forma arbitraria de su 
nacionalidad y, por tanto, de la totalidad de sus derechos políticos y de aquellos derechos 
civiles que se sustentan en ástal*”, Igualmente, importa, cuando se trate de niños y 
niñas, tener en cuenta la protección específica que les corresponde, por ejemplo, que no 
se les prive arbitrariamente del medio famillar*** y que no sean retenidos y trasladados 
ilícitamente a otro Estado?**”. En el presente caso, el traslado ilícito a otro Estado de la 
madre de María Macarena Gelman en estado de embarazo, con el referido propósito 
(supra párr. 97), frustraron el nacimiento de la niña en el país de origen de su familia 
biológica donde normalmente hubiese nacido, lo que tuvo como consecuencia que, 
mediante su supresión de identidad, adquiriera la nacionalidad uruguaya por una 
situación arbitraria, en violación del derecho reconocido en el artículo 20.3 de la 
Convención. ; 


129, En este caso, los hechos afectaron el derecho a la libertad personal de María 
Macarena Gelman puesto que, adicionalmente al hecho de que la niña nació en cautiverio, 
su retención física por parte de agentes estatales, sin el consentimiento de sus padres, 
implican una afectación a su libertad, en el más amplio término del artículo 7.1 de la 
Convención. Este derecho implica la posibilidad de todo ser humano de auto-determinarse 
y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia. En 
el caso de los niños y niñas, si blen son sujetos titulares de derechos humanos, aquéllos 
ejercen sus derechos de manera progresiva a medida que desarrollan un mayor nivel de 
autonomía personal'*, por lo que en su primera infancia actúan en este sentido por 
conducto de sus familiares. En consecuencia, la separación de un niño de sus familiares 
implica, necesariamente, un menoscabo en el ejercicio de su libertad. 


130. Los hechos probados afectaron también el derecho a la vida, previsto en el 
artículo 4.1 de la Convención, en perjuicio de María Macarena Gelman, en la medida que 
la separación de sus padres biológicos puso en riesgo la supervivencia y desarrollo de la 
niña, supervivencia y desarrollo que el Estado debía garantizar, acorde a lo dispuesto en 
el artículo 19 de la Convención y en el artículo 6 de la Convención sobre Derechos del 
Niño, especialmente a través de la protección a la familia y la no injerencia ilegal o 
arbitraria en a vida familiar de los niños y niñas, pues la familia tiene un rol esencial en 
su desarrollo** 


Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico, supra nota 143, párr. 137. 


ss 

» Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico, supra nota 143, párr. 136. Sobre este tema, el Tribunal ha 
reconocido a los derechos no susceptibles de suspensión como un núdeo inderogable de derechos, al respecto, 
Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Dello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero 
de 2006. Serie C No. co párr. 119, y Caso González y ctras ("Campo Algodonero”), supra nota 79, párr. 244, 
La corsidera 


Corte recuerta que su Jurisprudencia 
suspendido, al respeto, cfr. El Hébeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención 
sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-8 del 30 de enero de 1987, Serie A No. 8, párr. 23. 
.. Crr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. 
Opinión Consultiva OC-4 del 19 de enero de 1984. Serle A No. 4, párr. 34; Caso Castillo Petruzal y otros VS. 
Perú. Fondo, Reparaciones y Costes. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 100, y Caso de las 
Niñas Yean y Bosico, supra nota 143, párr. 139. 


vo Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 16. 


e Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 11, y Convención Interamericana sobre restitución 
internacional de menores, artículo 49, 


5 Crr. Comité de los Derechos del Niño. Observación General 7: Realización de los derechos del niño en la 
primera infancia, 40% periodo de sesiones, U.N. Doc. CRC/C/GC/7/Rev.1, 20 de septiembre de 2006. párr. 17. 
nas Cfr. Opinión Consultiva OC-17, supra nota 131, párrs. 66 y 71. En el mismo sentido, el artículo 16 del 


Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Mumanos en Materia de Derechos Económicos, 
Sociales Y Culturales “Protocolo de San Salvador” dispone que *[tlodo niño tiene el derecho de crecer al amparo 
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131. La situación de un menor de edad cuya identidad famillar ha sido alterada 
ilegalmente y causada-por la desaparición forzada de uno de sus padres, como es el caso 
relativo a María Macarena Gelman, solo cesa cuando la verdad sobre su identidad es 
revelada por cualquier medio y se garantizan a la víctima las posibilidades jurídicas y 
fácticas de recuperar su verdadera identidad y, en su caso, vínculo familiar, con las 
consecuencias jurídicas pertinentes. Así, el Estado no garantizó su derecho a la 
personalidad jurídica, en violación del artículo 3 de la Convención. 


132. En mérito de lo anterior, la sustracción, supresión y sustitución de identidad de 
María Macarena Gelman García como consecuencia de la detención y posterior traslado 
de su madre embarazada a otro Estado pueden calificarse como una forma particular de 
desaparición forzada de personas, por haber tenido el mismo propósito o efecto, al dejar 
la incógnita por la falta de información sobre su destino o paradero o la negativa a 
reconocerlo, en los propios términos de la referida Convención Interamericana. Esto es 
consistente con el concepto y los elementos constitutivos de la desaparición forzada ya 
abordados (supra párrs. 64 a 78), entre ellos, la definición contenida en la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desaparidones forzadas, 
de 2007, que en su artículo 2% se refiere a "cualquier otra forma de privación de 
libertad”. Además, tal situación está prevista especificamente en el artículo 25 de esta 
Convención Internacional'” y ha sido reconocida por varios órganos internacionales de 
protección de los derechos humanos!”, En el caso del Uruguay, sus disposiciones 
romano reconocen a los niños y niñas sustraidas como víctimas de desapariciones 
rz 


y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo circunstancias excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de 
corta edad no debe ser separado de su madre”. 


a A PA 
Artículo 25: 

1. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para prevenir y sancionar penalmente: 

a) La aproplación de niños sometidos a desaparición forzada, o de niños cuyo padre, madre o representante legal 
son sometidos a una desaparición forzada, o de niños nacidos durante el cautiverio de $ madre sometida a una 


. Cfr. Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias en su Misión a El 
Salvador, Consejo de Derechos Mumanos, 7* periodo de sesiones, U.N. Doc, AJHRC/7/2/Add.2, de 26 de octubre 
d% 2007, párr. 23: "Un fenómeno que se dio en el pals durante la época del confiicto armado [...] fue la 
desaparición forzada de niñas y niños. [..]. Según dichas fuentes, los niños y niñas eran sustraldos durante la 
ejecución de operativos militares después de que sus familiares fueran ejecutados u obligados a huir para 


senos familiares como hijos”, y Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, 
de Derechos Humanos, 10* período de sesiones, U.N. Doc. AJHRC/10/9, de 25 de febrero de 2009, párr. 
. La desaparición 


los derechos del niño”. Sobre el reconocimiento del fenómeno de la desaparición forzada de niños en contextos 
de conflicto armado o dictaduras militares, consultar Comité de los Derechos del Niño, Examen de jos informes 
presentados por los Estados Partes en virtud del artículo 44 de la Convención, respecto de: Argentina, 31% 


periodo de sesiones, UN. Doc,' CRC/C/15/Mdd.232, de 30 de junio de 2004, párrs. 31 y 32; El Solvador, ss 
pertodo de sesiones, U.N. Doc, CRO/C/SLV/CO/3-4, 17 de febrero de 2010, párrs. 37 y 38, y Guatemala, $5* . 
A Doc. CRE/C/GTM/CO/3-4, de 25 de octutre de 2010, párr. 87, Finalmente, ver 


de las desapariciones forzadas o 
taras, Mo 53 sesión, U.M. Doc. E/CN-A/RES/1995/38, de 3 de marzo de 1995, párr. 23; 573 
sesión, UN, Doc. E/CNA/RES/1997/26, de 11 de abril de 1997, párr. 2.4; $13 sesión, U Doc. 
E/CN.4/RES/1998/40, de 17 de abril de 1998, párr. 2.d; 55% sesión, U.N. Doc. E/CN.4/RES/1999/33, de 26 de 
abril de 1999, párr. 2.d; 60% sesión, U.N. Doc. E/CN.4/RES/2000/37, de 20 de abril de 2000, párr. 2.4, y 51* 
sesión, U,N. Doc. E/CN.4/RES/2002/41, de 23 de abril de 2002, párr. 2.4. 


- Cfr. Ley 18.596 sobre reconocimiénto y reparación a las víctimas de la actuación legitima del Estadó 


permanecido desaparecidos”, supra nota 8, folos 5006 y 5007, y Resolución de la Presidencia de la República 
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D. Derechos a la protección de la familia e integridad personal del señor 
Juan Gelman 


. 


133. Los hechos también afectaron el derecho a la integridad personal de Juan Gelman, 
en especial, el derecho a que se respete su integridad psíquica, contemplado en el 
artículo 5.1 de la Convención, ya que los familiares de las víctimas de violaciones de los 
derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas'*, En particular, en casos que 
involucran la desaparición forzada de personas, es posible entender que la violación del 
derecho a la integridad psíquica y moral de los famillares de la victima es una 
consecuencia directa de ese fenómeno, que les causa un severo sufrimiento por el hecho 
mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la constante negativa de las 
autoridades estatales de proporcionar información acerca del paradero de la víctima o de 
iniciar una Investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido**, sentra 
la privación del acceso a la verdad de los hechos acerca del destino de un desa co prin 
constituye una forma de trato cruel e inhumano para los familiares cercanos!*, lo po 
hace presumir un daño a la integridad psíquica y moral de famillares directos de victimas 
de ciertas violaciones de derechos humanos*** 


134. De tal manera, resulta evidente la violación del referido derecho en el caso de 
Juan Gelman, tanto por las consecuencias sufridas ante los hechos del caso, como por su 
búsqueda de justicia. En su testimonio rendido ante la Corte, Juan Gelman manifestó que 
el no saber la verdad de lo ocurrido con María Claudia García lo afecta profundamente y 
que, además de las vidas de su hijo y su nuera, le privaron de 23 años de vida de su 
nieta, a quien no vlo crecer, dar su primer paso, ni llamarlo “abelo”, todo lo cual le 
generó un vacío que tanto María Macarena Gelman como él están intentando superar y 
construir hacia adelante, ante la imposibilidad de reconstruir el pasado. La perlita Deutsch 
observó que Juan Gelman puede relatar los hechos, pero tiene dificultades para hablar de 
sus sentimientos como una “cuestión de pudor doble: personal y por no cargar 
(emocionalmente) al otro”. Además de imaginar los últimos momentos de Marcelo y ' 
María Claudia, tuvo impedimentos para impulsar la búsqueda de su nieta por la 
incapacidad para concentrarse, y ha preferido no verbalizar su dolor y refugiarse en la 
escritura, en sus poemas. 


135. Los hechos del caso revelan también la grave injerencia ilegal por parte del Estado 
en la familia de Juan Gelman, lo que vulngró su derecho de protección a su familia, al 
imposibilitar u obstaculizar su permanencia con su núcleo familiar y restablecer relaciones 
con éste. Su búsqueda de justicia es paradigmática en este tipo de desapariciones 
forzadas y es, principalmente, gracias a sus proplas gestiones que los hechos han sido 
mayormente revelados. 


136. Finalmente, en relación con el artículo 11 de la Convención, el Tribunal considera 


No. lali? supra nota 23, la cual destaca la necesicad de "dar los pasos posibles para determinar la 
sitiación de los detenidos-desaparecidos durante el régimen de facto, así como de los menores desaparecidos en- 
o a, follo 277. 


us Cir. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C No. 34, Punto 
Resolutivo cuarto; Caso Jbsen Cárienas e Jbsen Peña, supra nota 9, párr. di 
(Guerrílha do Araguala), supra nota 16, párr. 235. 

14 Cfr Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencda de 24 de enero de 1998, Serio € No. 36, pár. 114; 
Caso lbsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 126, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), 
supra nota 16, párr. 241, 

cul Cfr. Caso Trufilo Oroza, supra nota 12, párr. 114; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, 
párr. 130, y Caso Gomes Lund y otras (Guerrilha da Araguala); supra nota 16, párr, 240. 


es Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 27 de 
norlembre de 2008, Serie C No, 192, párr. 119; Caso Jbsen Córdenes e Tosen Palo, supra nota 9, párr. 127, y 
Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia), supra nota 16, pácr, 235, 
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que la Comisión y los representantes no han aportado argumentos claros y distintos a los 
planteados respecto de las alegadas violaciones a los derechos analizados y que atiendan: 
ar contenido jurídico propio de esa norma. En todo caso, la Cone estima que no 
corresponde analizar los hechos del presente caso bajo el artículo 11 de la Convención. 


E. Conclusión 


137. La Corte declara que el Estado es responsable por haber violado, desde el 
nacimiento de María Macarena Gelman y hasta el momento en que recuperó su 
verdadera y legítima identidad, el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, 
a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, a la familia, al nombre, a los 
derechos del niño y a la nacionalidad, reconocidos en los artículos 3, 4, 5, 7, 17, 18, 19 y 
20.3, en relación con los artículos 1.1 de la Convención y los artículos 1 y XI de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en perjuicio de ella. 


138. Además, el Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad 
personal y a la protección de la familia, reconocidos en los artículos 5 y 17, en relación 
con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Juan Gelman. 


v1.3 


DERECHOS A LAS GARANTIAS JUDICIALES Y PROTECCION JUDICIAL EN 
RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS, EL DEBER DE 
ADOPTAR DISPOSICIONES EN DERECHO INTERNO Y LAS OBLIGACIONES SOBRE 
INVESTIGACIÓN DERIVADAS DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS 


139, En el presente acápite, el Tribunal examinará los alegatos relativos al derecho de 
acceso a la justicia y a la obligación de realizar investigaciones efectivas de acuerdo a la 
categorización de los hechos, bajo lo establecido en los artículos 1.1, 2, 8.1, y 25 de la 
Convención y 1 y 11 de la Convención Interamericana contra la Tortura. 


A. Alegatos de las partes 


140. La Comisión alegó que: 


a) en este caso existen pruebas suficientes para “afirmar razonablemente que la 
muerte de María Claudia García [...]:a manos de agentes del Estado que la tenía 
bajo custodia en el contexto de una política estatal que apuntaba a sectores de la 
población civil, era un delito de lesa humanidad” lo cual no es pasible de amnistia; 


b) la ley de amnistía uruguaya ha impedido que los familiares de la víctima fueran 
oídos por un juez, lo cual violó el derecho a la protección judicial, impidió la 
investigación, captura, procesamiento y condena de los responsables de los hechos 
que Sos María Claudia García y obstruyó la aclaración de su destino y 
paradero; 


c) la aprobación de la Ley de Caducidad, con posterioridad a la fecha de ratificación 
de la Convención Americana por Uruguay significa que el Estado no cumplió la 
obligación de adaptar la legislación interna como lo exige el artículo 2 de la 
Convención; el hecho de que la misma no haya sido aplicada por la justicia 
uruguaya en varios casos es un avance significativo pero no basta para satisfacer 
los requisitos del artículo 2 de la Convención; 
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d) 


e) 


9) 


h) 


141. 
a) 


b) 


9) 


d) 
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Uruguay "no sólo no anuló la ley de amnistía ni la dejó sin efectos[,] sino que 
tampoco ofreció un recurso que permitiera reanudar las actuaciones judiciales 
archivadas”, Al respecto, la decisión del 19 de octubre de 2005 del Tribunal de 
Apelaciones uruguayo que impidió la reanudación de la investigación de la 
desaparición forzada de María Cluadia García debió supeditarse a un recurso 
judicial que permitiera la reconsideración de una decisión calificada de cosa 
juzgada, por tratarse de crímenes de lesa humanidad; 


cuando la referida Corte de Apelaciones confirmó la aplicación de la Ley de 
Caducidad en octubre de 2005, Uruguay ya era parte del Estatuto de Roma, que 
incluye a la desaparición forzada como un crimen contra la humanidad; 


a la luz de las obligaciones generales establecidas en los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención Americana, “Uruguay incurrió en la violación de los artículos 8 y 25 de 
la Convención, a partir del 19 de abril de 1985, por no adoptar todas las medidas 
para asegurar que Juan Gelman y María Macarena Gelman no fueran privados de la 
protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y efectivo”; 


Uruguay asumió nuevas obligaciones con respecto al debido proceso y a la 
protección judicial de la víctimas al ratificar la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada en abril de 1996 y la Convención Interamericana contra la 
Tortura en noviembre de 1992, dado que los actos cometidos contra María Claudia 
García constituyeron "un tratamiento cruel e inhumano que equivale a tortura” y, 
por ello, el Estado es responsable por la violación de los artículos 1, 6, 8 y 11 de la 
Convención Interamericana contra la Tortura; 


el Estado debió penalizar el acto de desaparición forzada, lo cual no realizó sino 
hasta el año 2006 y, en consecuencia, violó los artículos 1.b, 111, IV y V de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, siendo responsable por la 
tipificación tardía del delito de desaparición y por no investigar exhaustivamente el 
destino de María Claudia García. 


Los representantes alegaron que: 


analizando los elementos del criterio de plazo razonable, la participación de 
agentes estatales, la impunidad que ha imperado por años debido a la vigencia de 
la Ley de Caducidad y el secreto militar que opera hasta hoy con cierta tolerancia 
estatal, no justifican una 'falta o retardo en las investigaciones, sino que agravan la 
responsabilidad estatal; 


todas las investigaciones prejudiciales para conocer de la desaparición de María 
Claudla García y el nacimiento clandestino de María Macarena Gelman, así como la 
supresión de su identidad, se debieron a incansables gestiones privadas de Juan 
Gelman, quien intentó que se investigaran los hechos "infructuosamente por más 
de 8 años” y que, cuando en el año 2008 se reabrieron las investigaciones, fue una 
vez más por Iniclativa exclusiva de los familiares, que han puesto a disposición de 
la sede judicial casi la totalidad de las pruebas diligenciadas hasta la fecha; 


la obstrucción por años del acceso a la justicia por la vigencia de la Ley de 
Caducidad ante la comisión de graves crímenes de lesa humanidad, la aceptación 


“hasta el 2008 del amparo de quienes tienen información directa sobre los hechos 


bajo el resguardo del "secreto militar y la negligencia en la investigación judicial de 
los hechos, implican una violación de los artículos 8 y 25 de la Convención; 


el Estado incurrió en numerosas faltas al deber de diligencia, tales como los 
repetidos esfuerzos del Ministerio Público para lograr el archivo de la denuncia 
penal en aplicación de la Ley de Caducidad; la falta de atención del juez y fiscales a 
las solicitudes de María Macarena Gelmen en febrero de 2008 ante el Juzgado 
Letrado de Primera Instancia en lo Penal de Segundo Turno para que diligenciaran 
pruebas pendientes; la falta de líneas de Investigación con base en las 
declaraciones testimoniales referidas por otras sedes penales y testigos en la 
causa; y la falta de citación a funcionarios públicos y militares que han podido 
tener información; 


445-C.S. 


446-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de octubre de 2011 


€) no se ha recabado Información tendiente a esclarecer el lugar y circunstancias que 
rodearon el nacimiento de María Macarena Gelman, ni se ha investigado al personal 
. de salud que trabajaba en el lugar donde ella presuntamente nació; 


f la Ley de Caducidad le da competencia propiamente jurisdiccional al Poder 
Ejecutivo para resolver si los casos están comprendidos en la misma y, en 
consecuencia, *disponer la clausura y el archivo de los antecedentes, haciendo 
imposible el juzgamiento de los culpables por delitos de lesa humanidad”; 


9) el sistema procesal penal vigente en el Uruguay prácticamente no reconoce ningún 
derecho a las víctimas, lo que en este caso se tradujo en un impedimento a Juan 
Gelman para interponer recursos respecto de las decisiones de archivo de las 
investigaciones, adoptadas en diciembre de 2003 y octubre de 2005, en violación 
del artículo 8.1. de la Convención; 


h) el Estado violentó el derecho de las víctimas a conocer la verdad sobre los hechos 
al haber ocultado información relevante al caso y al no haber provisto los procesos 
y mecanismos necesarios para ello, lo que se evidencia, en su opinión, en: i) que el 
informe de la Comisión para la Paz no aportó mayor información a la averiguada 
por Juan y Maria Macarena Gelman por sus propios medios; li) las limitaciones que 
el propio Estado puso al acceso a la Información para elaborar el Informe 
“Investigación Histórica sobre detenidos desaparecidos”; y ii) que funcionarios 
estatales, en todos los niveles de gobierno, ocultaron información en su poder 
acerca de los hechos. Concluyeron en que el derecho a la verdad "está amparado 
conjuntamente por los artículos 1,1, 8, 13 y 25" de la Convención y que fue violado 
en perjuicio de Juan y Macarena Gelman y "la sociedad toda”; e 


1D) la obligación estatal de investigar los hechos e identificar a los responsables se 
encuentra reforzada por lo dispuesto en la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada, en vista que los hechos constituyeron un crimen de lesa 
humanidad. 


142. Aunque el Estado no se refirió a los alegatos particulares de la Comisión y los 
representantes en cuanto al deber de investigar los hechos, además de su 
reconocimiento de responsabilidad (supra párrs. 19 a 22), manifestó que: 


a) luego de restablecido el orden democrático en Uruguay, se procedió a adecuar la 
conducta del Estado a la norma de derecho, integrado entre otras por la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo que "no implica desconocer 
que [...] María Macarena Gelman fue hallada en el año 2000 y que los restos de [...] 
María Claudia García son un tema pendiente aún para el Estado uruguayo”; 


b) la Investigación de la Comisión para la Paz, creada por Resolución de la Presidencia 
de la República No. 858/2000 de 9 de agosto de 2000, concluyó su cometido con la 
elaboración de un Informe Final el 10 de abril de 2003, que incluye dentro de los 
casos analizados el de María Claudia García; 


c) el Discurso Inaugural del Presidente de la República, Tabaré Vázquez, de 19 de 
marzo de 2005, expresa que los casos de desaparecidos puestos a consideración 
del Poder Ejecutivo como consecuencia de lo dispuesto en la Ley de Caducidad "se * 
declaran excluidos de dicha ley”; 


d) la Resolución del Poder Ejecutivo de fecha 23 de junio de 2005, que fue 
comunicada al Poder Judicial, excluye el presente caso de la Ley de Caducidad; 


e) sin desconocer que "en un primer momento, la denuncia realizada por Juan Gelman 
fue comprendida, por el Poder Ejecutivo de la época, en el ámbito de la Ley de 
Caducidad”, recientemente, el caso fue reabierto mediante decreto judicial de 4 de 
agosto de 2008 a instancia de María Macarena Gelman, quien presentó pruebas 
supervenlentes para tal efecto, y actualmente se encuentra a cargo del Juzgado 
Letrado en lo Penal de Segundo Turno; 


f) ocurrió un cambio en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia del 
Uruguay, mediante la sentencia No. 365 de 19 de octubre de 2009, recaída en los 
autos caratulados "Sabalsagaray Curuchet, Blanca Stela, Denuncia, Excepción de 
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Inconstitucionalidad Arts. 1,3 y 4 de la Ley N[o.] 15.848”, que, por unanimidad, 
declaró Inaplicablos al caso las referidas disposiciones, fallo que si bien "es de 
aplicación al caso concreto, de conformidad al sistema de inconstitucionalidad de 
las leyes previsto en la Constitución del Uruguay, es razonable esperar que esta 
nueva jurisprudencia sea la que rija en el futuro para otros casos similares”, ya que 
*la Suprema Corte de Justicia, órgano de competencia originaria y exclusiva para 
pronunciarse en la materia conforme al artículo 257 de la Constitución podrá [...] 
dictar resolución anticipada en casos similares”; 


se presentaron diferentes proyectos, en el marco del Poder Legislativo, tendientes 
a dejar sin efecto la Ley de Caducidad; 


de manera paralela a las desarrolladas en vía judicial, en el ámbito del Poder 
Ejecutivo continúan, instruyéndose las investigaciones con la finalidad de 
esclarecer los hechos referidos a la violación a los Derechos Humanos en el período 
que abarca de 1973 a 1985 entre los cuales se encuentran los referentes a María 
Claudia García , Investigaciones que continuarán hasta esclarecer el destino de los 
desparecidos durante el período señalado. Además está existe el proyecto de 
"Elaborar un Protocolo para recolección e identificación de restos de personas 
desaparecidas”; 

en marzo de 2005 se creó, en el ámbito de la Presidencia de la República, un 
Grupo de Trabajo Académico a efectos de realizar investigaciones arqueológicas 
sobre la recolección e identificación de personas detenidas desaparecidas, el cual 
ingresó a diversas unidades militares a efectos de realizar dicha tarea y que dará 
continuidad a dichas investigaciones según surge de la prueba aportada; 


el Ministerio de Relaciones Exteriores ha elaborado un proyecto de ley que 
próximamente enviará al Poder Legislativo cuyo objeto es el dejar sin efecto los 
artículos 1%, 2%, 3? y 4% de la Ley de Caducidad, así como considerar interrumpido 
los plazos de prescripción, en aquellos delitos que así lo admitan, durante el 
periodo que rigió dicha ley; y 


se han presentado diferentes proyectos, en el ámbito del Poder Legislativo, 
tendientes a dejar sin efecto la referida Ley de Caducidad, aprobándose, el 20 de 
octubre de 2010, en la Cámara de Representantes, un proyecto de ley 
interpretativa de dicha Ley, que suprime los efectos de la misma y que se 
encuentra siendo tratado por la Cámara de Senadores de la República. 


B. Hechos referentes a las acciones de investigación del Estado 


143. Junto a los hechos referidos precedentemente como probados (supra párrs. 44 a 
63, 79 a 90 y 106 a 116) y que dan cuenta de lo que aconteció a María Claudia García y 
a María Macarena Gelman, existen otros realizados por el Estado que, de manera directa 


o indirecta, tienen relación con su conducta en vista del esclarecimiento de tales . 


situaciones y que serían los siguientes, conforme a lo afirmado por la Comisión, los 
representantes y el Estado, según corresponda y a los antecedentes del presente 
proceso. La Corte hace notar que, si bien en el contexto de los hechos hay relteradas 
referencias al Estado de Argentina, el presente caso fue presentado única y 
exclusivamente con relación al Uruguay. No obstante, los representantes aportaron 
información acerca de las investigaciones y causas iniciadas en Argentina en relación con 
hechos del presente caso'”. 


dd 


Esos hechos son: 


a) el 25 de agosto de 1976 la señora María Teresa Laura Moreira presentó una denuncia ante la Policía de la 
Repúbl denunció 


Ica Argentina y el 12 de septiembre de 1977 el señor Juan Antonio García Iruretagoyena 


también los hechos ante un Juzgado Instructor; E 

b) el 20 de mayo de 1987, Nora Eva Gelman, quien habla sido detenida con el matrimonio Gelman García, 
volvió a denunciar el secuestro y la detención llegal de María Claudia García Iruretagoyeno y su esposo; 

€.) en octubre de 2005 el Goblemo argentino anunció que solicitaría la extradición de militares implicados en 
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B.1 — Acciones respecto de la Ley de Caducidad 


144. El 22 de diciembre de 1986 el Parlamento uruguayo aprobó la Ley de 
Caducidad**”, que dispone lo siguiente: 


Aaiciés 1*.- Reconócese que, como consecuencia de la lógica de los hechos originados por el 
acuerdo celebrado entre partidos políticos y las Fuerzas Armadas en agosto de 1994 y a efecto de 
conciuir la transición nacía la piena vigencia del orden constitucional, ha caducado el ejercicio de 
la pretensión punitiva del Estado respecto de los delitos cometidos hasta el 19 de marzo de 1985 
por funcionarios militares y policiales, equiparados y asimilados por móviles politicos o en ocasión 


la desaparición de María Claudia García y la supresión de identidad de María Macarena Gelman García; 

d) el 10 de noviembre de 2005, el Gobierno argentino, a través del Secretario de Derechos Mumanos del 

Ministerio de Justicia y Derechos Mumanos, presentó una querella criminal ante el Juez Federal Mo. 7, 

Secretaría No. 14, dentro de la causó conocida como "Megacausa Plan Cóndor”, caratulada "Videla Jorge 

Rafael y otros s/ privación ¡legal de la libertad personal”, en la cual se Investiga, entre otros hechos, la 

desaparición forzada de María Claudia Garcia; 

e) en la querella, la Secretaría de Derechos Mumanos identificó a los miembros de los fuerzas armadas 

Sepa qee Jetrian participando en les huctos Y mávid los sotradicicnen de Josk cardo Amt Paralndón, 
Juan Manuel Cordero Placentini, José Nino Gavazzo Pereira, Ricardo José Medina Blanco, León Tabaré Pérez 

Alegre, Emesto Avelino Ramas Pereira, Juan Antonio Rodríguez Buratti, Jorge Alberto Silveira Quesada y 

Giberto Valentin Vásquez; 

M aproximadamente en el mes de mayo de 2006, el Gobierno argentino remitió las referidas solicitudes al 


Uruguay; 

9) con posterioridad, las autoridades uruguayas, en aplicación del Tratado de Extradición vigente entre 
Argentina y Uruguay, dispusieron la detención de los militares José Ricardo Arab Fernández, Juan Manuel 
Caidas Fiogordiaa, 3oné Nino Gavazzo Perelra, Ricardo José Medina Blanco, León Tabaré Pérez Alegre, 
Emesto Avelino Ramas Pereira, Juan Antonio Rodríguez Buratti, Jorge Alberto Silveira Quesada y Gilberto 
Valentín Vásquez, detenciones que comenzaron a hacerse efectivas a partir del 5 de mayo de 2006; 

h) el 1 de diciembre de 2006 el Juez Peral del 19 Turno de Uruguay, Juan Carlos Fernández Lecchini, 
resolvió declarar con lugar las extradiciones de Gilberto Valentín Vásquez, Ernesto Avelino Ramas 

Jorge Alberto Silveira Quesada, Ricardo Josá Medina Blanco, José Nino Gavazzo Pereira y José Ricardo Arab 
Fernández, bajo una serie de condiciones entre las que se indica que solo podrán ser trasladados a ía 
Argentina una vez que cumplen con sus condenas en el marco de los procesos penales instayrados en 


Uruguay; 

1) luego de los recursos interpuestos, aproximadamente en noviembre de 2008, la Suprema Corte de Justicia 
uruguaya confirma parcialmente la sentencia del Juez Lecchini y concedió la extradición de cuatro militares, 
quedando pendiente la decisión sobre dos recursos interpuestos; y 

3) por otra parte, en lo que respecta a Nanuel Cordero «indicado como uno de los autores de la desaparición 
forzada de María Cauda García Iruretagoyena y prófugo en Brasil- fue extraditado por Brasil a la Argentina 
en el marco de la cause del Plan Cóndor y fue procesado por la justicia argentina el 9 de febrero de 2010. 


ia Según manifestó la Comisión en su demanda, cuando se volvió a Namar elecciones, que se celebraron 
en noviembre de 1984, Julio María Sanguinetti fue electo Presidente del Uruguay y comenzó a ejercer su 
mandato el 1 de marzo de 1985. Entre los medidas adoptadas, reinsttuyó la Cosetiuuzión de 1987, restableció 
la independenda de la justicia civil y ciertos órdenes en lo laboral, lo político y administrativo; indultó a todas 
las personas en espera de fulcio ante los tribunales militares y obtuvo la aprobación parlementaria de la Ley de 
Pacificación Nacional, que, con excepción de 65, Indultaba a los 600 presos poíticos que quedaban, aunque 
A A AE 
o a ia bp o ie ore Como antecedente de la 
eden romnenbes had cama deci arde once 
pe bene Vd marea e y ec grey md ca lo denuncias en sede 
penal y la apertura de investigaciones correspondientes, la Suprema Corte de Justicia dictaminó que la justicia 
po a apre Lar conocer de esas denuncias y se comenzaron a realizar las primeras citaciones a 
1eS Ingitdadin, Anda cuña naunailo, les millares na cagalan » rolortesr apto Jas ciones er sala pendd y ad 
Ministro de Defensa ordenó a muchos oficiales que no comparecieran personalmente ante los tribunales civiles. 
la Comisión, a partir de 1986 el Presidente Sanguinety “empezó a buscar en el Pariamento una solución | 
a la cuestión de la rendición de cuentas de los militares”, En el ámbito Jurisdiccional, en noviembre de 


subordinados durarte la campaña antisubversiva e indicaron que dichos excesos no se 

señaló que la declaración merecia “una respuesta ce igual grandeza de espiritu”. Antes del vencimiento del 
plazo del 23 de diciembre (fecha en que deblan comparecer varios militares ante la justicia civil), y para evitar 
lo que denominó públicamente "una inminente crisis Institucional”, el 22 de diciembre una mayoría de 
legisladores “colorados” y “blancos” de ambas cámaras aprobaron la Ley de Caducidad. 
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del cumplimiento de sus funciones y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos que 
actuaron durarte el período de facto. 


> Artículo 2*.- Lo dispuesto en el artículo anterior no comprende: 


8) Las csusas en las que, a la fecha de promuigación de esta ley, exista auto de 
procesamiento; 
b) Los delitos que se hubieren cometido con el propósito de lograr, para su autor o 


para un tercero, un [provecho] económico; 
Acículo 3*.- A los efectos previstos en los artículos anteriores, el Juez interviniente en las 


de treínta días de recibida la comunicación, si el hecho investigado lo considera comprendido a no 
en el artículo 19 de la presente ley. 

Si el Poder Ejecutivo así lo comunicare, el Juez dispondrá la clausura y el archivo de los 
artecedentes. Si en cambio, no contestare o informa que no se halla comprendido dispondrá 
continuar la indagatoria. 

Desde la fecha de promulgación de esta ley hasta que el Juez reciba la comunicación del Poder 
Ejecutivo quedan suspendidas todas las diligencias presumariales en los procedimientos 
mencionados en el inciso primero de este artículo. 


Artículo 4% - Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes el Juez de la causa remitirá 
al Poder Ejecutivo testimonios de las denuncias presentadas hasta la fecha de promulgación de la 


El Poder Ejecutivo dispondrá de inmediato las investigaciones destinadas al esclarecimiento de 
estos hechos. 


El Poder Ejeculivo dentro del plazo de ciento veinte días a contar de la comuricación judicial de la 
Pa dee coat y Dos dopo de resultado de estas investigaciones y pondrá en su 
conocimiento la información recabada 
145. Tras la promulgación de la Ley de Caducidad, la Suprema Corte de Justicia fue 
llamada a pronunciarse sobre su constitucionalidad, en virtud de acciones de 
inconstitucionalidad presentadas por representantes de víctimas y familiares de 
desaparecidos o de roo a formulados de oficio por los jueces que estaban 
conociendo de las denuncias'*? 


146. En 1988 la Suprema Corte de Justicia sostuvo la constitucionalidad de la Ley de 
Caducidad por mayoría de tres votos a dos, lo cual, de acuerdo con el derecho 
constitucional uruguayo, tenía efectos vinculantes únicamente para el caso concreto. En 
dicho caso los jueces consideraron que, pese a no figurar la palabra "amnistía” en el 
texto, la Intención del legislador había sido conferir una "auténtica amnistía” a las fuerzas 
de seguridad'* 


147. El 16 de abril de 1989 un grupo de ciudadanos y familiares de detenidos 
desaparecidos, que conformaron la "Comisión Nacional pro Referéndum contra la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado”, promovió y obtuvo la recolección de las 
firmas de más del 25% de los electores (aproximadamente 630.000), con las cuales se 
interpuso un recurso de referéndum contra la Ley de Caducidad, el cual no fue aprobado 
por la ciudadania uruguaya, pues solo el 42,4% de los votantes se pronunció a favor de 


az Ley No. 15.848, supra nota 56. 


e Cfr. informe de Americas Watch, "Chalenging Impunity: The Ley de Caducidad and the Referendum 
Campalgn In Uruguay”, 12 de marzo de 1989, prueba, folos 1789 y 1790. 


e Cfr. Suprema Corte de Justicia de Uruguay, autos caratulados "Detta, Josefina; Menotti, Noris; Martínez, 
Federico; Musso Osiris; Burgell, Jorge yInconsttucionaldad de le ley 15.848. Arts,1, 2, 3 y 4”, sentencia No. 
112/87, A follos 22565 a 2318. Cfr. también, Suprema Corte de Uruguay, 
sutos caratulados “Macchi Torres, Jessi. Homicidio. Inconstitucionalidad de oficio Ley NY 15.848, arts. 19 y 39", 
sertenda No. 232/1988, y autos caratuidos "Whitelaw Agustori, Agustín Germán; Barredo Longo, Fernando 
José. Denuncia. Inconstitucionalidad”, sertencia NO 224/1983, ambas dtadas en el Caso Sabalsagaray 
Curutchet, infra nota 163, Suprema Corte de Justicia de Uruguay. Caso *Sabalsagaray Curutchet Blanca Stela — 
Denuncia de Excepción de Inconstitucionalidad”, sentencia No. 365, de 19 de octubre de 2009, prueba, follos 
2325 a 2379 folios 1479 y 1480. 
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hacer lugar al recurso y el resto en contra*%, 


148. El 19 de octubre de 2009 la Suprema Corte de Justicia dictó la sentencia No. 365 
en la causa Sabalsagaray Curutchet Blanca Stela, en la que declaró la 
inconstitucionalidad de los artículos 1, 3 y 4 de la Ley y resolvió que son Inaplicables al 
caso concreto que generó la acción (infra párr. 239)*%, 


149, El 25 de octubre de 2009 se sometió a consideración de la ciudadania, junto con 
las elecciones de autoridades nacionales y mediante el mecanismo de *iniclativa popular” 
que requirió previamente el apoyo de más de doscientas cincuenta mil (250,000) firmas, 
un proyecto de reforma constitucional por el cual se introduciría en la Constitución una 
disposición especial que declararía nula la Ley de Caducidad y dejaría inexistentes los 
artículos 1, 2, 3 y 4 de la misma, propuesta que sólo alcanzó el 47.7% de los votos 
emitidos, por lo que no fue aprobada***. 


150. El 29 de octubre de 2010 la Suprema Corte de Justicia dictó otro fallo en la causa 
“Organización de los Derechos Humanos”*”, en el cual, mediante el mecanismo de 
“resolución anticipada”, reiteró la jurisprudencia establecida en el caso Sabalsagaray 
(supra párr. 148), acerca de la excepción de inconstitucionalidad de la Ley de Caducidad, 
confirmándose los argumentos esgrimidos en la sentencia referida. 


B.2 Acciones en el ámbito del Poder Ejecutivo 


.151. Entre abril y mayo de 1999 Juan Gelman y su esposa solicitaron una reunión con 
el entonces Presidente del Uruguay, Julio Maria Sanguinetti, siendo finalmente recibidos 
el 7 de mayo de 1999 por el Secretario de la Presidencia, Elias Bluth, quien escuchó el 
relato de los hechos reconstruidos por su Investigación particular y solicitó a Juan Gelman 
la entrega de una minuta escrita a efectos de poner en conocimiento de la misma al 
Presidente, comunicándole personalmente, en los días siguientes, que el Presidente había 
quedado muy sensibilizado con el relato y haría todo lo posible para conocer la verdad de 
lo ocurrido, sin que volviera a comunicarse nuevamente'**. 


152. En octubre de 1999 se publicó una carta abierta del señor Juan Gelman al 
entonces Presidente de la República, Julio Maria Sanguinetti, en la que le reclamó la 
Investigación prometida y que en parte decía: 


Ojalá nunca padezca Usted estas angustias, el peso de este vacio doble, Se lo considera el más culto 
de los presidentes de América Latina y seguramente usted recuerda esta frase de su compatriota, el 
gran porta Lauiréamont: “Ni con un océsno lavarás ura sola mancha de sangre miejectual”. 
Especialmente cuando de por medio hay sangre de verdad. Las capas de silencio depositadas sobre el 
robo de bebés conforman una mancha Intelectual que no cesa de extenderse, porque el silencio sobre 
el crimen lo prolonga. Señor Presidente: ¿ordenó usted la averiguación prometida? Y sí lo hizo, 


su. Cfr, Corte Electoral, Testimonio sobre el resultado del referéndum de 1989, acta Mo. 6336, de 22 de 
junio de 1989, aprobada el 23 de de ese año, prueba, follos 3463 a 3468 (porcentaje calculado por la 

.- Secretaría con base en la información presentada por las partes), y Servido Paz y Justicia-Urvguay, Derechos 
Humanos en el Unyguay, Informe 2009, Mortevides, Uruguay, 2009, prueba, follo 3175, 


ss Cfr. Suprema Corte de Justicia de Uruguay. Caso "Sabalsagaray Curutchet Blanca Stela -Denuncia de 
Excepción de Inconstitudonalidad”, infra nota 163,sentencia No. 365, de 19 de octubre de 2009, prueba, folios 
2325 a 2379. 


2. Cfr. Corte Electoral, Testimonio sobre el resultado del plebiscito de 25 de octubre de 2009, prueba, 
folos 3469 a 3471. El apoyo a la Iniciativa se matertalizaba mediante la introducción en el sobre de votación de 
las elecciones nacionales a Presidente, Vicepresidente y miembros del Poder Legislativo una papeleta rosada con 
una sola opción para el SI. Pera ser aprobada la propuesta se necesitaba mas de la mitad de los votes 
pc y La propuesta alcanzó el 47,7% de los votos emitidos y el 43.15 “% de los votos habilitados 
Pe Suprema Corte de Justicia de Uruguay. Autos caratulados "Organización de los derechos Humanos - 
denuncia - excepción de Inconstitucionalidad - arts. 1%, 3*, 4% de la Ley N* 15,848 - Ficha ¡UE 2-21986/2006”, 
sentencia No. 1525, Ce 29 de octubre de 2010, prueba, folios 5205 a 5207. 


2. Cfr, Declaradón rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública, y testimonio de Mara La Madrid, 
supra nota 113, prueba, follos 3674 y 3675. 
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¿ninguna razón de humanidad lo mueve a comunicarme el resultado? Y si no la ordenó, ¿ninguna razón 
de humanidad lo mueve a hacerlo?'”. 


153. Según el Senador Rafael Michelini, el entonces Presidente de la República, Jorge 
"Battle Ibáñez, le dijo en reunión confidencial mantenida en junio del año 2000 que "sobre 
el caso de María Claudia, sabían absolutamente todo [...] incluido quién la había matado, 
nombrando [a un policía] [...] como autor del hecho [y] sólo poniendo la salvedad sobre 
el lugar exacto donde estaban los restos de María Claudia, aunque precisando que ya se 
sabía la zona y el área donde estaba”*””. 


154. El 9 de agosto de 2000, mediante Resolución del entonces Presidente de la 
República Jorge Battle, se dispuso la creación de la Comisión para la Paz*”* con el de fin 
“recibir, analizar, clasificar y recopilar información sobre las desapariciones forzadas 
ocurridas durante el régimen de facto”*”?, dotándola de amplias facultades para recibir 
documentos y testimonios, señalándole que debía actuar en la más estricta reserva y 
confidencialidad!” y dándole 120 días para formular sus conclusiones'”. 


155. La Comisión para la Paz culminó sus trabajos el 10 de abril de 2003 con un 
Informe Final”*, el cual fue formalmente entregado al entonces Presidente de la 
República, Jorge Battle, quién, mediante Decreto de 16 de abril de 2003 y actuando en 
Consejo de Ministros, oficializó la aceptación del citado Informe Final y, mediante 
"resolución No. 448/2003, lo asumió como "versión oficial sobre la situación de los 
detenidos-desaparecidos” durante el régimen de facto y dispuso su publicidad, con 
excepción de los anexos que contenían información privada para las familias que 
presentaron sus denuncias”*, 


156. Dicho Informe estableció, sobre la situación de uruguayos trasladados a centros 
diandestinos de detención en Argentina, "que las personas involucradas fueron arrestadas 
y trasladadas por fuerzas que actuaron de forma coordinada y no oficial o no reconocida 
como oficial”, 


157. Especificamente en relación a María Claudia García, el Informe estableció: 


54.- [...] Considera confirmada parcialmente 1 denuncia, en función de que existen elomertos de 
convicción colncidentes y relevantes que permiten asumir que la persona que se Individualiza en ANEXO 
NO 5.2 fue detenida en la Argentina y trasladada a nuestro pals, donde estuvo detenida en un centro 


id Cfr. Carta Ablerta de Juan Gelman al Presidente de la Republica, publicada en el diario La República es 
28 de febrero de 2000, prueba, folos 3340 a 3342, El soñor Gelman interpretó la actitud del Presidente 
Sanguinetti como una falta de voluntad política para esclarecer los hechos, al respecto, dfr. Declaración rendida 
por Juan Gelmán durante la audiencia pública. 


e Cfr, Investigación Histórica sobra Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, Tomo 1, Sección 1: Uruguay, inciso A: Detenidos-Desaparecidos, ficha personal de Garcia 
Iruretagoyena Cassinelll de Gelman, María Caucla, prueba, anexo 10 al escrito de solicitudes y argumento, CD 
1, póg. 210 (complementariamente págs. 199, 202, 207 y 217). Ver tombién, declaración rendida por Juan 
Gelman durante la audiencia pública, y testimonio de Mara La Madrid, supra nota 118, prueba, foto 3686. 


a Cfr. Resolución de la Presidencia de la Republica No. 859/2000, supra nota 23, prueba, folio 2107. 


ÓN Artículo 1 de la Resolución de la Presidencia de la Republica No. 858/2000, supra nota 23, prueba, foo 


ps Artículo 3 de la Resolución de la Presidencia de la Republica No. 858/2000, supra nota 23, prueba, follo 
107. 


os Artículo 7 de la Resolución de la Presidencia de la República No. 858/2000, supra nota 23, prueba, follo 
2107. 


nm Cfr. Informe Final de la Comisión para la Paz, supra nota 56. En el informe Final, ta Comisión para la 
Paz señaló que no le fueron adjudicadas funciones Investigativas, ni potestad coercitiva para la recolección de la 
Información (párr. 12); hizo notar las limitadones y principales dificultades que enfrentó para cumplir con su 
misión, reconociendo explicitamente que "se trató, en definitiva, no de lograr "una verdad” o la 'verdad más . 
convincente”, sino solamente "la verdad posible” (párr. 38), folios 286 y 293. 


m Cfr. Resolución de la Presidencia de la Republica Oriental del Uruguay No. 448/2003, de 10 de abril de 
2003, prueba, follo 2110. y 


e Cfr. informe Final de la Comisión para la Paz, supra nota 56, Capitulo TH. Conclusiones Principales. B) 
Denuncias sobre personas presuntamente desaparecidas en el Uruguay. B.4) Denuncias referidas a extranjeros, 
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clandestino de detención y dio a luz una hija que te fue quitada y entregada a una familla uruguaya, pero 

no ha podido confirmar plenamente las circunstancias de su muerne'”, 
158. En el anexo 5.2 del Informe Final la Comisión para la Paz se describieron algunos 
de los hechos ya enunciados y, aunque no se dispuso ninguna medida concreta para 
iniciar la búsqueda ante "la imposibilidad de obtener una versión coincidente sobre las 
circunstancias y el destino posterior de sus restos”, se concluyó que el secuestro de esa 
joven, sin relación alguna con el Uruguay, no tiene explicación lógica, salvo la obedecer al 
propósito de sustraerle su bebé y que se ha formado convicción de que Juego de ello, se 
dio muerte a la detenida”””. 


159. En marzo de 2005 la administración del Presidente Tabaré Vázquez anunció su 
compromiso de iniciar excavaciones en predios del Ejército para avanzar en el 
esclarecimiento del destino final de los restos de ciudadanos detenidos y desaparecidos 
durante la dictadura militar'* y para ello resolvió realizar las investigaciones pertinentes, 
con la indicación especial de localizar los restos de María Claudia García!*!, tareas luego 
suspendidas, lo que, conforme se informó a la Comisión Interamericana, no impediría "al 
Gobierno del Uruguay [continuar] con las labores en procura de encontrar más restos de 
ciudadanos detenidos-desaparecidos[, por lo cual] continuará en la búsqueda”**”, 


160. El 26 de diciembre de 2006 el Poder Ejecutivo dictó una resolución que declaró 
culminada la primera etapa de las actuaciones dirigidas a la investigación de las 
desapariciones forzadas perpetradas en territorio nacional; estableció la publicación de los 
informes elevados por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y el informe 
producido por la Universidad de la República**, 


161. En el 2007 el Poder Ejecutivo encomendó la publicación de la obra "Investigación 
Histórica sobre Detenidos Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la Ley [No.] 
15.848”, que contiene una Investigación historiográfica sobre el estudio de casos de los 
detenidos desaparecidos en Uruguay y la región (Argentina, Chile, Bolivia y Colombia), así 
como las gestiones realizadas a nivel internacional por sus familiares. Además, el 
documento hace una referencia detallada sobre los hechos de desaparición de María 
Claudia García y les fuentes consultadas para establecer dichos hechos, así como las 
nera A información que sobre el mismo había realizado la Comisión de Investigación 
Hi 


162. Durante la audiencia ante este Tribunal, el Estado presentó el documento 
*Investigaciones Arqueológicas sobre Detenidos - Desaparecidos desarrollados en el 
Batallón [No.] 14 de Paracaidistas, realizado por el Grupo de Trabajo creado en el ámbito 
de la Presidencia de la República”, que refiere al trabajo de campo desarrollado por el 
Estado entre los años 2005 y 2010, cuyo Capítulo 111, primera parte, se refiere a 
información derivada de investigaciones ocurridas entre agosto de 2005 y octubre de 


ve Cfr. informe Fina! de la Comisión para la Paz, supra nota 36, párr. 94, prueba, follo 299. 
” Cfr. informa final de la Comisión para la Paz, supra nota 56, anexo 5.2, prueba, follos 2201 22203. 


1 Cfr. Discurso inaugural del entonces Presidente Miguel Tabaré Vázquez, el 1* de marzo de 2005, 
prueba, follos 5030 a 5032. La medida adoptada por el Presidente incluía la realización de trabajos de campo en 
los lugares indicados como eventuales sitios de remoción de tierras que de alguna manera estuviesen ligadas a 
denuncias específicas o sospechosas, técnicamente comprobadas, donde pudiesen haber existido cementerios 
dandestinos y, así, se resolvió el ingreso a los batallones militares con dos objetivos principales: encontrar 
restos de personas asesinadas y confirmar sl existió previamente en esos terrenos una operación de desentierro 
con remoción ulterior de cadáveres para no dejar rastros de los mismos. 


son Cfr. informe presentado por el Estado el 14 de diciembre de 2006 dentro del trámite ante lá Comisión 
Interamericana, prueba, follo 603, Ln dl neo us ubicación material de los restos [..], así como la 
determinación de las amargas y desgarradoras circunstancias de la muerte de María Claudia, siguen siendo un 
compromiso brenenciobla pora el Goblameo UrugO”. 


143 Informe presentado por el Estado el 14 de diciembre de 2006, supra nota 182, prueba, follo 603. 


ses Resolución de la Presidencia de la Republica Oriental del Uruguay No. 832/2006, de 26 de diciembre de 
2006, prueba, follo 2113. 


Cfr, Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo « de la ley 
15,468 de 2007, supra nota 23, págs. 195 y ss. 
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2006", 


B.3 Acciones en el ámbito Judicial 


163. El 19 de junio de 2002 Juan Gelman, a través de su representante legal, presentó, 
ante el Juzgado Letrado en lo Penal de Cuarto Turno, una denuncia en relación con la 
privación de libertad y homicidio de María Claudia García, así como la sustracción de su 
hija y la supresión de su estatuto civil!*, trabándose entre dos tribunales de la 
jurisdicción civil una controversia sobre la competencia para analizar dicha denuncia, Una 

. wez determinada la competencia del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 
Segundo Turno (en adelante “Juzgado de Segundo Turno”), éste dispuso, mediante 
resolución de 13 de diciembre de 2002 que, a efectos de determinar si los hechos 
denunciados guardaban conexión con otras circunstancias instruidas en expediente 
separado ante el mismo Juzgado y si correspondía la inclusión del caso en el ámbito de 
aplicación de la Ley de Caducidad, se diera la apertura de presumario y ordenó la citación 
para prestar testimonio de varias personas'*”, 


164, Entre diciembre de 2002 y septiembre de 2003 se tomaron las declaraciones y se 
anexaron las documentales pertinentes, pasando las actuaciones al Ministerio Público 
Fiscal a efectos de manifestar su posición sobre la causa, la que consistió en que el Fiscal 
Letrado Nacional en lo Penal de Cuarto Turno solicitó la "clausura [de las]. actuaciones” 
debido a la aplicabilidad, a su juicio, de la Ley de Caducidad'”. 


165. El Juzgado de Segundo Turno no accedió al pedido del Fiscal dado que, conforme 
al artículo 30 de la Ley No. 15.848, sólo el Ejecutivo podía decidir el cierre en esos casos, 
por lo cual pa al Poder Ejecutivo que determinara si los hechos estaban comprendidos 


en la Ley?" 
166. El a Ejecutivo, mediante oficio de 28 de noviembre de 2003, informó al 


Juzgado de Segundo Turno, por conducto de la Suprema Corte de Justicia, que el caso 
estaba comprendido por los efectos de la Ley de Caducidad*”, 


167. El 2 de septiembre de 2003 el juez entonces a cargo adoptó una medida 
precautoria para preservar el predio correspondiente al Batallón Militar No. 13 de la 
Infantería del Ejército Nacional!” consistente en la suspensión de las obras que la 


109 Cfr. Investigaciones ojo rl ranma desarrolladas en el Batañón No, 14 
de Paraceldistas, págs, 82 y ss, y dictamen pericial rendido porMartha Guianze durante la audiencia pública,, en 
A a ER Dl E oO e E IR O IA O CA 
Ejecutivo, que se ejecutan por convenios de la Presidencia de la República con la Universidad ce la República, 
con técnicos de la Universidad que muchas veces hacen el trabajo ad honorem, que no están bajo la supervisión 
A AA A A O 
logrado todavía la coordinación necesaría para que exista un protocolo que determine que esas pruebas sean 
trasladables al juicio con todas las garantias del proceso. 


cid Denuncia IA us e e a A ds, 
prueba, folios 386 a 402. 


o lución judicial del Juzgado de Segundo Turno de 13 de didembre de 2002, prueba, A 
to, 
pus PTA DIO PEA Público Enríque Múler Mendezde 1 de septiembre de 2003, prueba, 


e, Resolución del Juzgado de Segundo Turno de 15 de octubre de 2003, prueba, folios 420 a 422. 


. Oficio de la Presidencis de la República de 28 de noviembre de 2003 en respuesta al requerimiento del 
Jxgado de Primera Instancia en lo Penal de Segundo Turno, prueba, folios 424 a 426. 


ces O: E A A MO 1 7 0 E de a Mi 


istárica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ¡ey 15.488 de2007, 
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Intendencia Municipal se encontraba realizando en el predio'”, amparándose para ello en 
el derecho internacional, sosteniendo que "aún de resultar clausurada la presente 
investigación, perviven los derechos de los deudos de la víctima a conocer el lugar donde 
sus restos se encuentran, u obtener datos que permitan esclarecer cuál fue su destino 
final”, pero, poco tiempo después, el mismo juez dispuso el cierre de la Investigación. 


168. Juan Gelman interpuso un recurso administrativo de revocación contra el referido 
acto del Poder Ejecutivo de noviembre de 2003'”, el que fue rechazado en atención a 
que, tratándose de un acto de gobierno, "carece de naturaleza administrativa” y, en 
consecuencia, la referida decisión no “admite los [recursos] administrativos”%, 
Consecuentemente, el Juez Letrado dis Ispuso la clausura de las actuaciones mediante 
resolución de 2 de diciembre de 2003'”, decisión que no pudo ser recurrida por estar 
severamente limitada en la Si penal uruguaya la participación directa y autónoma 
de la víctima en el proceso!* 


169. El apoderado de Juan Gelman interpuso una solicitud de dedaración de 
Inconstitucionalidad del artículo 3 de la Y, alegando que vulneraba varios derechos 
reconocidos en la Constitución pb di , acción que el 15 de noviembre de 2004 fue 
desestimada por la Suprema Corte* 


170. El 10 de junio de 2005 Juan Gelman acudió nuevamente al Juez de Segundo Turno 
de Montevideo, para solicitar la reapertura de la investigación con base en nuevas 
pruebas, que consistían en tres artículos periodísticos que relataban el asesinato de María 
Claudia García y de otras personas que habían desaparecido durante la dictadura*”, 


171. El Juzgado de Segundo Turno solicitó una vez más al Poder Ejecutivo que decidiera 
si los hechos estaban comprendidos en la Ley de Caducidad. El 23 de junio de 2005 el 
goblerno del Presidente Tabaré Vázquez respondió en sentido negativo*%, 


172. Por lo anterior, el 27 de junio siguiente el Juez Letrado reabrió la investigación, 
dispuso varias medidas cautelares y ordenó pruebas. Como medida cautelar para la 
preservación de eventual prueba, el juez dictó una resolución en la que, entre otras 
cuestiones, solicitó al Poder Ejecutivo la remisión de "toda actuación relativa a la 
prospección y búsqueda de restos humanos en dependencias militares o no militares que 


supra nota 23, Informe del Comando General del ejército, 8 de agosto de 2005, pág. 82, y Audiencia de 3 de 
octubre de 2007, en autos "Medina, Ricardo y otros. Ficha 2-43332/2006", prueba, anexo 2, pleza 4, págs. 107 a 
119. 

. Resolución judicial de 2 de septiembre de 2003, prueba, Anexo 2, pieza 2, págs. 2a $. 


Sen Escrito de Juan Gelman, sin fecha, solicitando revocación de la decisión del Poder Ejecutivo de 28 de 
norlembre de 2003, prueba, follos 424 a 436, 


1. Resolución Mo. 82.572 de la Presidencia de la República, de 2 de febrero de 2005, desestimando el 
recurso de revocación, prueba, anexo 2, pleza 2 y 3, páginas 543 y 544. 
e Auto No. 3134 de 2 de diciembre de 2003, Juzgado Segundo Turno, descrito en Investigación Histórica 
sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de2007, supra nota 23, Torno 
11, pág. 213, y en el Oficio 2242/2008 del propio Juzgado de Segundo Tumo que informa el contenido de la 
resolución, prueba, anexo 2, pieza 2 y 3, pág. 41. 
». Código del Proceso Penal del Uruguar: 
Artículo 83 (carácter restrictivo). El damnificado y el responsable civil no tendrán [más] intervención ni 
facultades que las que establecen los artículos precedentes. 
ado 0 nd pen E eta): El damnificado y el tercero dwilmente responsable podrán 
solicitar durante el sumario todas las providencias Útiles para la comprobación del delko y la 
determinación de les culpables, debiendo estarse a lo que el Juez resuelva, sin ulterior recurso, (el 
subrayado no es original) 
hd Escrito de Juan Gelman, sin fecha, solicitando la declaración de Inconstitudonalidad del artículo 3* de la 
Ley de Caducidad, prueba, folios 445 a 457. 
ar ¿eran Corro de Javi ds Veaguay, Santana 110-332, ¡08:15:06 vaciantico de 2004, Prosa; Atos 
y 171 
a Crr. Sobcitud de desarchivo de las actuaciones y prosecución de la Instancia presumarial, presentada por 
Juan Glnan el Dengado do SODUROS TUNElo, DIVINO, IORDG ET O 40). 


». Cfr, Nota del Poder Ejecutivo al Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Uruguay, de 23 de junio 
de 2005, prueba, foto 499. 
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actualmente se están cumpliendo”, así como que se le mantuviera informado de las 
novedades en este sentido”. 


173. En julio de 2005 Juan Gelman presentó ante el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación una solicitud de remoción del Fiscal actuante en la causa, Enrique 
Móller Méndez, en razón de declaraciones públicas a la prensa en las que manifestaba - 
aún antes de haber tomado intervención formal en la causa- que mantendría su posición 
e Interpretación jurídica solicitando nuevamente el archivo de las actuaciones, tal como ya 
lo había hecho en Julio del año 2003*”. La solicitud fue rechazada. 


174. El 8 de agosto de 2005 el Fiscal del Ministerio Público volvió a solicitar que se 
archivara la investigación porque, a su juicio, el caso estaba comprendido en la Ley de 
Caducidad, y argumentó que la anterior sentencia interlocutoria que dispuso archivar la 
investigación tenía carácter de cosa juzgada. El Juez no hizo lugar a la solicitud del Fiscal 
por considerar que la Ley de Caducidad no comprendía los delitos alegados, sino que 
establecía un procedimiento su/ generis que otorgaba al Ejecutivo la facultad de autorizar 
o no el proceso judicial y que no se podía alegar cosa juzgada por no haber procedimiento 
ni persona vinculada, lo cual le permitió continuar con la investigación”. 


175. El 11 de agosto de 2005 -en cumplimiento de la medida cautelar ordenada por el 
juez- el entonces Secretario de Presidencia de la República, Gonzalo Fernández, presentó, 
en el marco del trámite en que se estaba resolviendo la petición de reapertura del 
presumario, una copia certificada del Informe de la Comisión Investigadora sobre el 
Destino Final de 33 Ciudadanos Detenidos en el Período comprendido entre el 27 de junio 
de 1973 y el 1 de marzo de 1985, elaborado a solicitud del Presidente de la República, 
por el Comando General del Ejército "en forma secreta con el propósito de contribuir al 
esclarecimiento del destino de los restos de los ciudadanos detenidos, durante el régimen 
de facto (27 de [jjunio de 1973 - 1? de (mjarzo de 1985), cuya detención no había sido 
reconocida hasta la fecha por la Institución*%*, 


176. El Informe señala una operación de exhumación e incineración de los restos de los 
detenidos desaparecidos fallecidos y sepultados en predios militares, llevada a cabo en 
1984 y conocida como “Operación Zanahoria”, en la que se dispuso la cremación y 
trituración de lo que no fue posible cremar y que no habría alcanzado a la totalidad de los 
casos, e igualmente detalló, en su Anexo No. 1, caso a caso la información de que 
dispone, indicando en relación con María Claudia García lo que sigue: 


OR: 

0) a 
Después de dar luz en el Hospital Militar fue trasladada nuevamente al mismo lugar de detención. 

En diciembre del año 1976 se la separó de su hija y fue trasladada a los predios del Batalión 1 Parac. 
No. 14 donde se le dio muerte. 

Sus restos fueron enterrados en el lugar y no habrían sido exhumados en el año 1984, permaneciendo a 
la fecha en el área mendonada””. 


177. El Ministerio Público interpuso recurso de reposición y apelación en subsidio contra 
la decisión del Juzgado Letrado, el cual rechazó la revocatoria. El 19 de octubre de 2005 
el Tribunal de Apelaciones revocó la providencia impugnada y determinó que se archivara 
el caso, por considerar que la titularidad de la acción penal corresponde en definitiva al 
Ministerio Público*%, El representante del señor Gelman fue notificado personalmente de 


= Resolución judicial de 27 de junio de 2005, prueba electrónica, anexo 2, pleza 2 y 3, págs. 284 y 285. 
-. Solicitud de remoción del fiscal presentada por Juan Gelman, prueba electrónica, anexo 2, pieza 2 y 3, 


págs. 319 a 324. 
Pl Cfr. Resolución judicial de 16 de agosto de 2005, prueba electrónica, anexo 2, pieza 2 y 3, págs. 346 a 
e Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 


Investigación 
15.488 de2007, supra nota 23, Informe del Comando General del ejército, 8 de agosto de 2005, págs. 74 a 82. 


rl Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 
de2007, supra nota 23, informe del Comando General del ejército, 8 de agosto de 2005, pág. 82. 

De Cfr, Tribunal Penal de Apelaciones, sentencia No. 268 de 19 de octubre de 2005, prueba, fohos 501 a 
510. El Tribunal de Apelaciones determinó que la fiscalía, que está obligada a llevar adelante el proceso, no 
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esta decisión el 9 de noviembre de 2005*”, 


178. El 27 de febrero de 2008 María Macarena Gelman se presentó ante el Juzgado del 
Segundo Tumo y solicitó la reapertura de la causa alegando hechos supervenientes*%, a 

reíz de lo cual el Ministerio Público y Fiscal aceptó los argumentos sostenidos y pd 
habilitar la reapertura de las investigaciones””, El juez dispuso el 4 de agosto de 2008, 
por una parte, la reapertura del presumario, considerando al efecto que, existiendo dos 
pronunciamientos opuestos del Poder Ejecutivo (supra párrs. 168 y 172), se debía acoger 
cea tado el último pronunciamiento, y por la otra, el diligenciamiento de 
pruebas?” 


179. El 13 de octubre de 2008 un antropólogo forense de la morgue judicial de 
Montevideo presentó al juez el Informe No. 782 en que reporta la realizadón de una 
pericia de comparación cráneo-fotográfica. Para ello, en diciembre de 2005 le entregaron 
44 bolsas con restos humanos óseos de más de un centenar de individuos traidos desde 
el Cementerio de Vichadero. El Informe que se presentó reporta la comparación de uno de 
los cráneos contenidos en esas bolsas, con fotografías de María Claudia García que no 
eran de buena calidad. El profesional concluyó que a un 93.5% de probabilidades de 
que los mismos pertenecieron a María Claudia García** 


180. El 31 de octubre de 2008 el juez dispuso la a” ce una Junta Médica a la 
que solicitó se expidiera sobre la factibilidad de realizar un ADN sobre los restos óseos 
estudiados. La Junta Médica se pronunció el 18 de noviembre de ese año, sugiriendo que 
se intentara la realización de dicho análisis. En diciembre de 2008 se extrajo material del 
cráneo para ser enviado al Laboratorio de Genética Humana en España”. 


181. María Macarena Gelman solicitó al juez la Intervención del Equipo Argentino de 


consideró que estuvieran presentes los requisitos previos para ello. Si el fiscal opina que no existen fundamentos 
para el procesamiento, el Juez está obligado por esta decisión y no pueda instruir el proceso por sí solo, 


an aa o 2092: da natación NO, 200 0 Jena de Somenda "remo, de Udo rinclendn de ALA, Jas, 


E Cfr. Solicitud de reapertura del presumario presentada por María Macarena Gelman al Juzgado del 
segundo Tumo, prueba, anexo 2, pleza 2 y 3, págs. 497 y 510. Alegó los siguientes: un Informe de la Fuerza 
Aérea uruguaya de 8 de agosto de 2005, relacionado a los hechos denundados en el Informe de la Comisión 
para la Paz, donde se hace referencia a los vuelos ordenados por el Comando General de la Fuerza Aérea a 
solicitud del SID (los Comandantes en Jefe de las tres ramas de las Fuerzas Armadas recibieron una orden del 
Presidente Vázquez para elaborar informes escritos sobre les actividades realizadas por sus respectivas Fuerzas 
durante la dictadura militar); el hallazgo de restos humanos y/o piezas presuntamente humanas, algunas de las 
cuales pertenedan a personas desaparecidas durante la Úlima dictadura militar; informes periodísticos de los 
años 2006 y 2007 que se refleren a la existencia de cementerios clandestinos; las confesiones del Coronel 
Gliberto Vázquez en la cual brinda detalles sobre ¡a adquisición de un inmueble en el que se habría Instalado el 
centro clandestino de detención "Base Valparaiso”; e informe periodística del año 2008 relacionado a la presunta 
confesión del Coronel Jorge Silveira quien habría afirmado que Gavazzo fue quien mató a María Claudia. 


2. Cfr. Parecer del Ministerio Público y Fisca! de 22 de abril de 2008, prueda, anexo 2, pleza 2 y 3, págs. 
$18 y 523. Para sustentar su decisión el Fiscal indicó que *[l]a Ley N* 15.848, [...] ne consagró una arenistía 


Ejecutivo 

delitos [sean] investigados y juzgados por la justicia”. Señaló cue "[e]n el caso de autos, estamos en presencia 
de dos pronunciamientos del Poder Ejecutivo contradictorics”. Agregó que “no estando prevista la solución de la 
Cuestión en el texto de la ley, teniendo presente la naturaleza de acto de gobierno [...] ma de darse preeminencia 
al último de elfos”. Asimismo indicó que ha desaparecido el obstáculo procesal para que la Justicia proceda a ía 
investigación y eventual jurgamiento del caso”, 


u pa gp go poa alo Ltrs de o loo ra, red prueba, anexo 2, 
pleza 2 y 3, págs. 546 a 555, El juez ordenó: la recaudación de información y documentos relativos sobre las 
excavaciones realizadas en el Batallón No. 13 de Infanteria del Ejército y Batallón No. 14 de Infantería de 
Paracaidistas y la recepción de las declaraciones de José Lopez Mazz, Roger Rodríguez y Julio Cesar Barbosa. 
Adicionalmente solicitó: al Ministerio del Interior, la información sobre el domicilio de Ariel López Silva, José 
Norberto Narváez Cores y que remitlera copla autenticada de los legajos personales de Ricardo Medina Blanco, 
José Sande Uma, Hugo Campos Hermida, y a la Dirección de Migración la nómina de los pasajeros que 
ingresaron al Uruguay desde Buenos Alres, Argentina, en el mes de octubre de 1976, entre otras. 


au Cfr. informe No. 782 del Laboratorio de Antropología Forense de 13 de octubre de 2008, prueba, anexo 
2, pieza 2 y 3, págs. 649 a 670. 


u Cfr. Informe No. 794 del Laboratorio de Antropología Forense de 11 de diciembre de 2008, prucba, 
anexo 2, pieza 4, págs. 138 a 143. 
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Antropología Forense para la inspección de los restos, así como la remisión de las 
muestras del cráneo a un laboratorio en la ciudad de Córdoba, Argentina, sin perjuicio de 
que otra pudiera ser examinada en Uruguay. El juez citó a todas las partes involucradas a 
una audiencia el 11 de marzo de 2009 y ordenó una pericia antropológica complementaria 
a cargo de un perito antropólogo forense de la División de Tanatología Forense de la 
Gerencia Criminalística del Instituto de Medicina Legal del Perú. Durante la audiencia, se 
resolvió autorizar la presencia del Equipo de Antropología Forense pero sin permitir 
ningún tipo de manipulación técnica y no se les permitió realizar ningún tipo de dictamen 
ni opinión técnica. El 17 de marzo de 2009 se realizó la pericia de comparación del cráneo 
y se dictaminó como una "identificación positiva” ?*, No obstante, en agosto de 2009 los 
resultados de las pruebas genéticas arrojaron resultado negativo. 


182. Al emitir la presente Sentencia, esta causa se encuentra en Investigación 
presumarial y no hay mayores avances en la investigación, no hay ninguna persona 
formalmente acusada ni sancionada, ni se ha logrado determinar el paradero de María 
Claudia García. 


C. La obligación de investigar en la jurisprudencia de este Tribunal 


183. Esta Corte ha destacado que la obligación estatal de Investigar y sancionar las 
violaciones de derechos humanos*'* y, en su caso, enjuiciar y sancionar a los 
responsables, adquiere particular importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y 
la naturaleza de los derechos lesionados, especialmente en vista de que la prohibición de 
la desaparición forzada de personas y su correlativo deber de investigaria y sancionar a 
sus responsables han alcanzado desde hace mucho carácter de fus cogens””*. 


184. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos se encuentra dentro 
de las medidas positivas que deben adoptar los Estados para garantizar los derechos 
reconocidos en la Convención?**. El deber de investigar es una obligación de medios y no 
de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no 
como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera 
gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas, de 
sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorlos**”, 


185. Tratándose de desaparición forzada, y ya que uno de sus objetivos es impedir el 
ejercicio de los recursos legales y de las garantias procesales pertinentes, si la víctima 
misma no puede acceder a los recursos disponibles, resulta fundamental que los familiares 
u otras personas allegadas puedan acceder a procedimientos o recursos judiciales rápidos 
y eficaces como medio para determinar su paradero o su estado de salud o para 
individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva?**, 


186. En definitiva, toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una 
persona ha sido sometida a desaparición forzada debe iniciarse una investigación". Esta 


ga Informe antropológico forense de 17 de marzo de 2009, solicitado por el Juzgado de Segundo Turno, 
prueba, anexo 2, pieza 4, pág. 320. 

PE Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra nota 20, párrs. 166; Caso Cabrera García y Montiel Flores 
supra nota 16, párr. 215; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguais), supra nota 16, párr. 137. 
se Cfr. Caso Golburú y otros, supra rota 23, párr. 84; Caso Gomes Lund y otros (Guerriha do Araguala), 
supra nota 16, párr. 137, y Caso Ibsen Cárdenas e Jbsen Peña, supra nota 9, párr. 197. 

m6 Cfr. Caso Velésquez Rodríguez. Fondo, supra nota 20, párr. 167; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha 
do Araguala), supra nota 16, párr. 138; Caso Rosendo Cantú y otra, supra nota 9, párr. 175. 

ue Cfr, Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra nota 20, párr. 177; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilhe 
do Araguala), supra nota 16, párr. 138; Caso Rosendo Cantú y otra, supra nota 9, párr. 175. 

ue Cfr, Caso Anzualóo Castro, supra nota 75, párr. 64; Caso Gomes Lund y otros (Guerriha do Araguala), 
supra nota 16, párr. 107, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 64, 

ne. Cfr, Caso Radille Pacheco, supra nota 74, párr. 143; Caso Ibsen Córdenes e Ibsen Peña, supra nota 9, 
párr. 65, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), supra rota 16, párr. 108, 
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obligación es Independiente de que se presente una denuncia, pues en casos de 
desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de garantía, imponen la 
obligación de investigar el caso ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y 
efectiva”, Esta Investigación debe ser reallzada por todos los medios legales disponibles 
y orientarse a la determinación de la verdad. Este es un elemento fundamental y 
condicionante para la protección de los derechos afectados por esas situaciones”, En 
cualquier caso, toda autoridad estatal, funcionario público o particular que haya tenido 
noticia de actos destinados a la desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo 
inmediatamente”, 


187. Del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de violaciones de 
derechos humanos, o sus famillares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y 
actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y 
del castigo de los responsables, como en la búsqueda de una debida reparación. 


188. La obligación de investigar y el correspondiente derecho de la presunta víctima o 
de los familiares no sólo se desprenden de las normas convencionales de derecho 
internacional, imperativas para los Estados Parte, sino que, según el Estado de que se 
trate, además deriva de la legislación interna que hace referencia al deber de investigar 
de oficio dertas conductas ilícitas y a las normas que permiten que las víctimas o sus 
familiares denuncien o presenten querellas, pruebas, peticiones o cualquier otra diligencia, 
con la finalidad de participar procesalmente en la o penal con la pretensión de 
establecer la verdad de los hechos”. 


189. La referida obligacdón internacional de procesar y, si se determina su 
responsabilidad penal, sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos, se 
desprende de la obligación de garantía consagrada en el artículo 1,1 de la Convención 
Americana. Esta obligación implica el deber de los Estados Parte de organizar todo el 
aparato gubemamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se 
manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar 
jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos””* 


190. Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben A investigar y 
sancionar toda violación de los derechos reconoddos por la Convención y procurar, 
además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado Yen su caso, la 
reparación de los daños producidos por la violación de derechos humanos 


191. Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se 
restablece, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede 
afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las 
personas sujetas a su jurisdicción”, 


192. La satisfacción de la dimensión colectiva del derecho a la verdad exige la 
determinación procesal de la más completa verdad histórica posible, lo cual incluye la 


o Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra rota 146, párr, 143; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, 
supra nota 9, párr. 65, y Caso Gorres Lund y otros (Guerriiha do Araguala), supra nota 16, párr. 108. 


m Cfr, Caso de la Mesecre de Pueblo Bello, supra rota 146, párr. 145; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, 
supra nota 9, párr. 65, y Caso Gomes Lund y otros (Guerriiha do Araguala), supra nota 16, párr. 108. 


pe Ln Caso Anzualdo Castro, supra nota 75, párr. 65; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, 
= Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 192, y Caso Gomas Lund y otros 
(Guerriiha do Araguala), supra nota 16, párr. 139. 

m Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra nota 20, párr. 166; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, 
supra nota 9, párr. 65; Caso De la Masacre de las Dos Erres, supra rota 127, párr, 234, y Caso Gomes Lund y 
otros (Guerrilha do Araguaia), supra nota 16, párr. 140. 


bed Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra nota 20, párr. 166; o A A ts 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203, párr. 112, 
y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilta do Araguela), supra nota 16, párr. 140. 

2 Cfr, Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra nota 20, párr. 176; Caso González y otras ("Campo 
> «ote ai a JS E: CU JS 
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determinación judicial de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que 
de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes 
responsabilidades”””, 


193. Cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención 
Americana, todos sus órganos, Incluidos sus Jueces, están sometidos a aquél, lo cual les 
obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, por lo que los jueces y 
órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un "control de convencionalidad” entre las normas internas 
y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y 
de las regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, deben tener en cuenta no 
solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención Americana?” 


194. La Justicia, para ser tal, debe ser oportuna y lograr el efecto útil que se desea o se 
espera con su acclonar y, particularmente tratándose de un caso de graves violaciones de 
derechos humanos, debe primar un principio de efectividad en la Investigación de los 
hechos y determinación y en su caso sanción de los responsables””, 


D. Las amnistías en opinión de otras instancias internacionales 


195. Las amnistías o figuras análogas han sido uno de los obstáculos alegados por 
algunos Estados para investigar y, en su caso, sancionar a los responsables de violaciones 
graves a los derechos humanos””. Este Tribunal, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, los órganos de las Naciones Unidas y otros organismos universales y regionales 
de protección de los derechos humanos se han pronunciado sobre la incompatibilidad de 
las leyes de amnistía relativas a graves violaciones de derechos humanos con el derecho 
internacional y las obligaciones internacionales de los Estados. 


196. Como ya ha sido adelantado, esta Corte se ha pronunciado sobre la 
incompatibilidad de las amnistías con la Convención Americana en casos de graves 
violaciones a los derechos humanos relativos a Perú (Barrios Altos y La Cantuta), Chile 
(Almonacid Arellano y otros) y Brasil (Gomez Lund y Otros). 


197. En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, del cual Uruguay forma parte 
por decisión soberana, son relterados los pronunciamientos sobre la incompatibilidad de 
las leyes de amnistía con las obligaciones convencionales de los Estados cuando se trata 
de graves violaciones a derechos humanos. Además de las decisiones antes mencionadas 
de este Tribunal, la Comisión Interamericana ha concluido, en el presente caso y en otros 
relativos a Argentina**, Chile?*, El Salvador”, Haiti”, Perú“? y Uruguay”” su 
contrariedad con el derecho internacional. Asimismo, la Comisión ha recordado que: 


y Cfr. Caso de la Masacre de ls Rochele Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de 
de mayo de 2007, Serie C No. 163, párr. 195; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 158, y 
Caso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr. 234. 

uo ón yg gra 


Preliminares, Fondo, Reparaciones y costas. 
Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C Mo. 1 a 124; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha de 
Araguala), supra nota 16, párr. 176, y Caso Cabrera García y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 225. 
.. Cfr. Caso García Prieto y otros VS. El Salvador, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2007. Serie C. No. 168, párr. 115; Caso Chitay Nech y otros, supra nota 63, 
párr. 195; y Cfr. Caso Radilla Pacheco, supra neta 74, párr. 20 
mn e A MA, AUN 
que, Independientemente, de su denominación, persiguen la misma Ainalicad 


es Cfr. CIDH. informe No. 28/92, Casos 10.147; 10,181; 10.240; 10.262; 10.309, y 10,311, Argentina, de 
2 de octubre de 1992, párrs. 40 y 41. 

E Cfr. CIDH. Informe de fondo No. 34/96, Casos 11.228; 11.229; 11.231, y 11.282, Chile, de 15 de 
octubre de 1996, párr, 70, y CIDH, Informe de fondo No. 36/96. Chile, de 15 de octubre de 1996, párr. 71. 
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se ha pronunciado en un número de casos claves en los cuales ha tenido la oportunidad 
de expresar su punto de vista y cristalizar su doctrina en materia de aplicación de leyes de 


han declarado en forme uniforme que tanto, las leyes de amnistía como las medidas 
legislativas comparables que impiden o dan por terminada la Investigación y juzgamiento 
de agentes de [un] Estado que pueden ser responsables de serias violaciones de la 
Caotoorl o la Declaración Americana, violan múltiples disposiciones de estos 


198. En el ámbito universal, en su informe al Consejo de Seguridad titulado El Estado de 
derecho y la justicia de transición en las sociedades que sufran o han sufrido confíictos, el 
Secretario General de las Naciones Unidas señaló que: 


[...] los acuerdos de paz aprobados por las Naciones Unidas nunca pued[e]n prometer 
amnistías por crimenes de genocidio EE 
graves de los derechos humanos [...J' 


199. En el mismo sentido, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos concluyó que las amnistias y otras medidas análogas contribuyen a la impunidad 
y constituyen un obstáculo para el derecho a la verdad al oponerse a una aer rd : 
fondo sobre los hechos”* y que son, por lo tanto, incompatibles con las obligaciones qu 
incumben a los Estados en virtud de diversas fuentes de derecho internacional 
Adicionalmente, en cuanto al falso dilema entre paz o reconciliación y justicia, manifestó 
que: 

apo amnistías que exoneran de sanción penal a los responsables de crímenes atroces en 

la esperanza de garantizar la paz suelen fracasar en el logro de su objetivo, y en lugar de 

ello han alentado a sus beneficiarios a cometer nuevos crímenes. Por el contrario, se ha 

llegado a acuerdos de paz sin disposiciones relativas a amnistía en algunas situaciones en 

arbol oc nr boi detec yde - dl 

muchos temían que los enjuiciamientos prolongaran el conflicto? 


200. En consonancia con lo anterior, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la 
cuestión de la impunidad destacó que: 


5 Cfr. CIDH. Informe de fondo No. 1/99, Caso 10.480. El Salvador, de 27 de enero de 1999, párrs. 107 y 
po. Cfr, CIDH. Informe No. 8/00, Caso 11,378, Haiti, de 24 de febrero de 2000, párrs. 35 y 36. Si bien el 
caso no es especificamente sobre la convencionalidad de leyes de amnistía, la Comisión retoma su postura 
respecto de las leyes de amnistía y la ansiza a la luz del principio de continuidad de los Estados. 


2 Cfr, CIDH. informe de fondo No. 20/99, Caso 11.317. Perú, de 23 de febrero de 1999, párrs. 159 y 160; 
CIDH. Informe de fondo No. 55/99, Casos 10,815; 10,905; 10.981; 10.995; 11.042 y 11.136. Perú, de 13 de 
abril de 1999, párr. 140; CIDM. Informe No. 44/00, Caso 10,820, Perú, de 13 de abril de 2000, párr. 68, y CIDH. 
Informe No. 47/00, Caso 10,908, Perú, 13 de abril de 2000, párr. 76. 


20 Cfr. CIDH. Informe 29/92, Casos 10.029, 10.036 y 10.145. Uruguay, de 2 de Octubre de 1992, párrs. 
50 y 51. 
=r cun a E PON, CUASI PON, CS 29 60 2000 CCU. Er E Y RA, O E, 


47/00, Caso 10,908. Perú, de 13 de abril de 2000, párr. 76. En el mismo sentido, cfr, CIDM. Informe No. 55/99, 
Casos 10.815; 10,905; 10.961; 10,995; 11.042, y 11,136. Perú, de 13 de abril de 1999, párr. 140. 


> Informe del Secretario General al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. El Estado de derecho y la 
Justicia de transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos. U.N. Doc. S/2004/616, de 3 de 
agosto de 2004, párr. 10. 


cád Cfr. Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Mumanos. El 
gerecho a la verdad. UN Doc. A/HRC/S/7, de 7 de junio de 2007, párr. 20. 

2 Cfr. Oficina del Alto Corrisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Instrumentos del 
Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Amnistías. HR/PUB/09/1, Publicación de las 
Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2009, pág. Y. 

e Cfr. Oficina del Alto Corrisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Mumanos. Instrumentos del 
Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto, supra nota 207, pág. V. 
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[lJos autores de violaciones no podrán beneficiarse de la amnistía mientras las víctimas no 
hayan obtenido justicia mediante un recurso efectivo. Jurídicamente carecerá de efecto 
con respecto a las acciones de las víctimas vinculadas al derecho a reparación**. 


201. La Asamblea General de Naciones Unidas estableció en el artículo 18 de la 
Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas 
que "los autores o presuntos autores [desaparición forzada] no se beneficiarán de ninguna 
O A A A A A 
cualquier procedimiento o sanción penal"*” 

202. De Igual modo, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena 
en 1993, en su Declaración y Programa de Acción enfatizó que los Estados "deben derogar 
la legislación que favorezca la impunidad de los responsables de violaciones graves de los 
derechos humanos, [..] y castigar las violaciones”, destacando que en casos de 
desapariciones forzadas los Estados están porel primero a Impedirlas y, una vez que 
han ocurrido, a enjuiciar a los autores del 


203. Por su parte, el Grupo de Trabajo sobre a Forzadas o Involuntarias de 
las Naciones Unidas ha tratado en distintas ocasiones el tema de las amnistías en casos de 
desapariciones forzadas. En su Observación General respecto del artículo 18 de la 
Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
señaló que se considera que una ley de amnistía es contraria a las disposiciones de la 
Declaración, incluso cuando haya sido aprobada en referendo o procedimiento de consulta 
similar, si, directa o indirectamente, a causa de su aplicación o implementación cesa la 
obligación de un Estado de investigar, procesar y castigar a los responsables de las 
desapariciones, sl oculta el nombre de quienes la hayan perpetrado o si los exonera***, 


204. Adicionalmente, el mismo Grupo de Trabajo manifestó su preocupación que en 
situaciones post-conflicto sa promulguen leyes de amnistía o se adopten otras medidas 
que tengan por efecto la Impunidad?*, y recordó a los Estados que: 


es fundamental adoptar medidas efectivas de prevención para que no haya 
desapariciones. Entre ellas, destaca (..] el procesamiento de todas las personas acusadas 
de cometer actos de desaparición forzada, la garantía de que sean enjuiciadas ante 
tribunales civiles competentes y que no se acojan a ninguna ley especial de amnistía o 
medidas análogas que puedan eximirlas port lcnicecard, e y la concesión 
de reparación e indemnización adecuada a las víctimas y sus famillares?”. 


205. También en el ámbito universal, los órganos de protección de derechos humanos 
establecidos por tratados han mantenido el mismo criterio sobre la prohibición de 
amnistías que impidan la investigación y sanción de quienes cometan graves violaciones a 
los derechos humanos. El Comité de Derechos Humanos, en su Observación General 31, 
manifestó que los Estados deben asegurar que los culpables de infracciones reconocidas 
como delitos en el derecho internacional o en la legislación nacional, entre ellos la tortura 
y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, las privaciones de vida sumarias y 


ma Informe fina! revisado acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los 
derechos humanos (derechos civiles y políticos) preparado por el Sr. Louis Joinet de conformidad con la 
resolución 1996/119 de la Subcomisión de Prevendón de Discriminaciones y Protección de las Minorías. U.N. 
Doc. E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev1, de 2 de octubre de 1997, párr. 32. 


. Cfr. Naciones Unidas, Asambies General, Resolución 47/133 de 18 de diciembre de 1992. 


.. Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Declaración y Programa de Acción de Viena. U.N. Doc. 
A/CONF.157/23, de 12 de jullo de AA párra. 60 y 62. 


»s Cfr. Grupo de Trabajo sobre paríciones Forzadas o Involuntarias de las Naciones Unidas. 
PORN oo 4 poo io oe rro oc tr sobre de pratarción elo cedis 10 PUDIIDÍ CASO NS 
desapariciones forzados. informe presentado dentro de 62% periodo de sesiones de la Comisión de Derechos 
Humanos. U.N, Doc. E/CN.4/2006/56, de 27 de didembre de 2005, párr. 2, incisos a, c y d. 


pr nl Car Evaya du Frenago mohos Dasuporinnss Portadas O DIVOIONaVIDA 00 ls NUTORAS LOA; SUS AD 


» Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de las Maciones Unidas. Informe, supra 
nota 211, párr. 599. En el mismo sentido, cfr. Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o involuntarias 
de las Naciones Unidas. Informe al Consejo de Derechos Humanos, 4% periodo de sestones. U.N, Doc, 
AHRC/4/41, de 25 de enero de 2007, párr. 500, 
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arbitrarias y las desapariciones forzosas, comparezcan ante la justicia y no traten de 
rica y autores de su responsabilidad jurídica, como ha ocurrido con ciertas 
amn A 


206. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos también se pronunció al respecto en el 
procedimiento de peticiones individuales y en sus informes sobre países. En el Caso Hugo 
Rodríguez vs. Uruguay señaló que no puede aceptar la postura de un Estado de no estar 
obligado a investigar violaciones a derechos humanos cometidas durante un régimen 
anterior en virtud de una ley de amnistía y reafirmó que las amnistías para violaciones 
graves a los derechos humanos son incompatibles con el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, indicando que las mismas contribuyen a crear una atmósfera de 
impunidad que puede socavar el orden democrático y dar lugar a otras graves violaciones 
de los derechos humanos**”. 


207. El Comité también se refirió a la Ley de Caducidad en Uruguay en ocasión de sus 
observaciones finales realizadas en los años 1993*% y 1998%*, En esas observaciones el 
Comité señaló que la Ley de Caducidad violaba los artículos 2-3 (derecho a un recurso 
efectivo a todas las víctimas de violaciones a los derechos humanos), el artículo 7 
(tratamiento cruel de las familias de las víctimas) y el artículo 16 (reconocimiento de la 
personalidad jurídica) del Pacto. También recomendó al Estado uruguayo tomar las 
medidas legislativas necesarias para corregir los efectos de la ley de Caducidad y asegurar 
que las víctimas de dichas violaciones tengan acceso a un recurso Útil y efectivo ante las 
instancias jurisdiccionales nacionales, 


208. Por su parte, el Comité contra la Tortura también ha manifestado que las amnistías 
que impidan la investigación de actos de tortura, así como el julcio y eventual sanción de 
los responsables, son violatorias de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes?”. 


a Cfr. C.D.H., Observación General 31: Naturaleza de la obligación Jurídica general impuesta a los Estados 
Partes en el Pacto, U.N. Doc. CCPR/C/21/Rev,1/Add,13, de 26 de mayo de 2004, párr. 18. Esta Observación 
re rc li poi rol e referente sólo a actos de tortura, a otras graves 
A . AM respecto, también cfr. C.D.H. Observación General 20; Reempisza a lo 
Observación General 7, prohibición de la tortura y los tratos o penas crueles (art. 7), UN. A/47/40(SUPP), Anexo 

VI, A, de 10 de marzo de 1992, párr. 15. 


.” Cfr. C.D.H., Caso Mugo Rodríguez Vs. Uruguay, Comunicación No. 322/1988, UN Doc. 
CCPR/C/51/D/322/1988, Dictamen de 9 de agosto de 1994, párrs, 12.3 y 12.4, Asimismo, el Comité ha relterado 
su postura al formular observaciones finales a los informes presentados por los Estados partes del Pacto 


a Anales 
del examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del ertículo 40 del Pacto, respecto de: 
Perú, U.N, Doc. CCPR/C/79/Add.67, de 25 de julio de 1996, párr. 9, y en similar sentido Yemen, U.N. Doc. 
CCPR/C/79/Adc.51, de 3 de octubre de 1995, numeral 4, párr. 3; Paraguay, U.N. Doc. CCPR/C/79/A44.448, de 3 
> des 1995, numeral 3, párr. S, y Matí, UN. Doc. CCPR/C/79/Ad4.49, de 3 de octubre de 1995, numeral 
4, párr. 


s. Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: República del Unsguay, UN Doc. 
CCPR/C/79/Add.19, S mayo de 1993, párr. 7. 


ma Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: República del Uruguay, UN Doc. 
OCPR/C/79/Add.90, 8 abrí de 1998, Apartado C. Principales temas de preocupación y recomendaciones: *El 
Comié expreca una vez más su ronda preocupación con respecto » la Ley de Coduciónd de la Pretersión 
Punitiva del Estado y su profunda inquietud por las consecuencias que tiene esa ley para el 
IEA. OR o le PUÑO E e E Dl PEN da O DO AR 10 
artículo 2 del Pacto de garantizar que toda persona cuyos derechos o libertades hayan sido violados pueda 
interponer un recurso efectivo ante la autoridad competente judicial, administrativa, legislativa o de otro 
carácter. El Comité observa con profunda preocupación que en algunos casos el hecho de mantener la Ley de 
Caducidad excluye de manera efectiva la posiblidad de investigar casos pasados de violaciones de derechos 
humanos y, por consiguiente, impide que el Estado parte asuma la resporsabilidad de permitir que las víctimas 
de esas violaciones interpongan un recurso efectivo, Asimismo, el Comité considera que la Ley de Caducidad 
viola el artículo 16 del Pacto por lo que se refiere a las personas desaparecidas y el articulo 7 en relación con los 
familiares de esas personas”, 


a Cfr, C.A,T., Observación General 2: Aplicación del artículo 2 por los Estados Partes. U.N. Doc. 
CAT/C/GC/2, de 24 de enero de 2008, párr, AS A a 
pa o e o conformidad con el artículo 19 de la Convención respecto de 
Benin, U.N, Doc. CAT/C/BEN/CO/2, de A 9, y Ex República Yugoslava de Macedonia, 
U.N, Doc, CAT/C/MKD/CO/2, de 21 de mayo de 2008, párr. 5 
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209. Igualmente en el ámbito universal, aunque en otra rama del derecho internacional 
como lo es el derecho penal internacional, las amnistías o normas análogas también han 
sido consideradas inadmisibles. El Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, en 
un caso relativo a tortura, consideró que carecería de sentido, por un lado, sostener la 
proscripción de violaciones graves a derechos humanos y, por el otro, autorizar medidas 
estatales que las autoricen o condonen, o leyes de amnistía que absuelvan a sus 
perpetradores**”. En el mismo sentido, el Tribunal Especial para Sierra Leona consideró 
que las leyes de amnistía de ese país no son aplicables a graves crímenes 
Internacionales***, Esta tendencia universal se ha visto consolidada mediante la 
incorporación del estándar mencionado en la elaboración de los estatutos de los tribunales 
especiales de más reciente creación en el ámbito de las Naciones Unidas. En este sentido, 
tanto los Acuerdos de las Naciones Unidas con la República del Líbano y con el reino de 
Camboya, como los Estatutos que crean el Tribunal Especial para el Líbano, el Tribunal 
Especial para Sierra Leona y las Salas Extraordinarias de las Cortes de Camboya, han 
incluido en sus textos cláusulas que señalan que las amnistías que sean concedidas no 
constituirán un impedimento para el procesamiento de las personas a de los 
delitos que se encuentren dentro de la competencia de dichos tribunales”? 


:210. Asimismo, en una interpretación del artículo 6-5 del Protocolo 11 Adicional a los 
Convenios de Ginebra a la luz del Derecho Internacional Humanitario*%, el CICR aclaró 
que las amnistías no podían amparar a los perpetradores de crímenes de guerra: 


[cjuando se aprobó el párrafo $ del artículo 6 del Protocolo adicional II, la USSR declaró, en 
su explicación de voto, que no podía interpretarse la disposición de modo que permitiese a 
los criminales de guerra, u otras personas culpables de crimenes de lesa humanidad, eludir 
un castigo severo. En O AN mao. Dee SINO SU A 


po co ac o| A 
de haber cometido menes de guerra en conflictos armados 
prono Mir 


211. Esta norma de Derecho Internacional Humanitario e interpretación del protocolo II 
artículo 6-5 ha sido retomada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos””* y 
el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas?””, 


nn LC.T.Y., Caso of Prosecutor y. Furundilla, Judgment of 10 December, 1998. Case No. [T-95-17/1-T, 


ES) 
párr. 1 

a Cfr. S.C.S.L, Case of Prosecutor v. Gbao, Decision No. SCSL-04-15-PT-141, Appesis Chamber, Decision 
on Preliminary Motion on the Invalgiy of Ine Agreement Sctween the United Nations and the Govemment ef 
Sierra Leone on the Establishment of the Special Court, 25 May 2004, párr. 10; S.C.S.L., Case of Prosecutor v. 
Tx Cation and Gbao, Case No. SCSL-04-15-T, Judgment of the Trial Chamber, 2 March 2009, pera. $4, y 
S.C.S.L, A dd Callon and Gbao, Case No. SCSL-04-15-T, Trial Chamber, Sentending 


Judgment, 8 April 2009, párr. 25. 

.. Crr. pt o a A A o o ca 

Bl marido el Libano, artículo 16 y Estatuto del Tribunal Especial para el Líbano, artículo 6; Resolución 
dl o de de Segundad de las Naciones Unidas. U.N. Doc, S/RES/1757, de 30 de mayo de 2007; 

Bats del Tribunal Especial pa a Ia e 1 O O SO, lA a. AGA El 


Macionas Uniday y ul Gotsamo Ras! de Combeys poro el Eiuiciomiento bulo la Ly Comboyona de los Crimenes 
Cometidos durante el Período de Kampuches Democrática, de 6 de marzo de 2003, artículo 11, y Ley sobre el 
establecimiento de las Salas Extraordinarias en las Cortes de Camboya para el Enjuiciamiento de Crimenes 
Cometidos durante el Perlodo de Kempuchea Democrática, con enmiendas aprobadas el 27 de octubre de 2004 
(NS/RKM, 1004/006), nuevo artículo 40, 

2. A Ata. 043. 4 Pra E Aina! o. ln: Canerantas de Marino: "0 de mamma de: da 
hostilidades, las autoridades en el poder procurarán conceder la amnistía más amplia posible a las personas que 
hayan tomado parte en el conflicto armado o que se encuentren privadas de libertad, internadas o detenidas por 
motivos relacionados con el conflicto armado. 


. Cfr. Comité Internacional de la Cruz Roja, El derecho-internacional humanitario consuetudinano, vol. L, 
editado por Jean-Marie Henckaerts y Louise Doswald-Beck, 2007, pág.'692. Asimismo, la norma 159 de Derecho 
Imernacional Mumanitario Consuetudinario menciona que la las personas sospechosas o acusadas de haber 
cometido crimenes de guerra, o que están condenadas por ello no pueden ser beneficiarias de amnistias. Norma 
159, Comité Internacional de la Cruz Roja, El derecho internacional humanitario consuetudinario, vol. L, editado 
por Jean-Marie Henckaerts y Louise Doswald-Beck, 2007, pág. 691. 


Cfr. CIDH, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en El Salvador, Caso No. 11.138, en, 
documento OEA/Ser.1/V/11.85, Doc. 28 rev. de 11 febrero 1994, Conclusiones generales, párr, C. 
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212. La contrariedad de las amnistías relativas a violaciones graves de derechos 
humanos con el derecho internacional ha sido afirmada también por los tribunales y 
órganos de todos los sistemas regionales de protección de derechos humanos. 


213. En el Sistema Europeo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos consideró que es 
de la mayor importancia, para efectos de un recurso efectivo, que los procesos penales 
referentes a crimenes como la tortura, que impliquen violaciones graves a los derechos 
humanos no sean prescriptibles y que no se deben permitir amnistías o perdones al 
respecto**”, En otros casos, resaltó que cuando un agente estatal es acusado de crímenes 
que violan los derechos del Artículo 3 del Convenio Europeo (Derecho a la vida), los 
procedimientos penales y el juzgamiento no deben verse obstaculizados y la concesión de 
amnistía no es permisible?*?, 


214. En el Sistema Africano, la Comisión Africana sobre los Derechos Humanos y de los 
Pueblos consideró que las leyes de amnistía no pueden proteger al Estado que las adopta 
de cumplir con sus obligaciones internacionales?*$? y señaló, además, que al prohibir el 
juzgamiento de perpetradores de violaciones graves a derechos humanos mediante el 
otorgamiento de amnistias, los Estados no sólo promovian la impunidad, sino que también 
cerraban la posibilidad de que dichos abusos se Investigaran y que las víctimas de dichos 
crímenes tuvieran un recurso efectivo para obtener una reparación?”, 


E. Los amnistías y la jurisprudencia de tribunales de Estados Parte en la 
Convención 


215. De igual modo, diversos Estados miembros de la Organización de los Estados 
Americanos, por medio de sus más altos tribunales de justicia, han incorporado los 
estándares mencionados, observando de buena fe sus obligaciones internacionales. La 
Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina resolvió, en el Caso Simón, declarar 
sin efectos las leyes de amnistía que en ese país constituían un obstáculo normativo para 
la investigación, juzgamiento y eventual condena de hechos que implicaban violaciones a 
derechos humanos: 


[Ejn la medida en que [las amnistias] se orientan al “olvido” de graves violaciones a los 
derechos humanos, ellas se oponen a las disposiciones de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y resultan, 
por lo tanto, constitucionalmente intolerables. 


[Lja trastación de las conclusiones de la Corte Interamericana en "Barrios Altos” al caso 
argentino resulta imperativa, si es que las decisiones del Tribunal internacional 
mencionado han de ser interpretadas de buena fe como pautas jurisprudenciales. Por 
cierto, sería posible encontrar diversos argumentos para distinguir [el caso argentino del 
Caso Barrios Altos), pero tales distinciones serían puramente anecdóticas. 


[Eln la medida en que [las leyes de amnistía] obstaculizan el esclarecimiento y la efectiva 
sanción de actos contrarios a los derechos reconocidos en los tratedos mencionados, 
impiden el cumplimiento del deber de garantía a que se ha comprometido el Estado 
argentino y resultan inadmisibles. 


-. Cfr. entre otros, Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: Líbano, U.N. Doc. 
CCPR/C/79/400.78, 5 de mayo de 1997, párr. 12, y Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: 
Croacia, U.N. Doz., CCPR/ CO/71/MRV, de 4 de abril de 2001, párr. 11. 

205 Cfr. T.E.D.H., Case of Abdúlsamet Yaman v. Turkey, Judgment of 2 November 2004, Application No. 
32446/96, parr. 55. 

20% Cfr. T.ED,H. Case of Yeter v. Turkey, Judgment of 13 January 2009, Application Mo. 33750/03, parr. 
70. 

Da Cfr. A.C.H.P.R., Case ol Malawi African Association and Others v. Mauritania, Communication Nos. 
54/91, 61/91, 98/93, 164/97-196/97 and 210/98, Decision of 11 May 2000, para. 83 

ad Cfr, ACM,P.R., Cose of Zimbabwe Hunan Rights NGO Farnum y. Zimbabwe, Communication No. 245/02, 
Decision of 21 May 2006, paras. 211 y 215. , 
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Del mismo modo, toda regulación de derecho interno que, invocando razones de 
*pacificación”[,] disponga el otorgamiento de cualquier forma “de amnistía que deje 
impunes violaciones graves a los derechos humanos perpetradas por el régimen al que la 
disposición beneficia, es contraria a daras y obligatorias disposiciones de “derecho 
internacional y debe ser efectivamente suprimida. 


[A] fin de dar cumplimiento a los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos, la supresión de las leyes de [amnistía] resulta impostergable y ha de producirse 
de tal forma que no pueda derivarse de ellas obstáculo normativo alguns para la 

de hechos como los que constituyen el objeto de la presente causa. Esto 
significa que quienes resultaron beneficiarios de tales leyes no pueden invocar ni la 
prohibición de retroactividad de la ley penal más grave nl la cosa juzgada. [LJa sujeción 
del Estado argentino a la jurisdicción interamericana impide que el principio de 
*irretroactividad” de la ley penal sea invocado para incumplir los deberes asumidos en 
materia de persecución de violaciones graves a los derechos humanos*%, 


216. En Chile, la Corte Suprema de Justicia concluyó que las amnistias respecto de 
desapariciones forzadas abarcarían sólo un periodo rose: tad de tiempo y no todo el 
lapso de duración de la desaparición forzada ni sus efectos*** 


AAA A 
amnistiados los hechos cometidos entre el once de septiembre de mil novecientos setenta 
y tres y el diez de marzo de mil novecientos setenta y ocho, el delito de autos comenzó a 
perpetrarse el siete de enero de mil novecientos setenta y cinco ([...], existiendo certeza de 
que al diez de marzo de mil novecientos setenta y ocho, fecha de la expiración del plazo 
contemplado en el artículo 19 del D.L. 2191, Sandoval Rodriguez no había aparecido y no 
se tenian noticias de él, ri del lugar donde se encontrarían sus restos, en el evento de 
haberse producido su muerte [...], lo que torna inaplicable la amnistía alegada, ya que el 
secuestro continuaba perpetrándose una vez que ei período de tiempo cubierto por 
esta causal de extinción de responsabilidad crimi A 


[EJ Estado de Chile se impuso, al suscribir y ratificar [tratados internacionales], la 
obligación de garantizar la seguridad de Jas personas [...], quedando vedadas las medidas 
tendientes a amparar los agravios cometidos contra personas determinadas o lograr la 
impunidad de sus autores, teniendo especialmente presente que los acuerdos 
Internacionales deben cumplirse de buena fe. [Esa] Corte Suprema en reiteradas 
sentendas ha reconocido que la soberanía interna del Estado (...] reconoce su límite en los 
derechos que emanan de la naturaleza humana; valores que son superiores a toda norma 
que puedan disponer las proa pau del Estado, incluido el propio Poder Constituyente, lo 
que impide sean desconocidos” 


217, Recientemente, la misma Corte Suprema de Justicia de Chile, en el caso Lecaros 
Carrasco, anuló una sentencia absolutoria anterior e invalidó la aplicación de la amnistía 


ustica de la Nación de Argertina. Caso Simón, Jullo Héctor y otros s/privación 
., Causa 17.768, Resolución de 14 de junio de 2005, Considerando 31. Asimismo, 


rol 
ley, la Corte Suprema señaló que “considerada la ley 25.779 [que anuló las leyes de amnstias], desde una 
perspectiva formalista, podría ser tachada de inconstitucional, en la medido en que, al decierar ta nulidad 
insarable de una ley, viola la división de poderes, al usurpar las facultades del Poder Mudicial, que es el Único 
órgano constitucionalmente facultado para declarar nulas las leyes o cualquier acto normativo con eficacia 
jurídica. [...] la solución que el Congreso considera que corresponde dar al caso, [..] en modo alguno priva a los 
jueces de la decisión final sobre el punto”. Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina. Caso Simón, 
Julio Héctor y otros s/privación Megítima de la Ubertad, etc., Causa 17.768, Resolución de 14 de junio de 2005, 


Considerando 34. 

.. Cfr, Corte Suprema de Justicda de Chile. Decisión del Pleno respecto de la Instancia que verá lo 
de la Ley de Amnistía en el caso del secuestro del mirista Miguel Ángel Sandoval, Rol No. 517-2004, 

Caso 2477, de 17 de noviembre de 2004, Considerando 33. 

* Corte Suprema de Justicia de Chile. Caso del secuestro del mirista Miguel Ángel Sandoval, supra nota 

265, Considerando 

e Suprema de Justicia de Chile. Caso del secuestro del mirista Miguel Ángel Sandoval, supra nota 
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chilena prevista en el Decreto Ley No. 2.191 de 1978, a través de una Sentencia de 
reemplazo en los siguientes términos?*; 


[EJ delito de secuestro [...] tiene el carácter de delito de lesa humanidad y, por ende, no 
procede invocar la amnistía como una causal extíntiva de la responsabilidad penal”. 


[La ley de amnistía dictada por la autoridad de facto que asumió el "Mando Supremo de 
la Nación”, (..] ha de ser interpretad[a] en un sentido conforme a los convenios 
e gar rre ajo mp eporonmemeprncso da 
atentados cometidos en su contra durante la vigencia de ese cuerpo 


[La referida pronibición de autoexoneración no atañe únicamente a situaciones obvias, en 
las que los detentadores del poder se han valido de la situación ventajosa en que se 
encontraban para consagrar extinciones de responsabilidad, como ocurre con las 
amnistías autoconcedidas, sino que implica también una suspensión de la vigencia de 
instituciones preexistentes, como [...] la prescripción de la acción penal, concebidas para 
operar en un estado de paz social al cual estaban llamadas a servir, pero no en 
situaciones de vulneración de todas las instituciones sobre las cuales el Estado 'se erigia, y 
en beneficio precisamente de quienes provocaron ese quebrantamiento?” 


218. Por otra parte, el Tribunal Constitucional de Perú, en el Caso de Santiago Martin 
Rivas, al resolver un recurso extraordinario y un recurso de agravio constitucional, precisó 
el alcance de las obligaciones del Estado en esta materia?” 


SEN TUNE COMERCIAL COEIAÓ TR Te OMITA A TAM 
y sancionar a los responsables por la violación de los derechos humanos declarados en la 
Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos no sólo comprende la nulidad 
de aquellos procesos donde se hubiese[n] aplicado las leyes de amnistía [...), tras haberse 
declarado que dichas leyes no tienen efectos jurídicos, sino también toda práctica 
o O A A de LI OS AS 
integridad personal?”? 


Las obligaciones asumidas por el Estado peruano con la ratificación de los tratados sobre 
derechos humanos comprenden el deber de garantizar aquellos derechos que, de 
conformidad con el Derecho Internacional, son inderogables y respecto de los cuales el 
Estado se ha obligado internacionalmente a sancionar su afectación. En atención al 
mandato contenido en el [...] Código Procesal Constitucional, se recurre a los tratados que 
han cristalizado la proscripción absoluta de aquellos ilícitos que, de conformidad con el 
Derecho Internacional, no pueden ser amnistiados, en tanto contravienen los estándares 
mínimos de protección a la dignidad de la persona h 


[Lja expedición de leyes de amnistía constituye una competencia juridico-constitucional 
del Congreso de la República, de modo que las resoluciones judiciales que se dictan en 
aplicación de leyes de amnistía constitucionalmente legítimas dan lugar a la configuración 
de la cosa juzgada constitucional. El control de las leyes de amnistía, sin embargo, parte 
A A O A A A 
Constitución y el respeto de los derechos fundamentales””* 


cu Corte Suprema de Justicia de Civle, Caso de Claudio Abdón Lecaros Carrasco seguido por el delto de 

secuestro calificado, Rol No. 47,205, Recurso No. 3302/2009, Resolución 16698, Sentencia de Apelación, y 

Resolución 16699, Sentencia de Reemplazo, de 18 de mayo de 2010, 

2. Corte Suprema de Justicia de Chile, Caso de Claudio Abdón Lecaros Carrasco, Sentencia de Reemplazo, 

supra nota 268, Considerando 1. 

» Corte Suprema de Justida de Chile, Caso de Claudio Abdón Lecaros, Sentencia de Reemplazo, supra 

nota 268, Considerando 2. 

» Corte Suprema de Jusucia de Chile, Caso de Claudio Abdón Lecaros Carrasco, Sentencia ce Reemplazo, 

supra nota 268, Considerando 3. 

m Cfr. Tribunal Constitucional de Perú, Caso Santiszo Martín Rivas, Recurso extraorginaro, Expediente No, 

4587- 2004-AA/IC, Sentencia de 29 de noviembre de 2005, párr. 63. 

ob Tribunal Constitucional de Perú, Coso Santiago Mertín Rivas, Recurso extraordinario, supra nota 272, 
rr. 63. 

2. Tribunal Constitucional de Perú, Ep ac ato trla Pe a 

Expediente No. 679-2005-PA/TC, Sentencia de 2 de marzo de 2007, párr. 30 

o Tribunal Ccnstitucional de Perú, Caso Santisgo Martín Rivas, Recurso de agravio constitucional, supra 

nota 274, párr. 52. 
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No opera [dicha presunción) cuando se comprueba que mediante el ejercicio de la 
competencia de dictar leyes de amnistía, el legislador penal pretendió encubrir la comisión 
de delitos de lesa humanidad. Tampoco cuando el ejercicio de dicha competencia se utilizó 
para "garantizar” la impunidad por graves violaciones de derechos humanos””*, 


En mérto[,] el Tribunal considera que las leyes de amnistía [en cuestión] son nulas y 
carecen, ab initio, de efectos jurídicos. Por tanto, también son nulas las resoluciones 
judiciales dictadas con el propósito de garantizar la impunidad de la violación de derechos 
humanos cometida por [agentes estatales]?”. 


219. En el mismo sentido se pronunció la Suprema Corte de Justicia de Uruguay 
respecto de la Ley de Caducidad, considerando que: 


[nadie] niega que, mediante una ley dictada con una mayoría especial y para casos 
extraordinarios, el Estado puede renunciar a penalizar hechos delictivos. [S]in embargo, la 
ley es inconstitucional porque, en el caso, el Poder Legislativo excedió el marco 
constitucional para acordar amnistias”? [porque] declarar la caducidad de las acciones 
penales, en cualquier supuesto, excede las facultades de los legisladores e invade el 
ámbito de una función constitucionalmente asignada a los jueces, por lo que, por los 
motivos que fueren, el legislador no podía atribuirse la facultad de resolver que habla 
operado la caducidad de las acciones penales respecto de ciertos delitos?””, 


[...] ningún acuerdo político ni su consecuencia lógica puede invertir la representación 
original o delegada de la soberanía y, por lo tanto, resulta absolutamente inidóneo para 
emitir norma jurídica válida, vigente o aceptable, [...] De esta forma, cuando el art. 19 de 
la Ley N0 15.848 reconoce otra fuente de normativa jurídica, se aparta ostensiblemente 
de [su] organización constitucional. [...] [El artículo 3 de la ley N% 15.848] condiciona la 
actividad jurisdiccional a una decisión del Poder Ejecutivo, con eficacia absoluta, lo cual 
colide ostensiblemente con las facultades de los Jueces de establecer quiénes son o no son 
responsables de la comisión de de'itos comunes [...] 


[La regulación actual de los derechos humanos no se basa en la posición soberana de los 
Estados, sino en la persona en tanto titular, por su condición de tal, de los derechos 
esenciales que no pueden ser desconocidos con base en el ejercicio del poder 
constituyente, ni originario ni derivado*"”, A 
En tal marco, [la ley de amnistía] en examen afectó los derechos de numerosas personas 
(concretamente, las víctimas, familiares o damnificados por las violaciones de derechos 
humanos mencionadas) que han visto frustrado su derecho a un recurso, a una 
Investigación judicial imparcial y exhaustiva que esclarezca los hechos, determine sus 
responsables e imponga las sanciones penales grageas a tal punto que las 
consecuencias jurídicas de la ley respecto del derecho a garantías judiciales son 
incompatibles con la Convención [A]mericana [sobre] Derechos Humanos?”, 


A modo de síntesis, la ilegitimidad de una ley de amnistia dictada en beneficio de 
funcionarios militares y policiales que cometieron [graves violaciones de derechos 
humanos), gozando de impunidad durante regimenes de facto, ha sido dedarada por 
órganos jurisdiccionales, tanto de la comunidad internacional como de los Estados que 
pasaron por procesos similares al vivido por el Uruguay en la misma época. Tales 
pronunciamientos, por la similitud con la cuestión analizada y por la relevancia que han 


pS Tribunal Constitudonal de Perú, Caso Santiago Martín Rivas, Recurso de agravio constitucional, supra 
nota 274, párr. S3, 

nl Tribunal Constitucional de Perú, Caso Santiago Martín Rivas, Recurso de agravo constitucional, supra 
nota 274, párr. 60, 

EE Supcaña Dorta dí Juatela ds Meat. Caio de Al Sulehginroy Cintas, Sentencia No. 365 supra 
mota 163, párrs, 8 y 9. 

nj Suprema Corte de Justica de Uruguay, Caso de Mibla Sabalsagaray Curutchet, supra nota 163, 
Considerando (11.2, párr. 13. 

cae! Suprema Corte de Justicia de Uruguay, Caso de Nibla Sabalsagaray Curutehet, supra nota 163, 
Considerando 111.8, párr. 6. 

eN Suprema Corte de Justicia de Uruguay, Caso de Nil» Sabalsagaray Curutchet, supra nota 163, 
Considerando 111,8, párr. 11. 
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tenido, ro podrían soslayarse en el examen de constitucionalidad de la .] 15.848 y 
han sido tenidos en cuenta por la Corporación para dictar el presente fallo**, 


220. La Corte Suprema de Justicia de Honduras determinó que los decretos 199-87 y 
87-91 de amnistía eran inconstitucionales y consideró que el artículo 205.16 de la 
Constitución hondureña otorga al Congreso Nacional facultades para conceder amnistía 
por delitos políticos y comunes conexos; sin embargo, dicha disposición no otorga las 
facultades para conceder este beneficio por delitos que llevan como fin "atentar contra la 
existencia y seguridad interior del Estado, el sistema de gobierno y los derechos del 
ciudadano”. Para la Corte Suprema, así, el Decreto 199-87 y el Decreto 87-91 "sirve[n] 
únicamente para incorporar la conducta de los militares en la figura de un delito político, 
siendo en verdad que los supuestos crímenes cometidos por los militares fueron realizados 
despojándose del manto cobertor de ser un acto de servicio o con ocasión de él (...]”. Con 
ello la Corte Suprema hondureña declaró la inconstitucionalidad por razón de fondo, y por 
tanto, la inaplicabilidad de los Decretos Número 199-87 promulgado el 11 de diciembre 
1987, y Número 87-91 promulgado el 24 de junio de 1991 que prevelan amnistias 
incondicionales, ?** 


221. Asimismo, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El 
Salvador decretó la imposibilidad jurídica de aplicar la Ley de Amnistía General para la 
Consolidación de la Paz en casos de violaciones graves a los derechos humanos, y asi se 
abrió la posibilidad para que los jueces penales, en el conocimiento de casos concretos de 
violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el conflicto armado interno, 
consideren la inaplicación de la Ley de Amnistia.* 


222. La Corte Constitucional de Colombia, en diversos casos, ha tenido en cuenta las 
obligaciones internacionales en casos de graves violaciones de derechos humanos y el 
deber de evitar la aplicación de disposiciones internas de amnistía; 
Figuras como las leyes de punto final que impiden el acceso a la justicia, las amnistias en 
blanco para cualquier delito, las auto amnistías (es decir, los beneficios penales que los 
detentadores legítimos o ilegítimos del poder se conceden a sí mismos y a quienes fueron 
cómplices de los delitos cometidos), o cualquiera otra modalidad que tenga como 
propósito impedir a las víctimas un recurso judicial efectivo para hacer valer sus derechos, 
se han considerado violatorias del deber internacional de los Estados de proveer recursos 
judiciales para la protección de los derechos humanos?" 


223. Asimismo, la Corte Suprema de Justicia de Colombia señaló que "las normas 
relativas a los [d]Jerechos [h]umanos hacen parte del gran grupo de disposiciones de 
Derecho Internacional General, las cuales son reconocidas como normas de [fJus cogens, 
razón por la cual, aquellas son inderogables, imperativas (...] e indisponibles””%*. La Corte 
Suprema de Colombia recordó que la jurisprudencia y las recomendaciones de los 
organismos Internacionales sobre derechos humanos deben servir de criterio preferente de 
interpretación tanto en la justicia constitucional como en la ordinaria y citó la 
jurisprudencia de este Tribunal respecto a la inaceptabilidad de las disposiciones de 
amnistía para casos de violaciones graves a derechos humanos**” 


224. Como se desprende de lo contenido en los párrafos precedentes, todos los órganos 
internacionales de protección de derechos humanos y diversas altas cortes nacionales de 


a Suprema Corte de Justicia de Uruguay, Caso de Nibia Sabalsagaray Curutchet, supra nota 163, 
Considerando 111,8, párr. 15. 

- Corte Suprema de Justicia de 'a Republica de Honduras, autos caratulados - *RI20-99 - 
Inconstitucionalidad del Decreto Número 199-87 y del Decreto Número 87-91”, 27 de junio de 2000. 

E Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El Salvador, sentencia 24-97/21-98, de 26 
de septiembre de 2000. 

con Corte Consiltugonal de Colombia, Revisión de la Ley 742, de 3 de junio de 2002, Expediente Mo. LAT- 
223, Sentencia C-578/02, de 30 de Julio de 2002, apartado 4.3.2.1.7. 

eo Corte Suprema de Justicia de Colombia, Sala de Casación Penal. o e A A 
número 156, de 13 de mayo de 2010, pág. 68. 

qe Cfr. Corte Suprema de Justicia de Colombia, Sala de Casación Penal. Caso de la Masacre de Segovia, 
supra nota 248, págs. 69 y 71. 
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la región que han tenido la oportunidad de pronunciarse respecto del alcance de las leyes 
de amnistía sobre graves violaciones de derechos humanos y su incompatibilidad con las 
obligaciones internacionales de los Estados que las emiten, han concluido que las mismas 
violan el deber internacional del Estado de investigar y sancionar dichas violaciones. 


F. Las amnistías y la jurisprudencia de esta Corte 


225. Esta Corte ha establecido que "son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las 
disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que 
pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves 
de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o 
arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos 
inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”?*%, 


226. En ese sentido, las leyes de amnistía, en casos de graves violaciones a los derechos 
humanos, son manifiestamente incompatibles con la letra y el espíritu del Pacto de San 
José, pues infringen lo dispuesto por sus artículos 1.1.y 2, es decir, en cuanto impiden la 
investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos 
humanos y, consecuentemente, el acceso de las víctimas y sus familiares a la verdad de lo 
ocurrido y a las reparaciones correspondientes, obstaculizando así el pleno, oportuno y 
efectivo imperio de la justicia en los casos pertinentes, favoreciendo, en cambio, la 
impunidad y la arbitrariedad, afectando, además, seriamente el estado de derecho, 
motivos por los que se ha declarado que, a la luz del Derecho Internacional ellas carecen 
de efectos jurídicos. 


227. En especial, las leyes de amnistiías afectan el deber internacional del Estado de 
investigar y sancionar las graves violaciones de derechos humanos al impedir que los 
familiares de las víctimas sean oídos por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 
de la Convención Americana y violan el derecho a la protección judicial consagrado en el 
artículo 25 del mismo instrumento precisamente por la falta de investigación, persecución, 
captura, enjuiciamiento y sanción de los responsables de los hechos, incumpliendo 
asimismo el artículo 1.1 de la Convención. 


228. A la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención Americana, los Estados Parte tienen el deber de adoptar providencias de toda 
Índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a 
un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención y, 
una vez ratificada la Convención Americana corresponde al Estado, de conformidad con el 
artículo 2 de la misma, adoptar todas las medidas para dejar sin efecto las disposiciones 
legales que pudieran contraveniria, como son las que impiden la investigación de graves 
violaciones a derechos humanos puesto que conducen a la indefensión de las victimas y a 
la perpetuación de la impunidad, además que impiden a las víctimas y a sus familiares 
conocer la verdad de los hechos. 


229. La incompatibilidad respecto de la Convención incluye a las amnistias de graves 
violaciones de derechos humanos y no se restringe sólo a las denominadas 
"autoamnistias” y ello en atención, más que al proceso de adopción y a la autoridad que 
emitió la ley de amnistía, a su ratío legís: dejar impunes graves violaciones al derecho 
internacional cometidas?" La incompatibilidad de las leyes de amnistía con la Convención 
Americana en casos de graves violaciones de derechos humanos no deriva de una 
cuestión formal, como su origen, sino del aspecto material en cuanto violan los derechos 
consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención. 


u Cfr. Caso Barrios Altos Vs Perú. Fondo. Sentenca de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 75, párr. 41; 
Caso De la Masacre de las Dos Erres, supra nota 127, pérr. 129, y Coso Gomes Lund y otros (Guerrilha de 
Araguala), supra nota 16, párr. 171. 
» Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, y Costas. 
Sentencia de 26 de sepiiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 120, y Caso Gomes Lund y otros (Guerriiha de 
Araguala), supra nota 16, párr. 175. 
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G. La investigación de los hechos y la Ley de Caducidad 


230. La forma en la que, por lo menos durante un tiempo, ha sido interpretada y 
aplicada la Ley de Caducidad adoptada en Uruguay, por una parte, ha afectado la 
obligación internacional del Estado de investigar y sancionar las graves violaciones de 
derechos humanos referidas a la desaparición forzada de María Claudia García y de Maria 
Macarena Gelman, y respecto de la segunda en razón de su sustracción y ocultamiento de 
identidad, al impedir que los familiares de las víctimas en el presente caso fueran oídos 
por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención Americana y 
recibieran protección judicial, según el derecho consagrado en el artículo 25 del mismo 
instrumento, precisamente por la falta de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y sanción de los responsables de los hechos, incumpliendo asimismo los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención, referida esta norma a la obligación de adecuar su 
derecho interno a lo previsto en ella”, 


231. La falta de investigación de las graves violaciones de derechos humanos cometidas 
en este caso, enmarcadas en patrones sistemáticos, revelan un vaa rs 99d de las 
obligaciones internacionales del Estado, establecidas por normas inderogables””* 


232. Dada su manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las 
disposiciones de la Ley de Caducidad que impiden la investigación y sanción de graves 
violaciones de derechos humanos carecen de efectos jurídicos y, en consecuencia, no 
pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos del 
presente caso y la identificación y el castigo de los responsables, ni pueden tener igual o 
similar impacto respecto de otros casos de graves violaciones de derechos humanos 
consagrados en la Convención Americana que puedan haber ocurrido en el Uruguay?”, 


233. La obligación de investigar los hechos en el presente caso de desaparición forzada 
se ve particularizada por lo establecido en los artículos II, IV, V y XII de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada, en cuanto a la investigación de la 
desaparición forzada como delito continuado o permanente, el establecimiento de la 
jurisdicción para investigar dicho delito, la cooperación con otros Estados para la 
persecución penal y eventual extradición de presuntos responsables y el acceso a la 
información sobre los sitios de detención, 


234. Igualmente, por tratarse no solo de un patrón sistemático en que múltiples 
autoridades pudieron estar implicadas sino también de una operación transfronteriza, el 
Estado ha debido utilizar y aplicar en este caso las herramientas jurídicas adecuadas para 
el análisis del caso, las categorías penales correspondientes con los hechos por investigar 
y el diseño de una adecuada investigación capaz de recopilar y sistematizar la diversa y 
vasta información que ha sido reservada o que no puede fácilmente accederse a ella y que 
contemple la necesaria cooperación inter-estatal. 


235. En ese mismo sentido, el proceso iniciado por Juan Gelman y reabierto en 2008 por 
gestiones de María Macarena Gelman, lo ha sido bajo la figura del homicidio, excluyendo 
otros delitos como la tortura, desaparición forzada y sustracción de identidad, con la que 
se hace posible que la causa sea declarada prescrita, por los tribunales nacionales. 


236. Es necesario reiterar que este es un caso de graves violaciones de derechos 
humanos, en particular desapariciones forzadas, por lo que es ésta la tipificación que debe 
primar en las Investigaciones que corresponda abrir o continuar a nivel interno. Como ya 
se ha establecido, por tratarse de un delito de ejecución permanente, es decir, cuya 


> Cfr, Caso Gomes Lund y otros (Guerriiha do Areguaia), supra nota 16, párr. 175. 

beta Cfr, Caso Goibunú y otros, supra nota 23, párrs. 93 y 126; Caso Ibsen Cárdenes e Ibsen Peña, supra 
nota 9, párr. 61 y 197, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrílha do Araguala), supra nota 16, párr. 137. 

se Ch: coup. Midis JUDE UGD, supo. nta 200 ple: 20 Cao La CA O. A 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 162, párr. 175, y Caso Gomes Lund 
y 9008 FOUETÍNA de JVUGUÍAL, Spra Ata 34, PárY. 174. 
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consumación se prolonga en el tiempo, al entrar en vigor la tipificación del delito de 
desaparición forzada de personas, la nueva ley resulta aplicable, sin que ello represente su 
aplicación retroactiva*?, En este mismo sentido se han pronunciado tribunales de la más 
alta jerarquía de los Estados del continente americano al aplicar normas penales en casos 
relativos a hechos cuyo principlo de ejecución comenzó antes de la entrada en vigor del 
tipo penal respectivo”, 

237. Para que, en el presente caso, la investigación sea efectiva, el Estado ha debido y 
debe aplicar un marco normativo adecuado para desarrollarla, lo cual implica regular y 
aplicar, como delito autónomo en su legislación interna, la desaparición forzada de 
personas, puesto que la persecución penal es un instrumento adecuado para prevenir 
futuras violaciones de derechos humanos de esta naturaleza** y, asimismo, el Estado 
debe garantizar que ningún obstáculo normativo o de otra indole impida la investigación 
de dichos actos y, en su caso, la sanción de sus responsables. 


238. El hecho de que la Ley de Caducidad haya sido aprobada en un régimen 
democrático y aún ratificada o respaldada por la ciudadanía en dos ocasiones no le 
concede, automáticamente ni por sí sola, legitimidad ante el Derecho Internacional. La 
participación de la ciudadanía con respecto a dicha Ley, utilizando procedimientos de 
ejercicio directo de la democracia —recurso de referéndum (párrafo 29 del artículo 79 de la 
Constitución del Uruguay)- en 1989 y -plebiscito (literal A del artículo 331 de la 
Constitución del Uruguay) sobre un proyecto de reforma constitucional por el que se 
habrían declarado nulos los artículos 1 a 4 de la Ley- el 25 de octubre del año 2009, se 
debe considerar, entonces, como hecho atribuible al Estado y generador, por tanto, de la 
responsabilidad internacional de aquél. 


239, La sola existencia de un régimen democrático no garantiza, per se, el permanente 
respeto del Derecho Internacional, incluyendo al Derecho internacional de los Derechos 
Humanos, lo cual ha sido así considerado incluso por la propla Carta Democrática 
Interamericana””. La legitimación democrática de determinados hechos o actos en una 
sociedad está limitada por las normas y obligaciones Internacionales de protección de los 
derechos humanos reconocidos en tratados como la Convención Americana, de modo que 
la existencia de un verdadero régimen democrático está determinada por sus 
características tanto formales como sustanciales, por lo que, particularmente en casos de 
graves violaciones a las normas del Derecho Internacional de los Derechos, la protección 
de los derechos humanos constituye un límite infranqueable a la regla de mayorías, es 
decir, a la esfera de lo "susceptible de ser decidido” por parte de las mayorías en 


bd Cfr. Caso Tiy Tojín, supra nota 13, párr, 44, párr. 87; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, 
pórr. 201, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Aragusla), supra nota 16, párr. 179. 


o. Cfr. Corte Suprema de Justicia del Perú, sentencia de 18 de marzo de 2006, Exp: 111-04, D.D Cayo 
Rivera Schreiber; Tribunal Constitucional de Perú, sentencia de 18 de marzo de 2004, expediente No. 2488- 
2002-HC/TC, párr. 26 y sentencia de 9 de dicembre de 2004, expediente No. 2798-04-HC/TC, párr. 22; 
O A A A A sa ros Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Pleno; Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de 

Venezuela, sentencia de 10 de agosto de 2007, y Corte Consttucional de Colombia, Sentencia C-S80/02 de 31 
lo 


. Cfr. Caso Golburú y otros, supra nota 23, párr. 92; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, 
párr, 66, y Coso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 109, 

e on cn yq def ea cera Larga 109. Al respecto, además, 
cfr. la declaración del Ministro Interino de Relaciones Exteriores del Uruguay frente a la Comisión Pariamentaria, 
sobre el caso Gelman, en la que señaló que "hay un tema preocupante y que debemos tener en cuenta: las 
investigaciones abiertas en el ño 2008 se encuentran todavia en etapa depre sumario, sn que se 
hayan formalizado acusaciones contra ninguno de los presuntos responsables”, que "esta situación procesal en 
que se encuentra la causa la expone al riesgo de verse afectada por una eventual nueva aplicación de la Ley de 
Caducidad”, que "si los investigaciones se cierran sin que se presente acusación podría darse el caso que un 
nuevo Intento de apertura por parte de los famitares diera lugar a una nueva Solicitud de opinión al Pocer 
Ejecutivo en los términos establecidos por el artículo 3% de la Ley de Caducidad, y tratándose de un acto de 


estado actual de la causa existe la posibilidad de que sea revertido el dictamen actual del Poder Ejecutivo 
declarando no amparada en la ley esta causa. De esta manera podría volver a amparase nuevamente en la ley 
una nueva solicitud de los familiares y terminar este proceso sin acusación”. 


» Cfr, Asamblea General de la OEA, Resolución AG/RES. 1 [O(VIM-E/01) de 11 de septiembre de 2001. 
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de 2010 sobre la relación entre el derecho internacional y el 
del atentado a la vida y a la integridad 


re mr ra or 
Asambica federal la declarará total o parcialimerte muta”. El Consejo 
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240. Adicionalmente, al aplicar la Ley de Caducidad (que por sus efectos constituye una 
ley de amnistía) impidiendo la Investigación de los hechos y la identificación, juzgamiento 
y eventual sanción de los posibles responsables de violaciones continuadas y permanentes 
como las desapariciones forzadas, se incumple la obligación de adecuar el derecho interno 
del Estado, consagrada en el artículo 2 de la Convención Americana. 


H. Conclusión 


241. La interpretación del Poder Ejecutivo en cuanto a que, a partir del 23 de junio de 
2005, el caso objeto de este proceso se encuentra expresamente excluido del ámbito 
subjetivo de la Ley de Caducidad, significa que, en lo que respecta especificamente al caso 
de María Claudia García de Gelman, dicha Ley no es en la actualidad un obstáculo que 
impida la investigación y eventual sanción de los responsables. Sin embargo, el principal 
obstáculo para las investigaciones en este caso ha sido la vigencia y aplicación de la Ley 


febrero de 2011. (traducción de la Secretaría de la Corte). 
d) La jurisprudencia de varios tribunales de Estados Uridos, como por ejemplo en los casos Perry v. 
Sadwarzenegg inconstitucional 


no dependen de los elecciones”. 
West Virginia State Board of Education v Barnette, 19US. 024 Pia 319 U.S, 624, 14 de junio de 1943, 
Suprema Corte de Estados Uridos. (traducción la Secretaría de la Corte). 


e) La Corte Constitucional de la República de Sudáfrica negó un referéndum sobre la pena capital por 


no puede ser sometida a un referendo, en donde la opinión de una mayoría prevalecería sobre los deseos de 
cualquier minoría. La razón esencial para establecer el muevo orden legal, así como para investir del poder de 
de revisar judicialmente toda legislación en las tribunales, es proteger los derechos de las minorías y otras 
personas que no están en condición de proteger adecuadamente sus derechos a través del proceso 
democrático. Los que Uenen derecho a recíamar esta protección incluye a los socialmente excluidos y las 


serán protegidos. [...]. 
Mehunu, Case No. CCT/3/94, 6 de junio de 1995, párr. 88. (traducción de la Secretaría de la Corte). 


f) La Corte Constitudona! de Eslovenia, en el caso de los llamados "Erased” (personas que que no goran de 

un stutas alyestarie legs), dncitló que no es posible resltzar un rafrdadum sobre Eos derecha de ura 

minoría establecida; en concreto, la Corte anuló un referéndum que pretendía revocar el estatus de 

residencia legal de una minoria. En ese sertido, el tribunal señaló: "los principios de un Estado gobernado por 

el principlo de legalidad, el derecho a la igualdad ante la ley, el derecho a la dignidad personal y seguridad, el 

ci Ml poo er or joy corn Mo la autoridad de la Corte 
en 


Constitucional, deben ser priorizados por 

Sestarsa do la Coro Congutucionel q Gulovanda de 10 de jeta de 2030, U-11-1/10. Referendum on the 
confirmation of the Act on Amendments and Modifications of the Act on the Regulation of the Status of 
Citizens of Other Successor States to the Former SERY In the Republik of Slovenia, párr, 10. (traducción de la 
Secretaría de la Corte). 
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de Caducidad. Según lo manifestado por varias autoridades internas, aunque el Estado no 
contiende la necesidad de dejarla sin efecto, no ha procedido a hacerlo. 


242. Con todo, es evidente que las investigaciones en el Estado relativas a este caso 
han sobrepasado cualquier parámetro de razonabilidad en la duración de los 
procedimientos, aunado a que, pese a tratarse de un caso de graves violaciones de 
derechos humanos, no ha primado el principio de efectividad en la investigación de los 
hechos y determinación y en su caso sanción de los responsables””, 


243. Toda persona, incluyendo los familiares de las víctimas de graves violaciones a 
derechos humanos, tiene, de acuerdo con los artículos 1.1, 8.1, 25, así como en 
determinadas circunstancias al artículo 13 de la Convención?”!, el derecho a conocer la 
verdad, por lo que aquéllos y la sociedad toda deben ser informados de lo sucedido?”, 
derecho que también ha sido reconocido en diversos instrumentos de Naciones Unidas y 
por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos”? y cuyo 
contenido, en particular en casos de desaparición forzada, es parte del mismo un "derecho 
de los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde 
se encuentran sus restos” y que se enmarca en el derecho de acceso a la justicia y la 
obligación, de investigar como forma de reparación para conocer la verdad en el caso 
concreto 


244. La Corte Interamericana concluye que el Estado violó los derechos a las garantías 
judiciales y a la protección judicial, previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y los artículos 1.b y IV de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, por la falta de una 
investigación efectiva de la desaparición forzada de María Claudia García Iruretagoyena y 


20 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 146, párr. 171; Caso de la Masacre de Mapiripán, 
sueo ela 34, párr. 214; y Caso Ls Cantuta, supra nota 292, párr, 149, Ver, además, mutatis mutand), Caso 
Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr, 166. 


Led) Recientemente, en el caso Gómes Lund y otros, la Corte observó que, de conformidad con los hechos 
del mismo, el derecho a conocer la verdad se reladonaba con una acción interpuesta por los familiares para 
acceder a determinada información, vinculada con el acceso a la justicia y con el derecho a buscar y recibir 
información consagrado en el artículo 13 de la Corvención Americana, por lo cual analizó aquel derecho bajo 
esta norma, 


had Cfr. Caso Myrne Mack Cheng, supra rota 9, pórr. 274; Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre 2004, Serte C No, 117, párr. 128, y Caso Gomes 
Lund y otros (Guerilha do Araguala), supra nota 16, párr. 200, 


ad Cir. inter olía, Informe de la Oficina del Ato Comisionado Je las Naciones Unidas para los Derechos . 
Humanos. Estudio sobre el Derecho a la Verdad, U.N. Doc. E/CN.4/2006/91 de 9 de enero de 2006; Asamblea 
General de la OEA, Resoluciones: AG/RES. 2175 (200(VI-0/06) de 6 de junio de 2006, AG/RES. 2267 (XXXVII 
0/07) de $ de junio de 2007; AG/RES. 2406 (00XVTIT-O0/08) de 3 de junio de 2008; AG/RES. 2509 POD 
0/09) de 4 de Junio de 2009, y AG/RES. 2595 (XL-O/10) de 12 de jullo de 2010, e Informe de Diane Orentlicher, 
Experta independiente encargada de actualizar el Conjunto de principios para la lucha contra la impunidad 
(E/CN.4/2005/102) de 18 ce febrero de 2005. En el mismo sentido, la antigua Comisión de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas, en el Conjunto de Principios actualizados para la protección y promoción de los derechos 
ES OEA A O E de 2005, estableció, hee alla, oe: 1) cada pueblo tiene el 
derecho inallenable a conocer la verdad acerca de los acontecimientos sucedidos en el pasado en relación con la 
perpetración de crimenes aberrantes (principio 2): W) el Estado debe preservar los archivos y otras pruebas 


la colectiva 
negacionistas (principio 3); 1) independientemente de las acciones que puedan entablar ante la Justicia, las 
vícumes y sus famillas Jenen el derecho imprescriptible a conocer la verdad acerca de los ciraunstancias en que 
se cometieron las violadones y, en caso de fallecimiento o desaparición, prenatal odon eto 
a, co le nerd bn erro learn 90 
garantizar el funcionamiento independiente y eficaz del poder judicial, para hacer efectivo el derecho a saber. 


viclaciones de derechos humanos y la posiblidad de consultarlos. Al respecto efr. Conjunto de principios 
actuelizados para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucho contra la impunidad 
(E/CN.4/2008/102/A6d.1) de 8 de febrero de 2005. 


so. Caso Velésquez Rodríguez. Fondo, supra mota 20, párr. 181; Caso Anzualdo Castro, supra nota 75, parr. 
118, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrita do Araguejs), supre nota 16, párr. 201. 

s. Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra nota 20, párr. 181; Caso Anzualdo Castro, supra nota 75, 
parr. 118, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 201. 
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la sustracción, supresión y sustitución de identidad y entrega a terceros de María 
Macarena Gelman, en perjuicio de Juan y María Macarena Gelman, 


246. En particular, debido a la Interpretación y a la aplicación que se ha dado a la Ley de 
Caducidad, la cual carece de efectos jurídicos respecto de graves violaciones de derechos 
humanos en los términos antes indicados (supra párr. 232), ha incumplido su obligación 
de adecuar su derecho interno a la Convención, contenida en el artículo 2 de la misma, en 
relación con los artículos 8.1, 25 y 1.1 del mismo tratado y los artículos 1.b, III, IV y V de 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 


va 
REPARACIONES 
(Aplicación del artículo 63.1 de la Convención Americana) 


247. Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención, la Corte ha 
indicado que toda violación de una obligación internacional que haya producido daño 
comporta el deber de repararlo adecuadamente” y que esa disposición "recoge una 
norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho 
Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado”?”, 


248. Este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con 
los hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como con las 
medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la Corte deberá 
observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho?”, 


A. Parte lesionada 


249, Se considera parte lesionada en este caso a María Claudia García, María Macarena 
Gelman y Juan Gelman. Así lo ha reconocido el Estado y así se declara en esta Sentencia. 


B. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su 
caso, sancionar a los responsables y adecuar la legislación interna para 
estos efectos 


8.1 Investigación, enjuiciamiento y, en su caso, sanción de los responsables 


250. Tanto la Comisión como los representantes solicitaron que se ordene al Estado la 
realización de una investigación completa, imparcial, efectiva y pronta de los hechos con 


0d Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de jullo de 1989. 
Serie C No. 7, párr. 25; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), supre nota 16, párr. 245, y Caso 
Cabrera Garcío y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 209. 

a Cfr. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C 
No. 43, párr. 50; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaía), supra nota 16, párr. 245, y Caso Cabrera 
García y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 209. 


> Cir. Caso Ticona Estrada y otros, supra nota 109, párr. 110; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do 
Araguala), supra nota 16, párr. 246, y Caso Cabrera García y Montiel Flores, supra nota 16, párr, 210. 
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el objeto de establecer y sancionar la responsabilidad intelectual y material de todas las 
personas que participaron en los hechos. 


251. Al respecto, además de lo señalado en su reconocimiento de responsabilidad, en 
sus alegatos finales el Estado manifestó que actualmente hay una contundente 
interpretación administrativa y judicial que ha llevado a la rotunda desaplicación de la Ley 
de Caducidad en este caso y, en general, por las decisiones de la Suprema Corte que 
evidencian "el cambio radical que [...] ha operado con relación a los efectos y alcance” de 
dicha Ley. Manifestó que la Cámara de Representantes aprobó en octubre de 2010 un 
proyecto de ley interpretativa de la Ley de Caducidad, que “suprime los efectos” de la 
misma y que estaría “siendo tratado por la Cámara de Senadores”. 


252. La Corte determina, en vista de los hechos probados y de conformidad con las 
violaciones declaradas, que el Estado debe investigar los hechos, identificar, juzgar y, en 
su caso, sancionar a los responsables de la desaparición forzada de María Claudia García, 
la de María Macarena Gelman, esta última como consecuencia de la sustracción, supresión 
y sustitución de su identidad, así como de los hechos conexos. 


253. Para ello, dado que la Ley de Caducidad carece de efectos por su incompatibilidad 
con la Convención Americana y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas, en cuanto puede impedir la investigación y eventual sanción de los 
responsables de graves violaciones de derechos humanos, el Estado deberá asegurar que 
aquélla no vuelva a representar un obstáculo para la investigación de los hechos materia 
del presente caso ni para la identificación y, si procede, sanción de los responsables de los 
mismos y de otras graves violaciones de derechos humanos similares acontecidas en 
Uruguay. 


254. En consecuencia, el Estado debe disponer que ninguna otra norma análoga, como 
prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier 
excluyente similar de responsabilidad, sea aplicada y que las autoridades se abstengan de 
realizar actos que impliquen la obstrucción del proceso investigativo. 


255. El Estado debe conducir la mencionada investigación eficazmente, de modo que se 
lleve a cabo en un plazo razonable, disponiendo al respecto la indispensable celeridad de 
la actual causa incoada o la instrucción de una nueva, según sea más conveniente para 
ello y asegurando que las autoridades competentes realicen las investigaciones 
correspondientes ex officio, contando al efecto de las facultades y recursos necesarios y 
permitiendo que las personas que participen en la investigación, entre ellas los familiares 
de las víctimas, los paptigos y los operadores de justicia, cuenten con las debidas 
garantías de seguridad”” 


256. Particularmente, la Corte considera que, con base en su jurisprudencia?*”, el Estado 
debe asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares de las víctimas en 
todas las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables. Adicionalmente, 
los resultados de los procesos correspondientes deberán ser publicados para que la 
sociedad bc id conozca los' hechos objeto del presente caso, así como a sus 
responsables? 


B.2 Determinación del paradero de María Claudia 


e Cfr. Velásquez Rodriguez. Fondo, supra nota 20, párr. 174; Caso Rosendo Cantú y otra, supra nota 9, 
párr. 211; Caco Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 237-<, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha 
0 Araguala), supra nota 16, párr, 256-c, 

». Cfr. Caso del Caracazo Vs. Venezuela. Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de agosto de 2002. Serie 
C No. 95, párr. 118; Caso Jbsen Cárdenas e lbsen Peña, supra nota 9, párr. 238, y Caso Gomes Lund y ctros 
(Guerrilhe do Araguala), supra nota 16, párr. 257. 

Lt Cfr. Caso del Caracazo. Reparaciones y Costas, e00O, pre nota 220, pá: 118; Caso Manuel Cepeda Vargas, 
supra nota 11, párr. 217, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 238. 
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257. La Comisión y los representantes solicitaron que se ordene al Estado emplear todos 
los medios para determinar el paradero de María Claudia García de Gelman, o sus restos 
mortales según fuera el caso. Los representantes solicitaron, adicionalmente, poner “a 
disposición de la justicia, así como de los familiares y la sociedad uruguaya en su 
conjunto”, la documentación en su poder relativa a las graves violaciones a los derechos 
humanos cometidas durante el gobierno de facto. 


258. La aspiración de los famillares de las víctimas de identificar el paradero de los 
desaparecidos y, en su caso, conocer donde se encuentran sus restos, recibirlos y 
sepultarlos de acuerdo a sus creencias, cerrando así el proceso de duelo que han estado 
viviendo a lo largo de los años, constituye una medida de reparación y, por lo tanto, 
genera el deber correlativo para el Estado de satisfacer esa expectativa***, además de 
proporcionar con ello información valiosa sobre los autores de las violaciones o la 
institución a la que pertenecian””, 


259. En consecuencia, como una medida de reparación del derecho a conocer la verdad 
que tienen las victimas***, el Estado debe continuar con la búsqueda efectiva y localización 
inmediata de María Ciaudia García, o de sus restos mortales, ya sea a través de la 
investigación penal o mediante otro procedimiento adecuado y efectivo. La realización de 
dichas diligencias debe ser efectuada acorde a los estándares internacionales”. 


260. Las referidas dligencias deberán ser informadas a sus familiares y en lo posible 
procurar su presencia, En el evento que se encuentren los restos mortales de María 
Claudia Garcia, éstos deberán ser entregados a sus famillares a la mayor brevedad 
posible, previa comprobación genética de filiación. Además, el Estado deberá asumir los 
gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con sus familiares”**, Los gastos que todo 
lo anterior ocasione deberán ser asumidos por el Estado. 


1A Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional y 
recuperación de la memoria de María Claudia García de Gelman 


261. La Comisión solicitó que se ordene al Estado adoptar las medidas necesarias para 
“reconocer su responsabilidad internacional por los hechos denunciados en el caso”, para 
lo cual propuso "la realización de un acto público y de desagravio de la víctima y sus 
familiares, [...] destinado a la recuperación de la memoria histórica”, Adicionalmente, la 
Comisión solicitó en sus alegatos finales escritos: a) "la celebración de ciertos actos de 


uo Cfr. Caso Meira Alegría y otros Vs. Perú, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 
1996. Serie C No. 29, párr. 69; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 214, y Caso Gomes Lund 
y otros (Guerriiha do Araguala), supra nota 16, párr. 261. 

=. Cfr. Caso De la Masacre de las Dos Erres, supra nota 127, párr. 245, y Caso Gomes Lund y otros 
(Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 261. 

2. Cfr, Caso del Caracaro. Reparaciones y Costas, supra nota 310, párrs. 122 y 123; Caso Anzualdo 
Castro, supra nota 75, párr. 185, y Caso Radilla Pacheco, supra nota 74, párr. 336. 


=n Ver, entre ctros, los previstos en el Manual de Naciones Unidas sobre la Prevención e Investigación 
aprobadas 


gubernamentales 
del Proyecto "Las personas desaparecidas y sus familiares” del Comité Internacional de la Cruz Roja; y en el 
Protocolo Modelo para la Investigación Forense de Muertes Sospechosas por haberse producido por violación de 
los Derechos Humanos, de la Oficina del Ako Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Mumanros. 
ne Cfr. Caso Le Cantuta, supra nota 292, párr. 232; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 
242, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia), supra nota 16, párr. 262. 


478-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de octubre de 2011 


importancia simbólica que garanticen la no reiteración de los delitos cometidos en el 
presente caso, y b) "actos que sólo puedan ser determinados con negociaciones entre los 
peticionarios y el Estado, como la celebración de un día anual de conmemoración y 
memoria de las víctimas del gobierno de facto”. 


262. En el mismo sentido, los representantes solicitaron a la Corte “orden[ar] al Estado 
la realización de un acto público de reconocimiento de responsabilidad en la sede del SID, 
en el que la máxima autoridad -en representación del Estado-, haga referencia a los 
hechos del presente caso y a las violaciones de derechos humanos ocurridas durante la 
etapa autoritaria del pasado reciente, dando a conocer las partes relevantes de esta 
Sentencia y reconociendo expresamente la responsabilidad de la República de Uruguay 
por su participación en el Plan Cóndor [...] y solicite disculpas a los familiares de María 
Claudia García”. Agregaron que *[e]l acto se deberá difundir a través de un medio de 
comunicación pública de amplia cobertura nacional, y en horario de alta audiencia”, y que 
las características del evento deberán ser consensuadas con los familiares de la víctima, 
asegurando su participación. 


263. Los representantes solicitaron asimismo: a) que se ordene al Estado la colocación 
de una placa recordatoria en la sala donde María Claudia García estuvo detenida 
ilegalmente junto con su hija, con varios datos de las personas que estuvieron allí 
detenidas, previo consentimiento de los involucrados, y que se garantice el acceso público 
a esa sala, y b) que el predio del SID, donde actualmente funciona el Centro de Altos 
Estudios Nacionales para la formación de militares, "sea afectado a un destino funcional 
relacionado con las políticas estatales de derechos humanos”. 


264. El Estado indicó que el "21 de mayo de 2009 el Intendente de Montevideo declaró 
cdludadanos visitantes ilustres de la ciudad de Montevideo a 11 jóvenes uruguayos y 
argentinos víctimas de las dictaduras de ambos países”, entre quienes se encuentra María 
Macarena Gelman. Precisó que este “reconocimiento honorífico del Gobierno de 
Montevideo procura fortalecer la memoria de la sociedad y contribuir en la reparación a su 
persona, a la de sus padres y a todas las víctimas de graves violaciones de los Derechos 
Humanos ocurridas en el pasado reciente”, Además, el Estado resaltó que el Poder 
Ejecutivo declaró de interés nacional el proyecto del Memorial en Recordación de los 
Detenidos-Desaparecidos que se erigió en el Parque Vaz Ferreira en el Cerro de 
Montevideo. En cuanto a la placa conmemorativa en el SID, señaló que "el Poder Ejecutivo 
asume el compromiso de garantizar el acceso público al sector del SID en que estuvo 
detenida María Claudia y Macarena y colocar una placa recordatoria en dichas 
instalaciones”. 


265. En anteriores oportunidades, la Corte ha valorado favorablemente aquellos actos 
realizados por los Estados que tienen como efecto la recuperación de la memoria de las 
víctimas, el reconocimiento de su dignidad y el consuelo de sus deudos”*”, tales como los 
mencionados en el párrafo precedente. 


266. En razón de lo anterior, como lo ha hecho en otros casos”*”, el Tribunal estima que 
el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional 
en relación con los hechos del presente caso, refiriéndose a las violaciones establecidas en 
esta Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública conducida 
por altas autoridades nacionales y con presencia de las víctimas del presente caso. El 
Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes la modalidad de 
cumplimiento del acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se 
requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. Dicho acto deberá ser 
difundido a través de medios de comunicación y, para su realización, el Estado cuenta con 
el plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. 


mw Cfr, Caso Masacre de Pueblo Bello, supra nota 146, párr. 254; Caso Manwvel Cepeda Vargas, supra nota 
11, párr. 223, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 248. 


w. Cfr. Caso Kawas Fernández Vs. Honduras, Fondo, Reparacdones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 
2009 Sería C No. 196, párr. 202; Caso Rosendo Cantú y otra, supra neto 9, párr. 226, y Caso Gomés Lund y 
otros (Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 277. 
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267... Asimismo, según su compromiso y en el plazo de un año, el Estado deberá develar, 
en un lugar con acceso público del edificio del SID, una placa con la inscripción de los 
nombres de las víctimas y el período en que estuvieron allí detenidas ilegalmente. 


268. La Corte no considera que la afectación del SID, donde actualmente funciona el 
Centro de Altos Estudios Nacionales para la formación de militares, a un destino funcional 
relacionado con las políticas estatales de derechos humanos tenga relación con los hechos 
del caso y las violaciones declaradas, por lo cual no corresponde atender lo solicitado por 
los representantes. 


269. En cuanto a otras solicitudes de la Comisión, la Corte observa que no fueron 
presentadas en el momento procesal oportuno, esto es, al someter el caso ante este 
Tribunal. Tales solicitudes son, por ende, extemporáneas y no serán consideradas. 


ñ, Publicación de la Sentencia 


270. Los representantes solicitaron que "se ordene al Estado la publicación de las partes 
pertinentes de la sentencia en el Diario Oficial y en un medio de prensa escrita de amplia 
circulación nacional, así como la totalidad de la sentencia en el sitio web de la presidencia 
de la República”. El Estado no se refirió al respecto, 


271. La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos”**?, que el Estado deberá 
publicar, en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia: 


a) por una sola vez, en el Diario Oficial, la presente Sentencia, con los respectivos 
títulos y subtítulos, sin las notas al pie de página; 


b) en otro diario de amplia circulación nacional, y por un sola vez, el resumen oficial 
de la presente Sentencia elaborado por la Corte, y 


c) el resumen oficial y el presente Fallo integramente en un sitio web oficial, que 
deberá estar disponible por un periodo de un año. 


C.2. Garantías de no repetición 


l. Creación de unidades especializadas para investigación de denuncias 
de graves violaciones de derechos humanos y elaboración de protocolo para 
recolección e identificación de restos 


272. Los representantes solicitaron a la Corte que ordene al Estado *la creación de 
unidades especializadas en el Ministerio Público y en el Poder Judicial, para la 
investigación de denuncias sobre graves violaciones de derechos humanos”, para lo cual 
debería “reorganizar administrativamente los recursos financieros, técnicos y 
administrativos” para garantizar su funcionamiento. Fundamentaron su solicitud en que el 
Ministerio Público Fiscal y el Poder Judicial no están organizados para responder 
eficientemente a causas de este tipo, en su falta de estrategias integrales de 
investigación, en su carga de trabajo y en la falta de especialización y dedicación exclusiva 
a estos temas. 


273. El Estado informó que se "ha elaborado un proyecto de ley por el cual se crean 
unidades especializadas en el Ministerio Público [y] en el Poder Judicial con jurisdicción 


o Ofr Caso Barrios Altos Vs, Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2001. Serie C 
No. 87, Punto Resolutivo 5.4); Caso Gomes Lund y otros (Guerriiha do Araguala), supra nota 16, párr. 273, y 
Caso Cabrera García y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 217. 


480-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de octubre de 2011 


para [participar] en "la investigación de denuncias de graves violaciones de derechos 
humanos”. Asimismo señaló que “se ha elaborado un proyecto por el cual se crea una 
Comisión Interministerial con el cometido específico de continuar las investigaciones has 
esclarecer el destino de los desaparecidos entre los años 1973 a 1895 [sic] asi como la de 
“Elaborar un Protocolo para recolección e información de restos de personas 
desaparecidas”. En sus alegatos finales, el Estado destacó la creación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos, órgano dependiente del Poder Legislativo de la República 
y agregó que la organización de la justicia penal en Uruguay se trata de un tema en 
permanente discusión y que el Poder Ejecutivo remitió al Pocer Legislativo un proyecto de 
nuevo Código del Proceso Penal que implantaría, entre otros, el proceso oral, público y 
con participación de los fiscales como responsables de coordinar y dirigir las indagatorias. 


274. El Tribunal valora que el Estado haya iniciado actividades para continuar las 
investigaciones destinadas a determinar el paradero de los desaparecidos durante la 
época de la dictadura militar en Uruguay, así como la medida ofrecida por el Estado para 
crear una Comisión Interministerial que se encargue de dar impulso a las investigaciones 
para esclarecer el destino de los desaparecidos entre los años 1973 a 1985, por lo cual la 
Corte dispone que en dicha instancia el Estado debe asegurar la participación de una 
representación de las víctimas de dichos hechos, si éstas así lo determinan, la que podrá 
canalizar la aportación de información relevante. El actuar de la Comisión interministerial 
estará sujeto a la confidencialidad que la información requiere y contará con una 
eo abro del Ministerio Público que sirva de contacto para recopilar dicha 
informa . 


275. El Tribunal estima de manera positiva la disposición del Estado para establecer un 
“Protocolo para la recolección e información de restos de personas desaparecidas” y 
ordena al Estado que efectivamente lo adopte y lo ponga en conocimiento de las 
autoridades encargadas para su Inmediata ejecución. 


Ñ. Capacitación a funcionarios judiciales 


276. Los representantes solicitaron que la Corte ordene "la capacitación permanente en 
derechos humanos a los operadores de justicia, incluyendo la elaboración de un Protocolo 
de trabajo especifico para la recolección e identificación de restos de personas 
desaparecidas”. 


277. El Estado presentó en su contestación a la demanda información que refleja que 
desde el 2007 ha realizado actividades de capacitación en "formación de Derechos 
Humanos en tanto marco ético y normativo que hace, entre otros aspectos, a la 
accesibilidad de todos los ciudadanos a la Administración de Justicia y a la efectiva 
vigencia del principio de igualdad ante la ley”. En tal sentido, indicó que el Centro de 
Estudios Judiciales del Uruguay impartió diversos seminarios donde se aborda la temática 
de derechos humanos. 


278. En mérito de lo constatado en el expediente, el Tribunal establece que, sin 
perjuicio de los programas de capacitación para funcionarios públicos en materia de 
derechos humanos que ya existan en Uruguay, el Estado debe implementar, en el Centro 
de Estudios Judiciales del Uruguay, en un plazo razonable y con la respectiva disposición 
presupuestaria, programas permanentes sobre Derechos Humanos dirigidos a los agentes 
del Ministerio Público y a los jueces del Poder Judicial del Uruguay, que contemplen cursos 
o módulos sobre la debida investigación y juzgamiento de hechos constitutivos de 
desaparición forzada de personas y de sustracción de niños y niñas. 


Mil. Acceso público a los archivos estatales 


279. Los representantes solicitaron que se ordene al Estado garantizar "el acceso público 
a los archivos que se encuentran bajo dependencias del Estado y establezca un 
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mecanismo de Identificación, mantenimiento, actualización, sistematización y 
ordenamiento de los mismos, [que] permit[a] un efectivo acceso y uso responsable [y] 
que asegure el pleno acceso a los mismos a las autoridades a cargo de las investigaciones 
penales para esclarecer las violaciones a los derechos humanos” y para que "todo el 
pueblo uruguayo pueda conocer la verdad de los hechos ocurridos durante la época del 
terrorismo de Estado”. 


280. El Estado enfatizó que debe considerarse la Ley 18.381 de 17 de octubre de 2008, 
la cual: a) tiene por objeto promover la transparencia de la función administrativa de todo 
organismo público, sea o no estatal, y garantizar el derecho fundamental de las personas 
al acceso a la información pública; b) reconoce el derecho de acceso a la información 
pública; c) establece criterios de dasificación de la información; y d) crea una agencia 
especializada y ya fue reglamentada, Además indicó que "con la ley [señalda] se da 
cumplimiento a lo solicitado por las víctimas”. 


281. En relación con lo indicado por el Estado, los representantes señalaron que, luego 
de un estudio de 2007 en el Archivo General de la Universidad de la República Oriental del 
Uruguay se detectaron 32 repositorios con documentación sobre violaciones de derechos 
humanos (cinco privados y 27 públicos) y que, "[e]n relación al acceso, el 30% es de libre 
acceso, sin ninguna restriccióní, mientras que eln el 50% de los casos, el acceso es 
restringido, es decir, hay que pedir permiso y justificar el pedido, que puede ser 
denegado”. Puntualizaron que en la gran mayoría de estos casos, no es claro el criterio 
que se usa para habilitar algunos pedidos y negar otros”. Observaron que el marco 
jurídico existente (Ley del Sistema Nacional de Archivos de 2007, Ley sobre la Protección 
de datos personales de 2008 y Ley de Acceso a Información Pública de 2008) "no ha sido 
reglamentado y no se ha diseñado una política pública que cumpla con estándares 
internacionales”. Por ello, consideraron que el Estado debe "habilitar sin restricciones el 
acceso a los archivos y otras informaciones en poder de instituciones y funcionarios, o ex 
funcionarios del Estado, con el objeto de colaborar con las investigaciones penales para 
esclarecer las violaciones a los derechos humanos”. 


282. La Corte valora positivamente que exista una ley en Uruguay que proteja el 
derecho al acceso a la información pública, como lo ha informado el Estado. Si bien en el 
presente caso no se ha constatado la aplicación de dicha norma a favor de las víctimas, el 
Tribunal ha observado que una de las limitaciones para avanzar en la investigación es que 
la información acerca de las graves violaciones de derechos humanos ocurridas durante la 
dictadura reposa en diferentes archivos de seguridad nacional que se encuentran 
disgregados y cuyo control no es adecuado*”, Puesto que tal información puede ser útil 
para los funcionarios que realizan las investigaciones judiciales al respecto, el Estado 
deberá adoptar las medidas pertinentes y adecuadas para garantizar el acceso técnico y 
sistematizado a esa información, medidas que deberá apoyar con las asignaciones 
presupuestarias adecuadas. 


iv. Otras solicitudes 


283. La Comisión solicitó que se ordene al Estado "[c]rear un mecanismo interno 
efectivo, con poderes jurídicos vinculantes y autoridad sobre todos los órganos del Estado, 
para asegurar el cumplimiento cabal de lo que ordene la Corte en su sentencia”. 


284. El Estado expresó que, de conformidad al sistema constitucional del Uruguay ta 
Nación adopta para su Gobierno la forma democrática republicana; que los poderes a los 
que hace referencia la Constitución son el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder 
Judicial, cada uno de los cuales ejerce, a su vez, una función jurídica de manera 
predominante sean estas administrativa, legisiativa o Jurisdiccional, lo que implica 
conceptualmente la separación de poderes entre los distintos sistemas orgánicos y las 
consecuencias que de una organización de este tipo conlleva”. Además, el Uruguay es un 


8? Dictamen pericial del señor Gerardo Caetano rendido durante la audiencia pública arre la Corte 
Interamericana. 
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país que se precia de ser respetuoso del Derecho Internacional así como de los fallos 
jurisdiccionales, lo cual se encuentra en consonancia con su mejor tradición por lo que se 
encuentra fuera de toda duda posible su compromiso a dar cumplimiento al fallo de la 
Corte en el presente caso sin necesidad de crear 'mecanismos interno'[s] a dicho efecto. 


285. La Corte constata que la Comisión no fundamentó en alguna necesidad específica 
su solicitud atingente al establecimiento de un mecanismo de cumplimiento de esta 
Sentencia, ni en términos generales ni por las particularidades de este caso. Por lo 
anterior, y en atención al compromiso del Estado de cumplir con este Fallo, el Tribunal 
declara que no ha lugar tal solicitud. 


D. Indemnizaciones, costas y gastos 


286. Los representantes comunicaron que el señor Juan Gelman manifestó su decisión 
de ser excluido como beneficiario de reparaciones referidas a indemnizaciones 
compensatorias, razón por la cual el Tribunal se abstiene de hacer cualquier 
determinación en ese sentido. 


287. El Estado citó varias disposiciones de la referida Ley 18.596 de 18 de septiembre 
de 2009 y manifestó que “es de conformidad a las pautas establecidas en la misma que se 
procederá a indemnizar a las victimas”, 


D.1 Daño material 


288. La Comisión solicitó a la Corte que, sin perjuicio de las pretensiones de los 
representantes, "fije en equidad el monto de la indemnización correspondiente al daño 
emergente y lucro cesante”. 


289. Los representantes incluyeron en este concepto los gastos en que María Macarena 
Gelman ha incurrido para obtener justicia y la verdad de lo ocurrido, así como para cubrir 
los gastos médicos y psicológicos desde que se enteró de lo ocurrido. Alegaron que desde 
hace diez años, María Macarena Gelman viene realizando gastos en concepto de viajes, 
hospedajes, transporte, llamadas telefónicas, gastos administrativos y judiciales y, en 
razón de que fueron realizados a través de los años, y agregaron que ella no conserva los 
recibos de los mismos. Por eso, los representantes solicitaron que el Tribunal fije en 
equidad la cantidad que el Estado debe abonar a María Macarena por los gastos 
incurridos. Agregaron que María Macarena Gelman ha "deciídido] donar a la organización 
no gubernamental 'Aldeas Infantiles SOS”” el monto que, eventualmente, fije la Corte por 
este rubro. 


290. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los 
supuestos en que corresponde indemnizarlo. Este Tribunal ha establecido que el daño 
material supone *la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos 
efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que 
tengan un nexo causal con los hechos del caso” ??*, 


291. La Corte fija en equidad la cantidad de $ 5,000.00 (cinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América) a favor de María Macarena Gelman por los gastos incurridos en la 
búsqueda del paradero de su madre. 


292. En cuanto los ingresos dejados de percibir, los representantes indicaron que María 
Claudia García tenía 19 años al momento de su desaparición y que, de acuerdo a los datos 
disponibles, la expectativa de vida para la época en Argentina era de 72 años, por lo que 
le restaban por vivir aproximadamente 53 años. Estimaron que de no haber sido 
desaparecida, habria culminado su carrera universitaria aproximadamente en 1982, 
cuando habría iniciado su carrera profesional. Indicaron que el salario mínimo en 


m 'r. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemalo. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 
2002. Seña C No. 91, párr. 43; Coso Gomes Lund y otros (Guerriha do Araguala), supra nota 16, párr 298, y 
Coso Cabrera Garda y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 248, 
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Argentina en 1976 era de US$ 200, pero realizaron el cálculo hasta la fecha actualizando 
el monto al valor actual y aplicaron una fórmula con varios criterios y datos consultados 
en Argentina, para llegar a la cifra de US$ 312.512,02. Sostuvieron que esa cantidad debe 
incrementarse en un 50%, teniendo en cuenta que María Ciaudia García habría percibido 
Ingresos superiores debido a su formación profesional en filosofía y letras, y que también 
se le debe sustraer un 25% por concepto de gastos personales. Finalmente, solicitaron 
que el Estado pague a María Macarena, en su calidad de heredera, el monto de US$ 
385.326,02, en concepto de lucro cesante por los ingresos dejados de percibir por Maria 
Claudia García. 


293. Atendiendo a los a que habría probablemente percibido María Claudia García 
durante su vida, de no haber acontecido su desaparición forzada, el Tribunal decide fijar, 
en equidad y por concepto de la correspondiente por lucro cesante, la cantidad de US 
$300.000,00 (trescientos mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente 
en moneda uruguaya, la que deberá ser distribuida en partes iguales entre sus 
derechohabientes conforme al derecho aplicable, 


D.2. Daño inmaterial 


294. La Comisión alegó que el daño Inmaterial a raíz de la desaparición de María Claudia 
García resulta evidente, como también lo son las consecuencias lesivas de la denegación 
de justicia a sus familiares. Agregó que es presumible que sus familiares hayan tenido un 
sufrimiento psicológico intenso, angustia, pena y alteración de sus proyectos de vida en 
razón de las acciones estatales y la falta de justicia en un plazo razonable y la sanción 
respectiva de los involucrados en los hechos. 


295. Los representantes solicitaron el pago por concepto de *daño moral” a María 
Claudia García, la suma de US$ 100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de 
América), que deberá ser entregada a su heredera, María Macarena Gelman. Respecto de 
María Macarena Gelman García, alegaron que Uruguay violó su integridad personal en 
*dos dimensiones”: por la desaparición de su madre y por las condiciones de su 
nacimiento y supresión de su identidad. Arguyeron que esto cambió "drásticamente el 
curso de [su] vida”, "imponiéndole circunstancias vitales distintas que modificaron [los] 
planes y proyectos que hubiera formulado ante condiciones ordinarias de existencia”, por 
lo cual el Estado violó su proyecto de vida, lo cual persiste hasta la actualidad, ya que 
María Macarena Gelman dedica todos sus esfuerzos a la búsqueda de la verdad sobre el 
destino de su madre y los primeros días de su vida, así como a la búsqueda de justicia. 
Por ello, los representantes solicitaron que el Estado pague a María Macarena Gelman US$ 
250.000,00 (doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América). 


296. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia 
puede constituir per se una forma de reparación*”, No obstante, el daño inmaterial 
comprende *tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a sus 
allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las 
alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su 
familia"?, Además, es necesario considerar las circunstancias del caso sub judíce, por los 
sufrimientos que las violaciones cometidas causaron a las víctimas, dada la profunda 
afectación que los hechos ocasionaron en el coso de María Claudia García, especialmente 
por su estado de embarazo”, Por otra parte, es particularmente relevante el cambio en 
las condiciones de vida y las restantes consecuencias de orden inmaterial o no pecuniario 
que sufridas por María Macarena Gelman. En consecuencia, la Corte estima pertinente 


mm Cfr. Caso Nelra Alegría y otros. Reparaciones y Costas, supra nota 312, párr. 56; Caso Gomes Lund y 
A OR párr. 310, y Caso Cabrera García y Montiel Flores, supra ncta 16, 
1 


Caso de los "Niños de lo Calo” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Reperaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de mayo de 2001, Serie C No. 77, párr. 84; Coso Gomes Lund y otros (Guerriha de Araguala), 
supra nota 16, párr. 305, y Caso Cabrera García y Montiel Flores, supra nota 16, párr, 255, 


se. Cfr. Caso Golburú y otros, supra nota 23, párr. 160.b.v. 
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fijar una cantidad, en equidad, como compensación por concepto de daños 
inmateriales”, las cantidades de: 


a) US $100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la 
señora María Claudia García de Gelman; y 


b) US $80,000.00 (ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de 
María Macarena Gelman García. 


297. La Corte toma en cuenta la decisión expresa del señor Juan Gelman de ser excluido 
como beneficiario de indemnizaciones compensatorias (supra párr. 286). No obstante, el 
Tribunal reconoce la profunda afectación que los hechos del caso han tenido en su vida 
ysu incesante búsqueda de justicia en Uruguay y Argentina, expresada en su activo 
impulso a las investigaciones, lo cual sin duda ha tenido importante impacto económico y 
ha alterado su vida y la de su familia. 


D.3 Costas y gastos 


298. Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos 
están comprendidos dentro PS concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de 
la Convención Americana??* 


299. Ecol calla la Corte que ordene al Estado el pago de las costas y gastos 
debidamente probados por los representantes. 


300. Los representantes indicaron que CEJIL ha actuado como representante de las 
víctimas desde que se presentó la petición inicial ante la Comisión en mayo de 2006. Por 
tal razón, desde septiembre de 2005 hasta la actualidad, CEJIL ha incurrido en gastos que 
se concentran principalmente en el proceso de investigación y recolección de pruebas, 
tramitación del caso ante la Comisión y luego ante la Corte. Dentro de los gastos 
incurridos, se encuentran viajes efectuados en su mayoría a Montevideo o hacia Buenos 
Aires con el fin de concretar reuniones con las contrapartes, así como los viáticos 
correspondientes. Igualmente incluyeron gastos de correspondencia y fotocopias y un 
estimativo de lo incurrido en gastos de telefonía e Internet y suministros utilizados. En su 
escrito de solicitudes y argumentos solicitaron US$ 7.626,33. Luego, en sus alegatos 
finales, los representantes precisaron que los gastos relativos a la audiencia celebrada en 
Quito, a la producción de afidávits, correspondencia, impresiones, copias, viáticos, 
llamadas e Internet, entre otros, ascienden a un total de US$ 26.986,53. Además, 
solicitaron que el Estado cancele directamente a los representantes la suma que 
corresponda por concepto de costas y gastos. 


301. Por último, los representantes hicieron una solicitud por "gastos futuros”, "a ser 
incurridos por CEJIL en lo que resta del trámite del caso ante la Corte y que comprenden 
aquellos necesarios para la difusión, conocimiento e impulso adecuado del cumplimiento 
de la sentencia”. Por ello, solicitaron que, *en la etapa procesal correspondiente”, se les 
otorgue la oportunidad de presentar cifras y comprobantes actualizados sobre los gastos 
en los que se incurrirá. 


302. Los gastos y costas comprenden los generados tanto ante las autoridades de la 
jurisdicción interna, como ante el Sistema Interamericano. Al respecto, el Tribunal reltera 
que las pretensiones de las víctimas o sus representantes en materia de costas y gastos, y 
las pruebas que las sustentan, deben presentarse en el primer momento procesal que se 
les concede, esto es, en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales 
pretensiones se actualicen en un momento posterior, conforme a las nuevas costas y 


sd Cfr. Caso Nelra Alegría y otros Vs. Perú. Reparaciones y Costas, supra nota 312, párr. 56; Caso Gomes 
ser] azur” ed o 0 O JU 310, y Caso Cabrera Garcia y Montiol Flores, supra 
nota 16, párr. 260. 

-. Cfr. Caso Garrido y Dolgorría vs. Argentina, Reparaciones y Costas. Sentende de 27 de egosto de 1998. 


Serie C. No. 39, párr. 79; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 312, y Caso 
Cabrera Garcia y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 262. 
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gastos en que se haya incurrido con ocasión del procedimiento”, Asimismo, no es 
suficiente la remisión de documentos probatorios, sino que se requiere que las partes 
hagan una argumentación que relacione la prueba con el hecho que se considera 
representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, se establezcan con 
claridad los rubros y la justificación de los mismos”**. 


303. La Corte observa que de los comprobantes enviados respecto de algunos gastos no 
se desprende claramente su relación con erogaciones vinculadas al presente caso. Sin 
embargo, también constata que los representantes incurrieron en diversos gastos ante 
ella, relativos, entre otros aspectos, a recolección de prueba, transporte, servicios de 
comunicación en el trámite interno e internacional del presente caso. El Tribunal reltera 
que le corresponde apreciar prudentemente tales gastos, teniendo en cuenta las 
circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de 
protección de los derechos humanos, apreciación que puede realizar con base en el 
principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre 
que su quantum sea razonable?*”, disponiendo el reembolso por parte del Estado a las 
víctimas o sus representantes de aquellos que considere razonables y debidamente 
comprobados. 


304. La Corte determina, en equidad, que el Estado debe entregar, por concepto de 
gastos y costas, la cantidad de US$ 28.000,00 (veintiocho mil dólares de los Estados 
Unidos de América) a los representantes de María Macarena Gelman y Juan Gelman. 
Igualmente, señala que en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de la 
presente sentencia, podrá disponer el reembolso a las víctimas o sus representantes, por 
parte del Estado, de los gastos razonables en que incurran en dicha etapa procesal. 


D.4 Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados 


305. El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por concepto de daño 
material e inmaterial y el reintegro de costas y gastos, directamente a las personas 
indicadas en la misma, dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación del 
presente Fallo, en los términos de los párrafos siguientes. 


306. En caso de que los beneficiarios hayan fallecido o fallezcan antes de que les sea 
entregada la indemnización respectiva, ésta se efectuará directamente a sus 
derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. 


307. El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de 
los Estados Unidos de América o en un equivalente en moneda uruguaya, utilizando para 
el cálculo respectivo el tipo de cambio que esté vigente en la bolsa de Nueva York, el día 
anterior al pago. 


308. Si por causas atribuibles a los beneficiarios de las Indemnizadones o a sus 

derechohabientes no fuese posible el pago de las cantidades determinadas dentro del 

plazo indicado, el Estado consignará dichos montos a su favor en una cuenta o certificado 

de depósito en una institución financiera uruguaya solvente, en dólares estadounidenses, 

E en ore condiciones financieras más favorables que permitan la legislación y la práctica 
ncaria. 


309. Sino se reclama la indemnización correspondiente una vez transcurridos diez años, 
las cantidades serán devueltas al Estado con los intereses devengados. 


> Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez, supra nota 108, párr. 275; Caso Vélez Loor, Caso Vélez Locr 
vs. Panemá. Excepciones Prelimirares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010 
Serie C No. 218, párr. 318, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha de Araguala), supra nota 16, párr. 317. 


». Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Iñiguez, supra nota 108, párr. 277; Caso Rosendo Cantú y otra, 
supra nota 9, párr. 285, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 317. 


” Cfr. Caso Garrido y Balgorría. Reparaciones y Costas, supra nota 327, párr. 42; Caso Gomes Lund y 
de do 
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310. Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como 
reintegro de costas y gastos deberán ser entregadas a las personas y organizaciones 
indicadas en forma Íntegra, conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin reducciones 
derivadas de eventuales cargas fiscales. 


311. En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la 
cantidad adeudada correspondiente al interés bancario moratorio en Uruguay. 


PUNTOS RESOLUTIVOS 
312. Por tanto, 
LA CORTE 


DECLARA, 
por unanimidad, que: 


1. Acepta el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por el 
Estado, en los términos de los párrafos 25 a 31 de la Sentencia. 


y A El Estado es responsable por la desaparición forzada de María Claudia García 
Iruretagoyena de Gelman, por lo cual violó sus derechos al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal, 
reconocidos en los artículos 3, 4.1, 5.1 y 5.2 y 7.1, en relación con el artículo 1,1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y con los artículos I y XI de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en los términos de 
los párrafos 44 a 63 y 79 a 101 de la Sentencia. 


S El Estado es responsable por la supresión y sustitución de identidad de María 
Macarena Gelman García, ocurrida desde su nacimiento hasta que se determinó su 
verdadera identidad y expresada como una forma de desaparición forzada, por lo cual, en 
ese período, violó sus derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a 
la integridad personal, a la libertad personal, a la familia, al nombre, a los derechos de los 
niños y niñas y a la nacionalidad, reconocidos en los artículos 3, 4.1, 5.1, 7.1, 17, 18, 19 y 
20.3, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y con los artículos 1 y XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, en los términos de los párrafos 106 a 132 y 137 de la Sentencia. 


4. El Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad personal y 
a la protección de la familia, reconocidos en los artículos 5.1 y 17, en relación con el 
artículo 1.1 de la Corivención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del señor 
Juan Gelman, en los términos de los párrafos 133 a 135 y 138 de la Sentencia. 


5. El Estado es responsable por la violación de los derechos a las garantías judiciales y 
a la protección judicial, previstos en los artículos 8.1 y 25.1, en relación con los artículos 
1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y con los artículos 1.b y IV 
de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, por la falta de 
investigación efectiva de los hechos del presente caso, asi como del juzgamiento y sanción 
de los responsables, en perjuicio del señor Juan Gelman y de María Macarena Gelmen 
García, de conformidad con los párrafos 225 a 246 de la Sentencia. 


6. El Estado ha incumplido la obligación de adecuar su derecho interno a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, contenida en su artículo 2, en relación 
con los artículos 8.1, 25 y 1.1 de la misma y con los artículos 1.b, III, IV y V de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, como consecuencia 
de la interpretación y aplicación que le ha dado a la Ley de Caducidad de la Pretensión 
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Punitiva del Estado respecto de graves violaciones de derechos humanos, de conformidad 
con los párrafos 237 a 241 y 246 de la Sentencia. $ 


He No procede emitir un pronunciamiento sobre las alegadas violaciones del derecho a 
la libertad de pensamiento y de expresión y del derecho a la honra y dignidad, 
reconocidos en los artículos 13 y 11 de la Convención, ni de las normas de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y de la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención de Belém 
do Pará”) cuya violación fue alegada. 


Y DISPONE 


por unanimidad, que: 


8. Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación. 


9. En un plazo razonable, el Estado debe conducir y llevar a término eficazmente la 
investigación de los hechos del presente caso, a fin de esclarecerlos, determinar las 
correspondientes, responsabilidades penales y administrativas y aplicar las consecuentes 
sanciones que la ley prevea, de conformidad con los párrafos 252 a 256, 274 y 275 de la 
Sentencia. 


10. El Estado debe continuar y acelerar la búsqueda y localización inmediata de María 
Claudia García Iruretagoyena, o de sus restos mortales y, en su caso, entregarlos a sus 
familiares, previa comprobación genética de fillación, de conformidad con los párrafos 259 
y 260 de la Sentencia. 


11. El Estado debe garantizar que la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado, al carecer de efectos por su incompatibilidad con la Convención Americana y la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en cuanto puede 
impedir u obstaculizar la investigación y eventual sanción de los responsables de graves 
violaciones de derechos humanos, no vuelva a representar un obstáculo para la 
investigación de los hechos materia de autos y para la identificación y, si procede, sanción 
de los responsables de los mismos, de conformidad con los párrafos 253 y 254 de la 
Sentencia. 


12. El Estado debe realizar, en el plazo de un año, un acto público de reconocimiento 
de responsabilidad internacional por los hechos del presente caso, de conformidad con el 
párrafo 266 de la Sentencia. 


13, El Estado debe colocar en un espacio del edificio del Sistema de Información de 
Defensa (SID) con acceso al público, en el plazo de un año, una placa con la inscripción 
del nombre de las victimas y de todas las personas que estuvieron detenidas ilegalmente 
en dicho lugar, de conformidad con el párrafo 267 de la Sentencia. 


14. El Estado debe realizar, en el plazo de seis meses, las publicaciones dispuestas en 
el párrafo 271 de la Sentencia. 


15. El Estado debe implementar, en un plazo razonable y con la respectiva asignación 
presupuestaria, un programa permanente de derechos humanos dirigido a los agentes del 
Ministerio Público y a los jueces del Poder Judicial de Uruguay, de conformidad con el 
párrafo 278 de la Sentencia. 


16. El Estado debe adoptar, en el plazo de dos años, las medidas pertinentes para 
garantizar el acceso técnico y sistematizado a información acerca de las graves violaciones 
de derechos humanos ocurridas durante la dictadura que reposa en archivos estatales, de 
conformidad con los párrafos 274, 275 y 282 de la Sentencia. 


17. El Estado debe pagar, dentro del plazo de un año, las cantidades fijadas en los 
párrafos 291, 293, 296 y 304 de la presente Sentencia, por concepto de indemnización 
por daño material e inmaterial y por el reintegro de costas y gastos, según corresponda, 
de conformidad con los párrafos 305 a 311 de la misma. 
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18. Conforme a lo establecido en la Convención, la Corte supervisará el cumplimiento 
íntegro de esta Sentencia y dará por concluido el presente caso una vez que el Estado 
haya dado cabal ejecución a lo dispuesto en la misma, debiendo el Estado rendirle, dentro 
del plazo de un año a partir de la notificación de esta Sentencia, un informe sobre las 
medidas adoptadas para tal efecto. 


El Juez Vio Grossi hizo conocer a la Corte su Voto Concurrente, el cual acompaña la 
presente Sentencia. 


Redactada en español y en inglés, haciendo fe el texto en español, en San José, Costa 
Rica, el día 24 de febrero de 2010. 


Diego Garcia-Sayán 
Presidente 


Leonardo A. Franco Manuel E. Ventura Robles 


Margarette May Macaulay Rhadys Abreu Blondet 
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Eduardo Vio Grossi 


Pablo Saavedra Alesandri 
Secretario 


Comuníquese y ejecútese, 


Diego Garcia-Sayán 
Presidente 


Pablo Saavedra Alessandri 
Secretario 


490-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de octubre de 2011 


VOTO CONCURRENTE DE JUEZ EDUARDO VIO GROSSI 
CASO GELMAN VS.URUGUAY 
SENTENCIA DE 24 DE FEBRERO DE 2011 
(Fondo y Reparaciones) 


Formulo el presente voto concurrente con la dtada sentencia llamando la atención con 
respecto a ciertos aspectos abordados en ella. 


El primero dice relación con la estrecha relación entre la situación de María Claudia García 
Iruretagoyena de Gelman y la de su hija, María Macarena Gelman García, las que, en 
definitiva, podrían configurar una unidad. Así, la desaparición forzada de la primera y, en 
ese contexto, el nacimiento de la segunda y su posterior separación, sustracción y entrega 
a terceros, se explicarían conjunta y recíprocamente. Una no lo sería al margen de la otra. 
Considerar de ese modo los hechos de la causa conllevaría, entonces, a estimar lo 
acontecido a María Macarena Gelman también como una desaparición forzada, por lo que 
su esclarecimiento estaría íntimamente unido al relativo de lo ocurrido a de su madre, 
María Claudia García, En tal sentido, la situación en cuestión sería precisamente una de las 
que contempla el artículo 11 de CISDFP al considerar, entre los elementos del concepto de 
desaparición forzada de personas, "la privación de la libertad de una o más personas”,” la 
falta de información sobre el paradero de la persona” y que con ello "se impide el ejercicio 
de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes” 
1, Seria evidente, por ende, que, en el presente caso, se trataría de la privación de 
libertad de dos personas y que la falta de información acerca del paradero de una de ellas 
le impediría a la otra ejercer los recursos legales y garantías procesales pertinentes. Por lo 
mismo, entonces, ambas realidades constituirian fundamentalmente un solo ilícito 
internacional, aunque evidentemente afectaría a varios derechos consagrados en la 
Convención y las victimas de la violación de éstos serían varias, principalmente, María 
Macarena Gelman y su abuelo Juan Gelman. Y de allí, pues, que igualmente se podría 
estimar que mientras la desaparición forzada de María Claudia García no cese, tampoco 
finalizaría la de María Macarena Gelman, aún cuando actualmente no se encuentre privada 
de su libertad y su identidad haya sido establecida. Tal vez lo señalado se podría haber 
apreciado mejor si en la sentencia se hublese contado con una única relación de los 
hechos de la causa expuesta en forma previa a los fundamentos de derecho invocados 
para determinar cada una de las correspondientes violaciones de las pertinentes 
disposiciones convencionales. 


Un segundo aspecto del fallo en comento que valdría la pena destacar, es el 
reconocimiento parcial formulado por el Estado. Ciertamente, ese hecho, que se valora, 
posibilitaba un tratamiento del caso en forma más precisa, puesto que, en mérito del 


A O A O SR *Para los efectos de la 

presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de la libertad a una o más personas, 
cwalquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que 
actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la foka de información o de la 
negativa » reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se 
impióe el ejercicio de los recursos legales y de las garantias procesales pertinentes.” 
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mismo, los hechos de la causa podrían dividirse en dos etapas. La primera Incluyendo 
aquellos acontecidos durante la dictadura militar, vale decir, hasta febrero de 1985 y la 
segunda, los que han tenido lugar desde entonces a la fecha. Por tánto, dicho 
reconocimiento permitiría distinguir con mayor claridad los hechos no controvertidos de la 
causa y, por ende, darlos por probados, máxime cuando algunos de ellos, particularmente 
los referidos al contexto en que se desarrollaron los pertinentes a María Claudia Garcia de 
Gelman y María Macarena Gelman García, son, a estas alturas del desarrollo histórico, 
“hechos públicos y notorios” y, por tanto, sin necesidad de ser demostrados ni reiterados 
o desarrollados en autos. Probablemente también una única relación de los hechos en la 
sentencia en comento y, además, efectuada en forma previa a ese reconocimiento parcial 
formulado por el Estado, habría permitido precisar más exactamente aquellos acontecidos 
antes del mes indicado como efectivamente reconocidos, ponderando mejor el alcance de 
tal acto unilateral. 


Lo anterior conduce a la tercera observación, a saber, que ese reconocimiento centraría la 
discusión básicamente en lo ocurrido durante los gobiernos democráticos que el Estado ha 
tenido desde 1985 a la actualidad y, en especial, en cuanto a la aplicación, en el caso en 
cuestión y en parte de esa época, de la Ley de Caducidad. En esta perspectiva, es que se 
deber tener presente que, con respecto al origen de las leyes y a su eventual ilicitud 
Internacional, determinada conforme al Derecho Internacional y, en consecuencia, con 
prescindencia de lo que disponga el Derecho Nacional?, el Estado Incurre en 
responsabilidad internacional por todo hecho que le sea atribuible y que constituya una 
violación de una de sus obligaciones internacionales y a tales propósitos se considera 
hecho del Estado según el Derecho Internacional, en especial, la costumbre internacional”, 
el comportamiento de todo órgano del Estado, ya sea que ejerza funciones legislativas 


z Artículo 3 del Proyecto de Artículos preparado por la Comisión de Derecho 
Internacional de las Naciones Unidas sobre la Responsabilidad del Estado 
por Hechos Internacionalmente Ilícitos, acogido por Resolución aprobada 
por la Asamblea General [sobre la base del informe de la Sexta Comisión 
(A/56/589 y Corr.1)] 56/83. Responsabilidad del Estado por hechos 
internacionalmente ilícitos, 858 sesión plenaria, 12 de diciembre de 2001, 
Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo sexto 
período de sesiones, Suplemento No. 10 y correcciones (A/56/10 y Corr.1 y 
2). 2 Ibíd., párrs. 72 y 73.: “Calificación del hecho del Estado como 
internacionalmente ilícito. La calificación del hecho del Estado como 
internacionalmente ¡lícito se rige por el derecho internacional. Tal 
calificación no es afectada por la calificación del mismo hecho como lícito 
por el derecho interno.” 


Artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados: El 
derecho interno y la observancia de los tratados. “Una parte no podrá 
invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 46”. 


? Expresada en la especie en el referido Proyecto de Articulos Preparado por la Comisión de Derecho 
Internacional de la ONU sobre Responsabilidad del Estado por Hechos Intemacionalmente Hictos. 


491-C.S. 


492-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de octubre de 2011 


ejecutivas, judiciales o de otra indole”. De ello se desprende, en consecuencia, que para 
que un hecho considerado Internaclonalmente ¡lícito sea atribuible al Estado, se atiende 
únicamente a que corresponda al comportamiento de uno de sus órganos, contemplando 
entre éstos a los que ejercen funciones legislativas, por lo que los pronunciamientos 
directos de la ciudadanía relativos a la aprobación o ratificación de una ley podrían ser 
estimados como parte de esas funciones y, por ende, que aquella, en el ejercicio de esa 
facultad, integra el órgano legislativo pertinente. A mayor abundamiento y siempre a que, 
a los efectos de atribuir el respectivo comportamiento al Estado, el órgano pertinente 
puede incluso ejercer funciones de "cualquier otra Índole”, esto es, distintas, por tanto, a 
las ejecutivas, legislativas o judiciales, con lo que podría incluirse entra aquellas 
funciones, entre otras, las que corresponden a la democracia directa. Por tanto, también 
la ciudadanía toda, en el ejercicio sea de ésta sea de la función legislativa, podría infringir 
una norma de Derecho Internmadonal y, consecuentemente, comprometer la 
responsabilidad internacional del Estado”. Es por tal razón que se estima que la sola 
existencia de un régimen democrático no garantiza, per se, el permanente respeto del 
Derecho Internacional, incluyendo al Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Así 
ha sido, por lo demás, considerado por la propla Carta Democrática Interamericana”, la 
que si bien señala en su artículo 30 que el respeto de los derechos humanos es un 
elemento esencial de la democracia y en su artículo 7%, que ésta es indispensable para el 
ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos, igualmente 
reltera en su artículo 8%, el derecho de toda persona que considere que sus derechos 
humanos han sido violados a interponer las denuncias o peticiones pertinentes ante el 
sistema interamericano de derechos humanos, con lo que excluiría, para estos casos, el 
recurso ante los órganos políticos interamericanos encargados de velar por el ejercicio 
efectivo de la democracia representativa. 


Relacionado con lo precedente y que asimismo merece la pena resaltar, es la actitud 
asumida por el Estado, a partir del 23 de junio de 2005, de excluir el presente caso de la 
aplicación de la Ley de Caducidad. En ese día el gobierno del Presidente Sr. Tabaré 
Vázquez informó a la Corte Suprema de Uruguay que los hechos concernientes a la causa 
en comento no estaban comprendidos por la referida Ley, permitiendo, de ese modo, la 
reanudación del procedimiento judicial tendiente a investigar los hechos y eventualmente 


* Artículo 4.1 del mismo texto: "Comportamiento de los órganos del Estado. 
Se considerará hecho del Estado según el derecho internacional el 
comportamiento de todo órgano del Estado, ya sea que ejerza funciones 
legislativas ejecutivas, judiciales o de otra índole, cualquiera que sea su 
posición en la organización del Estado y tanto si pertenece al gobierno 
central como a una división territorial del Estado.” 


+ Ello sería más evidente aún cuando la norma de Derecho Internacional 
Infringida es jus cogens, esto es, al tenor de lo dispuesto en el artículo 53 
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratado y que también 
recoge la costumbre en la materia, morma imperativa de Derecho 
Internacional general y, por tanto, aceptada y reconocida por la comunidad 
internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite 
acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma 
ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter. 


* Resolución de la Asambles General de la OEA aprobada el 11 de septiembre de 2001. 
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la sanción de los responsables. Así, este cuerpo normativo dejó de ser, a partir de esa 
fecha y como se señala en la sentencia, un obstáculo para ello. De manera, por ende, que 
dicho acto del Estado generó una nueva situación consistente en que, al ntenos en lo 
relativo al presente caso, dejó de estar violando la correspondiente obligación 
internacional de investigar y ajustó, en ese aspecto, su conducta al Derecho Internacional, 
quedando pendiente, empero, la oportunidad del ejercicio de la justicia y su resolución 
definitiva en la especie. 


Igualmente un comentario aparte merece la referencia que ¿utos se hace a la 
participación de la República Argentina en los hechos en cuestión. Si bien es cierto que la 
demanda el presente caso fue presentada única y exclusivamente con relación a la 
República Oriental del Uruguay y que, en los alegatos, la Comisión reiteró lo anterior, 
excluyendo a aquél de la acción entablada, por lo que la Corte carece de competencia 
sobre el particular”, no es menos cierto que el Derecho Internacional contempla la 
situación en que un tercer Estado ha cooperado con el autor del hecho ilícito", por lo que 
tal vez hublese sido más conveniente dejar expresa circunstancia de esta circunstancia a 
los efectos que las instituciones correspondientes tomasen, si lo tuviesen a bien, las 
acciones que consideraran adecuadas a fin de permitir el total esdarecimientos de los 
hechos de autos y se exigleran todas las responsabilidades que eventualmente 
procedieren. 


Vale la pena asimismo subrayar, finalmente, el tratamiento que en la sentencia en 
comento se le da a la violación de los derechos de María Macarena Gelman García 
referentes a la supresión y sustitución de su identidad, consagrados en el Pacto de San 
José. En la resolución se alude al "Derecho a la Identidad”, aunque expresamente 
reconoce que no se encuentra expresamente contemplado en esa Convención. Tal vez por 
tal motivo es que en su parte resolutiva, la sentencia no expresó que el Estado había 
violado ese derecho. Y es que aunque él incluiría los derechos previstos en dicho texto 


7 Art 61.1 de la Convención:"Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la 
decisión de la Corte.” 


* Artículo 16, Proyecto de Artículos Preparado por la Comisión de Derecho 
Internacional de la ONU sobre Responsabilidad del Estado por Hechos 
Internacionalmente Ilícitos. "Ayuda o asistencia en la comisión del hecho 
internacionalmente ilícito. El Estado que presta ayuda o asistencia a otro 
Estado en la comisión por este último de un hecho internacionalmente 
pr es responsable internacionalmente por prestar esa ayuda o asistencia 


8 Lo hace conociendo las circunstancias del hecho internacionalmente 
ilícito; y 

b) El hecho sería internacionalmente ilícito si fuese cometido por el 
Estado que presta la ayuda o asistencia.” 


Artículo 47 del mismo texto. “Pluralidad de Estados responsables. 1.Cuando 
varios Estados sean responsables ' del mismo hecho internacionalmente 
ilícito, podrá invocarse la responsabilidad de cada Estado en relación con 
ese hecho.” 
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normativo, asimismo comprendería otros no contemplados en el mismo. El Derecho a la 
Identidad seria, por tanto, más amplio que la suma de los derechos a la familia, al 
nombre, a la nacionalidad y a los de los niños y niñas aludidos en la Convención 
Americana de Derechos Humanos”. Por eso es que la alusión que hace la sentencia en 
cuestión al referido derecho se debería entender o insertar precisamente con relación a la 
función de la jurisprudencia de la Corte, que, como fuente auxiliar del Derecho 
Internacional, no es crear derecho, sino interpretar el sentido y alcance del establecido 
por una fuente autónoma, sea tratado, costumbre, principio general de derecho o acto 
jurídico unilateral'?. Y en tal sentido, lo que ella hace con esa alusión debería ser 
entendido como un estímulo para que los órganos competentes de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) o aún los proplos Estados partes de la Convención, si así lo 
estiman, expresa y convencionalmente consagren y desarrollen tal derecho, posibilitando, 
entonces, que en el futuro y siempre que la norma pertinente presente un aspecto oscuro 
o dudoso y, por tanto, sea susceptible de varias alternativas de aplicación en el concreto 
caso de que se trate, la jurisprudencia de la Corte la interprete, fijando su verdadero 
sentido y alcance. En suma, se debe tener presente, al respecto, que a la Corte no le 
corresponde fallar exclusiva ni principalmente conforme a su propia jurisprudencia, sino de 
acuerdo a lo que se establezca en la correspondiente norma jurídica internacional, 
establecida por un tratado, la costumbre, un principio general de derecho o un acto 
jurídico unilateral, vigente para el Estado parte de la pertinente causa. De allí se deduce, 
consecuentemente, la relevancia de citar y aún reproducir, en los fallos de la Corte, las 
normas aplicables y que son objeto de su interpretación. 


EVG. 


Eduardo Vio Grossi 
Juez 


Pablo Saavedra Alessandri 
Secretario  . 


* OI/RES.137 (1000-0/07),€l alcance del Derecho a la Identidad, 
1 Artículo 38.1.d, del Estatuto de la Corte internacional de Justicia. "1. La Corte, cuya función es decidir 


publicistas de competencie 
para lo determinación de las reglas de derecho, aaa de la dius de al Ad DA 


Artículo 1”.- Se restablece el pleno ejercicio de la 
pretensión punitiva del Estado para los delitos cometidos 
en aplicación del terrorismo de Estado hasta el 1% de 
marzo de 1985, comprendidos en el artículo 1* de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986. 


Artículo 2”.- A 
periodo 


prescripción o de caducidad, el 
comprendido entre el 22 de po de 1986 y la 

de esta ley, para los delitos a que refiere el 
artículo 1? de esta ley. 


Artículo 3*.- Declárase que, los delitos a que refieren los 
artículos anteriores, son crimenes de lesa humanidad de 
conformidad con los tratados internacionales de los que 
la República es parte. 


Artículo 4*.- Esta ley entrará en vigencia a partir de su 
promulgación por el Poder Ejecutivo. 


Artículo 3".- Declárase que, los delitos a que refieren los 
artículos anteriores, son crimenes contra la humanidad de 
conformidad los tratados internacionales de los que la 
República es parte. 


Artículo 4”.- Esta ley entrará en vigencia a partir de su 
promulgación por el Poder Ejecutivo, 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: la Co- 
misión de Constitución y Legislación elevó la carpeta 
correspondiente, y si bien no se tomó decisión al res- 
pecto, sí se designó a los miembros informantes. Más 
allá de cuán ajustados estuviéramos al Reglamento, 
se consideró necesario que cada Partido contara con 
el mayor número posible de minutos para la consi- 
deración de este proyecto que estamos tratando con 
urgencia y, de esa manera, se pudieran recibir las 
definiciones, las propuestas y los aportes del campo 
jurídico, a fin de adoptar las decisiones políticas co- 
rrespondientes. 


Hablé de decisiones políticas porque, como se 
sabe, la decisión que debemos tomar es de natura- 
leza eminentemente política. Quizás sorprenda que 
inicie mi exposición haciendo esta aclaración, pero 
repito que en este asunto es necesario adoptar una 
decisión política, en virtud de que el Parlamento 
tiene que determinar, de la forma más concienzu- 
da posible, si debe dar ciertos pasos con respecto al 
cumplimiento de la sentencia de la Corte Interame- 
ricana de Derechos Humanos. Se trata de una de- 
cisión de carácter político porque, si el Uruguay no 
hiciera nada o no bastara lo que hicieran otros Po- 
deres del Estado, nuestro país estaría omiso y, por lo 
tanto, podría ser sentenciado, y no solo por el caso 
Gelman, sino por decenas y decenas de otros casos. 
Con esto, señor Presidente, quiero decir que nues- 
tro país estaría mancillando su nombre y su prestigio 
si no hiciéramos todo lo que nos corresponde a los 
efectos de remover los obstáculos que implica la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado 
para que las víctimas y sus familiares ejerzan sus de- 
rechos, tal como lo determina el Pacto de San José 
de Costa Rica, que fue aprobado antes de la vigencia 
de dicha ley. Si incumpliéramos nuestros convenios 
internacionales no podríamos exigir su cumplimiento 
por parte de otros Estados, lo cual es imperioso para 
nosotros por nuestra condición de país pequeño. De 
esa forma, además, el Uruguay sería considerado un 
país que no cumple las sentencias de la Corte Intera- 
mericana en un tema tan delicado como es el de los 
derechos humanos. 


Entonces, la decisión política que debemos tomar 
hoy es si haremos algo para evitar que nuestro país 
sea condenado una y otra vez, o si dejamos que todo 
ocurra más allá de nuestra voluntad, simplemente 
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cruzando los brazos, y que otros Poderes del Estado 
asuman las responsabilidades que les corresponden. 


Hay muy respetadas opiniones en el sentido de 
que no deberíamos hacer nada en este tema, y no me 
refiero solo a las de los catedráticos que concurrie- 
ron a la Comisión de Constitución y Legislación el día 
jueves. Concretamente, quienes así opinan sostienen 
que hay una sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos que obliga al Estado uruguayo 
y, por consiguiente, a sus Jueces -ni siquiera se está 
aludiendo a la Suprema Corte de Justicia- a aplicarla, 
a fin de remover los obstáculos que impone la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado y 
de esa manera poder escuchar a las víctimas, a sus 
familiares y a los testigos de esos delitos aberrantes 
y horrendos, cuyos autores deberán ser llamados a 
responsabilizarse por ellos. 


En el día de ayer el señor Senador Heber me tras- 
mitió -si estoy aludiéndolo en forma incorrecta segu- 
ramente me corregirá- que, a su juicio, el Parlamento 
no debía hacer nada, pero que su voluntad era que la 
Justicia lo resolviera en la misma dirección que noso- 
tros pensamos, es decir, en el mismo sentido en que se 
ha pronunciado la Corte Interamericana, que es el de 
que estos crímenes se investiguen y, si se encuentran 
pruebas, se llame a sus responsables. En ese punto, 
precisamente, existe una diferencia de criterios, ya 
que hay quienes sostienen que es suficiente con las 
veintiséis declaraciones de inconstitucionalidad que 
ha dictado la Suprema Corte de Justicia hasta ahora 
y con la decisión del 30 de junio del Poder Ejecutivo, 
por la que se determinó que las decisiones de Go- 
biernos anteriores en esta materia debían ser revo- 
cadas por su manifiesta ilegalidad. Quiero destacar 
que, salvo alguna opinión en contrario, no he sabido 
de la existencia de controversia alguna sobre ese as- 
pecto. Incluso, el doctor Risso hizo un planteamiento 
en mayo de este año, en ocasión de tratarse la ley 
interpretativa, afirmando que había que revocar los 
actos de gobierno relativos a la aplicación de la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado 
por ser ilegales, sosteniendo, además, que era preciso 
derogar la mencionada ley. Eso es lo que hemos in- 
tentado hacer; es cierto que no alcanzaron los votos, 
pero no responsabilizamos a los partidos de oposición, 
porque el oficialismo tiene mayoría y, sin embargo, en 
la Cámara de Representantes no se pudo lograr que 
se hiciera una interpretación de ilegalidad manifiesta 
a través de un proyecto distinto a este, del que vamos 
a hablar en su momento. En realidad, durante estos 
meses nos abocamos a buscar otra de las soluciones 
jurídicas que nos habían planteado los catedráticos y 
con respecto a la cual algunos integrantes del Parti- 
do Nacional -sobre todo-, bienintencionados, nos ha- 
bían dicho que era el camino. Me refiero a derogar 
la llamada Ley de Caducidad y que el Gobierno de la 
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República revocara los actos de Gobiernos anteriores 
por ser ilegítimos. 


Señor Presidente: más allá de todos los funda- 
mentos que vamos a dar en nuestro informe, siem- 
pre me causó un poco de gracia que el Gobierno, por 
un acto administrativo, pudiera decir que esos actos 
eran ilegítimos, pero el Parlamento de la República 
no pudiera hacerlo por una ley. O sea que la ley era 
inconstitucional, pero los actos que llevaba a cabo el 
Gobierno no lo eran; esta teoría siempre me pare- 
ció bastante controversial. Lo cierto es que el camino 
que nosotros no habíamos indicado se fue abriendo 
paso luego de que nuestra propuesta no obtuviera las 
mayorías correspondientes, y nos fuimos convencien- 
do de que se podían lograr otras mayorías y se podían 
salvar las diversas objeciones que se hacían. Así fue 
que optamos por el camino que compartían los dife- 
rentes Poderes: que el Poder Ejecutivo emitiera un 
acto de revocación -efectivamente lo hizo el 30 de 
junio- y después nosotros haríamos lo que estamos 
haciendo en el día de hoy. 


De todas formas, hay integrantes del Cuerpo y ca- 
tedráticos que nos dicen que no es necesario un acto 
administrativo, que no se precisa sancionar una ley 
y que basta con la revocación de los actos por parte 
del Gobierno, cosa que ya se hizo. Además, está la 
sentencia de la Corte Interamericana que, sin duda 
-a diferencia de la sentencia de nuestra Suprema 
Corte de Justicia-, tiene aspectos de generalidad, por- 
que allí la sentencia no es sobre alguien que se haya 
presentado. Por ejemplo, los familiares de Gelman, 
de María Claudia, no fueron quienes se presentaron 
ante la Corte Interamericana porque están vedados 
de hacerlo; quien se presentó fue la Comisión de De- 
rechos Humanos de dicha Corte, que es la que recibe 
los casos y, cuando considera que existe una situación 
que así lo amerita, lo plantea en términos particula- 
res y generales. Reitero que quien demanda no son 
los familiares sino la Comisión de Derechos Humanos 
de la propia Corte Interamericana, que es la que da 
sustancia y relevancia al asunto, y de alguna forma 
es la que determina si se puede o no estar en esa 
circunstancia. Además, la Comisión fue mucho más 
dura que la propia Corte Interamericana con respec- 
to a la sentencia. 


Si tomáramos por el camino de los que dicen que 
no hay que hacer nada, que ya está la ley, que ya fue- 
ron revocados los actos por parte del Gobierno, que 
ya está la sentencia de la Corte Interamericana y que 
hay veintiséis declaraciones de inconstitucionalidad, 
entonces simplemente confiaríamos en que los Jue- 
ces saben qué es lo que tienen que hacer. Ahora bien: 
hay una discusión acerca de cuándo prescriben estos 
casos, y si prescribieran estaríamos ante algo paradó- 
jico que constituiría, quizá, una burla para los fami- 
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liares, ya que en tiempos de la dictadura, obviamente, 
no podían pleitear ni pedir justicia, y cuando se res- 
tablece la democracia, casi a los dos años de estar en 
pleno ejercicio de las libertades, se establece -por las 
razones que fuera, incluso aquellas más nobles que 
decían que con eso se estaba pacificando al país- la 
llamada Ley de Caducidad o “ley de impunidad”. Por 
lo tanto, a los familiares, a las víctimas, se les cercenó 
nuevamente el derecho; y ahora, cuando la Suprema 
Corte de Justicia de Uruguay dice que tienen dere- 
cho, que esa ley es inconstitucional, que el Gobierno 
de la República revoca los actos por ser ilegítimos y 
que la Corte Interamericana dice que los familiares, 
las víctimas, tienen que ser escuchados, y que debe 
volverse al reino de la Justicia, aparece entonces un 
aspecto de prescripción, y otra vez se les cercenarían 
las posibilidades de justicia. En definitiva, señor Pre- 
sidente, nos parece que tenemos que hacer algo, que 
debemos ser proactivos en esta circunstancia. 


Hay quienes afirman que no hay que hacer nada, 
y me estoy refiriendo a los que quieren justicia, no a 
aquellos que se oponen porque pretenden que haya 
impunidad y desean que de esto no se hable más; es- 
toy hablando de aquellos -los hay en este Cuerpo- que 
aunque no votan la ley dicen “me parece que sería 
bueno que se siguiera avanzando en estos aspectos”, 
o han presentado proyectos de ley para que la llamada 
Ley de Caducidad tuviera una interpretación diferen- 
te. Porque no solo el Frente Amplio presentó inicia- 
tivas con respecto a dicha ley, y estoy seguro de que 
los mueve el más estricto sentido de justicia. Hace 
cuatro o cinco años -si no recuerdo mal- los señores 
Senadores Antía y Gallinal presentaron un proyecto 
de ley que interpretaba la llamada Ley de Caducidad 
de una forma diferente a la interpretación que venían 
aplicando Gobiernos anteriores, y también distinta a 
como la empezaba a interpretar el Gobierno del Fren- 
te Amplio, el de Tabaré Vázquez, y aunque se podrá 
discutir si era bueno o malo y si estaba de acuerdo 
con la Constitución -podrá discutirse lo que sea-, de 
alguna forma abría espacios de justicia. Estoy segu- 
ro de que a los autores los movía un sentimiento de 
Justicia. 


Independientemente de todas las teorías con res- 
pecto a la llamada Ley de Caducidad y sus efectos 
pacificadores, aquellos que creen en la paz y en la 
justicia, una vez lograda la paz en la República sien- 
ten que todavía tenemos una deuda con la justicia. 
En ese sentido, hay algunos que se preguntan: “¿Para 
qué vamos a votar y a darle a esto un tratamiento 
legislativo si son delitos de lesa humanidad y, por lo 
tanto, no prescriben?”. Los hay dentro y fuera del 
Parlamento; hay compañeros de quien habla que, en 
muy buenas conversaciones sobre temas jurídicos, 
dicen que estos delitos no prescriben. Es más, varios 
de los visitantes que asistieron el jueves 20 -recuer- 
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do a los Doctores Risso y Abal, pero estoy seguro de 
que alguno más lo hizo- dijeron que estos delitos no 
prescribían, incluido el más obvio de todos, es decir, 
el de la desaparición forzada. Este es un delito per- 
manente, ya que mientras el cuerpo no aparezca, la 
víctima sigue estando secuestrada; en todo caso, la 
prescripción debería contarse de allí en más. En con- 
secuencia, nos dicen: “No legislen al respecto porque 
estos crímenes de lesa humanidad no prescriben”. 


Si el fundamento y el objetivo que se tiene es 
que haya justicia o que se pueda investigar y saber 
la verdad -independientemente de que se alcance 
o no la justicia, porque algunos de los que pueden 
haber sido responsables de los crímenes ya han fa- 
llecido-, el hecho de que no prescriban los críme- 
nes es un elemento muy importante. Yo comparto 
que no prescriben, pero si, por ejemplo, dentro de 
tres años la Suprema Corte de Justicia de Uruguay 
nos dijera que prescriben, ¿cuál es la responsabili- 
dad que quienes creemos en esta causa tendremos 
por no haber hecho nada? Lo preguntamos al doctor 
Risso -su respuesta consta en la versión taquigráfica 
correspondiente-, quien contestó con mucha hones- 
tidad. Insistí en mis preguntas porque quería saber 
qué pasaba y él manifestó que todo esto lo iba a de- 
terminar la Suprema Corte de Justicia, porque tanto 
unos como otros, es decir, tanto los familiares como 
los responsables o aquellos que se cree son respon- 
sables de esos delitos aberrantes presentarán recur- 
sos y apelaciones, y todo terminará en dicho ámbito. 
Por tanto, si los Jueces opinan que estos delitos no 
prescriben, quienes van a ser investigados dirán que 
sí prescriben; pero si aquellos creen que prescriben, 
los abogados de los familiares de las víctimas o los 
propios fiscales van a tener que presentar los recur- 
sos para demostrar lo contrario y la discusión termi- 
nará en la Suprema Corte de Justicia. 


Cuando el doctor Risso compareció ante la Comi- 
sión de Constitución y Legislación, la semana pasa- 
da, le pregunté en qué situación nos encontraríamos 
si al final la Suprema Corte de Justicia dictaminara 
que los delitos prescriben. El doctor Risso realizó una 
larga disertación y terminó diciendo: “Claro, el pro- 
blema podría ser que se diera la hipótesis que plantea 
el señor Senador Michelini, es decir, que después al- 
guien les imputara a los Legisladores no haber hecho 
nada cuando estaban en plazo. Por supuesto, es un 
problema”. No quiero que pese en mi conciencia que 
-aunque creo que no prescriben- este asunto no se 
haya clarificado ni que se nos impute que no hicimos 
nada porque, más allá de la verdad y de la justicia, 
acá el tema es el talante que el Estado debe tener 
para con las víctimas. 


Hay dos formas de encarar este problema: o se 
está del lado de las víctimas, se las ampara, se las 
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contiene, se las atiende y se hace todo lo posible por 
reparar esa situación; o se las obvia como si no im- 
portaran, manteniendo una posición indiferente y di- 
ciendo: “No es nuestro problema”. 


Nadie puede garantizar que aparezcan restos de 
desaparecidos cuando se realiza una búsqueda en 
las unidades militares, pero nos ponemos del lado de 
sus familiares y tratamos de hacer todo lo posible por 
reparar esa situación, incluso para que una familia 
pueda enterrar, siguiendo nuestras tradiciones, a sus 
seres queridos. 


Fue tal la magnitud de la llamada Ley de Cadu- 
cidad, que cuando en 1997 -si no me equivoco- pre- 
sentamos una denuncia acerca de que había restos 
en los cuarteles y un Juez habilitó el proceso de in- 
vestigación para que pudieran ser buscados -esta- 
mos hablando de una denuncia fundada que surgió 
de información militar, a partir de una gestión de la 
Presidencia de la República, durante el segundo go- 
bierno del doctor Julio María Sanguinetti-, luego eso 
se incorporó a la normativa, aunque no sé por qué 
artículo; no se estaba buscando a los responsables, 
sino tratando de encontrar los restos de las personas 
desaparecidas. 


Eso es lo que nos anima; es más, preferiríamos que 
fuera una ley subsidiaria, es decir, que solo se aplicara 
si los Jueces parten de la idea de que estos crímenes 
prescriben. Nosotros aspiraríamos a que la Justicia 
siguiera su cauce sin tomar en cuenta esta ley, sola- 
mente con la declaratoria de inconstitucionalidad de 
la Suprema Corte de Justicia, con la revocación, por 
parte del Poder Ejecutivo, de actos de gobiernos ante- 
riores o con la aplicación de la sentencia de la Corte 
Interamericana, que todos dicen que es obligatoria 
para el Uruguay y, por tanto, hay que cumplirla. Aho- 
ra bien, si eso no ocurriera, señor Presidente, sería 
muy bueno que las víctimas y sus familiares pudieran 
apelar a un último instrumento, votado en tiempo y 
forma por este Parlamento, que les permitiera contar 
con un amparo adicional. Nadie puede decir qué es 
lo que van a decir los Jueces respecto de esta ley y de 
todos los antecedentes relativos a que los crímenes 
no prescriben; lo que sí podemos decir, mirando a los 
familiares y a las víctimas que todavía están vivas, es 
que hicimos todo lo que pudimos y que no nos quedó 
nada por hacer. Eso es lo que estamos intentando en 
el día de hoy; estamos tratando de convencer al resto 
de los integrantes de este Cuerpo e, incluso, estamos 
abiertos a modificar la redacción del proyecto si algu- 
nos quieren acompañarlo porque comparten su espí- 
ritu, para contar con el consenso de los Legisladores y 
con una base parlamentaria más amplia que siga ese 
propósito y ese espíritu, el de decirles a los familiares 
y a las víctimas que tantas veces fueron postergadas: 
estamos con ustedes. 
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Recuerdo que durante la campaña electoral de 
1999 y faltando un mes para la elección -luego hubo 
segunda vuelta-, en un programa al que concurrimos 
varios políticos le hicieron una pregunta al doctor 
Batlle y él dijo que lo que le tenía que reconocer a los 
familiares de las víctimas y a las víctimas era la enor- 
me paciencia que habían tenido con respecto a lo que 
les había sucedido. Esa paciencia, señor Presidente, 
que es una contribución a la paz, a la concordia na- 
cional, a nuestro ordenamiento jurídico y al respeto 
por las leyes, tiene que ser coronada -una vez que el 
andamiaje de impunidad no está y se puede recurrir 
a los tribunales-, sin que se burle de nuevo a partir de 
la teoría de la prescripción. 


Hice notar el aspecto relativo a la Justicia, pero 
también a la verdad, que para nosotros es sumamente 
importante, porque hay hechos que son públicos y no- 
torios, aunque no se conozca el autor material. Ade- 
más de ser públicos, la gente es muy clara en cuanto 
a quien definió las acciones o dio las órdenes, aunque 
no se sepa el nombre y apellido del autor material o 
intelectual. Estábamos en medio de la dictadura, que 
no desconocía lo que hacía. Cuando hay desaparicio- 
nes y se oculta un cadáver, quienes lo hacen saben 
muy bien lo que están haciendo; saben que no solo 
están violando el ordenamiento jurídico y cometiendo 
un delito, sino también infringiendo todas las normas 
morales de la sociedad uruguaya. No estamos hablan- 
do de personas que hayan muerto en medio de una 
contienda o por situaciones de enfrentamiento. Salvo 
circunstancias muy especiales y excepcionales, todos 
los desaparecidos murieron estando detenidos, luego 
de un largo tiempo de cautiverio, hallándose maniata- 
dos e indefensos y después de haber sido maltratados, 
torturados. Por tanto, se sabía muy bien que lo que se 
estaba haciendo iba contra todas las normas éticas y 
morales de nuestro país. 


Hablo de saber la verdad, porque hay hechos 
que todavía están en la sombra, señor Presidente, y 
deberíamos conocerlos. Hay un hecho que particu- 
larmente me llamó la atención y fue el asesinato de 
Trabal, en Francia, que siempre se quiso adjudicar- 
lo a alguna organización política uruguaya. Nunca 
se prestó la debida atención al hecho de que, 20 
días antes de ese suceso, habían sido secuestrados 
cinco uruguayos en Argentina -país en democra- 
cia-, que luego fueron asesinados en nuestro país. 
Nadie duda de que fueron asesinados por militares 
uruguayos. Me refiero a los asesinados de Soca, dos 
hombres y tres mujeres, una de ellas con casi cinco 
meses de embarazo. Fueron seis las personas que 
se trajeron de la Argentina; uno de ellos, cuyo ape- 
llido es Abreu, fue un testigo y dio su testimonio, 
indicando que las torturas que se le infligieron a 
la mujer embarazada fueron las peores y más ho- 
rribles que las que recibieron todos ellos. Siempre 
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quedó como un crimen realizado por los enemigos 
de la dictadura. 


Nunca prestamos la debida atención a un hecho 
de esta magnitud en el que, solo esa vez, cinco uru- 
guayos fueron secuestrados en Argentina veinte días 
antes de la muerte de Trabal -después no hubo otros 
casos que se trajeran expresamente con ese fin- por- 
que se sabía lo que se iba a hacer y también se sabía 
que el atentado iba a realizarse por parte de las pro- 
pias Fuerzas militares uruguayas. Quiere decir que 
no solo atentaban y violaban los Derechos Humanos 
de quienes supuestamente eran sus enemigos -no es- 
toy hablando de organizaciones armadas sino de todo 
el que se les opusiera, desde el militante más humilde 
hasta figuras preponderantes como la de Wilson Fe- 
rreira Aldunate, perseguido “a todo trapo” por todo el 
mundo-, sino que, además, se llevaron por delante a 
sus propios camaradas, como fue el caso del Coronel 
Trabal. 


Por eso es muy importante que la verdad salga a 
la luz y se conozca lo que allí ocurrió. En ese senti- 
do, hay trabajos periodísticos como el de Roger Ro- 
dríguez, quien logró establecer la verdad de lo que 
se llamó “el segundo vuelo”. De alguna forma, eso 
desnudó lo que en muchas circunstancias decían los 
militares que habían cometido esos horrendos críme- 
nes: que todo eso había sucedido en Argentina y que 
si había algunos sobrevivientes de los casos ocurridos 
en ese país era porque ellos los habían traído al Uru- 
guay; que habían salvado a esas personas. Sin embar- 
go, las investigaciones del periodista Roger Rodríguez 
demostraron que no solo los habían traído al Uruguay, 
sino que los habían asesinado en masa en alguno de 
los cuarteles. Quizás la “Operación Zanahoria”, tan- 
tas veces mencionada y nunca corroborada en su to- 
talidad, implique la remoción de los cuerpos de ese 
“segundo vuelo”. 


Por lo tanto, señor Presidente, el primer funda- 
mento que tenemos con relación a este proyecto de 
ley tiene que ver con la justicia y con la verdad. Está 
todo dado para que actúen los Tribunales, la Justicia 
y los Jueces uruguayos. Me refiero a la declaratoria 
de la Suprema Corte de Justicia, a la sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a 
la revocación de los actos de gobierno. Además, una 
importante doctrina establece que estos crímenes no 
prescriben, ya sean de lesa humanidad o de desapari- 
ción forzosa puesto que son permanentes y continua- 
dos en el tiempo. 


Pero si todo eso no fuera suficiente para que los 
Jueces actuaran en pro de la Justicia para averiguar 
e investigar los hechos, nosotros no podemos esperar 
enterarnos dentro de tres años que la teoría que pri- 
ma es que estos crímenes prescriben. "Tenemos que 
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actuar ahora, reforzar los derechos de las víctimas y 
de sus familiares y actuar en consecuencia. 


¿Es esta una decisión política? Por supuesto que 
sí. Estamos tomando una decisión política complica- 
da, difícil, compleja, pero que va dirigida a la conten- 
ción de las víctimas. 


¿Esto queda finalmente a cargo de los Jueces y de 
la Suprema Corte de Justicia? Así es, señor Presiden- 
te. Será nuestro Estado de Derecho el que determine, 
según los antecedentes que mencioné -incluida esta 
ley, si es votada en ambas Cámaras y promulgada por 
el Poder Ejecutivo- y con el talento y la convicción 
de los Jueces, cuál es la normativa a aplicar para, en 
función de eso, actuar en consecuencia. Me refiero 
a los Jueces, a los Tribunales de Apelaciones y a la 
Suprema Corte de Justicia. Confiamos en ella y le es- 
tamos dando los instrumentos para ponernos del lado 
de las víctimas. 


En esta intervención fundamentamos nuestra de- 
cisión y planteamos por qué nos gustaría que el resto 
de los señores Senadores nos acompañaran, por qué 
el Presidente del Frente Amplio mantuvo todas las 
conversaciones relativas a este tema y por qué tam- 
bién, producto de la fecha, se disparó aquella decla- 
ratoria que íbamos a hacer todos los Partidos. Como 
se planteó inicialmente, aspirábamos a hacerla en 
noviembre por cuanto se acerca la fecha de la posi- 
ble prescripción. Reitero que no comparto esa teoría, 
pero otros catedráticos y figuras mucho más versadas 
y con más experiencia que yo, sostienen que puede 
ocurrir. 


Nosotros tomamos por este camino, lo que para 
algunos integrantes de este Cuerpo y de la Cámara 
de Representantes implicó que no pudieran estudiar 
este tema en su totalidad o hacer las consultas co- 
rrespondientes; los comprendo y, naturalmente, pue- 
do entenderlos. También tendrán que entender nues- 
tra posición, ya que tenemos que dar una respuesta, 
ponernos del lado de las víctimas y dar la señal que 
queremos. 


El 31 de octubre, si esto no ocurriera, nosotros es- 
taríamos convencidos de que estuvimos en falta para 
con nosotros mismos. 


Se nos podrán dar todos los argumentos al respec- 
to; podremos comprenderlos, pero me gustaría que 
se entendiera en qué lugar, en qué situación estamos 
nosotros, y que el esfuerzo que hizo el Presidente del 
Frente Amplio, ingeniero Jorge Brovetto, sigue en pie. 
En su momento iremos por la declaratoria e intenta- 
remos que en lo relativo a los Derechos Humanos se 
realicen todas las acciones posibles y que tengan el 
mayor respaldo político de toda la sociedad uruguaya. 
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No en vano, señor Presidente -y no es un capri- 
cho-, esto también tuvo una expresión con un ob- 
jetivo político en el más noble sentido de la palabra 
política: la marcha del 20 de mayo, una marcha en 
silencio. Siempre sostuvimos que no queríamos una 
marcha en que las consignas de unos opacaran las 
de otros. La intención era que esa marcha reuniera 
a todos, que estuviera detrás de las familias de las 
víctimas y también de las víctimas. Y siempre fue una 
marcha a la que se trató de convocar a todos porque, 
en la medida en que participara la mayor cantidad de 
ciudadanos, estaría más defendida. 


En función de eso, nos hacemos cargo de seguir 
insistiendo en dar a estos temas la mayor amplitud 
posible, independientemente de que cada uno reco- 
rra después, si tenemos diferentes opiniones, el ca- 
mino que crea conveniente. 


Hechas estas consideraciones, intentaré explicar 
el proyecto de ley que hemos presentado a considera- 
ción del Senado. 


Algunos catedráticos nos han transmitido que este 
proyecto podría colidir o chocar, de alguna forma, con 
el artículo 142 de la Constitución de la República. 


No pretendo obviar ningún tema, señor Presiden- 
te, ni tampoco dedicarle a este asunto más de lo que 
corresponde, pero el mencionado artículo establece: 
“Cuando un proyecto hubiese sido desechado al prin- 
cipio por la Cámara a quien la otra se lo remita, que- 
dará sin efecto por entonces, y no podrá ser presenta- 
do hasta el siguiente período de la Legislatura.” Y se 
entiende por Período Legislativo, un año. 


Algunos sostienen que para que esto se encuadre 
en el artículo 142, el texto del proyecto de ley tie- 
ne que decir lo mismo, sin una coma de diferencia. 
Otros consideran, con una visión más amplia, que 
al cambiar una coma o un signo de puntuación, ob- 
viamente, el artículo 142 no surtiría efecto. Estamos 
convencidos de que el proyecto de ley que tenemos 
a consideración es diferente al que establecía que la 
llamada Ley de Caducidad presentaba una ilegitimi- 
dad manifiesta o la declaraba inexistente. Dicho de 
otro modo: la iniciativa anterior producía los mismos 
efectos que la inconstitucionalidad decretada por la 
Suprema Corte de Justicia, mientras que la actual es 
derogatoria. Ya nadie habla de anulación, de ilegitimi- 
dad manifiesta o de inconstitucionalidad -para el caso 
de que el Parlamento pudiera decretarlas-, sino del 
restablecimiento de la capacidad punitiva del Esta- 
do uruguayo. Luego discutiremos si esto tendrá efec- 
tos retroactivos o no. En este momento no estamos 
procediendo a una derogación a texto expreso sino 
tácitamente, en función de la cual todo aquello que 
antes no fue contemplado, lo será de ahora en ade- 
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lante. Asimismo, por medio de este proyecto de ley 
estaríamos restableciendo lo que antes fue cercena- 
do. Además, el artículo 2” se refiere a la prescripción, 
aspecto que notoriamente no fue tenido en cuenta 
en la elaboración del proyecto de ley presentado en 
mayo. Ante esto, los catedráticos nos advierten del 
problema pero no dedican muchos minutos a expre- 
sar sus opiniones o fundamentos al respecto porque 
saben que ingresarían a una discusión interminable 
sobre un proyecto de ley que, a diferencia del ante- 
rior, abarca distintas temáticas. 


Señor Presidente: por si esto fuera poco, el trámite 
legislativo no es el mismo que prevé el artículo 142 de 
la Constitución de la República, que dice: “Cuando 
un proyecto hubiese sido desechado” -o sea, que ya 
hubiere terminado su trámite legislativo- “al princi- 
pio por la Cámara a quien la otra se lo remita, queda- 
rá sin efecto por entonces, y no podrá ser presentado 
hasta el siguiente período de la Legislatura”. Esto no 
ocurrió con el anterior proyecto de ley: cuando la Cá- 
mara de Representantes desechó las modificaciones 
que introdujo la Cámara de Senadores, fue comuni- 
cado de oficio a la Asamblea General. En todo caso, 
ahora estaremos a lo que ese Cuerpo determine por 
dos tercios de votos. Se trata de temas distintos, pues 
algunos catedráticos prefieren hablar de ilegitimidad 
manifiesta y otros de anulación o de derogación. Ade- 
más, como dije, la anterior iniciativa no refería a la 
prescripción y el actual proyecto de ley sí lo hace. 


El trámite legislativo que se siguió en aquel caso 
fue el siguiente. La Cámara de Representantes apro- 
bó el proyecto de ley y lo remitió a la Cámara de Sena- 
dores, donde se le introdujeron modificaciones. Por 
lo tanto, aquella, en una sola votación, debía decir 
si las aceptaba o no. De no hacerlo, pasaría de oficio 
a la Asamblea General -así sucedió- y se estaría a lo 
que ella, por una mayoría especial, determinara. En 
consecuencia, el trámite legislativo no ha culminado 
y no existe artículo alguno de la Constitución de la 
República que establezca que si un proyecto de ley no 
fue desechado, no se puede presentar otro en alguna 
de las Cámaras. Es más, los representantes de todos 
los partidos políticos o de determinados sectores he- 
mos presentado proyectos de ley en ambas Cámaras. 
Reconocemos que en este caso el trámite ha sido bas- 
tante rápido, al punto tal de no permitirnos detectar 
si, en algún caso, ese mismo proyecto de ley fue apro- 
bado sin modificaciones en una de ellas y pasó a la 
otra. Por supuesto que no podemos hablar de proyec- 
to de ley porque no se cumplió el trámite legislativo. 
De todos modos, no existe prohibición alguna de que 
se pueda presentar una iniciativa en una Cámara o 
en otra, salvo cuando haya sido desechada en la se- 
gunda. De acuerdo con ello, la segunda Cámara fue 
el Senado -no es el caso planteado-, el que remitió 
el proyecto de ley a la Cámara de Representantes. 
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Por lo tanto, el artículo 142 de la Constitución de la 
República no sería de aplicación en el caso concreto. 


Conscientes de que estamos en el límite del Re- 
glamento, quiero decir que el proyecto de ley elevado 
a consideración del Cuerpo presenta modificaciones. 
Seguramente los señores Senadores tienen en su 
poder el Repartido N” 399, que contiene el proyecto 
de ley de cuatro artículos, modificativo del que fuera 
presentado originalmente por nuestra Bancada. 


A continuación voy a aludir a la razón de ser de 
las modificaciones introducidas al texto y al aporte 
realizado por los catedráticos, que recibimos en for- 
ma positiva. Independiente de que algunos de ellos 
se mostraran contrarios al proyecto de ley, estuvieron 
dispuestos a decir: “Si el propósito que ustedes per- 
siguen es tal, deberían redactarlo de esta manera”. Y 
nosotros, que seguimos ese propósito, recogimos las 
mejores redacciones y conceptos por parte de los es- 
pecialistas. 


Quiero comenzar por el artículo 4%, que no ha sido 
modificado, en el que se plantea que la entrada en 
vigencia de la norma será a partir de su promulga- 
ción por el Poder Ejecutivo. Aquí no hay dilatoria de 
ningún tipo, pues entrará a regir una vez que el Poder 
Ejecutivo la promulgue. Esto es así a los efectos de 
evitar cualquier discusión al respecto. Este no es un 
artículo baladí, menor, sino que es muy importante. 


En el año 1985 se sancionó la Ley N* 15.752 -que 
tuvo su origen en la Cámara de Senadores y luego fue 
remitida a la Cámara de Representantes, donde se le 
introdujeron modificaciones-, relativa a la suspensión 
de los plazos procesales. Su último artículo -cuyo tex- 
to no encuentro en este momento- es casi una réplica 
o una copia de lo que estamos estableciendo en el 
proyecto de ley que tenemos a consideración. Recuer- 
do que el Miembro Informante de esa iniciativa, por 
la que se suspendían los plazos procesales de pres- 
cripción y caducidad, fue el entonces Diputado y hoy 
Senador Ope Pasquet. Ese año los trabajadores del 
Poder Judicial venían manteniendo una huelga muy 
dura, muy difícil y compleja, que se extendió por más 
de tres meses, al punto tal que llegó a distorsionar los 
plazos correspondientes. Cuando se vislumbraba que 
la huelga se levantaría y que se estaban producien- 
do negociaciones, desde el Senado de la República se 
preguntó: “¿Qué pasó con todos los plazos procesa- 
les de prescripción y caducidad?” Ante esto, creo que 
el sentido fue: “Pongamos el reloj a cero”. Lo cierto 
es que en la Cámara de Representantes se cuestionó 
el hecho de que, si se votaba la ley como venía del 
Senado y se demoraba en proceder a su promulga- 
ción, publicación y demás, había un día de ventana 
y se corría el riesgo de que todo el andamiaje jurídi- 
co pudiera caer. Frente a esto, el entonces Diputado 
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Ope Pasquet, luego de una interrupción concedida 
al Diputado Sturla, señaló que se preguntaban si el 
afán perfeccionista no iría en desmedro de los usua- 
rios de la Administración. El artículo final de la Ley 
a la que aludí recién expresa: “La presente ley entra- 
rá en vigencia a partir de la promulgación del Poder 
Ejecutivo”. Prácticamente, es igual a nuestro artículo 
4%, y eso hace que vuelva a la Cámara de Senadores. 
Por ende, la Comisión respectiva de la Cámara de Re- 
presentantes actúa con perfeccionismo -como muy 
bien señaló el entonces Diputado Pasquet- elaboran- 
do una ley mucho mejor. Quien revise las versiones 
taquigráficas podrá ver una breve pero muy jugosa 
intervención del Diputado Sturla en la que expresa 
no recordar haber leído un proyecto de ley más horro- 
roso, desde el punto de vista jurídico, que el relativo 
a la suspensión de plazos procesales que remitiera 
la Cámara de Senadores acusando, así, al Senado y 
a los señores Senadores de entonces. Tanto se des- 
honra a esta Cámara de Senadores y al Parlamento 
en su conjunto con respecto a sus proyectos de ley 
que, al parecer, no es solamente una virtud nuestra la 
de equivocarnos, sino que el Senado de la República 
de entonces, con plumas famosas, también cometió 
errores que, por suerte, la Cámara de Representan- 
tes, casi por unanimidad -creo que hubo una absten- 
ción-, con el apoyo de los Diputados Sturla, Pasquet y 
Alonso, pudo corregir. 


Lo cierto es que el artículo en cuestión -al igual 
que el de aquella ley de suspensión de plazos- tiene 
la bondad de entrar en vigencia en seguida. Si bien 
este no es el tema principal que nos convoca -no voy 
a ahondar al respecto-, no es caprichoso que ese artí- 
culo 4% esté acá, como tampoco lo es que en 1985 ese 
artículo, también 4%, estuviera en el proyecto de ley. 


Con respecto al artículo 2% -ya hice referencia 
a la ley votada en el año 1985-, debo recordar que 
hubo otra suspensión de plazos a través de la Ley 
N* 16.529, de 17 de agosto de 1994, instancia en la 
que, seguramente, no estuvieron los Diputados Pas- 
quet, Alonso y Sturla para corregir el proyecto de ley, 
por lo que dejó mucho que desear. En ambos casos, 
sobre todo en la Ley de 1985, a diferencia de esta 
que suspende los plazos procesales, la caducidad y 
la prescripción, se suspendía con fecha de iniciación 
pero no de finalización; era un cheque abierto. No 
digo que no hubiera razones para ello ni que no es- 
tuviera primando el sentido común, sino que aquella 
suspensión fue elaborada por el Poder Legislativo, el 
que solicitó al Poder Judicial que cuando estuviera 
en condiciones y se normalizara la tarea declarara 
que los plazos comenzaban a correr a partir de ese 
momento. Es decir que lo dejaba en manos de otro 
Poder. No es este el caso. Nosotros trasmitimos que 
a través del artículo 2” del proyecto de ley, los plazos 
procesales, de prescripción o de caducidad se suspen- 
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den desde una fecha cierta hasta otra fecha cierta. 
Reitero: son fechas ciertas; no hay duda de ello. La 
aprobación de este proyecto de ley en ambas Cámaras 
no queda en manos de otro Poder, sino que depende 
de nuestra propia voluntad. 


¿Por qué esta suspensión, señor Presidente? ¿Por 
qué fue aquella suspensión? ¿Y por qué fue la sus- 
pensión del año 1996? Por la razón del artillero, por- 
que al impedido por justa causa no le corren plazos. 
Lo que estamos diciendo, señor Presidente, es que 
si prosperara la idea de que los crímenes aberrantes 
que se cometieron en tiempos de la dictadura, que 
adjudicamos de lesa humanidad, y que fueron ampa- 
rados por el artículo 1? de la Ley N” 15.848, prescri- 
ben a partir del mes de noviembre, como al impedido 
por justa causa no le correrían plazos, los efectos de 
la prescripción en esas causas tampoco correrían. Di- 
cho de otra manera, si en tiempos de la dictadura al 
impedido por justa causa no le corren plazos porque, 
obviamente, no puede ir a los tribunales -esos casos 
se presentaron en los años 1985 y 1986-, y en el año 
1986 se promulga una ley que muchos años después 
-más de veinte-, por 26 veces se dictamina que es 
inconstitucional, la misma no existe y, entonces, no 
puede ser impedimento para las investigaciones. Por 
otro lado, la Corte Interamericana de Derechos Hu- 
manos dice que colide con el Pacto de San José de 
Costa Rica y, por lo tanto, no se debe aplicar. Incluso, 
le ordena al Estado uruguayo que remueva los obstá- 
culos para que no haya impedimento alguno a fin de 
que las víctimas y sus familiares sean escuchados, y 
para que los Jueces puedan investigar al respecto. Ási- 
mismo, el Poder Ejecutivo, el 30 de junio revoca, por 
ilegitimidad manifiesta, los actos de Gobiernos ante- 
riores en cuyos expedientes se aplicó la mencionada 
Ley de Caducidad. Entonces, cuando el que estaba 
impedido, primero por la dictadura y luego por una 
norma -que se vio que era inconstitucional, violatoria 
de los tratados internacionales, e ilegítima-, se pre- 
senta a los tribunales, se le dice: “Ah, prescribieron”. 
No; fue impedido. Y al impedido por justa causa no le 
corren los plazos. Esto es lo que estamos afirmando. 
Alguien podría sostener que los propios Jueces po- 
drían aplicar ese criterio. Muy bien; que realicen el 
trabajo que deben hacer y nosotros haremos el que 
nos corresponda, que es el de clarificar la legislación. 


Reitero que esto es una decisión política. El Parla- 
mento de la República toma una decisión y, a través 
de una norma, le dice al país que a quienes fueron 
impedidos una vez -y ahora por segunda vez- no le 
corren plazos en tanto tienen una justa causa. Así 
lo manifestamos a texto expreso, señor Presidente. 
Quien fundamente que en aquel caso tenía razón y 
que nosotros ahora no, está en su legítimo derecho. 
Quien no votó afirmativamente en el año 1985 -no 
sé si estaría distraído o lo hizo por otras causas- po- 
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drá decir que el resto, es decir la mayoría, no tenía 
razón. Que exista mayoría no significa que se tenga 
la razón, por más que cada vez que se menciona esa 
expresión algunos se rasgan las vestiduras. De ser así, 
no habría garantías para las minorías. Muchas veces 
la realidad demuestra que las mayorías no siempre 
tienen la razón. 


Lo cierto es que en los años 1985 y 1996 se sus- 
pendieron los plazos procesales, de caducidad y de 
prescripción por la misma razón -nosotros no esta- 
mos inventando nada-, esto es, porque quienes te- 
nían justa causa fueron impedidos. Es por ello, señor 
Presidente, que estamos de acuerdo con el artículo 
2% de este proyecto de ley. Se nos dirá que en estos 
años el Poder Judicial actuó normalmente en todas 
las causas; ello es así, salvo en las correspondientes 
a la llamada Ley de Caducidad. Nosotros no decimos 
que esa suspensión corre para todas las causas, sino 
para todos los delitos que menciona el artículo 1 del 
proyecto de ley. ¿Cuáles son los delitos que establece 
este artículo? Los comprendidos en el artículo 1” de 
la Ley N” 15.848, de 22 de diciembre de 1986, es de- 
cir, los que fueron amparados por la llamada Ley de 
Caducidad, que es una ley inconstitucional, incompa- 
tible con el Derecho Internacional y declarada ahora, 
por parte del Gobierno, de ilegitimidad manifiesta. 
Por ella se les impedía continuar a los familiares de 
las víctimas, como también a los Jueces, con las cau- 
sas correspondientes. Por la iniciativa que vamos a 
aprobar se van a suspender los plazos, y de ahora en 
adelante todo volverá a su normalidad. 


El artículo 1% del proyecto de ley tiene dos aspec- 
tos. Por un lado, determina cuáles son los delitos, 
expresando que son aquellos “comprendidos en el 
artículo 1% de la Ley N” 15.848, de 22 de diciembre 
de 1986”. Ello no figuraba en el texto original, como 
tampoco lo que se expresa ahora en el artículo 2", 
sobre la prescripción o la caducidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone. 

Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-25 en 27. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Muchas gracias, señor 
Presidente. 


Como decía, en los artículos 1% y 2” del proyecto 
original se hicieron modificaciones en virtud de los 
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planteos de los especialistas. En el Frente Amplio tra- 
bajamos con mucho cuidado y ponderación, tratando 
de no agregar frases o palabras que complicaran la ar- 
ticulación con los otros partidos políticos, aunque ese 
objetivo, hasta ahora, no lo hemos logrado. Lo cierto 
es que los especialistas insistieron en que no se podía 
poner en el artículo 2” solamente la expresión “plazo 
procesal”, sino que había que incluir “de prescripción 
o de caducidad”, tal como figuraba en el año 1985. 
En definitiva, aunque no queríamos tocar el texto, no 
había forma de arreglar el artículo 2% sin agregar los 
aspectos mencionados. 


Con respecto al artículo 1%, en el proyecto original 
hablábamos de “todos los delitos cometidos en aplica- 
ción del terrorismo de Estado hasta el 1? de marzo de 
1985”, y se nos preguntaba cuáles eran “todos”. Se 
sacó la palabra “todos”, pero eso tampoco terminó de 
convencer a los especialistas consultados, y por ello 
ahora se expresa: “comprendidos en el artículo 1% de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986”. Eso sí so- 
luciona el tema sobre cuáles son los delitos. Repito: no 
se trata de todos los delitos, sino de aquellos compren- 
didos en ese artículo de la llamada Ley de Caducidad. 


El otro aspecto en discusión tiene que ver con de- 
terminar si este proyecto de ley es una derogación. 
Nadie tiene dudas de que se trata -explícita o táci- 
tamente, como quieran llamarlo- de una derogación 
y, por eso, ha recogido menos críticas. Reconocemos 
que este proyecto de ley podría tener más flancos 
que una declaración de ilegitimidad manifiesta -tal 
como sucedía con el texto original-, y podría equipa- 
rarse a una anulación. Concretamente, aquí habla- 
mos de una derogación; se nos ha dicho que es una 
derogación retroactiva. En lo personal no conozco 
derogaciones retroactivas. Cuando el Parlamento ha 
querido hacer algo retroactivo, lo anula -hay leyes de 
anulación eliminando normas y todos sus efectos; se 
han presentado varias leyes de ese tipo- o hace una 
declaración por vía de interpretación y clarifica la in- 
terpretación original que tenía ese efecto. Incluso ha 
sucedido que algunos -quizás, con picardía- le dan 
una interpretación no ajustada a la que los Legislado- 
res de ese momento pretendían con la norma. Pero lo 
cierto es que se hace una declaración. 


Todos sabemos que en cualquier circunstancia, 
cuando alguien quiere generar una norma que sea 
retroactiva, no habla de que sea “derogativa”; acá de- 
cimos que se trata de una norma “derogativa” porque 
este proyecto deroga. Aquello que no estaba vigente se 
restablece para adelante. ¿Los Jueces van a poder in- 
vestigar? Sí, lo podrán hacer. ¿Los Jueces van a poder 
escuchar a los testigos, a los familiares de las víctimas 
y a las víctimas que están vivas? Sí, lo podrán hacer. 
¿Los Jueces van a poder procesar a las personas? Sí, 
lo podrán hacer. Es más, ya lo han hecho. 
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En algún momento -no discuto los fundamentos 
que se plantean- se dijo que el problema es que la lla- 
mada Ley de Caducidad ya tuvo sus efectos, porque 
fue una ley de amnistía; pero si hubiera sido una ley 
de amnistía, el Partido Nacional no la habría votado. 
En el año 1985, el entonces Presidente de la Repú- 
blica, doctor Julio María Sanguinetti, envió al Parla- 
mento una ley de amnistía con todas las letras, y el 
Partido Nacional no la votó. 


En este momento quiero realizar una digresión 
bien interesante. Esa ley de amnistía decía que se 
amnistiaban todos los delitos que hubieran cometido 
policías y militares conexos a los temas políticos, pero 
era a partir del 1% de enero de 1962. Reitero que el 
Partido Nacional no la votó. Pero el Partido Colorado, 
a través de esa ley, ya reconocía que había habido vio- 
laciones flagrantes a los Derechos Humanos por parte 
de policías y militares, y no uno, dos o tres años antes 
del golpe de Estado -no estamos hablando de los ocho 
comunistas de la Seccional 20 o de los asesinatos per- 
petrados el 18 de mayo-, sino desde el año 1962. Es- 
toy hablando de esa democracia que a veces se quiere 
mostrar en forma idealizada a las nuevas generaciones, 
cuando quienes ya tenemos años sabíamos que se re- 
primía, que se estaqueaba a obreros por hacer huelgas, 
se mataba a estudiantes en las calles, se suspendían 
diarios y partidos políticos -hay decretos al respecto-, 
se establecían Medidas Prontas de Seguridad que la 
Asamblea General sacaba y se volvían a poner, y así 
sucesivamente. El Partido Colorado -o, por lo menos, 
el doctor Julio María Sanguinetti-, envió un proyecto 
de ley -que el Partido Nacional en su oportunidad no 
votó- que amnistiaba crímenes, en forma genérica, a 
partir del 1 de enero de 1962. No se trataba del 12 
de enero de 1961 ni del 1? de enero de 1963, sino del 
1% de enero de 1962. Debería existir alguna razón o 
crimen de algún integrante de las fuerzas represivas 
que no se llevó adelante en una situación de combate o 
de enfrentamiento callejero, que demostraría cómo los 
hechos empezaron a acontecer y cómo las libertades, 
todavía en democracia, estaban conculcadas. 


Seguramente, personalidades que hoy están aquí 
y que vivieron los hechos con mayor pasión que quien 
habla -pues en aquella época yo era un niño-, podrán 
recordar, por ejemplo, la ridiculez de que ciertas pa- 
labras -probablemente el Senador Lacalle Herrera 
recuerde esto- no se podían utilizar, ni siquiera en la 
prensa, y solo se podían mencionar en el Parlamento 
de la República. Algunos Senadores y Diputados, de 
todos los Partidos, las nombraban expresamente, de 
forma caprichosa o pícara; en ese momento existían 
los relatores de las discusiones parlamentarias, pero 
al escribir los discursos debían saltear esas palabras, 
dejando espacios en blanco, pues no se podían publi- 
car en la prensa, más allá de que algún periodista sí 
lo hizo, sufriendo las represalias del caso. 
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Si el Partido Nacional no votó esa supuesta amnis- 
tía, ¿por qué sí lo hizo siete u ocho meses después? 
Porque muchos integrantes del Partido Nacional han 
dicho y reiterado que no se trató de una amnistía y 
que todo dependía del Poder Ejecutivo. Inclusive, 
hace poco, algunos integrantes del Partido Nacional 
dijeron que si luego del Gobierno de Sanguinetti el 
Presidente de los orientales hubiera sido Wilson Fe- 
rreira Aldunate -si hubiera estado vivo; es una hipó- 
tesis que no podemos fortalecer, pues esos supuestos 
son fortuitos y todo es una casuística interminable-, 
habría aplicado la llamada Ley de Caducidad de otra 
manera; algunos han dicho en este propio Senado 
que la hubiera aplicado como lo hizo el propio doctor 
Tabaré Vázquez, desde una perspectiva de ir paso a 
paso, sabiendo la verdad y reafirmando los conceptos 
de justicia. 


El hecho de que hoy haya en prisión personal mi- 
litar y policial de aquel entonces, porque según la jus- 
ticia cometió delitos, es la prueba de que no existió 
una amnistía. Si así hubiera sido, no hay duda de que 
eso estaría saldado. Tampoco fue una ley de amnistía 
la que se aprobó el 8 de marzo para los presos polí- 
ticos, en la medida en que a todos los que estaban 
presos por delitos de sangre se les computó tres años 
por uno y, por tanto, ya habían cumplido la condena. 
Con esto no estoy pensando solo en los aspectos abe- 
rrantes que tuvieron que sufrir quienes fueron dete- 
nidos, sino en un hecho que ha pasado inadvertido, 
y es que solo eso hubiera invalidado todo el proceso 
penal que en tiempos de dictadura tuvieron que pasar 
estos militantes políticos, algunos de los cuales -no 
todos- estaban convencidos de que debían llevar sus 
ideales adelante por medio de las armas, opinión que 
a mi juicio es absolutamente equivocada. Lo cierto es 
que se aplicaban figuras penales de textos del Código 
Penal modificados por la dictadura, y de alguna forma 
convalidados, porque esas leyes penales no se decla- 
raron anuladas. Cuando empieza la democracia se 
dice que determinadas leyes quedan anuladas, pero 
no las penales. Se puede decir que había cierto sen- 
tido común en ello, porque podría haber generado un 
lío histórico en cuanto a una serie de figuras penales 
que se habían aplicado a delitos comunes -como rapi- 
ña o robo- no vinculados a los aspectos políticos; pero 
también se puede decir que por sentido común de la 
incipiente democracia reinante se cambiaron las nor- 
mas penales a aquellos que habían sido procesados, 
y por una norma general -no constitucional-, al “reo” 
-entre comillas- se le aplicó la ley con la pena más 
benigna. Sin embargo, a todos esos uruguayos no se 
les aplicó la pena más benigna, que era aquella por la 
cual empezaron a ser procesados; a muchísimos de 
ellos se les aplicó la pena posterior. Otros tantos fue- 
ron ya detenidos por la pena posterior, por supuesto 
sin Parlamento y todo lo que se puede decir al res- 
pecto. En eso no se hizo hincapié, pero esos juicios 
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podían haber sido declarados nulos o podrían haberse 
dado penas menores. 


En definitiva, se determinó que salían todos, y que 
en los delitos de sangre se computaban tres años por 
uno, porque en la sociedad uruguaya había -y esto no 
era menor- un sentimiento de no querer más violen- 
cia. Por más que para muchos se trataba de familiares 
o amigos, los uruguayos no queríamos más violencia, 
por lo que debía plantearse un elemento que finaliza- 
ra con ella. O sea: no queríamos que hubiera impuni- 
dad para delitos de violencia, por lo que se aplicó ese 
régimen. Algunos podíamos no estar de acuerdo, pero 
en la sociedad uruguaya había mucha sensibilidad 
con respecto a ese tema. Lamentablemente, la tan 
anunciada pacificación llegó después de muchos años 
y costó “meter en caja” a los militares. Es más: entre 
los dos períodos en que el doctor Sanguinetti fue Pre- 
sidente, sufrió dos atentados no menores; ante ello, 
miramos para arriba y no se descubrió a los culpables, 
aunque a voz en cuello se sabía quiénes eran. Luego 
aconteció el asesinato de Berríos y el expediente se 
encajonó por parte de un Juez. ¡Oh, sorpresa!, un 
Juez encajonó este expediente. Finalmente, este caso 
se juzgó en Chile y no en Uruguay. Digamos que estas 
no son las mejores páginas de nuestra justicia. 


A pesar de que la llamada Ley de Caducidad no in- 
cluía estos casos, de alguna forma puso todo un man- 
to en la sociedad uruguaya muy difícil de entender, 
aunque psicológicamente deberíamos hacerlo. Prime- 
ro, la llamada Ley de Caducidad abarcó a civiles que 
no abarcaba y costó mucho que civiles que habían 
propiciado leyes o cometido delitos, fueran juzgados. 
Es más, creo que durante el Gobierno del doctor La- 
calle Herrera se inició un expediente vinculado a un 
integrante de este Cuerpo que fuera Canciller de la 
República en la dictadura, porque se supo que él te- 
nía responsabilidad efectiva en dar la posibilidad de 
vivir o no a la maestra Elena Quinteros. Sin embargo, 
lamentablemente no se produjo el desafuero corres- 
pondiente para que se hicieran las investigaciones, 
por lo que todo quedó en la nada. 


Como decía, la llamada Ley de Caducidad puso 
un manto sobre la sociedad uruguaya, y quizás eso 
fue nuestra responsabilidad; pero fuimos a un plebis- 
cito -que es como tirar una moneda al aire- y cuando 
este se perdió fue como un balde de agua fría para 
nosotros mismos, fue una derrota inmensa y, como se 
comprenderá, costó muchos años volver a decirnos 
que teníamos derecho a la justicia. Pero tenemos de- 
recho a la justicia; ¡tenemos el derecho a la justicia! 
Eso costó mucho, señor Presidente; durante años pa- 
recía que los culpables éramos nosotros mismos. Esto 
pasa muchas veces en las sociedades, sobre todo en 
casos de violencia doméstica, en los que la persona a 
la que agreden, a la que le pegan -la víctima-, siente 
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que no tiene derechos frente al victimario. Nos lle- 
vó muchos años darnos cuenta de que teníamos que 
volver a reclamar nuestros derechos y a levantar las 
banderas de verdad y justicia. 


Pero lo cierto es que sucedieron cosas; en el Go- 
bierno del doctor Lacalle Herrera se llevaron a cabo 
trámites de reparación pecuniaria. El Estado pagó sin 
investigar los hechos en cuestión. Simplemente se 
pretendía que el Estado pagara una vez que se supie- 
ra que los hechos eran reales y que, a consecuencia 
de ellos, se había causado un daño, pero la verdad no 
había podido salir a flote. 


En aquellas circunstancias, Juan Carlos Blanco 
no tuvo el juicio correspondiente por una decisión de 
este Parlamento. 


Tampoco se llevaron a cabo las investigaciones de 
los atentados a un ex Presidente de la República y 
a un Representante de la República. Precisamente, 
el caso del ex Diputado Cores fue el más especial 
en este sentido, señor Presidente, y considero que 
debió hacerse una investigación al respecto -incluso 
más que del atentado al propio ex Presidente Julio 
María Sanguinetti-, porque todos sabíamos de su 
trayectoria y de su apego y militancia en favor de los 
Derechos Humanos y en organizaciones enfrentadas 
a las Fuerzas Armadas y a la Policía. No podíamos 
dejar que él fuera un blanco de persecución de los 
aparatos de Inteligencia de la democracia en ese en- 
tonces. Sin embargo, no hubo investigación ni res- 
ponsables. 


La impunidad se fue ampliando tanto que, vol- 
viendo al caso que mencionaba antes, cuando el Juez 
Reyes habilitó la búsqueda de los restos en el cuartel 
del Batallón N* 14, se recurrió al Tribunal de Apela- 
ciones, el cual determinó que no se podía efectuar 
esa búsqueda porque el caso estaba incluido en la lla- 
mada Ley de Caducidad. Pero esta norma no habla 
de los restos, y para todos nosotros es sagrado poder 
enterrar los restos de nuestros familiares. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: quiero 
hacer dos puntualizaciones sobre lo que ha dicho el 
señor Senador Michelini. 


En primer lugar, con respecto al caso Berríos, con- 
sidero que es absolutamente ajeno a la Ley de Cadu- 
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cidad, porque fue un hecho posterior que no resulta- 
ba amparado por esa norma. 


En segundo término, con respecto a la mención 
que se ha hecho al atentado contra el automóvil del 
entonces Diputado Cores, señalo que esto sucedió 
durante el Gobierno del Partido Nacional y, en ese 
entonces, quien habla se desempeñaba como Subse- 
cretario del Interior. Con el doctor Ramírez -que era 
el Ministro de la Cartera- recibimos al señor Hugo 
Cores en varias oportunidades e hicimos una investi- 
gación policial tan profunda como nos fue posible. De 
modo que eso no sucedió en el Gobierno del doctor 
Julio María Sanguinetti, por lo que habría una refe- 
rencia histórica equivocada. 


Como dije, se trabajó a nivel policial y se radicó la 
denuncia penal correspondiente, pero hay que des- 
tacar que esos hechos son absolutamente ajenos a la 
Ley de Caducidad; no están comprendidos en ella. Se 
trata de hechos posteriores, acaecidos en una época 
de plena vigencia de las instituciones democráticas y, 
por lo tanto, no resultaban comprendidos, de ninguna 
manera, en la llamada Ley de Caducidad. 


Simplemente quería hacer esas observaciones, se- 
ñor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no ten- 
go suerte con el señor Senador Moreira; él no me in- 
terpreta bien o soy yo quien habla mal. 


Hice la referencia a que los atentados aludidos 
tuvieron lugar durante el Gobierno del doctor La- 
calle Herrera pero, por supuesto, él no tuvo la res- 
ponsabilidad. Lo que quiero remarcar es que la Ley 
de Caducidad puso un manto de impunidad de una 
enorme magnitud, incluso con el plebiscito de por 
medio. Además, me adjudiqué la “autoculpa” de que 
nosotros quizás no reclamamos los derechos como 
correspondía y dije que determinadas cosas no se 
investigaron. 


Señor Presidente: aquí hubo una huelga policial 
en la cual un Presidente de la República debió ba- 
jar las escaleras del Edificio Libertad a oscuras, pero 
¿eso fue responsabilidad del entonces Presidente La- 
calle Herrera? No, lo que pasaba era que había una 
situación en la cual esa supuesta pacificación todavía 
no le había puesto el cascabel al gato. Aunque no lo- 
grábamos que se esclarecieran esos atentados, todos 
sabíamos quiénes eran sus responsables. El Diputado 
Cores no se puso él mismo una bomba, reitero que 
todos sabíamos quiénes habían sido los responsables 
de los atentados, eso era vox populi. Claro, no había 
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pruebas al respecto; ahora bien, ¿las iba a tener, en 
su momento, el entonces Diputado Michelini? 


Vuelvo a decir que quizás la responsabilidad sea 
nuestra y que nos costó muchos años reclamar nues- 
tros derechos y que el conjunto de la sociedad uru- 
guaya asumiera que esta era una tarea pendiente. 


En este sentido, señor Presidente, me refiero nue- 
vamente al proyecto de ley, pero no por insistencia 
sino porque quiero contar cómo fueron los hechos. 


Algunos hechos ocurridos durante los Gobiernos 
de los Doctores Sanguinetti y Lacalle Herrera -por 
supuesto, no de responsabilidad de ellos- todavía 
mostraban cómo existía un amparo de las fuerzas 
de Inteligencia. Por algo Berríos estuvo en Uruguay; 
lo hizo amparado por el Servicio de Inteligencia 
uruguayo. Nunca se procesó en Chile ni en Uruguay 
a ningún General por este caso. ¿Los señores 
Senadores creen que algún subalterno hubiera 
podido traer al país -para ampararse aquí- a un 
integrante del Servicio de Inteligencia de Chile sin 
que lo supiera un General de nuestra República? 
¡Por favor! Por supuesto que el General a quien sus 
subordinados no acusaron nunca dio cuenta a los 
mandos políticos de esa circunstancia, por lo que 
no creo que al respecto exista responsabilidad del 
poder político. ¿Es lógico pensar que un General del 
Servicio de Inteligencia no supiera lo que estaban 
haciendo sus subordinados? Hay que tener presente 
que esto duró meses y meses. 


Es más; cuando se supo el hecho, el propio Minis- 
tro del Interior, el doctor Ramírez, actuó al respec- 
to; creo recordar que el entonces Presidente Lacalle 
Herrera estaba fuera del país. Como dije, el enton- 
ces Ministro Ramírez actuó en este caso; después 
las derivaciones podrán haber sido otras, pero para 
la sociedad uruguaya el tema de la impunidad signi- 
ficó un manto que fue mucho más allá de la Ley de 
Caducidad. 


Por otra parte, recuerdo que en tiempos de la dic- 
tadura hubo robos en el Banco Hipotecario del Uru- 
guay; se llevó a cabo un juicio a este respecto, pero 
como en aquel momento algunos militares integraban 
el Directorio se incluyó el caso en la Ley de Cadu- 
cidad, a pesar de que esta norma establece expre- 
samente que quedan fuera de su alcance los delitos 
económicos. Por algo también el señor Senador Ga- 
llinal presentó un proyecto de ley respecto a esos de- 
litos económicos. Interpretándolo -discúlpenme que 
me exprese de una manera más coloquial-, parecía 
decir: “No me fumo que a alguien que robó o a quien 
la Justicia Civil procesaría por ello, se lo incluya en la 
Ley de Caducidad”, y nuestra Justicia, señor Presi- 
dente, lo incluyó. 
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A través del artículo 2” estaríamos derogando, tá- 
cita o explícitamente, la Ley de Caducidad y resta- 
bleciendo los derechos de quienes fueron lesionados. 
¿Se quiere establecer, a texto expreso, que la Ley de 
Caducidad está derogada, salvándose, de esa manera, 
las objeciones que se han presentado? Bueno, podría- 
mos hacer un cuarto intermedio para estudiar esta 
posibilidad; no tenemos ningún problema. Habría que 
consultar la opinión del resto de la Bancada en cuan- 
to a que se establezca que se deroga la Ley N* 15.848 
o sus artículos 1* y 3%, restableciéndose la pretensión 
punitiva del Estado. 


Reitero que no tenemos ningún problema en que 
se incluya el tema de la derogación si con ello se sal- 
van las objeciones y se acompaña este propósito. De lo 
contrario, a nuestro entender, la redacción está clara. 


Algunos catedráticos y especialistas han dicho que 
esto tendría efectos retroactivos, pero no puedo en- 
tender cómo puede ser así. Esto es similar a los casos 
en que la Suprema Corte de Justicia declara que algo 
es inconstitucional, ¿eso tiene efecto retroactivo? Sí, 
lo tiene, pero en nuestro caso, ¿cómo podría esto te- 
ner efectos retroactivos? Yo estoy restableciendo a las 
víctimas o a sus familiares algo que estaba cercenado, 
en algunos casos 35 años después de que ocurrieran 
los hechos. ¡Vaya a saber si están las pruebas o qué 
investigación se puede llevar a cabo! Vuelvo a citar 
aquella frase del doctor Batlle, dicha -si no me equi- 
voco- antes de ser electo: “¡Qué paciencia han tenido 
los familiares de las víctimas y las víctimas!” Cierta- 
mente, han tenido una enorme paciencia. 


Se agota el tiempo de que dispongo para hacer uso 
de la palabra y aún no hablé del artículo 3%. Se dice 
que esta disposición habla de lesa humanidad pero, 
en realidad, se refiere a crímenes contra la huma- 
nidad. Se podrá discutir si es o no retroactivo. Hay 
quienes dicen que sí lo es, pero eso lo van a determi- 
nar los jueces. 


Simbólicamente, el doctor Abal decía que esto se 
debía hacer y que si tiene o no efecto retroactivo lo 
decidirán los jueces, según su interpretación. En mi 
opinión, eso está bien. 


Brevemente, quiero decir que leí la versión taqui- 
gráfica de mis palabras, así como las expresiones del 
doctor Gonzalo Aguirre y del doctor Alberto Zuma- 
rán. Aunque ellos no pertenecen a mi Partido, leo y 
releo sus manifestaciones. El doctor Aguirre decía: 
No vamos a discutir si esto es constitucional o incons- 
titucional. Ya hay violación de la Constitución en la 
medida en que los militares no se van a presentar a 
declarar. No me hablen de ley de impunidad sino de 
ley de impunidad contra impunidad. No me hablen 
de violación de la Constitución por la ley o de viola- 
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ción de la Constitución de facto. La Constitución ha 
sido violada. 


Señor Presidente: si en aquel momento los argu- 
mentos que se dieron estaban vinculados directamen- 
te a la pacificación de la República, hoy estamos en 
condiciones de reparar a las víctimas y hacer Justicia. 
Hoy en día la sociedad uruguaya está pacificada y es 
hora de hacer Justicia. 


El doctor Couture decía a sus alumnos que cuan- 
do tuvieran que elegir entre la Justicia y el Derecho, 
eligieran la Justicia, y siempre me pregunté a qué ra- 
zones obedecía. Las respuestas pueden ser muchas 
y algunas son rebuscadas, pero últimamente me he 
afiliado a una en particular, porque aunque elijan el 
Derecho, la Justicia se va a abrir camino. Más allá del 
idealismo y de que procuraran hacer Justicia, creo 
que el maestro estaba diciendo a sus estudiantes que 
tomaran el camino de la Justicia porque el Derecho 
en su pelea contra la Justicia no tiene ninguna posi- 
bilidad de ganar. Hoy nos encontramos aquí votando 
este proyecto de ley porque, sin duda, respaldamos a 
la Justicia. 


Era cuanto quería manifestar. Muchas gracias. 
5) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, octubre 25 de 2011. 


Señor Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Ec. Danilo Astori 

Presente 

De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por razones personales por el día de hoy, 
a partir de las 10.30 hs. al amparo del artículo 1% de la 


Ley N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004. 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente 
muy atentamente, 


Rodolfo Nin Novoa. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Héctor Lescano ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Gusta- 
vo Guarino, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 24 de octubre de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


A través de la presente solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1” de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, en virtud de 
obligaciones notorias, inherentes a mi representación 
política, por el día martes 25 de octubre de 2011. 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente 
muy atentamente 


Tabaré Viera Duarte. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Eduardo Malaquina ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Wilson 
Sanabria, a quien ya se ha tomado la promesa de esti- 
lo y se encuentra instalado en su banca. 


6) PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la considera- 
ción del tema. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


CÁMARA DE SENADORES 


25 de octubre de 2011 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse al punto 
tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- El Senado de la República 
vuelve a incursionar en una temática y en un proyec- 
to de ley cuyos aspectos medulares ya hemos tratado 
en otras oportunidades. Recientemente, en abril de 
este año, tuvo a estudio, aprobó y envió a la Cámara 
de Representantes un proyecto de ley que apunta a 
los mismos objetivos que tiene el que hoy estamos 
considerando. Tan así es que sobre mi mesa de tra- 
bajo tengo la exposición que en nombre del Partido 
Nacional y de la minoría realicé en aquella circuns- 
tancia. Podría releerla sin quitarle una coma porque 
se adaptaría totalmente a lo que hoy estamos discu- 
tiendo y quizá poco tendría que agregar excepto en 
aquellos aspectos en los que, de alguna manera, se 
introducen nuevos elementos. 


No vamos a recurrir al argumento del artículo 
142 de la Constitución de la República, en función 
del cual no se puede tratar el mismo proyecto de ley 
en un mismo Período, en primer lugar, porque en la 
Doctrina hay una discusión acerca de si el proyecto 
tiene que ser idéntico o alcanza con que filosófica- 
mente sea el mismo y, en segundo término -y más 
importante aún-, porque en lo que estamos tratando 
hay inconstitucionalidades de tal gravedad y dimen- 
sión que verdaderamente se les quitaría importancia 
si nos amparáramos en que este tema ni siquiera se 
puede discutir porque ya se trató en el mes de abril. 


¡Vaya si nos preocupa la consideración de estos te- 
mas desde el punto de vista constitucional! Claro que 
hay algunos hechos que no se van a repetir. El señor 
Senador Fernández Huidobro no va a poder renun- 
ciar a su banca si se aprueba este proyecto, porque 
ya lo hizo. Sin embargo, hay otros hechos que sí se 
están repitiendo. Por ejemplo, el señor Senador Nin 
Novoa volvió a pedir licencia, como lo hizo en aquella 
circunstancia, porque seguramente sigue discrepan- 
do con el proyecto. Quiere decir que desde la propia 
Bancada oficialista se nos termina dando la razón y 
volvemos sobre lo mismo. Ahora bien: ¿no se puede 
volver sobre lo mismo? Sí se puede y nosotros vamos a 
dar la discusión cuantas veces sea necesario. Lo que 
no se puede -y es lo que hemos venido sosteniendo 
obstinada y machaconamente, y lo seguiremos ha- 
ciendo- es violentar la voluntad popular. Lo que no se 
puede hacer por ley es modificar lo que la ciudadanía 
soberanamente decidió en 1989, cuando se promovió 
el recurso para derogar la Ley de Caducidad, y en 
el año 2009, cuando se propuso reformar la Cons- 
titución para anular -ya no para derogar- la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Eso 
no se puede hacer y mucho menos si quien convo- 
có al referendo constitucional en el año 2009 es la 
misma fuerza política que hoy trae a consideración 
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este proyecto de ley. Ante la ciudadanía que observa y 
ante nosotros que también observamos, se promovió 
la reforma constitucional para anular la Ley de Cadu- 
cidad, pero ese resultado solo sería reconocido si era 
favorable. Pero como no salió favorable, no vale; como 
no salió favorable, hay que buscar otros mecanismos; 
como no salió favorable, “vamos a aprobar una ley, ya 
que en el Parlamento tenemos mayorías suficientes 
para aprobarla”. Claro, aquí vuelve a ser de aplicación 
lo que dijimos en aquella circunstancia, no utilizando 
palabras nuestras sino del señor Senador Nin Novoa: 
“Que el Frente Amplio nunca más salga a recoger una 
firma porque la gente no nos va a creer”. Esa es la 
triste realidad a la que nos vemos enfrentados, a la 
que se suman otras opiniones que van por el mis- 
mo camino. En su momento, el entonces Presidente 
Vázquez -lamentablemente, ahora retirado de la ac- 
tividad política, de acuerdo con lo que ha anuncia- 
do- señaló que las mayorías se equivocan. Debemos 
confesar que nos sorprendió esa afirmación de quien 
fue Presidente de la República electo precisamente 
por una mayoría popular muy importante, a tal punto 
que ganó la elección en la primera vuelta. Y no solo 
nos sorprendió una afirmación de esas característi- 
cas, sino que también muchos nos preguntamos: ¿ha- 
cia dónde va el doctor Vázquez cuando hace un ra- 
zonamiento de estas características? A los pocos días 
descubrimos la razón de sus dichos, cuando el señor 
Ministro de Relaciones Exteriores de este Gobierno, 
doctor Luis Almagro, compareció ante la Comisión de 
Constitución y Legislación, donde dijo que precisa- 
mente en virtud de que las mayorías se equivocan, se 
hace necesario que las mayorías actuales del Parla- 
mento Nacional legislen para enmendar el error que 
cometió el pueblo uruguayo en 1989 y que reiteró en 
2009. Creo que ese argumento, que acaba de ser re- 
petido por el señor Miembro Informante, demuestra 
una enorme confusión conceptual, porque las elec- 
ciones no se hacen para saber si la gente acierta o se 
equivoca; las elecciones no son la quiniela de todos 
los días; las elecciones se hacen porque son la máxi- 
ma expresión de la soberanía popular y en ellas se 
pide al pueblo uruguayo que legitime la autoridad del 
nuevo gobierno que va a tener el país. Los plebiscitos 
se hacen para pedir al pueblo uruguayo, soberano, 
que con su pronunciamiento legitime la enmienda 
constitucional o la derogación de una ley. Reitero: no 
es para saber si la gente acierta o se equivoca, por- 
que la gente acierta y se equivoca y después, cuando 
de elecciones nacionales se trata, se toma cinco años 
para razonar, para meditar, para estudiar y para resol- 
ver si va a votar a los mismos candidatos que votó en 
la elección anterior o a otros. 


Entonces, el primer mandamiento por el cual es- 
tamos aquí para votar en contra de este proyecto de 
ley es el de la defensa de la voluntad popular, de los 
pronunciamientos de la ciudadanía y de las decisio- 
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nes de la gente, que son las que legitiman no solo 
nuestro actuar -porque en función de su voto esta- 
mos aquí sentados- sino también las resoluciones que 
adopta el Parlamento, el Poder Ejecutivo, y todas las 
que se toman a diario en el ejercicio y en la conviven- 
cia democrática. Este es uno de los argumentos -diría 
que el más importante, el principal- que nos colocan, 
casi en forma automática, en contra de intenciones 
de esta naturaleza, que a veces -debemos confesarlo- 
se nos hace difícil entender. ¿Qué necesidad hay de 
insistir una, dos, tres y cuatro veces en eludir, por un 
camino oblicuo -que siempre se intenta disfrazar para 
que parezca diferente al anterior-, la voluntad popu- 
lar? ¿Por qué se insiste en eso? ¡¿Por qué?! ¿Cuál es 
el propósito que mueve a quienes lo hacen? Conven- 
gamos que tratan de presentar el argumento central 
-que siempre es el mismo- de una manera diferente; 
a veces es la justicia, otras, el cumplimiento del Dere- 
cho, y ahora, el cumplimiento de una sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. No te- 
nemos ninguna duda de que hay que cumplir, porque 
para eso formamos parte de la Organización de los 
Estados Americanos y hemos ratificado el Tratado co- 
rrespondiente, pero en ningún momento esa senten- 
cia nos obliga a modificar nuestra ley y mucho menos 
a ir contra las disposiciones de la Constitución de la 
República; aunque nos obligara, tampoco deberíamos 
ir contra las disposiciones de nuestra Constitución de 
la República, que es la que tenemos que preservar en 
todos los casos. 


Cuando se presentan estos argumentos, se olvi- 
da algo que decíamos en aquella circunstancia y que 
hemos adoptado porque nos parece que es muy des- 
criptivo de esa realidad. Cuando hablamos de la lla- 
mada Ley de Caducidad, Ley de Amnistía o lo que el 
señor Senador Lacalle Herrera denomina el “conjun- 
to de leyes que constituyeron el estatuto de la salida 
de 1985”, a veces nos olvidamos -o se olvidan, mejor 
dicho, porque nosotros no lo hacemos- de algunos su- 
cesos que provocaron determinados acontecimientos. 
Hoy no tendríamos la discusión que está planteada si 
el Frente Amplio no hubiera pasado por los cuarteles 
del Club Naval para negociar la salida -arreglada y 
negociada- de 1984. Nada tendría explicación sin el 
Club Naval, en el acierto o en el error. ¿Era mejor 
ese camino? Puede ser; no voy a repetir el discurso 
de aquella oportunidad. El pueblo caminaba en un 
sentido para derrocar a la dictadura, y un buen día se 
juntaron algunos partidos políticos -no todos, porque 
el nuestro no estuvo presente- que decidieron acortar 
el camino y transar... 


SEÑORA XAVIER.- ¡Eso es falso! 


SEÑOR GALLINAL.- Dijeron: “Vamos a transar 
con el aparato militar”. 
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SEÑORA XAVIER.- ¡Eso es totalmente falso! 


SEÑOR GALLINAL.- “Vamos a ponernos de 
acuerdo con el aparato militar”. 


(Campana de orden.) 


-“Eso nos va a permitir, además, que el Partido 
Nacional no gane la próxima elección, porque tene- 
mos otra solución: metemos preso a Wilson Ferreira y 
ahí sí nos aseguramos”... 


SEÑORA XAVIER.- ¡Falso! 


SEÑOR GALLINAL.- ...“de que el Partido Nacio- 
nal no gane la próxima elección”. 


SEÑORA XAVIER.- ¡Es un atrevido! 
(Campana de orden.) 


SEÑOR GALLINAL.- Ese fue el camino que eli- 
gieron: el más corto, el atajo, el camino que les per- 
mitía lograr objetivos con mayor agilidad. Quizás te- 
nían razón y eso era lo que necesitaba el país; quizás 
esa era la transición a la que también se comprometió 
el Partido Colorado y luego cumplió. Quizás los equi- 
vocados éramos nosotros, pero defendimos nuestros 
principios, mantuvimos levantadas nuestras bande- 
ras, sobre todo en aquel encuentro, en aquel “río de 
libertad” en el que comparecimos todos los partidos 
políticos y nos comprometimos a ir a una elección sin 
proscripciones y sin presos políticos, excepto que el 
proscripto y el preso político sea el candidato con más 
chance de ganar la siguiente elección, como lo era 
Wilson Ferreira Aldunate. Entonces, fueron al Club 
Naval, hicieron ese pacto, ese arreglo, y ahora ya no 
se acuerdan más del Club Naval porque, total, ¿para 
qué vamos a recordar lo que no nos conviene? Vamos 
a seguir recorriendo estos caminos. 


Las leyes son hijas de su tiempo y hoy, veinticinco 
años después -no solo de aprobadas sino de ejecuta- 
das y llevadas a la práctica-, las estamos discutiendo. 
¿Qué son buenas leyes? Yo qué sé... 


Pienso que cumplieron con sus objetivos. ¿Son le- 
yes justas? En una entrevista que se me hizo a raíz 
de estos temas, le conté a un periodista lo siguiente. 
Me tocó dar mi último examen oral, sobre Filosofía 
del Derecho, para recibirme de abogado en 1987. El 
Presidente de la mesa examinadora, que era el doc- 
tor Nicolás Etcheverry -hoy Decano de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de Montevideo-, me hizo 
una pregunta que para mí tenía una gran importan- 
cia porque con ella salvaba o perdía. Él me preguntó 
si una ley podía ser injusta. En esa época -creo que 
ahora debe ser igual- había un conjunto de preguntas 
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que se repetían en los exámenes y tus compañeros te 
advertían sobre ellas. En esa etapa, para la que me 
preparé lo suficiente porque lo que menos quería era 
perder el último examen, algunos compañeros me di- 
jeron que tuviera cuidado porque una pregunta que 
estaban haciendo era si una ley podía ser injusta. Al 
respecto, me dijeron: “ino vayas a contestar que no 
porque perdés; una ley puede ser injusta!”. Cuando 
pasé a dar el oral el profesor me pregunto: “¿una ley 
puede ser injusta?”. Y contesté que sí. Además, me 
habían alertado que el mejor ejemplo -que estaba de 
moda en aquel momento- era la ley de refinanciación. 
No hay nada más injusto que una ley de refinanciación 
porque el que ya pagó, no tiene quitas y el que no pagó 
y le remataron, no tiene arreglo. Sin embargo, a veces 
es necesario aprobar ese tipo de leyes para salir de la 
encrucijada, a pesar de las injusticias que se generan 
muchas veces para la mayoría porque están los que 
no se benefician ni se perjudican por la ley pero pagan 
los impuestos para que esas prácticas se puedan llevar 
adelante. Cuando el profesor me formuló esa pregun- 
ta, le respondí que sí, que una ley podía ser injusta; 
entonces, me pidió que le diera un ejemplo y mencio- 
né la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. El profesor me preguntó si creía que la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado era 
injusta y le respondí: “por supuesto que lo es”. Le dije 
que se aprobaba por necesidad, que era el camino que 
al país le quedaba para transitar de manera de superar 
o intentar superar las profundas heridas que quedaron 
del pasado. Esa ley es injusta, tremendamente injus- 
ta, al igual que la Ley de Amnistía -no vamos a decir 
si una es más o menos injusta que la otra-, pero son 
necesarias para superar las circunstancias. Eso fue 
lo que entendió el Legislador hace veinticinco años y 
desde entonces se han venido aplicando. Á eso agrego 
que una sentencia judicial también puede ser injusta 
porque la sentencia se define en aplicación de la ley. 
Si hoy la mesa examinadora le preguntara al Partido 
Nacional si está dispuesto a aprobar nuevamente una 
ley, como la denominada Ley de Caducidad, el Parti- 
do diría que no. Si se le preguntara al Partido si está 
dispuesto a aprobar una Ley de Amnistía, respondería 
que no porque estamos en el año 2011. 


Nosotros podemos aprobar muchas cosas en las le- 
yes, pero hay una cosa que es seguro que no podemos 
aprobar y es decirle al país y al mundo: ciudadanos 
del mundo, sepan que hoy no es 25 de octubre de 
2011 sino 22 de diciembre de 1986. Eso no lo pode- 
mos hacer. No podemos decir que hoy es 27 de junio 
de 1973; debemos movernos con realidades. 


En aquellos días, había tomado el compromiso 
de que tan pronto me recibiera de abogado iba a ir a 
contárselo personalmente a Wilson Ferreira, porque 
para mí era algo muy importante. Yo había dejado de 
estudiar en ocasión del plebiscito de 1980; luego vi- 
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nieron las elecciones internas y en 1985 asumí como 
Secretario de Bancada. Susana, la esposa de Wilson, 
me pidió que ese día no le dijera nada, que esperara 
48 o 72 horas porque era un día muy difícil para Wil- 
son por el tema de su enfermedad. De todos modos, 
luego se produjo el acontecimiento y fui a expresarle 
a Wilson mi regocijo y agradecimiento porque, entre 
otras cosas, me pude recibir porque era el Secreta- 
rio de la Bancada. De no haber sido así, tendría que 
haber estado solamente trabajando y sin tiempo para 
estudiar. Le conté la anécdota, y le pareció muy inte- 
resante porque tenía su contenido. Él me dijo que esa 
ley era injusta, pero que eran los tragos amargos que 
quienes tenían un poquito de incidencia en la vida 
del país, necesariamente debían asumir. 


Es muy bravo volver atrás, señor Presidente. Aquí 
se ha dicho, en una novedosa interpretación de lo que 
es la prescripción, que esta no es para atrás sino para 
adelante; ivaya novedad! Se ha dicho que la retroacti- 
vidad no es para atrás, sino para adelante; ¡vaya nove- 
dad! ¿Qué quiere decir retroactividad? Que de ahora 
en adelante vamos a hacer lo que ayer no podíamos 
realizar, llevado luego al campo jurídico. Ahora vamos 
a hacer abstracción de 25 años, que son los que han 
transcurrido, para empezar a mirar hacia delante de 
una manera diferente. 


Entonces, aquí viene lo que para mí es el otro ar- 
gumento fundamental que hoy tenemos que volver a 
levantar. Como Partido Nacional luchamos contra la 
dictadura militar antes, el 27 de junio de 1973 des- 
de esta banca; luchamos contra la dictadura militar 
después del golpe de Estado de 1973 y durante todo 
el tiempo de su vigencia; luchamos contra la dictadu- 
ra militar en 1980, en el plebiscito; luchamos contra 
la dictadura militar en 1982, en las elecciones inter- 
nas; luchamos contra la dictadura militar en el acto 
del Obelisco; luchamos contra la dictadura militar 
cuando Wilson retornó el país el 16 de junio de 1984; 
luchamos contra la dictadura militar cuando nos pa- 
ramos contra el Pacto del Club Naval y después de 
celebrado este; y a partir del 1% de marzo de 1985, 
cuando recuperamos la democracia, seguimos lu- 
chando contra la dictadura militar y, por sobre todas 
las cosas, intentamos ayudar a sanar las heridas, para 
que hubiera paz en el país y para que no se repitieran 
los hechos del pasado. 


Como Partido Nacional, cuando apareció el te- 
rrorismo en el Uruguay, lo condenamos y peleamos 
contra él; peleamos contra el terrorismo en 1963, lo 
hicimos cuando aparecieron las bombas, cuando se 
sucedieron los homicidios por la espalda y también 
cuando se levantó contra las instituciones y la demo- 
cracia. Peleamos contra el terrorismo todas las veces 
que tuvimos que pelear. Sin embargo, también deci- 
mos que si hoy, después de todo lo que le pasó al país 
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y de todo lo que sufrieron nuestros compatriotas en 
estos 40 o 50 años, nos preguntan en Sala si estamos 
para condenar al terrorismo y a la dictadura militar 
o para defender a la Constitución y a la ley, decimos 
que estamos para defender la Constitución y la ley, 
porque de eso depende el futuro del país. No tenemos 
ojos en la nuca, pero estamos para defender la vigen- 
cia de la Constitución que es lo que nos garantiza 
que en Uruguay nunca más tengamos ni terrorismo 
ni dictadura, especialmente de la saña que, lamenta- 
blemente, nos tocó padecer durante tantos años. En 
consecuencia, tenemos que expresarnos en defensa 
de esa constitucionalidad, porque el día que en este 
país se viole la Constitución de la República y la ley, 
por ejemplo a través de la aprobación de una ley, y 
no se levante una voz en contra, estamos liquidados. 
Esto nunca va a suceder, porque cada vez que se in- 
tente violar la Constitución y la ley, la voz del Partido 
Nacional se va a hacer sentir en esta Sala y en todos 
los ámbitos que sean necesarios para proteger y de- 
fender el futuro y el presente del país, que es lo que 
se está arriesgando cuando se intenta revisar y revisar 
un tema sin respetar el orden constitucional vigente, 
que es al que más nos tenemos que aferrar cuando 
se trata de defender asuntos de estas características. 


Por todo ello no vamos a votar este proyecto de ley; 
y tenemos argumentos suficientes como para cues- 
tionar desde el primero al último de los artículos. No 
acompañamos el artículo 1” porque, lisa y llanamente, 
deroga la llamada Ley de Caducidad y, además, como 
lo señalaron la unanimidad de los constitucionalis- 
tas y procesalistas que pasaron por la Comisión de 
Constitución y Legislación, lo hace con efecto retro- 
activo. Esto, más allá de los principios jurídicos que 
puedan estar obrando, va decididamente en contra de 
la voluntad popular expresada, como ya dije, en los 
plebiscitos de los años 1989 y 2009. Tampoco vamos 
a acompañar el artículo 2%, porque con el artículo 3% 
ya era suficiente; no lo necesitaban. Pero, además, la 
posibilidad de la suspensión de los plazos, que está 
expresamente prevista en nuestros Códigos, siempre 
obedece a una razón de fondo, de carácter legal o de 
hecho. No podemos aceptar que se suspendan los 
plazos de prescripción y de caducidad por una ley, 
aprobada conforme a las exigencias constitucionales, 
que está vigente desde el 22 de diciembre de 1986. 
Sí se puede, y nosotros lo compartimos, que hasta el 
1% de marzo de 1985, no corra ningún plazo. Es más, 
todo este problema está planteado no por la sentencia 
de la Corte Interamericana -digamos las cosas como 
son-, sino porque hay quienes sostienen... 


(Suena el timbre indicador del tiempo.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se 
prorrogue el término de que dispone. 
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Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Gallinal. 
SEÑOR GALLINAL.- Muchas gracias. 


Como venía diciendo, este problema está plantea- 
do porque hay quienes sostienen que el 1% de noviem- 
bre de este año prescriben los delitos cometidos du- 
rante la dictadura. ¿Por qué se sostiene esta tesis por 
algunos, aunque otros no la comparten tanto? Porque 
los delitos que se están considerando tienen un tér- 
mino de prescripción de 20 años. Entonces, si esos 
20 años empiezan a correr a partir del 1% de marzo 
de 1985 -antes no pueden empezar a correr porque al 
impedido con justa causa no le corre plazo-, la pres- 
cripción vencería el 1% de marzo de 2005. Algunos 
sostienen que como el artículo 123 del Código Penal 
-no me siento en condiciones de afiliarme a ninguna 
teoría porque no tengo conocimientos jurídicos su- 
ficientes- dice que la prescripción se puede ampliar 
en un tercio -es decir, en seis años y ocho meses, que 
es el tercio de 20-, en el caso de que el autor del 
delito tenga peligrosidad evidente, si efectivamente 
quienes fueron autores de ese delito hoy son tan pe- 
ligrosos, esa prescripción se puede aumentar en un 
tercio más, lo que determina que 20 años más seis 
años, más ocho meses, da 1% de noviembre de 2011. 
Esta es la razón por la que el Frente Amplio promue- 
ve este proyecto de ley y, a mi juicio, lo hace basado 
en el artículo 3%. Los otros dos no sirven para nada 
porque, ¿de qué sirve declarar la imprescriptibilidad 
de un delito si ese delito está amnistiado o ha sido 
objeto de una caducidad? De nada. Por eso paso a 
leer el artículo 3%, que es el que importa: “Declárase 
que, los delitos a que refieren los artículos anteriores, 
son crímenes de lesa humanidad de conformidad con 
los tratados internacionales de los que la República 
es parte”. Aquí está el centro de la cuestión. En pri- 
mer lugar, la palabra “Declárase” tiene carácter in- 
terpretativo, o sea retroactivo: que todos los delitos 
que se cometieron en la dictadura, son crímenes de 
lesa humanidad. Aquí ya estamos ante una falsedad 
manifiesta, porque la ley puede decir: “Defínase que 
los delitos cometidos durante la dictadura, son deli- 
tos de lesa humanidad”, pero no: “Declárase (...) de 
conformidad con los tratados internacionales”, por- 
que todos los tratados internacionales dicen que esos 
delitos existen a partir de la aprobación del tratado. 
Hay un señor Senador que me hace que no con la 
cabeza, pero ahora voy a leer el artículo -le digo que 
no se preocupe, porque esto no es una payada-, y ahí 
vamos a ver qué hace con la cabeza. El Estatuto de 
Roma expresamente dice que todos los delitos que 
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se establecen en él no son retroactivos, no pueden 
aplicarse antes de su entrada en vigencia. Quiere de- 
cir que la palabra “Declárase” es falsa; en su defec- 
to, podrá expresarse “Defínase”. ¿Por qué utilizan la 
palabra “Declárase”? Porque si efectivamente fuera 
de carácter retroactivo o valiera desde entonces, los 
delitos son de lesa humanidad y por eso son impres- 
criptibles -por eso el artículo 2” es innecesario- y no 
pueden ser objeto ni de una amnistía ni de una cadu- 
cidad. Esta sería la conclusión si aplicáramos este ar- 
tículo 3%. Ahora, les voy a decir desde cuándo existen 
en nuestro Derecho los delitos de lesa humanidad. El 
Uruguay ha aprobado por lo menos cuatro Conven- 
ciones en este sentido: la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue- 
les, Inhumanos o Degradantes, aprobada por ley el 27 
de diciembre de 1985; la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, adoptada por la 
OEA y aprobada por ley el 11 de agosto de 1992; la 
Convención Interamericana sobre Desaparición For- 
zada de Personas, adoptada por la OEA en Belém do 
Pará, Brasil, y aprobada por ley el 13 de noviembre 
de 1995, y la más importante de todas, el Estatuto de 
Roma que creó la Corte Penal Internacional e incot- 
poró los delitos de lesa humanidad, aprobado por ley 
el 27 de junio de 2002 con los votos, por lo menos, de 
todos los Legisladores del Partido Nacional. 


Quiere decir que la expresión “Declárase” no es 
correcta, porque la vigencia de los delitos de lesa hu- 
manidad comienza en el año 2002; me refiero a los 
crímenes de lesa humanidad y a los crímenes de gue- 
rra, que también están incluidos en el Tratado que 
tengo en mi poder. Precisamente, los artículos 5% y 
7% del Estatuto de Roma -repito, aprobado en el año 
2002 por el Uruguay- hacen referencia a los “Críme- 
nes de la competencia de la Corte” y a los “Crímenes 
de lesa humanidad”, entre los que menciona el cri- 
men de genocidio, los crímenes de lesa humanidad y 
de guerra y el crimen de agresión. 


Por su parte, el artículo 11 del mismo Estatuto se- 
ñala: “La Corte tendrá competencia únicamente res- 
pecto de crímenes cometidos después de la entrada 
en vigor del presente Estatuto”. No es suficiente, ¿no? 


El artículo 22 les parecerá conocido, pues su acá- 
pite señala: “Nullum crimen sine lege” y su numeral 
1. expresa: “Nadie será penalmente responsable de 
conformidad con el presente Estatuto a menos que la 
conducta de que se trate constituya, en el momento 
en que tiene lugar, un crimen de la competencia de 
la Corte”. 


El artículo 23 del Estatuto de Roma, incorporado 
a nuestro Derecho por la ley del año 2002, también 
les resultará conocido, ya que manifiesta: “Nulla poe- 
na sine lege. 
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Quien sea declarado culpable por la Corte única- 
mente podrá ser penado de conformidad con el pre- 
sente Estatuto”. 


El titular del artículo 24 señala: “Irretroactividad 
ratione personae” y su numeral 1. dice: “Nadie será 
penalmente responsable de conformidad con el pre- 
sente Estatuto por una conducta anterior a su entra- 
da en vigor”. 


El Estatuto de Roma, al que Uruguay adhiere, ma- 
nifiesta expresamente que los delitos de lesa huma- 
nidad, los crímenes de guerra y todos los otros que 
aquí se incorporan, a partir de la ratificación del Tra- 
tado y de la incorporación por ley -que reitero que en 
Uruguay se produjo en el 2002-, están comprendidos. 
Por si a alguien le quedara alguna duda, incluye un 
artículo 22 que dice: “Nullum crimen sine lege”, un 
artículo 23 que expresa: “Nulla poena sine lege” y un 
artículo 24 que alude a la “Irretroactividad ratione 
personae”. 


Asimismo, el artículo 29 establece la “Imprescrip- 
tibilidad” y señala que “Los crímenes de la competen- 
cia de la Corte no prescribirán”. 


Quiere decir que es falso utilizar la expresión “De- 
clárase” como se la emplea en el artículo 3%. Repito, 
se podrá decir “Defínese” y establecer la imprescrip- 
tibilidad. Si los señores Senadores quieren, algún día 
estudiaremos un proyecto de ley en este sentido pues 
-lo digo a título personal; creo que el señor Senador 
Heber comparte mi opinión ya que hemos conversado 
sobre este aspecto, pero señalo que no lo he comen- 
tado con los demás compañeros del Partido Nacio- 
nal- no comparto -aclaro que no tengo conocimiento 
jurídico suficiente- ni entiendo la razón de la impres- 
criptibilidad en los delitos penales. La entiendo en el 
orden civil, pero no en el terreno penal. El famoso 
argumento de la certeza jurídica, me parece que en 
este caso no camina. 


(Ocupa la Presidencia el señor Carlos Baráibar.) 


-Como venía diciendo, señor Presidente, esto vale 
a partir del año 2002. 


Ahora bien, me parece que el tema es de gran cla- 
ridad y genera una alarma y una preocupación que 
¡Dios nos salve de ingresar en este camino! 


Pido a los compañeros del Partido Nacional que 
acepten por un momento ingresar en una hipótesis 
que probablemente no compartan -yo tampoco me 
adhiero a ella-, pero supongamos que le decimos al 
Frente Amplio que estamos dispuestos a aprobar una 
ley que exprese: “Declárase que los crímenes de los 
tratados internacionales, de los que la República es 
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parte, son crímenes de las características que se sos- 
tienen en el Estatuto de Roma”. Esto significa que 
esos crímenes son imprescriptibles y no pueden ser 
objeto de caducidad, ni de amnistía. Allí incluimos a 
los delitos de lesa humanidad, ¡por supuesto!, porque 
están en el Estatuto de Roma. No vamos a incluir 
parcialmente este Tratado, porque adherimos a todo 
lo que en él se dice, como por ejemplo lo que expresa 
en su artículo 7: “A los efectos del presente Estatuto, 
se entenderá por “crimen de lesa humanidad”” -es- 
tos son los que aparentemente se cometieron durante 
la dictadura, si correspondiera el concepto y la de- 
finición- “cualquiera de los actos siguientes cuando 
se cometa como parte de un ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil y con conoci- 
miento de dicho ataque”. Allí están comprendidos el 
exterminio, la esclavitud, la deportación, la encarce- 
lación y la tortura. Entonces, adherimos y declaramos 
que esto tiene valor retroactivo y que vale desde to- 
dos los tiempos. Así hacemos ingresar todos los deli- 
tos de la dictadura. De esta forma, todos los delitos 
cometidos durante la dictadura son imprescriptibles 
y quedan sin efecto la caducidad y la amnistía, si es 
que la caducidad se puede interpretar como una am- 
nistía. Pero incluimos todo el Tratado, pues no po- 
demos tomarlo parcialmente. Y si incluimos todo el 
Tratado, también quedan incorporados los crímenes 
de guerra. En tal sentido, el artículo 8 expresa: “La 
Corte tendrá competencia respecto de los crímenes 
de guerra en particular cuando se cometan como par- 
te de un plan o política o como parte de la comisión 
en gran escala de tales crímenes. ¿Qué crímenes? 
Homicidio intencional, destrucción, apropiación de 
bienes y el hecho de causar deliberadamente gran- 
des sufrimientos o de atentar gravemente contra la 
integridad física o la salud, así como la toma de re- 
henes. ¿Les resultan conocidos estos delitos? Son los 
que cometió el terrorismo; el terrorismo que se inició 
no sé si en el año 1962 o 1963 tomó rehenes, robó, 
destruyó, asesinó por la espalda, secuestró, privó de 
libertad. Estos son crímenes de guerra. Quiere decir 
que estaríamos aprobando una norma que expresara: 
“Declárase que los delitos a los que refieren los trata- 
dos internacionales de los que la República es parte, 
son crímenes de lesa humanidad y son crímenes de 
guerra”. Esa sería la disposición completita de lo que 
ustedes están promoviendo. Entonces, entramos en 
el revisionismo total y absoluto. Se caen la amnistía 
y la caducidad e ingresamos al escenario del enfren- 
tamiento: el que no quisimos nosotros porque nunca 
apoyamos el terrorismo, y el que no quiere nadie. ¡Di- 
gamos las cosas como son! Acá no se puede afirmar 
que se trató de crímenes cometidos en una guerra y, 
por lo tanto, ni siquiera crímenes son -según pala- 
bras de la señora Senadora Topolansky en la prensa 
de hoy-, porque si son crímenes de guerra se ajustan 
a la definición. “Nos estábamos defendiendo”, decía. 
A lo que pregunto: ¿de quién se estaban defendiendo 
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el día que mataron a un policía en la parada del óm- 
nibus en la puerta de su casa, o el día que tomaron 
rehenes? ¿De quién? 


Entonces, si por un momento cayéramos en un 
estado demencial -y esta es la hipótesis a la que se 
quería llevar al Partido Nacional-, no respondiéramos 
por nuestros propios actos, aflojáramos y dijéramos 
“basta de defender tanto la Constitución, al fin de 
cuentas para qué, de qué sirve; vamos a votar esta ley 
porque todos los tratados internacionales de los que 
el Uruguay es parte son Derecho Positivo y se declara 
que valen desde siempre”, se daría otra vez el enfren- 
tamiento, los juzgamientos, y se discutiría una vez 
más si es cierta o no la teoría de los dos demonios. La 
Ley de Amnistía -se ha dicho que el Partido Colorado 
promovió una ley al 1? de enero de 1962 porque había 
que cubrir a alguien; supongo que el Partido Colorado 
se defenderá cuando tenga que hacerlo- dice: “Decré- 
tase la amnistía de todos los delitos políticos comunes 
y militares conexos con estos cometidos a partir del 19 
de enero de 1962”. ¡Esa es la fecha de ustedes, no la 
fecha que inventó alguien! ¡Esta es la fecha donde se 
cometieron hechos de estas características! 


SEÑOR MICHELINI.- Proyecto del Partido Na- 
cional. 


SEÑOR GALLINAL.- Está bien, pero, ¿sabe lo que 
hizo el Partido Nacional? Votó la amnistía y le impuso 
como condición -quizá el verbo imponer sea demasia- 
do fuerte-, le condicionó al Presidente electo, señor 
Sanguinetti, la gobernabilidad en tanto se aprobara 
una Ley de Amnistía que la permitiera. Creo poder 
repetir textualmente las palabras de Wilson en la 
explanada municipal: “Nosotros le vamos a sacar el 
problema al Presidente de la República de empezar 
su gestión con presos de la dictadura y vamos a apro- 
bar una ley que permita que todos los presos políti- 
cos queden en libertad el mismo día en que la ley se 
apruebe”, como efectivamente sucedió. 


Señor Presidente: el Partido Nacional votó la Ley 
de Amnistía y no todo, pero sí una parte, votó la Ley 
de Caducidad; el Partido Nacional se dividió por la 
Ley de Caducidad y el Partido Nacional se juntó 
por la Ley de Caducidad, no por la Ley en sí misma 
sino porque para nosotros es un valor intransable la 
defensa de la Constitución dado que es la garantía 
única que tenemos de que ojalá nunca más sucedan 
cosas como las que sucedieron desde el 1” de enero 
de 1962, por la que amnistiamos delitos de esas ca- 
racterísticas. 


Por ello decimos: se podrá intentar violentar la 
opinión popular y violar la Constitución de la Repú- 
blica cuantas veces el Gobierno, abusando de sus ma- 
yorías, intente hacerlo, pero siempre, siempre va a 
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estar la voz, el trabajo y la lucha del Partido Nacional 
para impedir que ese atropello se concrete. Y en esa 
lucha nos va a ver, señor Presidente, como ya han 
visto a nuestros antepasados -con mucho más honor, 
dedicación e inteligencia que nosotros-, en la búsque- 
da de ese camino que para nosotros quedó marcado 
para siempre. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: ingresa- 
mos en esta discusión que es la prolongación de un 
debate que comenzó en el país hace mucho más de 
veinte años. Para quienes venimos tomando parte 
de él de una manera o de otra, desde una posición 
o de otra prácticamente desde que empezó, los tér- 
minos de la cuestión no son nuevos, los conocemos 
bien. Sin embargo, nos consta que hay ciudadanos 
mucho más jóvenes que nosotros que se asoman hoy 
a esta cuestión y que ven lo que les parece una dis- 
cusión entre quienes, por un lado, señalan crímenes 
terribles, hechos atroces y dicen que se debe hacer 
justicia y, por otro, quienes se oponen a que se haga 
justicia. Desde esa perspectiva juvenil e ingenua pa- 
rece un debate entre los partidarios del bien y los del 
mal y, obviamente, como sabemos todos los que aquí 
estamos, esto no es así. Por ende, es bueno explicar 
sumariamente, muy sintéticamente, qué es lo que es- 
tamos discutiendo. 


Desde nuestro punto de vista, de lo que aquí se 
trata es de si se va a respetar o no la voluntad popular 
que se expresó en 1989 y en 2009. Esa es la discu- 
sión. No se trata de si estamos a favor de la justicia o 
a favor de la paz y de si en una determinada circuns- 
tancia priorizamos la paz por sobre la justicia o si en 
cambio nos parece que debe hacerse justicia en todo 
caso. No es este el debate hoy; lo fue en 1986 cuan- 
do discutimos la Ley de Caducidad y fue la discusión 
en los años posteriores cuando nos dirigimos al refe- 
réndum contra la Ley de Caducidad. Pero ese debate 
entre la paz y la justicia, entre la justicia y la paz, que- 
dó zanjado cuando el pueblo soberano se pronunció 
y votó por confirmar la Ley de Caducidad. El pueblo 
uruguayo dijo en aquel momento -como lo había he- 
cho su representación en tantos momentos de nues- 
tra historia-, que en aquella circunstancia prefería 
sellar la pacificación nacional antes que comprome- 
terla buscando justicia. Y a partir de allí cambiaron 
los términos de la cuestión, señor Presidente. 


No podemos reabrir indefinidamente el debate 
a propósito de justicia sí o justicia no, pasando por 
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encima de un pronunciamiento soberano que tiene 
una eficacia jurídica insoslayable. Cuando nosotros 
nos oponemos hoy a este proyecto de ley como nos 
opusimos antes a otro prácticamente igual que el 
Frente Amplio presentó en abril de este año, estamos 
defendiendo la expresión de la voluntad popular. Nos 
oponemos a que se le pase por encima a lo que el 
pueblo decidió. ¡Nos oponemos a que se burle al pue- 
blo llamándolo un día a votar y diciéndole al otro día 
que no se va a respetar lo que votó! ¡Esa es la cues- 
tión! Pero que el tema esté planteado hoy en estos 
términos no excusa que no hagamos una referencia 
mínima al contexto en el que estos asuntos se plan- 
tearon inicialmente. 


Aquí, en los años sesenta, empezaron a suceder- 
se hechos de violencia política que terminaron con 
el establecimiento de una sangrienta dictadura. Se 
cometieron crímenes y atrocidades de distinto signo 
ideológico y, en determinado momento, hubo una 
irrupción de las Fuerzas Armadas, resueltas a tomar 
el poder del Estado. Y, en aquellas circunstancias, en 
todos los partidos y en todas las sensibilidades polí- 
ticas, hubo gente que se extravió “en el no siempre 
claro camino del deber”. Algunos quisieron subirse al 
carro o, quizás sería mejor decir, subirse al tanque. 
En todos los partidos hubo quienes procedieron de 
esa forma; algunos lo hicieron en febrero y, otros, en 
junio, pero pasó en todos lados. También, en todos los 
partidos y en todas las manifestaciones de la sensibi- 
lidad política del país, hubo gente que vio con lucidez 
lo que se venía y que se opuso con coraje a ello ha- 
ciendo lo que podía desde la posición que ocupaba. 
No voy a entrar ahora al debate histórico; no me inte- 
resa hacerlo -aunque tampoco lo rehúyo- porque no 
es esta la ocasión para exhumar y calificar los hechos 
de aquel pasado. En cuanto a la exposición histórica, 
me remito a lo expresado -y, si fuera este un alegato 
de bien probado en sede judicial, adjuntaría el tex- 
to- por el doctor Sanguinetti en su libro La agonía 
de una democracia. Ahí está el relato histórico, con 
hechos que hasta ahora no han sido desmentidos por 
nadie. Las opiniones son otra cosa pero, como dije, 
los hechos figuran allí y quien quiera zambullirse en 
el debate histórico en ese libro puede encontrar el 
material que señala en forma precisa los términos de 
la controversia. Allí está lo que pasó en este país, lo 
que vivió este país y lo que sufrió este país. Insisto, 
aquellos hechos hicieron que mucha gente perdiera 
el rumbo y creo que no sería excesivo decir, señor 
Presidente, que el país perdió el rumbo. Por suerte 
no había en aquellos años encuestas de opinión como 
las actuales, porque si las hubiera habido y hubiesen 
medido, no ya intenciones de voto o simpatías, sino 
actitudes frente a la democracia y las instituciones, 
creo que hubiesen arrojado resultados que hasta hoy 
nos abochornarían. Creo que el país perdió el rumbo 
y también creo que lo reencontró en el plebiscito de 
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1980, porque allí llegamos a la cruz de los caminos 
y pudimos elegir entre, aceptar y convalidar lo que 
la dictadura proponía y legitimar todo lo que había 
pasado en este país en aquellos años tremendos, o 
rechazar aquello y empezar un camino nuevo. La 
ciudadanía optó por lo segundo: votó por “NO”, le 
puso término a un tramo sombrío de nuestra historia 
y todos empezamos a recorrer otro camino, el que 
habría de llevarnos al restablecimiento democrático 
en 1985. Por supuesto, no todos votamos por “NO”; 
hubo quienes no lo hicieron y votaron por “SÍ”. En 
uno y otro campo, hubo distintos móviles para ha- 
cerlo. Desgraciadamente, hubo quienes votaron por 
“NO” para que no se fueran. Y también se decía con 
sorna: “votan por “SÍ” para que se queden”. Es decir, 
había de todo. Ahora bien, más allá de estas cuestio- 
nes, lo cierto es que la mayoría votó por “NO” y que 
el régimen respetó esa decisión. 


La dictadura respetó el plebiscito de 1980 y, a par- 
tir de ahí, se terminó aquello del candidato único, del 
Cosena y de toda aquella parafernalia de institucio- 
nes autoritarias y liberticidas que se pretendía que el 
pueblo oriental convalidara con su voto. Eso terminó 
ahí y después del día del “NO” empezamos a reco- 
rrer un camino que habría de llevarnos al restableci- 
miento de las instituciones democráticas. Llegamos a 
eso, no sin pasar por dificultades -ivaya si las hubo!-, 
no sin sufrir dolores y no sin aceptar cosas que hu- 
biésemos preferido no tener que aceptar. Pero no se 
trataba de imponer condiciones a un poder militar 
vencido en el campo de batalla -como ocurría en la 
vecina Argentina-, sino de encontrar una salida polí- 
tica para que pudiésemos por fin dejar de quejarnos 
de las violaciones de los derechos humanos que se 
estaban cometiendo e ingresar a un estado de cosas 
en que eso cesara. 


De eso trató el Pacto del Club Naval, pacto que 
reivindicamos y entendemos que fue útil y benéfico 
para el país y que sirvió para pasar de la situación de 
dictadura en la que nos encontrábamos a la democra- 
cia. Por supuesto, ese pacto generó controversias que 
fueron la sustancia de la campaña electoral de 1984, 
como recordamos todos los que aquí estamos. La ciu- 
dadanía decidió aquel pleito; votó apoyando la actua- 
ción de los partidos que concurrieron al Club Naval y 
pactaron los términos que habilitaron la recuperación 
de la democracia en el Uruguay. En el Pacto del Club 
Naval no hubo pacto alguno, no hubo estipulación al- 
guna que refiriese a amnistía para unos u otros. Si se 
hubiese planteado la cuestión, si alguien hubiese di- 
cho que al día siguiente, o al otro, del restablecimien- 
to del Gobierno democrático iban a salir todos los que 
estaban en ese momento en las cárceles, quizás no 
hubiese habido Pacto del Club Naval. Si se hubiese 
planteado la cuestión del tratamiento que recibirían 
militares y policías, quizás tampoco hubiese habido 
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Pacto del Club Naval. El Pacto fue posible porque 
se eludió esa cuestión y se buscó el acuerdo donde 
era posible alcanzarlo. Esos fueron los términos de la 
cuestión y lo que la ciudadanía apoyó cuando le dio el 
Gobierno al Partido Colorado con su voto. Si se suma- 
ran los votos de todos los partidos pactistas, veríamos 
que obtuvieron una rotunda y categórica mayoría so- 
bre quienes, por cierto legítimamente, se oponían al 
Pacto del Club Naval. 


Esa democracia que recuperamos era algo muy 
endeble y frágil y había que consolidarla y fortalecer- 
la para que no se destruyese cuando topase con el 
primer obstáculo, de los tantos que seguramente íba- 
mos a encontrar en el camino, como efectivamente 
sucedió. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 


-Empezamos por una Ley de Amnistía, la 
N* 15.737, que fue amplia y generosa, como se ha- 
bía comprometido a votar el Partido Colorado en su 
programa del año 1983. Allí se decía sin condiciona- 
mientos de nadie, que en caso de llegar al Gobierno 
íbamos a promover -y cito de memoria- “una amnistía 
amplia y generosa para que en el país no existan ex- 
cluidos”. Nos comprometimos a eso y cumplimos a 
través de una Ley de Amnistía que no excluía a los 
delitos “por sangre” -como se dice de manera impre- 
cisa que pareciera que incluye hasta las lesiones y los 
traumatismos leves-, sino a los delitos de homicidio 
intencionales consumados. Para esa hipótesis, a tra- 
vés de la cual queríamos reflejar nuestro rechazo a 
la violencia política llevada a su máxima expresión 
-esto es, al grado de homicidio intencional-, preveía- 
mos un tratamiento que es bueno recordar, aunque 
sea sumariamente, en qué consistía, porque parecie- 
ra que el tratamiento punitivo consistía en que se li- 
quidaba la pena en función del tres por uno y solo si 
las cuentas daban, es decir, si la persona condenada 
había cumplido la pena, recuperaba la libertad, y no 
fue así. Las disposiciones pertinentes son los artícu- 
los 8 y 9 de la Ley N* 15.737. El artículo 8 establecía 
que inmediatamente después de promulgada la Ley, 
el Supremo Tribunal Militar debía remitir a la Su- 
prema Corte de Justicia una relación precisa de las 
causas en que estuviesen involucradas las personas a 
las cuales se les daba la amnistía y una relación pre- 
cisa de las causas en las que estuvieran involucradas 
las personas excluidas de la amnistía, dentro de los 
cinco días siguientes a la promulgación de la Ley. Re- 
cibidas las causas, la Suprema Corte de Justicia debía 
disponer la liberación de las personas que estuvie- 
sen privadas de su libertad y remitir los expedientes 
a los Tribunales de Apelaciones en lo Penal de turno, 
distribuyéndolos equitativamente entre ellos. Por su 
parte, en el artículo siguiente, se preveía la interven- 
ción de los Tribunales, el modo en que juzgarían y 
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se agregaba que apreciarían los hechos según su li- 
bre convicción, para liberarse del material probatorio 
que se pudiese haber acopiado indebidamente en los 
años de la dictadura. Pero la libertad la recobraban 
los presos por imperio de la Ley de Amnistía, no por 
efecto del cumplimiento de la pena. Esta norma, en 
su artículo 1% decía que, en los casos de los delitos de 
homicidio intencional consumados, la amnistía solo 
operaba en los términos previstos en el artículo 9% 
de esta ley. De manera que esa liberación también 
era un efecto buscado, querido y dispuesto por la Ley 
de Amnistía N* 15.737. Ese fue el ánimo de pacifi- 
cación con el que encaramos la salida democrática. 
Este espíritu nos llevó después a la sanción de la Ley 
N” 15.848, que es cierto que se dictó bajo la presión 
de las circunstancias, pero esta presión no nos privó 
de nuestro albedrío, no hizo que votásemos como si 
tuviéramos un revólver en el pecho; y la prueba de 
ello es que el proyecto de Ley de Amnistía, así caratu- 
lado, remitido por el Poder Ejecutivo, fue rechazado 
por el Senado sin más trámite. Esta fue la prueba más 
cabal de que existía presión, pero no existía una de- 
terminación insuperable e inexorable que nos privase 
del libre albedrío y, por consiguiente, de la responsa- 
bilidad de nuestras acciones. Lo votamos libre y res- 
ponsablemente, asumimos nuestra responsabilidad y 
nos sentimos reconfortados cuando el voto ciudadano 
ratificó expresamente lo que habíamos actuado de 
esa manera. 


No se le puede quitar valor al pronunciamiento 
del pueblo. Este se pronunció de manera clara y ca- 
tegórica en 1989 “por confirmar” la ley; así lo decía 
la papeleta. Hay gente que, confundida porque no vi- 
vió aquellos años, puede pensar que había una sola 
papeleta, como ocurrió en el 2009, pero no fue así, 
porque había una “por dejar sin efecto” y otra “por 
confirmar”, y ganó por más de 300.000 votos la op- 
ción “por confirmar”. Esto fue la confirmación de la 
Ley N” 15.848, y esto marca un antes y un después 
en toda esta discusión porque desde ahí, no desde 
2009 sino desde 1989, de lo que se trata es de si se va 
a respetar o no la decisión del pueblo soberano. Claro 
que después, en el año 2009, hubo otra instancia en 
la que se propuso una enmienda constitucional para 
anular la Ley de Caducidad. A nuestro juicio, el solo 
planteamiento era improcedente, y lo era por razo- 
nes que hemos expuesto antes en esta misma Sala, 
como lo hemos hecho con tantas otras cosas, porque 
se plantea una y otra vez el mismo asunto. Nosotros 
estamos convencidos, señor Presidente, de que los 
institutos de clemencia soberana son irrevocables. 
Nadie tiene derecho a que le den una amnistía; nadie 
tiene derecho a que lo indulten; esto es discrecional, 
es potestativo de los órganos públicos con competen- 
cia para disponer una u otra medida. Pero una vez 
que se dispone la amnistía o el indulto y que esto 
adquiere vigencia, no se puede quitar. El Estado no 
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puede amnistiar a una persona un día -no importa el 
crimen que haya cometido-, y privarlo de la amnistía 
al día siguiente. De admitir esta tesis, estaríamos di- 
ciendo que la situación de las personas frente a la ley 
penal depende del poder político de turno, que un día 
puede amnistiar y otro día puede revocar la amnis- 
tía, revocar el indulto o revocar la gracia, pero no es 
así; esto contraría principios elementales del Estado 
de Derecho, esto vulnera el derecho de las personas 
-de toda persona- a la seguridad jurídica, a saber a 
qué atenerse. La situación de las personas frente a 
la ley penal depende de la ley y de la conducta de la 
persona. El que ante una ley vigente opta por violarla 
se expone a las sanciones resultantes de su compor- 
tamiento; en eso consiste la libertad y la responsa- 
bilidad. Pero no puede ser que alguien al amparo de 
una ley que le concede una amnistía, amanezca un 
día, sin haber actuado en absoluto en contra de la 
ley, sabiendo que pasa a ser nuevamente reo por tal o 
cual delito porque el poder político, que ha cambiado, 
le quitó lo que en otro momento le dio, aún con la ra- 
tificación del pueblo soberano. A nuestro juicio, esto 
hizo absolutamente improcedente el mero planteo de 
anular la Ley de Caducidad. Sin embargo, se hizo el 
planteo y se llevó a las urnas con el resultado conoci- 
do de que la ciudadanía no acompañó esta propuesta 
que fue sometida a la votación en los términos pre- 
vistos por la Constitución de la República, que prevé, 
para este caso, que haya una sola papeleta por SP 
Que no haya habido dos papeletas no fue maniobra de 
la Corte Electoral de la época, sino que fue la aplica- 
ción directa de las normas constitucionales vigentes 
en la materia, concretamente, el artículo 331 de la 
Carta. Y la ciudadanía votó como votó, no anulando 
la Ley de Caducidad. Esta fue la segunda ratificación 
popular de la Ley, que tiene un grado de respaldo y de 
legitimidad democrática como no tiene ninguna otra 
en nuestro ordenamiento jurídico. 


Ahora se dice que las amnistías no valen cuan- 
do se trata de delitos como los que amnistió la Ley 
N* 15.848. Hablamos de amnistía, señor Presidente; 
esa es la figura jurídica. Así lo dice expresamente y 
con todas las letras la propia Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, cuyo fallo se pretende hacer 
valer. Dicha Corte establece que la Ley de Caducidad 
es, por sus efectos, una ley de amnistía. Es de eso de 
lo que estamos hablando, de una Ley de Amnistía, 
y se invoca ahora la jurisprudencia de la Corte para 
negarle valor a los dos pronunciamientos populares 
que ratificaron esa ley. 


Entiendo perfectamente que después del ple- 
biscito de 1989 alguno que no lo sabía haya podido 
enterarse -como ocurrió en mi caso- de la jurispru- 
dencia de la Corte en esta materia y que esto pueda 
haber suscitado alguna perplejidad o duda. Pero en 
el 2009, quienes proponían la anulación de la Ley de 
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Caducidad estaban perfectamente al tanto de la ju- 
risprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en esta materia, así como conocían tam- 
bién las opiniones de la Comisión. Se había planteado 
ya ante esas instancias el caso Gelman y otros casos, 
como los que conoció la Comisión de Derechos Hu- 
manos -me refiero a De los Santos Mendoza y otros-, 
y todo el aparato conceptual movilizado por la Corte 
Interamericana y antes por la Comisión, era perfec- 
tamente conocido, dominado y utilizado por quienes 
seguían impugnando, pese al plebiscito de 1989, la 
Ley de Caducidad. 


Entonces, si ya sabían que los pronunciamientos 
populares no tenían valor porque, según la Corte, 
las mayorías no pueden decidir en esta cuestión, 
cómo en cumplimiento de un elemental deber de 
buena fe, cuando llamaron al pueblo a votar, no le 
avisaron: miren que si ganamos, el pronunciamiento 
de ustedes va a tener valor, pero si perdemos, lo que 
ustedes resuelvan no va a tener valor, porque hay 
una jurisprudencia de la Corte Interamericana que 
haremos valer y que niega valor alos pronunciamientos 
de la mayoría en estas cuestiones. ¡Esto no se le 
dijo a la ciudadanía! ¡Lo sabían quienes promovían 
el plebiscito! ¡Lo sabían quienes promovían la 
anulación de la Ley de Caducidad! ¡A esa altura, 
todo este repertorio doctrinario y jurisprudencial 
era perfectamente conocido! Sin embargo, no se le 
dijo nada a la ciudadanía -como era de elemental 
lealtad-; no se dijo que si se decidía a favor de la 
anulación su pronunciamiento sería respetado, pero 
que si se decidía en contra, el pronunciamiento 
sería desconocido. Creo que haber obrado así es 
haber violado un elemental deber de buena fe 
democrática en el planteamiento de las cuestiones 
ante la ciudadanía, que fue a votar creyendo que 
estaba decidiendo y no decidió nada, porque hoy se 
va a disponer exactamente lo contrario de lo que la 
ciudadanía quiso en 1989 y en 2009. 


Es de esto de lo que se trata, señor Presidente: del 
respeto a la voluntad popular sobre la que se susten- 
ta o se sostiene todo el régimen democrático. Es la 
piedra basal de todo el edificio; si eso se desconoce, 
nada permanece. Esta es la regla procesal que nos 
permite convivir en paz. Podemos discrepar muy pro- 
fundamente sobre todas las materias, en la medida 
que estemos de acuerdo en que nuestras diferencias 
se zanjan de una manera, que es poniendo la urna 
en el medio y llamando a votar, y sabiendo que lo que 
la mayoría resuelve es lo que se hace, sea cuando se 
elige un Gobierno o sea cuando se toma la decisión 
acerca de una ley. Ahora, si hay quienes se arrogan 
el derecho de desconocer lo que la mayoría decide, 
¿cuál es la regla de la convivencia? ¿A qué nos suje- 
tamos: a lo que decide la mayoría o a lo que alguno 
impone? 
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Los que invocan la jurisprudencia de la Corte In- 
teramericana de Derechos Humanos en esta materia 
negando el valor del pronunciamiento mayoritario, 
suelen hacer caudal del valor de las instancias llama- 
das “contramayoritarias” para proteger los derechos 
humanos. En ese sentido, dicen que es preciso que 
haya contralores sobre la acción de la mayoría por- 
que esta, eventualmente, puede desconocer derechos 
fundamentales y es preciso poner coto a esos hipoté- 
ticos desmanes. Claro que esta es toda la teoría del 
control jurisdiccional de la constitucionalidad de las 
leyes llevada también al plano internacional. Induda- 
blemente, en principio estamos de acuerdo con esos 
criterios, sin que ello implique decir que compartimos 
toda la jurisprudencia de la Corte Interamericana, 
lo que, por supuesto, no es así. Estamos de acuerdo 
con la idea de que las leyes están sujetas a control de 
constitucionalidad o de convencionalidad; pero todo 
ese control llamado “contramayoritario” funciona a 
cargo de órganos jurisdiccionales que pueden ser na- 
cionales o internaciones. La expresión de la voluntad 
de la mayoría es controlada, desde un punto de vista 
técnico-jurídico, en función de normas del Derecho 
interno o internacional y se juzga lo resuelto por la 
mayoría en el ámbito de que se trate. 


Lo que estamos haciendo en el día de hoy no 
tiene nada que ver con ese control contramayoritario; 
estamos comenzando a recorrer un camino al cabo 
del cual lo que decida la mayoría parlamentaria 
pesará más que lo resuelto por la mayoría popular. 
Estamos hablando de mayoría contra mayoría. En 
este caso se pretende hacer valer la mayoría de los 
mandatarios frente a la mayoría de los mandantes. 
Esto es democráticamente absurdo y no tiene nada 
que ver con toda la teoría y la doctrina del control 
de la constitucionalidad o convencionalidad de las 
leyes, con la doctrina del control contramayoritario. 
Esto es otra cosa, repito; es mayoría contra mayoría: 
la mayoría de los mandatarios contra la de los 
mandantes. Esto es, por supuesto, democráticamente 
inaceptable. 


Se hace caudal del fallo de la Corte Interamerica- 
na de Derechos Humanos y nosotros, por supuesto, 
decimos que hay que cumplir con el fallo. Uruguay 
aceptó la jurisdicción de la Corte y tiene que cumplir 
con su sentencia. Pero agregamos: tiene que cumplir 
de acuerdo con su propia Constitución; no puede ha- 
cerlo de otra manera. A nadie se le ocurre que para 
cumplir con la sentencia de la Corte el Poder Ejecu- 
tivo tenga que sancionar leyes, el Parlamento dictar 
sentencias, o la Suprema Corte de Justicia concluir 
tratados internacionales. ¡No! Cada órgano del Es- 
tado actúa en el ámbito de sus competencias y con 
arreglo a los términos que la Constitución indica, de 
otra manera es inconcebible la acción de los órganos 
públicos; todos deben actuar en el marco de la Cons- 
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titución y eso es lo que hoy tenemos que hacer, dando 
cumplimiento a esta sentencia. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: no pedí in- 
terrupciones al señor Miembro Informante a pesar 
de que tiene el doble del tiempo del que dispongo; sin 
embargo, por esta única vez, se la concedo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no sé si 
dispongo del doble del tiempo que le corresponde al 
señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para prorrogar el tiempo de que dispone el 
señor Senador Pasquet. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-21 en 23. Afirmativa. 


Puede continuar, en uso de una interrupción, el 
señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no quie- 
ro controvertir, pero las cosas no son caprichosas. El 
señor Senador habla de una mayoría plebiscitaria a 
la que se le impone la mayoría parlamentaria y dice 
que nosotros no fuimos honestos con la sociedad 
uruguaya al no advertir determinadas cosas. Según 
el señor Senador tendríamos que haber dicho: “Mire 
que estamos tratando de incorporar la anulación del 
texto constitucional pero el Poder Judicial la puede 
declarar inconstitucional. Mire que estamos tratando 
de anularla, pero el Gobierno puede decretar que los 
actos realizados por otros Gobiernos son de una ilegi- 
timidad manifiesta”. 


Durante todos estos años, incluso cuando se dis- 
cutió la ley interpretativa del año 2006, tocamos to- 
das las puertas para que hubiera justicia. No se puede 
decir que no hemos tocado todas las puertas para que 
existiera justicia; no se le puede decir a la sociedad, 
a muchos de los que estamos acá, que no golpeamos 
todas las puertas; si las puertas no se abrían, íbamos 
a tocar otras. ¿Alguien puede tener dudas de eso? 
¿Alguien podía tener dudas de que si la sociedad uru- 
guaya no incorporaba en la Constitución este texto, 
íbamos a seguir peleando con todas nuestras fuerzas 
para que las puertas de la justicia se abrieran? ¿Acaso 
durante la campaña por el plebiscito tendríamos que 
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haber dicho a la gente: “Miren que la Corte Intera- 
mericana puede fallar, y entonces, capaz que la anu- 
lación no es necesaria”? 


Repito: nosotros tocamos todas las puertas; algu- 
nas se abrieron y otras no. En el año 1989 la sociedad 
nos dijo que no iba a aceptar el recurso; nos lo dijo 
y nosotros lo acatamos. Si estamos peleando es por- 
que lo acatamos, lo que no significa compartir. En el 
año 2009 nos dijo: “No vamos a incorporar este texto 
constitucional”. 


Ahora bien; así como el señor Senador dice 
que en el año 1983 las bases del Partido Colorado 
ya incluían una amnistía para los presos políticos 
-no lo discuto, pero no sé si le dijeron a la sociedad 
uruguaya que iban a amnistiar a los militares; no 
recuerdo cómo era el programa del Partido Colorado 
en ese momento, pero sería bueno saber si lo dijo o 
no-, también era lógico pensar que nosotros íbamos 
a tocar todas las puertas, porque en el Programa del 
Frente Amplio se decía que se iba a buscar, por todas 
las formas, que eso saliera de nuestro ordenamiento 
jurídico. Lo hacemos dentro del respeto al Derecho. 
Hay que tener en cuenta que el proyecto de ley que 
votaremos en el día de hoy será de aplicación de 
los jueces. No estamos haciendo juicio sumario; no 
estamos quitando las garantías del debido proceso; no 
estamos aumentando las penas; no estamos poniendo 
nuevos delitos. Sí estamos suspendiendo los plazos y 
diciendo, a través del artículo 3%, que los delitos son 
de lesa humanidad. Los jueces dirán si más allá de 
esa referencia la prescripción camina o no; no seré 
yo quien lo diga. 


Termino reiterando que no creo que haya dudas 
-no quiero abusar del tiempo del señor Senador Pas- 
quet- de que hemos golpeado todas las puertas donde 
podían estar las posibles soluciones para que hubie- 
ra justicia. Creo que se puede preguntar a cualquier 
uruguayo qué piensa Michelini y si tiene dudas de 
que iba a seguir peleando en cada caso y en cada cir- 
cunstancia para que las víctimas y sus familiares fue- 
ran escuchadas por los jueces. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: lo que he 
expresado queda en pie. Sostengo que se tendría que 
haber dicho a la ciudadanía lo que no se le dijo: que 
el resultado del plebiscito de 2009 solo se respetaría 
en caso de que se dispusiese la anulación de la llama- 
da Ley de Caducidad. No se le dijo; no se le advirtió 
antes de la primera vuelta y tampoco entre la primera 
y la segunda. 
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Todos recordamos cuando los actuales Presidente 
y Vicepresidente de la República comparecieron en 
un programa periodístico de la televisión, en el que 
se les preguntó qué iba a pasar con la llamada Ley 
de Caducidad y con el resultado del plebiscito. En 
esa instancia contestaron, categóricamente, que el 
pronunciamiento popular iba a ser respetado. No de- 
jaron lugar a ninguna duda. Ahora resulta que lo que 
las mayorías deciden en esta materia no tiene valor y 
que la ley puede corregir, modificar o dejar sin efecto 
retroactivamente -como es el caso- una ley que, en 
su momento, fue confirmada por el cuerpo electoral. 
Ese es el meollo de la cuestión. 


Tenemos que cumplir con el fallo de la Corte In- 
teramericana de Derechos Humanos, pero debemos 
hacerlo de acuerdo con los términos de nuestro ot- 
denamiento jurídico, lo cual seguramente plantea 
dificultades y demoras, pero no serán dificultades 
y demoras que no conozcan los demás Estados lati- 
noamericanos. Un examen apenas superficial de la 
actividad de seguimiento del cumplimiento de las 
sentencias, que realiza la Corte Interamericana -en 
la página web de la Corte hay un apartado donde 
se puede acceder a esto-, demuestra lo difícil que a 
veces les resulta a los Estados americanos -a todos 
ellos- dar cumplimiento a los fallos de la Corte. En 
ese sentido, señor Presidente, voy a hacer una rápida 
reseña cuya fuente, repito, es la página web de la Cor- 
te. En autos Tibi vs. Ecuador, Resolución de Super- 
visión de Cumplimiento de Sentencia de fecha 3 de 
marzo de 2011. Fecha de la Sentencia de fondo: 7 de 
setiembre de 2004. Obsérvese que la Sentencia es de 
2004 y la audiencia para controlar el cumplimiento 
de la Sentencia es de 2011. La Corte señala que son 
puntos pendientes de acatamiento en el caso: “iden- 
tificar, juzgar y en su caso sancionar en un tiempo 
razonable a todos los responsables de las violaciones a 
los derechos del señor Daniel Tibi,”, etcétera. 


En el caso Valle Jaramillo vs. Colombia, Resolu- 
ción de Supervisión de Cumplimiento de Sentencia 
de fecha 28 de febrero de 2011 y fecha de Sentencia 
de fondo, 27 de noviembre de 2008, la Corte indica 
que está pendiente de acatamiento investigar los he- 
chos que generaron las violaciones del caso. 


En el caso Ticona vs. Bolivia, la Resolución de Su- 
pervisión de Cumplimiento de Sentencia es de fecha 
23 de febrero de 2011; la Sentencia de fondo, por su 
parte, es del 27 de noviembre de 2008. La Corte ex- 
presa que está pendiente de acatamiento lo siguiente: 
“investigar los hechos ocurridos a Hugo Ticona Estra- 
da, e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 


” 


responsables, en el más breve plazo,”, etcétera. 


En autos Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. 
Ecuador -Resolución de Supervisión de Cumplimien- 
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to de Sentencia de fecha 22 de febrero de 2011 y Sen- 
tencia de fondo de fecha 21 de noviembre de 2007-, 
la Corte determinó que se debía “adoptar inmediata- 
mente todas las medidas administrativas o de otro ca- 
rácter que fueran necesarias para eliminar de oficio 
los antecedentes penales de las personas absueltas o 
sobreseídas definitivamente”.” Ese era el punto que 
se debatía en ese caso. 


Podría seguir leyendo muchos más casos como es- 
tos, señor Presidente. En realidad, son innumerables 
los casos de seguimiento en los que se advierte que 
las Sentencias fueron dictadas hace varios años y aún 
al día de hoy no están cumplidas. Por esa razón, la 
Corte señala una y otra vez que está pendiente de 
acatamiento lo dispuesto, sobre todo, en materia de 
investigación, juzgamiento y sanción de los responsa- 
bles de actos contra los Derechos Humanos. Este no 
es un argumento para no cumplir, sino para insistir 
en la tesis de que debemos cumplir de acuerdo con 
nuestra Constitución, aunque -como siempre- res- 
petar los procedimientos constitucionales lleve más 
tiempo que tomar por el atajo, por ese atajo funesto 
que tantas veces han querido tomar algunos en nues- 
tra historia, con resultados que nunca acabaremos de 
lamentar suficientemente. 


SEÑOR ABREU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: simplemen- 
te, quiero recordar algunos temas de la Corte Intera- 
mericana de Derechos Humanos que, como se sabe, 
es diferente de la Comisión Interamericana. 


El doctor Pérez Pérez, uno de los miembros de 
la Corte, en oportunidad de su comparecencia ante 
la Comisión de Constitución y Legislación del Sena- 
do, dijo que muchas de las recomendaciones y de las 
resoluciones no se han cumplido o no se siguen. E 
inmediatamente hizo un reconocimiento realmente 
asombroso para un miembro de una Corte -leo tex- 
tualmente sus palabras, que constan en la versión ta- 
quigráfica-: “Hay que reconocer que, a esta altura, el 
caso más complicado es el de Brasil, donde en la sen- 
tencia correspondiente al caso “Gomes Lund y Otros” 
-también conocido como el caso “Guerrilha do Ara- 
guaia”- había un pronunciamiento anterior del Tribu- 
nal Supremo en el sentido de mantener la validez y 
la vigencia de la ley de amnistía dictada en ese país. 
Debemos tener en cuenta que Brasil es un país más 
grande que el nuestro”, etcétera. ¡Cómo un Juez de 
una Corte internacional puede reconocer, en forma 
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tan sencilla y hasta cínica, la violación del principio 
de igualdad de los Estados y decir que como el país 
es más fuerte o más grande, está en condiciones de 
poder sostener tal cosa! Es más; cuando el Presidente 
de la Comisión comenta: “Además, Brasil es un país 
más extenso”, él contesta: “Tiene varios kilómetros 
cuadrados, algunos sustraídos a los vecinos”. Reitero 
que esto lo dijo un miembro de la Corte Interameri- 
cana de Derechos Humanos. 


Menciono esto para que los señores Senadores 
puedan apreciar la visión que se tiene de esta Corte y 
las contradicciones que existen en este tema. 


Hoy la Corte Interamericana nos sirve; es parte 
de un sistema que, obviamente, es útil, porque desde 
el punto de vista del Derecho Internacional cada país 
lo ha ratificado. Sin embargo, cuando la Corte le dice 
al Presidente de Venezuela: “Mire, Presidente, que 
usted inhabilitó políticamente mal al señor Leopoldo 
López”, Chávez contesta: “Debemos seguir pariendo 
nuestra institucionalidad. La Unasur debe tener su 
Corte de Derechos Humanos porque esta triste Corte 
Interamericana de Costa Rica es un instrumento del 
poder imperial, que lesiona los Derechos fundamen- 
tales”. Luego llegó a decir: “El corte de mi cabello 
vale más que la Corte Interamericana de Costa Rica”. 


Señalo esto para que los señores Senadores vean 
el doble discurso, y lo que debemos buscar para de- 
fender la coherencia en el pensamiento. Acá se ha 
reconocido que cada país, según el tamaño que tenga, 
puede hacer lo que quiere; y, además, estamos inmer- 
sos en una circunstancia internacional donde cada 
vez que el Presidente Chávez habla, el Gobierno deja 
todo en una especie de subdivisión, para evitar su crí- 
tica. En este contexto, por lo menos podría tomarse 
en cuenta que el líder de la Unasur ha dicho que esta 
Corte vale menos que su corte de cabello. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: dado que 
nosotros no somos como el Presidente Chávez, soste- 
nemos que la Corte debe ser respetada y sus senten- 
cias cumplirse. Pero eso no quiere decir que acepte- 
mos todos los criterios que está manejando. Es más; 
no sé hasta dónde esos criterios son conocidos a ca- 
balidad por todos los miembros del Senado; creo que 
deberían conocerse y sería bueno reflexionar sobre 
ellos. 


Según nos ilustró el doctor Risso -durante su com- 
parecencia ante la Comisión de Constitución y Le- 
gislación del Senado, oportunidad en la que aportó 
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material de su autoría acerca de todos estos temas-, 
la Corte está sosteniendo que sus decisiones en al- 
gunas situaciones son obligatorias, aun para aquellos 
Estados que no hayan sido parte en el litigio resuelto 
por ella. O sea que si mañana dicta una sentencia en 
un caso en el que Uruguay no es parte, los criterios 
que sostenga igualmente nos obligarán a nosotros. La 
Corte entiende que, para cumplir su fallo, puede ser 
que un Estado deba hasta modificar su propia Cons- 
titución e, incluso, que sus fallos pueden ir en contra 
de disposiciones expresas de la propia Convención 
Interamericana sobre Derechos Humanos, o sea, del 
propio Pacto de San José de Costa Rica. Vale recor- 
dar que en el artículo 9% de este Pacto se consagra el 
principio de la irretroactividad de las leyes penales en 
perjuicio del reo, criterio que la Corte desestima para 
sostener exactamente lo contrario. 


En definitiva, cuando en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación pregunté al doctor Pérez Pérez en 
qué se funda esta Corte para sostener una interpre- 
tación tan amplia de lo que es su propia jurisdicción, 
me citó el artículo 67, donde se expresa que el fallo 
de la Corte será definitivo e inapelable, y luego el ar- 
tículo 68, que establece que los Estados partes en la 
Convención se comprometen a cumplir la decisión 
de la Corte, en todo caso en que sean partes. Nadie 
duda de que esto es así, pero lo que allí no está dicho 
-de ninguna manera- es que la Corte pueda llegar tan 
lejos y hasta contrariar las disposiciones de la propia 
Convención Interamericana. Porque nosotros consti- 
tuimos la Corte y prestamos nuestro consentimiento 
para someternos a su jurisdicción, en el entendido 
de que iba a cumplir, hacer cumplir y respetar la 
Convención Interamericana, pero no que iba a fallar 
exactamente en contra de sus disposiciones. 


Para defender estos criterios de retroactividad de 
las leyes penales, en particular en los casos de crí- 
menes de lesa humanidad, a veces se invoca el jus 
cogens. Al respecto, queremos hacer algunas puntua- 
lizaciones. 


La Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
según nos explicó el doctor Pérez Pérez, no utiliza 
categorías penales -como la de delito de lesa huma- 
nidad, ni ninguna otra- porque no tiene competencia 
en materia penal; por lo tanto, se refiere solamente 
a violaciones de derechos humanos, sin indicar qué 
figuras delictivas podrían plasmar esas violaciones. 
Por esta razón, toda la argumentación que exponía el 
señor Senador Gallinal es perfectamente de recibo, 
en el sentido de que las disposiciones en esta materia 
también podrían alcanzar a los crímenes de guerra 
tal como están previstos por el Estatuto de Roma y, 
antes, por las Convenciones de Ginebra, cuyo artículo 
3% -en las cuatro Convenciones- refiere a situaciones 
de conflicto interno además de internacional. Y nada 
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de lo que actualmente dice la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos está acotado a los delitos de 
lesa humanidad, por lo que podrían entenderse per- 
fectamente incluidos los crímenes de guerra. Esto lo 
dejo señalado al pasar. 


Aceptamos la jurisdicción de la Corte Interame- 
ricana para hacer valer, cumplir y respetar la Con- 
vención Interamericana, pero no para que consagre 
criterios diametralmente opuestos a los que se con- 
sagran a texto expreso en la propia Convención. Es- 
tas cosas debió haberlas dicho el Uruguay cuando 
compareció y se defendió ante la Corte, aunque en 
realidad nuestro país no se defendió; lo que hizo, en 
términos procesales, fue allanarse a la demanda. Así 
lo dijo el Canciller Almagro -a todo aquel que quisie- 
ra escucharlo- en declaraciones públicas realizadas 
antes de que la Corte dictara su fallo, avergonzándo- 
se de la Ley de Caducidad y calificándola de la peor 
manera, cuando supuestamente él y los funcionarios 
de su Ministerio debían defender al Estado uruguayo 
en aquella instancia. No responsabilizo, por cierto, a 
los funcionarios, porque solo cumplen órdenes; pero 
en este caso las órdenes fueron las de allanarse y no 
plantear ante la Corte argumentos que ya había pues- 
to de manifiesto Uruguay cuando compareció ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. No 
se planteó, por ejemplo, el argumento básico, princi- 
pal, que figura en el numeral 2 del artículo 32 de la 
Convención, donde se dice: “Los derechos de cada 
persona están limitados por los derechos de los de- 
más, por la seguridad de todos y por las justas exi- 
gencias del bien común, en una sociedad democráti- 
ca”. Este es el fundamento de las leyes de amnistía: 
defender la seguridad de todos y el bien común en 
una sociedad democrática. Uruguay no planteó este 
argumento cuando se defendió ante la Corte o, mejor 
dicho, cuando no se defendió y solo compareció para 
allanarse. En consecuencia, la Corte nada dijo a este 
respecto. 


En definitiva, se razona como si los Estados no 
pudiesen adoptar las medidas extraordinarias que en 
algunas situaciones son necesarias para asegurar el 
bien común y la seguridad de todos. Sin embargo, eso 
no es así, porque cuando en 1986 nos enfrentamos a la 
situación de tener que elegir entre la justicia y la paz, 
sabíamos que en ningún caso íbamos a poder acudir 
ante la Corte Interamericana para que arreglase lo 
que nosotros no pudiésemos arreglar internamente. 
Los organismos internacionales se pronuncian des- 
pués, post mortem, en una especie de autopsia jurí- 
dica de lo que sucedió, pero son totalmente inútiles 
para evitar las violaciones y los quiebres de la institu- 
cionalidad democrática, por cuanto no es su misión 
actuar de esa manera. Esa institucionalidad tenemos 
que defenderla nosotros, y así lo hicimos a través de 
una ley de amnistía, que sirvió para cumplir sus fines. 
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Esto debió decirse ante la Corte Interamericana, pero 
no se dijo; no se señaló que esa ley de amnistía, como 
la primera que habíamos sancionado, sirvió para lo 
que quisimos que sirviera, es decir, para asegurar las 
instituciones y la democracia, porque en definitiva 
ellas son la única garantía de los derechos humanos. 
Estos derechos no se protegen invocando textos que 
los consagran internamente o a nivel internacional; 
los derechos humanos se defienden cuando hay una 
sociedad democrática y libre, con instituciones que 
funcionan como deben hacerlo, con una prensa que 
denuncia los abusos, con libertades civiles para que la 
gente hable de lo que ocurre, con un Parlamento que 
legisla y con órganos judiciales que ejercen sus fun- 
ciones. Solo así están protegidos los derechos huma- 
nos. Durante toda la dictadura existieron los tratados 
internacionales, la Corte Internacional de Justicia y 
la Comisión Interamericana; sin embargo, nada de 
eso pudo impedir que aquí ocurrieran las atrocidades 
que ocurrieron. Para que todo eso tuviera término, 
para que tuviera fin, fue necesaria una tarea política 
y no jurisdiccional, que fue la que se cumplió desde 
1985 en adelante. 


Para desconocer en esta ocasión la voluntad po- 
pular, señor Presidente, se presenta este proyecto de 
ley, al que habremos de referirnos muy sucintamente 
porque repite, básicamente, lo que ya planteaba la 
iniciativa presentada en abril. De lo que se trata es 
de derogar retroactivamente la denominada Ley de 
Caducidad, justamente para restablecer la pretensión 
punitiva del Estado y permitir que esa pretensión se 
ejerza contra los delitos cometidos antes del 1” de 
marzo de 1985. 


El señor Senador Michelini dice que no se está 
proponiendo una derogación retroactiva y que él no 
conoce ninguna ley que establezca derogaciones re- 
troactivas. Por mi parte, digo que seguramente él co- 
noce muy pocas leyes y ni siquiera sabe lo que está 
proponiendo, porque no hay duda de que se trata de 
la derogación retroactiva de la llamada Ley de Ca- 
ducidad. Si no se propusiera eso, de nada valdría 
declarar imprescriptibles los delitos que se declaran 
imprescriptibles. ¿De qué sirve la no prescripción, de 
qué sirve abolir la prescripción, si para perseguir esos 
delitos no se puede entablar acción penal alguna? Lo 
que aquí se hace es restablecer la pretensión penal 
desde el primer día, como si la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado nunca hubiera 
existido; ahí cobran sentido las demás disposiciones. 
Como se puede ejercer la acción penal, hay que pre- 
ver la excepción de prescripción; se dice que no va a 
ser de recibo o amparada porque estos delitos serán 
considerados imprescriptibles. 


Así pues, el restablecimiento retroactivo de la 
pretensión punitiva del Estado es, evidentemente, 


CÁMARA DE SENADORES 


25 de octubre de 2011 


inconstitucional, tal como lo señalaron los juristas 
que nos visitaron. Todos dijeron que la retroactivi- 
dad plantea problemas de constitucionalidad; para la 
mayoría de ellos, al menos, no hay problema con la 
derogación común, es decir, la que opera hacia el fu- 
turo. Pero esta no es común, sino retroactiva; por eso 
se restablece. De otro modo se diría: “Establécese” 
la pretensión punitiva, o “Derógase” la ley. Pero no 
es así. Se dice -con intención ajustada al resultado-: 
“Restablécese la pretensión punitiva del Estado”. Lo 
que se quiere es que se puedan perseguir los delitos 
que se cometieron durante la dictadura, lo que hasta 
hoy no se podía hacer en virtud de la vigencia de la 
denominada Ley de Caducidad. 


Ahora bien, esta pretensión de derogación retro- 
activa es inconstitucional en cuanto lesiona derechos 
elementales, como por ejemplo el derecho a la segu- 
ridad de una persona, que no puede estar amnistiada 
hoy y mañana verse privada de la amnistía porque 
una ley restablece una pretensión punitiva que antes 
se había declarado caduca. 


La declaración de que esos delitos son imprescrip- 
tibles también es contraria a principios elementales 
del Derecho Penal liberal. Aquí estamos ante leyes 
penales retroactivas, que modifican el orden jurídico 
vigente en perjuicio de los imputados. No otra cosa 
es declarar que conductas cumplidas en los años se- 
tenta y ochenta se juzgarán con arreglo a normas que 
ingresaron a nuestro ordenamiento jurídico en el año 
2006. Eso es Derecho Penal retroactivo en perjuicio 
de los imputados. Es contrario a la Constitución y 
-debemos decirlo- tampoco es de recibo para el jus 
cogens. 


A veces, cuando se habla de estas cosas, se juega 
una suerte de comodín que es el jus cogens; enton- 
ces, no valen las garantías de la irretroactividad y hay 
que allanarse a lo que parecen ser las demandas in- 
condicionales de justicia absoluta en cualquier época 
y en cualquier lugar. Sin embargo, eso no es así. El 
jus cogens consta de los principios aceptados por la 
comunidad de Estados, ya sea a través de la costum- 
bre internacional, como de las convenciones a las que 
arriban esos Estados. La Convención más reciente y 
específica en la materia -como muy bien lo señaló en 
su momento el señor Senador Gallinal- es el Estatuto 
de Roma de la Corte Penal Internacional, donde se 
declara que se aplica solamente a los actos que se 
cometan en el futuro; pero, además, hay un capítu- 
lo expreso titulado: “De los principios generales de 
Derecho Penal”. Esto es jus cogens, señor Presiden- 
te: principios generales de Derecho Penal respalda- 
dos por la Comunidad Internacional, que es la que 
acuerda la Convención de Roma, la que crea la Corte 
Penal Internacional. Y así está dicho expresamente 
en el artículo 24 del Estatuto de Roma: Irretroactivi- 
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dad ratione personae, mientras que en los artículos 
22 y 23 está escrito: Nullum crimen sine lege y Nulla 
poena sine lege. Entonces, no es que la comunidad 
internacional sostenga cosas que nosotros ni siquiera 
sabemos cuáles son, o de las que no estamos siquiera 
medianamente enterados. La comunidad internacio- 
nal sostiene cosas y crea estatutos universales -como 
el Estatuto de Roma- en función de los principios 
clásicos del Derecho Penal liberal que hemos defen- 
dido siempre y que no estamos dispuestos a dejar de 
defender, por atroces que nos resulten todos los crí- 
menes cometidos en este país. Estamos dispuestos 
a rechazarlos a todos y a conceder las garantías del 
Derecho Penal liberal a todos los que los hayan co- 
metido. Pongo énfasis en que condenamos todos los 
crímenes, porque con el asunto de que los crímenes 
cometidos por los agentes del Estado o por quienes 
actúen con su aquiescencia son más graves, algunos 
pueden pensar o insinuar que otros crímenes no son 
graves. ¡No es así, señor Presidente! ¡Graves son to- 
dos! Quizá, a nuestro juicio, sea más grave la conduc- 
ta de quien mata o lesiona a los demás siendo funcio- 
nario del Estado, siendo soldado, policía o actuando 
bajo la protección del Estado, pero graves son todos 
los crímenes, aun el de quien mata no siendo agen- 
te del Estado. Y, sobre todo, respeto merecen todas 
las víctimas, sean cuales sean; respeto merecen las 
víctimas de la violencia del Estado y también lo me- 
recen las víctimas de quienes actuaron con violencia 
no siendo parte del Estado. Los estudiantes muertos 
merecen respeto y los peones rurales muertos mere- 
cen el mismo respeto, ni un ápice menos. 


SEÑOR AMORÍN.- Apoyado. 


SEÑOR PASQUET.- Nuestra condena ética, moral 
y política va para todos los crímenes, y la única mane- 
ra de evitar que eso vuelva a ocurrir es la que eligió 
el pueblo uruguayo cuando, en los años ochenta, pri- 
mero le dijo que no a la dictadura y después caminó 
por el sendero del restablecimiento democrático de 
manera de asegurar que en este país no hubiese ex- 
cluidos. Fue con ese espíritu que se votaron las leyes 
de amnistía y es eso lo que queremos asegurar. Fuera 
de la vigencia de las instituciones estamos librados 
al capricho de los demás, a la voluntad de quienes 
se sientan iluminados y que tengan la actitud de de- 
cir “Hoy no cumplimos con la voluntad de la mayoría 
porque nos parece que hay que pasar por encima de 
ella”. Esto no lo aceptamos; siempre se debe aceptar 
la mayoría, siempre se debe respetar la Constitución, 
y allí nos van a encontrar en todos los casos, inde- 
pendientemente de que se juzgue a unos o a otros, 
o de que los criminales tengan tal o cual orientación 
política o ideológica. No es eso lo que importa, sino 
que debemos cumplir con la Constitución y las leyes, 
así como dar garantías a todos y ceñirnos al orden 
jurídico. Si nos apartamos de esto, si una vez más 
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se entiende que el fin justifica los medios y que se 
puede ir a buscar justicia -en este caso justicia penal, 
como en algunos otros casos se buscó justicia social- 
tomando por el atajo y violando la Constitución y las 
leyes, pues entonces ¡quién sabe a dónde vamos a 
dar! No vamos a acompañar ningún proyecto de ley 
que vaya por este camino. 


Quedarían pendientes algunas cuestiones secun- 
darias como, por ejemplo, la referencia a una inicia- 
tiva que defendí en 1985; era un proyecto de ley que 
declaraba suspendidos los plazos procesales y aun 
los de prescripción de la caducidad. Eso es absolu- 
tamente menor; se trataba de una suspensión, por 
quince o veinte días, de plazos civiles que eran los 
que estaban en juego. No se refería a delitos; estába- 
mos hablando de Justicia Civil. El proyecto de ley que 
venía del Senado refería a un artículo del Código de 
Procedimiento Civil y no se hizo mención a él para 
evitar acotar los efectos de algo que se pretendía que 
valiera, digamos, en todas las situaciones. Por ejem- 
plo, también amparábamos a quien tenía un crédito 
a punto de prescribir y debía ir al Juzgado para pedir 
al Alguacil que hiciera la intimación, pero no podía 
porque la oficina judicial estaba cerrada. De eso se 
trataba ese proyecto de ley y nadie, nunca, fue a la 
Justicia a decir que le habían recortado su derecho a 
la prescripción del delito -si de delito se tratara- por- 
que eso, simplemente, no sucedió. 


En cuanto a que la democracia que restablecimos 
y defendemos ha tenido episodios contrarios a los va- 
lores propios del régimen democrático, que hubo ase- 
sinatos como el de Berríos, que hubo atentados, por 
ejemplo, contra el Presidente Sanguinetti, podemos 
decir que por supuesto hubo todo eso. No pretende- 
mos que la democracia sea un régimen paradisíaco 
o perfecto. ¿No hubo también, durante este Gobier- 
no -incluso en el período anterior-, casos como el de 
Feldman? ¿No recuerdan, hace poco más de un año, 
el caso de una señora que vivía en el Buceo, que voló 
por los aires cuando le pusieron una bomba en la casa 
y hasta hoy no sabemos qué pasó? Estas cosas pasan 
siempre, acá y en el resto del mundo, pero eso no 
significa que no haya, tanto aquí como en los demás 
países -seguramente no en todos-, un régimen de- 
mocrático que merezca ser defendido o que valga la 
pena defender. La democracia se defiende respetan- 
do la Constitución y las leyes; cuando se toma por el 
atajo para hacer justicia o para lograr cualquier otra 
finalidad que le parezca justa a quien la persigue, en- 
tonces se comprometen las instituciones y los valores 
que nos dan garantías a todos. 


Por estas razones vamos a votar negativamente 
este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


524-C.S. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: por una in- 
numerable cantidad de razones voy a votar afirma- 
tivamente este proyecto de ley. Que es un tema muy 
delicado y complicado está fuera de debate, pero el 
problema es si tenemos la autoridad y la capacidad 
para contribuir a desatar un nudo de la historia que 
no ha podido ser desatado. Todos los días tenemos las 
evidencias de que ese pasado existió, porque mucha 
gente en este país creyó el relato que decía que de- 
terminadas cosas no habían sucedido, que eran una 
invención de la izquierda o un tema mal planteado 
por un conjunto de personas afectadas. En realidad, 
los hechos demostraron que todo lo que durante 
décadas sostuvimos que había sucedido, realmente 
pasó; esto se está demostrando día a día. Por lo tan- 
to, este Parlamento, producto de la soberanía popu- 
lar, ¿va a permanecer omiso y aparte, sin decir nada 
sobre todo esto? Creo que resulta completa y abso- 
lutamente inadmisible. Nosotros, como Bancada y 
dentro del estado democrático de Derecho, vamos a 
hacer todo lo que podamos para que la justicia pri- 
me, porque ella es el valor primero. Pienso que no 
podemos hacer como el avestruz, es decir, meter la 
cabeza en el agujero y no ver lo que pasa alrededor, 
porque son hechos nuevos. Por ejemplo, me refiero 
al pronunciamiento de la Suprema Corte de Justi- 
cia, que ignoramos; en este ámbito, varios señores 
Senadores se han rasgado las vestiduras al hablar 
sobre el estado de Derecho y el Poder Judicial, pero 
no han mencionado dicho pronunciamiento. Es un 
hecho nuevo que sucedió quince días antes de las 
elecciones del año 2009, pero fue olímpicamente ig- 
norado por el conjunto de la población. De la misma 
forma, es un hecho nuevo el pronunciamiento de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ahora 
bien, si el argumento que tenemos es defenestrar a 
esta Corte y su prestigio a fin de defender nuestro 
prestigio internacional, ipor buen camino vamos! 
En todo caso se podrá discrepar, pero me parece que 
deberíamos tener más cuidado. 


Para comenzar con el tema, quisiera hacer algu- 
na referencia. En realidad, los que defendemos esto 
-hablando auténticamente-, ¿qué queremos? Algún 
señor Senador lo ha preguntado y nos ha atribuido 
intenciones, por lo que como parte y protagonista 
voy a responder en lo que a nosotros refiere. Que- 
remos afirmar los principios de verdad y justicia, y 
restablecer la credibilidad de los jóvenes, porque ellos 
no aceptan la doble vara -no la aceptan los urugua- 
yos, pero principalmente los jóvenes-, no aceptan la 
violación del principio de igualdad, que algunos son 
juzgados por robar gallinas y otros no, aun cuando 
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hayan cometido los actos más aberrantes. Esta situa- 
ción que viene desde hace treinta o cuarenta años no 
resiste más y tenemos que darnos cuenta de que, en 
la historia de los pueblos, esto siempre sucede; hay 
situaciones originales que se prolongan en el tiempo, 
pero llega un momento en que vienen otros nuevos y, 
con sus demandas, remueven las situaciones anterio- 
res. A mi juicio, esta situación no resiste a la concien- 
cia democrática. Deseamos cumplir con las víctimas; 
ese es el deber que tenemos, pero también queremos 
eliminar un estigma de la democracia uruguaya: el 
hecho de que por primera vez Uruguay haya sido con- 
denado por la Corte Interamericana de Derechos Hu- 
manos, a la que adherimos en un acto soberano. Por 
tanto, que no se contraponga la soberanía nacional 
con la decisión de la Corte porque, como dije, por un 
acto soberano este país adhirió a la Convención y esta 
creó la Corte, que fue la que dictó el pronunciamien- 
to que nosotros estamos obligados a cumplir. 


Antes de ir a la cuestión de fondo, me veo en la 
necesidad de despejar algunos mitos que se han rei- 
terado y que son falsos. Es absolutamente falso decir 
que la impunidad fue acordada en el Pacto del Club 
Naval; a tal punto lo es, que cuando el líder del Parti- 
do Nacional hizo alusión a eso, tuvo que hablar de lo 
que, a su juicio -porque él no había participado-, so- 
brevolaba y subyacía. En este país nunca nadie pudo 
hacer mención a ninguna conversación o documento 
en relación con esto. Tengamos claro que, por repeti- 
do, no es cierto, y no quiero hacer alusión a quienes 
repiten y repiten para convertir las mentiras en ver- 
dades. 


En cuanto a que se fue asimétrico con la guerrilla, 
el Senador Pasquet ha hecho una referencia. Mira- 
mos de dos maneras los artículos de la Ley N* 15.737. 
Hubo una amnistía para los presos políticos, pero no 
la hubo para los delitos de sangre. Me pregunto por 
qué no se votó la caducidad para los militares y para 
los policías que después fueron incluidos en el artícu- 
lo 1% de la denominada Ley de Caducidad. No se votó 
porque hubo un sector del Partido Nacional que esta- 
ba en contra de eso y, además, porque los militares no 
estaban de acuerdo. Los militares consideraban que 
habían participado en una guerra y, por lo tanto, no 
correspondía la amnistía. Esa fue la razón por la cual 
los partidos mayoritarios no votaron la amnistía que 
originalmente había sido propuesta y que después se 
quitó, a mención expresa, en la Ley N* 15.737. 


Algún señor Legislador ha sostenido que práctica- 
mente estamos arrasando con el estado democrático 
de Derecho, pero cabría preguntarse si se liquidó la 
independencia del Poder Judicial; habría que pregun- 
tarse si eso pasó o no pasó. El Poder Judicial perdió su 
independencia en la llamada Ley de Caducidad. En- 
tonces, miremos el conjunto de la Historia y no solo 
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algunos elementos. Cuando se afecta centralmente 
el principio de igualdad, ¿se está afectando el estado 
democrático de Derecho o no? Más que nada, esta 
es una discusión política y las preguntas más impor- 
tantes serían las siguientes. En este país, ¿hubo o no 
terrorismo de Estado? ¿Hubo o no crímenes de lesa 
humanidad? ¿Hubo el más cerrado hermetismo, un 
oprobioso manto de silencio con relación a los críme- 
nes más aberrantes, alguno de los cuales hoy salen a 
la luz pública? Si, hubo. 


No puedo decir que se haya hecho todo el esfuerzo 
necesario para que esto se revelara, aunque es cierto 
que trabajó la Comisión para la Paz y se lo reconoce- 
mos al doctor Batlle. Eso fue lo primero importante 
que vimos a lo largo de ese tiempo. Sin embargo, es 
falso afirmar que la Comisión para la Paz dio todas 
las respuestas. La Comisión dio las respuestas que 
estaban a su alcance, que fueron pocas, y el resto 
quedaron ocultas. 


Ahora bien; no dudamos ni negamos que hay valo- 
res en conflicto. Que en la balanza están los plebisci- 
tos, los Derechos Humanos y un conjunto de otros va- 
lores, nadie lo duda. El problema es si vamos a actuar 
-si irrumpen elementos nuevos- siempre de la misma 
manera o si creemos que hay que introducir cambios. 
Si alguno cree que estos cambios merecen un pro- 
nunciamiento ciudadano, que recorra el camino. 


No podemos ignorar que la Suprema Corte de 
Justicia ha sido lapidaria en dos sentidos: en cuanto 
a la inconstitucionalidad de la ley y en relación a 
incorporar la legislación internacional, las normas 
internacionales de derechos humanos, sosteniendo 
que prima el derecho de las personas. ¿Acaso esto es 
una herejía? ¿Acaso es vulnerar el Estado de Derecho? 
Esto lo ha dejado por escrito la Suprema Corte de 
Justicia en el dictamen que todos conocemos. Si a 
esto le agregamos el pronunciamiento internacional, 
la cosa se complica para el Uruguay, porque durante 
todos estos años hemos hecho doctrina y práctica del 
prestigio internacional del país en el mundo. Entonces, 
me pregunto si el prestigio internacional del Uruguay 
en el mundo duele tanto cuando se trata de vender 
mercancía y tan poco cuando tenemos que acatar 
resoluciones en materia de Derechos Humanos. La 
Convención Americana sobre derechos humanos que 
creó la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
es producto de decisiones tomadas a fines de la 
década de los sesenta, antes de la dictadura y, por 
supuesto, de la llamada Ley de Caducidad, y nosotros 
la aceptamos pacíficamente. Como lo recuerda la 
Suprema Corte de Justicia, la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados, en su artículo 
26, establece que los compromisos asumidos en los 
tratados deben cumplirse de buena fe. 
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La propia Suprema Corte de Justicia, en el dicta- 
men sobre Nibia Sabalsagaray, ha establecido: “La re- 
gulación actual de los derechos humanos no se basa 
en la posición soberana de los Estados, sino en la per- 
sona en tanto el titular, por su condición de tal, de los 
derechos esenciales que no pueden ser desconocidos 
con base en el ejercicio del poder constituyente, ni 
originario ni derivado”. 


Algunos podrán decir: “Muchachos: han adheri- 
do al liberalismo”. Lo que nosotros decimos es que 
hemos integrado, de una manera más profunda que 
antes, todo lo que tiene que ver con las doctrinas re- 
lativas a los derechos humanos, que comprendemos 
estas doctrinas en toda su amplitud: no solo las de los 
derechos humanos políticos, sino también del resto 
de los derechos de primera, segunda, tercera y cuar- 
ta generación. Cuando hacemos referencia a este 
tema, ¿acaso nos olvidamos de que tal o cual cosa 
afecta la retroactividad o determinado principio del 
Derecho Penal que nos dimos y que todos queremos? 
¿Acaso nos olvidamos de que todo esto se originó en 
Núremberg, de que detrás de todo esto está el holo- 
causto judío? Parece que cuando nos referimos a eso 
hacemos una mención taxativa a un conjunto de tra- 
tados internacionales y nos olvidamos de la historia 
que ha ido construyendo una tendencia internacional 
crecientemente poderosa -yo diría, hoy mayoritaria-, 
por la cual el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos se ha convertido en una referencia central 
para todos los Estados y para todos los individuos que 
habitan en este nuestro querido planeta. Fueron las 
Naciones Unidas -allí estaba y votó Uruguay- las que 
incorporaron todo lo procedente de Núremberg en 
materia de crímenes de guerra y de crímenes de lesa 
humanidad. Fue luego la Convención sobre la Im- 
prescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los 
Crímenes de Lesa Humanidad la que hizo referen- 
cia a estos antecedentes y a su incorporación. A texto 
expreso, alude a: “Los crímenes de lesa humanidad 
cometidos tanto en tiempo de guerra como en tiempo 
de paz, según la definición dada en el Estatuto del 
Tribunal Militar Internacional de Núremberg, de 8 
de agosto de 1945, y confirmada por las resoluciones 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (1) 
de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre 
de 1946”, etcétera. Y en su artículo 4% establece: “Los 
Estados Partes en la presente Convención se compro- 
meten a adoptar, con arreglo a sus respectivos pro- 
cedimientos constitucionales, las medidas legislativas 
o de otra índole que fueran necesarias para que la 
prescripción de la acción penal o de la pena, estable- 
cida por ley o de otro modo, no se aplique a los críme- 
nes mencionados en los artículos l y II de la presente 
Convención”, etcétera. 


Es esta tradición política, jurídica, intelectual y 
cultural la que se fundamenta, se desarrolla y lue- 
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go se expresa en la Corte Penal Internacional, en el 
Tratado de Roma y en todos los tratados que hemos 
suscrito. Y cuando uno empieza a estudiar los ante- 
cedentes, resulta que Uruguay firmó, suscribió y ra- 
tificó prácticamente todo lo aprobado en esta materia 
en el plano internacional. Si en algún momento no lo 
hizo fue porque estábamos en dictadura; pero bastó 
que se restableciera la democracia para que empeza- 
ra a actualizarse en todos esos terrenos. 


Por lo tanto, señor Presidente, aquí hay una obli- 
gación de investigar las graves violaciones; se ha avan- 
zado hasta determinado punto y se va a continuar. 


Hay un conjunto de disposiciones por las cuales 
se establece que la prescripción es un principio muy 
importante del Derecho Penal, pero también hay si- 
tuaciones excepcionales -y eso figura en varios de es- 
tos documentos- en las que, por la naturaleza de los 
crímenes de que se trata, ese principio no rige. 


Lo que hace esta Bancada al proponer este pro- 
yecto de ley y decir que durante tal período hubo 
impedidos -fueron exactamente eso, impedidos; no 
hubo proceso ni desarrollo del sistema judicial, con 
todos sus equilibrios, y al no haberlo, no corrió la 
prescripción-, es reconocer una realidad. Y ese re- 
conocimiento no puede colocar a los impedidos en 
la balanza de los inválidos, en la de los que estuvie- 
ron, están -y reconocemos o admitimos que si no 
hacemos nada, seguirán estando- en la más absoluta 
indefensión. 


Para finalizar mi exposición, quiero decir que muy 
diversos documentos de tipo internacional, como la 
propia Convención sobre la Imprescriptibilidad de 
los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa 
Humanidad o los Principios de Cooperación Interna- 
cional en la Identificación, Detención, Extradición y 
Castigo de los Culpables de Crímenes de Guerra, o 
de Crímenes de Lesa Humanidad, aprobados por la 
Asamblea General de la ONU en diciembre de 1973, 
desde hace mucho tiempo dicen lo mismo: hay de- 
litos que no prescriben. Y esto no lo establece sola- 
mente el Estatuto de Roma, como mencionamos re- 
cientemente o la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas, a la que se ha he- 
cho referencia con exactitud en cuanto a su vigencia 
temporal. Todos son tratados internacionales que el 
Uruguay ha suscrito. 


Con relación al principio de irretroactividad de la 
ley penal -que compartimos-, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos marca un claro límite, 
porque en su artículo 15.2 establece que ante situa- 
ciones y actos de determinada naturaleza y gravedad, 
dicho principio no se opone a la condena de una per- 
sona por actos u omisiones que en el momento de 
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cometerse fueran reconocidos como delitos en el De- 
recho Internacional. 


Entonces, no se trata de una invención traída de 
los pelos; hay abundante literatura que abona la tesis 
de que los impedidos deben ser la prioridad. Como 
bien lo expresó el doctor Pérez Pérez, el Tratado obli- 
ga al Estado uruguayo; por lo tanto, también, a todos 
sus Poderes. El Poder Ejecutivo ha hecho lo suyo al 
declarar la nulidad de los decretos por los cuales se 
incluyó un conjunto de causas en la llamada Ley de 
Caducidad; por ende, el Poder Judicial también hará 
lo suyo. Frente a esto, pregunto: ¿constituye una osa- 
día o una invasión que el Poder Legislativo haga lo 
suyo? ¿Acaso el instituto de la prescripción integra 
la Constitución de la República? ¿Acaso nosotros no 
podemos decir nada en ese sentido? ¿Acaso no po- 
demos abrir caminos y contribuir? ¿Acaso no es ra- 
zonable que en materia de plazos, así como en otras 
cuestiones, se fijen algunas pautas de orden general? 
Naturalmente que será el Poder Judicial el que tenga 
la última palabra. En función de esto, ¿por qué no 
podemos asumir nuestra responsabilidad en lo que 
nos compete, sabiendo que hay una última instancia? 
¿Acaso estamos contraviniendo la voluntad del pue- 
blo uruguayo? Permítaseme tener profundas dudas 
en ese sentido. Cuando en el año 1989 se le pidió al 
pueblo uruguayo que se pronunciara a favor o en con- 
tra de la derogación de la llamada Ley de Caducidad, 
no se pronunció por la impunidad. Se pronunció por 
“NO”, es decir, por no derogar aquello en determina- 
das circunstancias. ¡Veremos lo que piensa el pue- 
blo uruguayo! Si se quiere, ¡veremos lo que piensa 
el pueblo uruguayo! Tengo la convicción -quizá erró- 
nea, como la de tantos- de que, frente a este pasado 
tan macabro, el pueblo uruguayo ha dado muestras 
de una sensibilidad tal, que lo lleva a sostener que 
este capítulo hay que cerrarlo, pero no con la lápida, 
sino con la transparencia. En lo personal, no creo que 
simples proclamas de reconciliación sin la verdad y 
sin la justicia tengan la menor chance y posibilidad 
de prosperar. Digo esto, no ya pensando en nuestra 
generación, sino en las próximas generaciones, que 
creo que evalúan estas cosas de la democracia de una 
manera muy sensible. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: tenemos 
la impresión de estar reeditando una discusión ocu- 
rrida hace meses; parece que no hubiera pasado el 
tiempo. Seguimos en el mismo trillo, por vías obli- 
cuas o no constitucionales, violando una y otra vez 
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la Constitución de la República y desconociendo dos 
pronunciamientos de la ciudadanía. Para bien o para 
mal, para quienes estuvimos de un lado o del otro, la 
ciudadanía se expidió de una forma categórica las dos 
veces, laudando de distinta manera en ambas opor- 
tunidades. Es probable que situaciones como las que 
tuvieron lugar en el pasado se hayan terminado lau- 
dando a través de herramientas que son imperfectas 
o inconstitucionales o que van en contra de acuerdos 
internacionales suscritos por el país, como son los 
Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos. 
Me refiero a las dos leyes de amnistía que, más allá de 
opiniones encontradas al respecto, laudaron hechos 
del pasado. 


En aquel momento nos encontrábamos militando 
en el Movimiento Por la Patria y manifestamos nues- 
tro desacuerdo con la primera Ley de Caducidad y 
con la Ley de Amnistía que nos llevaría hacia el pro- 
ceso democrático; era mucha la gente que había co- 
metido hechos de sangre y tampoco había pagado y 
eso le permitía regresar al país. 


Creo que en pleno siglo XXI, el hecho de revolver 
en el pasado y tratar de pasar continuamente por en- 
cima de la Constitución y la ley, traerá como conse- 
cuencia -ojalá no sea así- revisionismos de uno y otro 
bando, así como enfrentamientos y divisiones que la 
sociedad dio por laudadas en el plebiscito de 2009. 
Esta discusión ya la tuvimos y recuerdo que se dieron 
argumentos claros para convocar a otro plebiscito, 
pero no había disposiciones constitucionales que lo 
habilitaran, ni siquiera en virtud de lo planteado a 
nivel de las Comisiones Internacionales. En realidad, 
en nuestro Derecho las leyes y los Tratados Interna- 
cionales se aprueban en el Parlamento; por lo tanto, 
se trata de leyes comunes que no están incluidas en 
la Constitución, cosa que sí ocurre en Argentina y en 
otros países. Al ser leyes comunes, entonces, no tie- 
nen rango superior ni constitucional. Ningún tratado 
internacional tiene rango constitucional y, por ende, 
no se encuentra incluido en nuestra Carta. Quizá 
haya que modificar la Constitución; quien decida ha- 
cerlo, bueno, “vamo' arriba” pero, por ahora -repito-, 
ningún tratado internacional tiene rango constitucio- 
nal. Además, los tratados internacionales -entre los 
que se encuentra el Pacto de San José de Costa Rica- 
marcan claramente que el instituto de la democracia 
directa es un derecho político esencial; el derecho a 
la expresión soberana del pueblo es un derecho esen- 
cial, principal. 


Quizá resulte reiterativo, pero hoy volveremos a 
reeditar una clase del profesor Korzeniak sobre estos 
temas, para ver si alguien entiende lo que significa 
nuestra Constitución y nuestro Estado republicano 
democrático. Al fin y al cabo, uno empieza a pensar 
que se trata de ansias de venganza y de revolver una y 
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otra vez, en lugar de respetar determinadas cosas que 
constituyen la base fundamental de lo que ha laudado 
nuestro pueblo uruguayo desde hace mucho tiempo, 
en particular, desde que se consagró el sufragio se- 
creto y universal como norma superior de la demo- 
cracia republicana. 


Creo que estos son los elementos que no debemos 
pasar por alto, porque si nos fijamos bien en el pro- 
yecto de ley en cuestión, advertiremos que es lo mis- 
mo que la ley interpretativa, con algún cambio en su 
redacción. Si en su momento se sostuvo que la ley 
interpretativa era inconstitucional porque se aplicaría 
en forma retroactiva, lo mismo sucede en este caso. El 
artículo 1” del proyecto de ley es claramente inconsti- 
tucional porque, de arranque, plantea una derogación 
de la llamada Ley de Caducidad, que ha concedido de- 
rechos a determinados ciudadanos. Por lo tanto, esta 
disposición es totalmente inconstitucional. 


El artículo 2%, que se remite al anterior -esto es, 
al artículo 1%, que adolece de inconstitucionalidad-, 
prácticamente estaría permitiendo reabrir los proce- 
sos que ya fueron laudados. ¡Esto nunca se vio en una 
ley, solo en algún invento de Maquiavelo! 


Creo que esto alcanza y sobra para recordar en 
esta Sala alguna vieja clase del profesor Korzeniak, 
que conviene tener en cuenta. Sobre este tema ya se 
discutió en el período pasado en ocasión de tratarse 
la convocatoria a un plebiscito, tras el cual se dijo que 
no se le iba a enmendar la plana al pueblo. 


Es bueno recordar los diferentes modelos de re- 
gímenes de gobierno, tales como los de democracia 
directa -del tiempo de Pericles en Atenas, creo que 
hoy impracticables-, los representativos -hay muchos 
sistemas parlamentarios en el mundo en los que el 
Parlamento ejerce la soberanía luego de ser electo- y 
los semirrepresentativos, como el nuestro, en los que 
tanto el Poder Ejecutivo como el Parlamento son ele- 
gidos por el pueblo. El artículo 4” de la Constitución 
de la República señala claramente que la soberanía 
radica en la Nación, y el artículo 82 incluye los ins- 
titutos de democracia directa como norma superior. 
Hago referencia al doctor Korzeniak porque creo que 
se ha cansado de decir lo mismo durante cuarenta 
años. 


Hoy nos encontramos en la misma situación: por 
la vía oblicua de un proyecto de ley interpretativa 
-que va hacia adelante y para atrás-, tratamos de pa- 
sar por arriba a una decisión del pueblo, que una y 
otra vez ha sido convocado a participar de plebiscitos 
que, cuando se ganan, le asiste razón, pero cuando 
se pierden, no la tiene. Estamos en la ida y vuelta de 
un proceso de nunca acabar que traerá como conse- 
cuencia, además, que los cien o doscientos afectados 
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presenten recursos de inconstitucionalidad ante la 
Suprema Corte de Justicia. Los procesos se extende- 
rán dos, tres o cuatro años -lo mencionamos en opot- 
tunidad de tratar el proyecto de ley interpretativa- y 
no habrá soluciones hasta que la Suprema Corte de 
Justicia se expida en cuanto a si son o no inconstitu- 
cionales con respecto a sus tiempos y plazos, a pesar 
de las contradicciones que puedan existir según las 
integraciones de ese Organismo, porque con respecto 
a la llamada Ley de Caducidad hubo ciertos pronun- 
ciamientos que ahora son otros. 


Tampoco se encontrarán los restos de los 
desaparecidos. ¡Quién sabe dónde están! Quienes lo 
sepan, no van a abrir la boca; están en cana. No es- 
tamos pensando en el siglo XXI, en que el mundo se 
nos viene encima, en que las naciones pequeñas no 
pueden estar subordinadas a los intereses de otras 
que manejan las comisiones internacionales a su li- 
bre albedrío, como se les canta, para incidir en los 
Estados-Nación; estamos siendo serviles a intereses 
trasnacionales manejados por esas comisiones inter- 
nacionales. Me pregunto, entonces: ¿qué hicieron 
las comisiones de derechos humanos cuando hubo 
dictadura en Uruguay? Miraron para el costado. ¡Por 
favor, no manoteemos esas cosas que ni siquiera tie- 
nen valor jurídico en una nación libre y soberana! 
Los pueblos que se arrodillan, viven de rodillas. Una 
nación no puede arrodillarse ante ninguna comisión 
internacional, porque esta no tiene injerencia en su 
Derecho nacional; nuestra Constitución de la Repú- 
blica no se lo permite. Y si quisiera hacerlo, tendría- 
mos que discutirlo en una Asamblea Constituyente 
y en las urnas. ¡No vengan a tirarnos por arriba que 
los tratados internacionales dicen claramente que lo 
hacen con arreglo a su Derecho y a su Constitución! 
Uruguay no incluye ninguna cláusula en esos temas, 
a diferencia de Argentina y otros países. No hay que 
arrodillarse en esos casos, sino que se deben respetar 
la Constitución de la República, la ley y la ciudadanía, 
que es lo principal. 


Se está en un proceso de cambiar las reglas por la 
vía indirecta de un proyecto de ley; estamos cambian- 
do el gobierno. La soberanía, el voto directo y secreto 
en las urnas para elegir al Presidente de la República 
y a los gobernantes, no valen más. Ahora las mayo- 
rías circunstanciales cambian el gobierno; si mañana 
viene otro, también lo harán. ¡Qué lío se habría ar- 
mado si por mayoría se hubiera modificado la Ley de 
Empresas Públicas o la de Uso y Conservación de los 
Suelos y de las Aguas! Hasta el día de hoy se estarían 
quemando cubiertas en las calles. El pueblo, para mal 
o para bien, nunca se equivoca; es el que lauda. 


Últimamente, desde que entramos en este proce- 
so de discusión sobre la Ley de Caducidad de la Pre- 
tensión Punitiva del Estado, sobre si el plebiscito era 
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considerado o no, acerca de que luego del plebiscito 
se volvió a retomar la discusión por la vía parlamen- 
taria, luego de idas y venidas de discursos, de hechos 
que se han dado en los últimos días, incluso prota- 
gonizados por un ex Presidente de la República que 
pidió a alguien que le diera apoyo contra Naciones 
hermanas -aliados estratégicos-, llego a la conclusión 
de que existe una total banalización de la política. 
Este proyecto de ley interpretativa, así como los di- 
chos, significan una total banalización de la política, 
porque importa muy poco la expresión soberana del 
pueblo en las urnas. No importan para nada el respe- 
to a la Constitución de la República, a la ley y a los 
tratados internacionales. ¡Es lo último que podía su- 
ceder! ¿Por qué no queman todas las Constituciones 
de la República? ¿Por qué no dejan de invocarla como 
si fuera una bandera espectacular, si luego no se res- 
peta la decisión de la gente? ¡Quemen las Constitu- 
ciones! ¡Acá hay una! ¡Tírenla al fuego! ¡Respeten a 
la gente! ¡Respeten al pueblo! No me vengan con tra- 
tados internacionales que en ningún lado dicen que 
tenemos que aplicarlos obligatoriamente. No estamos 
obligados a hacerlo. 


Este proyecto de ley es totalmente inconstitucio- 
nal porque ni siquiera termina anulando, de aquí 
para adelante, la denominada Ley de Caducidad, sino 
que va por la retroactividad, violando los tratados in- 
ternacionales que la prohibían en el caso de la ley 
penal no benigna. 


Además, se abre otro proceso de contradicciones 
en el marco de la sociedad, a través de la injerencia 
del Poder Legislativo en una decisión de la Suprema 
Corte de Justicia, porque en definitiva, fue ella la que 
hace pocos días dijo que caducaban los delitos. Por 
un lado, se critica la injerencia del Poder Ejecutivo 
en virtud del artículo 4% de la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado y, por otro, se hace lo 
propio con respecto al Parlamento. Se continúa con 
lo mismo. Me pregunto, entonces: ¿en qué vamos a 
terminar? ¿No se piensa en los jóvenes del siglo XXT? 
¿No se piensa en que el mundo se nos viene encima, 
en que el desarrollo económico y la tecnología van 
a controlar el planeta? ¿Por qué no se pregunta a la 
sociedad en su conjunto qué es lo que pide hoy? ¿Qué 
pasa con la seguridad? ¿¡Qué me vienen a hablar de 
derechos humanos cuando todos los días menores 
matan a gente en la calle y nadie hace nada!? El Po- 
der Ejecutivo está omiso. ¿Y los derechos humanos 
de los ciudadanos que son asesinados en la puerta de 
cualquier comercio cuando están trabajando? ¿Qué 
pasa con los derechos humanos que hoy reclama la 
gente? ¿Dónde están los discursos sobre los derechos 
humanos ? 


Estamos paralizados en una situación de “darle 
a la matraca”, sin solucionar la problemática de la 
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educación, que se cae a pedazos y cada día suma un 
fracaso tras otro. La seguridad es un desastre; cada 
vez hay más incompetencia en la conducción de la 
seguridad en este país. Seguimos en el mismo cami- 
no. No miramos los derechos de los ciudadanos uru- 
guayos en cuanto al mundo que se nos viene y a los 
recursos estratégicos, sino que seguimos discutiendo 
y “dándole a la matraca” de la denominada Ley de 
Caducidad. En el año 2009 el pueblo dijo: “Mucha- 
chos, dejemos de mirar con los ojos en la nuca; siga- 
mos investigando para saber dónde están los restos 
y que cada uno de los afectados se presente ante la 
Suprema Corte de Justicia”. 


No sigamos violando la Constitución de la Repú- 
blica, pasando por arriba del pueblo uruguayo, por- 
que ese puede ser un camino sin regreso. No hay que 
equivocarse: los golpes de Estado no los dan los “mi- 
licos”, los dan los políticos, de muchas y diferentes 
maneras. Ahora está ocurriendo un golpe de Estado, 
y a nosotros siempre nos van a encontrar frente a 
quien intente dar un golpe de Estado, ya sea directa 
o indirectamente. En este caso se está modificando 
la Constitución de la República; es un golpe de Es- 
tado técnico, pues se violan sus artículos 4” y 82, y 
las leyes que prohíben las retroactividades. ¡No me 
vengan con discursos de Derechos Humanos cuando 
el principal de ellos -consagrado por la Constitución 
de la República- es respetar la expresión soberana del 
pueblo en las urnas! 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: no vo- 
taremos este proyecto de ley porque entendemos que 
desconoce el voto de los uruguayos, y pone el énfasis 
en una parte, olvidando la conducta de la otra. 


La AG/Res. 4 del Consejo Permanente de la Orga- 
nización de Estados Americanos, establece lo siguien- 
te: “Que con frecuencia y gravedad crecientes están 
ocurriendo en este Continente actos de terrorismo 
y en especial secuestros de personas y extorsiones 
conexas con estos últimos”; “Que los pretextos po- 
líticos o ideológicos utilizados como justificación de 
estos delitos no atenúan en modo alguno su crueldad 
e irracionalidad ni el carácter innoble de los medios 
empleados, como tampoco eliminan su calidad de ac- 
tos violatorios de los derechos humanos esenciales”; 
“Que tales actos han sido calificados por el Consejo 
Permanente de la Organización, (...) como críme- 
nes de tal manera crueles e irracionales que atentan 
contra el espíritu mismo de clemencia de los pueblos 
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americanos y constituyen delitos del orden común, 
cuya gravedad los hace de lesa humanidad”. Estos 
son los delitos amnistiados por la Ley N* 15.737 -hoy 
en día también considerados delitos de lesa humani- 
dad-, cometidos por quienes se levantaron en armas 
en el país. 


Por esas razones, creemos que este proyecto de ley 
no busca una solución justa que una a todos los uru- 
guayos, sino que, por el contrario, no respeta su voto 
y vuelve a dividir y a ahondar las diferencias existen- 
tes en la sociedad. 


En el análisis de la historia que comenzó hace 
doscientos años y de la que ocurrió hace poco en el 
Uruguay, vemos que el país ha avanzado muchísimo 
en la búsqueda de lo que nos une y no de lo que nos 
separa. 


Recuerdo que en 2008, el entonces Presidente 
Tabaré Vázquez convocó a todos los uruguayos a la 
Plaza Independencia bajo la consigna “Nunca más 
dictadura”, “Nunca más los hechos de la década del 
sesenta”, “Nunca más un uruguayo levantando un 
fusil contra otro”. Y ahí fuimos todos: blancos, co- 
lorados, frenteamplistas e independientes, civiles y 
militares, ricos y pobres. Creo que ese es el camino 
a seguir. Sin lugar a dudas, hay que decir: “Nunca 
más a lo que vivimos en las décadas del sesenta y del 
setenta”. ¿Quién quiere que eso vuelva a suceder? 
Nadie; yo no lo quiero para mi país. 


A principios de la década pasada, el doctor Jor- 
ge Batlle persiguió claramente la finalidad de unir, 
y no de separar, a través de la Comisión para la Paz 
-integrada por notorios representantes de todos los 
partidos políticos: los Doctores Carlos Ramela, José 
Claudio Williman y Gonzalo Fernández-, porque el 
reencuentro de los uruguayos necesita de todos y no 
de una parte de la sociedad. Como se dijo en esta 
Sala, sus logros actualmente son reconocidos y desta- 
cados por todos. 


Tampoco podemos olvidar lo que hizo el doctor 
Julio María Sanguinetti a través del denominado 
“cambio en paz”, cuando junto con Wilson Ferreira 
Aldunate construyó ese trípode de salida en paz de 
la dictadura a través de las llamadas Leyes de Cadu- 
cidad, de Amnistía y de reparación de los funciona- 
rios públicos. Ese era el concepto adecuado a seguir. 
¿Quién no quiere un cambio en paz? ¿Quién puede 
querer un cambio violento? Al decir del doctor San- 
guinetti, esas leyes constituían un conjunto de tres 
piezas que se complementaban para tratar de unir 
al país. 


Esas actitudes del “Nunca Más”, de la Comisión 
para la Paz, del “Cambio en Paz”, son las que reco- 
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nocen diversos antecedentes de la Historia Nacional. 
Por ejemplo, Roberto Giúdice y Efraín González Con- 
zi, en la 2* Edición del libro “Batlle y el Batllismo”, 
publicado por la Editorial Medina, recuerdan aque- 
llos mensajes formidables de Batlle y Ordóñez una 
vez terminada la Guerra de 1904: “A principios de 
Setiembre de 1904, se realizaba la sangrienta batalla 
de Masoller, donde ambos ejércitos combatieron con 
gran valor. Cayó herido de muerte en ella, Saravia. 
Inmediatamente su ejército emprendió la retirada, 
rumbo al Brasil. La guerra quedaba desde ese instan- 
te virtualmente terminada. Comenzaron en seguida 
las negociaciones de paz. Caído el caudillo prestigio- 
so -espíritu y sustancia del movimiento-” -hablan de 
Saravia- “no hubo ya otro camino a seguir para los 
revolucionarios. Efectivamente, el 24 de Setiembre, 
después de algunas tentativas, quedaba convenida la 
paz, bajo estas condiciones:” -que es bueno recordar- 
“1 Amnistía general. 2? Legalidad electoral depen- 
diendo los acuerdos de las deliberaciones de las Co- 
misiones Directivas de los partidos. 3” Levantamiento 
de las interdicciones”. 


Por su parte, Batlle realizó un recordado discurso 
a sus partidarios, en el que les expresaba: “Pero no 
deis entrada en vuestros pechos a los odios y renco- 
res que engendra la guerra.- Los que ayer, (...) eran 
vuestros enemigos en los campos de batalla, hijos de 
la misma tierra, hermanos vuestros, serán mañana, 
devueltos al cumplimiento de sus deberes, vuestros 
aliados en la tarea del progreso y del engrandecimien- 
to de la patria”. 


En una de las principales Salas de la Casa del Par- 
tido Colorado hay una divisa usada en la Guerra de 
1904, que lleva bordada las palabras “Paz y Trabajo”. 
Creo que hoy el Uruguay necesita recordar ese espí- 
ritu de Batlle y Ordóñez del año 1904. 


Por otra parte, don Juan Pivel Devoto y Alcira Ra- 
nieri de Pivel Devoto, en el libro “La Amnistía en la 
Tradición Nacional”, publicado por la Editorial Por la 
Patria, como parte de la Biblioteca “Por la Patria”, 
editado en Montevideo en 1984, recuerdan tres an- 
tecedentes de pactos entre orientales -que es bueno 
recordar en estos momentos- a la salida de enfrenta- 
mientos. Al finalizar la Guerra Grande de 1851, en 
el Pacto entre Orientales, entre otras cosas, se esta- 
bleció: “2) Igualdad absoluta de derechos entre todos 
los orientales”; “4) En los plazos constitucionales se 
harían las elecciones de Senadores y representantes, 
que nombrarían al Presidente de la República”; “5) 
Se declara que entre todas las diferentes opiniones 
en que han estado divididos los orientales, no habría 
vencidos ni vencedores”. 


Pivel Devoto también recuerda la Paz de Abril de 
1872, que terminó con la “Revolución de las Lanzas”. 
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En su artículo 2%, expresa: “El Presidente del Senado 
en ejercicio del Poder Ejecutivo declara que por el he- 
cho de la cesación de la lucha armada todos los orien- 
tales quedan en la plenitud de sus derechos políticos 
y civiles, cualesquiera que hayan sido sus actos polí- 
ticos y opiniones anteriores.- Y como medio de ejecu- 
ción práctica de este Acuerdo, se mandará sobreseer 
en toda causa política, ordenándose que nadie pueda 
ser encausado ni perseguido por actos u opiniones 
políticas anteriores al día de la pacificación”. Hace 
algunas sesiones, el Senador Lacalle Herrera hablaba 
del Pacto de la Cruz, que también puso fin a un en- 
frentamiento, y que en uno de sus pasajes establecía: 
“Como consecuencia de esta declaración se mandará 
sobreseer en toda causa política o militar procedente 
de la lucha actual, ordenándose que nadie pueda ser 
procesado ni perseguido por actos u opiniones políti- 
cas anteriores al día de la pacificación.” 


El gran José Enrique Rodó, refiriéndose a este 
Pacto, decía: “Empezaré por reconocer que este 
mensaje y esta ley de amnistía, antes de presentarse, 
antes de llegar al seno de esta Honorable Cámara, 
han sido presentados a una autoridad más alta, a una 
autoridad superior, a una autoridad que nos obliga 
materialmente, dentro del mecanismo de las institu- 
ciones, pero que, moralmente, a todos nos obliga: la 
autoridad de la opinión; el juicio del pueblo. Con ma- 
nifestaciones inequívocas, el pueblo ha sancionado 
por su parte la idea de la paz, la idea de esta amnistía 
y de este olvido; y nosotros, vamos a ratificar esa san- 
ción del pueblo sin que se produzca quizá una nota 
divergente; porque aquellos, de entre nosotros, que 
creyeron que debía buscarse a toda costa la paz, la 
ven ahora realizada”. 


El “Nunca Más”, la Comisión para la Paz, el “Cam- 
bio en Paz”, la Paz del 04, el Pacto de la Cruz, el Pacto 
de 1872, el de 1851, reconocen sus antecedentes en 
las mejores horas de nuestra Patria. Este año hemos 
conmemorado el Bicentenario de Las Piedras y pron- 
to conmemoraremos el bicentenario de otros hechos 
importantes. Fue en Las Piedras donde Artigas nos 
legó su “clemencia para los vencidos”, el no buscar 
la venganza, sino la unión entre todos; lo hizo en los 
tiempos más duros, luego de soportar los peores mo- 
mentos. Entiendo, señor Presidente, que hoy estamos 
dejando todo eso de lado. Estamos trayendo nueva- 
mente aquí algo que divide a los uruguayos, en lugar 
de traer algo que nos une. Me refiero a algo que ha 
separado a la sociedad en dos partes en el año 1989 
y también en 2009; podrá una parte ser más grande 
y otra más chica -o haberse achicado-, pero en defi- 
nitiva nos separó. En este momento estamos trayen- 
do aquí nuevamente esa separación sobre algo que 
laudó el pueblo con su voto, y no creo que tengamos 
derecho a hacerlo. Lo estamos haciendo a un precio 
tremendo, a costa de desconocer lo que el pueblo de- 
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cidió dos veces con su voto; lo estamos haciendo a ca- 
ballo del argumento de que las mayorías no siempre 
tienen razón cuando votan, de que se puede descono- 
cer lo que la gente decidió con su voto. Y esto se está 
haciendo por parte de quienes decidieron consultar 
al pueblo, que quizás sea lo más grave. Si en este 
tema las mayorías no tienen razón, uno se pregunta: 
¿para qué se promovió la consulta al pueblo? ¿Para 
qué se llamó en 1989 a votar, si después se iba a decir 
que el pueblo no tenía razón cuando decidió? Se votó 
en 1989 y en 2009, pero resulta que después de que 
el pueblo se pronunció, como no dijo lo que los con- 
vocantes querían, hoy se expresa que no tenía razón. 
¿Se diría lo mismo si el pueblo hubiera votado a fa- 
vor? ¿O es que el pueblo tiene razón cuando contesta 
lo que queremos, y no la tiene cuando no contesta lo 
que deseamos? 


En 1989, el periodista Néber Araújo, en un reportaje al 
General Líber Seregni -que ha circulado estos días por 
las redes sociales-, le preguntaba si se había termi- 
nado el tema de la denominada Ley de Caducidad, y 
Seregni decía que el hecho de que el Estado abdicara 
de su derecho a imponer penas era palabra santa. Se 
le volvía a preguntar sobre lo mismo y Seregni reafir- 
maba que eso había quedado laudado y que la palabra 
del pueblo era palabra santa. 


Sabrá disculparme el señor Presidente que re- 
cuerde palabras suyas y del actual Presidente de la 
República, pero creo que tengo el deber de hacerlo. 


En 2009, terminada la primera vuelta electoral de 
octubre y al quedar solamente dos fórmulas para ir 
al balotaje -José Mujica-Danilo Astori y Luis Alberto 
Lacalle-Jorge Larrañaga-, en “Código País” fue entre- 
vistada la fórmula integrada por el hoy Presidente de 
la República. Expresamente se le preguntó si se iba 
a respetar el resultado del plebiscito y la respuesta 
fue contundente: “Desde el punto de vista estricta- 
mente del cumplimiento, ni que hablar... si lo laudó 
el soberano, chau, esto no se discute, se acata... El 
gobierno que viene tiene que acatar estrictamente, y 
le adelanto más: el tener eventualmente una mayoría 
parlamentaria no legitima que se le pueda enmendar 
la plana a una decisión que pueda tomar la gente...” 
El periodista le pregunta, entonces, qué sucedería si 
el Parlamento propone algo que él no quiere, y el Pre- 
sidente Mujica contesta: “No, a mí no me agarran en 
eso, yo no le corrijo la plana a un pueblo”. Resulta ob- 
vio que si la respuesta hubiera sido otra, mucha gente 
no hubiera votado la fórmula Mujica-Astori porque, 
en ese momento en que se iba al balotaje, poner en 
duda las convicciones sobre el respeto a una deci- 
sión del pueblo hubiera sido un posible fracaso para 
la propuesta electoral. Entiendo que no respetar hoy 
ese compromiso tan claro, asumido ante la gente y 
ante todos los uruguayos, es mucho más que faltar a 
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una promesa electoral, pues se está desconociendo el 
voto de todos los uruguayos. 


Yo no creo que el pueblo no se equivoque, pero es 
el único que tiene derecho a hacerlo, según enseñaba 
José Batlle y Ordóñez. Se equivocará o acertará; en mi 
opinión, cuando el pueblo uruguayo votó la fórmula 
Mujica-Astori se equivocó. Yo hubiera preferido que 
me votara a mí, pues me parecía lo más acertado, pero 
no lo hizo. Sin embargo, soy el primero en luchar para 
que se cumpla ese veredicto del pueblo uruguayo que, 
obviamente, me perjudica. La gente, cuando vota, se 
puede equivocar, pero es la única autorizada a hacerlo. 


Se ha dicho, además, que la Constitución de la 
República no tiene que aplicarse por encima de las 
normas internacionales; por eso esta ley puede violar 
la Constitución. Yo creo que cualquier abogado va a 
tomar nota de esto y ya tiene el juicio de inconstitu- 
cionalidad ganado, ya que al sancionar la ley estamos 
diciendo que va contra la Constitución. 


Por otra parte, entiendo que estamos sometiendo 
otra vez al Parlamento a la misma discusión que se 
llevó a cabo hace unos meses y, a mi juicio, esto es 
violatorio del artículo 142 de la Constitución. Se ha 
dicho aquí, efectivamente, que de nuevo se pretende 
derogar la llamada Ley de Caducidad. 


Me voy a permitir, señor Presidente, hacer algu- 
nos comentarios sobre el texto legal que, reitero, no 
votaré. 


Entiendo que en el artículo 1% no se define cuáles 
son los delitos cometidos en aplicación del terrorismo 
de Estado ni se discrimina en función de la entidad 
de los delitos, por lo que puede haber conductas de 
diversa gravedad que podrían ser incluidas, según 
el criterio de quien aplique la norma, dentro de ese 
concepto indeterminado de terrorismo de Estado. La 
solución seguida contradice, además, los dos pronun- 
ciamientos del Cuerpo Electoral. 


¿Qué se pretende mediante el uso de esa expre- 
sión? ¿Se intenta abarcar la totalidad de los delitos 
cometidos por móviles políticos hasta el 1% de mar- 
zo de 1985 por funcionarios militares y policiales 
-o equiparados y asimilados- en ocasión del cumpli- 
miento de sus funciones o por acciones ordenadas 
por los mandos que actuaron bajo el período de facto, 
excluyendo los delitos que se hubieren cometido con 
el propósito de lograr, para su autor o para un terce- 
ro, un beneficio económico? ¿O, por el contrario, solo 
se pretende abarcar aquellos eventuales delitos de 
particular gravedad, que pudieran ser comprendidos 
como cometidos en aplicación del terrorismo de Es- 
tado, expresión que -insisto- no aparece determinada 
ni definida, señor Presidente? 
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El artículo 2” plantea un primer problema, que es 
el de precisar si los plazos de prescripción son proce- 
sales; este tema se discute en la doctrina, por lo que 
se termina planteando más confusión. 


Hay una marcada imprecisión. ¿Qué significa la 
expresión: “No se computará plazo alguno, proce- 
sal”? ¿Cómo es posible detener el tiempo por más de 
25 años? 


Además, para cualquier delito, por atroz que sea, 
corren los plazos, pero no lo harían para los cometidos 
en aplicación del terrorismo de Estado. Si la disposi- 
ción propuesta tuviera el alcance que parecería que se 
le quiere dar, con el fin de imposibilitar la prescripción 
de determinados delitos se podría llegar al siguiente 
sinsentido: si se incluyen dentro del concepto de te- 
rrorismo de Estado todas las actividades ilícitas reali- 
zadas con móviles políticos, un delito de traumatismo 
cometido en la actividad represiva no prescribiría, pero 
en cambio sí lo haría un homicidio atroz cometido por 
la misma persona fuera de su actividad funcional. Se 
estaría discriminando entre los distintos autores de de- 
litos en función de la actividad de los mismos. 


Entendemos que, como se ha dicho aquí en reite- 
radas ocasiones, la norma propuesta vulnera el prin- 
cipio de la aplicación de la ley penal más benigna; la 
no aplicación de los plazos y, eventualmente, la de- 
claración de imprescriptibilidad a décadas de come- 
tidos los hechos, empeoran claramente la situación 
del presunto implicado, de modo análogo a si se le 
impusiera un castigo más gravoso a una conducta co- 
metida cuando la pena era más leve. 


Quiero recordar que esto es contrario a toda la 
doctrina penal. El doctor Milton Cairoli, en “Curso 
de Derecho Penal Uruguayo” establece claramen- 
te cómo se tiene que proceder cuando se dicta una 
norma. Concretamente, dice: “Ante la creación de un 
nuevo delito: Irretroactividad absoluta. El hecho co- 
metido cuando no estaba penado no será castigado 
luego de su tipificación. 


Ante la derogación de un delito: Retroactividad 
absoluta. Cesa el castigo. 


Ante el aumento de la pena: Irretroactividad abso- 
luta. El hecho se castiga con la pena anteriormente 
vigente, no con la nueva. 


Ante la disminución de la pena: Retroactividad re- 
lativa. Se aplica la nueva ley, salvo cuando ya hay cosa 
juzgada. Esta solución, que resulta incoherente con 
la que se aplica en el caso de abolición del delito, en- 
tiendo que ya no está vigente, desde que la República 
ratificó el Pacto Interamericano de Derechos Huma- 
nos, por Ley N* 15.736.” 
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Al fundar mi voto negativo, señor Presidente, hago 
un llamado a la paz, a cesar en la venganza, a respetar 
la decisión del soberano y a buscar caminos de enten- 
dimiento y no de confrontación entre los orientales. 
A 200 años de la Batalla de Las Piedras, cito aquella 
frase de Artigas: “Clemencia para los vencidos”, esa 
que debemos darle siempre todos a los vencidos. Y, 
sobre todo, pido respeto por la que yo creo que fue 
la máxima expresión del más grande de los urugua- 
yos de todos los tiempos: “Mi autoridad emana de vo- 
sotros y ella cesa ante vuestra presencia soberana”. 
Pido respeto, entonces, por la voz soberana expresada 
dos veces por el pueblo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse al punto, 
tiene la palabra la señora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: voy a 
comenzar mi exposición haciendo una reflexión que 
se ubica en la misma línea que lo expresado por el 
Miembro Informante, señor Senador Rafael Miche- 
lini, en el sentido de que lo que nos motiva hoy a 
presentar esta nueva ley tiene como base la sentencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a 
propósito del caso Gelman y el rol que le compete al 
Parlamento en el cumplimiento de esa sentencia. Al 
decir del doctor Pérez Pérez, que compareció en la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado, 
la sentencia en el caso Gelman resuelve dos puntos 
centrales con respecto a la denominada Ley de Ca- 
ducidad. El primero es que la citada ley carece de 
efectos jurídicos -esto es lo que establece la senten- 
cia- y, el segundo, que hay que evitar, entonces, que 
esta Ley sea un obstáculo; y la prescripción, señor 
Presidente, lo es. 


Se ha discutido largamente en la Comisión -no 
tanto aquí, en el Plenario- sobre el alcance de la sen- 
tencia de la Corte Interamericana de Derechos Hu- 
manos porque, en el caso uruguayo, las sentencias 
de la Suprema Corte de Justicia, como todos sabe- 
mos, tienen un alcance limitado, es decir que valen 
para un único caso. Ello no obsta a que muchos de 
nosotros entendamos -al igual que numerosos juris- 
tas- que la Suprema Corte de Justicia ha construi- 
do una suerte de jurisprudencia al establecer tantas 
sentencias de inconstitucionalidad con relación a la 
denominada Ley de Caducidad. Pero, además, en el 
caso de la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos se requiere que el Estado adap- 
te su actuación a la normativa de protección de la 
Convención y se cita -y nuevamente recurro al texto 
de la Comisión de Constitución y Legislación- el caso 
Barrios Altos en Perú, que tiene un efecto general 
sobre el país. 
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En todo caso, cuando se exponen los motivos para 
votar este proyecto de ley, se dice que el Parlamento 
debe recorrer la vía de acatar la sentencia de la Su- 
prema Corte de Justicia; considero que el Parlamento 
debe acatarla porque ya hay dos Poderes que lo hicie- 
ron. Creo que la Suprema Corte de Justicia, el Poder 
Judicial, ha hecho su parte -que no ha sido menot- y 
sobre esto nadie se ha expedido; me refiero a la jus- 
ticia o injusticia de las sentencias de inconstitucio- 
nalidad emanadas de la Suprema Corte de Justicia, 
que ya son muchas. Pero, a su vez, el Poder Ejecutivo 
también hizo su parte cuando anuló los actos admi- 
nistrativos de gobiernos anteriores que habían impe- 
dido investigar los casos presentados. 


En consecuencia, me parece que el Parlamento 
también debe hacer lo suyo y eso es lo que pretende- 
mos cuando presentamos esta iniciativa. Diría más: 
creo que al Estado le compete un rol más general, 
porque investigar y juzgar los crímenes de Estado no 
debiera ser, señor Presidente, una tarea que se deje a 
las víctimas o a sus familiares, porque de esa manera 
generamos una desigualdad entre los casos en que los 
familiares acometen para sí la tarea de investigar y los 
que no. Entonces, ¿investigamos en algunos casos y 
en otros no? Sólo el Estado puede asegurar que todas 
las víctimas valgan lo mismo y no dependan de los 
recursos privados de que dispongan, ellas o sus fami- 
lias, para recurrir a la Justicia. Entonces, la solución 
uruguaya de que sean los familiares quienes deban 
investigar es mala y creo que estamos tratando de en- 
mendar algo de eso. 


(Ocupa la Presidencia el señor Carlos Baráibar) 


-El proyecto de ley determina que se restablece la 
pretensión punitiva del Estado y a este respecto quie- 
ro decir algo filosófico. Desde que existe el derecho 
natural y se entiende que es esa suerte de contrato 
que celebramos los ciudadanos para darnos ley y una 
fuerza capaz de castigar a sus ofensores, la pretensión 
punitiva se ha transformado en la marca del Estado. 
Por ende, un Estado que renuncie a la capacidad de 
juzgar y punir el delito es un Estado incompetente. 


Ahora bien, en la Comisión, el propio doctor Gon- 
zalo Aguirre dijo que la caducidad es la extinción o 
pérdida de un derecho o facultad, que lo que ha ex- 
tinguido puede revivir, y que esta es una característi- 
ca del instituto de la caducidad en todas las ramas del 
Derecho. Por eso lo que estamos haciendo es resta- 
blecer plenamente la pretensión punitiva, que ha sido 
establecida pero en forma parcial, pues se ha actuado 
en los márgenes de la Ley de Caducidad, investigando 
aquellos casos no comprendidos, o sea, los de delitos 
cometidos por altos mandos, los que tuvieron lugar en 
el extranjero o los de sustracción de niños. Ya hemos 
tenido sentencia en casos de este tipo, pero con esta 
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iniciativa queremos restablecer la pretensión plena 
y devolverle al Estado las potestades. ¿Para qué? La 
confusión que se ha dado en este debate entre crí- 
menes de guerra y crímenes de lesa humanidad me 
parece muy grave; por tanto, quiero ser muy clara: 
pretendemos devolverle al Estado las potestades para 
que castigue los crímenes cometidos por el Estado 
como tal. Es el Estado criminal el que será juzgado a 
través de la responsabilidad individual de las perso- 
nas y, para entender este concepto, es indispensable 
considerar el marco de terrorismo de Estado. 


En ese sentido, se ha expresado dónde está tipi- 
ficado el terrorismo de Estado y. concretamente, el 
Miembro Informante, señor Senador Rafael Micheli- 
ni, se refirió al artículo 4” de la Ley N* 18.596, en el 
que se habla de las víctimas del terrorismo de Estado. 
Pero, ¿de dónde viene esta idea del Estado criminal? 
Para explicarlo voy a tomar una historia, no urugua- 
ya sino del mundo; o sea, tenemos una memoria del 
mundo a la que acudir. A eso se refirió el señor Se- 
nador Rubio cuando mencionó el Tribunal Militar 
Internacional de Núremberg, que se conformó para 
juzgar los crímenes nazis. Esta instancia impulsó un 
cambio en el modo en que se concebía el Derecho 
Internacional, porque creó un nuevo sujeto de infrac- 
ción: el Estado criminal; instituyó un nuevo delito: el 
crimen contra la humanidad; y limitó -sí, ¡limitó!- la 
soberanía de los Estados, al instaurar el derecho de 
injerencia. Estableció, además, que el castigo para los 
crímenes de Estado sería mucho más severo y ejem- 
plarizante que el infligido a los delitos de la sociedad 
civil. ¡Por favor! ¡No podemos comparar los delitos 
cometidos por un ciudadano común con los cometi- 
dos por el Estado! ¿Por qué? Porque la peligrosidad 
de la conducta delictiva del Estado radica en la po- 
tencial gravedad y masividad de sus crímenes, pues 
son ejecutados desde el poder, con el apoyo de las 
fuerzas militares y policiales y el aparato burocrático. 


En los artículos 7% y 8% del Tribunal Militar In- 
ternacional de Núremberg se suprimen las excusas 
atenuantes de la obediencia debida a un superior y se 
afirma el principio de la responsabilidad de las perso- 
nas concretas, desde el Jefe de Gobierno y los mandos 
militares hasta el funcionario civil. Por su parte, las 
Resoluciones N* 95 y N* 96 de la Organización de las 
Naciones Unidas confirman estos principios ampa- 
rando sin distinciones tanto a las personas inocentes 
como a los culpables de delitos enmarcados en el De- 
recho común, insurgentes, guerrilleros o terroristas, 
si el Estado los castiga con penas no previstas por la 
ley, por ejemplo, la tortura o la muerte. Los crímenes 
de Estado no se definen por la inocencia o por la can- 
tidad de las víctimas -se cometió un crimen cuando el 
Estado de Paraguay asesinó a mil indígenas-, sino por 
la violación de la ley moral, el Derecho Internacional 
y la propia legislación estatal. 
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A continuación, me voy a referir a un trabajo rea- 
lizado en el curso de Historia Contemporánea dicta- 
do por la Facultad de Humanidades y Ciencias de la 
Educación, en el marco del taller “La persecución de 
las minorías en el siglo XX”. Allí se dice que, en lo que 
respecta al genocidio armenio y el nazismo, los juris- 
tas advirtieron que la protección legal de las minorías 
no se hallaba totalmente garantizada por la Consti- 
tución y los tratados internacionales vigentes en el 
Estado, porque la voluntad de los gobiernos podía, 
en determinadas coyunturas, desconocer la Consti- 
tución o interpretarla arbitrariamente para imponer 
un endurecimiento represivo, suspender las garantías 
individuales y perpetrar impunemente los crímenes 
contra la humanidad. Para eso se apelaba a variados 
pretextos, como la agresión externa, el nacionalismo 
xenófobo o la amenaza del enemigo interno, tan co- 
nocida en nuestras tiendas. Así, los Estados, recurren 
a medidas ilegales en todos los tiempos, tanto de paz, 
de guerra, como de conflicto. 


El problema que se planteó en aquellos tiempos, 
hace sesenta años, era que por primera vez el Estado 
era considerado sujeto criminal. ¿Cómo se concilia- 
ba el Derecho Penal Internacional con la soberanía? 
Teóricamente, un Estado no debería rendir cuentas 
de lo que hace dentro de sus fronteras, pero tampoco 
podría exigir el respeto a las leyes que él mismo viola. 


En 1948, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó la Convención de la Prevención y 
Sanción del Delito de Genocidio, pero esta institu- 
ción tuvo jurisdicción recién en 1993. Por supuesto, 
la historia es larga. En la antigúedad la tortura era 
legítima. Fue en el siglo XVII, con la Revolución Fran- 
cesa, que el Derecho natural -es decir, el derecho a la 
justicia, a la igualdad, a la libertad y a no ser sometido 
a tratamiento cruel y despiadado- se plasmó en el De- 
recho positivo. En el trabajo que mencioné se señala 
que, desde entonces, el Estado se oculta para torturar 
y asesinar. El terror debe ser secreto, oculto o negado. 
Vulnerar las libertades puede ser justificado por el es- 
tado de guerra, pero asesinar o someter los cuerpos al 
tormento significa traspasar una frontera que despoja 
al gobierno de toda legitimidad. Así, los Estados sue- 
len acusar a sus víctimas de ser los verdaderos agre- 
sores y criminales. Son los culpables porque intentan 
destruir la nación, derrocar al gobierno, destruir la 
democracia liberal o el régimen político existente. 


Llegado a este punto, quiero hablar de una Con- 
vención de 1968, muy anterior a todas estas, que es 
la de Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra 
y de los Crímenes de Lesa Humanidad -citada por el 
señor Senador Rubio-, que entró en vigor el 11 de 
noviembre de 1970. El Artículo I dice que son críme- 
nes imprescriptibles, cualquiera sea la fecha en que 
se hayan cometido -icualquiera sea la fecha en que 
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hayan cometido!-, los de lesa humanidad, aun si esos 
actos no constituyen una violación del Derecho inter- 
no del país donde fueran cometidos, y los crímenes de 
guerra. Este tipo de crimen remite a una situación de 
guerra, porque se violan las leyes o usos de la guerra 
y quienes han sido acusados por estos crímenes -Jefes 
de Estado y de Gobierno-, han cometido asesinato, 
malos tratos a prisioneros de guerra, personas en alta 
mar, etcétera, etcétera. 


Nadie en su sano juicio puede afirmar que en este 
país hubo una guerra, por lo menos si quiere recurrir 
al marco de la normativa internacional que determi- 
na lo que es guerra y lo que no. 


Los crímenes de lesa humanidad son impres- 
criptibles desde 1968 y los Estados Partes quedaban 
obligados, en virtud de esa Convención, a adoptar 
todas las medidas internas necesarias para que la 
prescripción no se aplicara a los crímenes mencio- 
nados. Nuestro país aprobó el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional en el año 1998, pero esta 
Convención sobre Imprescriptibilidad entró en vigor 
en 1970. Cuando se hizo mención a este Estatuto de 
Roma para referirse al tema de la prescripción y de la 
irretroactividad de la ley penal más severa, se citaron 
los artículos 23 y 24 pero, ¿qué me dicen del artículo 
29, que se llama “Imprescriptibilidad”? El artículo 29 
dice: “Los crímenes de la competencia de la Corte no 
prescribirán”. Vayamos, entonces, al tema de la pres- 
cripción. No hay duda de que los delitos de lesa hu- 
manidad son imprescriptibles; así lo establece la Ley 
N* 18.026 que nosotros mismos aprobamos. Tampoco 
cabe duda de que los delitos de tortura y asesinato 
perpetrados por el Estado son de lesa humanidad. Sin 
embargo, en Comisión se dio una discusión por parte 
del doctor Gonzalo Aguirre, en la que manifestó que 
“no hubo un acto de genocidio ni un ataque genera- 
lizado contra la población civil”. Esto no se adapta 
al concepto de crímenes de lesa humanidad, ya que 
estos se definen como “comisiones del Estado” -o sea, 
hechos cometidos por el Estado- “en forma múltiple 
y sistemática contra grupos de personas”. ¿Qué otra 
cosa podríamos decir del Estado uruguayo cuando 
persigue y encarcela a sindicalistas y a representan- 
tes de grupos políticos definidos? ¿Qué podemos de- 
cir si esa no es una comisión múltiple, intencionada y 
sistemática contra determinados grupos de la pobla- 
ción civil? 


Debemos recurrir a la sentencia de la Corte In- 
teramericana de Derechos Humanos, donde la pres- 
cripción aparece como un obstáculo. A este respecto, 
hay un punto importante de esta ley que radica en 
por qué eliminamos del cálculo el tiempo en que la 
llamada Ley de Caducidad estuvo vigente. El señor 
Miembro Informante señaló varias veces que al impe- 
dido con causa justa no le corre término. ¿Qué dice 
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el doctor Pérez Pérez sobre este punto? Él expresa 
que quizás esto lo podrían haber resuelto los Jueces, y 
hubo varias intervenciones en el sentido de que ellos 
podían haber tomado esta decisión para sí en lugar de 
tener que hacerlo nosotros. Pero el doctor Pérez Pé- 
rez también expresó que “es algo realmente útil para 
que en el Poder Judicial haya una posición uniforme 
al respecto”. Y agrega: “es mentira que en Derecho 
haya dos bibliotecas; siempre hay tres: que sí, que 
no y que quién sabe”. En definitiva, todo aquello que 
impidió que se siguiera adelante o, incluso, que se 
presentara, constituyeron obstáculos e impedimentos 
para aquel que tenía una causa justa; esta es la razón 
por la que no le corre término. 


Quiero llamar la atención sobre la generalidad del 
principio de la irretroactividad de la ley penal más 
severa. En las discusiones sobre las leyes con pers- 
pectiva de género -permítaseme la digresión- hay una 
fuerte crítica a la aparente neutralidad de la pres- 
cripción, pues esta podría resultar en las limitaciones 
de las posibilidades de acceso a la Justicia de niños y 
adolescentes, especialmente en materia de violencia 
sexual; en ciertos casos, las víctimas de actos de vio- 
lencia pueden requerir un plazo mayor para tomar la 
decisión de efectuar una denuncia penal. Anoto esto 
simplemente a los efectos de demostrar que sí se está 
discutiendo el tema de las prescripciones y el de la 
irretroactividad de la ley penal más severa. 


Por su parte, el doctor Risso señaló en Comisión 
que la Corte entiende que en algunos casos de Dere- 
chos Humanos y de crímenes de lesa humanidad las 
causas pueden ser reabiertas y que el principio de 
irretroactividad de la ley penal más severa no puede 
servir como excusa para no investigar y sancionar. 


Por último, voy a referirme a un asunto que una 
vez más fue traído a colación: la voluntad popular y si 
las mayorías se equivocan o no. Por supuesto que las 
mayorías se equivocan. La normativa más reciente 
que tenemos sobre la democracia representativa es la 
que remite al derecho a las minorías, justamente para 
no ser aplastadas por el derecho a las mayorías, que 
es la primera formulación de la democracia pero del 
Siglo XIX; la formulación de la democracia del Siglo 
XX es la del cuidado de las minorías con relación a las 
mayorías. Aquí se habla de la eficacia jurídica de la 
consulta popular, y la pregunta que cabe es: ¿por qué 
no ha sido jurídicamente eficaz la consulta popular 
realizada en el año 2009? Remitiéndome nuevamen- 
te a expresiones vertidas en Comisión, de acuerdo 
con la opinión del propio doctor Aguirre -en esto hay 
dos bibliotecas, o tres, como diría el doctor Pérez Pé- 
rez-, una ley es superior si se ratificó en un referén- 
dum y es más difícil de desaplicar que las demás le- 
yes vigentes. Yo agrego: ¡vaya si lo será! ¡Demoramos 
veinte años en volver a presentar una iniciativa, pero 
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la llamada Ley de Caducidad no fue ratificada dos 
veces! Esto lo saben todos los que estuvieron aquí: 
fue confirmada en 1989, en un contexto de amenaza 
a la democracia en el cual los militares no se iban a 
presentar a declarar y demás; fue ratificada, pero en 
ese contexto específico. Sin embargo, el fracaso del 
voto rosado -a saber, la opción por “SÍ”- no ratificó la 
Ley de Caducidad; tampoco se consiguieron los votos 
suficientes para aprobar la enmienda constitucional. 
Que quede claro: solamente no se consiguió el núme- 
ro de votos suficiente. 


Si supusiéramos que hubo un consentimiento tá- 
cito y una voluntad mayoritaria del 52%, que no se 
pronunció, deberíamos preguntarnos por qué esta- 
mos tratando de aprobar en el Parlamento normas 
especiales sobre el consentimiento tácito, por ejem- 
plo, para la donación de órganos. ¿Por qué? Porque 
el consentimiento tácito en estas cuestiones no existe 
como figura jurídica respetada por lo menos por la 
inmensa mayoría de los juristas que se han expedi- 
do al respecto. Esto quiere decir que ese 52% no re- 
presenta la voluntad popular de ratificar la llamada 
Ley de Caducidad. Como esa es mi opinión, no voy a 
dar aquí la discusión sobre si los Derechos Humanos 
se plebiscitan o no, sobre si las mayorías tienen o no 
razón -defiendo las palabras pronunciadas por el ex 
Presidente Vázquez cuando dijo que las mayorías se 
equivocan y se remitió a la versión más contemporá- 
nea de la democracia representativa, que es la pro- 
tección de las minorías-, ni sobre la fuerza especial 
que el consentimiento popular otorga a una ley. 


La mayoría no ratificó esa ley; no es una ley con- 
firmada. Pretender que ese silencio del 52% de los 
votantes al “SÍ” de la reforma es equivalente al “SÍ” 
al referéndum contra la Ley de Empresas Públicas, es 
un error. Allí se dijo explícitamente que no se quería 
esa ley, y lo mismo sucedió con la reforma constitu- 
cional, que salió por muy poquito margen, es verdad, 
pero ello no obsta para que, de tanto en tanto, en esta 
Sala se quiera modificar la forma en que votamos. 
Comenzamos este Período de Gobierno con la idea de 
conformar una Comisión para estudiar la posibilidad 
de modificar la reforma constitucional, la forma en 
que votamos, los tiempos, los plazos y demás, y a na- 
die se le ocurrió que eso implicaba violar la voluntad 
popular. Tampoco a nadie se le ocurrió que la incor- 
poración del 4,5% de incremento para la educación 
en la pasada Ley de Presupuesto violentara la vo- 
luntad popular, que no acompañó ese aumento para 
la educación cuando fue plebiscitado como reforma 
constitucional. Nadie dijo que estábamos violando la 
reforma constitucional al aprobar un 4,5% de aumen- 
to para la educación. Tampoco a nadie se le ocurrió, 
por ejemplo, que estábamos violentando la voluntad 
popular cuando aprobamos la reforma constitucional 
que permitió separar las elecciones nacionales de las 
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departamentales, siendo que el 63% de la gente se 
había negado a la minirreforma que consagraba, en- 
tre otras cosas, la separación de las elecciones nacio- 
nales de las departamentales. 


Si el señor Senador Gallinal me permite, voy a 
traer a colación las inquietudes que planteó cuando 
preguntó qué necesidad había de insistir una, dos, 
tres y cuatro veces en eludir la decisión de la volun- 
tad popular y cuál era el propósito que animaba a 
quienes tienen tan obstinada necesidad de tratar el 
tema. Algo que anima no solo a muchos uruguayos, 
sino también a muchos argentinos, chilenos, brasi- 
leños y peruanos, es la búsqueda de la verdad y la 
justicia. Es cierto que no todas las leyes son justas, 
pero también es cierto que hay muchos principios de 
Justicia distintos; o sea que no hay una sola manera 
de entender la Justicia. 


En este proyecto de ley la lucha contra la impuni- 
dad tiene un solo aspecto, porque se han hecho mu- 
chísimas otras cosas que han contribuido a desman- 
telar esa suerte de doctrina de la caducidad que se ha 
convertido -según expresiones del periodista Roger 
Rodríguez- en un patrimonio nacional. Recordamos 
el referéndum de 1989, las marchas del silencio, el 
trabajo de las organizaciones de Derechos Humanos, 
el plebiscito por el voto rosado, la iniciativa de la ley 
interpretativa y la obstinada y ardiente paciencia de 
quienes hemos traído este tema una y otra vez, por 
aquello de que la única lucha que se pierde es la que 
se abandona. Votamos este proyecto de ley, no con la 
convicción de que va a cerrar el capítulo de la impu- 
nidad en la historia política del Uruguay, sino de que 
con esto se dará un paso adelante muy importante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Tiene 
la palabra el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Hace unas cuantas horas 
que estamos aquí, hemos escuchado intervenciones 
muy interesantes, en particular, la del señor Senador 
Gallinal, quien ha hecho una minuciosa exposición 
sobre el contexto en el cual fue aprobada la llama- 
da Ley de Caducidad, y siendo ya las 14 horas y 36 
minutos, tenemos la sensación de que estamos en el 
túnel del tiempo. 


Escuché los argumentos de la señora Senadora 
que me antecedió en el uso de la palabra y debo de- 
cir que hay cosas que realmente no puedo entender. 
Hace unos cuantos años que soy abogado, y cuando 
escucho decir que las mayorías se equivocan y que 
no siempre hay que respetarlas, se me eriza la nuca. 
Si esto es así, podríamos invertir los resultados de las 
votaciones para que terminemos ganando las mino- 
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rías porque, de esa forma, se respeta la opinión de la 
minoría, aunque sea una vez. Así, los que perdemos, 
terminamos ganando. Nunca he escuchado una teo- 
ría de esa naturaleza y advierto que el respeto de las 
minorías no tiene nada que ver con el acatamiento 
de los pronunciamientos populares. Parece ser que la 
gente no votó de la forma en que lo hizo y que no se 
pronunció en contra de la derogación de la llamada 
Ley de Caducidad en el año 1989. Debemos recordar 
que la relación de porcentajes en aquella instancia 
fue de 57% contra 43%. Como bien decía el señor 
Senador Pasquet, la diferencia fue de más de 300.000 
votos de uruguayos y uruguayas que se pronunciaron 
para que no quedara sin efecto la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado. 


Se podrá decir que en aquel momento había cierto 
temor a las represalias, pero la verdad es que no lo 
creo, porque en 1989 ya no había miedo en ese senti- 
do. Pudo haberlo habido en el momento de la sanción 
de la ley, cuando se produjeron, inclusive, amenazas 
de quiebre institucional. Sin embargo, cuando se 
produjo el referéndum de 1989, no había temor. Si 
esto hubiera sido así, qué dejamos para el plebiscito 
de 1980 o para las elecciones internas de 1982. En 
1989, nuestro país ya había logrado una consolida- 
ción democrática y la gente votó lo que le parecía. 
Como bien dijo el señor Senador Gallinal, una ley 
puede tener un contenido injusto, como sucede con 
todos los instrumentos de clemencia soberana y como 
lo tuvo la amnistía de los presos comunes y políticos 
la que, por supuesto, presenta una gran dosis de in- 
justicia. La denominada Ley de Caducidad también 
la tiene, porque forma parte de su naturaleza ínsita, 
y es el ingrediente fundamental de este tipo de leyes 
que son una mirada hacia adelante y un paso para 
la reconciliación de un país que ha vivido una etapa 
muy traumática de su historia. 


En esto también coincido con lo expresado por el 
señor Senador Gallinal, en el sentido de que todo esto 
está inexorablemente ligado al Pacto del Club Naval, 
porque forma parte del Acuerdo. Además, quien dijo 
que esto estuvo sobrevolando no fue Wilson Ferreira 
sino el propio General Líber Seregni, quien en aquel 
famoso debate televisivo que todos vimos, dijo con 
gran honestidad y nobleza que si bien no se escribe 
sobre estos temas, están presentes. Lo mismo dije- 
ron el General Queirolo, el General Medina y aque- 
llos otros que expresaron que a los vencedores no se 
les ponen condiciones y que nadie da todo por nada. 
Estoy recordando expresiones muy similares que re- 
flejan el contexto histórico que se vivió cuando se 
aprobó la ley. 


Posteriormente -tal como se dijo aquí en forma 
reiterada-, la misma fue convalidada por pronuncia- 
mientos populares y por el ejercicio de la democracia 
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directa en dos oportunidades, con una separación de 
veinte años entre una y otra. En una instancia se pro- 
movió un referéndum para derogar la Ley y, en otra, 
un plebiscito para reformar la Constitución, con el 
fin de anular la llamada Ley de Caducidad, ya que 
la anulación es un instituto que no existe en nues- 
tro régimen jurídico. La gente tampoco votó la refor- 
ma constitucional y, personalmente, considero que 
los pronunciamientos populares son sagrados y que 
debe acatarse su resultado. ¿Cuántas veces el par- 
tido de Gobierno ha utilizado estos instrumentos de 
democracia directa en la historia de los últimos años 
de este país? Muchas veces más de lo que lo hemos 
hecho nosotros, y entonces mal puede decirse que 
no ha habido un pronunciamiento claro, que la gente 
no entendió y que hay que respetar los derechos de 
las minorías. Sinceramente, creo que esto funciona 
exactamente al revés. 


Aquí se han leído declaraciones de los principales 
dirigentes como, por ejemplo, las del General Seregni 
o las del Presidente Mujica, acompañado por el actual 
Vicepresidente de la República. Tengo aquí un dis- 
curso de Tabaré Vázquez, cuando se conmemoraba el 
33% Aniversario del Frente Amplio, que dice textual- 
mente: “Hace varios años trabajamos fuertemente 
para derogar esa ingrata, infame y triste ley de impu- 
nidad, trabajamos todos nosotros con mucha fuerza. 
Quien habla integró el Ejecutivo de la Comisión por 
el Voto Verde y fue Secretario del área de Finanzas. 
Trabajamos para conseguir las firmas y lograr que el 
pueblo uruguayo se expidiera, hubo que trabajar muy 
duro, fue muy difícil, pero las firmas se juntaron y 
el pueblo uruguayo se expidió en una expresión de 
democracia directa que nosotros defendemos como 
una herramienta fundamental, y en esa expresión 
del pueblo lamentablemente desde nuestro punto 
de vista no pudimos derogar esa ley de impunidad. 
Si defendemos la democracia directa, si defendemos 
la opinión que el pueblo debe dar en instancias fun- 
damentales para el país lo tenemos que defender en 
todas las instancias, cuando esa resolución nos es fa- 
vorable y también cuando nos es adversa y fue adver- 
sa para los intereses de quienes queríamos derogar la 
ley de impunidad, por tanto vamos a respetar esa ley 
de caducidad...” Estas son las declaraciones que hizo 
Tabaré Vázquez en 2004. 


Hoy estamos otra vez en lo mismo, ya que se habla 
de derogar con efecto retroactivo -esto lo afirmaron 
casi todos los especialistas que vinieron a la Comisión 
de Constitución y Legislación, salvo el doctor Pérez 
Pérez- y de que prácticamente implica la anulación 
que ya estaba contenida en la reforma constitucional 
que se propuso, ya que allí se preveía lo relativo a 
la interrupción del instituto penal de la prescripción. 
Esto también estaba en el proyecto de ley que estuvi- 
mos discutiendo aquí el 12 de abril. Tengo en mi po- 
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der la versión taquigráfica de esa Sesión y puedo con- 
firmar que allí también se trató este punto. En aquel 
momento, el proyecto de ley se aprobó en el Senado, 
un señor Senador renunció a su banca y otro pidió 
licencia. Luego, el día anterior a que el tema se consi- 
derara en la Cámara de Representantes, el propio se- 
ñor Presidente de la República vino a convencer a los 
Diputados de que no lo votaran. Reitero que estamos 
hablando de un proyecto de ley que tenía los mismos 
efectos que tiene el que hoy estamos analizando. En- 
tonces, si eso pasó en el mes de abril, ¿cómo estamos 
ahora, en octubre, otra vez discutiendo la misma so- 
lución anterior? Se ve que hoy los votos están pero, 
en lo personal, no entiendo la falta de coherencia, el 
cambio de dirección y el andar zigzagueante por el 
cual un día se dice que sí y otro que no. 


Además, ahora se hace caudal de la sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos res- 
pecto al caso Gelman, pero la misma ya había sido 
dictada en el mes de abril, porque ese era uno de 
los temas que vino a defender el Canciller Luis Al- 
magro en la Comisión de Constitución y Legislación. 
Recuerdo que en aquel momento le preguntamos si 
venía a la Comisión en calidad de Canciller o como 
dirigente del Frente Amplio, a lo que respondió que 
estaba allí en calidad de Canciller. Esa es una de las 
cosas más absurdas que he visto en mi vida política, 
porque luego de que el Canciller elabora un proyecto 
de ley y lo presenta ante una Comisión, el Presidente 
de la República manda votarlo en contra. Realmente 
no entendemos los cambios de rumbo y de dirección, 
porque lo cierto es que ahora, otra vez, estamos aquí 
sentados en el Senado discutiendo prácticamente lo 
mismo, buscando el mismo resultado y asistiendo a las 
mismas flagrantes violaciones de la Constitución de 
la República. Esto último fue dicho por prácticamen- 
te todos los especialistas que se acercaron a la Comi- 
sión de Constitución y Legislación, ya que el principio 
de irretroactividad de la ley penal es algo sagrado en 
nuestro ordenamiento jurídico. Esto lo dijo el doctor 
Gonzalo Aguirre, con su particular brillantez, en la 
Comisión de Constitución y Legislación: “Como todos 
sabemos, la retroactividad es inadmisible en materia 
penal y no funciona. Si bien de acuerdo al artículo 
29 del Estatuto de la Corte Penal Internacional del 
Tratado de Roma y según el artículo 7% de nuestra 
Ley N” 18.026, los crímenes de lesa humanidad son 
imprescriptibles, lo cierto es que el Estatuto -en su 
artículo 24 o 23- consagra como principio general de 
Derecho Penal el de la irretroactividad”. El señor Se- 
nador Gallinal lo dijo cuatro veces y también lo seña- 
laron los otros Senadores de la oposición: la irretroac- 
tividad se ha establecido en el Estatuto de Roma y en 
el Pacto de San José de Costa Rica. La propia ley que 
aprobó este Estatuto de Roma, además y como si esto 
fuera poco, en su artículo 2% dice: “En su condición 
de Estado Parte del Estatuto de Roma, la República 
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Oriental del Uruguay asegurará su aplicación en el 
marco del pleno funcionamiento de los poderes del 
Estado en el ámbito de sus respectivas competencias 
y con estricta observancia del ordenamiento consti- 
tucional de la República”. No tengo ninguna duda de 
que acá hay clarísimas violaciones de la Constitución 
de la República. Entonces, si por aplicación de es- 
tas normas supranacionales en materia de derechos 
humanos, por la teoría del bloque de los Derechos 
Humanos y la supremacía de aquellos que mejor 
protegen los Derechos Humanos, estamos aplicando 
esto, creo que estamos violando todo lo que tenemos 
que violar. Insisto en que para mí hay una flagrante 
violación. Además, acá también se dijo que estamos 
mirando esta realidad con un ojo tapado, porque po- 
demos estar de acuerdo con que hubo delitos de lesa 
humanidad, pero también se dijo acá que este Esta- 
tuto de Roma prevé cuatro tipo de causas criminales 
que son perseguibles por su régimen sancionatorio. 
Uno de ellos es el que se define como crímenes de 
guerra y acá estos no están contemplados. Recuerdo 
que el señor Senador Gallinal planteó en su interven- 
ción -como también se hizo en la Comisión de Cons- 
titución y Legislación- por qué no se contemplaba 
acá el caso de aquellos civiles que hubieran cometido 
estos gravísimos delitos, que en el Estatuto de Roma 
son categorizados como crímenes de guerra cuando 
se señala: “La Corte tendrá competencia respecto de 
los crímenes de guerra en particular cuando se co- 
metan como parte de un plan o política o como parte 
de la comisión en gran escala de tales crímenes”. Es- 
tos crímenes -atentados con bombas, robos, secues- 
tros, homicidios, lesiones gravísimas; en fin, hubo de 
todo-, a mi juicio, entran en esta categorización de 
crímenes de guerra o visiblemente intencional, como 
la tortura, la destrucción o la apropiación de bienes 
no justificados y la toma de rehenes. Todo esto fue 
moneda corriente, desde el robo de las armas del Tiro 
Suizo, en mi pueblo de Colonia Suiza, en adelante; 
creo que fue en el año 1963 durante el Gobierno co- 
legiado del Partido Nacional. ¡Quién podía pensar 
que en ese entonces estaban amenazadas las Insti- 
tuciones y que había violación de derechos humanos! 
Sinceramente yo, que tengo unos cuantos años, no 
admito esa interpretación y lectura de la historia. No 
había nada de eso; había un régimen democrático con 
plena y absoluta vigencia. Y allí se empezaron accio- 
nes francamente subversivas, delitos del fuero común 
que perfectamente podrían caracterizarse como crí- 
menes de guerra, de acuerdo con la definición del 
Estatuto de Roma que rige en nuestro país. No fue así 
y, además, uno puede pensar que la Ley de Amnistía 
operó respecto de aquellos que habían sido privados 
de su libertad, muchas veces en condiciones de re- 
clusión inhumana, muy dura, muy severa, excesiva- 
mente larga y sin las garantías de la justicia penal 
independiente y juzgados por tribunales militares, 
por el imperio de la ley de seguridad, pero también 
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es cierto -hoy lo leí en el diario- que se habla de 35 
personas que nunca sufrieron ninguna pena, nunca 
fueron privados de su libertad porque se exiliaron, se 
escondieron o lo que fuere. Entonces, ¿no podemos 
juzgar a esas personas, pero sí pensar que los agentes 
del Estado tienen una responsabilidad mayor porque 
tienen a su favor todos los recursos materiales y ju- 
rídicos del Estado? Pero los que asesinaron siendo 
agentes privados, ¿por qué no tienen que ser someti- 
dos a un condigno castigo? Me parece que esto lo te- 
nemos que mirar con los dos ojos, con la mirada bien 
abierta, tal como lo propuso el propio ex Presidente 
de la República, doctor Tabaré Vázquez, en un pro- 
yecto de ley que hoy recoge el Partido Nacional que 
apunta a que se repare a los familiares de las víctimas 
de la sedición, que no son pocos. La lista que figu- 
ra en ese proyecto de ley refiere a 55 personas que 
perdieron sus vidas, entre civiles, militares y policías, 
en la lucha contra la guerrilla. Entonces, ¿no tienen 
estos el mismo derecho que tuvieron todos aquellos 
que también sufrieron y que contaron con doce leyes 
que los fueron beneficiando para pensiones, restitu- 
ciones, ascensos y todo lo que fuere? Me parece bien 
que se repare ese terrorismo de Estado, pero también 
me parece muy bien que se repare a toda esa gente 
que fue consecuencia de un enfrentamiento armado 
donde las dos partes fueron responsables. Insisto en 
que esta situación debe mirarse con los dos ojos y no 
que se tape un ojo y se diga: “los únicos responsables 
son esos” y que haya que hablar de terrorismo de Es- 
tado. No, hubo dos responsables y, tal como se dijo 
acá, nosotros a veces fuimos sujetos pasivos de toda 
esa violencia, pero eso sí, nunca nos enarbolamos ni 
nunca adherimos al ataque de las instituciones que 
se hizo aquí, porque si hay una cosa que los naciona- 
listas podemos reivindicar es que siempre estuvimos 
en contra de esta supresión de las libertades y de este 
terrible período que vivió el país. Me parece que esto 
es tener los ojos en la nuca; es una visión sectorial, 
parcializada y equivocada; es nuevamente un intento 
de violación del Estado de Derecho, y creo que nada 
ampara más las libertades que el respeto íntegro del 
precepto Constitución de la República. Si nosotros 
nos acostumbramos a que podemos violarla más o 
menos, vamos por mal camino. La democracia está 
absolutamente consolidada, pero hay que cuidarla to- 
dos los días y el respeto a la Constitución y al orden 
interno son absolutamente fundamentales. El día en 
que nos acostumbremos a que haya mayorías ocasio- 
nales -como en este caso- que puedan sacar adelante 
un proyecto como este, vamos por mal camino. Es 
un mal precedente; no es coherente; se ha torcido 
el rumbo varias veces, para atrás y para adelante, y 
ahora no sabemos a qué atenernos. 


Creo que es un enorme error y vamos a votar con 
profunda convicción en contra de este pésimo pro- 
yecto de ley. 


25 de octubre de 2011 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Conti- 
nuando con la lista de oradores, tiene la palabra el 
señor Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: esta discu- 
sión es compleja y, a la vez, simple; tiene una dimen- 
sión jurídica innegable -a la que nos vamos a referir-; 
tiene una dimensión política, pero también tiene, y 
no se puede omitir, una dimensión ética. Es en ese 
plano, el ético, en el que hay muy pocas cosas para 
decir; sin embargo, son muy importantes. Unas ve- 
ces, el calor del debate y otras, el manejo interesado 
de la discusión, nos atrapan en una maraña de argu- 
mentos jurídicos y de fundamentaciones políticas y se 
olvida la esencia de lo que estamos resolviendo. 


La impunidad es un veneno que corroe todo el 
cuerpo de la sociedad uruguaya, por lo que terminar 
con ella no es solamente una obligación para cumplir 
con la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, sino que es un imperativo ético. 
La impunidad es intolerable éticamente, porque 
vulnera los principios básicos de la humanidad y 
de la esencia republicana. La impunidad es parte 
de un chantaje a la democracia; es una renuncia a 
una porción esencial de la justicia, y es resignar un 
espacio fundamental de libertad. También es, señor 
Presidente, la negación de la verdad y la legitimación 
de la mentira. Quiero expresar con mucha fuerza 
una conclusión que no puede esconderse. Quienes 
denunciamos los crímenes de la dictadura siempre 
dijimos la verdad. Nos acusaron de todas las cosas; 
intentaron e intentan silenciar nuestra voz, pero la 
vida y la lucha han demostrado que siempre dijimos 
la verdad y que los impunes y quienes defienden la 
impunidad son los que siempre han mentido. Primero 
negaban la existencia de presos políticos. Luego 
negaron la tortura. Después dijeron que no había 
niños desaparecidos y también que los desaparecidos 
eran mentira y estaban en Suecia. Los tuvimos que 
escuchar diciendo que no había nadie enterrado en 
ningún cuartel. 


Siempre mintieron y siguen mintiendo. 


Allí están los miles de testimonios de la cárcel, los 
cientos de testimonios de la tortura; allí están Ma- 
carena, Mariana y Simón; allí están los cuerpos de 
Fernando Miranda y de Ubagesner Chávez Sosa, en 
el Batallón de Infantería N* 13 y en una chacra de la 
Fuerza Aérea; y ahora está otro cuerpo, de otro supli- 
ciado, esta vez en el Batallón de Infantería Paracai- 
dista N* 14. 


¿Quién mentía y quién decía la verdad? 


Quienes votaron la llamada Ley de Caducidad, 
quienes la siguen defendiendo, no defienden solo la 
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impunidad; no es un concepto en abstracto y general, 
es bien concreto y tiene nombres y apellidos. 


Quienes defienden la impunidad defienden a los 
impunes. Una cosa es inseparable de la otra y no vale 
hacerse el distraído. 


Defienden a los impunes que ni siquiera alegan 
inocencia; al contrario, hicieron y hacen ostentación 
de sus crímenes, se beneficiaron e hicieron carrera 
militar y también civil con ellos. No dicen ser ino- 
centes; confiesan ser culpables, pero quieren seguir 
siendo impunes. 


Quienes defienden la impunidad, defienden a 
secuestradores de niños, violadores, torturadores, 
asesinos y “desaparecedores” de seres humanos. De- 
fienden a Gavazzo, a Cordero, a “Pajarito” Silveira, 
a Medina, a los que secuestraron a María Claudia 
Irureta Goyena de Gelman con 19 años, embaraza- 
da, a quien trajeron de Argentina, le robaron su bebé 
y la mataron. Defienden a los que tuvieron a 67 ni- 
ños como presos políticos, que nacieron en prisión 
o fueron detenidos con sus padres y sumaron entre 
todos ellos 47 años de prisión. Defienden a los que 
torturaron a más de 30 militantes de la Unión de Ju- 
ventudes Comunistas, menores de edad, en Treinta y 
Tres; defienden a los que asesinaron a Nibia Sabalsa- 
garay, torturándola hasta la muerte; defienden a los 
que torturaron y desaparecieron a la maestra Elena 
Quinteros; defienden a los que torturaron a más de 
diez mil uruguayas y uruguayos; defienden a los que 
encarcelaron durante años a más de diez mil urugua- 
yos; defienden la picana, los colgamientos, el caballe- 
te, los plantones, las palizas, las violaciones, el uso de 
drogas, los simulacros de fusilamiento. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori) 


-Eso pasó en nuestro país y es lo que seguirá im- 
pune si no se vota esta ley. 


Puede intentar esconderse la consecuencia de la 
posición política tras discursos jurídicos y argumen- 
tos pseudo republicanos, pero la esencia, lo que fi- 
nalmente importa es eso. La pregunta que hay que 
responder es: ¿se está con la impunidad y con los im- 
punes o no? 


Y lo reitero: ¿los secuestradores de niños, violado- 
res, torturadores, asesinos y desaparecedores de perso- 
nas deben quedar impunes o no? Á esas dos preguntas, 
nosotros, sin una sombra de duda, respondemos que 
NO. No estamos con la impunidad ni con los impunes. 


Estamos con la verdad y la justicia y queremos 
más democracia y más libertad, y eso es incompatible 
con la impunidad. 
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A los niños, mujeres y hombres que sufrieron la 
represión y la enfrentaron con dignidad y humani- 
dad; a las víctimas de los impunes, a los que resis- 
tieron, de todos los Partidos, ideologías y credos; a 
los que fueron silenciados y calumniados durante dé- 
cadas: a todos ellos nuestro reconocimiento y el de 
nuestro Partido; a todos ellos nuestro compromiso; a 
ellos nuestro voto. 


Señor Presidente: en nuestro país han ocurrido 
hechos muy graves en materia de violación de los de- 
rechos humanos. En Uruguay se ha violado el dere- 
cho a la vida, a la integridad psicofísica y a la libertad 
dentro y fuera del territorio nacional de multiplicidad 
de personas, las cuales han sido víctimas del terroris- 
mo de Estado -sí, del terrorismo de Estado-, tal como 
lo establece el artículo 4% de la Ley N* 18.596. El 
terrorismo de Estado existe en nuestra legislación -fi- 
gura en esta Ley-; pero de no ser así, tendríamos que 
plasmarlo en una norma, pues para eso estamos. 


Sin embargo, a pesar de la gravedad de dichas vio- 
laciones, se ha reconocido que al Poder Judicial le 
cuesta incorporar los nuevos conceptos jurídicos del 
Derecho Internacional con respecto a los Derechos 
Humanos. 


Nuestros jueces admiten que se han formado “en 
un país donde el tema de los derechos humanos no 
preocupaba, no integraba nuestra formación curri- 
cular, porque además Uruguay era y es un país de 
arraigada tradición democrática y de efectiva vigencia 
del Estado de Derecho y de las garantías de la tutela 
de los derechos humanos”. Entonces -dice el Magis- 
trado- “nos tomó por sorpresa que Uruguay fuera de- 
mandado ante la Corte Interamericana y condenado 
como país violador de los derechos humanos.” 


Y continúa el señor Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia reconociendo que “hay que inten- 
sificar la educación permanente, ya no solo en de- 
rechos humanos sino en Derecho Internacional, en 
Derecho Humanitario, que la propia Suprema Cor- 
te de Justicia ha considerado incorporado a nuestro 
Derecho Constitucional a través del artículo 72 de la 
Constitución.” 


En estas importantes declaraciones -programáti- 
cas, diríamos nosotros, pues surgen a partir de una 
autocrítica de reconocer carencias y vacíos, y esta- 
blecen posibles y necesarias medidas hacia el futuro-, 
se enfatiza el compromiso de “capacitar a jueces y a 
fiscales en Derecho Internacional, y a profundizar en 
los fundamentos que llevan al Derecho Internacional 
a aplicar, por ejemplo, el delito de desaparición for- 
zada, porque así lo ordena la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos contra el Es- 
tado uruguayo.” 
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Partiendo de este reconocimiento de nuestra 
máxima autoridad judicial, es bueno recordar que en 
el estado actual de civilización se admite la existen- 
cia de valores o principios que consideramos pautas 
rectoras de convivencia y hacen al interés general de 
la comunidad de naciones, y ninguna disposición in- 
terna, ninguna convención entre países, puede con- 
tradecirlos válidamente. 


El reconocimiento de estas normas se ubica en 
el vértice del ordenamiento jurídico de nuestro De- 
recho. 


La evolución del Derecho como respuesta a la bar- 
barie y a los actos inhumanos sistemáticos y gene- 
ralizados contra la población civil fue consolidando 
la noción de crimen de lesa humanidad y su castigo 
como norma de jus cogens -de fuente mixta, de ori- 
gen consuetudinario- se reforzó luego con los trata- 
dos internacionales. 


Sobre esta base, los crímenes de lesa humanidad 
marcados por una norma de jus cogens quedan, para 
su castigo, bajo el régimen jurídico que establece que 
a las personas indagadas y responsables no se les pue- 
de conceder asilo ni refugio y que no puede existir 
instrumento de naturaleza alguna que les asegure 
la impunidad. En otras palabras, no son amnistia- 
bles por naturaleza. Son crímenes de juzgamiento 
obligatorio y necesario; son crímenes de jurisdicción 
universal. Esta concepción de que las desapariciones 
forzadas, la tortura y la ejecución extrajudicial duran- 
te las dictaduras latinoamericanas constituyen críme- 
nes de lesa humanidad fue recogida por la Corte In- 
teramericana de Derechos Humanos y especialmente 
relacionada con el Plan Cóndor, el caso Goiburú. Allí 
se dice: “Estas prohibiciones de la tortura, de la des- 
aparición forzada son contempladas en la definición 
de conductas que se considera afectan valores o bie- 
nes trascendentales de la comunidad internacional y 
hacen necesaria la activación de medios, instrumen- 
tos y mecanismos nacionales e internacionales para 
la persecución efectiva de tales conductas y la san- 
ción de sus autores con el fin de prevenirlas y evitar 
que queden en la impunidad. Es así como, ante la 
gravedad de determinados delitos, las normas de De- 
recho Internacional consuetudinario y convencional 
establecen el deber de juzgar a sus responsables. En 
casos como el presente esto adquiere especial rele- 
vancia pues los hechos se dieron en un contexto de 
vulneración sistemática de derechos humanos... lo 
que genera para los Estados la obligación de asegurar 
que estas conductas sean perseguidas penalmente y 
sancionados sus autores”. 


Nuestro punto de vista es lógico. El Derecho no 
está integrado solamente por las normas internas, 
sino también por las de Derecho Internacional de los 
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Derechos Humanos que están en el vértice del orde- 
namiento jurídico. 


Si esto es así -y para nosotros lo es-, el Estado -los 
Estados- debe remover todos los obstáculos jurídicos 
y de hecho para garantizar el acceso a la Justicia. El 
Estado no puede argúir ninguna ley ni disposición 
interna ni puede argumentar en base a su Derecho 
interno para eximirse de la obligación jurídica de pro- 
ceder a la investigación, cooperación o juzgamiento 
de estos crímenes. Asimismo, no puede argumentar 
la prescripción, la cosa juzgada, el non bis in ídem 
-no repetir dos veces lo mismo-, la irretroactividad 
de la ley penal, ni otro excluyente de responsabilidad 
que sustraiga a un indagado de la Justicia. No puede 
excusarse de su deber de juzgar. 


Si esto es así, más lo es después del fallo de la 
Corte Interamericana de Justicia en el caso Gelman 
versus Uruguay. El Estado uruguayo, por intermedio 
de todos sus órganos, debe cumplir y hacer cumplir 
la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Gelman versus Uruguay. 


De aquí entonces, en atención a esa sentencia, el 
Estado tiene el deber de disponer la inaplicabilidad de 
cualquier excluyente de responsabilidad penal, como 
prescripción e irretroactividad de la ley penal, para 
juzgar los crímenes de la dictadura. La sentencia es 
obligatoria e inapelable. En el párrafo 226 de la sen- 
tencia se señala que las leyes de amnistía, en caso de 
graves violaciones a los derechos humanos, son ma- 
nifiestamente incompatibles con la letra y el espíritu 
del Pacto de San José de Costa Rica, pues infringen 
lo dispuesto en los artículos 1.1 y 2, por cuanto im- 
piden la investigación y sanción de los responsables 
de las violaciones graves a los Derechos Humanos y, 
consecuentemente, el acceso de las víctimas y sus fa- 
miliares a la verdad de lo ocurrido y las reparaciones 
correspondientes. Obstaculiza así el pleno, oportuno 
y efectivo imperio de la Justicia en los casos perti- 
nentes; en cambio, favorece la impunidad y la arbi- 
trariedad, al tiempo que afecta seriamente el Estado 
de Derecho. Por estos motivos se ha declarado que, a 
la luz del Derecho Internacional, vértice de nuestro 
Derecho, ellas carecen de efecto jurídico. 


La Suprema Corte de Justicia reconoce en forma 
expresa la supremacía del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos al respecto. Ello ocurrió en la 
Sentencia 365/2009, en el caso de Nibia Sabalsaga- 
ray. Allí se establece que la regulación actual de los 
Derechos Humanos no se basa en la posición sobera- 
na de los Estados, sino en la persona, en tanto titular 
-por su condición de tal- de derechos esenciales que 
no pueden ser desconocidos en el ejercicio del poder 
constituyente, ni originario ni derivado. 
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Por lo tanto, a la luz de esta sentencia y de otras 
26 posteriores, es claro el esfuerzo por adaptar la le- 
gislación nacional a los estándares internacionales de 
protección de los Derechos Humanos; ratificar por 
vía legal el compromiso del Estado uruguayo con la 
idea más avanzada de que ciertos crímenes afectan 
la dignidad humana; y clarificar en forma inequívoca 
que los términos procesales para este tipo de conduc- 
tas no podrán ser computados mientras que la pre- 
tensión punitiva no estuviese vigente. 


En torno a la prescripción, la no aplicación del 
instituto de la prescripción es una consecuencia de la 
incompatibilidad de la Ley N* 15.848 con el Pacto de 
San José de Costa Rica y la consiguiente carencia de 
efecto jurídico. Es de allí que deriva la no aplicación 
de la prescripción, tal como señaló el doctor Pérez 
Pérez en su comparecencia en la Comisión de Cons- 
titución y Legislación del Senado. Si lo quisiéramos 
remitir a un principio jurídico general -dijo el pro- 
fesor, y lo compartimos- sería más bien al de que “al 
impedido con justa causa no le corre término”. 


Por otra parte, la aprobación de este proyecto de ley 
contribuirá a resolver “la bifurcación, la generación 
de corrientes jurisprudenciales contrarias”, tal como 
señaló el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
Leslie Van Rompaey. Eso es algo realmente útil para 
que en el Poder Judicial haya una posición uniforme 
al respecto y no ocurra que algunos digan que en 
determinados casos rige el mismo principio por el 
cual en el plazo de prescripción no se computó el 
tiempo de dictadura y otros digan que no rige. 


Por otro lado, queremos señalar nuestro conven- 
cimiento de que el proyecto de ley que estamos tra- 
tando no declara delictivo algo que no lo fuera en el 
momento en que se cometió y que no establece una 
pena más severa. 


Finalmente, de aprobarse este proyecto de ley es- 
tamos removiendo esa pesada mochila que lleva la 
sociedad uruguaya y que también, por qué no decirlo, 
pesa sobre los propios militares, cuya generación ac- 
tual no merece cargar ese peso que los marca, al igual 
que a todos aquellos que no participaron -cualquiera 
sea su generación- en delitos de lesa humanidad. 


Estamos muy tranquilos, muy firmes, señor Pre- 
sidente, votando este proyecto de ley y sabemos que 
vamos en compañía de esas amplias mayorías activas 
que, sin lugar a dudas, estarán... 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR LORIER.- Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: quise esperar a que terminara el señor Senador 
Lorier para decir lo siguiente. He asistido a unas 
cuantas sesiones parlamentarias en varios Períodos 
legislativos y he visto gente que se apasiona, que agra- 
via, que insulta, que pierde los estribos -a veces en el 
calor de la discusión y, otras, guiada por pasiones de 
las cuales nadie está libre-, pero confieso que pocas 
veces he visto un insulto tan largo a los que vamos a 
votar en forma distinta al señor Senador Lorier como 
el que se expresó en los primeros párrafos de su in- 
tervención. 


SEÑOR PASQUET.- ¡Apoyado! 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Además, esto ni 
siquiera se puede atribuir a la pasión porque el señor 
Senador leyó su discurso. De la lectura de la versión 
taquigráfica se va a poder constatar que allí aparecen 
párrafos donde hace responsables de muertes de ni- 
ños, de secuestros, de violaciones y de robos a quie- 
nes votamos distinto que él. Pocas veces vi una serie 
de agravios más larga que la que el señor Senador 
acaba de lanzar sobre los que pensamos distinto. Y 
repito que no pudo deberse a un rapto de pasión -que 
en este caso todos podemos tener- porque lo hizo en 
forma deliberada; preparó y escribió su discurso ayer 
o, quizás, hoy de mañana. En este sentido, solicito, 
señor Presidente, que lea la versión taquigráfica. Y 
como alguien más la va a leer algún día para estudiar 
historia, no quería que terminara el señor Senador 
Lorier y no figuraran mis expresiones -que segura- 
mente representa la opinión de muchos- acerca de las 
barbaridades que se han dicho aquí, que son una falta 
de respeto a los que piensan distinto. Quizás proven- 
gan de quien tiene una formación política distinta, 
pero son inadmisibles en este ámbito. Yo nunca he 
sido tan agraviado como lo fui en los treinta minutos 
que acaban de pasar. ¡Es realmente una vergúenza 
lo que sucedió aquí! Los que votamos, en un sentido 
u otro, lo hacemos de acuerdo a nuestra conciencia. 
Creo que se pasó el Reglamento por alto y no se apli- 
caron los artículos 85 y 86 cuando hubo insultos; y se 
nos faltó el respeto. 


Entonces, si bien voy a hacer uso de la palabra 
dentro de unos instantes, no quería que en la secuen- 
cia lógica de la Sesión quedara sin señalar esta ex- 
presión de repudio y rechazo absoluto a los conceptos 
que se han manejado respecto de los que pensamos 
distinto. Y no me gustaría hacer inferencias, con dis- 
tintos nombres y circunstancias, para achacárselas al 
señor Senador Lorier ni a su Partido. 


Gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: barbarida- 
des son las que se hicieron en este país y siguen im- 
punes; esas son barbaridades reales, que afectaron 
la vida de miles de personas, que han significado los 
mayores sacrificios y que han destrozado la existencia 
de uruguayos y uruguayas. ¡Esas son barbaridades! 
Tenemos que saber que todavía hoy existe impunidad 
en este país y esa es otra barbaridad. Eso es lo que 
nosotros expresamos. El sayo que se lo ponga quien 
quiera; no hemos aludido directamente a nadie. Acá, 
el señor Senador Lacalle se entiende agraviado y se 
pone un sayo que nosotros directamente no le coloca- 
mos. A él le corresponde lo mismo. Las barbaridades 
no son las que se han dicho acá sino las que se han 
hecho en nuestro país. Nosotros lo que hicimos fue 
referirnos a ellas en este Cuerpo. 


Señor Presidente: al final de mi exposición me es- 
taba refiriendo a un tema relacionado con los milita- 
res. Vuelvo a decir que tanto para los que integran las 
nuevas generaciones como para los que, aún viviendo 
los peores acontecimientos, supieron mantenerse al 
margen de las barbaridades que se cometieron contra 
seres humanos, este tipo de proyecto de ley permi- 
te acercarnos a la verdadera y real pacificación, la 
única, la que va a permitir separar la paja del trigo, 
la que va a servir para recobrar el verdadero sentido 
del ejército artiguista, esto es, la unión de las fuerzas 
armadas con su pueblo. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Le reconozco al 
señor Senador Lorier una habilidad dialéctica muy 
propia de su formación filosófica, que siempre se ad- 
mira; cree que me va a rozar diciendo que me puse 
un sayo, como si me hubiera sentido responsable. 
Quiero decirle que, en todo caso, no me puse un sayo 
sino la toga de Senador porque creo que agravió a 
todos los Senadores que opinan distinto. ¡Lean la ver- 
sión taquigráfica cuando se nos pretende involucrar 
en los crímenes! 


Señor Presidente: ¡estuve donde había que estar 
cuando vinieron las difíciles! 


SEÑOR GALLINAL.- Es verdad. 
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SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me van a decir 
que la bomba me la pusieron los del Sacré Coeur en 
la puerta de mi casa? Cuando me secuestró José Arab 
Fernández, después de ejercer violencia moral y física 
sobre mi mujer, embarazada del hoy Presidente de la 
Cámara de Representantes, no sé dónde estaban los 
otros. Así que sayos, no; banderas, todas: la de la Pa- 
tria y la del Partido Nacional. Ahora, ino vamos a per- 
mitir que desde el Partido Comunista o de donde sea 
se nos insulte y se nos haga poco menos que cómpli- 
ces de delitos! Si nosotros hiciéramos inferencias con 
signo contrario, le prendíamos fuego a la pradera y no 
estoy para eso. Sabemos de qué lado estaban los que 
mataron, los que secuestraron y robaron; fueron de 
los dos. Quiero dejar aquí mis palabras porque estoy 
a favor de la paz, pero no puedo permitir el enchastre 
del que se ha pretendido que seamos objeto. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- En nombre del Partido Colo- 
rado quiero contestar esta alusión política que es una 
verdadera infamia que acaba de perpetrar el señor 
Senador Lorier. Dijo que quienes votamos la llamada 
Ley de Caducidad hemos mentido deliberadamente y 
hemos sido cómplices de una serie de delitos atroces 
que enunció en forma detenida y pormenorizada. ¡Yo 
digo que quien miente es el señor Senador Eduardo 
Lorier cuando nos hace cómplices de esas atrocida- 
des que nosotros condenamos, como lo hacemos con 
todas las que se cometieron en este país! ¡Lo que de- 
fendemos es una solución que emana de la voluntad 
popular y se inscribe en la Constitución de la Repú- 
blica y en la ley! ¡El señor Senador no tiene ningún 
derecho a atribuirnos intenciones subalternas y a 
decir que estamos defendiendo crímenes que siem- 
pre hemos condenado! ¡Los hemos condenado en voz 
alta y los hemos llamado como lo que son: crímenes! 
¡No bajamos la voz ni hablamos de errores y equivo- 
caciones para referirnos a las muertes causadas por 
un bando y gritamos para hablar de crímenes cuando 
los perpetra el otro bando! ¡A todos los condenamos 
por igual y hemos defendido lealmente lo que cree- 
mos es el camino para que estas cosas no vuelvan a 
pasar! ¡Si queremos realmente que nunca más haya 
terrorismo de Estado ni ningún otro terrorismo, ni 
muertes de un lado ni del otro, a nuestro criterio el 
camino que debemos seguir es el de respetar la vo- 
luntad popular y la Constitución! Algunos pueden 
pensar que los caminos son otros, pero nadie tiene 
derecho a insultar y a pretender enlodar, no solamen- 
te a los Senadores que hoy van a votar como nosotros, 
sino al millón cien mil uruguayos que en 1989 confir- 
maron la Ley de Caducidad, creyendo sinceramente 
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que era lo mejor para el país. ¡Lo habrán hecho en el 
acierto o en el error, pero fue con la intención patrió- 
tica de asegurar las instituciones democráticas en el 
Uruguay y no para encubrir algún crimen! ¡No tene- 
mos por qué hacer eso! ¡No lo hemos hecho nunca 
ni tampoco defendimos crímenes cometidos en otra 
parte del planeta simplemente porque responden a la 
convicción de quienes nos dan órdenes! ¡A nosotros 
nadie nos da órdenes salvo el pueblo que nos vota y 
nos pone acá! 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR SOLARI.- ¡Ni tampoco escribimos un edi- 
torial en “El Popular” a favor del golpe! 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Solari 
está anotado en la lista de oradores para hacer uso de 
la palabra. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: al parecer 
se han caldeado los ánimos de esta discusión en la 
que, por lo menos, veníamos escuchándonos. Muchas 
veces es difícil reencauzar una discusión en la que 
parecería que se reiteran otras discusiones que ya se 
han dado en el Parlamento. Desde hace mucho tiem- 
po discutimos esto en Sala, y lo hemos hecho tenien- 
do este tipo de enfrentamientos que no son nuevos, 
en los que parecería que unos a otros nos acusamos 
de quién fue más opositor, quién tuvo más sacrificios 
y quién cometió pecados en el pasado. 


Recién el señor Senador Solari mencionó algo, que 
quizá no haya sido registrado en la versión taquigráfi- 
ca, en esta situación de exaltación de la discusión po- 
lítica, pero que es importante recordar. ¿Quién le dijo 
a la dictadura: “¡Adelante, Generales del pueblo!? ¿O 
no nos acordamos de los Comunicados 4 y 7? ¿No 
recordamos el editorial de “El Popular”? ¿Hicieron 
un “mea culpa” aquellos Partidos que creyeron que 
venía una dictadura “peruanista” de izquierda, por- 
que se hablaba de la nacionalización de la banca y 
de una reforma agraria? Y dijeron: “¡Adelante, Ge- 
nerales del pueblo!”. Miren lo que pasó; hasta ahora 
estamos con esto. Aclaro que mi Partido no lo dijo. 
En un memorable discurso, Wilson Ferreira Aldunate 
observó esta situación y le advirtió a estos Partidos 
que estaban siendo socios de la dictadura en su na- 
cimiento. El Partido Nacional fue quien advirtió esta 
situación. Y fue Wilson Ferreira Aldunate, aquí mis- 
mo y en los medios de prensa, quien lo denunció. ¿O 
no nos acordamos de lo qué pasó? Entonces, ¿en qué 
adelantamos yéndonos para atrás e insultándonos en 
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una discusión en la que queremos dar vuelta una pá- 
gina triste, horrible, espantosa de nuestra historia? Yo 
no voy a hacer culpable al Partido Comunista porque 
apoyó los Comunicados Nos. 4 y 7. ¡Sería una barbari- 
dad que se hiciera responsable al Partido Comunista, 
que alentó a la dictadura en su nacimiento! ¡Cómo 
voy a hacer eso! ¡Si lo hiciera sería una bestia! Pero 
también sería una bestialidad si decimos que aquellos 
que votamos leyes pacificadoras somos socios de los 
asesinatos que se cometieron. 


Entonces, señor Presidente, más allá de querer 
dar vuelta la página y tratar de reencauzar una discu- 
sión que hasta ahora veníamos dando en un plano de 
respeto, coincido con las observaciones del señor Se- 
nador Lacalle Herrera en cuanto al agravio que sintió 
en lo personal y sintió nuestro Partido cuando se trata 
de hacernos ver como socios de algo que combatimos 
y ¡vaya que nos costó combatir! No necesitamos dar 
muestras acá de los costos que tuvo nuestro Partido 
Nacional al combatir la dictadura. 


SEÑOR LORIER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Le doy la interrupción al señor 
Senador para que diga lo que tenga que decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LORIER.- Seré breve y no para intensi- 
ficar la discusión, como manifestó el señor Senador 
preopinante, sino para aclarar dos cosas. 


En primer lugar, siempre dijimos, en esas circuns- 
tancias, que la cuestión no era entre castristas y cas- 
trenses; lo que dividía a nuestra sociedad no eran los 
militares por un lado y los antimilitares por otro; la 
cuestión -decíamos en aquel momento- era entre el 
pueblo y la oligarquía. 


En segundo lugar, a la luz de las intervenciones 
realizadas, es esencial manifestar el enorme papel 
que tuvieron las fuerzas más democráticas del Parti- 
do Nacional formando Convergencia Democrática en 
el exterior, y luego aquí, en innumerables acciones 
comunes con el Frente Amplio y con las fuerzas de- 
mocráticas en general para recuperar la democracia. 
Sería una gran equivocación no reconocer esto. Am- 
bas cosas son parte de la realidad histórica de nuestro 
país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 
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SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: me gustaría 
comenzar a generar el mismo clima que veníamos 
dando, con opiniones distintas, pero como es mi cos- 
tumbre, le concederé una interrupción al señor Se- 
nador Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: para 
contribuir a reencauzar el debate, quiero decir que 
todos podemos tener un momento de pasión, más allá 
de que se escriba o no el discurso. 


Minutos antes se nos dijo que éramos golpistas, 
que estábamos haciendo un golpe técnico, y ni si- 
quiera dejamos la constancia correspondiente. Pro- 
curamos tratar temas tan complejos y delicados con 
la mayor altura posible. Por supuesto que cada uno 
tiene derecho a decir lo que desee y a dejar todas las 
constancias que crea convenientes; sean escritas O 
no, las cosas quedan por escrito. Se supone que esta 
es una Cámara integrada por hombres y mujeres li- 
bres, en la que cada uno podrá dejar su constancia, 
pero a la hora de marcar a los culpables o tirar una 
piedra no sé si alguien podrá hacerlo en esta Sala. Si 
el señor Senador Heber nos convoca a continuar con 
el debate como veníamos, me sumo a él, haciendo 
una contribución desde este lado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Voy a comenzar con mi alocu- 
ción, porque considero que las consideraciones de 
carácter político que hicimos pertenecen al enfren- 
tamiento que acabamos de tener entre el Partido Na- 
cional y el Partido Comunista. 


Como Presidente del Directorio del Partido Nacio- 
nal y junto con los Secretarios, recibimos a una dele- 
gación del Frente Amplio encabezada por el señor Jor- 
ge Brovetto. En aquel momento, a quienes recibimos 
a las autoridades que acabo de mencionar nos pareció 
que generábamos un ámbito no público, de conversa- 
ción sobre un tema que nos interesa que cicatrice y 
que puede ayudar a concebir el proceso del tan ansia- 
do y famoso “Nunca más” que el país viene buscando 
desde hace muchos años. Con este espíritu, el Direc- 
torio del Partido Nacional recibió a esa delegación en- 
cabezada, como dije, por Jorge Brovetto e integrada 
también por Diputados y Senadores, entre los cuales 
estaba la señora Senadora Xavier y los señores Dipu- 
tados Aníbal Pereyra y Orrico. En esa oportunidad -me 
acompañaba el señor Senador Penadés- conversamos 
con la delegación sobre estos anuncios, sobre la pre- 
ocupación de esta fuerza política por lo que ocurriría 
el 1 de noviembre, es decir, por la instancia de la 
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prescripción de muchos de estos delitos, y sobre la 
necesidad de cumplir con la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, dando las señales que el propio 
fallo establecía. En aquel momento la representación 
del Frente Amplio nos dejó un proyecto de declara- 
ción, no un proyecto de ley, aunque se anunció que 
se iba a enviar una iniciativa. Es lógico pensar -y creo 
que muchos señores Senadores lo dijeron a lo largo 
de la discusión- que lo más importante son las señales 
que da este Poder Legislativo en función del fallo de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Estaba 
claro que el camino era convocar a la Asamblea Gene- 
ral para votar un proyecto de declaración -nos dejaron 
cinco puntos para estudiar, que tengo en mi poder- a 
modo de mea culpa y asumiendo la cuota de responsa- 
bilidad sobre las cosas que pasaron, aunque no fuimos 
actores sino que, por el contrario, fuimos víctimas de 
lo sucedido con respecto al terrorismo de Estado que 
se vivió a partir del año 1973. 


La semana pasada nos enteramos de que el Fren- 
te Amplio tenía la intención de votar un proyecto de 
ley, pero con tanto apuro, que nos llamó la atención, 
porque sabíamos que había poco tiempo, que el plazo 
vencía el 1% de noviembre, pero no esperábamos que 
dicha fuerza política, de golpe, y luego de la actitud 
que demostró al habernos visitado en nuestra propia 
Casa para plantearnos un proyecto de declaración, 
quisiera votarlo con tanta urgencia. Fue así que nues- 
tros compañeros Senadores tuvieron que pedir un 
compromiso político hasta el día de hoy a efectos de 
tener tiempo de pronunciarnos sobre el proyecto de 
ley, ya que no habíamos podido consultar a los juris- 
tas sobre su importancia y trascendencia. Recién ayer 
pudimos reunir en el Directorio del Partido Nacio- 
nal a las principales figuras de nuestro Partido y a los 
señores Senadores que están trabajando en el tema 
para que nos brindaran su opinión y así lograr una 
definición. Por lo tanto, en el día de ayer se votó, por 
unanimidad, una declaración de nuestro Partido con 
respecto a este proyecto de ley. 


Esto es lo nuevo, señor Presidente; sin embargo ya 
hemos tenido esta discusión. Muchos de los argumen- 
tos que hemos escuchado acá no hacen otra cosa que 
reiterar la discusión que hace pocos meses tuvimos 
en este mismo recinto frente a la interpretación y la 
procura de la anulación de la llamada Ley de Caduci- 
dad. No voy a reiterar los argumentos que ya han sido 
planteados y que hemos escuchado reiteradamente 
en este Hemiciclo. Sí voy a señalar algunas cosas que 
me quedaron en el tintero y que el Parlamento hace 
bien en recordar. ¿Vamos a seguir culpándonos sobre 
cómo actuamos en el pasado? ¿Vamos a negar la cuo- 
ta de responsabilidad que cada uno tiene? 


En una oportunidad anterior, en esta misma Sala, 
pregunté algo que me interesa saber desde el pun- 
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to de vista histórico y hoy voy a reiterar la pregunta: 
¿por qué el Frente Amplio abandonó la lucha popular 
en cuanto a debilitar a la dictadura? 


En aquel momento había una movilización po- 
pular que terminó con la llegada de Wilson Ferreira 
Aldunate al país; luego fue preso y, por lo tanto, nos 
retiramos de las conversaciones y negociaciones. A 
partir de allí hubo una suerte de abandono a los com- 
promisos que desde el Obelisco habíamos asumido 
como fuerza política. 


Pregunté ayer, pregunto hoy y seguramente pre- 
guntaré mañana y no obtendré respuesta: ¿por qué 
de golpe se abandona la lucha popular contra la dic- 
tadura a la que habíamos debilitado en el plebiscito 
del año 1980, en las movilizaciones, en los actos del 
cine Cordón y del Obelisco, y en las elecciones in- 
ternas? Veníamos debilitándolos y apareció el apuro. 
Claro que no nos extrañó, y por eso respetamos la 
opinión del Partido Colorado, que fue anunciada por 
el doctor Sanguinetti a Wilson Ferreira en Bolivia. 
Lo dijo claramente: él creía y aún continúa creyen- 
do en lo que se hizo. Es así que hasta el día de hoy 
tenemos esa discusión con el doctor Sanguinetti, 
que decía que la dictadura estaba demasiado fuerte 
y había que llegar a una negociación. Nosotros no 
compartimos esa tesis. Ahora bien, no era la posi- 
ción del Frente Amplio que, de pronto, abandonó la 
lucha popular, y se sentó a negociar junto a quienes 
hoy pretende poner presos, que fueron los actores 
y responsables directos del terrorismo de Estado y 
quienes dieron las órdenes y las llevaron adelante. 
Esta pregunta la he reiterado en el tiempo y hasta 
ahora no he recibido respuesta y no la voy a tener. 
¿Que se cobre al Partido Nacional, en su lucha con- 
tra la dictadura, en la llamada Ley de Caducidad o 
que se diga que es inconstitucional? ¡Por supuesto 
que es inconstitucional! Que alguien me explique 
cómo se sale de un estado de hecho, no de derecho, 
con leyes ajustadas a la Constitución cuando ella no 
existe. ¿Alguien me lo puede explicar? Wilson lo dijo 
en la Explanada Municipal cuando todos creyeron 
que iba a reaccionar: “Esta no es nuestra salida; no 
es el camino que los blancos queríamos como sali- 
da democrática, pero no vamos a retroceder ni un 
milímetro en democracia y en libertad, porque este 
camino que eligió la gente al consagrar al doctor 
Sanguinetti como Presidente de la República es el 
camino que eligió el pueblo”. Hubo un plebiscito, 
una salida propuesta y un pronunciamiento popular. 
“El cambio en paz” que propuso el doctor Sangui- 
netti era el camino que había que seguir, que no era 
el nuestro sino el del Frente Amplio y el del Partido 
Colorado. Repito: no era el camino elegido por el 
Partido Nacional. Dijimos: “No vamos a retroceder 
en democracia y en libertad; vamos a avanzar” y allí 
surgieron los sucesos que provocaron la llamada Ley 
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de Caducidad, que hoy fueron admitidos por la se- 
ñora Senadora Moreira cuando dijo que cuando se 
votó había un determinado contexto. Lo mismo dijo 
el señor Senador Gallinal en nombre del Partido Na- 
cional al comienzo de la Sesión. Si tuviéramos que 
votar hoy la ley de Caducidad, obviamente que en 
este contexto no la votaríamos. No es una ley que 
busque justicia, ni es constitucional, sino que es una 
ley pacificadora. 


En una ocasión el señor Senador Pasquet mani- 
festó -y lo repito porque me parece un buen concep- 
to- que el solo hecho de que en la actualidad el Presi- 
dente de la República sea el ex señor Senador Mujica, 
habla muy bien de lo que hemos logrado con respecto 
a la afirmación institucional y política. ¿Dónde están 
los riesgos de golpe ahora? ¿Acaso hay riesgos? ¿Hay 
movilización militar o ellos están procurando hacer 
valer sus derechos en democracia, como corresponde 
a cualquier ciudadano del Uruguay? El derecho que 
se nos negó a nosotros, hoy está a disposición de todos 
los ciudadanos, incluso de ellos, porque eso es vivir 
en democracia y en libertad. 


Nosotros, señor Presidente, no admitimos que se 
diga que esto es una “ley de impunidad”, no porque la 
defendamos, sino porque consideramos que es pacifi- 
cadora, política, en un camino que no era ni es el del 
Partido Nacional, sino del Frente Amplio y del Parti- 
do Colorado. Hay unos que la admiten francamente, 
mientras que otros no la admiten y les da vergúenza 
hacerlo; pero es la verdad. Es la verdad, señor Pre- 
sidente. Es la salida. ¿De quién? ¡Pero si es la salida 
que se pactó! ¡Es la salida que se buscó! Como dijo 
el General Medina y no fue desmentido -lo digo con 
el respeto que cabe-, nadie entrega todo a cambio de 
nada. Esto tampoco fue incluido en el famoso debate 
que se realizó en un canal de televisión días antes de 
votar esta ley, donde se admitió por parte del General 
Seregni -lo mencionó el señor Senador Moreira- que 
el tema sobrevolaba o estaba subyacente. ¿Qué clase 
de negociación es aquella donde voy, pido todo, no 
admito nada y no entrego nada? ¿Hubo una rendi- 
ción por parte de la dictadura? ¿No era que estaba 
fuerte? ¿No era que había que negociar porque iba 
a durar? ¿No era que no se tenía que abandonar la 
lucha popular -no la lucha armada, que se hizo con- 
tra la democracia no contra la dictadura- en la calle? 
Se suponía que debíamos abandonar esa lucha, pues- 
to que sería muy larga y teníamos que negociar por- 
que la dictadura era muy fuerte. Si era muy fuerte, 
¿qué se le entregó en esa negociación a las Fuerzas 
Armadas? ¿Nada? ¿Le van a hacer creer al pueblo 
uruguayo -no al Partido Nacional, sino a sus propios 
militantes- que en la negociación del Frente Amplio 
con los militares solamente se les exigió? ¿No era que 
estaban tan duros y había que sentarse a negociar, 
porque de lo contrario iban a durar muchos años? 
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Por eso, señor Presidente, sobre todas las discusiones 
que hemos tenido, no obtendremos una respuesta, 
porque no la hay. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- En seguida se la concedo. 


¡Por lo menos aquellos que se sentaron con los 
militares y pactaron no nos acusen, a quienes no nos 
sentamos con estos y no pactamos, de que estamos 
con la impunidad! Es lo mínimo que podemos pedir. 


(Intervención de la señora Senadora Xavier que 
no se escucha.) 


-Estoy diciendo, justamente, que quienes en defi- 
nitiva se sentaron a pactar hoy levantan su voz para 
acusar a nuestro Partido porque no pactó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No dialoguen, señores 
Senadores. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: por algo es 
que mucha gente perteneciente al Frente Amplio nos 
ha dicho -no voy a decir quién, porque no es bue- 
no ventilar públicamente conversaciones de carác- 
ter particular o personal- que no estaban de acuerdo 
con el Pacto del Club Naval. ¿Por qué no estaban de 
acuerdo dentro de su propia fuerza política, incluso 
gente que estuvo presa? Me han confesado perso- 
nalmente: “Yo nunca estuve de acuerdo con lo que 
se pactó en el Club Naval” ¿Por qué? ¡Si se entregó 
todo! No se estuvo de acuerdo porque hubo subya- 
centemente una admisión de que aquí iningún mili- 
tar iba preso! Esto es lo que estaba implícito en esa 
negociación, ¡y no le demos más vueltas para explicar 
lo que es inexplicable, porque es así! La denominada 
Ley de Caducidad, que es una mala ley, pudo poner 
presos a muchos de los nombres que mencionaba el 
señor Senador Lorier. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Baráibar.) 


-Siempre traté de imaginarme lo que hubiera ocu- 
rrido si a Wilson Ferreira Aldunate le hubiera tocado 
ser Presidente de la República, y si la llamada Ley 
de Caducidad hubiera estado vigente y no se hubiera 
sentido esa suerte de “balde de agua fría” que hoy 
narraba el señor Senador Michelini, que dijo que des- 
pués de aquel plebiscito, en seguida de la ley, que- 
dó una sensación de quietismo. Esta situación sor- 
prendió a los movimientos que procuraban verdad y 
justicia, que se habían opuesto a la denominada Ley 
de Caducidad, llevando adelante un plebiscito. Digo, 
además, que quien encabezaba ese plebiscito era una 
compañera de mi Partido y que la cara visible de esa 
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Comisión, fue nada más ni nada menos que la viuda 
de Gutiérrez Ruiz, Matilde Rodríguez Larreta de Gu- 
tiérez Ruiz, quien combatió el plebiscito y quien peleó 
porque se juntaran las firmas y se procurara ganar 
el voto verde. Además, la llamada Ley de Caducidad 
cortó a la mitad al Partido Nacional, en voto verde y 
voto amarillo. Lo que nunca cortó al Partido Nacional 
por la mitad ni en una mínima parte fue la defensa de 
la libertad y la Constitución de la República. Ahí no; 
ahí no estábamos divididos, señor Presidente. 


Le iba a conceder una interrupción al señor Se- 
nador Baráibar, pero como está como Presidente, sigo 
adelante con mi intervención. 


Esto para nosotros es muy importante. Acabamos 
de tener un reconocimiento por parte del señor 
Senador Lorier, como partido político, a la lucha que 
el Partido Nacional hizo en el exterior y acá adentro 
ini que hablar! Ya me voy a referir a la que hicimos 
aquí, pero debo recordar ahora la que realizó Wilson 
y Juan Raúl en la Convergencia Democrática. ¡Claro 
que sí! ¡Cómo no nos íbamos a juntar con todos 
los partidos en el exterior para poder debilitar a 
un aparato represivo y asesino, como el que existía 
en el país! ¡Claro que sí! Claro que trabajamos y 
duramente. Bastante nos costó: exilio, separación, 
muertes. Entonces, que hoy y aquí se le vengan a 
cobrar cuentas al Partido Nacional, ino! Se podrán 
discutir nuestros posicionamientos, como nosotros 
discutimos los posicionamientos que en el pasado se 
tuvieron, previos a la denominada Ley de Caducidad. 
¡Claro que se pueden discutir! Pero nosotros ahora 
no venimos aquí a cobrar cuentas, sino a comprender 
el momento histórico que estamos viviendo, donde 
sistemáticamente, por más que han existido 
iniciativas, no hemos podido cicatrizar heridas que 
siguen estando abiertas. No lo podemos hacer contra 
la opinión del pueblo. ¿Qué organización llevó el 
tema del plebiscito? Si todos fuimos testigos, quizás 
pasivos, de esta presión que existió sobre el Gobierno, 
y si hasta de mala gana muchos dirigentes del Frente 
Amplio votaron y firmaron, idigamos las cosas como 
son: sí hubo presión! A último momento, el señor 
Presidente de la República, que hacía pocos años 
había hablado del nunca más, firmó para lograr anular 
la Ley! ¡Fue a último momento! ¡Digamos la verdad! 
¡Pero bien dicha! ¡Fue obligado! Ahora bien, señor 
Presidente, las organizaciones y el Frente Amplio, 
que promovieron el plebiscito y cometieron un error 
al juntarlo con el tema electoral, ¿no fueron capaces 
de advertirlo? Ahora no se puede venir con tesis 
bastantes extrañas como las que hemos escuchado 
acerca de qué vale más, si el 52% o el 48%. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- La 
Presidencia comunica que ha llegado a la Mesa una 
moción presentada por el señor Senador Penadés, 
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para que se prorrogue el tiempo de que dispone el 
señor Senador Heber para hacer uso de la palabra. 


Se va a votar la moción presentada. 

(Se vota:) 

-23 en 25. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: tal como he- 
mos escuchado hoy, se puede decir que en la instan- 
cia plebiscitaria no hubo oposición. Cuando un perio- 
dista nos consultaba sobre el tema, respondíamos que 
no acompañábamos, porque no creíamos lo de la anu- 
lación, pero nuestro Partido no hizo una campaña en 
contra del plebiscito. Tuvieron toda la cancha libre. 
En definitiva, si no se pudo alcanzar el 50% es por- 
que no hubo el suficiente número de ciudadanos que 
estuvieran de acuerdo con esa iniciativa; por eso no 
se logró el porcentaje. Entonces, decir ahora que el 
52% de los ciudadanos no era partidario de la impuni- 
dad, no me parece una tesis aceptable. Obviamente, 
nadie es partidario de la impunidad, el 100% no lo es; 
¿quién es partidario de la impunidad? Solamente al- 
guien que esté preso por esos delitos o sus parientes. 


En lo personal, entiendo que lo que tenemos que 
abordar en esta instancia es un tema relativo a la Su- 
prema Corte de Justicia, y siendo así, no entiendo por 
qué en el proyecto se incluyó este artículo 1%. Ese 
aspecto lo explicó mejor que yo, con mucha tran- 
quilidad y firmeza, el señor Senador Gallinal, y fue 
meridianamente claro al exponer el punto de vista 
jurídico. No pretendo repetir esos argumentos porque 
ya lo dijo muy bien nuestro compañero de Bancada. 
Creo que el artículo 1” reitera lo anterior, y nos pre- 
guntamos por qué el Frente Amplio trae de vuelta una 
iniciativa que hace unos meses fue rechazada. Si se 
hubiera saldado este tema cuando se trató el proyecto 
que recibió el voto negativo del Representante Sem- 
proni, no lo estaríamos discutiendo nuevamente acá. 


Tenemos que analizar el tema de la prescripción 
y de los delitos de lesa humanidad. En estos asuntos, 
como se podrá comprender, no hay que considerar solo 
los elementos de carácter jurídico, porque son tam- 
bién eminentemente políticos. Sobre lo que aquí se ha 
dicho con respecto a tratar de cumplir con los fallos 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
que nosotros suscribimos, pensamos que simplemen- 
te deben ser cumplidos. Y no somos nosotros quienes 
tenemos que decir al Poder Judicial lo que tiene que 
hacer. Esa es la diferencia de criterio que mencionó 
el señor Senador Michelini cuando habló de una con- 
versación personal que había mantenido conmigo. 
Precisamente, esa diferencia de criterio consiste en 
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que no creo que seamos nosotros quienes tengamos 
que indicar al Poder Judicial cómo debe opinar en 
esta materia. La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y los tratados suscritos, de alguna manera 
nos obligan, pero es la Suprema Corte de Justicia, el 
Poder Judicial, la institución que debe actuar en estos 
casos. Es notorio que no todos los integrantes de este 
Cuerpo estamos formados en materia jurídica, por lo 
que creo que no es el Parlamento el que debe opinar 
en este tema, sino el Poder Judicial. Si actuáramos de 
esa forma estaríamos invadiendo una esfera de acción 
sobre la que, a nuestro juicio, ya se ha decidido y nada 
cabe agregar al respecto. En esta tesis están alineados 
muchos comentarios de juristas, entre ellos, los de los 
doctores Martín Risso y Durán Martínez, quienes re- 
presentan nuestra opinión en las distintas versiones 
que se han dado en la Comisión. 


El tema que nos preocupa y nos deja en una si- 
tuación que no nos permite encontrar los caminos 
jurídicos más adecuados, es el relativo a la prescrip- 
ción. En lo personal, al igual que le sucede al señor 
Senador Gallinal -con quien hemos hablado sobre 
este punto-, todavía no entiendo -tal vez por no tener 
formación jurídica- el alcance de la prescripción pe- 
nal para los delitos graves. No comprendo el concepto 
jurídico o la concepción filosófica que está detrás de 
la prescripción con referencia a los delitos de lesa hu- 
manidad, a los de guerra y a los graves. Y aclaro que 
no estamos hablando de la prescripción de aquellos 
delitos de lesa humanidad que se dan en una situa- 
ción de hecho. Estoy hablando de otro tipo de delitos, 
de quien mata a otra persona. ¿Por qué prescribe a 
los 20 años un delito de esa naturaleza? He escu- 
chado atentamente toda la discusión de hoy y sigo 
sin entenderlo, y si no puedo entenderlo no lo puedo 
acompañar. Claro que ese no es el asunto a discutir 
hoy, pero este tipo de proyectos de ley traen a la dis- 
cusión temas que, realmente, son de gran profundi- 
dad y generan debate. ¿Por qué tiene que prescribir, 
después de 20 o 30 años, el delito cometido por una 
persona que mató a otra? Comprendo que no prescri- 
ban los delitos de lesa humanidad, pero en esto quedó 
muy clara la posición de nuestro partido en cuanto a 
desde qué fecha los delitos son considerados de lesa 
humanidad. Por consiguiente, creo que esa discusión 
está laudada y no la vamos a seguir llevando adelan- 
te. Ya está, nuestra opinión fue dada. Ahora bien, al 
darse esta discusión, traemos nuevamente ese tema 
porque no entendemos la razón de que haya que bus- 
car artilugios para alargar períodos de prescripción 
para delitos que son gravísimos. Quizás esto sea mo- 
tivo para una discusión posterior pero no para hoy, 
porque el debate está viciado con la situación que te- 
nemos planteada. 


Por último, no puedo evitar hacer una mención a 
un tema de carácter personal que no está ajeno a mi 
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pensamiento, a mi razonamiento, a mi ánimo, a mi fa- 
milia. Seguramente el 1% de noviembre también pres- 
criba el delito por el cual mi familia recibió un ataque, 
que no fue solamente dirigido a mi familia, sino a la 
dirigencia del Partido Nacional, a Carlos Julio Pere- 
yra, a Luis Alberto Lacalle Herrera y a mi padre, y que 
tuvo como víctima inocente a mi madre. Este tema 
no puede ser ajeno a este razonamiento; ese delito 
también prescribe el 1? de noviembre. Muchas veces 
me he preguntado -y lo he hablado con mis hermanos 
y hermanas- si en realidad la muerte de una persona 
inocente que acompañaba a alguien que estaba de- 
dicado a la actividad política -era una gran compa- 
ñera- y comprometido con la defensa de la libertad y 
la Constitución, no tuvo como razón la defensa de la 
Constitución de la República. En realidad, ella murió 
por la Constitución y por la libertad. Yo no puedo estar 
aquí ni en ninguna parte de este país si no honro su 
memoria, su tolerancia y su defensa de la democra- 
cia en un país que en aquel momento se nos iba de 
las manos, que se había vuelto violento, porque había 
violentos de un lado y del otro. Pero ella, repito, murió 
por la Constitución y por la libertad. Yo también tengo 
que venir aquí a defender la Constitución, porque mi 
Partido lo hace y porque ella lo hizo. Poco honraría 
su memoria si hoy votara una norma inconstitucional 
para tratar de averiguar quién mandó aquellas bote- 
llas de vino. De esa forma estaría borrando su me- 
moria y el motivo de su lucha, así como el motivo de 
lucha de su marido, mi padre, Mario Heber, que peleó 
para que aquí rigiera lo que hoy rige, es decir, la Cons- 
titución y la democracia. Hoy rige la Constitución, hoy 
rige la democracia, estamos en plena libertad y los que 
peleamos hemos ganado contra quienes avasallaron la 
Constitución y nos quitaron las libertades. ¡Triunfa el 
bien! Quizás haya un castigo que no veré para los cul- 
pables de este tipo de atrocidades. No lo sé; pero sí sé 
que mi madre murió por algo y que su sangre sigue 
defendiendo los mismos valores por los que ella luchó. 
Es una tranquilidad moral y ética que hoy llevo con 
mi familia, con mis hermanos, porque si bien soy el 
que tiene una posición pública, todos ellos saben del 
sacrificio que nuestra familia hizo para defender estos 
valores, que son los del Uruguay y no solamente los 
de mi partido. 


Es por esto, señor Presidente, que no vamos a 
acompañar este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
vamos a votar negativamente el proyecto de ley some- 
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tido a consideración del Senado y en esta muy breve 
intervención simplemente vamos a marcar dos clases 
de temas. Vamos a tener dificultades en contarle, no 
ya a nuestros hijos sino a nuestros nietos, toda esta 
historia reciente del Uruguay -que va dejando de ser 
reciente en la medida en que pasa el tiempo-, sobre 
la cual creo que lo peor que ha ocurrido es pretender 
contarla sesgadamente. Hay dos maneras de corrom- 
per la verdad: una es contar la mitad de la verdad y 
otra es usar el lenguaje en forma equívoca. Si la me- 
moria colectiva -que es la Historia- se escribe sesga- 
damente, se está agraviando a esa memoria colectiva; 
y si a las palabras se les pretende dar otro sentido, 
se vuelve imposible la comunicación entre los seres 
humanos. Y para que conste, porque son muchos los 
que la relatan de otra manera, voy a recordar los prin- 
cipales episodios de la Historia reciente, la Historia 
que hemos vivido -por lo que quizás la sentimos más 
cercana-, la Historia en la que hemos sido espectado- 
res y, a veces, modestos partícipes. 


Se ha instalado en la enseñanza, en alguna parte 
de la prensa y en el discurso político una versión ma- 
niquea de la Historia, una visión en la cual se cultiva 
blanco y negro, bueno y malo, en una ignorancia total 
de lo que es la historia de los seres humanos pero, 
además, en la tergiversación de episodios y el silencio 
de circunstancias que fueron reales, tanto como que 
las vivimos y sufrimos muchas veces. Diría que acá 
tenemos que analizar dos tramos de la Historia del 
país: 1963-1973 y 1973-1984, es decir, 21 años dra- 
máticos en nuestra historia. En esos 21 años se pro- 
ducen hechos que nadie puede negar y voy a hablar 
de ellos sin ningún calificativo. 


En 1963 se inicia la lucha armada de los distintos 
grupos que fueron denominados genéricamente 
“la sedición”. Comienzan en un país gobernado 
democráticamente, con todas las libertades, con 
opciones de muchísimos partidos para votar: Partido 
Nacional, Partido Colorado, Partido Comunista, 
Unión Cívica -creo que en ese entonces ya era PDC-, 
Unión Popular, Partido Trotskista, etcétera, con 
absoluta libertad de prensa y libertad de expresión. 
En ese momento irrumpe en la historia del país un 
grupo minoritario que considera -muchas veces la 
soberbia es la compañía de las minorías- que sabe 
más que la gente votando, que es capaz de ver con 
claridad donde las mayorías no veíamos -es decir, 
una actitud típica de soberbia- y decide proceder 
a la cirugía política en un país que practicaba la 
terapéutica. Gobernaba el Partido Nacional; en 
1966 es electo el General Gestido -nuevamente en 
régimen constitucional- y al año, a su muerte, es 
sucedido por don Jorge Pacheco Areco, que era su 
Vicepresidente. Luego se llevan a cabo las elecciones 
de 1971 y se llega al año 1973. 
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El golpe de Estado -cirugía política máxima- que 
se practicó en ese momento es muy peculiar; no es el 
golpe tradicional latinoamericano, para el cual nues- 
tro país no tenía materia prima, no tenía masa críti- 
ca, por decirlo de alguna manera. Empieza de una 
manera extraña y una revista norteamericana que se 
refería a los episodios de 1973 -que son dos: los de fe- 
brero y los de junio- decía con mucha exactitud y muy 
gráficamente que se había tratado de un golpe de Es- 
tado en cuotas. Efectivamente, aquí hubo un episodio 
de anuncio en febrero y otro ya definitivo en junio de 
1973. ¿Qué peculiaridades lo alejaban de ese esque- 
ma, diría, tradicional -lamentablemente- para Amé- 
rica Latina? Que por primera vez se incorporaba un 
componente nacido en el pensamiento de militares 
peruanos, de una fracción militar que no respondía 
automáticamente a incitaciones de ser de derecha 
sino que había introducido en su pensamiento mu- 
chos ingredientes que lo ubicaban totalmente fuera 
de esquema. Las apelaciones a la reforma agraria o a 
la nacionalización de distintos aspectos de la vida del 
Perú, por primera vez se convirtieron en la conversa- 
ción que podemos imaginar fácilmente en los casinos 
de Oficiales. Es decir que una vez más nuestro país 
venía con un esquema que no era el tradicional; de 
ahí -tal como que se ha relatado acá- que determina- 
das fuerzas de izquierda -como el Partido Comunista- 
hayan sentido que, en esa dicotomía de oligarquía y 
pueblo que se ponía de manifiesto, quizás había una 
vía de coincidencia entre el marxismo y estos milita- 
res cortados con una tijera distinta. Esto es aceptable 
en tanto y en cuanto uno pertenezca a una ideología 
en la que el tema democrático tenga una valoración 
distinta de la que tiene para nosotros. Este es un he- 
cho que se puede constatar. 


Por su parte, en 1973 tuvo lugar el episodio que 
todos conocemos. Pero antes -y me voy a citar a mí 
mismo, aunque no es mi costumbre, porque tengo 
memoria muy clara del episodio-, tuvo lugar una 
de aquellas eternas Asambleas Generales, que no 
tenían término porque el antiguo Reglamento era 
genocida para los señores Legisladores -era una 
violación a los derechos humanos en reiteración 
real-, en la que llegamos a estar 48 horas del otro 
lado del patio, sesionando, y recuerdo discursos que 
me alegro de haber oído porque eran una maravilla 
de resistencia física e intelectual. Recuerdo los 
discursos admirables y de gran elocuencia de los 
entonces Senadores Enrique Erro, Rodney Arismendi 
-con quien siempre tuve una muy buena relación, 
quizás porque era de Cerro Largo y vasco, aunque no 
había resultado blanco- y Michelini, padre del actual 
Senador Rafael Michelini, que se agarraba del borde 
de la banca, expresando la tensión que surgía de su 
mente privilegiadamente clara y de su verba que 
agotaba a los pobres taquígrafos, porque hablaba más 
rápido de lo que se podía tomar taquigráficamente. 
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En esos tiempos, nosotros asistíamos a estos episodios 
y en uno de ellos, en mayo de 1972 -no lo olvido-, le 
pregunté al entonces Subsecretario Volentini si habían 
terminado los aspectos bélicos del enfrentamiento con 
la sedición, a lo que me respondió que sí, que se había 
derrotado el intento de ir contra la Constitución. Eso 
significaba que el fenómeno del levantamiento había 
sido respondido, primero por las fuerzas policiales 
solamente, y luego por la Policía y el Ejército, por lo 
que el episodio había terminado. 


Llega el año 1973 y se producen las sucesivas eta- 
pas de gobierno -que no son homogéneas-, pasando el 
mando del Presidente Bordaberry al Presidente De- 
michelli, luego brevemente al doctor Aparicio Mén- 
dez y, finalmente, al General Gregorio Álvarez, que 
lo ejerce hasta el final. Si bien estas etapas no fueron 
homogéneas, reitero, esto no viene al caso. 


Cuando finaliza esta etapa se puede decir que 
había una minoría que creía que sabía más que la 
gente cuando se expresaba a través del voto, y había 
hecho una especie de péndulo desde la primera mi- 
noría hasta la otra, negándole a la gente la posibilidad 
de votar al suspender las elecciones previstas para el 
año 1976, ingresando así plenamente en un régimen 
carente de base legal. 


Esta es la historia tal como la conocimos y la vivi- 
mos y todo esto es meramente descripción de hechos 
verdaderos, probables y comprobables, como son to- 
das las cosas que tienen esencia de verdad. 


Entonces, señor Presidente, creo que lo primero 
que tenemos que hacer es mirarnos por dentro. El 
ejercicio político no puede presumir intenciones ni 
meterse en el alma ajena, pero todos tenemos que 
pensar si estamos contando las cosas como fueron o 
como hubiéramos querido que fueran. Me parece que 
el Gobierno actual y el anterior tienen que rectificar 
rumbos en lo relativo a la enseñanza, porque no 
podemos pedir a los politólogos que cambien su 
forma de pensar -tienen la libertad de hacerlo- pero 
es notorio que no hemos dicho la verdad absoluta 
sobre lo que pasó. Habrá que reconocer que los dos 
episodios de las minorías sucedieron, porque ese es 
el primer elemento para la reconciliación; y el que 
tenga que reconocer que se equivocó, que lo haga, 
como lo hemos tenido que hacer todos en nuestra 
vida. Me parece que no es bueno aferrarse a que de 
un lado estaban los buenos y del otro los malos y a 
que de un lado no se cometió ningún error. Por mi 
parte, no puedo hacer otra cosa que un llamado a 
que pensemos si no tenemos que hacer un acto de 
introspección y comportarnos y hablar de una forma 
distinta. Espero que cuando llegue el fin del mandato 
no tenga que irme de esta banca sin que alguien del 
Frente Amplio reconozca que la sedición también 
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torturó, robó, mató y secuestró. Simplemente se 
trata de reconocer que así fue. ¡Cuánto más valor 
tendrían las expresiones que hoy se hacen si se 
dijera que también del otro lado hubo violaciones -y 
vaya si las hubo- de los derechos humanos! No voy a 
contar nuevamente mi experiencia de cuando estuve 
de visita en la Cárcel del Pueblo -aclaro que solo la 
primera vez estuve de visita o fui por mi voluntad; la 
segunda llegué allí encapuchado-, pero puedo afirmar 
que fue tremendo ver el lugar en el que estaban las 
personas que habían sido apresadas ilegalmente y por 
la fuerza. Eran unas jaulas de un metro por dos, bajo 
tierra, y aunque sé que es algo que cuesta, me parece 
que alguien tendrá que decir que se arrepienten 
de haberlo hecho y que se equivocaron. También 
es cierto que requeriremos lo mismo para quienes 
cometieron tropelías con prisioneros y prisioneras 
luego de los episodios bélicos, porque nosotros no 
tenemos un ojo tapado, sino que vemos la Historia 
con los dos ojos. 


Se ha hablado hasta gastar la palabra del concep- 
to de impunidad, que quiere decir que alguien es no 
punible o castigable, y creo que en la Historia recien- 
te hay muchos impunes; seguramente algunos sean 
integrantes de las Fuerzas Armadas, pero otros for- 
maban parte de las fuerzas sediciosas, se fueron del 
país, y no estuvieron presos ni un solo día. Incluso, 
algunos de ellos se han ufanado contando cosas que 
la prudencia mínima obligaría a no recordar. Esto es 
lo que duele a gran parte de nuestro país. 


En el año 1985 voté la Ley de Amnistía, luego la 
de retorno de los funcionarios públicos y, finalmente, 
la llamada Ley de Caducidad. Hemos vivido inten- 
tando que todo aquello fuera aportando para una paz 
que es más compleja de lo que parece. Seguramente, 
las tres decisiones tuvieron un alto grado de injusti- 
cia, porque no todos merecían ser amnistiados, no 
todos los funcionarios merecían volver a sus cargos y 
no todos los militares merecían estar amparados por 
la denominada Ley de Caducidad. “Lo cierto es que 
miramos lejos, con telescopio y con perspectiva; no 
nos detuvimos en lo inmediato y no apelamos a re- 
cuerdos personales para cortar en paño negro las me- 
morias sombrías”. Obviamente, esta frase no es mía 
porque es demasiado linda, así que luego revelaré a 
quién pertenece. 


Luego de votar esas leyes devienen los gobiernos 
democráticos -voy a pasar por alto el mal gusto de 
algunas menciones a los episodios de dificultad que 
vivimos desde la Presidencia de la República- del Par- 
tido Colorado, del doctor Vázquez y, ahora, del Presi- 
dente Mujica. Creo que hay una especie de bloqueo 
cuando se habla de la justicia, y si quisiéramos sacar 
lonja de este cuero, podríamos sacar mucha. 
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En una gran intervención, mi amigo y correligiona- 
rio, el señor Senador Moreira, mencionaba que aquí 
no hubo reparación para las víctimas de la sedición, a 
pesar de que el Mensaje lo envió el doctor Tabaré Ra- 
món Vázquez Rosas, con la firma de Danilo Astori y 
de las Ministras Daisy Tourné y Azucena Berrutti. Lo 
cierto es que no hubo reparación para los otros. ¿Esto 
es justicia? ¿Así que los muertos son A y B? La pobre 
familia de Pascacio Báez no pudo recibir una repara- 
ción. Cabe recordar que el doctor Tabaré Vázquez, en 
un gesto que lo enaltece, envió este Mensaje y la lista 
de los denominados causahabientes -por decirlo en 
un cierto sentido jurídico- o víctimas. ¿Por qué no lo 
votaron? ¡Cuánta más fuerza tendrían sus argumen- 
tos ahora si pudieran decir, sin discusión: tratamos 
el Mensaje del doctor Vázquez y reparamos, o mejor 
dicho, intentamos reparar lo irreparable, porque la 
vida no se devuelve! ¡Cuánta más autoridad que la 
legítima y legal por ser Senadores le tendríamos que 
reconocer a los compañeros integrantes del Cuerpo! 
¡Cuánta más fuerza tendrían, desde el punto de vista 
de su capacidad de convencer, si hoy mismo alguien 
dijera que se le va a reclamar al Presidente Mujica 
-como lo hemos hecho nosotros el otro día- que man- 
de de nuevo la iniciativa que se requiere para esta ley 
y que se va a votar sin discursos por parte de nadie, 
porque ante la muerte debemos tener el mismo res- 
peto! Y hubo muertes de todo tipo; no entremos en 
las crónicas detalladas de estos actos. 


Se ha mencionado por parte del Miembro Infor- 
mante, Senador Michelini -y con esto entro en el se- 
gundo capítulo, no de jurista sino de algunas mencio- 
nes y episodios de carácter jurídico-, que el Gobierno 
ya había hecho lo suyo después de la sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Y es 
cierto, porque se aprobó el acto por el cual se derogan 
las dieciocho resoluciones del Poder Ejecutivo que 
señalaban determinadas circunstancias como inclui- 
das en la llamada Ley de Caducidad. Desde el punto 
de vista jurídico esto es destinatario de una inconsti- 
tucionalidad grande como este Palacio, porque en la 
propia sentencia de Nibia Sabalsagaray se cita otra 
sentencia en la cual la Corte señala -y todos estamos 
contestes- que cuando una interlocutoria pone final 
al proceso penal -porque se recibe del Poder Ejecu- 
tivo que está incluida en la llamada Ley de Caduci- 
dad-, tiene toda la fuerza de definitiva. Esos procesos 
terminaron por siempre jamás, y un decreto no va a 
reavivar esto. Entonces, ¡se habrá intentado, se habrá 
querido hacer algo, pero no es viable hacer nada! ¡No 
es viable hacerlo! Están amparados por la cosa juzga- 
da, una de las garantías más grandes del Derecho en 
todas partes del mundo. 


Algunas fuerzas políticas tienen un conflicto con 
la Suprema Corte de Justicia, porque cuando esta 
opina que el IRPF es inconstitucional, no solamente 
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se ponen malos y la amenazan, sino que, de paso, pe- 
nalizan presupuestalmente al Fiscal de Corte. ¡Nunca 
se vio cosa igual! No hay dinero para computadoras, 
no hay plata para nada. ¿Por qué? Porque te portaste 
mal. Esos son arrestos totalitarios que tienen que cui- 
darse de no repetir, porque al Fiscal de Corte hay que 
defenderlo aunque no nos guste. Esa es la diferencia: 
para nosotros, la Corte es la Corte, nos guste o no. 


Además, considerando las disposiciones constitu- 
cionales que nos rigen, la Corte puede decir que sí o 
que no en un determinado asunto; puede considerar 
que un asunto es inconstitucional y, sin embargo, que 
otro es constitucional. De hecho, eso ha sucedido. 
Entonces, de nada vale afirmar que la Corte haya di- 
cho dieciocho, treinta y seis o cuarenta y tres veces 
que el asunto era inconstitucional, porque no se tra- 
ta de un partido de fútbol o de básquetbol; no es un 
score. Mañana la Corte podrá cambiar en su integra- 
ción y será verdad -es una de las maravillas del De- 
recho- que aceptamos que es verdad lo que la Corte 
dice en ese momento. Y así se rige una sociedad bien 
organizada. Una Suprema Corte de Justicia a medida 
sería lo peor que podría sucedernos. En ese sentido, 
ya del otro lado del río el mal es endémico. Pero va- 
mos a no ingresar en terrenos que pueden llevar a 
males mayores. 


En cuanto a la reparación, señor Presidente, el 
tema demuestra un doble estándar, y el concepto de 
impunidad también. Creo que no es bueno que se 
prosiga por este camino, pero no estoy aquí para dar 
consejos sino para emitir una opinión. Entonces, me 
gustaría poder decir que esta es la última vez que tra- 
tamos el tema. Lo dijimos hace un par de meses; la- 
mentablemente toda la jurisprudencia está en nues- 
tra contra. Considero que aquí estamos -y disculpen 
el ejemplo- en una especie de tómbola: plebiscito de 
1989, reforma constitucional, una ley, otra ley. ¿Has- 
ta cuándo? ¿A ver si alguna vez embocan, si alguna 
vez se logra un resultado? 


Por otra parte -y en esto me permito emitir un jui- 
cio, no presumir intenciones porque no puedo-, creo 
que hay mucha gente que está tranquila con la salva- 
guardia de que la Corte va a declarar inconstitucional 
todo esto. De esa forma, se cumplirá el objetivo políti- 
co, pero no tendrá consecuencias jurídicas. El tiempo 
lo dirá; no estamos aquí para adivinar el futuro sino 
para tratar de que no nos devore el pasado. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- An- 
tes de proseguir, la Mesa quiere informar que hace 
instantes estuvo en la Barra un numeroso grupo de 
jóvenes de 6% año de la Escuela N* 2 de Paysandú, 
quienes asistieron al debate y escucharon la lección 
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de Historia contemporánea que dio el señor Senador 
Lacalle Herrera. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Voy a centrar mi 
intervención solamente en los fundamentos que ten- 
go para votar este proyecto de ley que presentó nues- 
tra Bancada. 


El 12 de abril, en ocasión del tratamiento de la ley 
interpretativa, comenzábamos nuestra intervención di- 
ciendo que íbamos a acompañar aquella iniciativa por 
convicción; la misma convicción que hoy tenemos para 
acompañar con nuestro voto este nuevo proyecto de ley. 
A través de él se pretende que quede sin efecto aque- 
lla decisión tomada hace veintiséis años por el Parla- 
mento, en circunstancias muy especiales -que nosotros 
realmente no compartimos-, y se restablezca al Estado 
el derecho de juzgar a todos aquellos que cometieron 
graves y aberrantes delitos, amparados en el terrorismo 
de Estado, durante el período de la dictadura hasta el 
1% de marzo de 1985, momento en que la democracia 
vuelve a instalarse. Ante la eventualidad -muy cercana 
en el tiempo- de que puedan prescribir los execrables 
delitos cometidos a su amparo, quedando así definiti- 
vamente saldada ante la sociedad la responsabilidad de 
aquellos que los cometieron, es que queremos dar a 
la Justicia los instrumentos legales para que esos crí- 
menes se consideren como el Derecho Internacional 
los denomina: de lesa humanidad y, por lo tanto, se los 
considere imprescriptibles, es decir, que no se conside- 
re computable ningún plazo, ya sea procesal, de pres- 
cripción o de caducidad para esos delitos que se men- 
cionan en el artículo 1% de este proyecto. Aun con el 
lastre de la Ley de Caducidad, primero el Gobierno del 
doctor Tabaré Vázquez y luego el actual, encabezado 
por el señor José Mujica, interpretando correctamen- 
te su artículo 4” -cosa que los Gobiernos anteriores no 
hicieron -, pudieron comenzar a juzgar a varios de los 
responsables. Sin embargo, el avance que se lograba en 
el escenario judicial quedaba acotado a una fecha, el 1? 
de noviembre de 2011, cuando aquellos casos en que 
no se hubiera llegado a una sentencia podrían prescri- 
bir, al cumplirse el plazo máximo previsto por el Código 
Penal. Así, la Ley de Caducidad estaría logrando su ob- 
jetivo de obstaculizar el esclarecimiento de los hechos 
y la posibilidad de llegar a la verdad y a la justicia, como 
lo ha hecho en los últimos veintiséis años. 


El 19 de octubre de 2009, la Suprema Corte de 
Justicia declaró la inconstitucionalidad de la Ley de 
Caducidad para el caso de homicidio por tortura de 
la militante comunista Nibia Sabalsagaray, y procesó 
con prisión a un militar en actividad. A ello se su- 
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maron otros fallos judiciales, para que otros veinti- 
séis policías y militares también fueran encausados 
con prisión por los casos de muerte o desaparición 
de Roberto Luzardo, Roberto Gomensoro, Ubagesner 
Chávez Sosa, Ramón Peré y Nelson Santana. Todos 
estos casos estuvieron amparados dentro de lo que 
nuestra Suprema Corte de Justicia continuó inter- 
pretando como inconstitucional. 


La resolución de la Suprema Corte -a la que se 
suma la urgencia de los plazos- constituye un funda- 
mento determinante e incontrovertible en el sentido 
de que aquella Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado nunca tuvo valor y que desde el 
26 de diciembre de 1986 estuvo viciada de nulidad. 
Sin embargo, como se sabe, se la comenzó a aplicar 
para casos puntuales -que se elevaron al Organismo a 
los efectos de su fallo- y se retiró la protección brinda- 
da por la norma a ciudadanos que hasta ese momento 
habían estado amparados por ella. De ahí se deriva, 
pues, la necesidad de levantar los obstáculos para la 
correcta aplicación de la ley con sentido general. 


El artículo 1 del proyecto de ley es, a opinión de 
algunos juristas, innecesario, por el solo hecho de 
que la Ley N* 15.848 carece de efectos jurídicos al 
ser anticonstitucional. Pero, de todos modos, en la 
disposición se refrenda el concepto de que el Estado 
puede volver a hacer punitivos -en todos aquellos ca- 
sos comprendidos en el artículo 1% de la llamada Ley 
de Caducidad- todos los delitos cometidos en aplica- 
ción del terrorismo de Estado hasta el 1% de marzo 
de 1985. 


La inconstitucionalidad de la Ley de Caducidad 
no tiene discusión, tanto es así que no se ha tomado 
como tal para este debate ni para el que tuvo lugar 
hace algunos meses. En uno de los fallos de la Su- 
prema Corte de Justicia se expresa que el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos tiene rango 
constitucional, pero eso vale solo para el caso concre- 
to de la demanda y no tiene carácter general. 


Sin duda, el fundamento prioritario de esta norma, 
su razón de ser, surge del fallo de la Corte Interame- 
ricana de Derechos Humanos ante la demanda con- 
creta contra el Estado uruguayo por la desaparición 
forzada de María Claudia García, madre de Macarena 
Gelman García. Se hizo lugar a la reclamación contra 
la Ley de Caducidad que impedía investigar y sancio- 
nar a los responsables, entre otras cosas, de impedir 
que se encontraran los restos de los desaparecidos, 
obligando al Estado a tomar medidas reparatorias. 


El 26 de febrero de 2011 la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos falló condenando al Estado 
uruguayo. Este fallo es inapelable. La Corte senten- 
ció, entre otras cosas, que Uruguay debía remover los 
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obstáculos que impedían juzgar en el caso Gelman 
y agregó que el Estado debe “disponer que ninguna 
otra norma análoga, como prescripción, irretroacti- 
vidad de la ley penal, cosa juzgada, non bis in idem o 
cualquier excluyente similar de responsabilidad, sea 
aplicada y que las autoridades se abstengan de rea- 
lizar actos que impliquen la obstrucción del proceso 
investigativo”. 


La Comisión Interamericana de Derechos Huma- 
nos es un órgano jurisdiccional y, de acuerdo con el 
Pacto de San José de Costa Rica -Convención Inte- 
ramericana de Derechos Humanos-, su sentencia es 
inapelable y obligatoria, y los Estados Partes se com- 
prometen a cumplirla. Uruguay pasó a ser parte de 
ese Tratado, que fue firmado en 1969, aprobado por 
el Parlamento recién en 1985 -a la salida de la dic- 
tadura, durante el primer Gobierno democrático del 
doctor Sanguinetti, en momentos en que el contador 
Enrique Iglesias se desempeñaba como Ministro de 
Relaciones Exteriores- y promulgado en abril de ese 
año. El Estado uruguayo reconoció la mayor parte de 
los hechos denunciados anteriores al 1% de marzo, 
pero la Ley de Caducidad le creó grandes obstáculos 
jurídicos a la hora de investigar, sancionar y encon- 
trar los restos de los desaparecidos. 


A continuación, voy a citar dos opiniones relevantes 
que avalan la obligatoriedad de los Estados Partes 
de cumplir los fallos de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. La primera de ellas es la del doctor 
Risso Ferrand, que fue expuesta en un documento 
presentado ante la Comisión de Constitución y 
Legislación; según nos dijo, está inspirada en una 
exposición por él realizada en el marco de las Primeras 
Jornadas Académicas de Derecho Constitucional, 
que se desarrollaron en el aula magna de la 
Universidad Católica del Uruguay. Después de todos 
los fundamentos, sintetiza: “En definitiva, no cabe 
duda de que las sentencias de la CIDH dictadas en un 
proceso en que Uruguay fue parte resultan obligatorias 
para el Estado uruguayo. Esto surge claramente del 
artículo 68 de la Convención. Nada ganan algunos 
con hablar de “recomendación” o de la “opinión” de la 
OEA (órgano político) o de la “Comisión de la OEA”. 
Se trata de una sentencia, emanada de un tribunal 
internacional a cuya jurisdicción se sometió nuestro 
país democrática y voluntariamente”. 


El doctor Martín Risso continúa expresando: “Los 
argumentos en contra de la obligatoriedad, ya sean 
basados en una interpretación errónea del artículo 
233 de la Carta o argumentos similares a los emplea- 
dos por Venezuela, no pueden ser aceptados. La solu- 
ción de principio en occidente es que las sentencias 
son obligatorias (hay que cumplir aunque no guste) 
como surge claramente (texto expreso) del artículo 
68 de la Convención. Y conforme el artículo 27 de la 
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Convención de Viena, ningún Estado puede invocar 
normas internas para eludir sus obligaciones inter- 
nacionales. Uruguay que, en períodos democráticos, 
siempre fue ejemplo de cumplimiento de sus obliga- 
ciones internacionales, no debe cambiar ahora”. 


El doctor Pérez Pérez, Juez de la Comisión In- 
teramericana de Derechos Humanos, coincidió en 
cuanto a que la declaración de incompatibilidad de 
la denominada Ley de Caducidad está sujeta a cum- 
plimiento de acuerdo a las obligaciones internacio- 
nales. Concretamente plantea que, en el marco de la 
conveniencia de que haya una ley, el punto de par- 
tida es la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, que dice: “dispone”. Es decir, 
no nos cuenta cosas sino que nos manda cosas. La 
primera es que la Ley N* 15.848 es manifiestamente 
incompatible con el Pacto de San José de Costa Rica 
y por lo tanto carece de efectos jurídicos. Luego el 
doctor Pérez Pérez señala que eso es una declaración 
con fuerza obligatoria, como toda sentencia, y con- 
cluye que el Estado uruguayo tiene el deber de hacer 
todo lo necesario para que la aplicación de esa ley no 
siga constituyendo un obstáculo para la investigación 
de las graves violaciones de Derechos Humanos que 
puedan haber ocurrido en Uruguay en el período de la 
dictadura y para la identificación de los responsables 
y su eventual castigo. Todo esto hace que el artículo 
fundamental de este proyecto de ley sea el artículo 
2%, que asegurará que el instituto de la prescripción 
no impida continuar con los procesos o iniciar otros. 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
se ha referido, expresamente, a que Uruguay tiene 
el deber de hacer que institutos tales como el de la 
prescripción -entre otros- no sigan constituyendo un 
obstáculo. 


El último aspecto que queríamos desarrollar en 
nuestra intervención tiene que ver con que se intenta 
vincular preceptivamente a este proyecto de ley con 
los plebiscitos populares y sus resultados. Por nues- 
tra parte, aún sin compartir sus puntos de vista, res- 
petamos a los que consideran que las decisiones del 
cuerpo electoral en las consultas plebiscitarias deben 
ser respetadas siempre y en toda circunstancia. Sin 
embargo, rechazamos firmemente que el argumen- 
to se utilice con fines difamantes contra una fuerza 
política que, a esta altura, no precisa demostrar su 
compromiso con la libertad, la democracia y el respe- 
to a las leyes. Aun así, puede ser -lo admitimos- que 
a oídos inadvertidos no suene bien señalar que no es 
absoluto aquello de que, en democracia, lo que se 
debe imponer siempre es la voluntad de la mayoría. 


Para quien, como este Senador, no tenga forma- 
ción jurídica ni sociológica, pero sí posea sentido co- 
mún y trate de informarse, hemos encontrado varios 
referentes de distintas épocas -a los que no se les 
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puede endilgar intereses espurios- que han opinado 
sobre este tema. 


Me refiero, por ejemplo, a John Stuart Mill. En 
un artículo del semanario Búsqueda del pasado 31 de 
marzo, se cita algo que escribió a mediados del siglo 
XIX, en su ensayo Sobre la Libertad: “La voluntad del 
pueblo significa, en realidad, la voluntad de la por- 
ción más numerosa y activa del pueblo, de la mayoría, 
o de aquellos que consiguieron hacerse aceptar como 
tal mayoría. Por consiguiente, el pueblo puede desear 
oprimir a una parte de sí mismo, y contra él son tan 
útiles las precauciones como contra cualquier otro 
abuso del poder”. Por supuesto, esto fue dicho en 
otra época y en otras circunstancias. El columnista 
de Búsqueda agrega: “Algunos académicos entienden 
que no hay mayoría que pueda coartarle a una vícti- 
ma, así sea a una sola, su legítimo derecho de exigir 
la aclaración de los hechos o, incluso, el castigo de su 
victimario”. Y el doctor Pablo Da Silveira, filósofo y 
político uruguayo, manifestaba en ese mismo artícu- 
lo: “El tema de los derechos humanos nunca fue un 
asunto de las mayorías. Por eso, en las democracias 
liberales se crean sistemas contramayoritarios, como 
se les llama técnicamente. Todo el Poder Judicial es 
contramayoritario, la Suprema Corte de Justicia de 
un país que practica la democracia liberal es un órga- 
no con un enorme poder, pero sin que sus miembros 
surjan de una opinión mayoritaria, sino de un proceso 
más complejo”. La Ley de Caducidad, en reiteración 
posteriormente a los plebiscitos, no estaba cumplien- 
do con el mandato popular. Nadie lo hizo. 


Por otro lado, el doctor Oscar Sarlo, Catedrático 
de Derecho Internacional, dice que en todo régimen 
de democracia representativa se abren puertas para 
formas de democracia directa, para consultar direc- 
tamente al cuerpo electoral por medio de plebiscitos 
y referéndums sobre determinado tema, respetando 
el pronunciamiento de la mayoría. Y agrega que, sin 
embargo, el pronunciamiento del cuerpo electoral 
también tiene límites, que son determinados por las 
disposiciones constitucionales y los principios fun- 
damentales del Derecho. Finalmente sostiene que la 
protección de los Derechos Humanos está por encima 
de lo que pueda decidir una mayoría circunstancial. 


En el caso Gelman, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos ha manifestado que la protec- 
ción de los derechos humanos constituye un límite 
infranqueable a la regla de mayorías, es decir, a la 
esfera de lo “susceptible de ser decidido” por parte de 
las mayorías en instancias democráticas. 


Y la Suprema Corte de Justicia, en su primer fallo 
declarando la inconstitucionalidad de la Ley de Cadu- 
cidad, ha dicho lo siguiente: “El límite de la decisión 
de la mayoría reside, esencialmente, en dos cosas: la 
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tutela de los derechos fundamentales -los primeros, 
entre todos, son el derecho a la vida y a la libertad 
personal, y no hay voluntad de la mayoría, ni interés 
general ni bien común o público en aras de los cuales 
puedan ser sacrificados- y la sujeción de los poderes 
públicos a la ley”. 


Los dos fallos dictados por estos organismos, que 
debemos acatar, son los que avalan nuestra con- 
vicción de que la Ley de Caducidad debe ser letra 
muerta. No estamos vulnerando nuestros principios 
democráticos, puesto que nos amparamos en sólidos 
fundamentos constitucionales y del Derecho Interna- 
cional. En esta decisión aplicamos simultáneamente 
la ética de la responsabilidad y la ética de la convic- 
ción. Además, consideramos que estamos aportando 
a una sociedad que se reecontrará con sus principios 
más sagrados, como lo son la justicia y el respeto total 
a los derechos humanos más elementales. 


En definitiva, esta decisión que hoy tomamos de- 
bería ser -de hecho, lo es- el objetivo buscado, pero 
también el punto de partida que consolide un enten- 
dimiento entre todos los uruguayos que amen la liber- 
tad, la democracia, la paz, la justicia y la tolerancia. 
De esta forma, el Poder Judicial podrá seguir inda- 
gando y juzgando sin obstáculos, los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia tendrán tiempo para sus 
fallos y la sociedad estará cerrando definitivamente 
la triste etapa de nuestra historia que marcó, prime- 
ro, la dictadura y después, la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: en las opor- 
tunidades que he hablado sobre este tema en este 
Cuerpo siempre he hecho referencia a la experiencia 
de Sudáfrica luego de que terminara el régimen del 
apartheid. Nelson Mandela, con enorme sabiduría, 
creó la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, cu- 
yas resoluciones se aplicaron por igual a ambas partes, 
o sea, a quienes habían ocupado posiciones de Estado 
y a quienes se habían levantado contra ese oprobioso 
régimen, en el entendido de que la justicia solo tiene 
sentido cuando abarca por igual a todos los conten- 
dientes. La primera detenida fue la esposa del propio 
Mandela por no aportar toda la verdad como debía 
hacerlo. Eso lo aprendí de Monseñor Desmond Tutu, 
hombre de enorme honestidad intelectual para mane- 
jar este tema. Honestidad intelectual que, como lo he 
dicho en otra ocasión, lamentablemente no hemos te- 
nido en nuestro país, y hoy esa circunstancia se repite. 
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¿Por qué estamos reunidos un 25 de octubre de 
2011 cuando este tema lo discutimos hace cinco me- 
ses, cuando se inmoló un señor Representante del 
Frente Amplio para que este mismo efecto no se ob- 
tuviera? ¿Por qué? Analicemos este hecho. 


Los Juristas que concurrieron a la Comisión -lo 
expresó el Miembro Informante- entienden que la 
sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos obliga al Estado uruguayo y, por lo tanto, 
tal como dijo el doctor Martín Risso, ninguna ley es 
necesaria. Es más, él sostiene que lo que hay que ha- 
cer es dejar que los Jueces actúen. 


El Miembro Informante ha preguntado qué pa- 
saría si algún Juez, o algunos Jueces, no concorda- 
ran con que las prescripciones no se aplicaran más 
y se mantuviera la caducidad, etcétera. ¿Qué pasa- 
ría dentro de tres años si eso ocurriera? Con gran 
honestidad, dijo que debemos tener una ley -que es 
la que estamos tratando- para que se haga determi- 
nada interpretación, a efectos de que no haya pres- 
cripciones. ¡Que lejos que estamos de la verdad y 
de la reconciliación! Más bien estamos en el juicio y 
castigo, que fue lo que caracterizó a este movimiento 
de nuestra sociedad, desde la recuperación de la de- 
mocracia hasta ahora. Aquí no se está respetando la 
libertad del Poder Judicial, sino que se le está dicien- 
do que tiene que seguir el dictamen de la Corte Inte- 
ramericana de Derechos Humanos, y, si no lo hace, 
nosotros le vamos a decir qué tiene que hacer. O sea, 
no hay prescripción, son delitos de lesa humanidad 
y hay pretensión punitiva del Estado por siempre ja- 
más. ¡Qué lejos que estamos! 


Este supuesto conflicto entre un poder interna- 
cional, representado por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos -de cuya elección no participó 
ningún uruguayo-, y nuestro Poder Judicial, el que 
junto con el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo 
conforman los tres Poderes del Uruguay, fue en todo 
caso creado por la misma Legislatura, la de 1985 a 
1989, porque da la casualidad de que es la que aprue- 
ba la Convención Interamericana y la llamada Ley de 
Caducidad. Si tiene poder para una cosa, ciertamente 
lo tiene para la otra. 


Pero surge una nueva teoría, que fue manifestada 
por primera vez por el entonces Presidente Vázquez 
y, más recientemente, en el día de ayer, en forma 
más explícita por el doctor Javier Miranda, Director 
de Derechos Humanos del Ministerio de Educación 
y Cultura, quien hizo declaraciones al programa de 
radio “No toquen nada”, que fueron publicadas en el 
portal www.180.com.uy, bajo el título “Con el plebis- 
cito nos equivocamos”. Concretamente, la nota dice 
lo siguiente: “El director de Derechos Humanos del 
MEC, Javier Miranda, dijo a No toquen nada (...) ha- 
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ber impulsado el referéndum y el plebiscito por la ley 
de Caducidad fue un error.”. Me pregunto: ¿por qué 
fue un error? 


Más adelante expresa: “No siempre las mayorías 
tienen la razón”. “El problema de derechos humanos 
no es de mayorías o minorías. Los derechos huma- 
nos han aparecido siempre contra las mayorías”. Por 
cierto, este argumento se ha expresado en reiteradas 
oportunidades en el día de hoy. 


Y sigue diciendo: “Estoy de acuerdo con que este 
argumento” -de que los derechos humanos no son 
cuestiones de mayorías o minorías- “también es para 
aquellos que en el 89, como es mi caso, o en el 2009, 
sometieron a plebiscito o referéndum cosas que no 
debían porque están sustraídas del poder de la ma- 
yoría”. 


Quiere decir, señor Presidente, que nos enteramos 
de que el partido de Gobierno, a través de su Direc- 
tor con mayor jerarquía en el área de los Derechos 
Humanos, explícitamente dice que estamos goberna- 
dos por un poder extranacional, el cual puede torcer 
lo que la ciudadanía expresamente votó a través de 
sus representantes: la llamada Ley de Caducidad, que 
luego reafirmó a través de un referéndum directo y 
que con posterioridad volvió a reafirmar rechazando la 
propuesta de enmienda constitucional para derogarla 
o anularla. En ese caso, ¿puede existir un conflicto 
de soberanía? No, señor Presidente. En mi país, en 
el Uruguay, nadie, ni de la Organización de las Nacio- 
nes Unidad, ni del Fondo Monetario Internacional, ni 
de ningún otro tipo de organismo, está por encima de 
la expresión soberana del pueblo, pues para eso se lo 
convoca a que se manifieste con su voto. Por tanto, no 
vale decir que como cuando lo convocamos no se ex- 
presó como queríamos, ese acto no sirve, y que sí vale 
lo que se opina desde el exterior. No, señor Presiden- 
te, esto es como hacerse trampas al solitario, porque 
si eso es cierto para este caso, también lo puede ser 
para cualquier otro referéndum que se lleve adelante. 


Nótese que este argumento fue utilizado por el 
doctor Tabaré Vázquez el año pasado cuando retomó 
la vida política; a esto nos vamos a referir más ade- 
lante. 


¿Cuál ha sido la trayectoria del partido político 
Frente Amplio en este tema? Tortuosa, por decir lo 
menos. Un día nos dice una cosa y al día siguiente 
nos dice lo contrario. 


Señor Presidente: solicito que se me habilite la 
proyección de imágenes. 


Año 1986: el Frente Amplio convoca y vota a favor 
de la derogación de la llamada Ley de Caducidad. Año 
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1989: pierde el referéndum y esta es la promesa que 
formula el General Seregni, conductor del partido 
Frente Amplio en ese momento: “Néber: en lo que 
tiene que ver con haber establecido que no habría pe- 
nas, que el Estado abdicaba de su derecho de impo- 
ner penas, eso es palabra santa.” O sea que el pueblo 
se expresó y el partido Frente Amplio iba a respetar 
su pronunciamiento. Obviamente, el General Seregni 
era un demócrata, no tenía ninguna duda sobre estos 
aspectos. Se planteó una discrepancia, se convocó a 
un referéndum, el pueblo se expresó en un sentido y 
él dijo que era “palabra santa”. 


Ahora bien, ¿qué sucede? En 2003, transcurrida 
la crisis económica y financiera que sacudió al país, 
el partido político Frente Amplio, husmeando que 
estaba cerca del poder, se cuestiona: ¿es realmente 
esa la posición que queremos tener?, ¿no será mejor 
plantear nuevamente la derogación? Para resolverlo, 
se trata este tema en una comisión interna del Plena- 
rio, y el Partido Comunista, el PVP y el Partido Socia- 
lista vuelven a plantear el tema de la derogación de 
la llamada Ley de Caducidad. Eso es lo que sucedió. 
Ese planteo no fue aceptado por el 80% de quienes 
participaron en esa instancia. O sea, quienes propu- 
sieron la derogación, solo obtuvieron el 20% de los 
votos de esa comisión, manifestándose así en contra 
de la posición del actual Ministro y ex Senador, Eleu- 
terio Fernández Huidobro, quien dijo que plantear la 
derogación de la denominada Ley de Caducidad era 
inconveniente e inoportuno. Pero no se estaba anali- 
zando si estaba bien o si era justo, sino si era inconve- 
niente e inoportuno. ¿Por qué? Porque se estaba a un 
año de las elecciones; había que ganar todos los votos 
posibles, pero si se empezaba a revolver este asunto, 
de repente se perdían algunos votos. Eso lleva a que 
el tema de la derogación de la Ley de Caducidad se 
saque de la plataforma del Frente Amplio. 


Continuando en el tiempo, algunos de los Partidos 
que componen el Frente Amplio y algunos movimien- 
tos sociales convocan a un nuevo referéndum, en este 
caso para modificar la Constitución y anular la llama- 
da Ley de Caducidad. Eso se vota el último domingo 
de octubre de 2009, pero como los candidatos a Pre- 
sidente y Vicepresidente no obtienen la mayoría ne- 
cesaria para ganar en primera vuelta, se plantea una 
segunda votación un mes después. En el ínterin, el 
candidato a Presidente, señor Mujica, y el candidato 
a Vicepresidente, contador Astori, van a un programa 
televisivo, donde son interrogados acerca de si van a 
respetar o no el resultado del plebiscito que acaban de 
perder. El actual Presidente de la República dice: “si 
lo laudó el soberano, chau, esto no se discute, se aca- 
ta...” O sea que tanto en el año 2003 como en 2009, 
se actuó para ganar los votos, porque nadie puede de- 
cir que el resultado del balotaje fue el que todos cono- 
cemos, si la respuesta hubiera sido distinta. 
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SEÑOR AGAZZI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR SOLARI.- En un momento, con mucho 
gusto le concedo una interrupción. 


Nadie puede decir que hubiera sido la misma, 
pero tampoco que hubiera sido distinta; por algo se 
dijo lo que se dijo, es decir que si lo laudó el soberano, 
se acata. Sin embargo, reaparece el tema; ¿por qué? 
Porque hay presiones dentro del partido de Gobier- 
no que reclaman que el tema reaparezca y esto lo 
sabemos todos los que leemos la prensa. Es así que 
en octubre de 2010, hace un año, el doctor Tabaré 
Vázquez llamó al Frente Amplio a respetar el nuevo 
pronunciamiento de su plenario sobre anular la lla- 
mada Ley de Caducidad. El doctor Vázquez dice que 
en este tema que hace a los Derechos Humanos, no 
siempre las mayorías tienen que tener la última pa- 
labra, dicho de otra forma, no siempre tienen razón. 
Ahora yo pregunto: ¿quién decide si las mayorías tie- 
nen razón o no? ¿Por qué se decide después de que 
se las convoca y se pierde? ¿O cuando convocamos al 
plebiscito para actualizar las jubilaciones, en 1989, 
podríamos haber dicho luego que se ganó pero que, 
en realidad, no estábamos de acuerdo y no debería 
haberse plebiscitado? En ese caso, ¿podemos desco- 
nocer el resultado? Creo que hay una falta de lógica 
muy importante en todo este tema. 


Puesto que se me ha pedido que sea breve, para 
ser bueno -estoy tratando de ser breve, pero no sé si 
seré bueno-, cierro mi intervención, recalcando que 
aquí hay una injusticia de fondo muy importante. 
Por cierto, fue señalada por los Senadores Lacalle 
y Moreira, pero también por los Senadores Pasquet 
y Bordaberry que han expresado notoriamente bien 
la posición del Partido Colorado en contra de este 
proyecto de ley, que no hace nada más ni nada menos 
que reiterar el que se presentó en el mes de abril, 
que fue rechazado y que, de acuerdo al artículo 142, 
no debería ser ingresado nuevamente. Aquí hubo 
victimarios y víctimas de un lado y del otro. Esto lo 
puedo decir con total propiedad porque tuve amigos 
que cayeron de un lado y del otro, y conozco familiares 
de un lado y del otro; pero los familiares de un lado, en 
general provenientes de una clase social mucho más 
humilde, no recibieron reparación ni reconocimiento 
alguno, ni siquiera cuando el Presidente Vázquez 
envió un proyecto de ley para tratar de reparar a 
las víctimas de la violencia subversiva. A propósito, 
la violencia subversiva que comenzó a mediados 
de 1963, no surgió por obligación de nadie, sino 
que estuvo impulsada por un espíritu romántico, 
idealista, revolucionario, entendible, compartible, 
pero equivocado, que buscaba emular la Revolución 
cubana en un país en el que el mismo Che Guevara 
dijo que las condiciones de su sociedad no eran como 
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para hacer una revolución. Hoy, quienes vienen 
a exigir este proyecto de ley, en parte son aquellos 
que levantaron aquel movimiento; y seguimos sin 
reconocer ni a las víctimas ni a los familiares de las 
víctimas que debieron enfrentarse a ellos en nombre 
del Estado. Creo que tratar distinto y considerar 
-como alguien dijo aquí- muertos tipo A y muertos 
tipo B, es una enorme injusticia, que el Partido de 
Gobierno debe tratar de corregir. 


Aclaro que olvidé que el señor Senador Agazzi -a 
quien desde ya le pido disculpas- me había solicitado 
una interrupción, por lo que solicito al Senador Amo- 
rín, que es el siguiente orador, le conceda el uso de 
la palabra. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AMORÍN - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Le concedo una interrupción 
al señor Senador Agazzi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
interrumpir el señor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Muchas gracias. 


Llevamos unas cuantas horas aquí dentro, y no es- 
tamos hablando de fútbol, sino de cosas importantes. 


Mi intervención pretende ser muy breve, pues es 
para solicitar que todos respetemos el Reglamento 
y no atribuyamos intenciones. Todo lo que aquí se 
dice es discutible. Estamos en un ámbito de libertad, 
cada uno tiene sus opiniones, y eso es aceptable. 
Pero lo que no podemos admitir que alguien diga 
que determinada persona opinó tal cosa porque 
quería obtener tal resultado; esa es una apreciación 
subjetiva que cada uno puede tener, pero para no 
entrar en tiroteos transversales, solicito que se 
respete el Reglamento, que prohíbe expresamente 
atribuir intenciones. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Puede 
continuar el señor Senador Amorín. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: llevamos 
unas cuantas horas de debate sobre este tema que, 
sin lugar a dudas, es importante. 


Se han esgrimido de ambas partes prácticamente 
todos los argumentos que se podían escuchar. En lo 
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personal, me he sentido absolutamente representa- 
do, tanto en lo técnico como en lo político, por las 
palabras del Senador Pasquet, que es miembro de la 
Comisión de Constitución y Legislación. 


No obstante, quiero hacer algunas reflexiones y 
puntualizaciones. Aquí se han dicho algunas cosas 
que a mí me molestaron. El Senador Lorier -que has- 
ta hace unos instantes estaba aquí presente, pero se- 
guramente volverá- nos ha atribuido a todos los que 
no pensamos como él y no votamos como él, las peo- 
res intenciones, haciéndonos cómplices de delitos, 
según sus palabras. A mí esto me parece lamenta- 
ble. Acá por suerte somos pocos y nos conocemos; 
todo el mundo sabe dónde estaba cada uno en todos 
los momentos. Yo era chico en esos tiempos, pero re- 
cuerdo que en mi familia todos estuvimos siempre 
claramente en defensa de las instituciones. Cuando 
los movimientos sediciosos se alzaron contra las ins- 
tituciones en un país democrático, nos pronunciamos 
inequívocamente en contra, estuvimos en la defensa 
de la democracia, y cuando en el mes de febrero del 
año 1973 se dio, al decir del señor Senador Lacalle 
Herrera, la primera cuota del golpe de Estado, no lo 
dudamos: estuvimos en contra, nos ubicamos del lado 
de la defensa de las instituciones porque no era un 
justificativo lo que dijo el señor Senador Lorier en el 
sentido de que de un lado estaba la oligarquía y del 
otro el pueblo y que por eso alentaban a los generales 
del pueblo a dar un golpe de Estado. Ese -reitero- no 
es un justificativo; para nosotros, de un lado estaba la 
democracia y del otro la dictadura, de un lado estaba 
la libertad y del otro la falta de libertad. 


Me parece que estas cosas deben quedar bien cla- 
ras. Pertenecemos al Partido Colorado y al Batllismo, 
y puedo decir que nunca, en ningún momento, tuvi- 
mos dudas a este respecto. 


Como todos saben, nunca ocupé un cargo político 
hasta que fui electo Diputado en el año 1999, por lo 
que no pude participar en forma directa de la discu- 
sión de la Ley de Caducidad de la Pretensión Puniti- 
va del Estado, pero militaba en el Batllismo, como lo 
hice toda la vida. Y tuve dudas, al igual que muchí- 
sima gente. No tengo ningún inconveniente en decir 
que estaba a favor de esa Ley porque entendía que 
era necesaria para la pacificación del país; y también 
que en el primer semestre del año 1989, en un re- 
feréndum al que convocaron organizaciones sociales 
apoyadas por el Frente Amplio y por otros sectores 
políticos, voté por mantenerla porque creía que era 
un instrumento importante de pacificación en Uru- 
guay. Debo decir que en esa oportunidad en que voté, 
al igual que todas las veces en que lo hice a lo largo 
de mi vida, el voto era un tema sagrado y se respeta- 
ba, no importa quién ganara o perdiera. En la última 
elección, todo el mundo sabe que, obviamente, en 
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primera instancia voté al Partido Colorado, y en el 
balotaje entre el actual Presidente Mujica y el hoy Se- 
nador Lacalle Herrera, trabajé y voté por este último 
porque entendía que era el mejor candidato. Y perdí, 
pero acaté el resultado y hoy mi Presidente es Mujica, 
porque es el Presidente de todos los uruguayos. 


No voy a atribuir intenciones; no lo voy a hacer. 
Pero sí digo que las palabras que pronunció el señor 
Senador Solari fueron enunciadas con sentimiento, 
porque manifestar que vamos a acatar el voto ciuda- 
dano, lo que votó la mayoría de la población cuando 
fue llamada a referéndum, no es ser cómplice de na- 
die sino respetar la voluntad popular. Se trata de aca- 
tar y chau; se acata y punto. Esto es lo que creo; esta 
es mi posición y no agredo a nadie con comunicarla. 


Es bastante evidente que el tema no quedó cerra- 
do hace veintidós años, en 1989; resurgió una y otra 
vez. En la última elección nacional, el Frente Amplio 
impulsó un plebiscito para lograr lo mismo: dejar sin 
efecto la Ley de Caducidad. Y nuevamente la gente 
votó pero los votos no alcanzaron para reformar la 
Constitución. También impulsó una reforma consti- 
tucional, pero no hubo una mayoría de uruguayos que 
quisiera esa reforma. Lo cierto es que dos veces se 
llamó a votar a la gente y en las dos oportunidades el 
pueblo optó por lo mismo. 


Esta es, sin duda, la ley más discutida en la histo- 
ria del país; reitero que por dos veces se convocó a la 
gente a votar y la gente votó en un sentido muy claro. 
Creo, señor Presidente, con total franqueza, que sería 
un desastre institucional no respetar la voluntad de la 
gente. Me parece que todos quienes estamos aquí de- 
beríamos impulsar y reafirmar los institutos de demo- 
cracia directa que tiene Uruguay: el referéndum y el 
plebiscito. Entiendo que está mal que después de que 
se vote algo se diga que en estos temas las mayorías 
no siempre tienen razón y que, por lo tanto, unos po- 
cos iluminados decidirán cuál es el camino correcto. 
Se llamó a votar con la intención de ganar, y si esa 
Ley se hubiera derogado, nadie hubiese dicho nada; a 
ninguno de nosotros se le hubiera ocurrido decir que, 
por la vía de mayorías parlamentarias, la pondríamos 
de vuelta en vigencia porque las mayorías a veces se 
equivocan. Nosotros votamos algunas derogaciones 
de leyes; si no me equivoco, en el año 1992 se votó 
la famosa ley de empresas públicas, pero la gente de- 
cidió, por una clarísima mayoría, derogar parte de su 
contenido, y a nadie se le ocurre hoy pensar distinto. 
Cada vez que surge este tema, desde el Frente Amplio 
nos dicen, con razón, que esto ya lo decidió la gente, 
no en el 2009 sino en 1992. 


Este es el camino central de la democracia: res- 
petar lo que dice la gente. Se imagina, señor Presi- 
dente, que de este tema podríamos hablar durante 
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horas, hacer la historia y decir lo que pensamos de 
cada momento de estos últimos cincuenta años del 
país, aclarando qué era lo que se debatía cada vez 
que tratábamos un asunto de estos. Sin embargo, el 
elemento central que me lleva a votar en contra de 
este proyecto de ley y a creer necesario decir estas 
palabras, a riesgo de caer en reiteraciones, es hacer 
conocer mi posición respecto a una iniciativa tan im- 
portante que creo -lo reitero- ataca instituciones fun- 
damentales como son las de democracia directa en 
el Uruguay. Voy a votar en contra de este proyecto de 
ley con absoluta convicción y a favor de la decisión 
del pueblo uruguayo expresada en dos oportunidades. 


Era cuanto quería manifestar. Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Conti- 
nuando con la consideración de este tema, tiene la 
palabra el señor Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: en primer 
lugar, queremos aclarar que el señor Senador Rodolfo 
Nin Novoa, titular de esta banca, es firmante del pro- 
yecto de ley y, por ende, lo acompaña. Estamos aquí 
con el mismo sentimiento que el señor Senador Nin 
Novoa y en virtud de una suplencia votada en forma 
unánime por este Cuerpo, es decir, con la legitimidad 
que el propio Senado nos ha dado. 


Debo decir que no solo acompañamos el proyecto 
de ley sino también que nuestro sector político dentro 
del Frente Amplio, Alianza Progresista, participó acti- 
vamente en la búsqueda y elaboración de una inicia- 
tiva que aportara una solución a este tema, particu- 
larmente, en cuanto a las prescripciones. Aportamos 
nuestros técnicos y dirigentes políticos de experiencia 
a un equipo que el Frente Amplio designó para ela- 
borar esta solución, de modo que nos sentimos muy 
consustanciados con ella. 


Como ya se ha dicho, creemos que hay elementos 
nuevos en la vida política del país que deben hacer- 
nos reflexionar. Sin dudas que un elemento nuevo 
fue el advenimiento del Frente Amplio al Gobierno, 
así como la aplicación del artículo 4% de la Ley de 
Caducidad por parte del Presidente Tabaré Vázquez, 
que permitió que en este país se enjuiciara, se proce- 
sara y se enviara a prisión a muchos de los responsa- 
bles del genocidio, la tortura, la muerte y la desapa- 
rición de uruguayos. Así ha sucedido con el último 
dictador, que se encuentra entre rejas. ¡Vaya si este 
es un elemento nuevo! 


Posteriormente, en un caso que había sido exclui- 
do de la Ley de Caducidad, hubo un pronunciamiento 
explícito de la Suprema Corte de Justicia, de la que 
tanto se ha hablado. Pocos han recordado que nuestra 
Suprema Corte de Justicia declaró expresamente que 
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el caso de Nibia Sabalsagaray no estaba amparado en 
la Ley, y se produjeron los procesamientos que todos 
conocemos. En particular, en el pronunciamiento de 
la Suprema Corte de Justicia se incorporaron ele- 
mentos de indudable trascendencia política, que ya 
fueron mencionados: la inconstitucionalidad de la ley 
y la incorporación del Derecho Internacional -creo 
que lo mencionó el señor Senador Rubio- a la doctri- 
na jurídica de nuestro país. La tendencia creciente 
en el Derecho Internacional es que el tema de los 
Derechos Humanos está por encima de la soberanía 
de los países y de su legislación interna. Creo que esto 
es aplicable a nuestro país, puesto que el Parlamento 
uruguayo adhirió en forma voluntaria a muchos de 
esos acuerdos; por supuesto, no vamos a referirnos a 
la parte jurídica. 


También hay otro elemento nuevo del que hoy 
se habló poco: la prescripción de estos delitos, que 
ocurrirá dentro de muy pocos días. Creo que este 
tema le resulta mucho más sencillo a la gente que 
todos los rebusques que está teniendo este debate. 
En momentos en que se han iniciado investigaciones 
que durante muchos años no habían podido llevarse 
a cabo porque el Poder Ejecutivo no se le daba trá- 
mite a esos casos o directamente eran excluidos del 
tratamiento judicial, cuando existe esa posibilidad, 
nos encontramos con que dentro de pocos días esos 
delitos habrán prescrito. En consecuencia, resulta ra- 
zonable que busquemos y queramos encontrar una 
salida para esos terribles crímenes. No alcanza con 
describir esos hechos y a veces parece que alguien 
se altera cuando decimos que se secuestró, se mató, 
se enterró gente en forma clandestina y se trajeron 
vientres para parir y robar a sus hijos. Eso lo tenemos 
que decir sin temores, porque es verdad. Sucedió y 
hubo gente que hizo esas cosas. No nos podemos eno- 
jar porque en nuestro país hubo gente capaz de ha- 
cer esas cosas y quienes fueron objeto de violaciones 
de los derechos humanos eran personas comunes y 
corrientes. Fueron miles y por eso este tema es tan 
difícil; por eso este tema nunca termina de laudarse, 
porque las situaciones que se viven por miles no pue- 
den ocultarse. Las corremos por la puerta y vuelven a 
entrar por la ventana; y van a entrar hasta que haya 
alguien dispuesto a luchar por la verdad y por un país 
con Justicia. 


Hoy se habló de las luchas populares y no nos va- 
mos a poner a hacer un ranking de quién tenía más 
luchadores. Se mencionaron algunos hitos particula- 
res de lo que fue la lucha contra la dictadura. Noso- 
tros decimos que sí, que en todos esos eventos estu- 
vo el Frente Amplio, estuvieron sus dirigentes y sus 
militantes de base; estuvimos en las luchas de todos 
los días. Y la gente que participó de esas luchas fue 
objeto de violación de sus derechos humanos, por- 
que no era que en forma desenfrenada a un grupo de 
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militares les dio por salir a capturar ciudadanos para 
torturarlos. No; salían a buscar a la gente que lucha- 
ba, salían a buscar a los sindicalistas que organizaban 
a sus gremios para defender el salario y también las 
libertades conculcadas. En definitiva, antes del golpe 
de Estado, cuando se empezaron a aplicar las Medi- 
das Prontas de Seguridad, había un objetivo político 
específico: quitar a los trabajadores los derechos que 
habían conquistado. Se hacía necesaria una reestruc- 
tura económica y de toda la sociedad y para eso había 
que reprimir, porque había gente que resistía, había 
gente que se organizaba y que luchaba. Había estu- 
diantes que participaban junto a los trabajadores en 
esas luchas, y esa gente después fue detenida, proce- 
sada o desaparecida. 


Entonces, ¡vaya si será importante reivindicar esas 
luchas! ¡El Frente Amplio tiene el orgullo de reivin- 
dicarlas! No fuimos los únicos, no somos los únicos, 
pero sí podemos decir que en nuestras filas no había 
ninguno del lado de la dictadura, ni en el Consejo 
de Estado, ni en las Juntas de Vecinos del interior 
del país; estaban del otro lado. Aquí se decía que por 
un lado estaba la democracia y por otro la dictadura. 
Podemos tener la tranquilidad de que en el Frente 
Amplio estábamos en las trincheras del lado de la de- 
mocracia y pagando un altísimo precio: el precio de 
tener presos políticos por miles, el precio de tener 
desaparecidos y muertos por decenas y el precio de 
tener exiliados por miles. Cuando se hace un rápido 
racconto es muy fácil encontrar grandes hitos en la 
historia, pero en medio de esos hitos hubo gente que 
cuando ocurrió el golpe de Estado inició una huelga 
general y ocupó fábricas, facultades y otros centros 
de estudio. De allí salió la gente que padeció lo que 
todos conocemos. La huelga no pudo seguir adelan- 
te y hubo que reorganizar a los sindicatos; se buscó 
quebrarlos y por ello se comenzó una campaña de 
afiliación. No obstante ello, se los derrotó con las pro- 
pias armas de la dictadura. Claro que en medio de 
eso quedaron miles de trabajadores y de dirigentes 
sindicales despedidos, pero se seguía con la lucha. 


Había coordinación entre los Partidos; por suerte, 
de todos los sectores vinieron fuerzas para integrar 
esa vertiente democrática. Sin duda, en el exterior 
se cumplió un enorme papel en materia de denun- 
cia pública de todas las atrocidades que se cometían. 
Desde adentro -aunque no todos hicieron denuncias 
aquí- y desde afuera hubo gente que sí lo hizo; eso no 
es patrimonio único del Frente Amplio. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 


-Es por eso que nosotros votaremos esta ley con- 
vencidos de que quizás no sea la última vez que ten- 
gamos que tratar este tema. Seguramente surgirán 
problemas, pero creemos que es un paso para avanzar 
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hacia la Justicia. En definitiva, una democracia que 
trate de ocultar esto haciendo lo del avestruz, va a 
tener un futuro muy corto o seguramente dentro de 
muy poco tiempo padecerá problemas similares. 


SEÑOR AGAZZI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GUARINO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- En esto, cada uno de nosotros 
estuvo en un determinado lugar y tiene una visión 
muy particular de la Historia de los últimos años del 
país, pero me quiero concentrar en qué es lo que te- 
nemos que hacer hoy. ¿Hay o no hay un problema? El 
señor Senador Rubio utilizó la expresión “desatar el 
nudo”; en realidad, hay una situación muy comple- 
ja. En la manifestación del 20 de mayo vi a viejitas 
arrugadas, con pañuelos en sus cabezas, portando 
carteles que tenían la foto de sus hijos. Hoy estamos 
en tiempos donde hay padres que lloran la muerte de 
sus hijos, pero en mi generación los hijos llorábamos 
la muerte de nuestros padres. Estos son dolores hu- 
manos. ¿Son pocos o son muchos? Son muchos. 


La Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado fue una herramienta para un momento muy 
particular, pero no eliminó un problema que todavía 
está planteado en nuestra sociedad: el dolor acumu- 
lado, que no va a parar. Porque el dolor provocado 
por estas causas no para nunca. Estos dolores no se 
terminaron en las ciudades ocupadas por los nazis. 
Años después, en países ocupados por los nazis, como 
Francia y España, se sigue buscando gente. El proble- 
ma no es que sea mucha la gente afectada, sino que 
están en juego sentimientos muy profundos. 


Hay pocas leyes con tan pocos argumentos a favor 
de quienes las votaron. Como todos saben, en aque- 
lla época yo no estaba en la actividad política, pero 
leí las versiones taquigráficas de las sesiones en que 
se discutió y aprobó esta ley. En ese entonces estaba 
aquí -aunque del lado de la calle y no de Legislador-, 
protestando, al igual que otra gente, porque no está- 
bamos de acuerdo con la ley. Puedo citar una de las 
discusiones en que participaron los entonces Dipu- 
tados Sturla y Millor y los integrantes de la Comisión 
Nacional Pro Referéndum, José Korzeniak y Diego 
Terra Carve. El Diputado Sturla decía: “Voy a votar 
con miedo de lo que pueda suceder el 17 de abril”. 
Creo que eso sintetiza lo que sentía mucha gente en 
aquel momento; la ley no fue votada por ser una bue- 
na solución, sino por no haber otra alternativa, por- 
que había ruidos de sable y temor por lo que pudiera 
ocurrir con la institucionalidad del país. Quienes la 
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fundamentaron porque era necesaria, quienes tenían 
que optar por la justicia y la paz, tomaron la decisión 
en un momento muy complejo del país. 


El artículo 1% de la ley es bien demostrativo de 
cómo se elaboró y del fin perseguido, además de que 
su finalidad es “concluir la transición hacia la plena 
vigencia del orden constitucional”. En esos días, la 
vigencia del orden constitucional estaba en peligro, 
por lo que es entendible que aun quienes discrepaban 
con el contenido de la ley la votaran, en el entendido 
de que había que apisonar la paz antes de pensar en 
la justicia. Seguramente, su razonamiento era: “Al fin 
y al cabo, si se va todo el diablo, después no podre- 
mos discutir los temas de justicia”. Lo acepto como 
un instrumento aunque, obviamente, en su momento 
discrepé con esa forma de enfrentar la situación. Sin 
embargo, permitió que el sistema institucional y las 
Cámaras continuaran funcionando y que sucedieran 
una cantidad de hechos que no es del caso analizar 
en este momento. 


Ahora bien, se desprende de su propia redacción 
que si el objetivo perseguido por la ley era “concluir 
la transición hacia la plena vigencia del orden cons- 
titucional”, solamente sería válida hasta que el orden 
constitucional estuviera vigente. 


(Suena el timbre indicador del tiempo.) 


-¿Me permite otra interrupción, señor Senador? 
SEÑOR GUARINO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Se ha hablado muy poco de que 
la ley constituyó un instrumento a utilizar en aquel 
momento. Creo que quienes pretenden que quede 
redactada de esta manera, tendrían que explicar el 
porqué. ¿Por qué se precisa hoy una ley para concluir 
la transición hacia la plena vigencia del orden consti- 
tucional? No se precisa más, ya no tiene fundamento. 
Las mayorías parlamentarias pensaron que era nece- 
saria en determinado momento y quienes intentamos 
derogarla no pudimos hacerlo porque no llegamos a 
los votos suficientes, pero está muy bien lo que dijo el 
General Seregni hace veintidós años, citado textual- 
mente por el señor Senador Solari. 


En realidad, deberíamos preguntarnos si hoy es 
válida la salida adoptada en aquel momento, que per- 
mitió la marcha institucional del país. Ese cuestiona- 
miento debe ser combinado con el dolor de la gente y 
con la situación objetiva que hoy se da en el país con 
el encuentro de cuerpos y de algunos culpables de co- 
meter atrocidades. Si dijeran algo, podrían sanar un 
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poco más las llagas que aún permanecen, pero con- 
sidero que la única manera de obtener información 
para avanzar en el conocimiento de la situación es 
que la gente pueda saber dónde están enterrados sus 
familiares y encontrar sus restos. Me parece que eso 
es algo elemental, que cualquiera de nosotros siente 
como una necesidad. 


No creo que el país esté dividido entre buenos y 
malos, ni tampoco culpo a nadie, pero señalo que esta 
ley, tal como está redactada, hoy no tiene razón de 
ser. Estoy de acuerdo con el concepto de que es nece- 
sario dar un paso para “desatar el nudo” y crear una 
mejor situación a los efectos de restablecer la justi- 
cia, ya que la paz no está en peligro actualmente. No 
responsabilizo a ninguno de los parlamentarios que 
votaron la llamada Ley de Caducidad de haber viola- 
do derechos humanos o cometido delitos aberrantes, 
sino que creo que, al igual que otros señores Senado- 
res, lo hicieron para asentar la pacificación. No soy 
partidario de los enfrentamientos, pero me parece 
que no puedo renunciar ni impedir a los demás que 
conozcan la verdad. La sociedad debe estar enterada 
de todo lo que pasó; hay que encontrar a los culpables 
y saber dónde están todas esas personas que fueron 
víctimas de desapariciones forzosas. 


Como dije, los factores que determinaron la apro- 
bación de la ley son anacrónicos. En otro momen- 
to pudieron explicarla, pero hoy hay que remover el 
obstáculo que ella significa. Me parece que alcanza 
con decir, simplemente, que se restablece el pleno 
ejercicio de la pretensión punitiva del Estado. Sé que 
ello tiene consecuencias importantes sobre la llama- 
da Ley de Caducidad, pero ¡la pucha!, ¡hay que ser 
Legislador y no estar de acuerdo con restablecer el 
pleno ejercicio de la pretensión punitiva del Estado! 
Eso no tiene fundamento; el único motivo es no mo- 
ver las aguas, pero como no estoy para eso, me parece 
bien restablecer el papel de la Justicia, garantizado 
por nuestra Constitución, que nunca se debió haber 
desvirtuado. 


Es cuanto quería manifestar y muchas gracias al 
señor Senador Guarino por concederme parte de su 
tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- He finalizado, señor Presi- 
dente. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 
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SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: seguramen- 
te, todo lo que podamos decir acá, ocupando un tiem- 
po similar al que ya lleva sesionando el Cuerpo, no 
cambiaría ninguna intención de voto. Sin embargo, 
nos importa trasmitir nuestra interpretación de los 
hechos, porque la atrocidad del terrorismo de Estado 
ha sido equiparada, de alguna manera, con pretender 
cumplir con la sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, finalidad perseguida por este 
marco legal. Se podrá decir que la forma de hacerlo 
es buena o mala, pero lo cierto es que no hemos teni- 
do otras sobre la mesa. 


Quiero que quede claro desde el principio que en 
la Comisión del Frente Amplio de la que formamos 
parte se han estudiado innumerables alternativas 
para cumplir con lo establecido en esta sentencia 
desde el punto de vista jurídico. Incluso, la opción 
de no manejar una alternativa legislativa también fue 
discutida en dicha Comisión del Frente Amplio. Sin 
lugar a dudas, eso enlenteció el planteamiento al res- 
to de las colectividades políticas de alternativas que 
pudieran ser tomadas en conjunto, porque la volun- 
tad del Frente Amplio es que estas decisiones sean 
adoptadas con el mayor consenso posible. 


Nuestra propuesta fue planteada a todos los par- 
tidos políticos como un paquete sobre el que nos pa- 
recía importante que hubiera un pronunciamiento de 
la Asamblea General, además de un marco legislativo. 
Obviamente, continúa vigente la posibilidad de un 
pronunciamiento de la Asamblea General. 


Entendemos a muchos compañeros que aducen 
la existencia de un marco legal suficiente, y no des- 
conocemos que para otros el 1% de noviembre cadu- 
can inevitablemente los plazos. Debe quedar meri- 
dianamente claro que el objetivo del Frente Amplio 
siempre fue tener un marco legal que reafirmara esos 
conceptos para que el Poder Judicial pudiera optar, 
en forma libérrima, por el que más se adecue a cada 
uno de los casos. 


No quiero agraviar, pero sí resaltar el hecho de 
que nuestra fuerza política ha estudiado minuciosa- 
mente la evolución de estos temas porque hirieron 
muy fuertemente a nuestra patria. Como todos los 
partidos políticos que han tenido mayor protagonismo 
en cada episodio histórico, nos dedicamos a estudiar 
alternativas diferentes a ese respecto. Sería bueno 
que todos los partidos -al Frente Amplio eso no le ocu- 
rre- revisaran los casos de personas con responsabi- 
lidades institucionales durante la dictadura para que 
se les aplicaran las sanciones correspondientes. Esos 
hechos también ayudan al fortalecimiento democrá- 
tico porque, más allá de que hoy estemos dando una 
herramienta mayor a todos los Poderes del Estado -la 
sentencia obliga a que el Estado en su conjunto sea 


562-C.S. 


el que cumpla con lo que establece-, sentimos que 
estamos señalando un camino hacia el futuro. Así lo 
ha visto siempre el Frente Amplio y por eso nos ne- 
gamos a que se nos ponga el histórico mote de que 
tenemos los ojos en la nuca. ¿Acaso todos los años los 
dirigentes de los partidos políticos y ex Presidentes 
somos convocados para mirar hacia atrás en cuan- 
to a los holocaustos ocurridos hace cincuenta años? 
¿Esa es la finalidad que nos reúne muchas veces en 
ciertos lugares en que nos encontramos? ¿Estamos 
allí con el objeto de mirar hacia atrás o para adelante 
respecto a esos holocaustos que sucedieron, reitero, 
hace cincuenta años o más? ¿Eso es lo que hacemos? 
Creo que ninguno de nosotros lo quiere y, por tanto, 
pido que no nos adjudiquen la idea de mirar solo ha- 
cia atrás, porque no hay sociedad que se construya 
democráticamente fuerte si no se interpretan los he- 
chos adecuadamente. 


En lo personal, integro una agrupación política 
que recibió una de las primeras cuotas de ese golpe, 
porque el Partido Socialista fue declarado ilegal antes 
del golpe de Estado, junto con otras colectividades 
políticas. Residí en zonas del Uruguay donde los he- 
chos eran realmente muy fuertes, tanto como los que 
tuvimos que vivir posteriormente durante la dictadu- 
ra. ¡Vayamos despacito por las piedras y reconozca- 
mos que hay cosas que debemos saldar! 


Cuando se pretende no interpretar adecuadamen- 
te ni respetar algunos de los temas que hoy, hace ya 
muchos horas, estuvieron en discusión, se habla de 
desmanes y se adjudica a quienes pertenecemos a la 
fuerza política Frente Amplio que los traemos al de- 
bate de manera reiterativa. Nuestra propia Suprema 
Corte de Justicia ha planteado que el hecho de que 
la llamada Ley de Caducidad haya sido aprobada en 
un régimen democrático y que hubiera sido respal- 
dada por la ciudadanía en dos ocasiones no le conce- 
de legitimidad, automáticamente ni por sí sola, ante 
el Derecho Internacional. También ha dicho que la 
protección de los Derechos Humanos constituye un 
límite infranqueable a la regla de las mayorías, es de- 
cir, a la esfera de lo susceptible de ser decidido por 
las mayorías en instancias democráticas en que debe 
primar un control de convencionalidad. ¿En ese caso 
también se dice que hubo desmán en la Suprema 
Corte de Justicia? Se han escuchado alternativas en 
el sentido de que la Corte Interamericana de Dere- 
chos Humanos no puede determinarnos. Si fuera así, 
tengamos el valor de decidir irnos de determinados 
ámbitos. Cumplimos sus decisiones o nos vamos, pero 
una opción a mitad de camino no es aceptable. Nos 
pueden gustar o no, pero no hay duda de que deben 
ser cumplidas. 


Me parece que se han cometido excesos en la dis- 
cusión de hoy y, por tanto, me gustaría que volviéra- 
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mos a un debate que tuviera que ver con este aspecto. 
¿Qué intención espuria puede tener esta fuerza polí- 
tica en plantear el tema nuevamente en este ámbito? 
Simplemente queremos cumplir con lo que dictami- 
na la sentencia. ¿Cómo cumple el Estado, que somos 
todos y este Poder también, con lo que establece esa 
sentencia, es decir que en un plazo razonable el Es- 
tado debe conducir y llevar a término eficazmente 
la investigación de los hechos relacionados, en esta 
instancia, con el caso Gelman? ¿Cabe alguna duda 
de que si no avanzamos en otros casos, como el de 
Gelman, llegarán estos a la órbita de la Corte Inte- 
ramericana de Derechos Humanos? Si ello sucede, 
nos enfrentaremos al mismo bochorno internacional 
porque este es un país respetado internacionalmente. 
Lo demuestra el hecho de que el Uruguay preside 
el Comité de Derechos Humanos y eso nadie lo re- 
galó en las Naciones Unidas, sino que lo ha ganado 
el país. Está claro que estas disposiciones deben ser 
cumplidas. 


Luego se hace referencia a los párrafos de la 
sentencia que plantean la necesidad de esclarecer 
el tema, que se deberán determinar las correspon- 
dientes responsabilidades penales y administrativas, 
y que habrá que aplicar las consecuentes sanciones 
previstas por la ley. Por su parte, el párrafo 253 de la 
sentencia de la Corte establece que el Estado deberá 
asegurar que la llamada Ley de Caducidad “no vuel- 
va a representar un obstáculo para la investigación 
de los hechos ni para la identificación y, si procede, 
sanción de los responsables de los mismos y de otras 
graves violaciones de los derechos humanos”. El texto 
sigue, pero como supongo que todos lo han leído, solo 
estoy recordando algunas de sus partes. ¿Cómo pro- 
cedemos en esto? ¿Lo hacemos de esta forma? Que- 
dó claro que la ley interpretativa no es la forma de 
hacerlo, porque no hubo consenso. ¿Lo hacemos con 
los tres proyectos de ley de derogación que planteó el 
Partido Nacional en la otra Cámara y respecto a los 
cuales hoy no he escuchado ninguna mención? Esos 
proyectos fueron planteados en 2005, 2009 y 2010, 
luego de los pronunciamientos populares. Entonces, 
¿qué estamos haciendo? ¿Es solo un fuego de artifi- 
cio o estamos realmente comprometidos a encontrar 
la mejor forma de solucionar estos temas? No me 
cabe la menor duda de que tenemos la enorme res- 
ponsabilidad de dar la mejor respuesta a este tema. 


La sentencia nos impone muchas otras medidas, 
algunas de las cuales no corresponden al Poder Le- 
gislativo en particular pero sí a los dirigentes políti- 
cos que hoy están aquí presentes, que deben ayudar 
aceleradamente a cumplirlas. Obviamente, hay resis- 
tencias y sectores dentro del ámbito militar que no 
se prestan alegremente a colaborar para que consten 
los nombres de todas las víctimas que fueron viola- 
das, torturadas y que murieron en esos lugares, pero 
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se están llevando adelante acciones en ese sentido. 
Todos debemos estar contestes en que esta sentencia 
nos obliga a iniciar varias acciones y una de ellas es 
reconocer en un acto político la responsabilidad del 
Estado. Ya hemos avanzado en ese sentido, porque 
en la Legislatura pasada se aprobó una ley de repara- 
ción a las víctimas que en sus tres artículos iniciales 
reconoce el terrorismo de Estado. Pero no entrevere- 
mos las barajas, porque el terrorismo de Estado es el 
ejercicio del terror desde los ámbitos institucionales 
y lo otro tiene que ver con hechos que, si se quiere, 
pueden ser discutidos, aunque eso es harina de otro 
costal. 


Creo que hay una serie de temas que vale la pena 
aclarar en esta instancia. Me interesa destacar que 
no es exactamente cierto que no ha habido repara- 
ción a quienes cayeron del lado de los uniformados. 
Eso sucedió en 1974, en 1975 y en 1976 en dos oca- 
siones. Esas fueron las decisiones que pudimos rele- 
var, porque es claro que se tomaron durante la dicta- 
dura y no hemos encontrado mayores referencias. Se 
podrá discutir si esas reparaciones fueron suficien- 
tes o no, pero habrá que hacerlo en otra instancia 
porque quienes también fueron reparados por la Ley 
N* 18.033 y la que tiene por objeto el reconocimiento 
del terrorismo de Estado afirman que no fue suficien- 
te. Eso es posible, pero tendremos que buscar otra 
instancia para resolverlo. 


También quiero decir a mi amigo, el señor Sena- 
dor Heber, que por suerte siempre me toca anotarme 
después de él... 


(Dialogados.) 


-No busque intenciones donde no las hay, señor 
Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diríjase a la Mesa, seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Discúlpeme, señor Presiden- 
te. Tiene razón. 


Las intervenciones que en la mañana de hoy hizo 
el señor Senador Gallinal sobre el acuerdo del Club 
Naval fueron extremadamente agraviantes. 


(Dialogados.) 


-Todos sabemos que en determinadas instancias 
a la salida de una dictadura hay una serie de 
desencuentros. El mismo diálogo lo tuvimos en la 
sesión en que discutimos la ley interpretativa, en la 
que usted acusa al Frente Amplio de abandonar la 
lucha. Difícilmente pueda sostenerse esto; cada 20 
de mayo mucha más gente está -y el Frente Amplio 
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también- en todas esas instancias en las cuales ha 
habido movilizaciones imponentes. Ahora bien, sin 
duda que nos debilitamos como fuerza democrática 
cuando nos dividimos para enfrentar la salida. Sin 
duda que tuvimos diferencias tácticas, las tuvimos 
dentro del Frente Amplio -no me lo tienen que 
recordar- y aún las procesamos con matices, pero 
lo que queda claro es que no daba lo mismo salir 
ese año u otro. Ahí hubo otras alternativas -cuando 
yo las digo, usted hace oídos sordos- como, por 
ejemplo, que se podría crear un Parlamento y al 
año elegir un Presidente. Estas fueron alternativas 
que yo escuché en las direcciones clandestinas que 
integrábamos -porque acá estamos los testigos “vivos” 
de determinados episodios- sustentadas quizás por no 
todo el Partido Nacional, pero sí por una parte. También 
hubo otras alternativas, aunque condicionadas 
igualmente. Aclaro que no estoy aludiendo al señor 
Senador Heber, pues estos son hechos que también 
ocurrieron. Ahora, no me digan que en el acuerdo 
del Club Naval estaban sobre la mesa el pacto, el 
condicionamiento, el renunciamiento a la verdad y 
a la justicia y, quizás, la democracia condicionada, 
y en otras alternativas no, porque eso no es así. Si 
no, explíqueseme, señor Presidente, por qué ciertas 
colectividades vienen a tener acuerdos político- 
electorales con sectores que lo primero que hicieron 
cuando este Parlamento se reinstauró fue decir que 
eran injustas esas acusaciones. El doctor Ciganda y 
su agrupación política, la Unión Cívica, hizo llegar 
-y don Hugo Batalla fue quien lo leyó- el desmentido 
de que en el acuerdo del Club Naval se hubiera 
pactado algo más que no fuera la salida democrática. 
Insisto en que todo esto ya lo hablamos durante la 
discusión de la ley interpretativa, pero nunca voy a 
dejar de reiterarlo porque voy a defender la actuación 
del Frente Amplio en la salida democrática. No voy 
a admitir, con lo que entregó esta fuerza política 
y otros en la reapertura democrática y en la lucha 
permanente, en resistencia y en formas diversas de 
enfrentar a la dictadura y al terrorismo, que se pueda 
decir en un debate, alegre y cómodamente sentados, 
que eso fue así. No, no es así. Estoy convencida de 
que la próxima vez que consideremos estos temas, 
aunque no vengamos a debatir un proyecto legal, 
volveremos a tener discusiones de esta naturaleza. 
Voy a leer parte de un verso de Óscar Hahn -porque 
no les voy a tomar su tiempo leyendo todo el verso-, 
poeta, ensayista y crítico chileno nacido en Iquique 
en el año 1938. Dice así: 


“Todos los huesos hablan penan acusan 
alzan torres contra el olvido 
trincheras de blancura que brillan en la noche 


El hueso es un héroe de la resistencia”. 


564-C.S. 


Yo confío en que continuemos buscando los res- 
tos de nuestros muertos y que esos huesos continúen 
siendo, junto a quienes estamos acá y tenemos la 
vocación y la voluntad de luchar, no héroes, porque 
ellos lo fueron, pero sí combatientes de esa resisten- 
cia por la verdad y la justicia. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA XAVIER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Primero, quiero decir que 
si bien se retoma la senda de lo que debe ser una 
verdadera discusión, me parece muy importante re- 
saltar algo que dijo la señora Senadora Xavier. A mí 
me pasó exactamente lo mismo que a la señora Sena- 
dora porque nos tocó ser protagonistas del debate del 
Club Naval pues éramos miembros de la Dirección 
clandestina, y el doctor José Pedro Cardoso era uno 
de los miembros que representaba al Frente Amplio. 
Quiero decir que de la misma forma que respeto que 
se puedan sentir agraviados los miembros del Parti- 
do Nacional por algunas de las expresiones vertidas, 
nosotros también nos sentimos agraviados tan solo 
por cualquier duda sobre la ética del Frente Amplio 
o sobre los supuestos pactos -que no existieron- que 
llevaran a cualquier compromiso de impunidad o de 
no tocar ciertos temas. 


No existió ningún tipo de acuerdos y esto hiere la 
propia sensibilidad y la trayectoria del Frente Amplio. 
Acá en un momento pareció que había una maratón 
por quién había hecho más; creo que a la dictadura 
la derrotó el pueblo movilizado y el rechazo generali- 
zado de la sociedad. Cada uno tendrá sus individuos 
-por suerte, creo que el Frente Amplio no los tuvo- 
que, no siguiendo el espíritu mayoritario tanto del 
Partido Nacional como Colorado, tuvieron participa- 
ción en la dictadura. Creo que hablar de esto no hace 
a la esencia del tema. Respeto y reconozco que tanto 
el Partido Nacional como el Colorado tuvieron, como 
organizaciones políticas, un digno papel en el enfren- 
tamiento a la dictadura por encima de lo que algu- 
nos individuos puedan haber hecho, pero creo que no 
contribuimos en nada si nos cobramos cuentas y en 
este debate sería agregar un elemento distorsionan- 
te que no lo enriquece, ni engrandece a quienes lo 
mencionan. Sí quiero destacar algo -aparte de todo 
lo conceptual que se ha señalado- en cuanto a que 
existe un problema real: el dolor de tantos miles de 
uruguayos, de tantos familiares, de tantos hijos, etcé- 
tera, no se puede lavar por un decreto o por el olvido. 
Hay un tema fundamental que ha sido mencionado 
por algunos de los anteriores expositores, Senadores 
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del Frente Amplio. Estoy convencido de que para la 
mayoría de los frenteamplistas el terminar con las 
consecuencias de esta ley es un problema de concien- 
cia porque no se puede comparar con las salidas que 
tuvieron, en el pasado, otros conflictos entre orienta- 
les. Justamente, el hombre a lo largo de su historia ha 
cometido demasiadas barbaries contra sí mismo, ha 
convertido demasiados asesinatos, genocidios, inqui- 
siciones y otras vergúenzas de la humanidad. Precisa- 
mente, después de salir de la más atroz, la última de 
las vergúenzas, que fue lo que sucedió en la Segunda 
Guerra Mundial y después de muchos genocidios y 
cosas afines, el hombre decidió que había hechos que 
estaban por encima de fronteras y que no tenían tem- 
poralidad: son los delitos de lesa humanidad, que no 
podían limitarse a la voluntad de gobiernos, de indi- 
viduos o de quien fuera, que trascendían la voluntad 
o los intereses circunstanciales de una nación o de 
quienes estuvieran en el gobierno en algún momento. 
Por lo tanto, para nosotros, ser consecuentes con ese 
proceso que la humanidad se dio, de castigar sin fron- 
teras de tiempo ni físicas los delitos de lesa humani- 
dad -como herramienta, para que nunca más suceda, 
el identificar a los culpables y juzgarlos- es un ele- 
mento que pesa en forma determinante en todos y 
cada uno de los frenteamplistas. Lo digo con absoluto 
convencimiento. Hay una situación práctica y de so- 
lidaridad humana que nunca se va a terminar porque 
el dolor es demasiado, porque hay que responder al 
dolor de tantos familiares y de tanta gente. Además, si 
no encontramos los caminos para terminar con esta 
vergúenza, en definitiva, la historia y el mundo nos 
van a señalar, como muchas veces lo han hecho -y lo 
digo con vergúenza- cuando en distintos lugares del 
mundo recibimos el comentario: “Qué raro que un 
pueblo tan democrático, con tanta trayectoria, que 
supo votar por “NO” en un plebiscito orquestado y 
dirigido por la dictadura, siga siendo en este momen- 
to, a través de una ley vergonzante, un refugio para 
la impunidad de quienes cometieron delitos de lesa 
humanidad”. Esto es lo que ningún frenteamplista 
está dispuesto a aceptar y vamos a hacer todo lo po- 
sible -hoy lo estamos haciendo los Senadores y en los 
próximos días los Diputados- por terminar de la for- 
ma que sea con esta vergúenza. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la seño- 
ra Senadora Xavier. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA XAVIER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Baráibar. 
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SEÑOR BARÁIBAR.- Cuando el señor Senador 
Heber hizo su intervención, nos interpeló con re- 
lación a que no teníamos respuestas sobre por qué 
fuimos al Club Naval. La señora Senadora Xavier ya 
contestó al respecto, pero yo fui un testigo presencial 
de aquellos episodios y quiero aportar un testimonio 
más. 


(Intervenciones de varios señores Senadores que 
no se escuchan.) 


-No aludí y no estoy aludiendo, señor Presidente. 


Comienzo diciendo que no tengo la menor duda 
en reconocer que entre el 26 y el 27 de junio de 1973 
-durante la famosa y memorable sesión del Senado 
en la víspera del golpe de Estado, reunión que 
entre otras cosas había sido convocada para impedir 
el desafuero del señor Senador Erro, Senador 
frenteamplista, para muchas generaciones jóvenes 
que no lo conocieron- y los episodios que llegan 
hasta los años 1986 y 1987, el Partido Nacional 
junto con el Frente Amplio -y pienso que también 
con el Partido Colorado, pero en este caso me refiero 
más al Partido Nacional- estuvo en la trinchera de 
la oposición. Y hay dos episodios que nos separan: 
los acuerdos del Club Naval y la llamada Ley de 
Caducidad. Por otro lado, tuvimos coincidencias 
en la acción permanente y demás. En lo personal, 
no sabía -presté mucha atención a la intervención- 
que la discusión que se dio durante el episodio de 
Bolivia que aquí fue mencionado -he hablado sobre 
ese episodio con un testigo presencial, porque había 
otras personas pues se trató de un meeting político- 
fue clave entre Wilson Ferreira Aldunate y Julio 
María Sanguinetti. Ahí las estrategias eran distintas: 
mientras que Wilson Ferreira Aldunate pensaba que 
se podía salir confrontando y derrotando al Gobierno, 
Julio María Sanguinetti no lo creía. Y el Frente 
Amplio y el General Seregni -debo decirlo porque en 
esa época estaba trabajando con él y además consta 
en las cartas que envió desde la prisión- creían que 
de este escenario se tenía que salir a través de una 
negociación, porque la confrontación no era posible. 


SEÑOR HEBER.- Eso fue lo que yo dije, señor 
Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- No era posible porque la 
reunión del Club Naval se llevó a cabo en el mes 
de agosto y el 16 de junio, cuando llegó Wilson a 
Montevideo, estuvimos en la avenida Agraciada -no 
sé si ya se llamaba avenida Libertador- organizando 
la concurrencia de los frenteamplistas; recuerdo 
que nos reuníamos en la calle Colonia y Florida, 
en un local del Partido Nacional. En ese momento, 
ustedes, el Partido Nacional, creían que llegaban 
al puerto y de ahí iban a la Casa de Gobierno, y 
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todos sabemos que la historia fue bastante trágica 
y distinta. El Club Naval no tenía nada que ver en 
ese episodio. Ahí estábamos trabajando juntos y, 
simplemente, las visiones que tenían ambos grupos 
eran distintas una de la otra. La vida nos confirmó 
que el camino era en el que coincidimos con el 
Partido Colorado y que había una negociación de 
por medio. La otra opción -que creo que no existía- 
habría sido de dolor, sacrificio y demás. Ese fue 
el camino que transitamos y la verdad es que nos 
dolió mucho. Personalmente -junto con dirigentes 
como el señor Ituño y varios otros que participaron 
en aquella época-, traté de convencerlos acerca del 
motivo por el que estábamos haciendo las cosas. 
Tanto es así que, inmediatamente después del 
encuentro del Club Naval celebrado en los primeros 
días del mes de agosto, el General Seregni nos 
pidió que organizáramos lo que fue la Concertación 
Nacional Programática, porque queríamos recobrar 
la participación del Partido Nacional. Eso se dio 
y, efectivamente, la Conapro, que fue llamada 
“Parlamento de la transición” -este es un tema que 
tal vez podríamos discutir otro día- y que cumplió 
un papel muy destacado en muchos aspectos de la 
transición, fue un ámbito en el que participaron 
todos los partidos políticos, las fuerzas sociales y 
todos los que estaban integrados. 


En resumen, nosotros teníamos una estrategia 
distinta a la del Partido Nacional y la vida nos ha 
demostrado que era la correcta, pero de ninguna 
manera se trató de una transacción ni en ningún 
caso tuvo que ver con aceptar eventualmente temas 
que tuvieran que ver con la amnistía de los presos 
políticos. 


Era cuanto quería manifestar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de devolver la pa- 
labra a la señora Senadora Xavier, quisiera expresar 
que me pareció que algunos señores Senadores se- 
ñalaban que no se puede hacer alusiones en las inte- 
rrupciones. Precisamente, las interrupciones son una 
parte esencial del debate político y están reguladas 
por los artículos 86 a 88 del Reglamento del Senado, 
que indican que es posible hacer alusiones en las in- 
terrupciones, así como es posible contestar esas alu- 
siones cuando se crea conveniente. 


Puede proseguir la señora Senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: dado que 
estamos muy avanzados en la hora, quiero expresar 
que reafirmo la voluntad de cumplir con la senten- 
cia de la Corte; reafirmo la voluntad de que nunca 
más tengamos un señalamiento de esta naturaleza 
y reafirmo la voluntad de que tal vez a treinta y un 
años del plebiscito del 80 podamos convocarnos en 


566-C.S. 


la Asamblea General para dar un mensaje al pre- 
sente y al futuro de este país. Un tercio de la pobla- 
ción no vivió la dictadura y a ellos más que a nadie 
les debemos los mejores esfuerzos para pensar en 
un país sólido en materia democrática como es el 
nuestro. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “25 de octubre de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo, por motivos per- 
sonales, se me otorgue el próximo jueves 27 de octu- 
bre un día de licencia y se convoque a mi suplente 
respectivo. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamente, 
Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Javier de Haedo y 
Jorge Gandini han presentado notas de desistimiento 
informando que por esta vez no aceptan la convocato- 
ria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Jorge Bartesaghi, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 25 de octubre de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


He sido designado para asistir a la “XXI Cumbre 
Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno” que 
se realizará en la ciudad de Asunción, República del 
Paraguay, los días 28 y 29 de octubre del corriente año. 
Por tal motivo solicito al Cuerpo me conceda licencia 
entre los días 28 y 30 del corriente mes, de acuerdo con 
el artículo 1%, literal d) de la Ley N* 17.827. 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente 
muy atentamente 


Danilo Astori. Presidente del Senado.” 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que en virtud de esta li- 
cencia pasará a ocupar la Presidencia del Senado la 
señora Senadora Lucía Topolansky. 


Por tal motivo y habiendo presentado notas de de- 
sistimiento los señores Juan José Domínguez y An- 
drés Berterreche, informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, queda 
convocado el señor Aníbal Pereyra, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


8) PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado continúa con 
la consideración del asunto para el que fuera convo- 
cado. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Luego de una extensa jornada, 
creo que estamos inmersos en una discusión no solo 
jurídica sino esencialmente política. Podríamos discu- 
tir y cambiar ideas sobre las distintas posiciones que se 
han sostenido en la propia Comisión. Los expertos, los 
constitucionalistas y todos los que fueron convocados 
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emitieron su opinión con fundamento y con fuerza. 
Podríamos decir, salvo algunas contadas -o contadísi- 
mas- excepciones, que tenemos unanimidad respecto 
de una versión constitucional sobre la falta de rigor 
legal y constitucional que tiene esta solución. Se po- 
drá discutir en ese sentido, pero según la exposición 
detallada y minuciosa que ha hecho el señor Senador 
Gallinal y que posteriormente hicieron el señor Sena- 
dor Moreira y otros señores Senadores, está claro que 
podemos discutir sobre el numeral 19) del artículo 239 
de la Carta y sobre los artículos 7* y 72 de la Consti- 
tución de la República -que incorpora como novedad 
en los derechos humanos algunos elementos de supra- 
nacionalidad, discusión que los propios internaciona- 
listas hoy están poniendo sobre la mesa, tanto en el 
ámbito académico como en el internacional-, así como 
sobre el artículo 27 de la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados, pero aquí hay un elemen- 
to muy claro y fuerte que nosotros hemos ratificado 
y aprobado; me refiero al Estatuto de Roma de 1998. 
Bien decía el señor Senador Gallinal que aquí hay dos 
o tres artículos muy claros según los cuales el Estatuto 
internacional establece dos principios: la no retroacti- 
vidad en materia penal y la responsabilidad individual, 
expresados en los latinazgos que los abogados estamos 
acostumbrados a escuchar y a repetir, lo que no voy a 
hacer ahora. Quiere decir que es muy claro que esta- 
mos obligados no solo por una Convención internacio- 
nal sino por un Tratado. 


Además, debemos decir que la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos no hace 
referencia a obligaciones del Poder Legislativo. Pre- 
cisamente, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos hace un determinado comentario, pero no 
es una sentencia. De manera que por esa sentencia 
no estamos obligados a ningún tipo de voluntad ni 
decisión de carácter legislativo. Eso quedó claro en la 
propia Comisión y en la participación de los que han 
expresado su opinión. 


No vamos a venir a convencernos entre nosotros, 
sobre todo en materia legal y jurídica. Hemos adver- 
tido que tenemos una visión distinta en muchas co- 
sas, incluso desde el punto de vista filosófico, lo cual 
quedó de manifiesto cuando escuchamos al señor 
Senador Lorier, dentro de la legitimidad de su pen- 
samiento y visión que es parte del pluralismo. ¡Ojalá 
existiera en todos los países de América Latina la po- 
sibilidad de que tanto el señor Senador Lorier como 
quien habla pudieran expresar sus pensamientos y, 
por ende, que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ni la Suprema Corte de Justicia dijeran que 
se coarta la libertad de expresión a los derechos hu- 
manos! ¡Como bien dijo el Presidente Mujica cuando 
recibió a los disidentes cubanos: “A mí me gusta el 
pluralismo”! Por supuesto que esto provocó el enojo 
de varias personas pero, sin duda, se trata de una es- 


CÁMARA DE SENADORES 


567-C.S. 


pecie de reconversión que me parece muy adecuada 
en estos temas porque la peor expresión de la sober- 
bia es pensar que uno no debe cambiar de opinión. 
Ahora bien; una cosa es cambiar de opinión y otra 
ocultarla o estar en caminos duales como a los que 
a veces parece que estamos enfrentados. Podemos 
discutir el tema y decir que con esta solución mu- 
chas de las personas responsabilizadas van a recurrir 
la constitucionalidad de esta ley. Tal vez pasen dos o 
tres años para ver si la Suprema Corte de Justicia -sin 
perjuicio de que su modificación no está prevista en 
forma sustancial para los próximos años- entiende o 
interpreta -como lo ha hecho en otras oportunidades- 
que es inconstitucional aunque, como todos sabemos, 
la inconstitucionalidad se refiere a cada caso en es- 
pecial sin constituir un principio de carácter general. 


Señor Presidente: es claro que más no podemos ha- 
cer en este sentido ni nos vamos a convencernos unos 
del pensamiento de los otros, pero sí es importante re- 
currir al tema político porque este asunto lo es y de 
carácter esencial. Acá se habla de la historia, de lo que 
pasó, del golpe de Estado, del Pacto del Club Naval y 
en cierto sentido todos somos portadores de una expe- 
riencia personal, humana, de tristezas, de alegrías y de 
situaciones que hemos vivido en la intensidad de nues- 
tros convencimientos políticos; algunos en el acierto y 
otros en el error, algunos con un grado de intolerancia 
que nos llevó a la noche de la dictadura y esta con otro 
erado de intolerancia que nos llevó a la necesidad de 
una democracia y de negociaciones que formaron par- 
te de una historia de la que el propio Wilson fue ajeno, 
como bien decía el señor Senador Heber. 


Wilson, antes de venir de aquel famoso viaje, dijo: 
“Mi partido no acepta que se lleven a cabo eleccio- 
nes con proscripciones a candidaturas a personas... Y 
yo me ofrezco como ofrenda de paz... Si el Gobierno 
uruguayo convoca a elecciones, con el pleno resta- 
blecimiento de libertades que fija la Constitución, re- 
tiro mi candidatura y aún así me resultará escaso el 
presunto sacrificio...” Y más adelante agregó: “Yo no 
tengo alma de mártir pero vuelvo con el signo de la 
alegría y de la reunificación, del reencuentro y de la 
venida tranquila. No vuelvo para la guerra ni para el 
enfrentamiento. Mis simpatizantes tienen consignas 
de recibirme en la más absoluta paz, con esperanza y 
bajo el signo de la reconciliación nacional para todos. 
Quiero unas elecciones realmente libres y tranquilas 
para mi país, sin el menor ánimo de revanchas histó- 
ricas. Los problemas continuarían en el futuro si se 
mantienen las exclusiones y las proscripciones.” 


Esta expresión de Wilson, en ese tiempo, antes 
de aquel famoso 16 de junio, es un claro mentís a 
lo que pueda ser una exposición de intolerancia o 
simplemente una intransigencia sin ningún renun- 
ciamiento. El Partido Nacional hizo todo este esfuer- 
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zo y Wilson llevó adelante una serie de apreciaciones 
diciendo, entre otras cosas, que ahí quedaban las ne- 
gociaciones entre los juristas y los soldados mientras 
se seguía torturando y desconociendo las libertades 
esenciales, frase que puedo repetir prácticamente de 
memoria. De manera que el aporte que venía hacien- 
do era simplemente el de una reconciliación nacio- 
nal. 


Ahora bien, señor Presidente. El gran problema 
que tenemos ahora es saber cómo apostamos a la 
reconciliación nacional. ¿Cobrándonos las cuentas? 
¿Mirando hacia el pasado? ¿Poniendo el espejo re- 
trovisor en forma hemipléjica? ¿Mirando las cosas 
solamente desde nuestro punto de vista creyendo que 
allá están los malos y aquí los buenos? ¿Pensando que 
nosotros fuimos los torturados y los otros no? ¿La no- 
che de la intolerancia ha sido para una parte y no 
para la otra? ¿Para quién fue la salida institucional? 
Para todos. ¿Qué votó el Frente Amplio en 1985? Votó 
en contra de la llamada Ley de Caducidad y también 
de la denominada Ley de Amnistía. ¡Votó en contra 
de las dos! Pero cuando actuó de esa manera -más 
allá de que todos tenemos derecho, no a agraviar, sino 
simplemente a constatar los hechos- lo hizo sobre la 
idea de que no había un camino que pudiera ser equi- 
distante en lo que significaba interpretar quiénes se 
equivocaron de un lado y del otro. Hasta ahora, en 
este tema del terrorismo de Estado y de la violencia 
no he podido tener un diálogo equidistante. Me gus- 
taría que algún integrante del Frente Amplio, un Se- 
nador, un Diputado, un Edil o un militante me dijera: 
“¿Sabe que nos equivocamos con los etarras? ¿Sabe 
que cuando fuimos al Filtro acompañamos a descar- 
nados terroristas que fueron condenados en España 
y que hoy se desarman en medio de una persecución 
legítima del Partido Socialista?”. En mi opinión el 
episodio del Filtro constituyó un respaldo al terroris- 
mo y no al de Estado, sino al terrorista infame, a ese 
que pone la bomba, mata a la familia, a los hijos y al 
que venga sin mirar siquiera quiénes son las víctimas 
inocentes. 


Digo todo esto sin pretender cobrar las cuentas, 
sino buscando que de un lado y del otro se tenga de- 
terminada grandeza en ciertos temas, pero esa visión 
hemipléjica no ayuda. 


El 24 de junio de 1973, Washington Beltrán se- 
ñalaba: “El Uruguay no puede continuar transitando 
por el camino de la torpeza, para que encauzados en 
él la improvisación, la irresponsabilidad, el rencor, la 
pasión, la vehemencia irrestricta, la ambición irrefre- 
nable, sigan comprometiendo nuestro porvenir, agi- 
tando la magnitud de nuestros problemas”. También 
habló de una respuesta que no se cocine en la alqui- 
mia de los laboratorios de ningún imperialismo, que 
no nos convierta en serviles imitadores de Cuba o de 
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Paraguay de aquella época, que no nos convierta a no- 
sotros y a nuestras fórmulas en cartas de ciudadanía 
argentinas o brasileñas. Esto lo podemos decir hoy: 
continuar transitando el camino de la vehemencia 
irrestricta, la pasión, el rencor y la revancha. ¿Cómo 
no nos vamos a hacer cargo nosotros de todos los do- 
lores, de la revancha, de los desaparecidos de todas 
las partes? Pero, ¿es posible recorrer el camino sin 
tener una concesión que hable de la reconciliación? 


Nosotros éramos muy jóvenes pero jamás olvida- 
remos el día en que Wilson salió del Cuartel de Trini- 
dad y el pueblo entero iba prendiendo antorchas en el 
camino de la Ruta 3 para recibirlo. Muchos -incluso 
de otros partidos- esperaban que levantara ese bra- 
zo implacable de la revancha y del cobro de cuentas 
pero, sin embargo, él dijo: “lo que es bueno para el 
país es bueno para el Partido Nacional”. Y ahí está 
la gobernabilidad. ¡Cuántos seguidores de Wilson 
lo cuestionaron por la llamada Ley de Caducidad! 
¡Cuántos le fueron a decir que había traicionado la 
visión de país o de su Partido porque con ese sentido 
de patriotismo había entregado la posibilidad de que 
el Uruguay transitara hacia una reconciliación nacio- 
nal! Creo que estamos equivocados cuando hablamos 
de impunidad. Nadie votó por la impunidad ni nadie 
quiere votar a favor de la impunidad. Lo que no sabe- 
mos es quiénes están en condiciones de votar a favor 
de la reconciliación. Y no hay reconciliación posible 
si no somos capaces de ceder en algunos terrenos y 
de ir analizando los hechos puntuales, dejando que la 
Justicia se pronuncie, pero no violando la Constitu- 
ción y tratando de que diga lo que no dice. Más aún, 
señor Presidente, no sé cómo se puede interpretar y 
explicar, como se ha hecho ahora, que el plebiscito 
de 1980 tuvo un grado de madurez y de revolución 
nacional incluso mayor a lo que nosotros podíamos 
esperar, porque ganamos a pesar del escepticismo de 
muchos que pensaban que los militares iban a im- 
poner su criterio. Pero esa misma soberanía popular 
también se pronunció en 1989 y 2009. ¿Es distinta? 
No; es la soberanía popular que muestra que quiere 
recorrer este camino. No dice que quiere la impuni- 
dad sino que expresa: “Yo quiero la reconciliación, 
mirar para adelante, construir el país. Tengo hijos y 
no pueden vivir de la violencia, que es la madre de 
las bestias. Yo quiero vivir del diálogo y de la tole- 
rancia”. A veces, tenemos la sensación de que la so- 
berbia, enquistada en circunstancias particulares, es 
la madre de la intolerancia renovada y sorda. Aquí, 
todos tenemos que hacer un ejercicio de humildad 
y esta implica ser capaces de construir un país en- 
tre todos, no solamente votando lo que nos parece, 
o de acuerdo con los compromisos de unos u otros, 
sino sabiendo que el camino que recorremos es el de 
la libertad y la tolerancia. Aquí, señor Presidente, la 
historia es muy consistente y clara. ¿Qué pasó con el 
señor Gadafi, después de 42 años? ¿A cuántos ayu- 
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dó? ¿Cuánta plata dio? ¿Cuántos se entrenaron en 
Libia? Algunos podrán decir que es así, pero ¿qué le 
pasó al señor Gadafi, más allá de la conclusión final 
que podemos discutir? Él creyó que el poder no tenía 
límites y terminó de esa manera. Lo mismo le sucedió 
a Mubarak y le va a pasar a Fidel Castro, simplemente 
porque cuando hablan desde una determinada posi- 
ción de soberbia intelectual no se dan cuenta de que 
el pueblo sabe, al final, que el camino del medio es 
el de la reconciliación. Esto no se resume en amar u 
odiar, sino en comprender, en construir, en trabajar. 
El señor Senador Heber o Matilde Rodríguez Larreta 
nos dan una lección de lo que es el tributo que puede 
pagar una familia, de cómo se pueden sobreponer so- 
bre a ciertos temas y ser capaces de privilegiar el diá- 
logo, la democracia, la libertad y la soberanía popular. 
No es un tema para estar poniéndole media suela a 
la conciencia libertaria, sino simplemente convicción 
y defensa. 


Por eso podemos discutir todos estos aspectos des- 
de el punto de vista jurídico y político, pero insisto en 
que este no es el mejor camino. Seguimos recorrien- 
do el camino de la revancha y del pasaje de cuentas. 
Hoy, las mayorías con las que se cuenta podrán tener 
sus razones pero tendrán otra visión y otra forma de 
pensar cuando se les contrarreste. Obviamente, la 
hemiplejia de una visión política siempre termina en 
un camino de cierta reivindicación. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR ABREU.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Agradezco la interrupción 
concedida porque me permite responder ahora a 
una interrogante que planteara hace un rato el señor 
Senador Agazzi. Creo que es oportuna abordarla en 
el clima que creó la intervención del señor Senador 
Abreu, que convoca a la reconciliación nacional. El 
señor Senador Agazzi decía que podía entender, sin 
compartir, que se hubiera votado esto en el año 1986, 
pero se preguntaba por qué se mantenía hoy, cuando 
ya no se justifica. Las razones por las que entende- 
mos nosotros que hay que mantenerlo actualmente 
las dimos en el curso de nuestra exposición: conside- 
ramos que los institutos de clemencia soberana son 
irrevocables por lo que no se puede conceder una 
amnistía y luego revocarla. De acuerdo con la Cons- 
titución, las amnistías pueden concederse en casos 
extraordinarios. Por supuesto que a medida que va 
pasando el tiempo, los casos extraordinarios se van 
diluyendo y un día se llega a la normalidad, que es 
en la que felizmente vivimos hoy. Pero si ese no fue- 
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ra el criterio, todas las amnistías serían transitorias y 
dejarían de ser eficaces porque, ¿qué efecto de con- 
vicción podría tener sobre una fuerza armada que 
amenaza la paz pública o la estabilidad institucional, 
decir que se le va a conceder una amnistía para que 
deponga sus armas y reine nuevamente la tranquili- 
dad pero, cuando pase la emergencia y el caso deje de 
ser extraordinario, vamos a revocar lo que se le dio? 
Eso no se puede hacer. Se da o no se da, pero una vez 
que se otorga la amnistía, el indulto o la gracia, no 
se puede revocar. El artículo 1? de la Ley N* 15.848, 
que es donde se otorga la amnistía, a nuestro juicio 
es arreglado a la Constitución. A este respecto hay 
opiniones distintas pero esa es nuestra posición. Lo 
digo porque se señaló que hoy ni en el debate anterior 
habíamos contestado la tacha de inconstitucionalidad 
sobre esta disposición. En la pasada oportunidad di- 
mos las razones por las cuales, a nuestro juicio, son 
claramente equivocados -hasta con aritmética clari- 
dad- los argumentos con los que la Suprema Corte 
de Justicia dice que es inconstitucional el artículo 1% 
de la Ley N” 15.848. En el acierto o en el error, esta- 
mos absolutamente convencidos de que esta norma 
es constitucional. 


Si se me preguntase por el artículo 3%, hoy debo 
reconocer -pasados muchos años- que llegué a la 
conclusión de que ese sí es inconstitucional. No lo 
creía así cuando lo voté -si hubiese pensado así, no lo 
hubiese votado-, pero muchos años después entiendo 
que es válida la tacha de inconstitucionalidad. Si no 
se hubiese dado un plebiscito de confirmación, yo vo- 
taría por derogarlo pero como lo hubo, entiendo que 
no puedo hacerlo. Creo que en este sentido tiene ra- 
zón Javier Miranda cuando dice que fue un error lo 
que se hizo en materia de consultas populares. 


Por otra parte, considero que es oportuno también 
señalar que ni ese artículo 1” -que nosotros entende- 
mos que debería mantenerse vigente, aunque eso no 
va a ocurtir- ni ningún otro de la llamada Ley de Ca- 
ducidad prohíben las investigaciones. Estas se pue- 
den hacer en la actualidad; lo que no se puede es, 
después, acusar penalmente a quienes resulten res- 
ponsables de las investigaciones. Sin embargo, aun 
con la ley vigente es perfectamente posible el acceso 
a la verdad y no hay inconvenientes para proceder de 
esa forma. 


La cuestión final refiere a cuál es la salida si el 
Parlamento no vota este proyecto de ley u otro. Con- 
sidero que la salida es que actúe la Justicia. Nadie ha 
opuesto jamás ningún reparo a que la Suprema Corte 
de Justicia disponga lo que considere pertinente res- 
pecto de la caducidad. Respetamos el fallo de la Cor- 
te, tanto cuando lo compartimos como cuando no lo 
compartimos. En todos los casos respetamos los fallos 
de la Justicia, se trate de la nuestra o de lo que dis- 
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ponga la Corte Interamericana de Derechos Huma- 
nos, estando de acuerdo con todos sus fundamentos 
o con algunos de ellos. Hemos dicho, y lo repetimos, 
que el fallo debe cumplirse y agregamos que debe 
hacerse de acuerdo con nuestra Constitución. No se 
trata de invocar el Derecho interno para no cumplir 
el fallo, sino de cumplirlo de acuerdo con el Derecho 
interno, lo que es perfectamente posible. El camino 
para eso es dejar que la Justicia actúe. Las puertas 
están abiertas, los Jueces pueden aplicar las normas 
pertinentes y se puede llegar a soluciones congruen- 
tes con el fallo de la Corte Interamericana de Dere- 
chos Humanos, más allá de que lo compartamos o no 
porque estamos persuadidos de que debe cumplirse. 


Era cuanto quería expresar y agradezco al señor 
Senador Abreu la interrupción concedida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- No solo coincido con el señor 
Senador Pasquet -sobre todo en el tema jurídico- 
sino que creo que esto le brinda una gran fuerza a la 
argumentación de carácter jurídico-constitucional. 
La Justicia tiene en sus manos todos estos temas y 
se puede pronunciar, como ya lo hizo. La Suprema 
Corte de Justicia ha cambiado de opinión y es natu- 
ral que así suceda porque es parte de lo que implica 
la separación de Poderes y la función jurisdiccional. 
Eso sí: cambia de opinión y se pronuncia en cada 
caso particular; no hay ningún obstáculo para ello. 
Lo que no se puede hacer es buscar, por la vía de 
la ley, lo que la Constitución no dice y, mucho me- 
nos, hablar de plazos procesales cuando se trata de 
prescripciones, que es un tema de carácter jurídico 
ajeno a esa naturaleza. Cuando se ingresa al terreno 
de ajustar el traje a la medida de nuestros requeri- 
mientos, exigencias políticas internas o de sectores, 
terminamos dándole un camino sesgado y frágil a 
la seguridad jurídica, que es la gran garantía que 
tenemos todos para que no vuelva a repetirse lo que 
sucedió. Cuando pensamos que no nos va a suceder, 
estamos pecando de una gran soberbia porque la 
Constitución, la ley y la tolerancia se construyen to- 
dos los días, simplemente, con la capacidad de con- 
ceder y de respetar la voluntad ajena. Les recomien- 
do el libro La amnistía en la tradición nacional, del 
profesor Pivel Devoto, quien sufrió los vejámenes 
más terribles cuando iba a visitar a su hijo que estu- 
vo preso durante años en la Cárcel de Libertad. En 
este libro no hace una contribución al rencor nia la 
revancha; su contribución se basa en decir que la 
historia del Uruguay tiene que evitar que se repitan 
no estos hechos, sino los anteriores. Queremos que 
no se vuelva a repetir algo que leí en un libro -no voy 
a decir en qué momento, porque podríamos tener 
una discusión histórica-, pero este es un bando de 
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hace muchos años que decía: “Es preciso extirpar 
esa raza maldita, que más de una vez ha entregado 
el país al extranjero... Es preciso usar de rigor con 
los enemigos y con los indiferentes, porque estos han 
hecho siempre en nuestras filas tanta brecha como 
aquellos. Es preciso que corra sangre, porque ella es 
necesaria para sellar la revolución, y hasta es moral 
que no se demore el castigo de los criminales. No 
haya lástima, no, con esos bandidos..., fusile a todo 
el que no quiera plegarse a nuestras ideas”. Esto es 
del siglo XIX y se volvió a repetir en diferentes ver- 
siones sobre la base de terminar con el enemigo y 
extirpar esta raza maldita; esto no es otra cosa que, 
simplemente, una visión distinta de las cosas en una 
democracia liberal, y no en una estructura burguesa 
con la que tenemos que vivir a desgano. Luego de 
este aporte, debo decir que no vamos a votar por 
estas razones. Creo que el camino que estamos re- 
corriendo no es el más adecuado porque no estamos 
construyendo el país que queremos para el mañana, 
sino que, de alguna forma, estamos contemplando 
intereses, posiciones y exigencias de determinados 
grupos, que son portadores de dolores legítimos. Sin 
embargo, el interés nacional y la reconciliación de- 
ben ser mucho más fuertes para que podamos tener 
a nuestros hijos viviendo en un país democrático sin 
las sombras que nos azotaron de un lado y de otro, 
portando verdades reveladas que terminaron con to- 
dos los derechos humanos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Después de una larga sesión 
que comenzó a las 9 y 30 de la mañana, lo que hemos 
hecho ha sido reeditar, en buena medida, la discusión 
que tuvimos hace tres o cuatro meses, referida al pro- 
yecto de ley interpretativa que postulaba la anulación 
de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. Por tanto, no voy a insistir en argumentos en 
este sentido -sobre los que ya han hablado otros Le- 
gisladores en forma categórica y reiterada- y, además, 
me remito a lo que expresé en oportunidad en que se 
trató el proyecto de ley interpretativa de anulación 
de la llamada Ley de Caducidad, donde explicamos 
las razones por las que no lo íbamos a votar, que son 
básicamente las mismas por las que no votaremos en 
el día de hoy esta iniciativa. Este proyecto de ley, que 
tiene algunas modificaciones e innovaciones, no es 
otra cosa que lo consagrado en el literal c) del artícu- 
lo 3" del proyecto de ley interpretativa de la anulación 
de la llamada Ley de Caducidad que refería, precisa- 
mente, a la modificación de los plazos de prescripción 
y a establecer que los plazos que corrieron entre la 
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promulgación de la llamada Ley de Caducidad y la fe- 
cha de entrada en vigor de la nueva ley, no corrieran 
a los efectos de las denuncias o de la aplicación de 
normas penales respecto de quienes hubieren come- 
tido esa clase de delitos que fueron comprendidos por 
la llamada Ley de Caducidad. Me parece que insistir 
en estos argumentos sería cansador y hasta aburridor. 


En los últimos días, destacados constitucionalis- 
tas con espíritu abierto y con autoridad en la materia 
expusieron en la Comisión de Constitución y Legis- 
lación y fueron contestes en admitir y aceptar que 
existe una importante corriente -a la que me afilio- 
en el ámbito de la doctrina y hasta de la jurispruden- 
cia a nivel internacional que reconoce que el llama- 
do “bloque de los derechos humanos” o “bloque de 
las normas jurídicas internacionales sobre derechos 
humanos”, entra en nuestro ordenamiento a través 
del artículo 72 de la Constitución de la República. Es 
claro -o al menos hoy se remarcó claramente- que no 
existe ninguna norma en la Constitución uruguaya 
que reconozca rango constitucional a los tratados o 
a las convenciones, a diferencia de lo que ocurre en 
la Constitución argentina, que en su última reforma 
consagró, expresamente, rango constitucional por 
encima de las leyes, a aquellos tratados que fueron 
ratificados por el gobierno argentino. 


De cualquier manera, los distintos juristas que 
han opinado en la materia han sido contestes al decir 
que no se puede discutir el cumplimiento del fallo 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
y también lo han sido al expresar que desde el mo- 
mento en que el país ratificó la Convención Intera- 
mericana sobre Derechos Humanos, obviamente se 
siente obligado al cumplimiento de dicho fallo. Es 
más, en estos días me planteaba lo que era la diná- 
mica de la vida política y los procesos en la historia. 
Probablemente, ninguno de los que votaron en aquel 
momento la Ley N* 15.737, de Amnistía, pensó que 
el impulso que naturalmente le dio al proyecto de ley 
el Poder Ejecutivo de aquel momento, estableciendo 
en un artículo la aprobación de la Convención Ame- 
ricana sobre Derechos Humanos, llamada Pacto de 
San José de Costa Rica -que agregó y estableció ex- 
presamente que el texto de la misma formaba parte 
de la presente ley- iba a ser el principal argumento 
esgrimido por quienes no estaban de acuerdo con 
esta solución -me refiero al Frente Amplio, que no lo 
votó- y se transformara en un elemento fundamental 
a efectos de sostener hoy la aplicación de la sentencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Al mismo tiempo, probablemente hoy muchos estarán 
pensando que nadie imaginó que la convocatoria al 
plebiscito en 1989 y el llamado a los ciudadanos a vo- 
tar sobre la derogación o no de la Ley de Caducidad, 
se transformaría en el obstáculo político y ético -a mi 
manera de ver- más fuerte y difícil de superar o de 
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poder explicar por parte de quienes pretenden hoy 
modificaciones a la llamada Ley de Caducidad. Pero 
así se escribe la historia. 


No tengo dudas de que, desde el punto de vista 
político, el tema fue laudado desde que se convocó 
al pueblo a decidir. Las razones por las que creemos 
en esa materia las expusimos en abundancia cuan- 
do se discutió el proyecto de ley interpretativa. Creo 
que si la doctrina, gran parte de la jurisprudencia, 
y muchos de los constitucionalistas -que, inclusive, 
han venido a asesorar a este Parlamento- son contes- 
tes en cuanto a que hay que aplicar la sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos -que 
podrá ser una solución no constitucional pero que, 
de cualquier manera, debe aplicarse en función de 
las modernas corrientes que señalan o sostienen la 
aplicación de las normas de Derecho Internacional 
por sobre las de Derecho interno en materia de Dere- 
chos Humanos-, no cabe duda de que el camino aquí 
es, única y exclusivamente, el de la actuación de la 
justicia y el de la actuación jurisdiccional que, obvia- 
mente, son los órganos técnicos que tiene el Estado 
para discutir temas tan complejos y delicados como 
son el grado de preeminencia de las normas interna- 
cionales sobre las de Derecho interno. ¿Hasta dónde 
prima una y hasta dónde subsiste la vigencia de la 
otra? ¿Cuál es el fundamento o la razón por los cuales 
las normas de Derecho Internacional en esta materia 
deben ser absolutamente aplicadas, inclusive en des- 
medro de las normas constitucionales existentes en 
el Derecho interno y de algunos institutos consagra- 
dos en la propia Convención Interamericana de dere- 
chos humanos, que también fueron consagrados en 
el Estatuto de Roma? Me refiero específicamente a la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos 
que consagra, entre otras cosas, la no retroactividad 
de la ley penal más perjudicial y otros elementos que 
son garantías formales que tienen aquellos que son 
acusados de cometer crímenes o delitos y son some- 
tidos a proceso. Todos estos son temas esencialmente 
técnicos que, a mi manera de ver, no deberían ser 
objeto de un pronunciamiento del Parlamento, sino 
estrictamente de los órganos técnicos jurisdicciona- 
les que deben juzgar esta situación. Me pueden decir 
que en el Parlamento está reflejada la voluntad del 
pueblo, pero hay que tener en cuenta que en muchos 
países de la región que se han votado leyes de amnis- 
tía con características similares, que posteriormente 
fueron derogadas por el propio Parlamento, el pro- 
blema fue que estas leyes -y ya lo dije cuando discu- 
timos el proyecto de ley de anulación de la llamada 
Ley de Caducidad- no fueron sometidas a plebiscito 
popular, como sí lo fue en nuestro país. En primer 
lugar, fue sometida a un referéndum en 1989, donde 
se planteó la derogación de la ley, y 20 años después 
se puso a votación la posibilidad de una reforma cons- 
titucional que consagraba, ya no la derogación, sino 
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la anulación de la llamada Ley de Caducidad. Tanto 
en una como en otra la voluntad popular fue adversa 
a quienes trabajamos en pro del referéndum y de la 
anulación. Recuerdo que fui uno de los que impul- 
sé y trabajé por el voto verde y por el referéndum 
en 1989 -que perdimos-, y también fue el resultado 
fue adverso en 2009, cuando se consideró el proyec- 
to de anulación de dicha ley. Creo que en función 
de esta realidad única en América Latina, política- 
mente el tema no puede ser replanteado, rediscutido 
o reanalizado ni total ni parcialmente, en el ámbito 
del Poder Legislativo. Lo que sí puede admitirse es 
que, habiendo una sentencia de la Corte Interame- 
ricana de Derechos Humanos -los principales juris- 
tas así lo aceptaron cuando vinieron a la Comisión-, 
todos admitamos que este tema debe ser cumplido 
y ejecutado porque dicha Corte entiende que deben 
removerse los obstáculos -en ningún momento dice 
que deba anularse o dejarse sin efecto la llamada Ley 
de Caducidad, como sí lo pidió la Comisión Interame- 
ricana de Derechos Humanos-, a los efectos de que 
se pueda cumplir cabalmente con la sentencia. Esas 
son razones que nos parecen más que suficientes y 
fuertes para decir que no podemos acompañar esta 
solución, es decir, no vamos a votar este proyecto de 
ley. Además, nos parece que como herencia de todo 
este proceso, probablemente esta sea la última vez 
que tengamos una discusión en el ámbito legislativo 
por el tema de la llamada Ley de Caducidad. Pero, 
de todas formas, queda como herencia lamentable 
y negativa para el futuro del país, así como también 
queda, en la gente, una sensación de descreimiento 
acerca de uno de los institutos de democracia directa 
como es el referéndum, y eso no es bueno para la 
democracia. Nuestra Constitución es una de las po- 
cas en América Latina que consagra la posibilidad de 
que puedan juntarse firmas a nivel del pueblo para 
someter una ley al voto popular, a fin de que el pueblo 
lo decida, como promovía la consigna en 1989. Hoy, 
lamentablemente, con esta decisión estamos desacre- 
ditando ese instituto y dejando como herencia para 
el futuro un sabor de negativismo y de incredulidad, 
que seguramente llevará a que mucha gente, en el 
futuro, piense que esta clase de instrumentos, de al- 
guna manera, pueden no ser muy creíbles y serios, 
sobre todo, después de resuelto y producido el fallo 
del soberano, que es la voluntad popular. Hay que te- 
ner en cuenta que en dos oportunidades, a través del 
mecanismo de democracia representativa, el Parla- 
mento procedió a dejar sin efecto lo que el pueblo en 
su momento, al pronunciarse, decidió. Cada uno ve 
las cosas con su cristal y es responsable, en definiti- 
va, de las decisiones políticas que toma. Comprendo 
que mucha gente quiera, de cualquier manera, de- 
jar sin efecto y pisotear esta ley y no recordarla en 
la historia del Uruguay, pero no se pueden ignorar 
los fallos populares porque fueron hechos históricos, 
contundentes y categóricos y no meros argumentos 
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efectistas y demagógicos, como alguien dijo cuando 
se discutió la anulación de la llamada Ley de Cadu- 
cidad. Estamos hablando de elementos muy serios, 
porque implicaron, ni más ni menos, la utilización de 
mecanismos de democracia directa consagrados en la 
Constitución, para que el pueblo decidiera algo que 
tiempo después el Parlamento resolvió cambiar. 


Por estos motivos, señor Presidente, no voy a 
acompañar este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-16 en 30. Afirmativa. 


SEÑOR GAMOU.-- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: he votado 
afirmativamente este proyecto de ley en nombre 
de mi sector CAP - Libertad, por la disciplina 
partidaria inherente a cualquiera que se considere 
auténticamente frenteamplista. En ese sentido 
reivindicamos una vez más lo actuado por nuestro 
compañero y principal referente Eleuterio Fernández 
Huidobro, el Ñato. Nosotros aceptamos participar de 
un ámbito de negociación donde expusimos con total 
libertad nuestros puntos de vista, nuestras dudas, 
reparos y escuchamos otros argumentos tan válidos 
como los nuestros, pero no logramos convencer y 
acatamos y acataremos, como no puede ser de otra 
manera, a la casi unánime mayoría de nuestros 
compañeros del Frente Amplio que promueven esta 
iniciativa. La democracia interna, señor Presidente, 
es también un valor a preservar, y honrarla de verdad 
significa acatar aquellas decisiones de las que no 
estamos convencidos. Lo demás es puro discurso 
y nosotros no somos sofistas. Como sector, desde 
siempre estuvimos furibundamente en contra de la 
impunidad y militamos desde la primera hora en ese 
sentido, no así en contra de la Ley de Pacificación 
Nacional, porque sería una vergúenza comparar las 
dos leyes. Es como si al final de la Segunda Guerra 
Mundial hubiéramos ido a Buchenwald, a Auschwitz 
oa Treblinka a preguntar qué delitos habían cometido 
los prisioneros que estaban en esas mazmorras. No 
comparemos zapallo con perejil, señor Presidente. 


Hace más de un año planteamos la necesidad de 
una salida mediante un pronunciamiento popular y, 
en los últimos meses, defendimos con total libertad, 
en los ámbitos en los que estuvimos, la propuesta de 
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una declaración de la Asamblea General. Ahora bien, 
no podemos ser sordos a lo que fue la opinión de la 
aplastante mayoría de nuestros compañeros del Fren- 
te Amplio que, con argumentos no menos válidos que 
los nuestros -acá no hay dos bibliotecas, sino catorce 
mil-, decidieron presentar al Parlamento Nacional 
esta solución. 
(Suena el timbre indicador del tiempo.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha finalizado su tiempo, 
señor Senador Gamou. 


La Presidencia le pide disculpas, pero para fundar 
el voto solo dispone de tres minutos. 


Se va a rectificar la votación en general del pro- 
yecto de ley. 


(Se vota:) 

-16 en 31. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Mociono para que 
se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 

-29 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1“. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3“. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-16 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 31. Afirmativa. 


SEÑOR GAMOU.-- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: votamos esta 
ley en el día de hoy y serán las futuras generaciones 
con perspectiva histórica las que nos juzgarán. Algo 
debe quedar claro: la gran angustia que siento -creo 
que es el sentir de la mayoría de los uruguayos- por 
la existencia en nuestro orden jurídico de la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Esa 
ley abyecta lamentablemente fue avalada en dos opor- 
tunidades por el soberano. Dentro de algunos años, 
nuestros nietos, bisnietos y tataranietos leerán lo que 
ocurrió en el día de hoy en el Senado de la República y 
podrán tener dudas, como las muchas que se manifes- 
taron hoy. Ahora bien, señor Presidente -o mejor dicho, 
ahora mal-, estoy seguro de que juzgarán como una de 
las páginas más oscuras y lamentables de la historia del 
Parlamento uruguayo aquel triste mes de diciembre de 
1986 cuando se consagró la aberrante impunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: estába- 
mos considerando el artículo 4”. Le ruego que finali- 
ce su exposición. 


SEÑOR GAMOU.- Estoy fundamentando el voto, 
señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador, pero 
no del artículo 4”. Ya fundamentó en general el pro- 
yecto de ley y lo hizo durante el tiempo reglamenta- 
rio. Le pido que colabore con la Mesa. 


SEÑOR GAMOU.- Colaboro con la Mesa, señor 
Presidente. 


En esta fundamentación del artículo 4% del pro- 
yecto de ley, quiero terminar con una afirmación que 
creo que nos compete a todos los que estamos acá: 
“Por los chiquitos que faltan, por los chiquitos que 
vienen, uruguayos, nunca más”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado aprobado el 
proyecto de ley, que se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do, por ser igual al considerado.) 
9) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 


tos a considerar, se levanta la sesión. 
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(Así se hace, a la hora 18 y 59 minutos, 
presidiendo el señor Danilo Astori y estando 
presentes los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Baráibar, Battistoni, Bordaberry, 
Chiruchi, Da Rosa, Gallinal, Gallo Imperiale, 
Gamou, Guarino, Heber, Lorier, Martínez, 
Michelini, Montiel, Moreira (Carlos), Moreira 
(Constanza), Obispo, Pasquet, Penadés, Rubio, 
Sanabria, Saravia, Solari, Topolansky y Xavier). 
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